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PRESENTACIÓN 

El presente cuadernillo de jurisprudencia es una actualización al año 2020 del duodécimo número de 

una serie de publicaciones que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) realiza 

con el objeto de dar a conocer su jurisprudencia en diversos temas de relevancia a nivel regional. Este 

número está dedicado a abordar el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 8 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, CADH).  

 

Para abordar este tema, se han extractado los párrafos más relevantes de los casos contenciosos y 

opiniones consultivas en que la Corte Interamericana ha tratado esta temática. En una primera parte 

de este cuadernillo, se exponen aspectos generales vinculados al derecho a las garantías judiciales, 

tales como su concepto, alcance y su relación con otros derechos, como el de acceso a la justicia. 

Posteriormente se analizan las garantías generales contenidas en el artículo 8.1 de la CADH, como el 

derecho a ser oído, ser juzgado por un tribunal independiente, imparcial y competente, así como a 

obtener una resolución motivada. Luego, se analizan las garantías específicas del numeral 2 del 

artículo 8, poniendo especial énfasis en el contenido del derecho a defensa, ampliamente desarrollado 

por la Corte Interamericana. Finalmente, se exponen las medidas de reparación que ha dispuesto la 

Corte IDH con relación a la violación del derecho a las garantías judiciales.  

 

Como se puede apreciar, no se encuentra en este Cuadernillo el desarrollo jurisprudencial que ha 

realizado la Corte IDH de este derecho con relación a los grupos en situación de discriminación, en 

atención a la extensión de la jurisprudencia en esta materia. Ese contenido lo encontrarán en el 

Cuadernillo de Jurisprudencia sobre igualdad y no discriminación. 

 

Los títulos buscan facilitar la lectura y no necesariamente corresponde a los usados en las sentencias 

u opiniones consultivas. Sólo se han dejado en el texto algunas notas a pie de página cuando la Corte 

Interamericana hace una cita textual. 

 

La Corte Interamericana agradece al Dr. Claudio Nash por su trabajo como editor de esta publicación 

de la Serie de Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

Esperamos que este Cuadernillo de Jurisprudencia sirva para difundir la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana en toda la región. 

 

 

Elizabeth Odio Benito 

Presidenta 
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1. ASPECTOS GENERALES DEL ARTÍCULO 8.1 

En el presente apartado se tratan los aspectos generales relativos al concepto y alcance que la Corte 
IDH ha dado al concepto de garantías judiciales. Estas precisiones son relevantes, pues a lo largo de 
su jurisprudencia la Corte IDH ha ido precisando la extensión de estas garantías no solo en el ámbito 
judicial, sino en cualquier procedimiento donde se decidan derechos de las personas. Además, en 
este apartado se desarrolla la vinculación del debido proceso legal con otros derechos, como el 
derecho de acceso a la justicia. 

1.1. CONCEPTO DE “DEBIDO PROCESO LEGAL”  

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 
1987. Serie A No. 9. 

27.  El artículo 8 de la Convención en su párrafo 1 señala que:  

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

Este artículo, cuya interpretación ha sido solicitada expresamente, es denominado por la Convención 
" Garantías Judiciales ", lo cual puede inducir a confusión porque en ella no se consagra un medio de 
esa naturaleza en sentido estricto. En efecto, el artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente 
dicho, sino el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales para que 
pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención.  

28.  Este artículo 8 reconoce el llamado "debido proceso legal", que abarca las condiciones que 
deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están 
bajo consideración judicial. Esta conclusión se confirma con el sentido que el artículo 46.2.a) da a esa 
misma expresión, al establecer que el deber de interponer y agotar los recursos de jurisdicción 
interna, no es aplicable cuando  

no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal 

para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados.  

Corte IDH. Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Arts. 46.1, 46.2.a y 
46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC -11/90 
de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11. 

24. Ese deber de organizar el aparato gubernamental y de crear las estructuras necesarias para 
la garantía de los derechos está relacionado, en lo que a asistencia legal se refiere, con lo dispuesto 
en el artículo 8 de la Convención. Este artículo distingue entre acusación[es] penal[es] y 
procedimientos de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Aun cuando ordena que toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías... por un juez o tribunal en ambas 

circunstancias, estipula adicionalmente, en los casos de delitos, unas garantías mínimas. El concepto 
del debido proceso en casos penales incluye, entonces, por lo menos, esas garantías mínimas. Al 
denominarlas mínimas la Convención presume que, en circunstancias específicas, otras garantías 
adicionales pueden ser necesarias si se trata de un debido proceso legal. En el mismo sentido: Caso 
Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. 
Serie C No. 1191, párr.176. 

 

1 Los hechos del presente caso se inician el 30 de noviembre de 1995, cuando la señora Lori Berenson Mejía fue 
detenida por miembros de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) de la Policía Nacional del Perú 
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28.  En materias que conciernen con la determinación de [los] derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter el artículo 8 no especifica garantías mínimas, como lo 
hace en el numeral 2 al referirse a materias penales. Sin embargo, el concepto de debidas garantías 
se aplica también a esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene derecho 
también al debido proceso que se aplica en materia penal. Cabe señalar aquí que las circunstancias 
de un procedimiento particular, su significación, su carácter y su contexto en un sistema legal 
particular, son factores que fundamentan la determinación de si la representación legal es o no 
necesaria para el debido proceso. 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 712. 

69. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino el conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales” a efecto de que las personas puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos. En 
el mismo sentido: Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febrero de 2001. Serie C No. 743, párr.102; Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 1274, párr.147; Caso Claude 

 

y llevada al local de la DINCOTE. En ese lugar fue interrogada por su presunta vinculación con miembros del 
Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA). Durante los interrogatorios y las diligencias de registro que 
se realizaron en su domicilio no estuvo presente el abogado de la señora Berenson y tampoco se le informaron 
los cargos en su contra. El 15 de diciembre de 1995 se le tomó declaración instructiva en el fuero militar. El 8 de 
enero de 1996, tres días antes de que el juez militar dictara la sentencia en contra de la testigo, ésta fue exhibida 
ante la prensa nacional como cabecilla del MRTA. El 2 de enero de 1996 el Juez Instructor Militar dio por 
concluida la investigación, y el mismo día el Fiscal Militar Especial del Ejército para casos de traición a la patria 
formuló la correspondiente acusación. El 11 de enero de 1996 se celebró el juicio militar de la señora Berenson 
ante un tribunal militar “sin rostro”. El juicio duró un par de horas y consistió únicamente en la lectura de la 
sentencia. Por tanto, mediante dicha sentencia se condenó a la señora Berenson como autora del delito de 
traición a la patria otorgando la pena privativa de libertad de cadena perpetua, en aplicación de la legislación 
penal antiterrorista contenida en los Decretos Leyes No. 25475 y 25659. Luego de la condena en el juicio militar, 
la señora Berenson fue enviada a la cárcel de mujeres de Chorrillos, donde permaneció seis días, y de ahí fue 
trasladada al penal de Yanamayo (Puno), donde permaneció desde el 17 de enero de 1996 hasta el 7 de octubre 
de 1998. En Yanamayo fue sometida al régimen de aislamiento celular continuo durante un año y tuvo varios 
problemas de salud como consecuencia de la altitud, la mala alimentación que recibía y el frío de la zona. 
Finalmente, el 21 de diciembre fue transferida al penal de Huacariz. El 28 de agosto de 2000 se inició un nuevo 
juicio en el fuero penal ordinario. El 20 de junio de 2001 la Sala Nacional de Terrorismo emitió sentencia 
mediante la cual declaró que, al no haberse logrado plena certeza de que la señora Berenson haya llegado a 
asociarse y ser parte integrante de la organización del MRTA, se la condenaba por delito de terrorismo, en la 
modalidad de actos de colaboración, a 20 años de pena privativa de libertad. El 13 de febrero de 2002 la Corte 
Suprema de Justicia del Perú confirmó la sentencia. 
2 Los hechos del presente caso se iniciaron el 28 de mayo de 1997 cuando los magistrados Manuel Aguirre Roca, 
Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano fueron revocados del Tribunal Constitucional. Ello fue producto 
de un juicio político efectuado por el Congreso. El 25 de julio de 1997 y el 1 de agosto de 1997, el magistrado 
Manuel Aguirre Roca y los magistrados Guillermo Rey Terry y Delia Revoredo Marsano respectivamente, 
interpusieron acciones de amparo contra las resoluciones de destitución. Los amparos interpuestos fueron 
declarados infundados en segunda instancia por la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho 
Público de la Corte Superior de Justicia de Lima el 9 de febrero de 1998. Por su parte, el Tribunal Constitucional 
confirmó dichas decisiones los días 10 y 16 de julio de 1998 en cada uno de los recursos. 
3 Los hechos del presente caso se centran en Baruch Ivcher Bronstein, quien era el propietario mayoritario de 
un canal de televisión desde 1986. El señor Ivcher nació en Israel posteriormente adquirió la ciudadanía peruana 
por naturalización. Uno de los programas de dicho canal empezó a transmitir reportajes relacionados con el 
gobierno del entonces Presidente Alberto Fujimori. Es así como el 23 de mayo de 1997 el Poder Ejecutivo del 
Perú expidió el Decreto Supremo No. 004-97-IN, que reglamentó la Ley de Nacionalidad No. 26574, y estableció 
la posibilidad de cancelar la nacionalidad a los peruanos naturalizados. En julio de 1997 se dejó sin efecto legal 
el título de nacionalidad peruana del señor Ivcher. Debido a ello, se le suspendió como accionista mayoritario 
del canal televisivo. Los recursos presentados para cuestionar estas decisiones fueron desestimados. 
4 Los hechos del presente caso se derivan de la adopción de Ley Electoral No. 331 en enero de 2000. Esta nueva 
ley no contempló la figura de las asociaciones de suscripción popular para que participaran en las elecciones. 
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Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C 
No. 1515, párr. 116. 

71.  De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el Estado de 
Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, otros órganos o 
autoridades públicas pueden ejercer funciones del mismo tipo. Es decir, que cuando la Convención 
se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la 
“determinación de sus derechos”, esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea 
administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 
obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera que cualquier órgano 
del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de 

adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 
de la Convención Americana. En el mismo sentido: Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72 6 , párr. 124; Caso Ivcher 
Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 
104; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 126; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 1357, párr. 164; Caso López 
Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, 
párr. 148 8 ; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 

 

Sólo se permitía la participación en los procesos electorales a través de la figura jurídica de partidos políticos. 
El 8 de marzo de 2000 miembros de la organización indígena Yapti Tasba Masraka Nanih Asla Takanka 
(YATAMA) intentaron obtener la autorización para ser reconocidos como partido político regional. No obstante, 
a pesar de los diversos recursos presentados, la solicitud fue denegada. Ello generó que el grupo YATAMA no 
participe en las elecciones de 5 de noviembre de 2000. 
5 Los hechos del presente caso se iniciaron el 7 de mayo de 1998, cuando el señor Claude Reyes, Director 
Ejecutivo de la Fundación Terram, solicitó al Comité de Inversiones Extranjeras (CIE) información relacionada 
a un proyecto de industrialización forestal. Esta solicitud fue denegada. En julio de 1998 los señores Marcel 
Claude Reyes, en representación de la Fundación Terram, Sebastián Cox en representación de la ONG Forja, y 
Arturo Longton en calidad de diputado de la República de Chile, presentaron un recurso de protección ante la 
Corte de Apelaciones de Santiago. Dicho recurso se presentó debido a la negativa del CIE de brindar información 
acerca del proyecto forestal. El recurso fue declarado inadmisible. 
6 Los hechos del presente caso se refieren al despido de 270 empleados públicos y dirigentes sindicales, que 
habían participado en distintas protestas contra la política gubernamental en reclamo de sus derechos laborales. 
El despido se produjo en base a la ley No. 25 de fecha 14 de diciembre de 1990, luego de que el Gobierno acusara 
a estas personas de haber participado en manifestaciones de protesta y de resultar cómplices de una asonada 
militar. Se interpusieron una serie de recursos administrativos. Sin embargo, no se tuvo ningún resultado 
positivo. 
7 Los hechos del presente caso se refieren a la prohibición de la publicación del libro titulado “Ética y Servicios 
de Inteligencia”. El autor de dicho libro es Humberto Antonio Palamara Iribarne, asesor técnico de las Fuerzas 
Armadas. La publicación abordaba aspectos relacionados con la inteligencia militar y la necesidad de adecuarla 
a ciertos parámetros éticos. Adicionalmente, se le incautaron los ejemplares del libro, los originales del texto, un 
disco que contenía el texto íntegro y la matricería electroestática de la publicación. Como consecuencia de la 
negativa del señor Palamara Iribarne de detener la publicación de su libro, se inició en su contra un proceso 
penal por los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares. Asimismo, con base en los mismos 
hechos, se inició una investigación sumaria administrativa por la comisión de faltas administrativas. En mayo 
de 1993 el señor Palamara Iribarne convocó a una conferencia de prensa en su residencia, en la cual criticó la 
actuación de la Fiscalía Naval en el proceso seguido en su contra. En enero de 1995 el señor Palamara Iribarne 
fue condenado, como autor del delito de desacato, a la pena de 61 días de presidio menor en su grado mínimo, 
al pago de una multa de 11 sueldos vitales, a la suspensión del cargo u oficio público durante el tiempo de la 
condena y al pago de las costas de la causa. 
8 Los hechos del presente caso se refieren al señor Alfredo López Álvarez, quien era dirigente de la Organización 
Fraternal Negra de Honduras, de la Confederación de los Pueblos Autóctonos de Honduras y del Comité Defensa 
de Tierras Triunfeñas. El 27 de abril de 1997 oficiales policías decomisaron a los señores Alfredo López Álvarez 
y Luis Ángel Acosta, dos paquetes que contenían un polvo blanco y los detuvieron. Luego fue llevado a la oficina 
de la Dirección de Investigación Criminal, donde se le exigió que se quitara la ropa y fue sometido a una 
inspección corporal realizada por otro detenido. El 27 de abril de 1997 el señor López Álvarez permaneció en la 
Dirección de Investigación Criminal con las esposas apretadas, lo que provocó que sus muñecas sangraran y se 
inflamaran, y fue coaccionado para declarase culpable de los hechos que se le imputaban. No recibió atención 
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septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 126; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 1829, párr. 46; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, 
párr. 17510; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 21611, párr. 159; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. 
Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 21712, párr. 

 

médica por el maltrato físico al que fue sometido. El 7 de noviembre de 2000 el Juzgado dictó sentencia 
condenatoria en perjuicio de los procesados debido a la presunta posesión de droga. La sentencia condenó a 
cumplir en la Penitenciaría Nacional de Támara la pena de quince años. El 2 de mayo de 2001 la Corte de 
Apelaciones resolvió declarar la nulidad absoluta de las actuaciones a partir inclusive, del auto de fecha 8 de 
octubre de 1997 por irregularidades. El señor López Álvarez y sus familiares interpusieron una serie de recursos 
exigiendo sea liberado. No obstante, éstos fueron denegados. El 13 de enero de 2003 el Juzgado de Letras 
Seccional de Tela dictó sentencia absolutoria a favor del señor López Álvarez, por no tener certeza de si la 
muestra enviada al laboratorio toxicológico y que resultó positivo se sustrajo de los dos kilos de polvo blanco 
decomisados al imputado. El 20 de enero de 2003 el Ministerio Público interpuso recurso de apelación ante la 
Corte de Apelaciones de la Ceiba. El 29 de mayo de 2003 la Corte de Apelaciones confirmó la sentencia 
absolutoria.  El señor López Álvarez estuvo privado de libertad durante 6 años y 4 meses. En los centros donde 
permaneció detenida la presunta víctima no existía un sistema de clasificación de reclusos; no había separación 
entre procesados y condenados. Asimismo, el señor López Álvarez fue sometido a condiciones de detención 
insalubres y de hacinamiento. Ambos establecimientos penales estaban sobrepoblados y carecían de 
condiciones higiénicas adecuadas. A principios del año 2000 el director del Centro Penal de Tela prohibió a la 
población garífuna en dicho penal hablar el garífuna, su lengua materna. 
9 Los hechos del presente caso se iniciaron el 12 de septiembre de 2000 cuando la Sala Plena del Tribunal 
Supremo de Justicia designó a Ana María Ruggeri Cova, Evelyn Margarita Marrero Ortiz, Luisa Estela Morales, 
Juan Carlos Apitz Barbera y Perkins Rocha Contreras para ocupar con carácter provisorio los cargos de 
Magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. El 30 de octubre de 2003 fueron destituidos 
debido a la presunta comisión de un error judicial inexcusable. Interpusieron una serie de recursos a fin de 
cuestionar dicha medida. Sin embargo, éstos no fueron exitosos. 
10 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el estado de 
Guerrero. La señora Fernández Ortega es una mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me’phaa, 
residente en Barranca Tecoani, estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía casi 25 años, estaba casada 
con el señor Prisciliano Sierra, con quien tenía cuatro hijos. El 22 de marzo de 2002, la señora Fernández Ortega 
se encontraba en su casa en compañía de sus cuatro hijos, cuando un grupo de aproximadamente once militares, 
vestidos con uniformes y portando armas, ingresaron a su casa. Uno de ellos la tomó de las manos y, apuntándole 
con el arma, le dijo que se tirara al suelo. Una vez en el suelo, otro militar con una mano tomó sus manos y la 
violó sexualmente mientras otros dos militares miraban. Se interpusieron una serie de recursos a fin de 
investigar y sancionar a los responsables de los hechos. No obstante, éstos no tuvieron éxito. 
11 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el Estado de 
Guerrero, dirigida a reprimir actividades ilegales como la delincuencia organizada. En el estado de Guerrero un 
importante porcentaje de la población pertenece a comunidades indígenas, quienes conservan sus tradiciones 
e identidad cultural y residen en los municipios de gran marginación y pobreza. Valentina señora Rosendo Cantú 
es una mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me´phaa, en el Estado de Guerrero. Al momento 
de los hechos tenía 17 años, estaba casada con el señor Fidel Bernardino Sierra, y tenía una hija. El 16 de febrero 
de 2002, Valentina Rosendo Cantú se encontraba en un arroyo cercano a su domicilio. Cuando se disponía a 
bañarse, ocho militares, acompañados de un civil que llevaban detenido, se acercaron a ella y la rodearon. Dos 
de ellos la interrogaron y le mostraron una foto de una persona y una lista con nombres, mientras uno de ellos 
le apuntaba con su arma. Ella les indicó que no conocía a la gente sobre la cual la interrogaban. El militar que la 
apuntaba la golpeó en el estómago con el arma, haciéndola caer al suelo. Luego uno de los militares la tomó del 
cabello mientras insistió sobre la información requerida. Finalmente le rasguñaron la cara, le quitaron la falda 
y la ropa interior y la tiraron al suelo, y uno de ellos la penetró sexualmente, al término de lo cual el otro que 
también la interrogaba procedió a hacer lo mismo. Tanto Valentina Rosendo Cantú como su esposo presentaron 
una serie de recursos a fin de denunciar los hechos y solicitar que se realicen las investigaciones necesarias para 
identificar y sancionar a los responsables. La investigación fue remitida a la jurisdicción penal militar, la cual 
decidió archivar el caso.  
12 Los hechos del presente caso se enmarcan en la dictadura militar del entonces Coronel Hugo Banzer Suárez, 
iniciada en agosto de 1971. A lo largo de esa época se cometieron numerosas violaciones a los derechos humanos 
en el marco de una política de represión a grupos y personas que eran identificados por el gobierno como 
enemigos u opositores del régimen. Para el año 1971 el señor Rainer Ibsen Cárdenas se encontraba estudiando 
una carrera universitaria. En octubre de dicho año, fue detenido en la ciudad de Santa Cruz, supuestamente por 
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165; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 21813, párrs. 108 y 141; Caso Barbani Duarte y Otros Vs. 
Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 23414, párr. 118; 
Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 26815, párr. 166. 

 

ser miembro del Ejército de Liberación Nacional. El señor Ibsen Cárdenas estuvo privado de su libertad 
aproximadamente nueve meses. En el mes de junio de 1972 se llevó a cabo la ejecución extrajudicial de al menos 
tres de los detenidos en ese lugar. Entre estas personas habría estado el señor Rainer Ibsen Cárdenas, quien 
falleció al recibir diversos disparos en el cráneo Los restos que pertenecían al señor Ibsen Cárdenas fueron 
entregados a una institución civil y no a sus familiares. El 22 de junio de 1972 se publicó en los medios que el 
señor Ibsen Cárdenas había fallecido aparentemente en un intento de fuga. El 10 de febrero de 1973 José Luis 
Ibsen Peña, de 47 años de edad y padre de Rainer Ibsen Cárdenas, fue detenido por agentes de seguridad del 
Estado que le ordenaron que los acompañara. José Luis Ibsen Peña fue llevado a las instalaciones del centro de 
detención de El Pari, ubicado en la ciudad de Santa Cruz, Bolivia. El 28 de febrero de 1973 agentes estatales 
informaron a sus familiares que José Luis Ibsen Peña había salido exiliado a Brasil. Al respecto, Martha Castro 
Mendoza, su esposa, acudió al consulado de dicho Estado en Bolivia, en donde le informaron que no había salido 
ningún preso político a dicho país. Desde ese entonces sus familiares no tienen conocimiento de su paradero. El 
paradero del señor Rainer Ibsen Cárdenas fue establecido en el año 2008, cuando sus restos fueron localizados, 
identificados y entregados a sus familiares. A pesar de las distintas acciones judiciales presentadas, se desconoce 
el paradero de José Luis Ibsen Peña y no se han sancionado a los responsables. 
13 Los hechos del presente caso se refieren a Jesús Tranquilino Vélez Loor, de nacionalidad ecuatoriana. El señor 
Vélez Loor fue retenido el 11 de noviembre de 2002 en el Puesto Policial de Tupiza, en la Provincia del Darién, 
República de Panamá, por presuntamente no portar la documentación necesaria para permanecer en dicho país. 
Posteriormente, la Directora Nacional de Migración y Naturalización del Ministerio de Gobierno y Justicia dictó 
una orden de detención en su contra. El señor Vélez Loor fue trasladado a una cárcel pública. El 6 de diciembre 
de 2002 se resolvió imponerle una pena de dos años de prisión por haber infringido las disposiciones del 
Decreto Ley No. 16 sobre Migración de 30 de junio de 1960. La referida resolución no fue notificada al señor 
Vélez Loor. El 18 de diciembre de 2002 fue trasladado al centro penitenciario La Joyita. Mediante resolución de 
8 de septiembre de 2003, la Directora Nacional de Migración resolvió dejar sin efecto la pena impuesta. El 10 de 
septiembre de 2003 el señor Vélez Loor fue deportado hacia Ecuador. Tras ser deportado, el señor Vélez Loor 
alegó haber sido víctima de actos de tortura y malos tratos ocurridos durante su estancia en los diversos centros 
penitenciarios.  
14 Los hechos del presente caso se desarrollan en un contexto de extrema dolarización del sector bancario 
uruguayo. El 21 de diciembre de 2002 el Poder Legislativo de Uruguay aprobó la Ley No. 17.613 titulada 
“Fortalecimiento del Sistema Financiero”, con la cual se buscaba atender diversas situaciones surgidas como 
consecuencia de la crisis bancaria. El 31 de diciembre de 2002 el Banco Central dispuso la disolución y 
liquidación del Banco de Montevideo. Se transfirieron los fondos del Banco de Montevideo al TRADE AND 
COMMERCE BANK en las Islas Caimán sin haber consultado a un grupo de ahorristas. Debido a esta situación, 
solicitaron ante la Comisión Asesora creada en virtud de la Ley No. 17.613 una audiencia. Asimismo trataron de 
interponer un recurso administrativo y judicial. Sin embargo, no tuvieron mayor éxito. 
15 El Congreso Nacional eligió en enero de 2003 y marzo de 2003 los vocales principales y suplentes para 
integrar el Tribunal Constitucional y desempeñar las competencias definidas en el artículo 276 de la 
Constitución. El 23 de noviembre del 2004 el Presidente de la República, Lucio Gutiérrez, anunció el propósito 
del gobierno de impulsar en el Congreso la reorganización del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo 
Electoral, así como de la Corte Suprema de Justicia. El Tribunal Constitucional emitió y publicó un comunicado 
en la prensa en el que manifestó que “los vocales del Tribunal estaban dispuestos a responder por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones o por las omisiones mediante el proceso constitucional esto es el juicio 
político, cualquier otro procedimiento estaría apartado de la norma constitucional y por consiguiente violaría la 
propia Constitución”. Agregaron en dicho comunicado que “si los vocales del Tribunal Constitucional fuesen 
removidos mediante simple resolución se estaría violando el Estado Social de Derecho”. El 24 de noviembre de 
2004 el Presidente del Congreso convocó a comparecer a juicio político para el 1 de diciembre de 2004, a los 
vocales del Tribunal Constitucional “para el debate de las mociones de censura propuestas en su contra por los 
señores Luis Villacis Maldonado, Antonio Posso Salgado, Segundo Serrano, Marco Proaño Maya, diputados”. Los 
juicios políticos contra los vocales del Tribunal Constitucional fueron iniciados por algunos congresistas por su 
oposición en contra de dos decisiones adoptadas por dicho órgano. Una de ellas relacionada con un “décimo 
cuarto sueldo” y la otra respecto a un sistema de asignación de escaños electorales, conocido como “método 
D`Hondt”. El “décimo cuarto sueldo era una remuneración o bono educacional establecido por una ley, que 
afectaba el salario mínimo vital, inclusive para los trabajadores del sector público, lo que según el Tribunal 
Constitucional implicaba una vulneración a la norma constitucional que disponía que solamente el Presidente 
de la República tendrá iniciativa legislativa para aumentar el gasto público. El método de D´Hondt era un sistema 
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Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 
mayo de 2008. Serie C No. 18016. 

79.  El artículo 8 de la Convención que se refiere a las garantías judiciales establece los 
lineamientos del llamado “debido proceso legal”, que consiste inter alia en el derecho de toda persona 
a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada en su contra. 

80.  En este caso es necesario enfatizar que dicha norma implica que el juez o tribunal encargado 
del conocimiento de una causa debe ser, en primer lugar, competente, además de independiente e 
imparcial. Más específicamente, esta Corte ha señalado que “toda persona sujeta a un juicio de 
cualquier naturaleza ante un órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano 
[…] actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución 
del caso que se le somete”.  

81.  En el presente caso, resulta irrazonable para este Tribunal que los órganos de 

administración de justicia de un Estado Parte en la Convención Americana sometan a un proceso 
penal a una persona y la priven de libertad durante más de dos años sin haber determinado con 
certeza su propia competencia en relación con la vía establecida en el derecho interno para estos 
efectos. Además, la falta de determinación del tribunal competente de manera oportuna se ve 
agravada por el hecho de que la decisión de la Corte de Apelaciones de Gonaïves aún no le ha sido 
debidamente notificada a varios meses de haber sido dictada, respecto de lo cual no ha sido aportada 
explicación satisfactoria alguna. En tanto no lo sea, su contenido se hace impracticable, su efecto útil 
resulta nugatorio y abstracto, situación que ocasiona o perpetúa un injustificable retardo en el acceso 
a la justicia. Este Tribunal entiende que una persona sobre la cual exista imputación de haber 
cometido un delito tiene el derecho, en los términos del artículo 8.1 de la Convención, en caso de ser 
penalmente perseguida, a ser puesta sin demora a disposición del órgano de justicia o de 
investigación competente, tanto para posibilitar la sustanciación de los cargos que pesan en su 

 

de repartición de escaños del Congreso que según el Tribunal Constitucional desvirtuaba la intención del 
electorado en aquellos países que tienen sistemas electorales de listas abiertas. El 25 de noviembre del 2004, el 
Congreso aprobó con 55 votos a favor y 34 abstenciones la Resolución No. R-25-160, mediante la cual se resolvió 
que los vocales principales y suplentes del Tribunal Constitucional habían sido designados en forma ilegal en 
2003 y los cesó en sus funciones. Así, los 18 vocales del Tribunal Constitucional (9 vocales principales y 9 vocales 
suplentes), entre estos las presuntas víctimas del presente caso, fueron cesados en sus funciones. Los vocales 
del Tribunal Constitucional cesados no fueron notificados antes de la sesión, ni escuchados durante ésta. El 1 de 
diciembre de 2004 los vocales ya habían sido cesados previamente. Sin embargo, la Constitución de 1998 
señalaba que los magistrados podían ser enjuiciados durante el ejercicio de sus funciones y hasta un año después 
de terminadas. En la votación de dicho día no se aprobó ninguna de las mociones de censura presentadas. El 5 
de diciembre de 2004 el entonces Presidente de la República, Lucio Gutiérrez Borbúa, convocó al Congreso 
Nacional a una sesión extraordinaria. La sesión culminó con la censura de los ex vocales Oswaldo Cevallos, Jaime 
Nogales, Miguel Camba, Luis Rojas, Simón Zavala y Manuel Jaramillo por el caso del método de D´Hondt, pero no 
se probó la censura por el caso del “décimo cuarto de sueldo”.  
16 Los hechos del presente caso se relacionan con el señor Yvon Neptune, quien fue elegido al Senado de Haití 
en las elecciones locales y legislativas de 21 de mayo de 2000. Después de un mandato como Presidente del 
Senado, en marzo de 2002 el señor Neptune renunció a su cargo al haber sido designado como Primer Ministro 
de Haití en el gobierno del entonces Presidente Jean-Bertrand Aristide. En los siguientes meses ocurrieron 
numerosos actos de violencia política, protestas y represiones. En febrero de 2004, un enfrentamiento armado 
ocurrió en la ciudad de Saint-Marc, donde muchas personas murieron y resultaron heridas. A los pocos meses 
se estableció un gobierno de transición, con Gérard Latortue como Primer Ministro. El 25 de marzo de 2004 una 
jueza dictó una orden de arresto contra el señor Neptune por su implicancia en los hechos ocurridos en Saint-
Marc. El señor Neptune no se enteró de la existencia de dicha orden de detención sino a finales de junio de 2004 
por medio de un anuncio en la radio. El 27 de junio de 2004 se entregó a la policía. Los cargos que se imputaban 
al señor Neptune no le fueron formalmente formulados sino hasta el 14 de septiembre de 2005. El 27 de julio 
de 2006, con posterioridad a la asunción del gobierno del Presidente Préval, el señor Neptune fue liberado 
provisionalmente por razones humanitarias. No le dieron ningún documento oficial de su liberación, y le 
comunicaron que dicha libertad podía ser revocada por lo que podía ser aun penalmente perseguido por esos 
hechos. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

13 

contra, en su caso, como para la consecución de los fines de la administración de justicia, en particular 
la averiguación de la verdad. La razón de esto es que la persona se encuentra sujeta a imputación y 
en un estado de incertidumbre que hace necesario que su situación jurídica sea sustanciada y 
resuelta lo más pronto posible, a fin de no prolongar indefinidamente los efectos de una persecución 
penal, teniendo en cuenta además que en el marco del proceso penal su libertad personal puede ser 
restringida. A su vez, confluye con lo anterior la necesidad de posibilitar y hacer efectiva la 
determinación de los hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes 
responsabilidades penales, en atención a la necesidad de proteger y garantizar los derechos de otras 
personas perjudicadas.  

82.  La falta de acceso del señor Neptune a un tribunal competente ha prolongado indebidamente 

el estado de incertidumbre -que normalmente genera un proceso penal- y no le ha permitido obtener 
un pronunciamiento definitivo de un juez competente acerca de los cargos que le fueron imputados. 
En tal sentido, este Tribunal ha señalado que cualquier norma o medida del orden interno que 
imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que 
no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe 
entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención.  

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia 
de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234. 

116.  El artículo 8 de la Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, el cual está 
compuesto de un conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a efectos 
de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier 
tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. 

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 30317. 

151.  La Corte ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al conjunto de requisitos 
que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las personas estén en condiciones 
de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado, adoptado por cualquier 
autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que pueda afectarlos. El debido proceso 
se encuentra, a su vez, íntimamente ligado con la noción de justicia, que se refleja en: i) un acceso a 
la justicia no sólo formal, sino que reconozca y resuelva los factores de desigualdad real de los 
justiciables, ii) el desarrollo de un juicio justo, y iii) la resolución de las controversias de forma tal 

 

17 El 17 de octubre del año 2000, la Policía Nacional Civil procedió al arresto de los supuestos partícipes del 
secuestro de Jaime Ernesto Rodríguez Marroquín, en el llamado “Operativo Guaza”. Durante la detención del 
señor José Agapito Ruano Torres, los agentes policiales lo golpearon, lo arrastraron, lo golpearon con el tacón 
de la bota hasta desangrarle el pulgar del pie derecho, lo amenazaron de muerte, le colocaron una soga al cuello 
hasta el punto de la asfixia y le restregaron la cara cerca de un montículo de estiércol. Posterior a eso, se realizó 
una denuncia por los abusos cometidos al momento de la detención. El 20 de octubre se llevó a cabo la audiencia 
inicial, en la cual se determinó la detención provisional de los presuntos participantes en el secuestro. El Juzgado 
que estaba conociendo de la causa se negó a recibir pruebas que demostraban que Ruano Torres no había 
participado en el secuestro; en enero del 2011 se realizó el reconocimiento por el secuestrado de los imputados 
en una rueda de personas, en la cual reconoció a Ruano Torres. El 7 de diciembre del 2000, Ruano Torres 
presentó una acción de habeas corpus ante la Corte Suprema, la que fue rechazada. Posteriormente, se 
presentaron escritos de Ruano Torres alegando contra su defensa por no haber sido adecuada y haberlo 
perjudicado en el procedimiento. En octubre del 2001 se dicta sentencia condenatoria. Posterior a ello se 
presentaron una serie de denuncias ante la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos y el Jefe del 
Departamento de Investigación Judicial de la Corte Suprema de Justicia, contra los tribunales que habían 
participado en el proceso penal. El primer organismo señaló la necesidad de revisar la sentencia condenatoria; 
el segundo, declaró inadmisible la denuncia. El año 2003 se interpusieron nuevos recursos de revisión, los que 
fueron declarados inadmisibles. El año 2014 se confirmó nuevamente la sentencia condenatoria. El 26 de junio 
de 2015, Ruano Torres ya había cumplido su sentencia. El Estado de El Salvador realizó un reconocimiento de 
responsabilidad en este caso por vulneración de su libertad e integridad personal y de su derecho a defensa. 
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que la decisión adoptada se acerque al mayor nivel de corrección del derecho, es decir que se asegure, 
en la mayor medida posible, su solución justa. 

152.  En términos convencionales el debido proceso se traduce centralmente en las “garantías 
judiciales” reconocidas en el artículo 8 de la Convención Americana. La referida disposición 
convencional contempla un sistema de garantías que condicionan el ejercicio del ius puniendi del 
Estado y que buscan asegurar que el inculpado o imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias, 
toda vez que se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de que 
se trate, el derecho al debido proceso. Asimismo, otras disposiciones de dicho instrumento 
internacional, tal como los artículos 7 y 25 de la Convención, contienen regulaciones que se 
corresponden materialmente con los componentes sustantivos y procesales del debido proceso. En 

el Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú, que se refería a las ejecuciones extrajudiciales 
de líderes sindicales, la Corte Interamericana sostuvo que las exigencias del artículo 8 de la 
Convención “se extienden también a los órganos no judiciales a los que corresponda la investigación 
previa al proceso judicial […]”. Por lo tanto, desde el inicio de las primeras diligencias de un proceso 
deben concurrir las máximas garantías procesales para salvaguardar el derecho del imputado a la 
defensa. Asimismo, deben concurrir los elementos necesarios para que exista el mayor equilibrio 
entre las partes, para la debida defensa de sus intereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, 
que rija el principio de contradictorio. En el mismo sentido: Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 178; Caso Chaparro 
Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 17018, párr. 152; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, 
párr. 144; Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No. 31619, párr. 174. 

 

18 Los hechos del presente caso se refieren a Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo Íñiguez. Juan 
Carlos Chaparro Álvarez, de nacionalidad chilena, era dueño de una fábrica dedicada a la elaboración de hieleras 
para el transporte y exportación de distintos productos. Freddy Hernán Lapo Íñiguez, de nacionalidad 
ecuatoriana, era el gerente de dicha fábrica. El 14 de noviembre de 1997, oficiales de la policía antinarcóticos 
incautaron en el Aeropuerto Simón Bolívar de la ciudad de Guayaquil un cargamento de pescado. En dicho 
cargamento fueron encontradas unas hieleras en las cuáles se detectó la presencia de clorhidrato de cocaína y 
heroína. El señor Chaparro fue considerado sospechoso de pertenecer a una organización internacional 
delincuencial dedicada al tráfico internacional de narcóticos puesto que su fábrica se dedicaba a la elaboración 
de hieleras similares a las que se incautaron. Es así como al día siguiente se dispuso el allanamiento de la fábrica. 
Asimismo, se detuvieron a Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo Íñiguez. Juan Carlos Chaparro 
Álvarez. Aun cuando no se encontraron drogas en la fábrica, ésta no fue devuelta hasta casi 5 años después. 
19 El 2 de agosto de 1994 autoridades policiales practicaron tres allanamientos en la ciudad de Quito, Ecuador, 
previamente autorizados. En el marco de tales actuaciones se detuvo a 12 personas, entre ellas, las cuatro 
víctimas del caso, quienes no son de nacionalidad ecuatoriana. El 3 de agosto de 1994 el Intendente General de 
Policía de Pichincha “legalizó” las detenciones y ordenó que, a efectos de la investigación, se prolongaran por un 
término de 48 horas. Ese día, como también el 5 de agosto siguiente, funcionarios del área de Sanidad de la 
Policía Nacional certificaron que el estado de salud de las víctimas era normal. Los días 4 y 5 de agosto de 1994 
las víctimas, estando en dependencias policiales, rindieron “declaraciones presumariales” ante autoridades de 
la Policía y el Fiscal de Turno, admitiendo la comisión de actos delictivos. Posteriormente en sus declaraciones 
indagatorias, dadas el 28 de septiembre y el 7 de octubre de 1994, las víctimas desconocieron el contenido de 
las “declaraciones presumariales”, por haber sido obtenidas bajo coacción. A solicitud de un abogado particular 
y por orden de un Juez, el 9 de agosto de 1994 se realizó una diligencia de reconocimiento médico de las víctimas. 
La misma, efectuada por funcionarios de la Dirección Nacional de Medicina Legal y Rehabilitación, dejó 
constancia de que los cuatro señores indicaron haber sido víctimas de maltratos psicológicos y físicos, que 
presentaban lesiones provenientes de golpes contusos, y que aquejaban presencia de dolor. El 17 de agosto de 
1994 el Juez Duodécimo de lo Penal dictó “auto cabeza de proceso”, ordenando la prisión preventiva de las 
víctimas, recibir sus testimonios indagatorios y el nombramiento de abogado defensor. La decisión se basó en 
un informe policial de 8 de agosto de 1994, que indicó que las cuatro víctimas y otras personas “conforma[ba]n 
una banda internacional de narcotraficantes”. Los señores Herrera y Cano se fugaron durante el curso de la 
investigación penal. Por ello se decretó la suspensión de la causa penal en su contra. El 14 de junio de 1996 el 
Juzgado Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha emitió el auto a llamamiento a juicio plenario, que fue apelado 
por el señor Revelles el 19 de junio de junio de 1996. Por ello, el proceso en su contra se suspendió hasta que el 
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Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350 20 

218.  En el presente caso, quien se reputa presunta víctima de la violación de estas garantías no es 
el inculpado del delito, destinatario originario de toda la arquitectura ilustrada que procuraba poner 
coto al avance del poder punitivo del Estado, sino la agraviada del delito y su madre. En esta medida, 
la Corte recuerda que las “debidas garantías” del artículo 8.1 de la Convención amparan el derecho a 
un debido proceso del imputado y, en casos como el presente, también salvaguardan los derechos de 
acceso a la justicia de la víctima de un delito o de sus familiares y a conocer la verdad de los familiares. 
Corte IDH. Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 39621. 
 
198.  Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino al conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales” a efecto de que las personas puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos. En el 
mismo sentido: Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390, párr. 5. 

199.  La Corte ha establecido que para que en un proceso existan verdaderas garantías judiciales, 
conforme a las disposiciones del artículo 8 de la Convención, es preciso que se observen todos los 
requisitos que “sirv[a]n para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un 
derecho”, es decir, las “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de 
aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial”. 

200.  Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la 
Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden penal, civil, 

 

18 de noviembre de 1997 la Corte Superior de Justicia rechazó la impugnación. El 2 de julio de 1996 el señor 
Revelles remitió un escrito al Presidente de la Corte Suprema de Justicia señalando haber sido incomunicado, 
torturado e intimidado. El 31 de enero de 1997 el Tribunal Segundo Penal de Pichincha condenó a 8 años de 
prisión al señor Jaramillo por el delito de tenencia y tráfico de sustancias ilícitas. El 25 de julio de 1997 la Corte 
Superior de Justicia lo consideró cómplice del delito y redujo su pena a 5 años. El 4 de agosto de 1997 el Tribunal 
Segundo tuvo por cumplida la pena y ordenó la liberación del señor Jaramillo El 1 de abril de 1998 el Segundo 
Tribunal Penal de Pichincha declaró al señor Revelles culpable en carácter de cómplice por la comisión del delito 
sancionado por el artículo 62 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, y se le condenó a seis años 
de prisión. 3 El 19 de mayo de 1998 el señor Revelles interpuso un recurso de habeas corpus, el cual luego fue 
rechazado por la Alcaldesa de Quito. Posteriormente, el señor Revelles apeló la decisión ante el Tribunal 
Constitucional, y que el 9 de noviembre de 1998 confirmó la resolución de la Alcaldesa. El 24 de noviembre de 
1998 la Corte Suprema de Justicia confirmó la sentencia condenatoria en contra del señor Revelles. El 4 de 
diciembre de 1998, el Tribunal Segundo de lo Penal ordenó su liberación por haber cumplido la sanción 
impuesta.  
20 El 8 de marzo de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente a la República de Nicaragua (en adelante “el Estado de Nicaragua”, “el 
Estado” o “Nicaragua”) por la violación de los derechos a la integridad personal y prohibición de tratos crueles, 
inhumanos y degradantes, a las garantías judiciales, a la vida privada y familiar, a la protección de la familia, de 
residencia y a la protección judicial, en relación con las obligaciones generales de respeto, garantía, no 
discriminación y protección especial de niñas, niños y adolescentes, así como por el incumplimiento de las 
obligaciones derivadas del artículo 7.b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer o Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y de su grupo familiar. 
21 El 25 de noviembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Argentina por violar, entre otros, los derechos a la 
integridad personal, a la finalidad esencial de la pena de reforma y readaptación social del condenado, a no ser 
objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada y familiar, y del derecho a la familia, previstos en 
los artículos 5.1, 5.6, 11.2 y 17.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de Néstor 
López, Hugo Blanco, José Muñoz Zabala y Miguel Ángel González. Asimismo, declaró responsable al Estado por 
la violación de los derechos a la integridad personal, a la prohibición de que la pena trascienda de la persona del 
delincuente, a no sufrir injerencia arbitraria a la vida privada y de su familia, y al derecho a la familia, en perjuicio 
de determinados familiares de los señores López y Blanco.  
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laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, 
según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso; y que el incumplimiento de una 
de esas garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional. El artículo 8.2 de la 
Convención establece, adicionalmente, las garantías mínimas que deben ser aseguradas por los 
Estados en función del debido proceso legal. Es un derecho humano el obtener todas las garantías 
que permitan alcanzar decisiones justas. Las garantías mínimas deben respetarse en el 
procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 39022. 

60.  En términos convencionales el debido proceso se traduce centralmente en las 
“garantías judiciales” reconocidas en el artículo 8 de la Convención Americana. La referida 
disposición convencional contempla un sistema de garantías que condicionan el ejercicio del 
ius puniendi del Estado y que buscan asegurar que el inculpado o imputado no sea sometido a 
decisiones arbitrarias, toda vez que se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, 
según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso. Desde el inicio de las 
primeras diligencias de un proceso deben concurrir las máximas garantías procesales para 
salvaguardar el derecho del imputado a la defensa. Asimismo, deben concurrir los elementos 
necesarios para que exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus 
intereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio.  
En el mismo sentido: Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 217; Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 104. 

1.2. INTERPRETACIÓN 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 
3623. 
 
96.  Este Tribunal considera que el artículo 8.1 de la Convención debe interpretarse de manera 
amplia de modo que dicha interpretación se apoye tanto en el texto literal de esa norma como en su 
espíritu, y debe ser apreciado de acuerdo con el artículo 29, inciso c) de la Convención, según el cual 
ninguna disposición de la misma puede interpretarse con exclusión de otros derechos y garantías 
inherentes al ser humano o que se deriven de la forma democrática representativa de gobierno. 
 

 

22 El 15 de octubre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró al Estado de Guatemala (en adelante “el Estado” o “Guatemala”) responsable por: a) la condena a la pena 
de muerte y la ejecución mediante fusilamiento de los señores Roberto Girón y Pedro Castillo Mendoza; b) 
haberlos sometido al “corredor de la muerte” y haber transmitido su ejecución por televisión, y c) la violación 
del derecho a las garantías judiciales, por la ausencia de defensa técnica desde el inicio del proceso penal y luego 
haberles asignado estudiantes de derecho como defensores. En consecuencia, la Corte Interamericana concluyó 
que el Estado es responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 2, 4.1, 4.2, 5.1, 5.2, 
8.2.d), y 8.2.e) de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la Convención, en perjuicio de los 
señores Roberto Girón y Pedro Castillo Mendoza.  
23 Los hechos del presente caso se iniciaron el 26 de marzo de 1985, cuando los ciudadanos norteamericanos 
Nicholas Blake, periodista, y Griffith Davis, fotógrafo, salieron de la ciudad de Huehuetenango rumbo a la aldea 
El Llano. En dicho lugar fueron detenidos por la Patrulla de Autodefensa Civil de El Llano. Luego de ser llevados 
a un sitio denominado Los Campamentos fueron asesinados y sus cadáveres fueron arrojados en la maleza. Los 
restos de Griffith Davis fueron encontrados el 16 de marzo de 1992 mientras que los de Nicholas Blake el 14 de 
junio de 1992. Durante su desaparición, los familiares de Nicholas Blake iniciaron una serie de acciones 
judiciales a fin de ubicar su paradero, lo cual resultó infructuoso. Asimismo, no se había investigado los hechos 
ni sancionado a los responsables. 
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Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2000. Serie C No. 7024. 
 
189.  En igual sentido la Corte Europea ha señalado que se deben considerar los procedimientos 
como un todo, incluyendo las decisiones de los tribunales de apelación, y que la función del tribunal 
internacional es determinar si la integralidad de los procedimientos, así como la forma en que fue 
producida la prueba, fueron justos. 

1.3. ALCANCE: NO SOLO EN EL ÁMBITO JUDICIAL  

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 

68.  El respeto a los derechos humanos constituye un límite a la actividad estatal, lo cual vale 
para todo órgano o funcionario que se encuentre en una situación de poder, en razón de su carácter 
oficial, respecto de las demás personas. Es, así, ilícita, toda forma de ejercicio del poder público que 
viole los derechos reconocidos por la Convención. Esto es aún más importante cuando el Estado 
ejerce su poder sancionatorio, pues éste no sólo presupone la actuación de las autoridades con un 
total apego al orden jurídico, sino implica además la concesión de las garantías mínimas del debido 
proceso a todas las personas que se encuentran sujetas a su jurisdicción, bajo las exigencias 
establecidas en la Convención. 

69.  Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino el conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales” a efecto de que las personas puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos. En 
el mismo sentido: Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr.102 y 103; Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párr.147. 

70.  Ya la Corte ha dejado establecido que a pesar de que el citado artículo no especifica garantías 
mínimas en materias que conciernen a la determinación de los derechos y obligaciones de orden 

civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, el elenco de garantías mínimas establecido en el 
numeral 2 del mismo precepto se aplica también a esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias 
el individuo tiene también el derecho, en general, al debido proceso que se aplica en materia penal. 
En el mismo sentido: Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, 

Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 
1990. Serie A No. 11, párr. 28; Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 3725, párr. 149; Caso del Tribunal Constitucional 

 

24  Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de la práctica del Ejército de capturar guerrilleros y 
mantenerlos en reclusión clandestina a efectos de obtener, mediante torturas físicas y psicológicas, información 
útil. El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado entre combatientes de la guerrilla 
pertenecientes al Frente Luis Ixmatá y miembros del Ejército en el Municipio de Nuevo San Carlos, 
Departamento de Retalhuleu. En dicho enfrentamiento fue capturado Efraín Bámaca Velásquez. Los captores 
trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba herido, a un destacamento militar. Durante su reclusión en 
dicho centro, permaneció atado y con los ojos vendados, y fue sometido a numerosos maltratos durante su 
interrogatorio. La última vez que fue visto el señor Bámaca Velásquez se encontraba en la enfermería de una 
base militar atado a una cama de metal. Como resultado de los hechos del presente caso, se iniciaron varios 
procesos judiciales. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables.  
25  Los hechos del caso ocurrieron entre junio de 1987 y febrero de 1988, en un contexto de detenciones 
arbitrarias y, en algunos casos, de privación de la vida. En la mayoría de los casos, las personas detenidas eran 
obligadas a subir, por la fuerza, a un vehículo tipo “panel” (especie de microbús o furgoneta) de color blanco. En 
dichas detenciones intervinieron hombres armados, vestidos de civil en la mayoría de ellas, vinculados con la 
Guardia de Hacienda o con alguna institución militar o policial. Ana Elizabeth Paniagua Morales, Julián Salomón 
Gómez Ayala, William Otilio González Rivera, Pablo Corado Barrientos, Manuel de Jesús González López, Erik 
Leonardo Chinchilla, Augusto Angárita Ramírez, Doris Torres Gil, José Antonio Montenegro, Oscar Vásquez y 
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Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 70; Caso 
Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 
74, párr. 103; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-
18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 124; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, 
párr. 142; Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de 
octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 117; Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. 
Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 25126, párr. 157; Caso del 
Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 166; Caso Familia 

Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 272, párr. 130. 

71.  De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el Estado de 
Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, otros órganos o 
autoridades públicas pueden ejercer funciones del mismo tipo. Es decir, que cuando la Convención 
se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la 
“determinación de sus derechos”, esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea 
administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 
obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera que cualquier órgano 
del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de 
adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 
8 de la Convención Americana. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba 
Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 188; Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 28827, 
párr. 146. 

 

Marco Antonio Montes Letona fueron detenidos en diversas fechas. Asimismo, fueron objeto de maltratos y 
torturas. Cinco de estas personas también fueron asesinadas. Sus cuerpos, con signos de violencia física, fueron 
abandonados el mismo día o días después de su detención, en las calles de la ciudad de Guatemala y en sus 
alrededores. A pesar de haberse interpuesto recursos judiciales, no hubo avances significativos en la 
investigación o en la identificación de los responsables. 
26 Los hechos del presente caso se iniciaron cuando, el 16 de junio de 2000, 30 nacionales haitianos, entre ellos 
un menor de edad y una mujer embarazada ingresaron a territorio dominicano. El camión en el que se 
encontraban pasó por dos puestos de control. En el segundo, cuatro militares pertenecientes al Destacamento 
Operativo de Fuerza Fronteriza abordaron su patrulla e iniciaron la persecución del vehículo que no se había 
detenido. Los militares realizaron numerosos disparos con sus armas en dirección al camión. Durante el tiroteo, 
fue herido de muerte el acompañante del conductor Máximo Rubén de Jesús Espinal, cuyo cuerpo salió 
expulsado del camión. Los militares que se encontraban en persecución observaron el cuerpo del señor Espinal 
caer del vehículo, sin embargo continuaron su marcha sin detenerse. Posteriormente, el camión se volcó a orillas 
de la carretera, y algunas personas quedaron atrapadas bajo el vehículo. Un grupo de personas fallecieron 
producto del accidente y por los disparos de los militares luego de la volcadura del camión. Posteriormente, 
algunas personas sobrevivientes fueron trasladadas a un hospital. Sin embargo, el tratamiento recibido fue 
precario. El 18 de junio de 2000, un grupo de personas sobrevivientes fueron detenidas. Los detenidos fueron 
llevados a un cuartel militar en Dejabón. En el cuartel militar de Dejabón, agentes militares del cuartel 
amenazaron con obligarlos a trabajar en el campo o bien darles dinero a dichos agentes a cambio de que éstos 
los llevaran a la frontera con Haití. En respuesta, los detenidos hicieron una colecta de dinero para dárselo a los 
agentes, quienes en horas de la tarde del mismo día los trasladaron a la ciudad de Ouanaminthe (Wanament), 
en Haití. El 5 de marzo de 2004 el Consejo de Guerra de Primera Instancia emitió sentencia en el proceso penal 
militar contra los agentes involucrados en los hechos, en la cual se encontraron culpables de homicidio a dos 
personas y se les condenó a cinco años de prisión.  
27 En el año 1980 se iniciaron procesos internos contra veinte oficiales militares argentinos por el delito de 
fraude militar, según las disposiciones del Código de Justicia Militar de Argentina. Durante aproximadamente 
siete años, 18 de las víctimas fueron mantenidas en prisión preventiva. El año 1989, los veinte acusados fueron 
condenados por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Ante esto, presentaron recursos ante la 
jurisdicción ordinaria. El año 1995, luego de varios recursos interpuestos y un incidente de conflicto de 
competencia, fueron juzgados por la Cámara Nacional de Casación Penal, la que en marzo de dicho año rechazó 
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Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72. 

124.  Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino [al] conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales” a efectos de que las personas estén en condiciones de 
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos.  
Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal.  

125.  La Corte observa que el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo 
8 de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 del mismo artículo, o sea, la 
determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 
Esto revela el amplio alcance del debido proceso; el individuo tiene el derecho al debido proceso 
entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos otros 
órdenes. 

126.  En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la 
administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos. 
Es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar 
el orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados. Por ejemplo, no 

puede la administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar a los sancionados la 
garantía del debido proceso. En el mismo sentido: Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, 
párrs. 141 y 142; Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 22728, párr. 115; Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 167. 

127.  Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar decisiones 
justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben 
respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión 
pueda afectar los derechos de las personas.  

129.  La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor jurídicamente 
protegido, se debe garantizar en todo proceso disciplinario, y los Estados no pueden sustraerse de 
esta obligación argumentando que no se aplican las debidas garantías del artículo 8 de la Convención 
Americana en el caso de sanciones disciplinarias y no penales. Permitirle a los Estados dicha 

 

los argumentos de prescripción y de inconstitucionalidad, y las solicitudes de amnistía por la ley de Pacificación 
Nacional (Ley No. 22.924) y de Obediencia Debida (Ley No. 23.521), declaró la nulidad parcial de la acusación 
de asociación ilícita planteada por el Fiscal General de las Fuerzas Armadas, redujo las penas impuestas a 19 
condenados y absolvió al señor Ambrosio Marcial. Luego, se presentaron recursos extraordinarios y de queja 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que fueron rechazados por falta de fundamento autónomo.  
28  Los hechos del presente caso se refieren a la señora Chocrón Chocrón, quien, a fines del año 2002, fue 
designada “con carácter temporal” por la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia como jueza del 
Juzgado de Primera Instancia del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas. La Dirección Ejecutiva de la Magistratura puso en conocimiento de los ciudadanos la “lista de 
postulados” para una serie de cargos judiciales, incluyendo en ella a la señora Chocrón Chocrón para el Área 
Metropolitana de Caracas, invitándolos a presentar objeciones y/o denuncias sobre cualquiera de los 
preseleccionados. En el expediente no consta que se haya formulado objeción y/o denuncia alguna a la 
postulación de la señora Chocrón Chocrón. Sin embargo, el 3 de febrero de 2003, la Comisión Judicial se reunió 
y decidió dejar sin efecto su designación, sobre la base de ciertas observaciones que habrían sido formuladas 
ante los magistrados que conformaban dicha Comisión. Dichas observaciones no fueron reseñadas en la minuta 
de la reunión de la Comisión Judicial, ni en el oficio mediante el cual se informó a la señora Chocrón Chocrón de 
dicha decisión. Frente a ello, la señora Chocrón Chocrón interpuso una serie de recursos administrativos y 
judiciales a fin de cuestionar su despido. No obstante, éstos fueron denegados. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

20 

interpretación equivaldría a dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona 
a un debido proceso.  

130.  Los directores generales y las juntas directivas de las empresas estatales no son jueces o 
tribunales en un sentido estricto; sin embargo, en el presente caso las decisiones adoptadas por ellos 
afectaron derechos de los trabajadores, por lo que resultaba indispensable que dichas autoridades 
cumplieran con lo estipulado en el artículo 8 de la Convención. 

131.  Pese a que el Estado alegó que en Panamá no existía carrera administrativa al momento de 
los hechos del caso (diciembre de 1990) y que, en consecuencia, regía la discrecionalidad 
administrativa con base en la cual se permitía el libre nombramiento y remoción de los funcionarios 
públicos, este Tribunal considera que en cualquier circunstancia en que se imponga una sanción 
administrativa a un trabajador debe resguardarse el debido proceso legal. Al respecto es importante 
distinguir entre las facultades discrecionales de que podrían disponer los gobiernos para remover 
personal en función estricta de las necesidades del servicio público, y las atribuciones relacionadas 
con el poder sancionatorio, porque estas últimas sólo pueden ser ejercidas con sujeción al debido 
proceso.  

134.  No escapa a la Corte que los despidos, efectuados sin las garantías del artículo 8 de la 
Convención, tuvieron graves consecuencias socioeconómicas para las personas despedidas y sus 
familiares y dependientes, tales como la pérdida de ingresos y la disminución del patrón de vida. No 
cabe duda que, al aplicar una sanción con tan graves consecuencias, el Estado debió garantizar al 
trabajador un debido proceso con las garantías contempladas en la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febrero de 2001. Serie C No. 74. 

103.  La Corte ha establecido que, a pesar de que el citado artículo no especifica garantías mínimas 
en materias que conciernen a la determinación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter, las garantías mínimas establecidas en el numeral 2 del mismo 
precepto se aplican también a esos órdenes y, por ende, en éstos el individuo tiene derecho al debido 
proceso en los términos reconocidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento 
respectivo. 

104.  Atendiendo a lo anterior, la Corte estima que tanto los órganos jurisdiccionales como los de 
otro carácter que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional, tienen el deber de 
adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso establecidas 
en el artículo 8 de la Convención Americana. 

105.  En este sentido, pese a que el artículo 8.1 de la Convención alude al derecho de toda persona 
a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de sus derechos”, dicho 
artículo es igualmente aplicable a las situaciones en que alguna autoridad pública, no judicial, dicte 
resoluciones que afecten la determinación de tales derechos. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 10329. 

 

29 Los hechos del presente caso se relacionan con Maritza Urrutia, quien desempeñaba tareas políticas para la 
organización revolucionaria del Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP), miembro de la Unidad Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca. En el año 1990, luego de tener un hijo con su esposo Esteban, el cual también era 
miembro de la EGP, se separó de él. El 23 de Julio de 1992 se encontraba caminando por la ciudad de Guatemala, 
después de dejar a su hijo en la escuela, cuando fue secuestrada por tres miembros de la Inteligencia del Ejército 
guatemalteco, quienes la introdujeron por la fuerza en un carro. Una vez en el vehículo, fue encapuchada y 
trasladada a las instalaciones del centro de detención clandestino del Ejército de Guatemala. Estuvo retenida 
durante ocho días, encerrada en un cuarto, esposada a una cama, encapuchada y con la luz de la habitación 
encendida y la radio siempre prendida a todo volumen. Fue sometida a largos y continuos interrogatorios 
referentes a su vinculación y la de su ex esposo con el EGP. Durante los interrogatorios fue amenazada de ser 
torturada físicamente y de matarla a ella o a miembros de su familia si no colaboraba. Le mostraban fotos de su 
madre y otros miembros de su familia, así como fotografías de combatientes guerrilleros torturados y muertos 
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120.  En cuanto respecta a las garantías contempladas en los artículos 8.2 y 8.3 de la Convención 
Americana, observa el Tribunal que si bien parecen contraerse al amparo de personas sometidas a 
un proceso judicial (artículo 8.2) o inculpadas en el marco del mismo (artículo 8.3), a juicio de la 
Corte también se tienen que respetar en procedimientos o actuaciones previas o concomitantes a los 
procesos judiciales que, de no someterse a tales garantías, pueden tener un impacto desfavorable no 
justificado sobre la situación jurídica de la persona de que se trata.  

Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127. 

149.  Todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional tienen 
el deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana. El artículo 8.1 de la Convención, que alude 
al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de 
sus derechos”, es igualmente aplicable al supuesto en que alguna autoridad pública, no judicial, dicte 
resoluciones que afecten la determinación de tales derechos, como ocurrió en el presente caso. En el 
mismo sentido: Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
febrero de 2006. Serie C No. 141, párr.148. 

150.  Las decisiones que emiten los órganos internos en materia electoral pueden afectar el goce 
de los derechos políticos. Por lo tanto, en dicho ámbito también se deben observar las garantías 

mínimas consagradas en el artículo 8.1 de la Convención, en cuanto sean aplicables al procedimiento 
respectivo. En el presente caso, debe tomarse en cuenta que el procedimiento electoral que antecede 
a la celebración de elecciones municipales requiere celeridad y un trámite sencillo que facilite la 
toma de decisiones en el marco del calendario electoral. El Consejo Supremo Electoral debía respetar 

las garantías específicas dispuestas en la Ley Electoral No. 331 de 2000, la cual regula el proceso para 
las elecciones de alcaldes, vicealcaldes y concejales. 

152.  Las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos, tal 
como el derecho a la participación política, deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo 
contrario serían decisiones arbitrarias. En el mismo sentido: Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 120.  

Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. 

118.  El artículo 8.1 de la Convención no se aplica solamente a jueces y tribunales judiciales. Las 
garantías que establece esta norma deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los 
órganos estatales adoptan decisiones sobre la determinación de los derechos de las personas, ya que 
el Estado también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o unipersonales, la función de 
adoptar decisiones que determinan derechos.  

119.  De esta forma, las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención son también 
aplicables al supuesto en que alguna autoridad pública adopte decisiones que determinen tales 
derechos, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas propias de un órgano jurisdiccional, 
pero sí debe cumplir con aquellas garantías destinadas a asegurar que la decisión no sea arbitraria. 

 

en combate, manifestándole que en esas mismas condiciones sería encontrada por su familia. Durante el tiempo 
retenida, fue forzada a prestar una declaración filmada donde se refirió a su participación, la de su ex esposo y 
la de su hermano en el EGP, justificó su desaparición como una manera de abandonar esa organización e instó a 
sus compañeros a dejar la lucha armada. El 29 de Julio de 1992 el video fue transmitido por dos noticieros de 
Guatemala. El 30 de Julio de 1992 fue liberada cerca del edificio del Ministerio Público en la ciudad de Guatemala. 
Bajo amenazas de muerte de sus captores, se dirigió a la oficina del Procurador General de la Nación, quien la 
recibió y la llevó al Quinto Juzgado de Primaria Instancia Penal para que solicitara una amnistía. Firmó un acta 
conforme a la cual se acogía a la amnistía. Ni el Procurador ni el juez le preguntaron sobre lo que le había 
sucedido. Posteriormente, regresó a la sede del Ministerio Público y, siguiendo las instrucciones de sus captores, 
dio una conferencia de prensa en la cual confirmó el contenido del video. El 7 de Agosto de 1992 salió de 
Guatemala hacia los Estados Unidos, país que le reconoció la condición de refugiada. 
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En el mismo sentido: Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de Noviembre de 2006. Serie 
C No. 15830, párr. 110; Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 20031, párr. 208; Caso Barbani Duarte y Otros Vs. 
Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 119. 

122.  En el presente caso la autoridad estatal administrativa encargada de resolver la solicitud de 
información no adoptó una decisión escrita debidamente fundamentada, que pudiera permitir 
conocer cuáles fueron los motivos y normas en que se basó para no entregar parte de la información 
en el caso concreto y determinar si tal restricción era compatible con los parámetros dispuestos en 
la Convención, con lo cual dicha decisión fue arbitraria y no cumplió con la garantía de encontrarse 

debidamente fundamentada protegida en el artículo 8.1 de la Convención.  

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215 . 

175.  En primer lugar, en cuanto al alegato del Estado que afirma que no se han configurado 

violaciones a las garantías judiciales ni a la protección judicial porque las investigaciones se 
mantienen en la órbita ministerial, la Corte recuerda su jurisprudencia en el sentido de que las 
garantías del artículo 8.1 de la Convención no se aplican solamente a jueces y tribunales judiciales o 
procesos judiciales. En particular, en relación con las investigaciones llevadas a cabo por el Ministerio 

Público, el Tribunal ha establecido que, dependiendo de las circunstancias del caso, puede tener que 
analizar los procedimientos que se vinculan y constituyen el presupuesto de un proceso judicial, 
particularmente, las tareas de investigación de cuyo resultado depende el inicio y el avance del 
mismo. Por tal motivo, la Corte se pronunciará sobre las investigaciones llevadas a cabo en el 

presente caso y determinará si han existido violaciones a los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial y, en su caso, incumplimientos de otras normas interamericanas en dicho 
procedimiento interno. En el mismo sentido: Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párr.165. 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y costas. Sentencia 
de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234. 

118.  El artículo 8.1 de la Convención no se aplica solamente a jueces y tribunales judiciales. Las 
garantías que establece esta norma deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los 
órganos estatales adoptan decisiones sobre la determinación de los derechos de las personas, ya que 
el Estado también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o unipersonales, la función de 
adoptar decisiones que determinan derechos.  

 

30 Los hechos del presente caso se contextualizan luego del autogolpe de Estado en 1992. Mediante el Decreto 
Ley N° 25640 del 21 de julio de 1992, se autorizó la ejecución del proceso de racionalización del personal del 
Congreso de la República. El 6 de noviembre de 1992, la recién creada la Comisión Administradora de 
Patrimonio del Congreso de la República emitió, en base a los resultados de evaluaciones, dos resoluciones por 
las que fueron cesados 1110 funcionarios y servidores del Congreso, entre los cuales, se encontraban las 257 
víctimas. Dichas personas presentaron una serie de recursos administrativos que no tuvieron mayor resultado. 
Asimismo, presentaron un recurso de amparo que fue desestimado. 
31 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de conflicto social relacionado con la reforma agraria 
en varios estados de Brasil, entre ellos Paraná. Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, 
Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni eran miembros de dos organizaciones sociales, ADECON y COANA. La 
primera tenía como objetivo el desarrollo comunitario y la integración de sus asociados a través de actividades 
culturales, deportivas y económicas, mientras que la segunda buscaba integrar a los agricultores en la 
promoción de las actividades económicas comunes y en la venta de los productos. Miembros de la policía 
presentaron a una autoridad judicial una solicitud de interceptación y monitoreo de una línea telefónica, 
instalada en la sede de COANA, en tanto presumían que en dicho lugar se estarían realizando prácticas delictivas. 
La solicitud fue otorgada de manera expedita. Arlei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José Becker, 
Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni interpusieron una serie de recursos judiciales a nivel nacional para que 
destruyesen las cintas grabadas. Sin embargo, las solicitudes fueron rechazadas por las autoridades judiciales 
de Brasil. 
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119.  Las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención son también aplicables al 
supuesto en que alguna autoridad pública adopte decisiones que determinen tales derechos, 
tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe 
cumplir con aquellas garantías destinadas a asegurar que la decisión no sea arbitraria.  

Corte IDH. Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272. 

157.  Así, en virtud de la naturaleza de los derechos que podrían verse afectados por una 
determinación errónea del riesgo o una respuesta desfavorable, las garantías de debido proceso 
resultan aplicables, en lo que corresponda, a ese tipo de procedimientos, que son normalmente de 
carácter administrativo. En ese sentido, todo procedimiento relativo a la determinación de la 
condición de refugiado de una persona implica una valoración y decisión sobre el posible riesgo de 
afectación a sus derechos más básicos, como la vida, la integridad y la libertad personal. De tal 
manera, aún si los Estados pueden determinar los procedimientos y autoridades para hacer efectivo 
ese derecho, en aplicación de los principios de no discriminación y debido proceso, se hacen 
necesarios procedimientos previsibles, así como coherencia y objetividad en la toma de decisiones 
en cada etapa del procedimiento para evitar decisiones arbitrarias. 

Corte IDH. Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 

29332. 

243.  La Corte recuerda que el artículo 8.1 de la Convención garantiza que las decisiones en las 
cuales se determinen derechos de las personas deben ser adoptadas por las autoridades competentes 
que la ley interna determine y bajo el procedimiento dispuesto para ello. En el presente caso, la 
decisión de reservarse el uso del espectro asignado inicialmente a RCTV conllevó que no se llevaran 
a cabo los procedimientos administrativos de transformación de los títulos y de renovación de la 
concesión, lo cual tuvo incidencia en la determinación de los derechos de los directivos y trabajadores 
de RCTV, en tanto la consecuencia de dicha decisión fue la no renovación de la concesión de RCTV 
para operar como una estación de televisión abierta, lo que tuvo un impacto en el ejercicio de su 
derecho a la libertad de expresión […]. Por ello, en el presente caso son aplicables las garantías 
judiciales establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 

252.  Al respecto, la Corte recuerda que en la presente Sentencia se declaró que la finalidad del 
cierre de los procesos administrativos sobre la transformación de los títulos y la renovación era 
acallar al medio de comunicación […] y que dicho propósito contraviene las garantías previstas por 
el artículo 8 de la Convención, pues era necesario que los procedimientos administrativos 
continuaran para efectos de definir si se aceptaba o no la transformación o renovación de la 
concesión. Asimismo, la Corte resalta que de haberse seguido dichos procedimientos con apego a la 

normativa interna y respetando las salvaguardas mínimas que dichas normas establecen, se habría 
podido evitar la arbitrariedad en la decisión. Por ello, el Tribunal considera que la existencia de 

 

32 Luego del golpe de Estado ocurrido en abril de 2002, y producto de la tensión y polarización política, se vivía 
un ambiente de intimidación de las autoridades estatales en contra de medios de comunicación independientes, 
que tendía además al descrédito profesional de los periodistas. El Estado había renovado la concesión a RCTV 
por el Decreto 1577 de 1987, que le permitía operar como estación de televisión abierta y utilizar el espectro 
radioeléctrico por veinte años, hasta el año 2007. En el contexto anterior, se realizan diversas declaraciones por 
parte de autoridades estatales señalando que no se renovarían las concesiones a ciertos medios privados de 
comunicación, y el 24 de enero de 2007 a RCTV le fue comunicada la decisión de no renovar la concesión. El año 
2002, RCTV de acuerdo a la nueva ley (2000) orgánica de telecomunicaciones, solicitó a la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones la transformación de la cadena al nuevo régimen jurídico, CONATEL no consideró la 
solicitud sino hasta dos años después, y rechazó dicha solicitud. El año 2007, el Tribunal Supremo de Justicia 
dicta medidas que otorgaban a CONATEL el derecho de uso de los bienes de RCTV, dejando de transmitir el 28 
de mayo del mismo año. Con anterioridad y posterioridad al cierre, RCTV presentó varios recursos judiciales, 
acción de amparo constitucional, recurso contencioso administrativo de nulidad (presentado el 2007 y sin 
sentencia aún), medidas cautelares innominadas, y oposición a las medidas cautelares decretadas por el TSJ. 
Además se interpusieron acciones penales que fueron desestimadas.  
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dichos procedimientos y que se haya decidido no aplicarlos es justamente un efecto más de la 
finalidad real e ilegítima que ya fue declarada en la presente Sentencia […]. 

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 29733. 

208.  En principio, la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, sin 
perjuicio de que otros órganos o autoridades públicas puedan ejercer funciones jurisdiccionales en 
determinadas situaciones específicas. Es decir que, cuando la Convención se refiere al derecho de 
toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de sus derechos”, 
esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que 
a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas. Por la razón 
mencionada, esta Corte considera que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter 
materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías 
del debido proceso legal en los términos del artículo 8.1 de la Convención Americana. De este modo, 
la Corte ha establecido que en procesos tales como los que puedan desembocar en la expulsión o 
deportación de extranjeros, el Estado no puede dictar actos administrativos o adoptar decisiones 
judiciales sin respetar determinadas garantías mínimas, cuyo contenido es sustancialmente 
coincidente con las establecidas en el artículo 8 de la Convención. Si bien los procesos de extradición 
son mecanismos de cooperación internacional entre Estados en materia penal, la Corte reitera que 
en los mismos deben observarse las obligaciones internacionales de los Estados en materia de 
derechos humanos, en la medida en que sus decisiones pueden afectar los derechos de las personas 
[…]. En particular, en los procedimientos de extradición deben respetarse determinadas garantías 
mínimas del debido proceso, teniendo en cuenta los aspectos políticos y jurídicos de dichos procesos.  

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 30234. 

 

33 El 27 de octubre de 2008, en el aeropuerto de Lima en Perú, es detenido el ciudadano chino Wong Ho Wing, 
por el requerimiento a nivel internacional, emitido por las autoridades judiciales de Hong Kong el año 2001. El 
14 de noviembre del año 2008 Perú recibe la solicitud de extradición del señor Wong Ho Wing por parte de la 
República Popular China, por encontrarse imputado de los delitos de contrabando de mercancías comunes, 
lavado de dinero y cohecho, hechos ocurridos entre agosto de 1996 y octubre de 1998. Entre la República 
Popular China y Perú existe un tratado de extradición, que entró en vigor el año 2003, En Perú, la extradición se 
realiza a través de un procedimiento mixto, que consta de una fase jurisdiccional y una fase política. La Corte 
Suprema en dos oportunidades emitió opiniones consultivas declarando procedente la extradición solicitada, 
ante lo cual el hermano del señor Wong Ho Wing presentó recursos de habeas corpus, debido a la amenaza cierta 
e inminente de la vulneración de su derecho a la vida, por la posibilidad de que al llegar a China la sanción fuese 
la pena de muerte, que fueron rechazados y un recurso de agravio constitucional ante el Tribunal Constitucional, 
el que fue considerado procedente y ordenó al Estado peruano que no extraditara al señor Wong Ho Wing. Desde 
el 27 de octubre del año 2008, el señor Wong Ho Wing ha permanecido privado de libertad, durante el transcurso 
de los procedimientos se presentaron varios habeas corpus y solicitudes de libertad provisional. El 10 de marzo 
del 2014, el Séptimo Juzgado Penal resolvió modificar la medida privativa de libertad, por exceder el plazo 
razonable y ordenó su comparecencia restringida bajo la modalidad de arresto domiciliario. Dicha orden se hizo 
efectiva el 24 de marzo del 2014. 
34 Los hechos del caso ocurren en el contexto del golpe de Estado en contra del Presidente José Manuel Zelaya 
Rosales ocurrido en el año 2009. El 28 de junio de dicho año, miembros del Ejército privaron de libertad al 
Presidente Zelaya, lo condujeron a una base aérea y lo trasladaron a Costa Rica; ese mismo día en el Congreso 
Nacional se dio lectura a una supuesta carta de renuncia del Presidente Zelaya y se nombró al Presidente del 
Congreso como Presidente Constitucional, señalando la Corte Suprema de Justicia que estos hechos 
correspondían a una sucesión constitucional. Por la OEA fueron calificados como golpe de Estado, suspendiendo 
la participación de Honduras de la Asamblea General de la OEA en virtud del artículo 21 de la Carta. Tras estos 
hechos, los jueces Adán López Lone, Luis Chévez de la Rocha, Ramón Barrios y la magistrada Tirza del Carmen 
Flores, realizaron diversos actos a favor de la democracia y el Estado de Derecho, y contrarios al golpe de Estado. 
Esto produjo que se les aplicaran procedimientos disciplinarios y que fueran destituidos de sus cargos por la 
Corte Suprema por haber participado en manifestaciones políticas, por haber presentado denuncias ante la 
Fiscalía General contra personas que habían participado en el golpe de Estado, y por cuestionar las acciones de 
la policía en una manifestación contra el golpe de Estado, entre otros. Luego de la realización de reclamos en 
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207.  Este Tribunal ha señalado que las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención 
son también aplicables al supuesto en que alguna autoridad no judicial adopte decisiones que afecten 
la determinación de los derechos de las personas, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas 
propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas destinadas a asegurar que la 
decisión no sea arbitraria. La Corte considera que los órganos de administración y gobierno de la 
carrera judicial que intervinieron en los procedimientos disciplinarios de las presuntas víctimas, 
debían adoptar decisiones basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana. En el mismo sentido: Caso Flor Freire 
Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. 
Serie C No. 31535, párr. 165. 

 

contra la destitución, sólo fue aceptada la del señor Barrios Maldonado, manteniéndose en el cargo de Juez de 
Sentencia.  
35 El señor Flor Freire ingresó a la Fuerza Terrestre en el año 1992. Al momento de su separación tenía el grado 
de Teniente y prestaba servicios en la Cuarta Zona Militar. El 19 de noviembre de 2000, en las instalaciones del 
Fuerte Militar Amazonas, ocurrieron los hechos que dieron origen al procedimiento disciplinario militar que 
resultó en la baja del señor Flor Freire. Al respecto, se han presentado dos versiones distintas: (i) por un lado, 
de acuerdo a distintos testimonios, el señor Flor Freire habría sido visto teniendo relaciones sexuales en su 
habitación con un soldado; (ii) por otro lado, de acuerdo al señor Flor Freire, en la madrugada del 19 de 
noviembre de 2000 se encontraba cumpliendo con las funciones de Oficial de la Policía Militar, cuando presenció 
a un soldado en estado de embriaguez, en una fiesta en las afueras del Coliseo Mayor, por lo cual decidió 
trasladarlo al recinto militar. Sin embargo, cuando el soldado intentó regresar a la fiesta optó por llevarlo a su 
habitación para que durmiera en una cama adicional. Poco después, un Mayor habría entrado a la habitación, 
ordenando al señor Flor Freire entregar su arma e informándole que testigos lo habían visto en situación de 
“homosexualismo”. Al día siguiente de estos hechos, el Comandante de la Cuarta Zona Militar solicitó al señor 
Flor Freire entregar funciones y responsabilidades en la Fuerza Terrestre ecuatoriana. Posteriormente, el 13 de 
diciembre de 2000 dicho Comandante solicitó al señor Flor Freire entregar las responsabilidades a su cargo y la 
habitación que ocupaba. Sin embargo, de forma paralela y previa, el 22 de noviembre de 2000 el Comandante 
de la Cuarta Zona Militar lo puso a disposición del Juzgado Primero de lo Penal, para el inicio de un 
procedimiento disciplinario de información sumaria en su contra, como consecuencia de los hechos del 19 de 
noviembre de 2000. La información sumaria era un procedimiento de investigación administrativo cuyo 
propósito era la determinación de responsabilidades disciplinarias del personal de las Fuerzas Armadas 
ecuatorianas. En enero de 2001, después de ordenar varias diligencias, el Juzgado Primero de lo Penal, 
encargado de la etapa investigativa en dicho procedimiento, propuso que se declarara la responsabilidad 
disciplinaria del señor Flor Freire y que se le pusiera a disponibilidad, previo a la baja, con base en lo establecido 
en el artículo 117 del Reglamento de Disciplina Militar. Posteriormente, el asunto pasó al conocimiento del 
Comandante de la Cuarta Zona Militar, a quien correspondía actuar como Juzgado de Derecho en la etapa 
resolutiva de dicho procedimiento. El 17 de enero de 2001 el Juzgado de Derecho resolvió acoger el proyecto de 
resolución del Juzgado Primero de lo Penal. Esta decisión dio por establecido que el 19 de noviembre de 2000 
el señor Flor Freire y otro soldado ingresaron al dormitorio del primero de ellos, donde fueron vistos teniendo 
relaciones sexuales. En consecuencia, el Juzgado determinó que el señor Flor Freire había incurrido en la 
infracción prevista en el artículo 117 del Reglamento de Disciplina Militar, por lo cual correspondía la 
calificación de su “mala - 3 - conducta” por el Consejo de Oficiales Subalternos y que el señor Flor Freire fuera 
puesto en disponibilidad previo a su baja por dicha “mala conducta”. En la época de los hechos, la Constitución 
Política del Ecuador en vigor reconocía el derecho a la igualdad ante la ley sin discriminación, incluyendo por la 
orientación sexual de una persona. No obstante, la resolución del Juzgado de Derecho sostuvo que el artículo 
117 del Reglamento de Disciplina Militar era compatible con el derecho de tomar decisiones libres y 
responsables sobre la vida sexual, contenido en el artículo 23 de la Constitución, “por el carácter especial de la 
legislación militar, [y] su filosofía y misión constitucional, […] todo lo cual no es compatible con la conducta y 
comportamiento adoptado por los investigados”. El señor Flor Freire apeló dicha decisión. Sin embargo, el 3 de 
mayo de 2001 el Consejo de Oficiales Subalternos resolvió aceptar la solicitud del Juzgado de Derecho, 
considerando que carecía de fundamentos jurídicos que permitieran un pronunciamiento en contrario. En 
virtud de ello, dispuso la colocación en disponibilidad previa a la baja del Teniente Flor Freire. Luego de que el 
Consejo de Oficiales Subalternos negara una solicitud de reconsideración, el 18 de junio de 2001 el Consejo de 
Oficiales Superiores desechó una nueva apelación “por falta de argumentos jurídicos que permit[ieran] un 
pronunciamiento en contrario”, confirmando así en todos sus términos la resolución del Consejo de Oficiales 
Subalternos. Paralelamente, el 23 de enero de 2001 el señor Flor Freire presentó un recurso de amparo 
constitucional, solicitando la suspensión del proceso de información sumaria y de los efectos de la resolución 
del Juzgado de Derecho de 17 de enero de 2001. En su demanda, alegó, inter alia, que el delito de 
homosexualismo había sido declarado inconstitucional mediante resolución del Tribunal Constitucional de 27 
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238.  Como consecuencia de los procedimientos disciplinarios a los que fueron sometidos, tres de 
las presuntas víctimas fueron destituidas y removidas del Poder Judicial. La Corte considera que estas 
destituciones constituyeron medidas arbitrarias, debido a las circunstancias bajo las cuales fueron 
sancionadas las presuntas víctimas y las violaciones al debido proceso constatadas en el presente 
caso respecto del procedimiento disciplinario. Esta Corte considera que la destitución de las 
presuntas víctimas, por medio de un procedimiento que no estaba establecido legalmente y que no 
respetó las garantías de competencia, independencia e imparcialidad, afectó indebidamente el 
derecho a permanecer en el cargo en condiciones de igualdad de Adán Guillermo López Lone, Tirza 
del Carmen Flores Lanza y Luis Alonso Chévez de la Rocha, en violación del artículo 23.1.c de la 
Convención Americana. Dicha violación no se materializó en el caso del señor Ramón Enrique Barrios 

Maldonado, quien finalmente no fue separado de su cargo como consecuencia de los hechos de este 
caso, por lo cual la Corte no declara una violación en este sentido en su perjuicio. En el mismo 
sentido: Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315, párr. 166. 

Corte IDH. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 
de octubre de 2016. Serie C No. 31936. 

 

de noviembre de 1997, por lo que no se le podía sancionar por una conducta que, conforme al ordenamiento 
jurídico vigente, no estaba penalizada. Asimismo, planteó que, durante el proceso de información sumaria, se 
habían cometido varias irregularidades que afectaron su derecho a la defensa y al debido proceso. El 18 de julio 
de 2001 el Juzgado Sexto de lo Civil de Pichincha resolvió negar el recurso de amparo. De acuerdo a dicho 
juzgado, la acción de amparo resultaba improcedente porque: (i) la solicitud para que se suspendiera la 
información sumaria no estaba dirigida contra un acto administrativo en sí mismo sino contra un proceso de 
carácter investigativo, y (ii) porque la resolución de 17 de enero de 2001 del Juzgado de Derecho era “una 
decisión judicial emanada de la autoridad jurisdiccional penal militar” que podía ser impugnada ante otras 
instancias. El señor Flor Freire apeló dicha decisión, pero el 4 de febrero de 2002 la Segunda Sala del Tribunal 
Constitucional declaró improcedente el recurso. Dicho Tribunal consideró, inter alia, que la decisión del Juzgado 
de Derecho dentro del proceso de información sumaria se sustentó en el principio de legalidad establecido en el 
artículo 119 de la Constitución ecuatoriana, en concordancia con su artículo 187, que establece el fuero especial 
para los miembros de la Fuerza Pública. De esta forma, concluyó que el Juzgado de Derecho no incurrió en un 
acto ilegítimo al dictar la decisión del 17 de enero de 2001 y que al ser este el “acto administrativo” que se 
impugnaba, no se había logrado demostrar una violación constitucional en perjuicio del señor Flor Freire. El 
señor Flor Freire permaneció en servicio activo dentro de la Fuerza Terrestre ecuatoriana hasta el 18 de enero 
de 2002, fecha en la cual se hizo efectiva la baja, luego de seis meses en situación de disponibilidad. A partir de 
esta fecha, el señor Flor Freire ha estado en servicio pasivo de acuerdo a la Ley de Personal de las Fuerzas 
Armadas.  
36 El 4 de noviembre de 1992 el señor Pollo Rivera fue detenido sin orden judicial por agentes de la DINCOTE, 
en su consultorio privado en Lima. Mediante un atestado policial de 6 de noviembre de 1992, y con base en la 
declaración de una persona acusada de terrorismo que lo señaló como el médico que le había amputado una 
pierna luego de un atentado, la DINCOTE imputó el delito de traición a la patria al señor Pollo Rivera. Entre el 4 
y 7 de noviembre siguiente, el señor Pollo Rivera fue objeto de actos de violencia por parte de funcionarios de 
la DINCOTE y fue expuesto con un traje a rayas ante los medios de comunicación como médico personal del 
cabecilla de Sendero Luminoso. A pesar de que el Estado tuvo conocimiento de esos actos, no fue sino a partir 
de enero de 2015 que la Tercera Fiscalía Penal Supraprovincial dispuso abrir investigación preliminar al 
respecto. Además, fue exhibido ante la prensa por parte de agentes de la DINCOTE, esposado y con un traje a 
rayas, señalado como médico personal del cabecilla de Sendero Luminoso. Luego de permanecer en la DINCOTE, 
el 7 de noviembre de 1992 el señor Pollo Rivera fue llevado a un cuartel de la Fuerza Aérea del Perú en Las 
Palmas. Posteriormente fue recluido en los Penales de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro, Canto Grande y 
Yanamayo, en el Departamento de Puno. Señaló que fue recluido en condiciones deplorables. Terminada la etapa 
de investigación policial, el señor Pollo Rivera fue sometido a un proceso penal sumario ante el fuero militar. El 
27 de diciembre 1992 fue condenado a cadena perpetua por el Juzgado Militar Especial de la Zona Judicial de la 
Fuerza Aérea del Perú como autor del delito de traición a la patria. El 12 de febrero de 1993 el Tribunal Militar 
Superior Especial de la Fuerza Aérea del Perú mantuvo la condena. Ambas decisiones fueron dictadas por jueces 
con identidad reservada (o jueces “sin rostro”). Ante un recurso de revisión interpuesto por el señor Pollo 
Rivera, el 22 de junio de 1993 el Tribunal Especial del Consejo Supremo de Justicia Militar se inhibió de conocer 
la causa, declinó competencia y remitió los actuados al fuero ordinario. El 22 de septiembre de 1993 la Fiscalía 
Provincial Especial de Terrorismo presentó denuncia penal, acusándolo por el delito de colaboración con el 
terrorismo. El 24 de septiembre de 1993 un juzgado dictó auto de apertura de instrucción y mantuvo su 
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209.  Este Tribunal ha señalado que la aplicación de las garantías contenidas en el artículo 8 de la 
Convención Americana, si bien se titula “Garantías Judiciales”, no se limita a los recursos judiciales 
en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales 
a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante 
cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cualquier actuación u omisión de los 
órganos estatales dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe 
respetar el debido proceso legal. Además, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la 
Convención, es claro que en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden 
penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas garantías” que 
aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso. 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 33337. 

185.  Todas las exigencias del debido proceso previstas en el artículo 8.1 de la Convención, así 
como criterios de independencia e imparcialidad, se extienden también a los órganos no judiciales a 

 

detención preventiva. El 7 de noviembre de 1994 la Sala Penal Especial para Casos de Terrorismo de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, conformada por jueces “sin rostro”, absolvió al señor Pollo Rivera y ordenó su 
libertad. Paralelamente a ese primer proceso penal, varias personas rindieron declaraciones ante agentes de la 
DINCOTE entre agosto y diciembre de 1995, en el marco de otras investigaciones o procesos por delitos 
terrorismo y traición a la patria, en que habrían señalado que aquél brindó atención médica a presuntos 
integrantes de Sendero Luminoso. En noviembre de 1996 la Sala Penal Corporativa Nacional para Casos de 
Terrorismo dispuso la remisión de piezas pertinentes al Fiscal Provincial a efectos de que formalizara denuncia 
penal en su contra. El 26 de agosto de 2003 el señor Pollo Rivera fue detenido en su domicilio en la ciudad de 
Andahuaylas, departamento de Apurimac, en cumplimiento del mandato expedido por un juzgado penal en 
noviembre de 1999. El 24 de febrero de 2004 la Sala Nacional de Terrorismo lo condenó como autor del Delito 
contra la Tranquilidad Pública- Terrorismo en la modalidad de Colaboración, en los términos del artículo 4 del 
Decreto Ley No. 25.475, imponiéndole 10 años de pena privativa de la libertad. Al resolver el recurso 
interpuesto, el 22 de diciembre del 2004 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia declaró, 
mediante Ejecutoria Suprema, no haber nulidad en la sentencia de la Sala Nacional de Terrorismo, pero la 
declaró nula en el extremo que impuso una pena de multa, varió ciertos fundamentos de la sentencia anterior y 
dispuso que la norma penal aplicable era el artículo 321 del Código Penal de 1991. Desde octubre de 2005, por 
cuestiones de salud el señor Pollo Rivera pasó a cumplir su condena en el Hospital Dos de Mayo, bajo la custodia 
de personal de la Dirección de Seguridad de Penales de la Policía Nacional del Perú. Entre enero de 2006 y 
noviembre de 2011, el señor Pollo Rivera presentó tres solicitudes de indulto humanitario ante una Comisión 
de Indulto y Derecho de Gracia por Razones Humanitarias y Conmutación de la Pena; ante una Comisión de 
Indulto, Derecho de Gracia y Conmutación de la Pena para casos de Terrorismo y Traición a la Patria o ante una 
Comisión de Gracias Presidenciales, las cuales habrían sido resueltas negativamente, salvo la tercera que fue 
archivada luego de que el solicitante falleció el 12 de febrero de 2012. 
37 Durante la audiencia pública de este caso y en sus alegatos finales escritos, el Estado reconoció que las 
conductas perpetradas por los agentes públicos durante dos incursiones policiales en la Favela Nova Brasilia el 
18 de octubre de 1994 y 8 de mayo de 1995, consistentes específicamente en el homicidio de 26 personas y en 
la violencia sexual de otras tres, representan violaciones al art ículo 4.1 (derecho a la vida) y al artículo 5.1 
(derecho a la integridad personal) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a pesar de que tales 
hechos no se encuentran bajo la jurisdicción temporal de la Corte. En la primera incursión, la policía mató a 13 
residentes de sexo masculino de la Favela Nova Brasilia, cuatro de los cuáles eran niños. Asimismo, algunos 
policías cometieron actos de violencia sexual en contra de tres jóvenes de sexo femenino, dos de las cuales eran 
niñas de 15 y 16 años de edad. La segunda incursión tuvo como resultado tres policías heridos y 13 hombres de 
la comunidad muertos. Dos de ellos eran menores de edad. Con motivo de ambas incursiones policiales se 
iniciaron investigaciones por parte de la Policía Civil de Río de Janeiro y una Comisión de Investigación Especial 
establecida por el Gobernador del Estado de Río de Janeiro. Durante las investigaciones, las muertes fueron 
registradas bajo la categoría de “resistencia al arresto resultante en la muerte de los opositores” y “tráfico de 
drogas, grupo armado y resistencia seguida de muerte”. Ambas investigaciones fueron archivadas en el año 2009 
por haber prescrito. Con posterioridad, en virtud de la notificación a Brasil del Informe de Fondo emitido por la 
Comisión Interamericana, el 16 de mayo de 2013 el Ministerio Público del Estado de Río de Janeiro, inició una 
acción penal en contra de seis involucrados en el primer operativo en la Favela Nova Brasilia. Esa acción penal 
se encuentra pendiente hasta la emisión de la presente Sentencia. En lo que se refiere a la segunda incursión, la 
reapertura de la investigación fue denegada por el Poder Judicial. Las investigaciones no han esclarecido las 
muertes y nadie ha sido sancionado por los hechos denunciados relativos a la primera incursión policial. 
Respecto a la violencia sexual, las autoridades jamás realizaron una investigación sobre esos hechos concretos. 
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los que corresponda la investigación previa al proceso judicial, realizada para determinar las 
circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal. 
Sin el cumplimiento de estas exigencias, el Estado no podrá posteriormente ejercer de manera 
efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial 
que este tipo de violaciones requiere. 

186.  En ese sentido, los Principios sobre Prevención e Investigación Eficaces sobre Ejecuciones 
Extralegales, Arbitrarias o Sumarias, y su Manual (conocidos como Protocolo de Minnesota), 
disponen que en los casos en que se sospeche la participación de funcionarios estatales, “puede no 
ser posible una investigación objetiva e imparcial a menos que se cree una comisión indagadora 
especial”. Entre los factores que justifican la creencia de que funcionarios estatales participaron en 

el homicidio y que deberían inducir a crear una comisión especial imparcial que la investigue figuran, 
entre otros, cuando la víctima haya sido vista por última vez en la custodia de la policía o detenida; 
cuando el modus operandi sea reconocidamente imputable a escuadrones de la muerte patrocinados 
por el gobierno; cuando personas del gobierno o relacionadas con éste hayan intentado obstruir o 
retrasar la investigación del homicidio, y cuando no puedan obtenerse las pruebas físicas o de 
testigos esenciales a la investigación. En dichas situaciones, el párrafo 11 de los referidos Principios 
dispone que se establezca una comisión indagatoria independiente o un procedimiento semejante. 
Los investigadores, en esos casos, deben ser imparciales, competentes e independientes.  

187.  A este respecto, la Corte considera que el elemento esencial de una investigación penal sobre 
una muerte derivada de intervención policial es la garantía de que el órgano investigador sea 
independiente de los funcionarios involucrados en el incidente. Esa independencia implica la 
ausencia de relación institucional o jerárquica, así como su independencia en la práctica. En ese 
sentido, en los supuestos de presuntos delitos graves en que “prima facie” aparezca como posible 
imputado personal policial, la investigación debe estar a cargo de un órgano independiente y 
diferente de la fuerza policial involucrada en el incidente, tales como una autoridad judicial o el 
Ministerio Público, asistido por personal policial, técnicos de criminalística y administrativos ajenos 
al cuerpo de seguridad al que pertenezca el posible imputado o imputados.  

188.  El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha establecido diversas circunstancias en las 
cuales la independencia de los investigadores puede estar afectada en caso de una muerte derivada 
de intervención estatal38. Entre ellas, la Corte destaca supuestos en los cuales: i) los mismos policías 
investigadores son potencialmente sospechosos; ii) son colegas de los acusados; iii) tienen una 
relación jerárquica con los acusados; o iv) que la conducta de los órganos investigadores indique una 
falta de independencia, como la falla en adoptar determinadas medidas fundamentales para aclarar 
el caso y, cuando corresponda, sancionar a los responsables; v) un peso excesivo concedido a la 
versión de los acusados; vi) la omisión en explorar determinadas líneas de investigación que eran 
claramente necesarias, o vii) inercia excesiva.  

189.  Lo anterior no significa que el órgano investigador debe ser absolutamente independiente, 
pero debe ser “suficientemente independiente de las personas o estructuras cuya responsabilidad 

 

38 Cfr. TEDH, Caso Mustafa Tunc y Fecire Tunc v. Turquía, No. 24014/05. Sentencia de 14 de abril de 2015, párr. 
222; Caso Bektaş y Özalp Vs. Turquía, No. 10036/03. Sentencia de 20 de abril de 2010, párr. 66, y Caso Orhan Vs. 
Turquía, No. 25656/94. Sentencia de 18 de junio de 2002, párr. 342; Caso Ramsahai y Otros Vs. Países Bajos, No. 
52391/99. Sentencia de 15 de mayo de 2007, párr. 335-341; Caso Emars Vs. Letonia, No. 22412/08. Sentencia 
de 18 de noviembre de 2014, párr. 85 y 95, Caso Aktaş Vs. Turquía, No. 24351/94. Sentencia de 24 de abril de 
2003, párr. 301; Caso Şandru y Otros Vs. Rumania, No. 22465/03. Sentencia de 8 de diciembre de 2009, párr. 74, 
y Caso Enukidze y Girgvliani Vs. Georgia, No. 25091/07. Sentencia de 26 de abril de 2011, párr. 247 y ss; Caso 
Sergey Shevchenko Vs. Ucrania, No. 32478/02. Sentencia de 4 de abril de 2006, párrs.72 y 73; Caso Kaya Vs. 
Turquia, No. 22535/93. Sentencia de 19 de febrero de 1998, párr. 89; y Caso Grimailovs Vs. Letonia, No. 6087/03. 
Sentencia de 25 de junio de 2013, párr. 114; Caso Oğur Vs. Turquia, No. 21594/93. Sentencia de 20 de mayo de 
1999, párrs. 90-91; Caso Rupa Vs. Rumania (no. 1), No. 58478/00. Sentencia de 16 de diciembre de 2008, párrs. 
123 y 124; Caso Armani da Silva Vs. Reino Unido, No. 5878/08, Sentencia de 30 de marzo de 2016, párr. 233, y 
Caso Al-Skeini y Otros Vs Reino Unido [GS], No. 55721/07. Sentencia de 7 de julio de 2011, párr. 173. 
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está siendo atribuida” en el caso concreto. La determinación del grado de independencia se hace a la 
luz de todas las circunstancias del caso39. 

190.  Si la independencia o la imparcialidad del órgano investigador son cuestionadas, el Tribunal 
debe ejercer un escrutinio más estricto para verificar si la investigación fue realizada de manera 
independiente e imparcial. Asimismo, se debe examinar si, y hasta qué medida, la alegada falta de 
independencia e imparcialidad impactó la efectividad del procedimiento para determinar lo ocurrido 
y sancionar a los responsables. Algunos criterios esenciales, los cuales están interrelacionados, deben 
ser observados para establecer la efectividad de la investigación en esos casos: i) la adecuación de 
las medidas de investigación; ii) la celeridad de la misma, y iii) la participación de la familia de la 
persona muerta y iv) la independencia de la investigación40. Asimismo, en casos de muerte provocada 

por intervención de un agente policial, la investigación para ser efectiva debe ser capaz de demostrar 
si el uso de la fuerza fue o no justificado en razón de las circunstancias. En ese tipo de casos, a las 
autoridades domesticas debe aplicarse un escrutinio particularmente riguroso en lo que se refiere a 
la investigación. 

191.  Finalmente, en lo que respecta a la intervención de órganos de supervisión de la 
investigación o del poder judicial, es necesario hacer notar que en algunas ocasiones las fallas de la 
investigación pueden ser remediadas, pero en otros casos eso no es posible en virtud del estado 
avanzado de la misma y de la magnitud de las falencias ocasionadas por el órgano investigador. 

Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 37341. 

65.  En este sentido, esta Corte ha señalado que las garantías contempladas en el artículo 8.1 de 
la Convención son también aplicables al supuesto en que alguna autoridad no judicial adopte 
decisiones que afecten la determinación de los derechos de las personas, tomando en cuenta que no 
le son exigibles aquellas propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas 
destinadas a asegurar que la decisión no sea arbitraria. 

Corte IDH. Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2019. Serie C No. 38342. 

50.  Este Tribunal ha señalado que las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención 
son también aplicables al supuesto en que alguna autoridad no judicial adopte decisiones que afecten 
la determinación de los derechos de las personas, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas 

 

39 Cfr. TEDH, Caso Ramsahai y Otros Vs. Países Bajos, No. 52391/99. Sentencia de 15 de mayo de 2007, párrs. 343 
y 344, y Caso Mustafa Tunc y Fecire Tunc Vs. Turquía, No. 24014/05. Sentencia de 14 de abril de 2015, párr. 223. 
40 Cfr. TEDH, Caso Mustafa Tunc y Fecire Tunc Vs. Turquía, No. 24014/05. Sentencia de 14 de abril de 2015, párr. 
225. 
41 El 4 de febrero de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente a El Salvador por la violación de los derechos a las garantías judiciales, 
protección judicial, el derecho a permanecer en el cargo en condiciones de igualdad, las obligaciones de respetar 
y garantizar derechos y la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno del señor Colindres 
Schonenberg. Dichas violaciones se suscitaron debido a la destitución arbitraria del señor Eduardo Benjamín 
Colindres Schonenberg de su cargo de magistrado del Tribunal Supremo Electoral, al haber sido removido por 
un órgano incompetente, y sin que existiera un procedimiento previamente establecido. Además, tampoco tuvo 
acceso a un recurso efectivo para garantizar su protección judicial. Asimismo, se originó de una demora excesiva 
de un proceso civil de daños y perjuicios. 
42 El 2 de septiembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la 
cual declaró que el Estado de Argentina no era responsable por la vulneración a las garantías judiciales (artículo 
8 de la Convención Americana), al principio de legalidad (artículo 9 de la Convención Americana), a los derechos 
políticos (artículo 23 de la Convención Americana), y al derecho a la protección judicial (artículo 25 de la 
Convención Americana) en perjuicio del señor Rico en el marco de un proceso de destitución de su cargo de juez 
laboral llevado a cabo ante un Jurado de Enjuiciamiento y de los recursos contra esa decisión presentados ante 
la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires y ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En consecuencia, 
el Tribunal consideró que procedía archivar el expediente del caso.  
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propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas destinadas a asegurar que la 
decisión no sea arbitraria. 

52.  Esta Corte ha indicado que el alcance de las garantías judiciales y de la protección judicial 
efectiva en los procedimientos contra autoridades judiciales debe ser analizado en relación con los 
estándares sobre independencia judicial. La Corte ha precisado que los jueces y juezas cuentan con 
garantías específicas debido a la independencia necesaria del Poder Judicial, lo cual la Corte ha 
entendido como “esencial para el ejercicio de la función judicial”. De la independencia judicial derivan 
las garantías a un adecuado proceso de nombramiento, a la inamovilidad en el cargo y a la garantía 
contra presiones externas.  

53.  Adicionalmente, el Tribunal ha afirmado que uno de los objetivos principales que tiene la 
separación de los poderes públicos es la garantía de la independencia judicial. Dicho ejercicio 
autónomo debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con 
el Poder Judicial como sistema, aunque también en conexión con su vertiente individual, es decir, con 
relación a la persona del juez específico. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema 
judicial en general y sus integrantes en particular, se vean sometidos a posibles restricciones 
indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por 
parte de quienes ejercen funciones de revisión o apelación. 

54.  Partiendo de lo anterior, le corresponde a la Corte analizar las posibles afectaciones al 

derecho a contar con un juez independiente desde dos perspectivas diferentes. Por una parte, se 
deberá determinar si el procedimiento ante el Jurado de Enjuiciamiento afecta de forma abstracta la 
independencia judicial y la garantía de inamovilidad del cargo, y en segundo lugar si el proceso que 
se llevó a cabo contra el señor Rico vulneró el principio de independencia. 

55.  La Corte ha dicho que la garantía de inamovilidad como parte de la independencia judicial 
se compone de varios elementos: (i) que la separación del cargo obedezca exclusivamente a las 
causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que cumpla con las garantías judiciales o porque 
se ha cumplido el término o período de su mandato; (ii) que los jueces y juezas solo pueden ser 
destituidos por faltas de disciplina graves o incompetencia; (iii) que todo proceso seguido en contra 
de jueces o juezas se resuelva de acuerdo con las normas de comportamiento judicial establecidas y 
mediante procedimientos justos que aseguren la objetividad e imparcialidad según la Constitución o 
la ley, puesto que la libre remoción de las autoridades judiciales fomenta la duda objetiva sobre la 
posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias concretas sin temor a represalias. 

56.  En esa misma línea, la Corte ha analizado el juicio político y sus posibles injerencias al 
principio de independencia judicial. En el caso Tribunal Constitucional Vs. Perú, la Corte precisó el 
contenido del juicio político e indicó que se trata de una forma de control que ejerce el Poder 
Legislativo con respecto a los funcionarios superiores tanto del Poder Ejecutivo como de otros 
órganos estatales cuya finalidad es someter a funcionarios y funcionarias de alta jerarquía a examen 
y decisión sobre sus actuaciones por parte de la representación popular. 

57.  A pesar de lo anterior, la Corte no encontró que en abstracto el mecanismo de remoción de 
jueces y juezas por medio de un juicio político fuere contrario a la Convención y en particular al 
principio de independencia judicial, sino que analizó en qué medida las circunstancias fácticas fueron 
constitutivas de violaciones a las garantías del artículo 8.1. Los juicios políticos en los que se discute 
la remoción de miembros del Poder Judicial no son contrarios a la Convención per se, siempre y 
cuando en el marco de aquellos, se cumplan las garantías del artículo 8 y existan criterios que limiten 
la discrecionalidad del juzgador con miras a proteger la garantía de independencia.  

58.  A su vez, lo anterior encuentra sentido en el hecho de que este Tribunal no ha establecido un 
sistema procesal particular en el marco del cual se satisfagan de manera “correcta” las garantías 
contenidas en la Convención, sino que ha respetado la libertad de los Estados para determinar el que 

consideren adecuado, siempre que en el marco de aquellos se cumplan con esas garantías. 
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66.  Por todo lo anterior, el Tribunal encuentra que no es posible afirmar que el proceso ante un 
Jurado de Enjuiciamiento, en razón de la composición del jurado, no prevé mecanismos procesales 
para el aseguramiento de las garantías del debido proceso. Por el contrario, en opinión de esta Corte, 
los elementos a los que se ha hecho referencia permiten afirmar que el ejercicio de las funciones del 
Jurado no se ejercen de manera subjetiva ni con base en discrecionalidad política, pues existen 
criterios previos, claros y objetivos contenidos en la ley y la Constitución de la Provincia que limitan 
la actividad del jurado y refuerzan el control ejercido. En mérito de lo expuesto, la Corte considera 
que no se verificó que el proceso ante el Jurado de Enjuiciamiento en su configuración normativa ni 
en el caso concreto haya vulnerado el principio de independencia judicial. 

67.  En lo que se refiere a la garantía contra presiones externas como elemento de la 
independencia judicial, esto supone que el Estado debe abstenerse de realizar injerencias indebidas 
en el Poder Judicial o en sus integrantes. Lo anterior implica que con relación a la persona del juez 
específico, el Estado debe prevenir dichas injerencias. 

68.  Sobre la alegada vulneración al principio de independencia judicial debido al mecanismo de 

selección de miembros del jurado, los representantes afirmaron que “el Jurado de Enjuiciamiento no 
reviste el carácter de tribunal imparcial ni independiente, dado que sus miembros son elegidos para 
cada caso y tampoco gozan de estabilidad en sus puestos, de lo cual se deduce que tampoco se 
encuentran en posición de resistir las presiones que sobre ellos se ejerzan o de no caer en 

componendas del momento”.  

69.  Con respecto a este alegato, la Corte encuentra que el señor Rico únicamente había indicado 
en términos genéricos que por su forma de designación, los miembros del Jurado de Enjuiciamiento 
no estaban protegidos frente a presiones externas sin explicar qué tipo de presiones habría recibido 
ni la manera en que las mismas pudieron haber incidido en la decisión. Por lo anterior, el Tribunal 
considera que en el presente caso no se vulneró el derecho a contar con un juez independiente. 

Corte IDH. Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396 . 

200.  Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la 
Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden penal, civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, 
según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso; y que el incumplimiento de una 
de esas garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional. El artículo 8.2 de la 
Convención establece, adicionalmente, las garantías mínimas que deben ser aseguradas por los 
Estados en función del debido proceso legal. Es un derecho humano el obtener todas las garantías 
que permitan alcanzar decisiones justas. Las garantías mínimas deben respetarse en el 

procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas.  

1.4. SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS 

Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 
1987. Serie A No. 9. 

29.   El concepto de debido proceso legal recogido por el artículo 8 de la Convención debe 
entenderse como aplicable, en lo esencial, a todas las garantías judiciales referidas en la Convención 
Americana, aun bajo el régimen de suspensión regulado por el artículo 27 de la misma.  

30.   Relacionado el artículo 8 con los artículos 7.6, 25 y 27.2 de la Convención, se concluye que 
los principios del debido proceso legal no pueden suspenderse con motivo de las situaciones de 
excepción en cuanto constituyen condiciones necesarias para que los instrumentos procesales, 
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regulados por la Convención, puedan considerarse como garantías judiciales. Esta conclusión es aún 
más evidente respecto del hábeas corpus y del amparo, a los que la Corte se referirá en seguida y que 
tienen el carácter de indispensables para tutelar los derechos humanos que no pueden ser objeto de 
suspensión.  

Corte IDH. Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 16643. 

54.  La Corte considera que el Estado tiene la obligación de asegurar que las garantías judiciales 
indispensables para la protección de los derechos y libertades consagrados en la Convención se 
mantengan vigentes en toda circunstancia, inclusive durante los estados de excepción. Este Tribunal 
ha entendido anteriormente que se consideran como garantías indispensables aquellos 
procedimientos judiciales que ordinariamente son idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio 
de los derechos y libertades, las cuales serán distintas según los derechos afectados. Tales garantías 
son aquéllas a las que la Convención se refiere expresamente en los artículos 7.6 y 25.1, consideradas 
dentro del marco y según los principios del artículo 8, y también las inherentes a la preservación del 
Estado de Derecho, aun bajo la legalidad excepcional que resulta de la suspensión de garantías. Esas 
garantías judiciales indispensables deben subsistir para verificar la necesidad, razonabilidad y 
proporcionalidad de las medidas específicas adoptadas en ejercicio de estas facultades 
excepcionales.  

1.5. VINCULACIÓN CON DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

Corte IDH. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2002. Serie C No. 9744. 

50.  Según el artículo 8.1 de la Convención [...] 

Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De ella se desprende 
que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en 
busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. Cualquier norma o medida del orden 
interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los 
tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de 
justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención. 

 

43 Los hechos del presente caso se enmarcaron en un contexto en el cual algunas de las principales ciudades del 
Ecuador se vieron afectadas por graves hechos de delincuencia, lo cual un clima de inseguridad y conmoción 
interna. Ante dicha situación, en septiembre de 1992 se dictó el Decreto No. 86, el cual establecía la intervención 
de las Fuerzas Armadas en todo el territorio nacional. El 6 de marzo de 1993 las tres ramas de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional realizaron un operativo conjunto en una zona suburbana de la ciudad de Guayaquil 
denominada “Barrio Batallón”. El propósito principal del operativo era la captura de delincuentes, 
narcotraficantes y terroristas. Durante el operativo, miembros de las Fuerzas Armadas encapuchados con 
pasamontañas utilizaron explosivos para abrir las puertas de las casas e ingresar a los domicilios de los señores 
Wilmer Zambrano Vélez, Segundo Olmedo Caicedo Cobeña y José Miguel Caicedo Cobeña. Las tres personas 
fallecieron debido a los disparos de los agentes estatales. Las víctimas del caso se encontraban junto con sus 
compañeras y algunos de sus hijos. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se realizaron 
mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 
44 Los hechos del presente caso se desarrollan a comienzos de la década de 1970, cuando el señor José María 
Cantos era dueño de un importante grupo empresarial en la Provincia de Santiago del Estero, en Argentina. En 
marzo de 1972, la Dirección General de Rentas de la Provincia, con base en una presunta infracción a la Ley de 
Sellos, realizó una serie de allanamientos en las dependencias administrativas de las empresas del señor Cantos. 
Se llevaron la totalidad de la documentación contable, libros y registros de comercio, comprobantes y recibos 
de pago, así como también numerosos títulos valores y acciones mercantiles. Ello causó un perjuicio económico 
a la empresa. Desde marzo de 1972 el señor Cantos planteó distintas acciones judiciales en defensa de sus 
intereses. Con motivo estas acciones intentadas por el señor Cantos, éste fue objeto de sistemáticas 
persecuciones y hostigamientos por parte de agentes del Estado. El 17 de septiembre de 1996 la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación dictó sentencia rechazando la demanda presentada por el señor Cantos y le ordenó pagar 
las costas del proceso. 
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54.  Lo que este Tribunal debe decidir en este caso es si la aplicación de la ley y la consecuente 
determinación de una tasa de justicia de 83.400.459,10 (ochenta y tres millones cuatrocientos mil 
cuatrocientos cincuenta y nueve pesos con diez centavos, equivalente al mismo monto en dólares de 
los Estados Unidos de América) es compatible con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, 
referentes al derecho al acceso a la justicia y al derecho a un recurso sencillo y rápido. El Estado 
sostiene, sobre el particular, que la determinación de ese monto está de acuerdo con la ley, cuyo 
propósito es evitar demandas temerarias; que esa suma es proporcional a lo reclamado en la 
demanda, que no se trata de una tasa confiscatoria y que el señor Cantos no la impugnó en el orden 
interno. Sin embargo esta Corte ha señalado en reiteradas ocasiones que el Estado no puede eximirse 
de responsabilidad respecto a sus obligaciones internacionales argumentando la existencia de 

normas o procedimientos de derecho interno. Y debe dejar establecido que la suma fijada por 
concepto de tasa de justicia y la correspondiente multa constituyen, a criterio de este Tribunal, una 
obstrucción al acceso a la justicia, pues no aparecen como razonables, aun cuando la mencionada tasa 
de justicia sea, en términos aritméticos, proporcional al monto de la demanda. Esta Corte considera 
que si bien el derecho al acceso a la justicia no es absoluto y, consecuentemente, puede estar sujeto 
a algunas limitaciones discrecionales por parte del Estado, lo cierto es que éstas deben guardar 
correspondencia entre el medio empleado y el fin perseguido y, en definitiva, no pueden suponer la 
negación misma de dicho derecho45. En consecuencia, el monto por cobrar en el caso en estudio no 
guarda relación entre el medio empleado y el fin perseguido por la legislación Argentina, con lo cual 
obstruye, evidentemente, el acceso a la justicia del señor Cantos, y en conclusión viola los artículos 8 
y 25 de la Convención. 

55.  Este Tribunal estima que para satisfacer el derecho de acceso a la justicia no basta que en el 
respectivo proceso se produzca una decisión judicial definitiva. También se requiere que quienes 
participan en el proceso puedan hacerlo sin el temor de verse obligados a pagar sumas 
desproporcionadas o excesivas a causa de haber recurrido a los tribunales. Esta última situación se 
agrava en la medida en que para forzar el pago procedan las autoridades a embargar los bienes del 
deudor o a quitarle la posibilidad de ejercer el comercio.  

Corte IDH. Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2008. Serie C No. 19046. 

95.  En lo que se refiere al ejercicio del derecho a las garantías judiciales consagrado en el artículo 
8 de la Convención Americana, la Corte ha establecido, inter alia, que “es preciso que se observen 
todos los requisitos que sirvan para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de 
un derecho, es decir, las condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada representación 
o gestión de los intereses o las pretensiones de aquellos cuyos derechos u obligaciones estén bajo 
consideración judicial”. Asimismo, esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso 
a la justicia. De ella se desprende que los Estados no deben interponer obstáculos a las personas que 
acudan a los jueces o tribunales con el fin de que sus derechos sean determinados o protegidos. 
Cualquier norma o práctica del orden interno que dificulte el acceso de los individuos a los tribunales, 
y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe 

entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención. Esto tiene particular relevancia en 

 

45 Vid. en igual sentido, Eur. Court H.R., Osman v. the United Kingdom, Judgment of 28 October 1998, Reports 
1998-VIII, para. 147, 148, 152. 
46 Los hechos del presente caso se iniciaron el 29 de agosto de 1990 cuando efectivos del Ejército guatemalteco, 
acompañados por miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil, llegaron a Santa Clara, Municipio de Chajul. 
En dicho lugar capturaron a 86 de sus residentes. Esta comunidad estaba formada por grupos de familias 
desplazadas que se habían refugiado en las montañas, como resistencia a las estrategias del Ejército 
guatemalteco utilizadas en contra de la población desplazada durante el conflicto armado interno. Entre las 
personas detenidas se encontraban la señora María Tiu Tojín, de 27 años de edad, y su hija Josefa, de un mes de 
nacida, quienes pertenecían al pueblo Maya. María Tiu Tojín era parte de organizaciones que habrían impulsado 
la no participación en las Patrullas de Autodefensa Civil durante el conflicto armado interno en Guatemala. Los 
86 detenidos fueron traslados a la base militar en Santa María Nebaj. En este lugar María Tiu Tojín y su hija 
Josefa fueron vistas por última vez. Se interpusieron una serie de recursos a fin de que se realicen las 
investigaciones y se sancionen a los responsables. Sin embargo, éstos no tuvieron éxito. 
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casos de desaparición forzada de personas, dado que el derecho a las garantías judiciales comprende 
también el derecho de los familiares de la víctima a acceder a éstas.  

Corte IDH. Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 28547. 

139.  La Corte ha establecido que el derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la 
determinación de los hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes 
responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar 
los derechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí 
misma, una violación de las garantías judiciales. Asimismo, la Corte ha señalado que los órganos 
estatales encargados de la investigación relacionada con la desaparición forzada de personas, cuyos 
objetivos son la determinación de su paradero y el esclarecimiento de lo sucedido, la identificación 
de los responsables y su posible sanción, deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y 
exhaustiva. Es oportuno recordar que en casos de desaparición forzada, es imprescindible la 
actuación pronta e inmediata de las autoridades fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la víctima o el lugar donde pueda 
encontrarse privada de libertad. En el presente caso tal obligación se ve reforzada por el hecho que 
las víctimas eran niños y niñas al momento de los hechos, una de ellas en su primera infancia, por lo 
que el Estado tenía el deber de asegurar que fueran encontradas a la mayor brevedad. Los bienes 
jurídicos sobre los que recae la investigación obligan a redoblar esfuerzos en las medidas que deban 
practicarse para cumplir su objetivo, pues el paso del tiempo guarda una relación directamente 
proporcional con la limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener las pruebas y/o 
testimonios, dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias 
a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, 
y determinar las eventuales responsabilidades penales. Sin perjuicio de ello, las autoridades 
nacionales no están eximidas de realizar todos los esfuerzos necesarios en cumplimiento de su 
obligación de investigar. El actuar omiso o negligente de los órganos estatales no resulta compatible 
con las obligaciones emanadas de la Convención Americana, con mayor razón si están en juego bienes 
esenciales de las personas. Así pues, los Estados deben dotar a las autoridades correspondientes de 
los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las pruebas y, en particular, 
de las facultades para acceder a la documentación e información pertinente para investigar los 
hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de las víctimas. En el mismo 
sentido: Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186 48 , párr. 150; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. 

 

47 Desde el año 1981 hasta 1991, El Salvador vivió un conflicto armado interno entre el Gobierno de dicho país 
y el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN). El 16 de enero de 1992 se firmó un acuerdo 
de paz, que puso fin a las hostilidades. La Comisión de la Verdad, emitió un informe que caracterizó al período 
entre 1980 y 1983 como la institucionalización de la violencia, señaló además que dentro del fenómeno de 
desapariciones forzadas, ocurrió un patrón más específico relacionado con la desaparición forzada de niños y 
niñas, quienes eran sustraídos ilegalmente por miembros de la Fuerza Armada, en operativos de 
contrainsurgencia, y que implicó en muchos casos, la apropiación de niños y niñas, inscribiéndolos 
posteriormente con nombres o bajo datos falsos. En dicho contexto se produjeron las desapariciones forzadas 
de José Adrián Rochan Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla 
y Ricardo Abarca Ayala, a partir de los días 12 de diciembre de 1980, 25 de octubre de 1981, 12 de diciembre de 
1981 y 22 de agosto de 1982 respectivamente. Los familiares realizaron una serie de gestiones para encontrar 
a la niña y a los niños desparecidos, incluyendo la interposición de recursos de habeas corpus, y la interposición 
de denuncias, entre otras, sin que se hubiese investigado sino hasta días antes de la audiencia de la Comisión 
IDH el año 2009. Después de 30 años aún se desconoce el paradero de las víctimas, no se ha identificado a los 
responsables ni se ha establecido aún la verdad sobre los hechos, prevaleciendo una situación de impunidad. 
Ante la Corte IDH, El Salvador realizó un reconocimiento total de los hechos. 
48 Los hechos del presente caso se contextualizan durante el gobierno militar en Panamá. El 14 de mayo de 1970, 
Heliodoro Portugal, promotor del “Movimiento de Unidad Revolucionaria” de 36 años de edad, se encontraba 
en un café ubicado en la ciudad de Panamá. Dos personas vestidos de civil se bajaron de una camioneta y 
obligaron al señor Portugal a subir al vehículo, el cual partió con rumbo desconocido. Sus familiares presentaron 
una serie de recursos judicial con el fin de localizar al señor Portugal. Es recién en 1999 cuando se identifican el 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

35 

Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 
20249, párr. 135; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 20950, párr. 215; Caso Chitay Nech y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. 
Serie C No. 21251, párr. 196; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párr. 167; Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 23252, párr. 145; Caso 
Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
noviembre de 2012. Serie C No. 25353, párr. 259. 

 

cadáver del señor Portugal, el cual se encontraba en un cuartel en Tocumen. El proceso penal correspondiente 
continúa abierto sin que se haya condenado a los responsables. 
49  Los hechos del presente caso se enmarcan en una época caracterizada por un patrón de ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas y masacres atribuidas a agentes del Estado y a grupos vinculados a los 
organismos de seguridad. El 16 de diciembre de 1993, Kenneth Ney Anzualdo Castro, estudiante universitario 
de 25 años de edad, se trasladaba en un autobús hacia su hogar, en el distrito del Callo. El vehículo fue 
interceptado por miembros del Servicio de Inteligencia del Ejército (SIE), quienes detuvieron a Kenneth Ney 
Anzualdo Castro por presuntamente haber participado en actividades terroristas. Luego de su detención fue 
llevado al centro de la Dirección Nacional contra el Terrorismo y posteriormente a los sótanos del cuartel 
general del Ejército. En dicho lugar habría sido ejecutado y sus restos habrían sido incinerados en los hornos 
que existían en esos sótanos. Sus familiares presentaron una serie de recursos a fin de ubicarlo, así como para 
investigar y sancionar a los responsables. Sin embargo, no se han sancionado a los responsables y hasta la fecha 
se desconoce su paradero. 
50 Los hechos del presente caso se refieren al señor Rosendo Radilla Pacheco, quien era una persona involucrada 
en diversas actividades de la vida política y social de su pueblo, Atoyac de Álvarez, estado de Guerrero. El 25 de 
agosto de 1974 fue detenido por miembros del Ejército de México mientras se encontraba con su hijo en un 
autobús. Posteriormente a su detención, fue visto en el Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez, con evidencias de 
haber sido agredido físicamente. No se volvió a saber de su paradero. Los familiares de la víctima interpusieron 
diversos recursos a fin de que se investiguen los hechos y se sancionen a los responsables. La causa penal fue 
dirigida a la jurisdicción penal militar. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los 
responsables. 
51 Los hechos del presente caso se refieren a Florencio Chitay Nech quien era un indígena maya. En el año 1973 
el señor Chitay Nech se unió a movimientos campesinos de la región e inició su participación política afiliándose 
al partido Democracia Cristiana. En el año 1977 el partido Democracia Cristiana presentó al señor Chitay Nech 
como candidato a Concejal en la contienda electoral municipal de San Martín Jilotepeque y resultó electo. Como 
consecuencia de la desaparición forzada del entonces Alcalde del Municipio, el señor Chitay Nech asumió la 
responsabilidad de la Alcaldía. Desde junio de 1980 recibió diversas amenazas y hostigamientos. El 1 de abril de 
1981 Florencio Chitay Nech salió de su vivienda en la ciudad de Guatemala acompañado de su hijo Estermerio 
Chitay. Frente a una tienda, un grupo de hombres armados se bajaron de un vehículo, golpearon al señor Chitay 
Nech en la cabeza y lo introdujeron en el automóvil. Desde entonces Florencio Chitay Nech se encuentra 
desaparecido. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se realizaron mayores investigaciones 
ni se sancionaron a los responsables. 
52 Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco de un conflicto armado interno en El Salvador, 
durante el cual se estima que más de 75.000 personas resultaron víctimas. Entre 1981 y 1983 miembros de las 
fuerzas armadas, en el transcurso de diferentes operativos de contrainsurgencia, sustrajeron y retuvieron a Ana 
Julia Mejía Ramírez, Carmelina Mejía Ramírez, Gregoria Herminia Contreras, Julia Inés Contreras, Serapio 
Cristian Contreras y José Rubén Rivera Rivera. Hasta la fecha sólo se ha establecido el paradero de Gregoria 
Herminia Contreras. A pesar de haberse interpuesto numerosos recursos, no se han realizado mayores 
diligencias ni se han sancionado a los responsables de los hechos.  
53 Los hechos del presente caso se refieren a las desapariciones forzadas de 26 personas registradas en un 
documento de inteligencia militar guatemalteco, conocido como el “Diario Militar”. Este documento contiene un 
listado de 183 personas con sus datos personales, afiliación a organizaciones, actividades y, en la mayoría de los 
casos, también una foto tipo carnet de la persona. Cada registro indica además las acciones perpetradas contra 
dicha persona, incluyendo, detenciones secretas, secuestros y asesinatos. De acuerdo a los datos registrados en 
el Diario Militar, algunas de las víctimas del presente caso permanecieron en cautiverio entre 15 y 106 días, una 
de ellas fue presuntamente ejecutada el mismo día de su captura y otros fueron trasladados a destinos 
desconocidos u centros de detención. Luego de la revelación del Diario Militar, el GAM y FAMDEGUA, 
organizaciones no gubernamentales, y el Procurador de Derechos Humanos denunciaron ante el Ministerio 
Público los hechos registrados en el referido documento. En un principio, las denuncias se distribuyeron en 
forma individual en treinta y cinco Agencias Fiscales. Posteriormente, el Ministerio Público unió los casos en 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 
2014. Serie C No. 28754. 

435.  La Corte recuerda que, en virtud de la protección otorgada por los artículos 8 y 25 de la 
Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 
debido proceso legal. Asimismo, el Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe 
asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga 
todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar 
a los eventuales responsables. En el mismo sentido: Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 31455, párr. 
237. 

 

una Fiscalía que denominó Coordinación del Diario Militar y en 2005 el expediente fue remitido a la Unidad de 
Casos Especiales y Violaciones de Derechos Humanos del Ministerio Público. La investigación del Ministerio 
Público se ha concentrado en dos grandes grupos de diligencias: solicitudes de información sobre las víctimas 
y, en algunos casos, sobre sus familiares a distintas entidades y oficinas estatales, civiles o privadas; así como 
citaciones y, en algunos casos, recepción de declaraciones a los familiares de las víctimas. En el expediente de la 
investigación, así como en un Informe elaborado por el Ministerio Público se evidencian escasas diligencias de 
investigación que no pertenezcan a estos dos grupos de actividades. Las desapariciones se iniciaron entre 1983 
y 1985 en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala que va de 1962 a 1996. La desaparición forzada 
de personas constituyó una práctica del Estado, llevada a cabo, principalmente, por agentes de sus fuerzas de 
seguridad. Asimismo, el caso trata sobre la ausencia de una investigación efectiva sobre dichas desapariciones, 
sobre la muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y sobre la alegada detención y tortura de Wendy e Igor Santizo 
Méndez.  
54 El 6 y 7 de noviembre de 1985 en Bogotá, ocurrieron los hechos conocidos como la toma y retoma del Palacio 
de Justicia, donde se encontraba la Corte Suprema y el Consejo de Estado colombiano. La primera, consistió en 
la toma violenta de dicho lugar por el grupo guerrillero M-19, producto de lo cual se tomó como rehenes a cientos 
de personas, entre magistrados, funcionarios y visitantes. Como respuesta a dicha acción armada, las fuerzas de 
seguridad del Estado realizaron la retoma del lugar, la cual ha sido calificada por tribunales internos y por la 
Comisión de Verdad como desproporcionada y excesiva, resultando cientos de personas muertas y heridas. 
Durante la toma y retoma, hubo una serie de enfrentamientos entre el grupo armado y las Fuerzas Armadas. En 
dicho contexto se produjeron tres incendios en el Palacio de Justicia, uno de los cuales destruyó casi 
completamente el edificio. Los primeros sobrevivientes salieron el 6 de noviembre, la mayoría por la puerta 
principal. Las personas que salían del edificio eran interrogadas por la fuerza pública, y los identificados como 
sospechosos eran llevados luego a instalaciones militares, en las cuales algunos fueron sometidos a torturas, y 
posteriormente desaparecieron. Las víctimas del caso son once personas que sobrevivieron a los hechos, pero 
de las cuales se desconoce su paradero, y un Magistrado Auxiliar del Consejo de Estado quien se alega sobrevivió, 
para posteriormente ser ejecutado por miembros de la fuerza pública; y tres visitantes del Palacio de Justicia 
que fueron detenidos por ser considerados “sospechosos” de colaborar con el M-19, y sometidos a distintas 
formas de tortura y malos tratos. Posteriormente, se constató que las autoridades alteraron gravemente la 
escena del crimen, cometiendo diversas irregularidades en el levantamiento de cadáveres, y errores en la 
identificación y entrega de los restos, todo bajo la autoridad de funcionarios militares. Producto de esto se han 
llevado a cabo diversos procedimientos ante la justicia penal ordinaria, la justicia penal militar y procesos 
disciplinarios ante las Procuradurías Delegadas de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. De los 
procedimientos ante la justicia ordinaria, tres militares han sido absueltos por desaparición forzada y dos 
condenados, por el mismo delito. Ninguna de estas decisiones se encuentra firme. El Estado reconoció 
parcialmente su responsabilidad, con respecto a la desaparición forzada y tortura de ciertas víctimas (sólo seis), 
el incumplimiento de la garantía del plazo razonable y del deber de diligencia en virtud de irregularidades en el 
manejo de la escena del crimen y la violación de la integridad personal de familiares de las víctimas indicadas 
por el Estado.  
55 En el marco del conflicto armado en el Perú, la expansión de Sendero Luminoso, sobre todo en las zonas 
rurales de las provincias del centro y norte del departamento de Ayacucho, hizo que el gobierno decretara el 12 
de octubre de 1981 el estado de emergencia en el departamento y suspendiera algunas garantías 
constitucionales en las provincias de Huamanga, Huanta, La Mar, Cangallo y Víctor Fajardo. Dicha decisión no 
impidió la continuidad e intensificación de las acciones perpetradas por el referido grupo, por lo que a fines de 
diciembre de 1982 el entonces Presidente confirió el control político-militar de la zona de emergencia de 
Ayacucho a las Fuerzas Armadas, dando lugar a la “militarización del conflicto”. El 21 de enero de 1983 la Marina 
de Guerra se hizo cargo de las provincias de Huanta y La Mar y estableció su base militar contrasubversiva en el 
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Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 29256. 

346.  La Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos 
(artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 
que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

347.  Este deber de “garantizar” los derechos implica la obligación positiva de adopción, por parte 
del Estado, de una serie de conductas, dependiendo del derecho sustantivo específico de que se trate. 
Por ejemplo, en casos de muerte violenta, la Corte ha considerado que la realización de una 
investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y 
condicionante para la protección de los derechos afectados por este tipo de situaciones. 

 

Estadio Municipal de la ciudad de Huanta. La mayor cantidad de casos de desaparición forzada reportados a la 
Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú (en adelante “CVR”) corresponden a los años 1983 y 1984, los 
cuales coinciden con el período en que se otorgó el control del orden interno a la Marina de Guerra en la 
provincia de Huanta. Específicamente, la CVR documentó en dicha provincia la detención de 57 pobladores de 
distintas comunidades por efectivos policiales y de la Infantería de Marina de Guerra entre julio y agosto de 
1984, quienes habrían sido conducidos al Estadio Municipal de Huanta, sin que posteriormente se conozca su 
paradero, entre los cuales se encuentra Rigoberto Tenorio Roca. Además, el 22 de agosto de 1984 se encontraron 
cuatro fosas en el sitio denominado Pucayacu, provincia de Acobamba, departamento de Huancavelica, a raíz de 
información proveniente de un testigo presencial del entierro de los cadáveres recogida por un periodista. Al 
día siguiente, se excavaron y hallaron 50 cadáveres -49 masculinos y uno femenino. Según la CVR, “[l]as 
condiciones en que fueron hallados los cuerpos de las víctimas no correspond[ían] a un enfrentamiento armado, 
sino que fueron ejecutadas extrajudicialmente”. Para la CVR, estos hechos serían atribuibles a la Marina de 
Guerra acantonada en Huanta. Los cadáveres hallados en Pucayacu fueron enterrados sin identificar, excepto 
por una persona, en dos fosas en el Cementerio General de Huanta. El 7 de julio de 1984 Rigoberto Tenorio Roca 
y su esposa, Cipriana Huamaní Anampa, se trasladaban en un ómnibus de la empresa de transportes Hidalgo, 
que salía de la ciudad de Huanta con dirección a la ciudad de Ayacucho, capital del departamento del mismo 
nombre, ubicada en la provincia de Huamanga. El propósito del viaje era presentarse a la Base de Infantería 
Militar Nº 51 “Los Cabitos”, para tomar conocimiento de cuándo empezaría a trabajar el señor Tenorio Roca 
como oficial de reclutamiento militar, puesto que había sido seleccionado en un concurso público para dicho 
cargo. Aproximadamente a las dos de la tarde, cuando el ómnibus se encontraba a la altura del anexo Huayhuas, 
distrito de Iguaín, provincia de Huanta, éste fue interceptado por una patrulla militar compuesta por treinta 
infantes de la Marina de Guerra e integrantes de la Policía de Investigación del Perú (PIP) que se desplazaban 
en dos tanquetas y un Jeep. Diez infantes subieron al ómnibus de la empresa Hidalgo y solicitaron la 
identificación de los pasajeros. Al llegar al lugar que ocupaba Rigoberto Tenorio Roca y verificar sus 
documentos, lo hicieron descender del vehículo en razón de su apellido. Los infantes cubrieron el rostro del 
señor Tenorio Roca con su propio saco, lo hicieron ingresar en una tanqueta, y se lo llevaron detenido. Desde 
ese entonces, no se tiene conocimiento del paradero de Rigoberto Tenorio Roca. 
56 En Perú, desde los años ochenta hasta fines del 2000 se vivió un conflicto entre grupos armados y agentes de 
las fuerzas policiales y militares. Uno de estos grupos, Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA), el 17 
de diciembre de 1996 toma como rehenes a los aproximadamente 600 invitados que se encontraban celebrando 
un aniversario en la residencia del Embajador de Japón en Perú. Entre esa fecha y enero del siguiente año se 
liberaron a la mayoría de los rehenes, quedando 72 personas en la residencia. La operación de rescate se llevó 
a cabo el 22 de abril de 1997, ocurriendo entremedio diversos intentos de negociación entre el grupo y el 
gobierno. Dicha operación de rescate, que se inició con varias explosiones subterráneas, provocó la muerte de 
los catorce miembros del MRTA, del rehén Carlos Giusti y de dos tenientes, además de provocar heridas en varios 
rehenes y funcionarios estatales. Posterior a ello se encontraron testimonios que daban cuenta que la muerte 
de los miembros del MRTA constituían ejecuciones extrajudiciales. Por lo mismo, el año 2001 se abre una 
investigación en el fuero común, la cual luego es traspasada al fuero militar que el año 2003 sobresee la causa y 
la archiva definitivamente. El fuero común continuó viendo la causa, y al momento en que la Corte IDH inició el 
conocimiento de este caso, no tenía sentencia; posteriormente, la Tercera Sala Penal Especial absuelve a los 
acusados y la Corte Suprema de Justicia señaló que no había nulidad; el año 2007 se inicia un proceso penal 
contra Fujimori (Presidente en el momento de los hechos y quien dio las órdenes de las operaciones de rescate 
en su momento), encontrándose pendiente la investigación por los hechos relacionados con Eduardo Nicolás 
Cruz Sánchez. 
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348.  Esta obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza letal por 
parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que los agentes de seguridad han 
hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado está obligado a iniciar ex officio y 
sin dilación una investigación seria, independiente, imparcial y efectiva para determinar si la 
privación de la vida fue arbitraria o no. Esta obligación constituye un elemento fundamental y 
condicionante para la protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones. Además, 
si los hechos violatorios a los derechos humanos no son investigados con seriedad, resultarían, en 
cierto modo, favorecidos por el poder público, lo que compromete la responsabilidad internacional 
del Estado. 

349.  En casos en que se ha establecido que ocurrieron ejecuciones extrajudiciales es fundamental 

que los Estados realicen una investigación efectiva de la privación arbitraria del derecho a la vida 
reconocido en el artículo 4 de la Convención, orientada a la determinación de la verdad y a la 
persecución, captura, enjuiciamiento y, eventual, sanción de los autores de los hechos, especialmente 
cuando están involucrados agentes estatales. 

350.  En el presente caso, el hecho de que las muertes se hayan producido en el marco de un 
conflicto armado no internacional, no eximía al Estado de su obligación de iniciar una investigación, 
inicialmente sobre el uso de la fuerza que haya tenido consecuencias letales, aunque la Corte podrá 
tener en cuenta circunstancias o limitaciones específicas determinadas por la propia situación de 
conflicto al evaluar el cumplimiento por parte del Estado de sus obligaciones estatales. En particular, 
la Corte advierte que en el presente caso la hipótesis de las presuntas ejecuciones extrajudiciales 
salieron a la luz varios años después de ocurridos los hechos […]), por lo que no era posible exigir al 
Estado desde el inicio la obligación de investigar de acuerdo a los estándares internacionales 
desarrollados en casos de ejecuciones extrajudiciales […]. 

351.  En todo caso, el deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe 
ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que 
dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios. 

352.  El cumplimiento de la obligación de emprender una investigación seria, imparcial y efectiva 
de lo ocurrido, en el marco de las garantías del debido proceso, ha involucrado también un examen 
del plazo de dicha investigación y de “los medios legales disponibles” a los familiares de la víctima 
fallecida, para garantizar que sean escuchados, así como que puedan participar durante el proceso 
de investigación. 

Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 33457. 

 

57   La señora María Luisa Acosta Castellón es reconocida como abogada defensora de derechos humanos, 
particularmente de derechos de pueblos indígenas en Nicaragua. Entre octubre de 2000 y enero de 2002, 
pueblos indígenas de la Cuenca de Laguna de Perlas, asesorados por la señora Acosta, interpusieron varios 
recursos, denuncias y litigios administrativos y judiciales para reivindicar sus derechos de posesión y uso de 
tierras ancestrales, en particular contra el corredor de bienes ra íces “PT”2, de nacionalidad griega y 
estadounidense, quien habría comprado siete de los veintidós Cayos Perlas –que constituirían tierras 
ancestrales de dichos pueblos– y quien, junto con su abogado y socio “PMF”, los habrían vendido a compradores 
extranjeros, entre otros actos supuestamente ilegales. El 8 de abril de 2002 la señora María Luisa Acosta 
Castellón encontró a su esposo, el señor Francisco José García Valle, muerto en su domicilio en el Barrio San 
Rosa de la ciudad de Bluefields. Inmediatamente dio inicio una investigación policial al respecto, en el marco de 
la cual fueron realizadas una serie de diligencias en los siguientes meses. Unos d ías después el Juzgado de 
Distrito del Crimen de Bluefields, entonces a cargo del juez Julio Acuña Cambronero, dio inicio a la fase 
instructiva de un proceso penal y ordenó varias diligencias. PT y PMF rindieron su declaración indagatoria ante 
dicho juez y se declararon inocentes. En su declaración, PMF solicitó al juez que indagara a la señora Acosta 
como encubridora del homicidio, lo cual fue así ordenado ese mismo día por el juez. Un día antes, el diario La 
Prensa de Nicaragua publicó declaraciones del juez en que había señalado que la declaración de la señora Acosta 
“perfectamente encuadra[ba] como encubridora del homicidio de su esposo”. En agosto de 2003, la señora 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

39 

131.  De conformidad con la Convención Americana, los Estados Parte están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos 
(artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal (artículo 8.1). Asimismo, el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo razonable, 
el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la 
verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables. 

132.  La Corte ha señalado en su jurisprudencia reiterada que, en casos de privación de la vida, es 
fundamental que los Estados identifiquen, investiguen efectivamente y, eventualmente, sancionen a 
sus responsables, pues de lo contrario se estarían creando, dentro de un ambiente de impunidad, las 
condiciones para que este tipo de hechos se repitan. El deber de investigar es una obligación de 

medios y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio, que no 
dependa única o necesariamente de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la 
aportación privada de elementos probatorios. La investigación debe ser seria, imparcial y efectiva, y 
estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de los autores de los hechos.  

133.  En casos anteriores, la Corte ha considerado que la determinación efectiva de los hechos en 
la vía penal tenía la posibilidad de constituir tanto la explicación suficiente y satisfactoria sobre la 
privación de la vida de una persona, como un medio para satisfacer los derechos de acceso a la justicia 
y de conocer la verdad de sus familiares. Así, se ha analizado si un proceso penal, en tanto respuesta 
investigativa y judicial del Estado, constituyó un medio adecuado para permitir una búsqueda 
genuina de la verdad de lo sucedido mediante una evaluación adecuada de las hipótesis consideradas 
sobre el modo y circunstancias de la privación de la vida. En ese sentido, se ha analizado si lo decidido 
formal y materialmente en el proceso penal puede considerarse, a la luz de lo dispuesto en los 
artículos 8.1 y 25 de la Convención, como una adecuada motivación o fundamentación de la respuesta 
que las autoridades judiciales debieron dar al respecto. Por ello, el deber de motivación es una de las 
“debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso del 
imputado y, en casos como el presente, también los derechos de acceso a la justicia y a conocer la 
verdad de los familiares, en relación con el artículo 25 de la Convención.  

195.  Se alega que estos procesos constituyeron un mecanismo de amedrentamiento e 
intimidación contra la señora Acosta en relación con su denuncia sobre el móvil del homicidio de su 
esposo. En un caso anterior, la Corte consideró que un defensor de derechos humanos fue mantenido 
en una situación de incertidumbre, inseguridad e intimidación por la existencia de un proceso penal 
en su contra que permaneció abierto alrededor de cinco años sin mayor actividad procesal, en 
atención al alto cargo policial que ocupaba quien presentó la querella y que era señalado como uno 
de los responsables de la ejecución de su hermano, en un contexto de actos de amenaza, 
hostigamiento y detenciones ilegales en contra de aquél. En ese caso, se consideró que el proceso 
penal pudo haber generado un efecto intimidador o inhibidor en el libre y pleno ejercicio de su 
libertad de expresión. 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie 
C No. 37158. 

 

Acosta solicitó que se archivaran las diligencias porque la acusación entrañaba abuso de derecho y fraude a la 
ley. El 23 de agosto de 2004 el juez declaró la caducidad en el juicio, por haber transcurrido más de ocho meses 
sin que las partes procesales hubiesen hecho gestión alguna. 
58 El 28 de noviembre de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una Sentencia, mediante 
la cual declaró responsable internacionalmente a los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “el Estado” o “el 
Estado Mexicano” o “México”) por la violación de los derechos a (i) la integridad personal, a la vida privada, y a 
no ser sometido a tortura, consagrados en los artículos 5.1, 5.2 y 11 de la Convención, en relación con las 
obligaciones de respetar y garantizar dichos derechos sin discriminación, consagradas en los artículos 1.1 y 2 
del mismo tratado, así como en los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana contra la Tortura y el artículo 
7 de la Convención de Belém do Pará; (ii) el derecho a la libertad personal, consagrado en el artículo 7, numerales 
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267.  La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los Estados 
Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones a los 
derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas 
del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los 
mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, ha 
señalado que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las 
presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables. 

 

 

 

 

  

 

1, 2, 3 y 4, y el derecho a la defensa, consagrado en el artículo 8.2, literales b, d y e, de la Convención Americana; 
(iii) los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana, en relación con las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la 
misma, los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, y el artículo 7.b de la Convención 
de Belem do Pará; todo ello en perjuicio de Yolanda Muñoz Diosdada, Norma Aidé Jiménez Osorio, María Patricia 
Romero Hernández, Mariana Selvas Gómez, Georgina Edith Rosales Gutiérrez, Ana María Velasco Rodríguez, 
Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, Bárbara Italia Méndez Moreno, María Cristina Sánchez Hernández, Angélica 
Patricia Torres Linares y Claudia Hernández Martínez. Asimismo, la Corte encontró al Estado responsable por 
la violación del derecho de reunión, consagrado en el artículo 15 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 del mismo tratado, en perjuicio de Norma Aidé Jiménez Osorio, Suhelen Gabriela Cuevas Jaramillo, Bárbara 
Italia Méndez Moreno, Angélica Patricia Torres Linares, Claudia Hernández Martínez, Mariana Selvas Gómez y 
Georgina Edith Rosales Gutiérrez. Finalmente, la Corte declaró al Estado responsable por la violación del 
derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las once mujeres víctimas de tortura sexual, enlistados 
en la sentencia. 
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2. GARANTÍAS GENERALES ASOCIADAS AL ARTÍCULO 8.1  

En este segundo apartado se encuentran extractados los principales párrafos de la jurisprudencia de 
la Corte IDH donde se tratan las garantías generales asociadas al artículo 8.1. Este inciso indica: “Toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez 
o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 

En esta sección se trata, específicamente, el derecho a ser oído, que también ha sido extendido por la 
Corte IDH a los familiares de las víctimas y que incorpora el derecho a la realización de una 
investigación judicial efectiva y conducida con debida diligencia. Otro aspecto importante es el 
desarrollo que realiza la Corte IDH de las garantías de independencia, imparcialidad y competencia. 
Este último aspecto destaca por el análisis que ha desarrollado la Corte IDH en relación a la 
restricción de la jurisdicción militar. También se aborda como parte de estas garantías generales, el 
derecho a una resolución motivada, que en concepto de la Corte IDH constituye un elemento esencial 
para proscribir la arbitrariedad. Finalmente, un elemento central en el análisis de la Corte IDH es la 

garantía del plazo razonable, que como se evidenciará en la jurisprudencia extractada, ha sido objeto 
de una progresiva evolución. 

2.1. DERECHO A SER OÍDO 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 182. 

75.  Al respecto, la Corte considera que del artículo 8.1 de la Convención no se desprende que el 
derecho a ser oído debe necesariamente ejercerse de manera oral en todo procedimiento. Lo anterior 
no obstaría para que la Corte considere que la oralidad es una de las “debidas garantías” que el Estado 
debe ofrecer a los justiciables en cierto tipo de procesos. Sin embargo, el representante no ha 
presentado argumentos que justifiquen por qué es necesaria la oralidad, como garantía del debido 
proceso, en el procedimiento disciplinario ante la CFRSJ o en las distintas instancias recursivas. En 
el mismo sentido: Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y costas. Sentencia 
de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 120. 

Corte IDH. Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de Septiembre de 2009. Serie C No. 20459. 

84.  Al respecto, la Corte recuerda que debido a la naturaleza excepcionalmente seria e 
irreversible de la pena de muerte, su imposición o aplicación está sujeta a ciertos requisitos 

procesales, que limitan el poder punitivo del Estado y cuyo cumplimiento debe ser estrictamente 
observado y revisado. En este sentido, el Tribunal observa que el artículo 8.1 de la Convención 
establece que “en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra [una persona]”, se 
deben proveer las “debidas garantías[,] dentro de un plazo razonable”. Los términos en que está 
redactado este artículo indican claramente que el sujeto del derecho es el acusado, quien podrá exigir 

 

59 Los hechos del presente caso se iniciaron el 18 de mayo de 2005 cuando la Corte Suprema de Barbados declaró 
a Tyrone DaCosta Cadogan culpable de homicidio. El señor Dacosta fue condenado a la pena de muerte por horca, 
conforme a la Ley de Delitos contra la Persona, la cual establecía la pena de muerte como castigo obligatorio 
para el delito de homicidio. De acuerdo a una claúsula de exclusión en la Constitución de Barbados, los tribunales 
nacionales no pueden declarar inválida la pena de muerte obligatoria. Asimismo, la salud mental del señor 
DaCosta Cadogan nunca fue evaluada detalladamente durante el proceso penal en su contra, a pesar de que se 
presentó prueba que indicaba que el acusado había estado consumiendo una cantidad excesiva de alcohol el día 
de los hechos, y que tenía la intención de realizar un robo con el propósito de conseguir dinero para comprar 
más alcohol. 
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el respeto de todas las referidas “debidas garantías” propias de un “debido proceso”, las cuales 
podrán ser determinadas por el tribunal atendiendo a las particularidades de cada caso concreto. Es 
decir, todo juez tiene la obligación de asegurar que los procesos se lleven a cabo con el debido respeto 
de aquellas garantías judiciales, que sean necesarias para asegurar un juicio justo. De esta manera, el 
artículo 8.2 de dicho instrumento precisa cuáles constituyen las “garantías mínimas” a las que toda 
persona tiene derecho durante el proceso, en plena igualdad. Específicamente, el artículo 8.2.c de la 
Convención exige que individuos puedan defenderse adecuadamente contra cualquier acto del 
Estado que pudiera afectar sus derechos. Asimismo, el artículo 8.2.f reconoce el derecho de los 
acusados a interrogar a los testigos presentados contra ellos y aquéllos que declaran a su favor, bajo 
las mismas condiciones que el Estado, con el fin de defenderse. En todo caso, la Convención no impide 

que los Estados adopten medidas adicionales a aquellas reconocidas en el artículo 8.2 de la 
Convención con el propósito de garantizar un debido proceso. 

Corte IDH. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y costas. 
Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234. 

122.  El examen requerido en el presente caso amerita que la Corte precise el alcance del 
derecho a ser oído establecido en el artículo 8.1 de la Convención Americana. Ese derecho 
implica, por un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente 
para que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales 
como la presentación de alegatos y la aportación de prueba). Por otra parte, ese derecho abarca 
un ámbito de protección material que implica que el Estado garantice que la decisión que se 
produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no 
significa que siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir 
el resultado para el que fue concebido.  

123.  Tomando en cuenta las alegadas violaciones en el presente caso, la Corte analizará 
primero lo relativo al ámbito material del derecho a ser oído en el proceso ante el órgano 
administrativo (Banco Central), para luego pasar a considerar las demás alegadas violaciones 
de las debidas garantías procesales en el referido procedimiento administrativo y en el proceso 
judicial ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.  

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2013. Serie C No. 268. 

181.  Si bien ya se declaró que el Congreso no tenía competencia para cesar a los vocales del 
Tribunal Constitucional de sus cargos […], bajo las circunstancias del presente caso, la Corte 
considera necesario entrar a analizar algunos de los derechos que fueron alegados por la Comisión y 
los representantes tanto por la decisión de cese como los juicios políticos, en particular el derecho a 

ser oído, a la defensa y el principio “ne bis in idem”. El Tribunal ha desarrollado el derecho a ser oído 
protegido en el artículo 8.1 de la Convención, en el sentido general de comprender el derecho de toda 
persona a tener acceso al tribunal u órgano estatal encargado de determinar sus derechos y 
obligaciones. Respecto al derecho a ser oído, consagrado en el artículo 8.1 de la Convención, la Corte 
reitera que las garantías establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana suponen que las 
víctimas deben contar con amplias posibilidades de ser oídas y actuar en los procesos respectivos, 
de manera que puedan formular sus pretensiones y presentar elementos probatorios y que éstos 
sean analizados de forma completa y seria por las autoridades antes de que se resuelva sobre hechos, 
responsabilidades, penas y reparaciones.  

182.  Sobre el particular, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que la exigencia 
de que una persona “sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un 
tribunal independiente e imparcial” es equiparable al derecho a un “juicio” o a “procedimientos 
judiciales” justos. Al respecto, el Tribunal Europeo ha desarrollado el criterio según el cual un 
procedimiento justo supone que el órgano encargado de administrar justicia efectúe “un examen 
apropiado de las alegaciones, argumentos y pruebas aducidas por las partes, sin perjuicio de sus 
valoraciones acerca de si son relevantes para su decisión”. En el caso Olujic Vs. Croacia sobre la 
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tramitación de un procedimiento disciplinario contra el Presidente de la Corte Suprema de Croacia, 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos resaltó la importancia del derecho a ser oído de manera 
equitativa. Por su parte, el Comité de Ministros del Consejo de Europa ha señalado también que en 
procedimientos de destitución es necesario garantizarles a los jueces al menos los requisitos del 
debido proceso contenidos en el Convenio Europeo Derechos Humanos, inter alia, que el caso sea 
oído dentro de un plazo razonable y el derecho a responder cualquier acusación”60. 

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297. 

229. La Corte considera necesario que el derecho a ser oído se garantice en un proceso de 
extradición. Al respecto, el perito Ben Saul señaló que a la persona se le debe permitir exponer las 
razones por las cuales no debería ser extraditado. Sin embargo, esto no implica que debe garantizarse 
en todas las etapas del proceso. Al respecto, la Corte advierte que, en muchos de los Estados Parte de 
la Convención los procesos de extradición involucran una etapa o aspecto político. Esta circunstancia 
o característica se desprende de la naturaleza misma de los procesos de extradición, que constituyen 
procesos de cooperación judicial internacional entre Estados. 

Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 30861. 

207. En este sentido, la Corte estima indispensable que las agencias policiales y jurisdiccionales 

ofrezcan mecanismos de denuncia accesibles y que aquellos sean difundidos para el conocimiento de 
los individuos. Sin embargo, el acceso a la justicia no se agota en la posibilidad de poner en 
conocimiento de las autoridades los hechos sucedidos. Resulta igualmente necesario que los sistemas 
de denuncia sean eficaces y deriven en una investigación real y seria, ya que de lo contrario 

carecerían de utilidad. Para que el derecho a ser oído no carezca de contenido, debe ser acompañado 
por el deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar. 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie 
C No. 34462. 

 

60 Cfr. Recomendación No. R (94) 12 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre la independencia, 
eficiencia y rol de los jueces, adoptada el 13 de octubre de 1994. 
61 El 14 de noviembre de 2000, Valdemir Quispialaya ingresó de manera voluntaria al Ejército Peruano para 
realizar el servicio militar. El 26 de enero de 2001, realizando práctica de tiro, el suboficial Juan Hilaquita Quispe 
lo insultó e increpó para que mejorara sus tiros, golpeándolo en su frente y ojo derecho; dichos hechos no fueron 
denunciados por presuntas amenazas y por temor a represalias. A partir de dicha agresión, Valdemir sufrió 
constantes dolores de cabeza y fiebre, debiendo concurrir cinco meses después, al Centro Médico Divisionario. 
El 18 de septiembre de 2002 se determinó que presentaba una secuela de lesión traumática severa y muy 
avanzada, por lo que no pudo recuperar la visión del ojo derecho, viéndose afectada también la salud psicológica 
de la víctima. El 6 de julio de 2001 se inició una investigación administrativa, y por otro lado, denunció el 28 de 
febrero de 2002 los hechos a la Fiscalía de la Nación por actos de tortura. Dicha entidad realizó finalmente una 
denuncia por lesiones graves y no tortura. Además, el 6 de noviembre de 2002 la Fiscalía Militar presentó una 
denuncia contra el suboficial por abuso de poder, dicha denuncia fue vista por la justicia militar, absolviendo al 
acusado. Esta sentencia fue declarada nula por el Consejo Supremo de Guerra, y se ordenó remitir los 
antecedentes al tribunal de origen. Posterior a ello, el Tribunal Constitucional determinó que la Justicia Militar 
no debía conocer de los delitos comunes, declarando además la inconstitucionalidad del delito militar de abuso 
de autoridad, entre otros. La causa pasó a la Fiscalía Provincial, quien la archivó. El 4 de febrero de 2015, la 
Tercera Fiscalía Provincial Penal de Huancayo dispuso abrir de oficio la investigación contra el suboficial por la 
comisión de actos de tortura como delito contra la humanidad.  
62 El 23 de noviembre de 2017 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado Peruano por la violación a los derechos a las garantías 
judiciales y la protección judicial, así como al derecho al trabajo, en perjuicio de 85 trabajadores de la empresa 
Petróleos del Perú (en adelante, “Petroperú”), 25 trabajadores de la Empresa Nacional de Puertos (en adelante, 
“Enapu”), 39 trabajadores del Ministerio de Educación (en adelante “Minedu”) y 15 trabajadores del Ministerio 
de Economía y Finanzas (en adelante, “MEF”), con motivo de la falta de respuesta judicial adecuada y efectiva 
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153. La Corte ha señalado que, a la luz del artículo 8.1 de la Convención, toda persona tiene el 
derecho a ser oída por un órgano imparcial y competente, con las debidas garantías procesales, las 
que incluyen la posibilidad de presentar alegatos y aportar pruebas. Este Tribunal ha indicado que 
esa disposición convencional implica que el Estado garantice que la decisión que se produzca a través 
del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre 
deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue 
concebido. 

Corte IDH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 38863. 

146. Esta Corte ha desarrollado el derecho a ser oído, previsto en el artículo 8.1 de la Convención, 
en el sentido general de comprender el derecho de toda persona a tener acceso al tribunal u órgano 
estatal encargado de determinar sus derechos y obligaciones. La Corte ha reconocido que el derecho 
a ser oído comprende dos ámbitos: por un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al 
órgano competente para que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías 
procesales (tales como la presentación de alegatos y la aportación de prueba). Por otra parte, ese 
derecho abarca un ámbito de protección material que implica que el Estado garantice que la decisión 
se produzca a través de un procedimiento que satisfaga el fin para el cual fue concebido. 

Corte IDH. Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392 64. 

101. El artículo 8.1 de la Convención reconoce el derecho de toda persona a ser oída con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada en su contra o para la determinación de sus derechos, todo ello dentro de la obligación 
general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

 

ante sus ceses colectivos ocurridos en la década de los noventa, en el marco de diversos procesos de 
racionalización y evaluación de personal llevados a cabo por las entidades públicas en las que laboraban.  
63 El 14 de octubre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Perú por una serie de violaciones a las garantías 
judiciales, el principio de ne bis in idem y la libertad personal en el marco de los procesos penal ordinario, penal 
militar y el procedimiento disciplinario militar llevados a cabo en contra del señor Rosadio Villavicencio. La 
Corte IDH estableció la violación: (i) al principio de ne bis in ídem en relación con los procesos penales ordinarios 
y militar; (ii) la violación al derecho a contar con comunicación previa y detalladas de la acusación, como el de 
ser informado de las razones de la detención en el proceso penal militar, el proceso penal ordinario y el 
procedimiento disciplinario militar; (iii) la garantía al juez imparcial en el marco del proceso penal militar; y (iv) 
la violación del derecho a no ser sometido a detención arbitraria y a la presunción de inocencia con motivo de 
la prisión preventiva a la cual fue sometido el señor Rosadio Villavicencio durante el proceso penal ordinario y 
el proceso penal militar. Por otra parte, la Corte IDH declaró que el Estado de Perú no era responsable por: (i) la 
violación del principio de ne bis in ídem en relación con el procedimiento disciplinario, y los procesos penal 
ordinario y militar, (ii) la violación del derecho a la presunción de inocencia en el marco del procedimiento 
disciplinario militar, (iii) el principio de legalidad en el proceso disciplinario militar, (iv) el deber de motivar las 
sentencias en el marco del proceso penal ordinario, (v) el derecho a contar con un defensor en relación con el 
proceso penal militar, (vi) la violación de los artículos 7.6 ni 25 de la Convención. 
64 El 19 de noviembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la 
cual declaró que el Estado de Venezuela era responsable por la vulneración al derecho a la vida (artículo 4 de la 
Convención Americana) en perjuicio de Robert Ignacio Díaz Loreto, David Octavio Díaz Loreto, y Octavio Ignacio 
Díaz Álvarez por los hechos que llevaron a su muerte en manos de funcionarios policiales del estado Aragua. El 
Estado también fue encontrado responsable por haber vulnerado el derecho a la integridad personal y a la 
libertad personal (artículos 5 y 7 de la Convención Americana) en perjuicio de Robert Ignacio Díaz Loreto por 
los hechos ocurridos luego de que este fuera montado herido en un veh ículo de la policía. Asimismo, se indicó 
que el Estado había violado las garantías al debido proceso (artículo 8.1 de la Convención) y a la integridad 
personal de los familiares de Robert Ignacio Díaz Loreto, David Octavio Díaz Loreto y Octavio Ignacio Díaz 
Álvarez por no haber cumplido con su deber de investigar, por el sufrimiento que les ocasionó sus muertes y 
por los actos de amenazas e intimidaciones de los cuales fueron víctimas a raíz de estos hechos. 
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Por otra parte, la Corte ha señalado que el deber de investigar es una obligación de medios y no de 
resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple 
formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses 
particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la 
aportación privada de elementos probatorios. 

2.1.1 DERECHO DE LOS FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS A SER OÍDOS 

Corte IDH. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36. 

97. Así interpretado, el mencionado artículo 8.1 de la Convención comprende también el 
derecho de los familiares de la víctima a las garantías judiciales, por cuanto “todo acto de desaparición 
forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su 
familia” (subrayado no es del original) (Declaración de Naciones Unidas sobre la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas artículo 1.2). En el mismo sentido: Caso Durand y 
Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr.128 65. 

En consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana confiere a los familiares del señor 
Nicholas Blake el derecho a que su desaparición y muerte sean efectivamente investigadas por las 
autoridades de Guatemala; a que se siga un proceso contra los responsables de estos ilícitos; a que 
en su caso se les impongan las sanciones pertinentes, y a que se indemnicen los daños y perjuicios 
que han sufrido dichos familiares. Por lo tanto, la Corte declara que Guatemala violó el artículo 8.1 
de la Convención Americana, en perjuicio de los familiares del señor Nicholas Blake en relación con 
el artículo 1.1 de la Convención. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 6366. 

227.  Por otra parte, del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de las 
violaciones de los derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser 
oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del 
castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación. En el mismo sentido: Caso 
Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr.129; Caso de 

las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 
2005. Serie C No. 12067, párr.63; Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio 

 

65 Los hechos del presente caso se iniciaron con la detención el 14 y 15 de febrero de 1986 de Nolberto Durand 
Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera por efectivos de la Dirección contra el Terrorismo en el Perú. La detención 
se basó en su presunta participación en actos de terrorismo. El 4 de marzo de 1986 fueron trasladados por orden 
judicial al penal de El Frontón. El 18 de junio de 1986 se produjo un motín en el centro penitenciario donde se 
encontraban. Las Fuerzas Armadas iniciaron un operativo al día siguiente, el cual produjo la muerte y lesiones 
de muchas personas que se encontraban privadas de libertad. Los cuerpos de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel 
Pablo Ugarte Rivera nunca fueron encontrados. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se 
realizaron mayores investigaciones ni se sancionó a los responsables de los hechos.  
66 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época caracterizada por un patrón común de acciones 
al margen de la ley, perpetradas por agentes de seguridad estatales, en contra de los “niños de la calle”. Esta 
práctica incluía amenazas, detenciones, tratos crueles, inhumanos y degradantes y homicidios como medio para 
contrarrestar la delincuencia y vagancia juvenil. El 15 de junio de 1990, en la zona conocida como “Las Casetas”, 
una camioneta se acercó a Henry Giovanni Contreras, de 18 años de edad, Federico Clemente Figueroa Túnchez, 
de 20 años, Julio Roberto Caal Sandoval, de 15 años y Jovito Josué Juárez Cifuentes, de 17 años. De dicho vehículo 
descendieron hombres armados miembros de la policía, quienes los obligaron a subir al mismo. Luego de estar 
retenidos por unas horas, fueron asesinados. Asimismo, el 25 de junio de 1990 fue asesinado Anstraum Aman 
Villagrán Morales, mediante un disparo de arma de fuego, en el sector de “Las Casetas”. No se realizaron mayores 
investigaciones ni se sancionaron a los responsables de los hechos. 
67 Los hechos del presente caso se iniciaron a partir del 2 de junio de 1982 cuando se dio la captura de las 
entonces niñas Ernestina y Erlinda Serrano Cruz, quienes tenían 7 y 3 años de edad, respectivamente, por parte 
de militares integrantes del Batallón Atlacatl del Ejército salvadoreño durante un operativo militar conocido 
como “Operación Limpieza”, en el Municipio de San Antonio de La Cruz. Debido al mencionado operativo, la 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

47 

de 2006. Serie C No. 14868, párr. 296; Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 247; Caso Tiu 
Tojín Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 
190, párr. 95; Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C No. 191 69 , párr. 81; Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196, párr. 111 y 11770; Caso Anzualdo 
Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 
2009. Serie C No. 202, párr. 118; Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 20371, párr. 116; Caso Radilla 
Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 180; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción 

 

familia Serrano Cruz tuvo que desplazarse. Sin embargo, solamente la señora María Victoria Cruz Franco, madre 
de Ernestina y Erlinda, y uno de sus hijos, lograron cruzar el cerco militar. El señor Dionisio Serrano y sus hijos 
Enrique, Ernestina y Erlinda Serrano Cruz se dirigieron con un grupo de pobladores a las montañas. Mientas se 
encontraban ocultos, el señor Dionisio Serrano decidió ir a buscar agua a una quebrada cercana, junto con su 
hijo Enrique. Al quedarse solas, las niñas Ernestina y Erlinda comenzaron a llorar y fueron descubiertas por las 
patrullas de militares, quienes se las llevaron. Se interpusieron una serie de recursos a fin de ubicar su paradero. 
No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 
68 Los hechos del presente caso se contextualiza en el municipio de Ituango, donde la incursión de grupos 
armados disidentes en la zona generó un incremento de la actividad de las estructuras denominadas 
paramilitares o de “autodefensa”, así como una mayor presencia del Ejército Nacional. El 11 de junio de 1996 
cerca de 22 miembros de un grupo paramilitar se dirigieron al corregimiento de La Granja, Ituango, donde 
asesinaron a un grupo de pobladores. A pesar de los recursos judiciales interpuestos, no se realizaron mayores 
investigaciones ni se sancionaron a los responsables. Asimismo, entre los días 22 de octubre y 12 de noviembre 
del año 1997 tuvo lugar otra incursión paramilitar en el corregimiento de El Aro. 30 hombres armados 
torturaron y asesinaron a un grupo de pobladores. Adicionalmente el grupo paramilitar obligó y forzó, bajo 
amenaza de muerte, a algunos residentes del área a arrear ganado robado durante varios días. Durante la 
incursión, los paramilitares sustrajeron entre 800 y 1.200 cabezas de ganado. Finalmente, antes de retirarse de 
El Aro, los paramilitares destruyeron e incendiaron gran parte de las casas. Algunos autores de los delitos fueron 
investigados y sancionados, en ausencia, en el marco de un proceso penal. 
69 Los hechos del presente caso se enmarcan en un contexto de gobierno militar tras un golpe de Estado en julio 
de 1980. Se desplegó una política planificada de intimidación, acoso y exterminio contra miembros del 
Movimiento de Izquierda Nacional y otros opositores utilizando para ello grupos armados irregulares o 
paramilitares. El 22 de julio de 1980 una patrulla militar detuvo en las horas de la noche a Renato Ticona, 
estudiante de 25 años de edad, y a su hermano mayor Hugo Ticona, cerca al puesto de control de Cala-Cala, 
Oruro, mientras se dirigían a Sacaca, Potosi. Posteriormente, agentes estatales los despojaron de sus 
pertenencias y los golpearon. Al momento de su detención, no les informaron a los hermanos Ticona Estrada de 
los cargos en su contra ni los pusieron a disposición de autoridad judicial competente. Luego de propinarles 
durante varias horas fuertes maltratos, los agentes estatales los trasladaron a las oficinas del Servicio Especial 
de Seguridad. Esta fue la última vez que Hugo Ticona o cualquier otro familiar tuvo conocimiento del paradero 
de Renato Ticona. A pesar de que sus familiares interpusieron una serie de recursos, no se realizaron mayores 
investigaciones ni se sancionaron a los responsable de los hechos. 
70  Los hechos del presente caso se refieren a Blanca Jeannette Kawas Fernández, quien era una destacada 
defensora ambientalista hondureña que promovió la protección de los recursos naturales en Honduras. El 6 de 
febrero de 1995, Blanca Kawas Fernández se encontraba trabajando con su asistente en su casa, en la ciudad de 
Tela. Dos hombres armados interrumpieron en su habitación y le dispararon en el cuello, lo que le ocasionó la 
muerte en forma instantánea. Se interpusieron recursos judiciales a fin de investigar los hechos y sancionar a 
los responsables. Sin embargo, el proceso penal iniciado por la muerte de Blanca Jeannette Kawas Fernández 
seguía en etapa preliminar. Asimismo, no se había identificado a los autores de su asesinato ni se había 
formalizado denuncia penal contra persona alguna. 
71 Los hechos del presente caso sucedieron el 27 de noviembre de 1998, en el marco de una operación de 
desalojo extrajudicial en la Hacienda São Francisco. Dicho lugar, ubicado en la ciudad de Querência do Norte, 
estado de Paraná, estaba ocupado por cerca de cincuenta familias. Ese día, un grupo de aproximadamente veinte 
hombres encapuchados y armados llegó a la Hacienda y disparando al aire ordenaron a los trabajadores salir de 
sus barracas. Cuando Sétimo Garibaldi salió de su barraca, fue herido en el muslo izquierdo por un disparo 
efectuado por uno de los hombres encapuchados. Debido a la hemorragia producida el señor Garibaldi 
falleció. La investigación policial y judicial del caso fue marcada por una serie de irregularidades por parte de 
las autoridades encargadas del caso. Finalmente se decretó el archivo del caso, sin hacer realizado mayores 
investigaciones ni haber sancionado a los responsables de los hechos.  

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_148_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_190_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_190_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_191_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_209_esp.pdf
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Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 192; 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 176; Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") 
Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2010. Serie C No. 21972, párr. 139; Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de 
febrero de 2011. Serie C No. 221 73 , párr. 187; Caso Barbani Duarte y Otros Vs. Uruguay. Fondo 
Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C No. 234, párr. 120; Caso Familia 
Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 
23774 , párr. 178; Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 199; Caso Castillo González y otros Vs. 

Venezuela. Fondo. Sentencia de 27 de noviembre de 2012. Serie C No. 25675, párr. 167. 

 

72 Los hechos del presente caso inician en abril de 1964 cuando un golpe de Estado derrocó al gobierno del 
Presidente João Goulart. La GUERRILHA DO ARAGUAIA fue un movimiento de resistencia al régimen militar 
integrado por algunos miembros del nuevo Partido Comunista de Brasil. Entre abril de 1972 y enero de 1975, 
las Fuerzas Armadas emprendieron repetidas campañas de información y represión contra los miembros de 
la GUERRILHA DO ARAGUAIA, incluyendo su matanza y desaparición. Según la Comisión Especial sobre 
Muertos y Desaparecidos Políticos, existen 354 muertos y desaparecidos políticos. En 1979 el Estado dictó una 
ley de amnistía. En virtud de dicha ley, hasta la fecha el Estado no ha investigado, procesado o sancionado 
penalmente a los responsables de las violaciones de derechos humanos cometidas durante el régimen militar. 
73 Los hechos del presente caso se iniciaron el 27 de junio de 1973 cuando se llevó a cabo un golpe de Estado, el 
cual se prolongó hasta el 28 de febrero de 1985. En esos años se implementaron formas de represión a las 
organizaciones políticas de izquierda. En noviembre de 1975, se formalizó la “Operación Cóndor”, lo que facilitó 
la creación de estructuras militares paralelas, que actuaban de forma secreta y con gran autonomía. Esa 
operación fue adoptada como una política de Estado de las “cúpulas de los gobiernos de hecho”, y estaba dirigida, 
en ese entonces, por cuerpos castrenses principalmente de Chile, Argentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia y Brasil. 
María Claudia García Iruretagoyena Casinelli, embarazada y de 19 años de edad, fue detenida el 24 de agosto de 
1976 junto con su esposo, Marcelo Ariel Gelman Schubaroff, en su residencia de Buenos Aires, por comandos 
militares uruguayos y argentinos siendo Nora Eva Gelman liberada cuatro días después junto a Luis Eduardo 
Pereda. María Claudia García y Marcelo Gelman fueron llevados a un centro de detención clandestino, donde 
permanecieron juntos algunos días y posteriormente fueron separados. Marcelo Gelman fue torturado en dicho 
centro de detención clandestino y fue ejecutado en 1976. En 1989 sus restos de Marcelo Gelman fueron 
descubiertos. María Claudia García fue trasladada a Montevideo de forma clandestina por autoridades 
uruguayas, donde dio a luz a una niña. A finales de diciembre de 1976, a María Claudia García le fue sustraída su 
hija recién nacida. Hasta el momento no se conoce sobre su paradero o el de sus restos. El 14 de enero de 1977 
la hija de María Claudia de Gelman habría sido colocada en un canasto y dejada en la puerta de la casa de la 
familia del policía uruguayo Ángel Tauriño. Él y su esposa, quienes no tenían hijos, recogieron el canasto y se 
quedaron con la niña, registrándola como hija propia aproximadamente un año y medio más tarde. El 31 de 
marzo de 2000, a la edad de 23 años, María Macarena Tauriño tuvo por primera vez contacto con su abuelo 
paterno, Juan Gelman. Como consecuencia de lo anterior, María Macarena Tauriño se sometió, el mismo año, a 
una prueba de ADN a los efectos de determinar el eventual parentesco con la familia Gelman, la que resultó en 
una identificación positiva en un 99,998%. Los hechos señalados nunca pudieron ser investigados ni 
sancionados por Uruguay puesto que el 22 de diciembre de 1986 el Parlamento uruguayo aprobó la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Esta ley fue una amnistía en relación con los delitos cometidos 
en el periodo del régimen militar.  
74 Los hechos del presente caso acontecieron en la población de Guanayén, estado de Aragua. En 1998 la familia 
Barrios estaba compuesta por la señora Justina Barrios, sus 12 hijos e hijas, sus compañeros y compañeras de 
vida, y 22 nietos y nietas. El 28 de agosto de 1998, funcionarios policiales detuvieron, agredieron y asesinaron a 
Benito Barrios. El 11 de diciembre de 2003 Narciso Barrios fue asesinado también por funcionarios policiales. 
El 3 de marzo de 2004, Jorge y Rigoberto Barrios fueron detenidos, agregidos y amenazadas por funcionarios 
policiales. Adicionalmente, el 19 de junio de 2004, otros seis miembros de la familia Barrios, incluyendo a dos 
niños, fueron detenidos y agredidos por funcionarios policiales. Asimismo, las residencias de algunos miembros 
de la familia Barrios fueron allanadas por agentes policiales, quienes sustrajeron y destruyeron sus bienes. 
Varios integrantes de la familia Barrio tuvieron que dejar Guanayén para vivir en otras regiones. A pesar de 
haberse interpuesto una serie de recursos, no se han realizado mayores investigaciones ni se han sancionado a 
los responsables de los hechos.  
75 Los hechos del presente caso se enmarcan cuando, entre 1999 y 2003, ocurrieron en Venezuela una serie de 
desplazamientos de personas provenientes de Colombia en busca de refugio a causa del conflicto armado 
colombiano. El abogado Joe Luis Castillo González, y su esposa Yelitze Moreno junto con su hijo Luis César 
Castillo Moreno residían en la ciudad de Machiques, estado Zulia, a partir de 1999. El señor Castillo se 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_216_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf
http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_234_esp.pdf
http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf
http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_237_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_251_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_256_esp.pdf
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228. Al confrontar los hechos de este caso con lo expuesto anteriormente, se puede constatar que 
Guatemala ha realizado diversas actuaciones judiciales sobre aquéllos. Sin embargo, es evidente que 
los responsables de tales hechos se encuentran en la impunidad, porque no han sido identificados ni 
sancionados mediante actos judiciales que hayan sido ejecutados. Esta sola consideración basta para 
concluir que el Estado ha violado el artículo 1.1 de la Convención, pues no ha castigado a los autores 
de los correspondientes delitos. Al respecto, no viene al caso discutir si las personas acusadas en los 
procesos internos debieron o no ser absueltas. Lo importantes es que, con independencia de si fueron 
o no ellas las responsables de los ilícitos, el Estado ha debido identificar y castigar a quienes en 
realidad lo fueron, y no lo hizo. 

229. En el expediente existen abundantes constancias que demuestran que las autoridades 
judiciales que condujeron las actuaciones originadas en el secuestro, tortura y homicidio de Henry 
Giovanni Contreras, Julio Roberto Caal Sandoval, Jovito Josué Juárez Cifuentes, Federico Clemente 
Figueroa Túnchez y en el homicidio de Anstraum Aman Villagrán Morales, faltaron al deber de 
adelantar una investigación y un proceso judicial adecuados que llevaran al castigo de los 
responsables, y afectaron el derecho de los familiares de las víctimas a ser oídos y a tramitar sus 
acusaciones ante un tribunal independiente e imparcial. 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 

81. Este Tribunal ha señalado recientemente que las garantías establecidas en el artículo 8 de la 
Convención Americana suponen que las víctimas deben contar con amplias posibilidades de ser oídas 
y actuar en los procesos respectivos. En el caso sub judice sucedieron los vicios apuntados […], lo cual 
no permitió a los magistrados contar con un proceso que reuniera las garantías mínimas del debido 

proceso establecidas en la Convención. Con ello en el caso en estudio se limitó el derecho de las 
víctimas a ser oídas por el órgano que emitió la decisión y, además, se restringió su derecho a 
participar en el proceso. 

Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C 
No. 7576. 

 

desempeñó como Coordinador General de la Oficina de Acción Social y Derechos Humanos del Vicariato 
Apostólico de Machiques (OASVAM), en donde por razón de su trabajo, laboraba en la zona fronteriza de 
Venezuela con Colombia, en asuntos relacionados con pueblos indígenas y personas refugiadas. Yelitze Moreno 
fue Coordinadora del Departamento de Investigación, Comunicación y Promoción de Derechos Humanos de 
OASVAM. El 27 de agosto de 2003, el señor Castillo, su esposa y su hijo se dirigían en un vehículo hacia su 
residencia. En pleno transcurso, dos hombres desconocidos comenzaron a disparar contra ellos. El señor Castillo 
perdió el control de dicho vehículo, el cual colisionó contra la acera. El señor Castillo sufrió varias heridas 
producidas por las armas de fuego y falleció en el hospital. La señora Moreno y Luis Castillo también sufrieron 
heridas por impactos de balas. Tuvieron que ser intervenidos quirúrgicamente. Después del atentado, Yelitze 
Moreno y su hijo se trasladaron a la casa de la hermana de la señora Moreno en Santa Lucía del Tuy, estado 
Miranda, donde permanecieron durante el proceso de recuperación, hasta diciembre de 2003. Posteriormente, 
fijaron su residencia en la casa materna de Joe Luis Castillo. Por otra parte, el 1 de septiembre de 2003, tras la 
muerte de Joe Luis Castillo, se recibieron amenazas en la Oficina del Vicariato, por lo que cerró durante dos 
meses. Después de ello, la oficina reorientó su trabajo hacia actividades dedicadas al fortalecimiento del trabajo 
comunitario, excluyendo la atención a refugiados y casos de violaciones de derechos humanos. No se realizaron 
mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 
76  Los hechos del presente caso ocurrieron el 3 de noviembre de 1991. Seis individuos del grupo Colina, 
compuesto por miembros del Ejército, irrumpieron en un inmueble ubicado en el vecindario conocido como 
Barrios Altos de la ciudad de Lima. Al producirse la irrupción, se estaba celebrando una “pollada”, es decir, una 
fiesta para recaudar fondos con el objeto de hacer reparaciones en el edificio. Los atacantes llegaron al sitio en 
dos vehículos y obligaron a las víctimas a arrojarse al suelo. Seguidamente empezaron a dispararles por un 
período aproximado de dos minutos. 15 personas fallecieron y 4 quedaron gravemente heridas. El Congreso 
peruano promulgó una ley de amnistía, la cual exoneraba de responsabilidad a los militares, policías, y también 
a civiles, que hubieran cometido, entre 1980 y 1995, violaciones a los derechos humanos o participado en esas 
violaciones. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 
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42. La Corte, conforme a lo alegado por la Comisión y no controvertido por el Estado, considera 
que las leyes de amnistía adoptadas por el Perú impidieron que los familiares de las víctimas y las 
víctimas sobrevivientes en el presente caso fueran oídas por un juez, conforme a lo señalado en el 
artículo 8.1 de la Convención; violaron el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 
25 de la Convención; impidieron la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de 
los responsables de los hechos ocurridos en Barrios Altos, incumpliendo el artículo 1.1 de la 
Convención, y obstruyeron el esclarecimiento de los hechos del caso. Finalmente, la adopción de las 
leyes de autoamnistía incompatibles con la Convención incumplió la obligación de adecuar el derecho 
interno consagrada en el artículo 2 de la misma. 

43. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas 
en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las 
providencias de toda índole para que nadie sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del 
derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención. Es por 
ello que los Estados Partes en la Convención que adopten leyes que tengan este efecto, como lo son 
las leyes de autoamnistía, incurren en una violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención. Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las víctimas 
y a la perpetuación de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la letra y el 
espíritu de la Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos 
responsables de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a 
la justicia e impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación 
correspondiente. 

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. 

64.  Luego, puesto que uno de los objetivos de dicha práctica [desaparición forzada] es 
precisamente impedir el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes, 
una vez que una persona ha sido sometida a secuestro, retención o cualquier forma de privación de 
la libertad con el objetivo de su desaparición forzada, si la víctima misma no puede acceder a los 
recursos disponibles, resulta fundamental que los familiares u otras personas allegadas puedan tener 
acceso a procedimientos o recursos judiciales rápidos y eficaces como medio para determinar su 
paradero o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad 
o la hizo efectiva. En el mismo sentido: Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012. Serie C No. 25877, párr.133. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

247.  De conformidad con el derecho reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en 

relación con el artículo 1.1 de la misma, este Tribunal ha establecido que los Estados tienen la 
obligación de garantizar que, en todas las etapas de los respectivos procesos, las víctimas puedan 
hacer planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, 
hacer valer sus intereses. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el 

conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación. En tal sentido, 

 

77  Los hechos del presente caso se contextualizan durante la época del conflicto armado interno donde la 
desaparición forzada de personas constituyó una práctica del Estado. En mayo de 1999, National Security 
Archive, una organización no gubernamental estadounidense, hizo público un documento confidencial de 
inteligencia estatal guatemalteca conocido como el Diario Militar. Se desconoce el paradero final de la mayoría 
de las personas registradas en el Diario Militar y/o sus restos. Edgar Fernando García tenía 26 años era maestro 
de educación primaria y trabajador administrativo de una industria donde ocupaba el cargo de Secretario de 
Actas y Acuerdos del sindicato de trabajadores. Asimismo estaba vinculado a la Juventud Patriótica del Trabajo 
del Partido Guatemalteco del Trabajo. El 18 de febrero de 1984 fue detenido por agentes militares. La familia 
recibió información de terceros, según la cual Edgar Fernando García se encontraba con vida hasta diciembre 
de 1984 y que lo habían visto en cárceles secretas. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron 
a los responsables. 
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la Corte ha establecido que la ley interna debe organizar el proceso respectivo de conformidad con 
la Convención Americana. La obligación estatal de adecuar la legislación interna a las disposiciones 
convencionales comprende el texto constitucional y todas las disposiciones jurídicas de carácter 
secundario o reglamentario, de tal forma que pueda traducirse en la efectiva aplicación práctica de 
los estándares de protección de los derechos humanos. 

252.  Al respecto, el Tribunal estima que el acceso al expediente es requisito sine qua non de la 
intervención procesal de la víctima en la causa en la que se constituye como parte coadyuvante o 
querellante, según la legislación interna. Si bien la Corte ha considerado admisible que en ciertos 
casos exista reserva de las diligencias adelantadas durante la investigación preliminar en el proceso 
penal, para garantizar la eficacia de la administración de justicia, en ningún caso la reserva puede 

invocarse para impedir a la víctima el acceso al expediente de una causa penal. La potestad del Estado 
de evitar la difusión del contenido del proceso, de ser el caso, debe ser garantizada adoptando las 
medidas necesarias compatibles con el ejercicio de los derechos procesales de las víctimas. 

258.  Tomando en cuenta lo anterior, y en aplicación del artículo 29 b) de la Convención 
Americana, la Corte considera que debe entenderse que el derecho de las víctimas en este caso a 
obtener copias de la averiguación previa conducida por la Procuraduría General de la República no 
está sujeto a reservas de confidencialidad, en tanto que la misma se refiere a la investigación de 
delitos constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos, como lo es la desaparición 
forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco. De esta manera, las víctimas en el presente caso deben 
tener derecho al acceso al expediente y a solicitar y obtener copias del mismo, ya que la información 
contenida en aquél no está sujeta a reserva.  

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 78. 

193.  Además, El Tribunal recuerda que, de conformidad con el derecho reconocido en el artículo 
8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, los Estados tienen la 
obligación de garantizar el derecho de las víctimas o sus familiares de participar en todas las etapas 
de los respectivos procesos, de manera que puedan hacer planteamientos, recibir informaciones, 

 

78 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno en Guatemala, entre 
1962 y 1996. La Comisión de Esclarecimiento Histórico estableció que se cometieron múltiples violaciones de 
derechos humanos. En ese contexto, se realizaron una serie de masacres que son objeto del caso. Las masacres 
que involucran el presente caso son las del 04 de marzo de 1980 en la capilla de Río Negro, la masacre de 13 de 
febrero de 1982 en la Aldea de Xococ, la de 13 de marzo de 1982 en el Cerro de Pacoxom, la de 14 de mayo de 
1982 en “Los Encuentros” y la masacre del 14 de septiembre de 1982 en “Agua Fría”. El 04 de marzo de 1980 
fueron ejecutados siete líderes de la comunidad Río Negro, otros dos líderes fueron también ejecutados ese 
mismo día. El 13 de febrero de 1982 aproximadamente 70 personas, entre hombres, mujeres y niños, de la 
comunidad de Río Negro fueron trasladadas a Xococ, de las cuales solo regresaron 2 personas a Río Negro. El 13 
de marzo del mismo año, los patrulleros y soldados escarbaron una fosa y procedieron a matar a las personas 
de Río Negro que se encontraban presentes. Los cadáveres de las personas masacradas lanzados a una quebrada 
cercana o a una fosa. Durante la masacre, los patrulleros y militares escogieron a 17 niños de la comunidad de 
Río Negro que fueron obligados a vivir con miembros de la Comunidad Xococ. En la masacre del 14 de mayo 
fueron asesinadas por lo menos 79 personas y luego el 14 de septiembre, 92 personas. Las personas que 
lograron escapar de las distintas masacres perpetradas se refugiaron en las montañas, algunos por años, 
despojados de todas sus pertenencias, durmiendo a la intemperie y moviéndose continuamente a fin de huir de 
los soldados y patrulleros que los perseguían aún después de las masacres. Además, los integrantes de la 
comunidad de Río Negro experimentaron severas dificultades para encontrar comida, a la vez que varios niños 
y adultos murieron de hambre pues el ejército y los patrulleros destruían los sembradíos que lograban tener. 
Algunas mujeres dieron a luz en la montaña, y sólo pudieron registrar a sus hijos tiempo después, con fechas y 
lugares de nacimiento falsos, para protegerlos. Al entrar en vigor una ley de amnistía del año 1983, algunos 
sobrevivientes de las masacres fueron reasentados por el gobierno en la colonia Pacux, ubicada detrás del 
destacamento militar de Rabinal. Sin embargo, continuó en dicho lugar. Al menos 289 sobrevivientes de las 
masacres de Río Negro aún residen en la colonia semiurbana de Pacux cuyas condiciones de vida en la colonia 
Pacux son precarias y las tierras no son adecuadas para la agricultura de subsistencia. Además, el 
reasentamiento implicó la pérdida de la relación que la comunidad tenía con su cultura, recursos naturales y 
propiedades y del idioma Maya Achí. 
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aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus derechos. Dicha participación 
deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el 
otorgamiento de una justa reparación. Sin embargo, la búsqueda efectiva de la verdad corresponde 
al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de la víctima, o de sus familiares o de la aportación 
privada de elementos probatorios. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 
2014. Serie C No. 28. 

509. En distintos casos la Corte ha considerado que el derecho a la verdad “se encuentra 
subsumido en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del 
Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a 
través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25.1 de la Convención”79. 
Por otra parte, en algunos casos tales como Anzualdo Castro y otros vs. Perú y Gelman vs. Uruguay la 
Corte ha realizado consideraciones adicionales y específicas aplicables al caso concreto sobre la 
violación del derecho a la verdad. Asimismo, en el caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. 
Guatemala la Corte analizó la violación del derecho a conocer la verdad en su análisis del derecho a 
la integridad personal de los familiares, pues consideró que, al ocultar información que impidió a los 
familiares el esclarecimiento de la verdad, el Estado respectivo había violado los artículos 5.1 y 5.2 
de la Convención Americana. Adicionalmente, en el caso Gomes Lund y otros (Guerilla de Araguaia) 
vs. Brasil, la Corte declaró una violación autónoma del derecho a la verdad que, por las circunstancias 
específicas de dicho caso, constituyó, además de una violación al derecho de acceso a la justicia y 
recurso efectivo, una violación del derecho a buscar y recibir información, consagrado en el artículo 
13 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 29980. 

 

79 En la mayoría de los casos la Corte ha realizado dicha consideración dentro del análisis de la violación de los artículos 
8 y 25. Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, 
párr. 166; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 180; Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 151; Caso Chitay Nech y 
otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C 
No. 212, párr. 206; Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No.221, 
párrs. 243 y 244; Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre de 2012 
Serie C No. 249, párr. 240, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 220; Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 147; Caso Anzualdo Castro 
Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de Septiembre de 2009. Serie C No. 202, 
párrs. 119 y 120; Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de octubre de 2012 Serie C No. 252, párr. 298. En un caso dicha consideración se realizó en dentro de la 
obligación de investigar ordenada como una medida de reparación. Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 
148. Además, en otros casos se ha establecido que está subsumido en los artículos 8.1, 25 y 1.1 de la Convención, pero 
no se ha incluido dicha consideración dentro de la motivación del punto resolutivo respectivo. Cfr. Caso Familia Barrios 
Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 291, y Caso 
González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de febrero de 2012. Serie C No. 240, párr. 263, y Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 232, párr. 173. 
80 Los hechos del caso se enmarcan en el contexto del conflicto armado peruano y la práctica sistemática de 
violaciones de los derechos humanos, entre ellas, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas de 
personas sospechosas de pertenecer a grupos armados al margen de la ley. En este marco, el 14 de junio de 1991 
se decretó la prórroga del Estado de Emergencia en el Departamento de Huancavelica y las Fuerzas Armadas 
asumieron el control del orden interno en dicho Departamento. El 2 de julio de 1991, en ejecución del “Plan 
Operativo Apolonia”, operativo militar diseñado como parte de la política estatal de combatir la subversión en 
la Provincia y Departamento de Huancavelica, salieron de Bases Militares la patrulla “Escorpio” y la patrulla 
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264. Por su parte, este Tribunal ha determinado que toda persona, incluyendo los familiares de 
las víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene el derecho a conocer la verdad. En 
consecuencia, los familiares de las víctimas y la sociedad deben ser informados de todo lo sucedido 
con relación a dichas violaciones. La Corte Interamericana ha considerado el contenido del derecho 
a conocer la verdad en su jurisprudencia, en particular en casos de desaparición forzada. Desde el 
caso Velásquez Rodríguez el Tribunal afirmó la existencia de un “derecho de los familiares de la 
víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos”. 
Posteriormente, en distintos casos la Corte ha considerado que el derecho a conocer la verdad “se 
encuentra subsumido en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de los órganos 
competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 

 

“Ángel” con el fin específico de incursionar en la localidad de Rodeopampa, comunidad de Santa Bárbara y 
“capturar y/o destruir” elementos terroristas que operaban en dicha zona. El 4 de julio de 1991 la patrulla del 
Ejército “Escorpio”, acompañada de algunos elementos civiles, llegó al caserío de Rodeopampa en la comunidad 
campesina de Santa Bárbara, en donde los efectivos militares ingresaron a las viviendas de las presuntas 
víctimas, sacaron a quienes estaban allí y prendieron fuego a dichas viviendas para horas más tarde apoderarse 
de una gran cantidad de ganado, animales menores y pertenencias de los detenidos. Los efectivos militares 
detuvieron a 14 pobladores, entre los que se encontraban tres niñas y cuatro niños entre las edades de 8 meses 
y 6 años de edad, un hombre adulto mayor, cinco mujeres adultas, una de ellas en el sexto mes de embarazo y 
un hombre adulto. A dichos pobladores se les infligieron diversos maltratos, conduciéndolos hacia una mina 
abandonada llamada “Misteriosa” o “Vallarón”. Ese mismo día Elihoref Huamaní Vergara fue interceptado por 
efectivos militares en el camino hacia Rodeopampa, quienes lo sumaron al grupo de los 14 pobladores que 
trasladaban. Durante el trayecto, los detenidos fueron golpeados y obligados a caminar varias horas amarrados 
y sin alimentos ni agua. Cuando llegaron a la mina abandonada llamada “Misteriosa” o “Vallarón”, los efectivos 
militares introdujeron a los 15 detenidos al interior del socavón, acribillándolos con Fusiles Ametralladoras 
Ligeras (FAL). Posteriormente, se hizo detonar en la mina cargas de dinamita, provocando el fraccionamiento 
de los cuerpos. El 8 de julio de 1991, en la búsqueda de sus familiares y con la información proporcionada por 
vecinos de los alrededores, Zenón Cirilo Osnayo Tunque, Marcelo Hilario Quispe y Gregorio Hilario Quispe se 
dirigieron a la entrada de la mina llamada “Misteriosa” o “Vallarón”, en donde observaron restos de cuerpos 
humanos e identificaron las pertenencias de algunos de sus familiares. Lograron reconocer, dentro de dichos 
restos, los cuerpos de al menos cinco personas. El 11 de julio de 1991 y en la búsqueda de sus familiares, el señor 
Viviano Hilario Mancha encontró la entrada de la mina llamada “Misteriosa” o “Vallarón” y a diferencia de lo 
ocurrido el 8 de julio, únicamente observó restos de cuerpos humanos semienterrados que no pudo reconocer 
y, entre ellos, el cadáver semienterrado de su nieto Héctor Hilario Guillén. En ambas oportunidades, los 
familiares observaron en la entrada de la mina paquetes de dinamita. Durante el período del 8 de julio al 5 de 
agosto de 1991 fueron interpuestas diversas denuncias ante autoridades estatales por los hechos ocurridos. El 
18 de julio de 1991 se realizó una diligencia de levantamiento de restos humanos y evidencias encontradas en 
la 4 mina “Misteriosa” o “Vallarón”. No se realizó diligencia posterior relacionada con las piezas y restos 
encontrados y al día de hoy se desconoce el paradero de los mismos. Se iniciaron procesos tanto en la 
jurisdicción militar como ordinaria, así como un incidente de competencia entre ambos que fue resuelto por la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia de la República en favor de la jurisdicción ordinaria el 17 de junio de 
1993. En el año 1995 se aplicó la Ley de Amnistía en ambas jurisdicciones. Tras la emisión en el año 2001 de las 
Sentencias de la Corte Interamericana en el Caso Barrios Altos Vs. Perú, en el año 2002 se reabrió el proceso en 
la jurisdicción militar y en el año 2005 en la jurisdicción ordinaria. No constan actuaciones posteriores en el 
fuero militar, y en la jurisdicción ordinaria consta que en octubre de 2006 la Sala Penal Nacional de Lima avocó 
conocimiento del proceso. El 6 de diciembre de 2007 se inició el juicio seguido en contra de cinco procesados, 
de los que cuatro se encontraban ausentes. Entre los años 2009 y 2011 se realizaron diversas diligencias 
relacionadas con la búsqueda, recuperación e identificación de los restos óseos humanos en la mina abandonada 
“Misteriosa” o “Vallarón”. Sin embargo, aún se mantiene la incertidumbre sobre su correspondencia con las 
víctimas de este caso, ninguna de las cuales ha sido identificada. Los días 9 de febrero de 2012 y 29 de mayo de 
2013 la Sala Penal Nacional de la Corte Superior de Justica de Lima y la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República del Perú dictaron sus respectivas sentencias sobre el caso. Los hechos 
ocurridos en la comunidad campesina de Santa Bárbara el 4 de julio de 1991 se calificaron como delito de lesa 
humanidad y su acción penal imprescriptible. Al respecto, se condenó a Oscar Alberto Carrera Gonzales por el 
delito de homicidio calificado y se dispuso la captura de los procesados ausentes. Paralelamente, en agosto de 
2011 el Cuarto Juzgado Penal Supraprovincial de Lima abrió instrucción contra Simón Fidel Breña Palante y el 
22 de febrero de 2013 la Sala Penal Nacional de la Corte Suprema de Justicia de la República declaró el corte de 
secuela del proceso en su contra. El caso de los 15 pobladores de la comunidad campesina de Santa Bárbara fue 
documentado el 28 de agosto de 2003 en el Informe Final de la CVR, en un capítulo que denominó como: “2.50. 
Las ejecuciones extrajudiciales en Santa Bárbara (1991)”. 
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correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25.1 
de la Convención”. Por otra parte, en algunos casos tales como Anzualdo Castro y otros Vs. Perú y 
Gelman Vs. Uruguay la Corte ha realizado consideraciones adicionales y específicas aplicables al caso 
concreto sobre la violación del derecho a conocer la verdad. Asimismo, en el caso Gudiel Álvarez y 
otros (Diario Militar) vs. Guatemala, la Corte analizó la violación del derecho a conocer la verdad en 
su análisis del derecho a conocer la integridad personal de los familiares, pues consideró que, al 
ocultar información que impidió a los familiares el esclarecimiento de la verdad, el Estado respectivo 
había violado los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana. Adicionalmente, en el caso Gomes 
Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) Vs. Brasil, la Corte declaró una violación autónoma del derecho 
a conocer la verdad que, por las circunstancias específicas de dicho caso, constituyó, además de una 

violación al derecho de acceso a la justicia y recurso efectivo, una violación del derecho a buscar y 
recibir información, consagrado en el artículo 13 de la Convención. Finalmente, el Tribunal ha 
considerado la obligación de investigar como una forma de reparación, ante la necesidad de remediar 
la violación del derecho a conocer la verdad en el caso concreto. 

265. De lo anterior se desprende que, si bien el derecho a conocer la verdad se ha enmarcado 
fundamentalmente en el derecho de acceso a la justicia, aquel tiene una naturaleza amplia y su 
vulneración puede afectar distintos derechos consagrados en la Convención Americana, 
dependiendo del contexto y circunstancias particulares del caso. En el caso del Perú, el Tribunal 
Constitucional del Perú ha reconocido que “el derecho a la verdad, aunque no tiene un 
reconocimiento expreso en [el] texto constitucional, es un derecho plenamente protegido […]”81. 
Asimismo, ha señalado que “[l]a Nación tiene el derecho de conocer la verdad sobre los hechos o 
acontecimientos injustos y dolorosos provocados por las múltiples formas de violencia estatal y no 
estatal. Tal derecho se traduce en la posibilidad de conocer las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en las cuales ellos ocurrieron, así como los motivos que impulsaron a sus autores. El derecho a 
la verdad es, en ese sentido, un bien jurídico colectivo inalienable” 82. Cabe señalar, además, que el 
Perú ratificó, el 26 de septiembre de 2012, la mencionada Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, que reconoce expresamente 
el derecho a conocer la verdad. En el mismo sentido: Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 
314, párr. 244. 

 

2.1.2 DERECHO A UNA INVESTIGACIÓN JUDICIAL EFECTIVA 

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. 
Serie C No. 483. 

 

81 Cfr. Tribunal Constitucional del Perú. Caso Genaro Villegas Namuche. Sentencia de 18 de marzo de 2004. Expediente 
No. 2488-2002-HC/TC, párr. 13. 
82 Cfr. Tribunal Constitucional del Perú. Caso Genaro Villegas Namuche. Sentencia de 18 de marzo de 2004. Expediente 
No. 2488-2002-HC/TC, párr. 8. 
83 Los hechos del presente caso se producen en un contexto en el cual, durante los años de 1981 a 1984, entre 
100 y 150 personas desaparecieron sin que de muchas de ellas se haya vuelto a tener alguna noticia. Tales 
desapariciones tenían un patrón muy similar, que se iniciaba mediante el secuestro violento de las víctimas, 
muchas veces a la luz del día y en lugares poblados, por parte de hombres armados, vestidos de civil y 
disfrazados, en vehículos sin identificación oficial y con cristales polarizados, sin placas o con placas falsas. Al 
respecto, la población consideraba como un hecho público y notorio que los secuestros se perpetraban por 
agentes militares, o por policías o por personal bajo su dirección. Manfredo Velásquez era un estudiante de la 
Universidad Nacional Autónoma de Honduras. Desapareció el 12 de septiembre de 1981 en un estacionamiento 
de vehículos en el centro de Tegucigalpa, secuestrado por varios hombres fuertemente armados, vestidos de 
civil, que utilizaron un vehículo Ford de color blanco y sin placas. El secuestro fue llevado a cabo por personas 
vinculadas con las Fuerzas Armadas o bajo su dirección. Se interpusieron tres recursos de exhibición personal 
y dos denuncias penales. No obstante, los tribunales de justicia no efectuaron las investigaciones necesarias para 
encontrar a Manfredo Velásquez o sancionar a los responsables. 
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177. En ciertas circunstancias puede resultar difícil la investigación de hechos que atenten contra 
derechos de la persona. La de investigar es, como la de prevenir, una obligación de medio o 
comportamiento que no es incumplida por el solo hecho de que la investigación no produzca un 
resultado satisfactorio. Sin embargo, debe emprenderse con seriedad y no como una simple 
formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un sentido y ser asumida por el 
Estado como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que 
dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad. Esta 
apreciación es válida cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, 
aun los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto 

modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del 
Estado. En el mismo sentido: Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. 
Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 226; Caso Godínez Cruz Vs. 
Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5 84, párr. 188; Caso Durand y 
Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr.  123; Caso 
Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
septiembre de 2009. Serie C No. 202; Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 30685, 
párr. 154; Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr. 208. 

Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 
Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63. 

230. Al respecto, observa la Corte que los procesos judiciales internos revelan dos tipos de 
deficiencias graves: en primer lugar, se omitió por completo la investigación de los delitos de 
secuestro y tortura […]. En segundo lugar, se dejaron de ordenar, practicar o valorar pruebas que 
hubieran sido de mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios […]. 

231. En relación con el esclarecimiento de los homicidios es pertinente destacar, por ejemplo, que 
las autopsias quedaron incompletas y fueron practicadas de manera muy poco técnicas; no se 

 

84 Los hechos del presente caso se producen en un contexto en el cual, durante los años de 1981 a 1984, entre 
100 y 150 personas desaparecieron sin que de muchas de ellas se haya vuelto a tener noticia alguna. Tales 
desapariciones tenían un patrón muy similar, que se iniciaba mediante el secuestro violento de las víctimas, 
muchas veces a la luz del día y en lugares poblados, por parte de hombres armados, vestidos de civil y 
disfrazados que actuaban con aparente impunidad, en vehículos sin identificación oficial y con cristales 
polarizados, sin placas o con placas falsas. Al respecto, la población consideraba como un hecho público y notorio 
que los secuestros se perpetraban por agentes militares, o por policías o por personal bajo su dirección. Saúl 
Godínez era un dirigente magisterial que había coordinado y participado en numerosas huelgas. El 22 de julio 
de 1982 fue capturado en despoblado conforme al método que normalmente se practicaba en los casos de 
desapariciones. En los días anteriores a su desaparición había sido objeto de amenazas y se le había estado 
vigilando y siguiendo. A pesar de haberse interpuesto tres recursos de exhibición personal y una denuncia penal, 
se produjeron las omisiones características de los demás casos de desapariciones por parte de los tribunales de 
justicia en investigar y dar cuenta de su paradero. 
85  El 15 de septiembre de 1992, Guillermo Cortez, agente de policía asignado al grupo antipandillas, se 
encontraba en el barrio Codesa. Tras forcejear con un tercero, termina efectuando un disparo a José Luis García 
Ibarra, quien se encontraba en dicho lugar. En el proceso penal no existió controversia en cuanto al origen del 
disparo, pero sí con respecto a si este fue intencional o accidental. La Comisaría Primera de Policía Nacional de 
Esmeraldas ordenó la instrucción de sumario contra el agente y su prisión preventiva. La madre del menor 
solicitó que los hechos fueran conocidos por el fuero ordinario, y no el policial. La sentencia del Tribunal Penal 
Esmeraldas de 17 de noviembre de 1995 estableció tres criterios diferentes, primando el homicidio no 
intencional. Se interpusieron recursos contra dicha sentencia, conocidos por la Corte Superior de Justicia de 
Esmeraldas quien rechazó el recurso de nulidad confirmando la sentencia de primera instancia y se remitieron 
los antecedentes a la Corte Suprema de Justicia para que se pronunciara de los recursos de casación. En enero 
de 1996 se había liberado al imputado por haber cumplido 18 meses en prisión. La Corte Suprema de Justicia 
rechaza los recursos por falta de fundamento confirmando la sentencia, constatando de todas formas 
irregularidades en el proceso tanto por el Tribunal Penal de Esmeraldas como por la Corte Superior de 
Esmeraldas, oficiando al Consejo Nacional de la Judicatura a que examine dichas actuaciones. 
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registraron ni conservaron las huellas digitales de los cadáveres, ni éstos fueron retratados de cuerpo 
entero; no se decretó el reconocimiento personal por testigos de uno de los acusados de los 
homicidios; no se llamó a declarar a presuntos testigos presenciales de los hechos, mencionados por 
otros testigos; no se decretó un peritaje dental para determinar si uno de los acusados tenía una seña 
particular que fue descrita por varios testigos; no se realizó la reconstrucción de los hechos en 
relación con el homicidio de Anstraum Aman Villagrán Morales; no se practicó allanamiento a las 
residencias de los sindicados; no se investigó si habían sido adulterados los registros sobre entradas 
y salidas de los presuntos homicidas al servicio y los registros de entrada y salida de sus armas de 
dotación de las armerías; no se indagó por el vehículo en que se movilizaron los secuestradores de 
los cuatro jóvenes cuyos cuerpos aparecieron sin vida en los Bosques de San Nicolás, a pesar de que 

una testigo proporcionó el número de su placa; las amenazas que sufrieron algunos testigos y que 
obviamente entorpecían las investigaciones, no fueron objeto de pesquisa alguna. 

232. En lo referente a la apreciación de las pruebas, se observa que los tribunales internos 
desestimaron por irrelevantes o tacharon absoluta o parcialmente ciertos testimonios importantes, 
aplicando criterios que merecen reparos. Así, por ejemplo, las madres de tres de las víctimas fueron 
descalificadas como declarantes por su vínculo familiar con éstas. La testigo que declaró haber sido 
sometida a un secuestro y a malos tratos similares a los que padecieron cuatro de los jóvenes de que 
trata este caso, fue desechada por haber sido víctima de los propios hechos que describía. Varios 
testimonios fueron declarados “irrelevantes” sin ninguna explicación, a pesar de que proporcionaban 
elementos reveladores sobre la forma como ocurrieron los hechos y contribuían a la identificación 
de los responsables de los mismos. El informe resultante de la investigación policial ordenada por 
los propios jueces, para dar soporte a los procesos judiciales, fue descartado por no ser “prueba 
suficiente”. También fueron desestimadas las declaraciones testimoniales de los autores de dichos 
informes, porque ni “directa ni indirectamente señalan como [responsables] a los inculpados” -vale 
aclarar que tanto las conclusiones de esos informes como las declaraciones de los investigadores 
policiales que los elaboraron, ante las autoridades judiciales internas y ante esta Corte, fueron 
contundentes en afirmar que los autores de los homicidios habían sido los dos agentes de la policía 
identificados por los testigos. La declaración de otro testigo fue dejada de lado porque se trataba de 
una persona que trabajaba por el bienestar de los “niños de la calle”, lo cual revelaría un supuesto 
interés directo en la causa. Las imprecisiones en que incurrieron ciertos testigos -cuyas declaraciones 
fueron tomadas muchos meses después de ocurridos los hechos- sobre las circunstancias de tiempo 
en que sucedieron estos últimos, fueron utilizadas como fundamento para una desestimación total 
de dichas declaraciones, a pesar de que éstas proporcionaban, de manera consistente y coincidente, 
información relevante sobre otros aspectos de los acontecimientos objeto de investigación. Frente a 
la prueba balística, de acuerdo con la cual el proyectil que fue encontrado junto al cadáver de 
Anstraum Aman Villagrán Morales había sido disparado por el arma de dotación de uno de los 
policías acusados, los jueces nacionales razonaron diciendo que eso no constituía evidencia de que 
el arma hubiera sido accionada por el imputado. Puestos frente a dos oficios policiales divergentes 
sobre si ese mismo sindicado estaba o no de servicio cuando fue cometido el homicidio del joven 
Villagrán Morales, los mencionados jueces se atuvieron, sin más fórmulas, al que resultaba favorable 
a los intereses de la defensa de los policías imputados, sin indagar por las explicaciones de la 
contradicción. 

233. Visto en su conjunto el proceder de aquellos jueces, se hace evidente que fragmentaron el 

acervo probatorio y luego pretendieron enervar, caso por caso, los alcances de todos y cada uno de 
los elementos probatorios de la responsabilidad de los imputados. Esto contraviene los principios de 
valoración de la prueba, de acuerdo con los cuales las evidencias deben ser apreciadas en su 
integralidad, es decir, teniendo en cuenta sus relaciones mutuas, y la forma como se prestan soporte 
unas a otras o dejan de hacerlo. De esa manera el Estado dejó de cumplir con la obligación de 
investigar efectiva y adecuadamente los hechos de que se trata, en violación del artículo 1.1 de la 
Convención Americana, en conexión con el artículo 8 de la misma. 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie 
C No. 68. 
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130.  En consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 25.1 
de la misma, confiere a los familiares de las víctimas el derecho a que la desaparición y muerte de 
estas últimas sean efectivamente investigadas por las autoridades del Estado; se siga un proceso 
contra los responsables de estos ilícitos; en su caso se les impongan las sanciones pertinentes, y se 
reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. Ninguno de estos derechos fue 
garantizado en el presente caso a los familiares de los señores Durand Ugarte y Ugarte Rivera. En el 
mismo sentido: Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 200 1. 
Serie C No. 9086, párr.65. 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99 87. 

126. Asimismo, las actuaciones judiciales para establecer la muerte del señor Juan Humberto 
Sánchez y sancionar a sus responsables, se han caracterizado en su conjunto por carencias en la 
investigación. Por ejemplo, una vez hallado el cadáver de aquél no se llevó a cabo una autopsia ni se 
tomaron fotografías de la ubicación del cadáver, ya que como lo afirmó el juez de paz y el testigo 
Héctor Fortín no existían recursos económicos para este tipo de diligencias. Valga destacar que el 
propio Estado afirmó que en esta clase de situaciones no se practicaban estas diligencias […], con lo 
cual en el caso sub judice no se tenían las pruebas necesarias para adelantar una investigación seria 
y eficaz sobre lo ocurrido al señor Juan Humberto Sánchez. 

127. Esta Corte considera que en casos en los cuales se han producido ejecuciones extrajudiciales 
el Estado deberá adoptar una investigación seria, imparcial y efectiva de lo acaecido. En este sentido 
el Protocolo de Naciones Unidas para la Investigación Legal de las Ejecuciones Extrajudiciales, 
Arbitrarias y Sumarias o Protocolo de Minnesota ha sentado algunos lineamientos básicos para llevar 
a cabo las investigaciones correspondientes y determinar si las ejecuciones han sido extrajudiciales, 
sumarias y arbitrarias. El Protocolo ha señalado como requisitos mínimos de la investigación: la 
identificación de la víctima, la recolección y preservación de pruebas relacionadas con la muerte con 
el fin de ayudar en el potencial procesamiento de los responsables, la identificación de posibles 
testigos y la obtención de sus declaraciones en relación con la muerte, la determinación de la causa, 
manera, lugar y tiempo de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber 
provocado la muerte, la distinción entre muerte natural, suicidio y homicidio, la identificación y 
aprehensión de la o las personas involucradas en la muerte y la presentación de los presuntos 
perpetradores ante un tribunal competente establecido por ley. En este caso no se cumplieron dichos 
parámetros. 

128. La Corte observa que en casos de ejecuciones extrajudiciales es fundamental que las 
autoridades competentes deban realizar un exhaustiva investigación de la escena, examinar el 
cuerpo de la víctima y llevar a cabo, por expertos profesionales, una autopsia para determinar las 
causas del deceso cuando esto sea posible o llevar a cabo una prueba igualmente rigurosa, dentro de 

 

86 Los hechos del presente ocurrieron el 23 de enero de 1991 en la localidad de Las Palmeras. El Comandante 
Departamental de la Policía de Putumayo ordenó a miembros de la Policía Nacional y del Ejército llevar a cabo 
una operación armada en dicho lugar. Los miembros de la Policía y el Ejército acudieron a una escuela rural 
donde detuvieron y asesinaron a Artemio Pantoja Ordóñez, Hernán Javier Cuarán, Julio Milciades Cerón Gómez, 
Edebraiz Cerón Rojas, William Hamilton Cerón Rojas, Hernán Lizcano Jacanamejoy y Moisés Ojeda. Sus 
familiares presentaron una serie de recursos. El proceso disciplinario absolvió a todas las personas 
involucradas. Asimismo, se iniciaron dos procesos contenciosos administrativos en los que se reconoció que las 
víctimas del operativo armado no pertenecían a ningún grupo armado. Finalmente, se llevó a cabo un proceso 
bajo la jurisdicción penal internacional, el cual sigue en etapa de investigación.  
87 Los hechos del presente caso se refieren al señor Juan Humberto Sánchez, quien fue detenido en dos ocasiones 
por las fuerzas armadas hondureñas por su presunta vinculación con el Frente Farabundo Martí para la 
Liberación Nacional de El Salvador. La primera detención se habría produjo el 10 de julio de 1992 por efectivos 
del Décimo Batallón de Infantería de Marcala, La Paz. Al día siguiente fue liberado. La segunda detención se llevó 
a cabo por efectivos del Primer Batallón de Fuerzas Territoriales en su casa de habitación la noche del mismo 
11 de julio. Durante más de una semana sus familiares no supieron de su paradero. El 22 de junio de 1992 se 
halló el cadáver de Juan Humberto Sánchez en un pozo de un río. A pesar de haberse interpuesto una serie de 
recursos para investigar los hechos y sancionar a los responsables, éstos no resultaron efectivos. 
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las circunstancias del caso. En el caso en estudio, la Corte destaca que las autoridades por diferentes 
motivos no tomaron las medidas necesarias para preservar la prueba que había en la escena del 
crimen y realizar una autopsia que permitiera hacer una investigación seria y efectiva de lo sucedido, 
para a la postre sancionar a los responsables. En el mismo sentido: Caso Garibaldi Vs. Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie 
C No. 203, párrs. 114 y 115. 

Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103. 

126. El Tribunal considera, pues, que el Estado no ha investigado efectivamente los hechos que 
afectaron a Maritza Urrutia y, consecuentemente, no ha identificado a la persona o personas 
responsables penalmente de los hechos antijurídicos, por lo que se mantiene la impunidad de los 
responsables. Al respecto, la Corte ha entendido que la impunidad es la falta, en conjunto, de 
investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 
de los derechos protegidos por la Convención Americana, y que el Estado tiene la obligación de 
combatir tal situación por todos los medios legales disponibles. La impunidad propicia la repetición 
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus 
familiares.  

Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 13488. 

223.  Tal como fue señalado, en casos de ejecuciones extrajudiciales, la jurisprudencia de este 
Tribunal es inequívoca: el Estado tiene el deber de iniciar ex officio, sin dilación, una investigación 
seria, imparcial y efectiva […], que no se emprenda como una simple formalidad condenada de 

antemano a ser infructuosa. En el mismo sentido: Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párrs. 119 y 120. 

224.  En este sentido, basado en el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de 
Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas, este Tribunal ha especificado 
los principios rectores que es preciso observar cuando se considera que una muerte pudo deberse a 
una ejecución extrajudicial. Las autoridades estatales que conducen una investigación deben intentar 
como mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio 
relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los 
responsables; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte 
que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier 
patrón o práctica que pueda haber causado la muerte; y e) distinguir entre muerte natural, muerte 
accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del 
crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por 

profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. En el mismo sentido: 
Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. 
Serie C No. 166, párr.121; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párr.217; Caso familia Barrios Vs. Venezuela. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 235. 

 

88 Los hechos del presente caso se iniciaron el 12 de julio de 1997 cuando un centenar de miembros de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) aterrizaron en el aeropuerto de San José de Guaviare en vuelos 
irregulares y fueron recogidos por miembros del Ejército sin exigirles ningún tipo de control. El Ejército 
colombiano facilitó el transporte de los paramilitares hasta la localidad de Mapiripán. El 15 de julio de 1997, 
más de cien hombres armados rodearon Mapiripán por vía terrestre y fluvial. Al llegar a Mapiripán, los 
paramilitares tomaron control del pueblo, comunicaciones y oficinas públicas, y procedieron a intimidar a sus 
habitantes. Un grupo fue torturado y asesinado. La fuerza pública llegó a Mapiripán el 22 de julio de 1997, 
después de concluida la masacre y con posterioridad a la llegada de los medios de comunicación, cuando los 
paramilitares ya habían destruido gran parte de la evidencia física. A pesar de los recursos interpuestos, no se 
realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables. 
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226.  Ciertamente el modus operandi en la ejecución de la masacre – la destrucción de los cuerpos 
y el terror sembrado entre los habitantes sobrevivientes de Mapiripán – ha dificultado la plena 
identificación de las víctimas de la masacre. Sin embargo, los hechos probados y reconocidos por el 
Estado revelan una serie de problemas ocurridos a lo largo de las investigaciones que evidencian 
graves faltas a la debida diligencia en la conducción de las acciones oficiales.  

228.  La negligencia de las autoridades judiciales encargadas de examinar las circunstancias de la 
masacre mediante la recolección oportuna de pruebas in situ, no puede ser subsanada con las loables 
pero tardías diligencias probatorias para buscar restos mortales en el fondo del río Guaviare, que la 
Fiscalía General de la Nación inició hasta diciembre de 2004, es decir, más de ocho años después de 
ocurridos los hechos. Las insuficiencias señaladas, sumadas a los intentos de encubrir los hechos por 

parte de algunos miembros del Ejército […], pueden ser calificadas como graves faltas al deber de 
investigar los hechos, que afectaron definitivamente el desarrollo posterior del proceso penal.  

235.  En el presente caso, el conjunto de las faltas a los deberes de protección y de investigación 
ya establecidas han coadyuvado a la impunidad de la mayoría de los responsables de las violaciones 
cometidas. Dichas faltas evidencian una forma de continuidad del mismo modus operandi de los 
paramilitares de encubrimiento de los hechos y han desembocado en la posterior falta de efectividad 
del proceso penal en curso por los hechos de la masacre, en la que participaron directamente al 
menos 100 paramilitares con colaboración, aquiescencia y tolerancia de miembros de las Fuerzas 
Armadas colombianas. 

236.  La Corte observa que una operación de semejantes proporciones no pudo pasar 
desapercibida por los altos mandos militares de las zonas de donde salieron y por donde transitaron 
los paramilitares. Algunos de los hechos sobre la planeación y ejecución de la masacre están 
contenidos en el reconocimiento estatal de responsabilidad, y si bien han sido condenados algunos 
de los responsables de la masacre, subsiste una impunidad generalizada en el presente caso, en la 
medida en que no ha sido determinada toda la verdad de los hechos ni la totalidad de las 
responsabilidades intelectuales y materiales por los mismos. Además, es un hecho relevante que 
algunos de los paramilitares condenados no se encuentren cumpliendo la condena impuesta por no 
haberse hecho efectivas las órdenes de captura libradas en su contra. 

240.  En síntesis, la impunidad parcial y la falta de efectividad del proceso penal en este caso se 
reflejan en dos aspectos: en primer lugar, la gran mayoría de los responsables no han sido vinculados 
a las investigaciones o no han sido identificados ni procesados – si se toma en cuenta que el Estado 
reconoció que participaron en la masacre más de 100 personas y que la Corte ha establecido su 
responsabilidad porque la misma no pudo haberse perpetrado sin el conocimiento, tolerancia y 
colaboración de los más altos mandos del Ejército colombiano de las zonas donde ocurrieron los 
hechos. En segundo lugar, la impunidad se refleja en el juicio y condena en ausencia de los 
paramilitares que, si bien ocupan altos puestos en las estructuras de las AUC, como es el caso de 
Carlos Castaño Gil, jefe de las mismas, se han visto beneficiados con la acción de la justicia que los 
condena pero no hace efectiva la sanción. En este sentido, llama la atención de la Corte el hecho 
comunicado por el Estado, al remitir información solicitada como prueba para mejor resolver, 
referente a que el 3 de agosto del año en curso se ordenó la vinculación a la investigación de Salvatore 
Mancuso Gómez pero se suspendió su orden de captura “debido a su condición de representante de 
las Autodefensas Unidas de Colombia frente al proceso de paz que adelanta el Gobierno con dicha 
organización”.  

241.  En conclusión, la Corte considera que las violaciones declaradas a los derechos a la libertad 
personal, integridad personal y vida de las víctimas […], resultan agravadas como consecuencia de 
las faltas al deber de protección y al deber de investigar los hechos, como consecuencia de la falta de 
mecanismos judiciales efectivos para dichos efectos y para sancionar a todos los responsables de la 
masacre de Mapiripán. En consecuencia, el Estado ha violado los artículos 8.1 y 25 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las víctimas del presente 
caso.  
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Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2005. Serie C No. 13689. 

78. La Corte ha reiterado que los familiares de víctimas de graves violaciones de derechos 
humanos tienen el derecho a conocer la verdad sobre estas violaciones. Este derecho a la verdad, al 
ser reconocido y ejercido en una situación concreta, constituye un medio importante de reparación 
para la víctima y sus familiares y da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacer. Por otra 
parte, el conocer la verdad facilita a la sociedad peruana la búsqueda de formas de prevenir este tipo 
de violaciones en el futuro. En el mismo sentido: Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. 
Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 297; Caso de la Comunidad Moiwana Vs. 
Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie 
C No. 12490 , párr. 203 y 204 y Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 10991, párr. 259. 

79. En consecuencia, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados la obligación, 
a que lo sucedido a aquéllas sea efectivamente investigado por las autoridades estatales, se siga un 
proceso contra los presuntos responsables de estos ilícitos y, en su caso, se les impongan las 
sanciones pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. En el 

 

89 Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco del conflicto armado peruano, cuando la desaparición 
forzada de personas se convirtió en una práctica sistemática y generalizada implementada por el Estado como 
mecanismo de lucha antisubversiva. El 9 de julio de 1992 un grupo de hombres y mujeres penetraron en forma 
violenta en el domicilio de la señora María Elsa Chipana Flores, donde residía el señor Santiago Gómez Palomino. 
Las personas que integraban este grupo llevaban los rostros cubiertos con pasamontañas, vestían uniformes, 
botas militares y armas largas de fuego. Después de registrar el lugar, se retiraron llevándose al señor Gómez 
Palomino. Sus familiares interpusieron una serie de recursos para encontrar su paradero, investigar lo sucedido 
y sancionar a los responsables. Sin embargo, no se han realizado ninguna de las anteriores acciones. Los restos 
del señor Santiago Gómez Palomino no han sido hallados. El señor Santiago Gómez Palomino fue incluido en la 
nómina de personas muertas y desaparecidas reportadas a la Comisión de Verdad y Reconciliación en su informe 
final de 27 de agosto de 2003. 
90 Los hechos del presente caso se refieren a la comunidad N’djuka, la cual está conformada por personas 
originarias del África que habitan en la zona oriental de Suriname desde el siglo XVII. Esta comunidad tiene su 
propio idioma e historia, así como tradiciones culturales y religiosas que la distinguen de otras comunidades 
indígenas que habitan en el mismo territorio. La aldea de Moiwana fue fundada por clanes N’djuka a fines del 
siglo XIX. En 1986, el régimen militar de Desire Bouterse se enfrentó al grupo armado opositor conocido como 
el Jungle Commando. Cientos de indígenas fallecieron producto de las hostilidades entre ambos grupos. El 29 de 
noviembre de 1986 se efectuó una operación militar en la aldea de Moiwana. Agentes militares y sus 
colaboradores mataron al menos a 39 miembros de la comunidad, entre los cuales había niños, mujeres y 
ancianos, e hirieron a otros. Asimismo, la operación quemó y destruyó la propiedad de la comunidad y forzó a 
los sobrevivientes a huir. Desde su huida de la aldea de Moiwana, los pobladores han sufrido condiciones de 
pobreza y no han podido practicar sus medios tradicionales de subsistencia. La aldea de Moiwana y sus tierras 
tradicionales circundantes quedaron abandonadas desde el ataque de 1986. A los miembros de la comunidad 
les ha sido imposible recuperar los restos de sus familiares que murieron durante el ataque. No se realizaron 
mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables de los hechos. 
91 Los hechos del presente caso ocurrieron el 7 de octubre de 1987 cuando miembros de un grupo paramilitar 
que operaba en el Municipio de Puerto Boyacá detuvieron a 17 comerciantes, presuntamente por sus relaciones 
con grupos guerrilleros. Los comerciantes se dedicaban a actividades comerciales, tales como transporte de 
mercaderías o de personas, o compra y venta de mercancías en la frontera colombo-venezolana. Luego de su 
detención, fueron asesinados y descuartizados por lo que lanzaron sus cuerpos a un río. Dos semanas después 
de ocurridos los hechos, otros dos comerciantes fueron en búsqueda de los desaparecidos. Igualmente fueron 
detenidos y asesinados por el grupo paramilitar. Ante la desaparición de los 19 comerciantes, sus familiares 
interpusieron una serie de recursos legales a fin de localizarlos. No obstante, no se realizaron mayores 
investigaciones ni se sancionó a los responsables de los hechos. 
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mismo sentido: Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 205; Caso de las Hermanas 
Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C 
No. 120, párr.64 y. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 187; Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr.133. 

80. En respuesta a la desaparición forzada del señor Santiago Gómez Palomino, el primer 
recurso que el Estado debió haber suministrado era una investigación efectiva y un proceso judicial 
tendiente al esclarecimiento de los hechos, la sanción de los responsables y el otorgamiento de una 
compensación adecuada. Este Tribunal ha establecido que la investigación que deben emprender los 
Estados debe ser realizada ex officio, sin dilación y con la debida diligencia, lo cual implica que el 
órgano que investiga debe llevar a cabo, dentro de un plazo razonable, todas aquellas actuaciones 
necesarias para procurar como mínimo el esclarecimiento de los hechos.  

Corte IDH. Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166. 

122.  Asimismo, en este tipo de casos tiene una particular relevancia que las autoridades 
competentes adopten las medidas razonables para asegurar el material probatorio necesario para 
llevar a cabo la investigación y que gocen de independencia, de jure y de facto, de los funcionarios 

involucrados en los hechos. Lo anterior requiere no sólo independencia jerárquica o institucional, 
sino también independencia real.  

123.  Dicha investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de todos los responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando 
están o puedan estar involucrados agentes estatales.  

124.  El Tribunal ha sostenido que al llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas a realizar 
ejecuciones extrajudiciales, no investigarlas de manera adecuada y no sancionar efectivamente, en 
su caso, a los responsables, el Estado viola sus obligaciones de respetar y garantizar los derechos 
reconocidos por la Convención a la presunta víctima y sus familiares, impide que la sociedad conozca 
lo ocurrido y reproduce las condiciones de impunidad para que este tipo de hechos vuelvan a 
repetirse. 

Corte IDH. Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C No. 16 92. 

130.  La Corte recuerda su jurisprudencia constante en el sentido de que el cumplimiento del 
deber de investigar en casos como el presente, debe comprender la realización, de oficio y sin 
dilación, de una investigación seria, imparcial, efectiva, para la cual los Estados deben hacer uso de 
todos los medios legales disponibles e involucrar a toda institución estatal.  

 

92 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno que se vivió en el Perú 
entre 1980 y 2000. Durante esta época se produjeron asesinatos y ejecuciones extrajudiciales contra dirigentes 
sindicales mineros por parte del Partido Comunista Peruano Sendero Luminoso, agentes estatales y otros 
agentes no identificados. Saúl Isaac Cantoral Huamaní se desempeñaba como Secretario General de la 
Federación Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Siderúrgicos del Perú. Consuelo Trinidad García 
Santa Cruz fundó y laboraba en el Centro de Mujeres “Filomena Tomaira Pacsi, Servicios a la Mujer Minera”, 
asociación dedicada a la capacitación y asesoría a los comités de amas de casa en los campamentos mineros. 
Ambos fueron objetos de amenazas durante muchos años. El 13 de febrero de 1989 Saúl Cantoral Huamaní y 
Consuelo García Santa Cruz fueron secuestrados y posteriormente ejecutados luego de haberse reunido con una 
persona que ayudaría a Saúl Cantoral Huamaní en la tramitación de un pasaporte para viajar a Zimbabwe a un 
encuentro sindical. El mismo día el servicio de patrullaje de la Policía Nacional encontró sus cadáveres en la 
playa del estacionamiento de un parque. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos judiciales, no se 
han realizado mayores investigaciones ni se ha formalizado denuncia penal contra los presuntos responsables 
de los hechos.  
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131.  Al respecto, el Tribunal reitera que la obligación de investigar es una obligación de medio, 
no de resultados. Lo anterior no significa, sin embargo, que la investigación pueda ser emprendida 
como “una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa”. Cada acto estatal que 
conforma el proceso investigativo, así como la investigación en su totalidad, debe estar orientado 
hacia una finalidad específica, la determinación de la verdad y la investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento, y en su caso, la sanción de los responsables de los hechos.  

132.  Asimismo, esta Corte ha señalado que la facultad de acceso a la justicia debe asegurar, en 
tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 
necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los eventuales responsables.  

133.  Todas esas exigencias, así como criterios de independencia e imparcialidad, se extienden 
también a los órganos no judiciales a los que corresponda la investigación previa al proceso judicial, 
realizada para determinar las circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios 
para interponer una acción penal. Sin el cumplimiento de estas exigencias, el Estado no podrá 
posteriormente ejercer de manera efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no 
podrán llevar a cabo el proceso judicial que este tipo de violaciones requiere.  

Corte IDH. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 19393. 

164.  Los Estados partes pueden organizar su sistema procesal penal, así como la función, 

estructura o ubicación institucional del Ministerio Público a cargo de la persecución penal, 
considerando sus necesidades y condiciones particulares, siempre que cumplan con los propósitos y 
obligaciones determinadas en la Convención Americana. En los casos que la legislación de un 
determinado Estado establezca que los integrantes del Ministerio Público desempeñan su labor con 

dependencia orgánica, ello no implica, en sí mismo, una violación a la Convención.  

165.  Por su parte, la Corte destaca que el principio de legalidad de la función pública, que gobierna 
la actuación de los funcionarios del Ministerio Público, obliga a que su labor en el ejercicio de sus 
cargos se realice con fundamentos normativos definidos en la Constitución y las leyes. De tal modo, 
los fiscales deben velar por la correcta aplicación del derecho y la búsqueda de la verdad de los 
hechos sucedidos, actuando con profesionalismo, buena fe, lealtad procesal, considerando tanto 
elementos que permitan acreditar el delito y la participación del imputado en dicho acto, como 
también los que puedan excluir o atenuar la responsabilidad penal del imputado.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. 

123.  Para que una investigación penal constituya un recurso efectivo para asegurar el derecho de 
acceso a la justicia de las presuntas víctimas, así como para garantizar los derechos que se han visto 

 

93 Los hechos del presente caso se relacionan con el señor Santander Tristán Donoso, abogado que en junio de 
1996 se desempeñaba como asesor legal de la diócesis de Colón y Kuna Yala. Durante ese período, el Obispo de 
Colón, Monseñor Carlos María Ariz, le solicitó al señor Santander Tristán Donoso que apoyara con servicios de 
asesoría legal a la familia Sayed. En aquel entonces el señor Walid Sayed se encontraba detenido como parte de 
una investigación que venía desarrollando el Ministerio Público sobre la presunta comisión del delito de lavado 
de dinero. El 7 de julio de 1996 un diario publicó un artículo periodístico titulado “Circula presunto 
‘narcocheque’ donado a la campaña de Sossa”. El señor José Antonio Sossa Rodríguez es un ciudadano panameño 
que fue nombrado Procurador General de la Nación. El día siguiente, 8 de julio de 1996, se produjo una 
conversación telefónica entre el señor Santander Tristán Donoso y el señor Adel Sayed, padre del señor Walid 
Sayed. En dicha conversación se hacía referencia al ofrecimiento recibido para obtener la libertad personal del 
señor Walid Sayed, a un artículo periodístico en torno a la procedencia de un cheque presuntamente donado al 
Procurador General de la Nación en 1994 por la compañía Simar Joyeros y a una reunión que debía realizarse 
con una autoridad de la Iglesia Católica en Panamá. Esta conversación fue interceptada y grabada. El señor José 
Antonio Sossa Rodríguez divulgó el contenido de dicha conversación telefónica. Debido a ello fue abierto un 
proceso penal por delitos contra el honor como represalia a las denuncias del señor Tristán Donoso sobre este 
hecho. Finalmente, se le condenó a una pena de 18 meses de prisión, la cual fue reemplazada por la obligación 
de pagar 75 días-multa. 
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afectados en el presente caso, debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa y debe tener un sentido y ser asumida por los Estados 
como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa 
de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios. En el mismo sentido: Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306, párr.154; Caso 
Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr.208. 

125.  En estos casos, la impunidad debe ser erradicada mediante la determinación de las 
responsabilidades tanto generales –del Estado- como individuales –penales y de otra índole de sus 

agentes o de particulares. En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los 
obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad. Las investigaciones deben respetar los 
requerimientos del debido proceso, lo que implica que el sistema de administración de justicia debe 
estar organizado de manera tal que su independencia e imparcialidad pueda ser garantizada y que el 
juzgamiento de graves violaciones a los derechos humanos sea efectuado ante los tribunales 
ordinarios, para evitar la impunidad y procurar la búsqueda de la verdad. Además, ante la naturaleza 
y gravedad de los hechos, más aún en contextos de violaciones sistemáticas de derechos humanos, y 
puesto que el acceso a la justicia constituye una norma imperativa de Derecho Internacional, la 
necesidad de erradicar la impunidad se presenta ante la comunidad internacional como un deber de 
cooperación entre los Estados, que deben adoptar las medidas necesarias para no dejar en la 
impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el 
derecho internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con otros 
Estados que lo hagan o procuren hacerlo. 

133.  El hecho que el órgano encargado de la investigación cerrara –aunque fuera en términos 
provisorios- la investigación por la desaparición forzada del señor Anzualdo Castro sin agotar 
ninguna de las hipótesis investigativas expuestas, con fundamento en su supuesta vinculación con 
Sendero Luminoso, demuestra que actuó de manera incompatible con su función de realizar una 
investigación de oficio, objetiva, exhaustiva y efectiva. En este sentido, la Corte ya ha establecido que 
“el principio de legalidad de la función pública, que gobierna la actuación de los funcionarios del 
Ministerio Público, obliga a que su labor en el ejercicio de sus cargos se realice con fundamentos 
normativos definidos en la Constitución y las leyes. De tal modo, los fiscales deben velar por la 
correcta aplicación del derecho y la búsqueda de la verdad de los hechos sucedidos, actuando con 
profesionalismo, buena fe y lealtad procesal”.  

Corte IDH. Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203. 

130.  La Corte considera que los órganos estatales encargados de la investigación relacionada con 
la muerte violenta de una persona, cuyo objetivo es la determinación de los hechos, la identificación 
de los responsables y su posible sanción, deben llevar a cabo su tarea de manera diligente y 
exhaustiva. El bien jurídico sobre el que recae la investigación obliga a redoblar esfuerzos en las 
medidas que deban practicarse para cumplir su objetivo. El actuar omiso o negligente de los órganos 
estatales no resulta compatible con las obligaciones emanadas de la Convención Americana, con 
mayor razón si está en juego uno de los bienes esenciales de la persona. 

141.  La Corte no puede dejar de expresar su preocupación por las graves fallas y demoras en la 
investigación del presente caso, que afectaron a víctimas que pertenecen a un grupo considerado 
vulnerable. Como lo ha manifestado reiteradamente este Tribunal, la impunidad propicia la 
repetición crónica de las violaciones de derechos humanos.  
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Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preli minar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211 94. 

148.  La Corte considera que la investigación de los hechos de la masacre no ha sido asumida como 
un deber propio del Estado, y ésta no ha estado dirigida eficazmente a la investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y eventual sanción de todos los responsables, de modo que se examinen de 
forma completa y exhaustiva la multiplicidad de afectaciones ocasionadas a los pobladores del 
Parcelamiento de Las Dos Erres. Asimismo, la investigación tampoco ha estado encaminada hacia la 
identificación y entrega de los restos de las personas que murieron en la masacre. Finalmente, el 
Estado no ha realizado con debida diligencia las acciones necesarias para ejecutar las órdenes de 
aprehensión que se encuentran vigentes, ni ha brindado la colaboración requerida por los tribunales, 

a fin de esclarecer los hechos. Todo ello en detrimento del derecho a conocer la verdad de lo sucedido.  

149.  El Tribunal estima que en una sociedad democrática se debe conocer la verdad sobre los 
hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que el Estado debe 
satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar las violaciones de derechos humanos y, 
por el otro, con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos. Esto 
exige del Estado la determinación procesal de los patrones de actuación conjunta y de todas las 
personas que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes 
responsabilidades y reparar a las víctimas del caso.  

Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213 95. 

118.  En casos complejos, la obligación de investigar conlleva el deber de dirigir los esfuerzos del 
aparato estatal para desentrañar las estructuras que permitieron esas violaciones, sus causas, sus 

beneficiarios y sus consecuencias, y no sólo descubrir, enjuiciar y en su caso sancionar a los 
perpetradores inmediatos. Es decir, la protección de derechos humanos debe ser uno de los fines 
centrales que determine el actuar estatal en cualquier tipo de investigación. De tal forma, la 
determinación sobre los perpetradores de la ejecución extrajudicial del Senador Cepeda sólo puede 
resultar efectiva si se realiza a partir de una visión comprehensiva de los hechos, que tenga en cuenta 

 

94 Los hechos del presente caso se contextualizan entre los años 1962 y 1996 durante el conflicto armado 
interno. El Estado aplicó la denominada “Doctrina de Seguridad Nacional”, bajo la cual se fue acrecentando la 
intervención del poder militar para enfrentar a la subversión, concepto que incluía a toda persona u 
organización que representara cualquier forma de oposición al Estado, con lo cual dicha noción se equiparaba a 
la de “enemigo interno”. El día 7 de diciembre de 1982, soldados guatemaltecos pertenecientes al grupo especial 
denominado Kaibiles llegaron a Las Dos Erres y sacaron a las personas de sus casas. A los hombres los 
encerraron en la escuela del Parcelamiento y a las mujeres y niños en la iglesia evangélica. Mientras los 
mantuvieron encerrados los golpearon e incluso algunos murieron como consecuencia de los golpes. En la tarde 
los Kaibiles sacaron a los hombres de la escuela y los llevaron vendados y maniatados a un pozo de agua 
inconcluso donde los fusilaron. Después sacaron a las mujeres y los niños para llevarlos al mismo lugar. En el 
camino muchas niñas fueron violadas por los Kaibiles. En los hechos de la masacre perdieron la vida por lo 
menos 216 personas. Se informó a la población que lo que había sucedido en Las Dos Erres era que la guerrilla 
se había llevado a las personas para México, y luego se ordenó a los soldados que sacaran todo lo que pudieran 
del parcelamiento y que quemaran las casas de Las Dos Erres. Ante la gravedad de los hechos y luego de la 
denuncia presentada por la Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos de Guatemala (FAMDEGUA) 
el 14 de junio de 1994 ante el Juzgado de Primera Instancia Penal de Petén, se ha impulsado un proceso en la 
jurisdicción penal ordinaria, el cual aún permanece en su etapa inicial. 
95 Los hechos del presente caso se enmarcan en la violencia sistemática contra los miembros del partido político 
Unión Patriótica (UP). El señor Manuel Cepeda Vargas era comunicador social y líder del Partido Comunista 
Colombiano (PCC) y de la UP. Fue miembro de la dirigencia de dichos partidos, y elegido como Representante a 
la Cámara del Congreso durante el período 1991-1994 y como Senador de la República para el período 1994-
1998. El 9 de agosto de 1994, el señor Cepeda Vargas fue asesinado cuando se desplazaba desde su vivienda 
hacia el Congreso de la República. El automóvil donde se encontraba fue interceptado y los autores materiales 
hicieron varios disparos de arma de fuego que le causaron la muerte instantáneamente. El móvil del crimen del 
señor Cepeda Vargas fue su militancia política de oposición, y sus publicaciones como comunicador social. A 
pesar de los diversos recursos que se presentaron, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron 
a todos los responsables. 
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los antecedentes y el contexto en que ocurrieron y que busque develar las estructuras de 
participación. En el mismo sentido: Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr.148; Caso Comunidad Campesina de 
Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
septiembre de 2015. Serie C No. 299, párr. 258. 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215. 

193.  En casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan, para aquellos Estados que son 
Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém 
do Pará. En su artículo 7.b dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a 
utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. De tal 
modo, ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente importante que las 
autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, teniendo en 
cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del 
Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su 
protección. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 177; Caso Veliz Franco 
y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
mayo de 2014. Serie C No. 27796, párr. 185; Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 32997, párr. 296. 

 

96 Los hechos ocurren en un contexto consistente en el aumento de la violencia homicida contra mujeres. El año 
2001, se apreciaba en Guatemala un alto índice de impunidad con respecto a los homicidios por razón de género, 
a pesar de ciertas medidas adoptadas por el Estado. El 17 de diciembre de 2001, Rosa Elvira Franco denunció la 
desaparición de su hija de 15 años, María Isabel, quien el día anterior había ido a trabajar y no había regresado. 
Los funcionarios estatales no realizaron acciones de búsqueda de la menor. Al día siguiente apareció un cadáver, 
el cual fue reconocido por Rosa como su hija. Se estableció que la causa de muerte fue por trauma de cráneo 
producido por arma blanca. Debido a un conflicto de competencia se retrasó el comienzo de la investigación, y 
no se aplicó una medida cautelar al sospechoso, lo que trajo como consecuencia que no fuese posible encontrarlo 
posteriormente. Además, la investigación realizada a partir de ese momento tuvo una serie de deficiencias, tales 
como falta de aseguramiento del lugar en donde se encontró el cadáver, falta de rigurosidad en la recolección de 
evidencia y el manejo de la cadena de custodia, entre otras. Asimismo, las autoridades no recabaron –o lo 
hicieron tardíamente- pruebas para determinar la ocurrencia de violencia sexual, justificando esto en la 
ausencia de legislación y protocolos adecuados que establecieran el procedimiento correcto en casos de 
violencia contra la mujer. En algunos informes de investigación se hizo referencia a cómo iba vestida María 
Isabel, a su vida social y nocturna, a sus creencias y a la supuesta falta de cuidado por parte de la familia. Hasta 
el momento de la sentencia, la investigación permanecía abierta.  
97 Los hechos del presente caso se refieren a lo sucedido el 1 de julio de 2000, en horas de la tarde, en que la 
señora I.V. ingresó al Hospital de la Mujer de La Paz, luego de que se le produjera una ruptura espontánea de 
membranas a la semana 38.5 de gestación y dolor a nivel de la cesárea que había tenido anteriormente en el año 
1982. Debido a que el médico tratante constató que ella había tenido una cesárea previa, que no había trabajo 
de parto y que el feto se encontraba en situación transversa, decidió someter a la señora I.V. a una cesárea. La 
cesárea fue iniciada por el médico residente de tercer año pasadas las 19:00 horas. Sin embargo, en el transcurso 
del procedimiento quirúrgico de la cesárea se verificó la presencia de múltiples adherencias a nivel del segmento 
inferior del útero, por lo cual, en consideración de la dificultad del caso, el médico ginecólogo obstetra se hizo 
cargo de la cirugía en su condición de instructor. Con posterioridad a que el neonatólogo se llevará a la niña 
recién nacida, se realizó a la señora I.V. una salpingoclasia bilateral bajo la técnica pomeroy, conocida 
comúnmente como ligadura de las trompas de Falopio. Ambos procedimientos quirúrgicos fueron realizados 
encontrándose la paciente bajo anestesia epidural. La representante sostuvo que la señora I.V. nunca fue 
consultada de manera previa, libre e informada respecto de la esterilización, sino que se enteró que había 
perdido su capacidad reproductiva permanentemente, al día siguiente de practicada la misma, cuando el médico 
residente se lo comunicó. Por su parte, el Estado rechazó dichos alegatos y señaló que la señora I.V. había 
consentido de manera verbal durante el transoperatorio. Existían, pues, hipótesis contrarias sobre el mismo 
hecho, ya que mientras el Estado afirmaba haber obtenido el consentimiento informado de la señora I.V., ésta 
señalaba lo contrario y negaba haberlo proporcionado. Tras los hechos y los reclamos presentados por la señora 
I.V., se realizaron tres auditorías, se pronunció el Tribunal de Ética del Colegio Médico Departamental de La Paz, 
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Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217. 

219.  En relación a otro caso contra Bolivia, la Corte ya ha señalado que es esencial la manera en 
que se llevan a cabo las acciones tendientes a la búsqueda de restos presumiblemente humanos. 
Asimismo, que la recolección y preservación correcta de tales restos son condiciones indispensables 
para la determinación de lo sucedido a las víctimas y, consecuentemente, para la investigación, 
proceso y eventual sanción de los responsables, y que el transcurso del tiempo puede generar efectos 
irreversibles sobre los restos cuando éstos no son conservados adecuadamente. En tal sentido, los 
Estados deben llevar a cabo lo antes posible las pruebas periciales necesarias tendientes a la 
identificación de los restos referidos. 

 220.  En el presente caso, es evidente que la búsqueda del paradero del señor José Luis Ibsen Peña 
no ha sido llevada a cabo de manera inmediata por el Estado. Asimismo, sin prejuzgar sobre la 
identidad de las persona a quien correspondan los restos encontrados en La Cuchilla […], que el 
Estado tampoco ha realizado prontamente los análisis pertinentes para determinar o descartar si los 
mismos pertenecen al señor Ibsen Peña. Asimismo, que las diligencias de búsqueda de su paradero 
no han continuado. Todo esto constituye una clara violación al artículo 8.1 de la Convención 
Americana.  

225.  Al respecto, la Corte resalta la importancia que tiene para la conducción de la investigación 
y para el juzgamiento y eventual sanción de los responsables, el hecho de haber comprobado de 
manera fehaciente que los restos excavados en el año 2008 pertenecen a Rainer Ibsen Cárdenas. Sin 
embargo, el Tribunal nota que a pesar de que se realizaron pruebas genéticas y antropológicas, la 
ubicación y posterior identificación de los restos del señor Ibsen Cárdenas estuvo 
preponderantemente orientada a su entrega a los familiares, y no tanto a practicar otras pruebas 
cuyos resultados aportaran elementos para el esclarecimiento de lo sucedido. Como ya fue 
mencionado en esta Sentencia, el 11 de noviembre de 2008 se procedió a la entrega de los restos a 
Tito Ibsen Castro […]. Lo anterior tiene como consecuencia que, a pesar de que existen indicios sobre 
la forma y circunstancias en que pudo haber perdido la vida el señor Rainer Ibsen Cárdenas, hasta el 
momento ello no ha podido establecerse fehacientemente, afectando así la determinación de las 
responsabilidades penales correspondientes y el derecho a conocer la verdad. Precisamente, la 
investigación penal también debe estar dirigida en ese sentido y, por lo tanto, esta obligación subsiste 
hasta que no se determinen judicialmente las circunstancias de muerte del señor Ibsen Cárdenas. 
Ello tendría que dar lugar, asimismo, a que la investigación también se dirija a determinar todas las 
responsabilidades que correspondan, tomando en cuenta el particular contexto en el que sucedieron 
los hechos. A esto ya se refirió ampliamente la Corte en esta Sentencia […]. Dado que a partir del 
análisis de sus restos no se ha realizado investigación alguna de lo sucedido a Rainer Ibsen Cárdenas 
ni sobre los posibles responsables, el Tribunal considera que el Estado violó el artículo 8.1 de la 
Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de 
septiembre de 2012. Serie C No. 24998. 

 

se realizó un procedimiento administrativo ante la Unidad de Asesoría Jurídica del Servicio Departamental de 
Salud de La Paz y se llevó a cabo un proceso penal por el delito de lesiones que terminó con la extinción de la 
acción penal. A pesar de las diversas actuaciones estatales a raíz de los reclamos de la señora I.V., ninguna 
persona ha sido declarada responsable, disciplinaria, administrativa o penalmente, por la esterilización no 
consentida a la que fue sometida la señora I.V., quien tampoco ha sido reparada civilmente por causa de la 
decisión que extinguió la acción penal. La controversia central del presente caso consistía en determinar si la 
ligadura de las trompas de Falopio practicada a la señora I.V. el 1 de julio de 2000 en Bolivia por un funcionario 
público en un hospital estatal fue contraria a las obligaciones internacionales del Estado. El aspecto cardinal a 
dilucidar era, pues, si tal procedimiento se llevó a cabo obteniendo el consentimiento informado de la paciente, 
bajo los parámetros establecidos en el derecho internacional para este tipo de actos médicos al momento de los 
hechos. 
98 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época donde ocurrían ejecuciones extrajudiciales y 
otros abusos por parte de las fuerzas policiales, en particular por las policías estaduales y municipales. El 1 de 
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221.  Por último, no surge, en ninguna de las actuaciones de las autoridades que desarrollaron la 
investigación o del procedimiento judicial sobre la muerte de Néstor José Uzcátegui, que se hubiera 
tomado en cuenta el contexto de ejecuciones extrajudiciales que existía en ese momento en el estado 
Falcón. Por el contrario, las diligencias que se llevaron a cabo demuestran que el caso fue seguido 
considerando únicamente las circunstancias particulares del mismo y no el contexto en el cual estaba 
visiblemente enmarcado.  

222.  Con respecto a ello, la Corte estima que en el cumplimiento del deber de investigar en casos 
como el de autos, no basta el conocimiento de la escena y circunstancias materiales del crimen, sino 
que resulta imprescindible analizar, según corresponda, el conocimiento de las estructuras de poder 
que lo permitieron y, en su caso, lo diseñaron y ejecutaron intelectual y materialmente, así como de 

las personas o grupos que estaban interesados o se beneficiarían del crimen (beneficiarios), pues ello 
puede permitir, a su vez, la generación de hipótesis y líneas de investigación; y un análisis de la escena 
del crimen, testigos, y demás elementos probatorios. En consecuencia, en casos como el de esta causa, 
no se trata sólo del análisis de un crimen de manera aislada, sino inserto en un contexto que 
proporcione los elementos necesarios para comprender su estructura de operación.  

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250. 

194.  Por otro lado, este Tribunal también ha señalado que en una sociedad democrática se debe 
conocer la verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa 
expectativa que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar de oficio 
las graves violaciones de derechos humanos y, por el otro, con la divulgación pública de los resultados 
de los procesos penales e investigativos. Esto exige del Estado la determinación procesal de los 
patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas participaron en dichas 
violaciones y sus correspondientes responsabilidades y reparar a las víctimas del caso. Por ello, en 
ocasiones anteriores la Corte ha considerado que las autoridades encargadas de las investigaciones 
tienen el deber de asegurar que en el curso de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que 
permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos humanos, como los sucedidos en el 
presente caso. En aras de garantizar su efectividad, la investigación debe ser conducida tomando en 
cuenta la complejidad de este tipo de hechos y de la estructura en la cual se ubican las personas 
probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo al contexto en que ocurrieron, evitando así 
omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Por 
ello, las autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para 
alcanzar los objetivos de una investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen 
obstrucciones para la marcha del proceso investigativo. En el mismo sentido: Caso Masacres de El 
Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 
2012. Serie C No. 25299, párr. 257. 

 

enero de 2001, Néstor José Uzcátegui, estudiante de 21 años de edad, fue disparado dos veces por parte de 
fuerzas policiales quienes allanaron su casa. Fue trasladado a un hospital donde falleció horas después. En el 
marco del operativo llevado a cabo el 1 de enero de 2001 en la residencia de la familia Uzcátegui, Luis Enrique 
Uzcátegui y Carlos Eduardo Uzcátegui, éste de 17 años de edad, fueron detenidos y trasladados por funcionarios 
policiales en una unidad de la Policía hasta la sede de la Comandancia de las Fuerzas Armadas Policiales del 
estado Falcón, donde se le habría tomado declaración a Luis Enrique Uzcátegui y donde permanecieron hasta el 
día 2 de enero de 2001. Luego de ello Luis Enrique Uzcátegui y otros familiares fueron sujeto a amenazas y 
hechos de hostigamientos. A pesar de los recursos judiciales interpuestos en relación con los hechos descritos 
no se realizaron las investigaciones necesarias ni se identificaron y sancionaron a los responsables.  
99 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 cuando la Fuerza Armada 
de El Salvador con el apoyo de la Fuerza Aérea salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones 
masivas, colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los caseríos Ranchería, 
Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques 
se dieron en el marco de una supuesta operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de 
“tierra arrasada” planificada y ejecutada por el Estado. Tras doce años de conflicto armado, el 16 de enero de 
1992 se firmó el Acuerdo de Paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador y el FMLN. El 
23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dictó el Decreto Legislativo Nº 147 
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203.  Para hechos como los del presente caso, por tratarse de violaciones graves, masivas y 
sistemáticas de derechos humanos, el Estado debe utilizar y aplicar las herramientas jurídicas 
adecuadas para el análisis del caso, las categorías penales correspondientes con los hechos por 
investigar y el diseño de una adecuada investigación capaz de garantizar efectivamente los derechos 
humanos involucrados. Al respecto, la Corte debe señalar que la calificación penal de los hechos 
corresponde a las autoridades internas con competencia para ello. Sin embargo, en el presente caso, 
la Corte observa que el delito de “asesinato” por el cual se condenó a ocho personas mediante las 
sentencias de 8 de noviembre de 1998 y 28 de mayo de 2009 no refleja la gravedad, la multiplicidad 
ni la magnitud de los hechos sucedidos durante las masacres de Pacoxom y Agua Fría. Como se 
desprende de las declaraciones rendidas por varias víctimas a nivel interno así como de esta 

Sentencia, en el presente caso han sucedido hechos que no se limitan al “asesinato” de miembros de 
la comunidad de Río Negro. Sin embargo, tales hechos no han sido investigados.  

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 253 . 

241.  El Tribunal recuerda que toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una 
persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación ex officio, sin 
dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva. Este Tribunal ha indicado que es imprescindible 
la actuación pronta e inmediata de las autoridades fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la víctima o el lugar donde pueda 
encontrarse privada de libertad. Esta obligación es independiente de que se presente una denuncia, 
pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de garantía, 
imponen la obligación de investigar el caso ex officio, de modo tal que no dependa de la iniciativa 
procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. En 
cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de 
actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente. En el 
mismo sentido: Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr.138. 
 
Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Prelimi nares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260100. 

 

denominado “Ley de Reconciliación Nacional”. El 20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación 
del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa dictó la denominada “Ley de Amnistía General 
para la Consolidación de la Paz”. 
100 César Alberto Mendoza, Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza, Saúl Cristian Roldán Cajal y Ricardo 
David Videla Fernández crecieron en barrios marginales, en una situación de exclusión y gran vulnerabilidad 
socioeconómica, con carencias materiales que condicionaron su desarrollo integral. La mayor parte de ellos 
tuvieron estructuras familiares desintegradas, lo cual generó modelos frágiles de referencia e identidad. Otro 
patrón común entre todos ellos es que abandonaron sus estudios primarios y secundarios antes de concluirlos 
y tuvieron los primeros contactos con la justicia penal a muy temprana edad, lo cual trajo como consecuencia 
que pasaran gran parte de su infancia en institutos de menores hasta cumplir los 18 años. César Alberto 
Mendoza fue procesado en 1996 por diversos delitos cometidos siendo menor de 18 años y en 1999 fue 
condenado a la pena de prisión perpetua. Claudio David Núñez y Lucas Matías Mendoza fueron procesados 
conjuntamente en 1999. El primero fue condenado a la pena de reclusión perpetua. El segundo fue condenado, 
en la misma sentencia, a prisión perpetua. Ambos cometieron los delitos imputados cuando eran menores de 18 
años. En diciembre de 2007 ambos internos sufrieron vejaciones por parte de integrantes del cuerpo de requisa 
del Complejo Penitenciario Federal No. 1 de Ezeiza, consistentes en golpes en las plantas de sus pies y en sus 
cuerpos. El año 2008 se solicitó el archivo de las causas abiertas para investigar los referidos hechos, por no 
existir cauces investigativos y por la poca colaboración de las víctimas, entre otros motivos. Además de lo 
señalado, Lucas Matías Mendoza sufrió la pérdida de la visión de su ojo izquierdo. En julio 1998, durante su 
permanencia en un Instituto de Menores, recibió un “pelotazo” en el ojo izquierdo y sufrió un desprendimiento 
de retina, el que fue diagnosticado en agosto del mismo año. Entre 1999 y 2007 fue examinado sólo 4 veces, 
siendo siempre sugerido por los médicos que se extremaran los cuidados a su respecto, tanto a lo referente a su 
actividad física como a su lugar de alojamiento. Trece años después de que recibió el pelotazo que le causó un 
desprendimiento de retina, el juzgado dispuso su detención domiciliaria. Saúl Cristian Roldán Cajal fue 
declarado penalmente responsable, en el año 2000, y el año 2002 le fue impuesta la pena de prisión perpetua 
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224. Por otro lado, este Tribunal ha afirmado que el procedimiento de la jurisdicción disciplinaria 
puede ser valorado en tanto coadyuve al esclarecimiento de los hechos y sus decisiones son 
relevantes en cuanto al valor simbólico del mensaje de reproche que puede significar este tipo de 
sanciones a lo interno de las penitenciarías estatales. Sin embargo, dada la naturaleza de su 
competencia, el objeto de estas investigaciones se circunscribe únicamente a la determinación de las 
responsabilidades individuales de carácter disciplinario que recaen sobre funcionarios estatales. En 
este sentido, la determinación de responsabilidad penal y/o administrativa poseen, cada una, sus 
propias reglas sustantivas y procesales. Por ende, la falta de determinación de responsabilidad penal 
no debe impedir que se continúe con la averiguación de otros tipos de responsabilidades, tales como 
la administrativa. 

Corte IDH. Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270101. 

 

sin el beneficio de reducción de la pena, por ser declarado reincidente. Los delitos imputados fueron cometidos 
cuando era menor de 18 años. Ricardo David Videla Fernández fue declarado penalmente responsable de 
diversos delitos el año 2002, imponiéndosele la pena de prisión perpetua, por delitos cometidos antes de 
cumplir 18 años. El 2 de mayo 2005 Ricardo Videla denunció que en el lugar en que cumplía su condena corría 
peligro su integridad física y que era objeto de persecución psicológica por parte del personal penitenciario, 
solicitando ser trasladado a una cárcel distinta. El 3 de junio se le recetó un psicofármaco y el 16 del mismo mes 
miembros de la Comisión de Seguimiento de Políticas Penitenciarias visitaron la penitenciaría de Mendoza y 
constataron que las condiciones de encierro de Ricardo Videla eran deplorables, señalando que el interno estaba 
muy destruido psicológicamente, se le veía depresivo y que manifestó que las horas de encierro lo estaban 
matando. El 21 de junio de 2005 Ricardo Videla falleció, siendo encontrado colgado de un barrote de una 
ventana, con un cinturón alrededor del cuello. Ese mismo día se inició un expediente judicial y uno 
administrativo. La causa penal fue archivada el 24 de julio de 2006, por considerarse probado que el interno 
causó su propia muerte y porque no se estimó como configurado el delito de “abandono de  personas”. El 
expediente administrativo fue archivado el 17 de mayo de 2006, por no surgir, conforme a las pruebas 
incorporadas, responsabilidad administrativa de parte del personal penitenciario. Todos los condenados fueron 
procesados y condenados bajo la vigencia de la ley 22.278 relativa al Régimen Penal de la Minoridad, ley que no 
prevé determinación o limitación temporal para las medidas que, discrecionalmente, se ordenen sobre los niños 
infractores de la ley y que faculta a los jueces a disponer tutelarmente del niño que incurra en delito durante la 
investigación y la tramitación del proceso. 
101 Los hechos del caso tuvieron lugar durante la segunda mitad de los años 1990, en el Urabá Chocoano y se 
enmarcan en un contexto en el cual la presencia de los grupos armados ilegales y la situación de violencia en la 
región por parte de “bloques” o “grupos” paramilitares y guerrilleros se había ido extendiendo y agudizando. 
Conforme a lo expuesto, la población afrocolombiana de la región tuvo que soportar en su territorio la presencia 
de diversos grupos armados al margen de la ley, acompañada de amenazas, asesinatos y desapariciones, que 
originaron su desplazamiento forzados a gran escala, en particular durante la segunda mitad de los años 1990. 
En lo que se refiere a los hechos del caso, los mismos tuvieron lugar en el marco de una operación militar llamada 
“Génesis” que se llevó a cabo entre el 24 y el 27 de febrero de 1997 en el área general del Río Salaquí y Río 
Truandó para capturar y/o destruir integrantes del grupo guerrillero de las FARC. Asimismo, simultáneamente 
a la operación “Génesis”, grupos paramilitares de las Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU), en el 
desarrollo de la llamada “operación Cacarica”, emprendieron un avance de norte a sur desde el Parque Nacional 
de los Katios a lo largo del río Cacarica, pasando por Bijao y otras comunidades ubicadas en la ribera de ese río, 
para finalmente llegar a las riberas de los ríos Salaquí y Truandó, donde desarrollaron operaciones conjuntas 
con el Ejército. En el marco de la “Operación Cacarica”, los paramilitares ejecutaron a Marino López en Bijao y 
desmembraron su cuerpo. Posteriormente a esos hechos, varios centenares de pobladores de la cuenca del río 
Cacarica se vieron forzados a desplazarse a Turbo, Bocas de Atrato y Panamá, donde permanecieron en 
diferentes asentamientos por varios períodos durante los cuatro años posteriores. En Turbo las condiciones de 
vida de los desplazados se caracterizaron por falta de atención por parte del gobierno, hacinamiento, malas 
condiciones y falta de privacidad. Posteriormente, muchas de las personas desplazadas retornaron a otras 
comunidades de paz en territorios del Cacarica. Además, con posterioridad a los hechos de febrero de 1997, los 
desplazados siguieron siendo objeto de actos de hostigamiento, amenazas y violencia por parte de grupos 
paramilitares. Asimismo, como consecuencia de los desplazamientos forzados se produjeron afectaciones tanto 
a los bienes individuales como a los bienes colectivos de las comunidades del Cacarica por las destrucciones y 
saqueos que se produjeron en el transcurso de la operación “Cacarica”, así como por los daños que se habrían 
producido por el desuso de los mismos, en particular a sus territorios comunitarios. Del mismo modo, esas 
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395.  Respecto de los procedimientos en el ámbito disciplinario, el Tribunal ha considerado que 
los mismos pueden ser valorados en tanto el examen contribuya al esclarecimiento de los hechos 
siendo decisiones relevantes, además, por el valor simbólico del mensaje de reproche que puede 
significar ese tipo de sanciones para funcionarios públicos y miembros de instituciones públicas. A 
su vez, en tanto tiende a la protección de la función administrativa y se orienta esencialmente a la 
corrección y control de los funcionarios públicos, una investigación de esta naturaleza puede 
complementar pero no sustituir a cabalidad la función de la jurisdicción penal en casos de graves 
violaciones de derechos humanos. 

396.  En el presente caso la Corte constata que los alegatos de los representantes referidos a los 
procesos disciplinarios se limitan a describir la etapa procesal o el resultado de los mismos sin 

especificar ni explicar las presuntas violaciones a la debida diligencia de la cual podrían adolecer. 
Sobre el particular, el Tribunal reitera su jurisprudencia constante en la cual se establece que la 
obligación de investigar es una obligación de medios, y no de resultados, por lo que la parte que alega 
su ineficacia debe demostrar que la misma se debe a defectos, negligencias u omisiones en el 
desarrollo de las investigaciones, siendo insuficiente alegar la ineficacia únicamente haciendo 
alusión a la etapa procesal en la cual se encuentra. Por tanto, la Corte no cuenta con elementos 
suficientes para determinar la violación a la debida diligencia en las investigaciones relacionadas a 
los procedimientos disciplinarios. 

Corte IDH. Caso Osorio Rivera y familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274102. 

 

mismas comunidades fueron desposeídas de sus territorios ancestrales, los cuales fueron objeto de explotación 
ilegal por parte de empresas madereras con permiso o tolerancia del Estado. 
102 Durante la década de los ochenta hasta finales del año 2000, en Perú se vivió un contexto de violencia 
terrorista y violación de derechos humanos como resultado del conflicto entre grupos armados y agentes de las 
fuerzas policiales y militares. El año de 1991 se desarrolló el “Plan Operativo Palmira”, cuyo propósito era 
realizar patrullajes y “capturar a los delincuentes terroristas” en la zona de Palmira ubicada en el distrito de 
Gorgor, provincia de Cajatambo, departamento de Lima. Dentro del Plan Operativo Palmira, una patrulla del 
Ejército se estableció el 22 de abril de 1991 en un local de la comunidad campesina de Nunumia. El 28 de abril 
de 1991, mientras se llevaba a cabo una celebración en el local comunal de Nunumia, se escuchó una explosión 
y/o disparos, y como consecuencia miembros de la patrulla militar, bajo las órdenes del teniente Tello Delgado 
detuvieron al Señor Jeremías Osorio Rivera y a su primo, el señor Gudmer Tulio Zárate Osorio. La detención se 
realizó porque los señores Rivera y Zárate habían sostenido una pelea y se encontraban en un avanzado estado 
etílico. Los detenidos fueron trasladados al local de Nunumia que ocupaba la patrulla del Ejército y ahí pasaron 
la noche. Al conocer los hechos, un amigo y la familia del señor Osorio Rivera se dirigieron al lugar de detención, 
sin embargo, los soldados negaron que allí hubiera detenidos. El 30 de abril de 1991, Gudmer Tulio Zárate Osorio 
fue puesto en libertad. En cambio, no se procedió con la libertad de Jeremías Osorio Rivera, ya que 
supuestamente él habría realizado el disparo. El 30 de abril de 1991, la patrulla militar inició el retorno a la 
ciudad de Cajatambo. Para ello, los miembros del batallón utilizaron caballos, en uno de los cuales subieron al 
señor Osorio Rivera. Varios comuneros, incluidos sus familiares, observaron cómo llevaban al señor Jeremías 
Osorio Rivera con el rostro cubierto por un pasamontañas y las manos atadas. Ésta fue la última vez que la 
madre, la conviviente y el hermano de Jeremías Osorio Rivera lo vieron. Los familiares retornaron a la Base 
Contrasubversiva de Cajatambo donde les informaron que el señor Jeremías Osorio Rivera había sido puesto en 
libertad el día anterior tras concluir que no se trataba de “un elemento terrorista”. Tras la noticia, el señor 
Porfirio Osorio Rivera se dirigió a donde residía su hermano en la Comunidad de Cochas Paca, ubicada en el 
distrito de Gorgor, donde le informaron que no lo habían visto, por lo cual los familiares de la presunta víctima 
procedieron a realizar una búsqueda en varios lugares en los que se presumía que podría estar. Sin embargo, a 
la fecha no se tiene conocimiento del paradero de Jeremías Osorio Rivera. Al no encontrar a Jeremías Osorio 
Rivera, Porfirio y Silvia Osorio Rivera presentaron una denuncia penal contra el Teniente Tello Delgado, como 
autor de la desaparición de Jeremías Osorio Rivera. Sin embargo, el Juzgado decidió archivar el caso y no abrir 
instrucción “por no existir pruebas”. Posteriormente, el Consejo de Guerra planteó una contienda de 
competencia por inhibitoria puesto que el denunciado era Oficial del Ejército y haberse producido los hechos en 
Zona de Emergencia como consecuencia del servicio, por lo cual sería competencia del Fuero Militar. El Juzgado 
Instructor de Cajatambo se inhibió de continuar el proceso. Tras la denuncia ante el fuero militar, el Juzgado 
Militar emitió un Informe Final indicando que, no se había probado responsabilidad alguna sobre los delitos de 
abuso de autoridad o privación de libertad, por haber actuado el teniente Tello Delgado según sus funciones en 
una zona de emergencia. Tras el sobreseimiento de la causa, se ordenó el archivamiento definitivo de la causa el 
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178.  Esta Corte ya ha considerado que, una vez ocurrida una desaparición forzada, es necesario 
que la misma sea efectivamente considerada y tratada como un hecho ilícito que pueda tener como 
consecuencia la imposición de sanciones para quien la cometa, instigue, encubra o de cualquier otra 
forma participe en la perpetración de la misma. En consecuencia, la Corte ha considerado que toda 
vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido sometida a desaparición 
forzada debe iniciarse una investigación penal. Esta obligación es independiente de que se presente 
una denuncia, pues en casos de desaparición forzada el derecho internacional y el deber general de 
garantía, imponen la obligación de investigar el caso ex officio, sin dilación, y de una manera seria, 
imparcial y efectiva, de modo tal que no dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. Relacionado con esto último, la Corte 

ha indicado que las autoridades deben impulsar la investigación como un deber jurídico propio, no 
haciendo recaer esta carga en la iniciativa de los familiares. Esto es un elemento fundamental y 
condicionante para la protección de los derechos afectados por esas situaciones. Por ende, la 
investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la 
determinación de la verdad y la persecución, captura, enjuiciamiento y, eventual castigo de todos los 
responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar 
involucrados agentes estatales. Igualmente, la impunidad debe ser erradicada mediante la 
determinación de las responsabilidades tanto generales –del Estado como individuales –penales y de 
otra índole de sus agentes o de particulares En cumplimiento de esta obligación, el Estado debe 
remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad. En el mismo sentido: 
Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299, párr.222. 

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

183. La Corte reitera que la obligación de investigar violaciones de derechos humanos se 
encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los 
derechos reconocidos en la Convención. El deber de investigar es una obligación de medios y no de 
resultado. Sin embargo, debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como 
una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de 
intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de 
la aportación privada de elementos probatorios. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades 
estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex officio y sin dilación una investigación seria, 
imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles, 
y ser orientada a la determinación de la verdad. La obligación del Estado de investigar debe cumplirse 
diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. En este 
sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las violaciones de derechos 
humanos. De otra parte, este Tribunal ha advertido que esta obligación se mantiene “cualquiera sea 
el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los particulares, pues, si sus hechos 
no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que 
comprometería la responsabilidad internacional del Estado”. 

184. La Corte también ha señalado que del artículo 8 de la Convención se desprende que las 
víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento 

de los hechos y del castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación. Asimismo, 
el Tribunal ha establecido que la obligación de investigar y el correspondiente derecho de la presunta 
víctima o de los familiares no sólo se desprende de las normas convencionales de derecho 
internacional imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna 

 

7 de febrero de 1996. La Ejecutoria Suprema de junio de 2010 estableció no haber nulidad en la sentencia que 
absolvió al teniente Tello Delgado por considerar que si bien existen indicios de la comisión del delito, no hay 
certeza que el acusado haya ordenado o ejecutado acciones que tengan por resultado la desaparición del 
agraviado; por lo que concluye que ante un claro caso de duda, de trata de un caso de in dubio pro reo; por lo 
decide absolver al procesado. 
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que hace referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que 
permiten que las víctimas o sus familiares denuncien o presenten querellas, pruebas o peticiones o 
cualquier otra diligencia, con la finalidad de participar procesalmente en la investigación penal con 
la pretensión de establecer la verdad de los hechos. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 
2014. Serie C No. 28. 

436. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas positivas 
que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la Convención. Así, desde 
su primera sentencia esta Corte ha destacado la importancia del deber estatal de investigar y 
sancionar las violaciones de derechos humanos, el cual adquiere particular importancia ante la 
gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados. 

437. Además, la obligación de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de 
hechos violatorios de los derechos humanos no se deriva solamente de la Convención Americana, en 

determinadas circunstancias y dependiendo de la naturaleza de los hechos, también se desprende de 
otros instrumentos interamericanos que establecen la obligación a cargo de los Estados Partes de 
investigar las conductas prohibidas por tales tratados. En relación con los hechos del presente caso, 
la obligación de investigar se ve reforzada por la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada y la Convención Interamericana contra la Tortura. Dichas disposiciones especifican y 
complementan las obligaciones que tiene el Estado con respecto al respeto y garantía de los derechos 
consagrados en la Convención Americana, así como “el corpus juris internacional en materia de 
protección de la integridad personal”. En el mismo sentido: Caso Comunidad Campesina de Santa 
Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2015. Serie C No. 299, párr. 218. 

438. La Corte nota que estas obligaciones específicas del Estado, derivadas de las convenciones 
especializadas referidas, son exigibles al Estado a partir de la fecha de depósito de los instrumentos 
de ratificación de cada una de ellas, aun cuando no estuvieran vigentes al momento del inicio de 
ejecución de las desapariciones forzadas y demás violaciones alegadas en el presente caso.  

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307103. 

 

103 Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de un contexto de aumento de la violencia homicida contra 
las mujeres en Guatemala e indicaciones de que el mismo era conocido por el Estado. Dicho incremento de 
violencia homicida contra las mujeres presentó un aumento sostenible a nivel nacional en los años 2004 y 2005, 
y los niveles de dicha violencia continúan siendo elevados. Por otra parte, se presenta un alto índice de 
impunidad general en Guatemala, provocando que la mayoría de los actos violentos que conllevan la muerte de 
mujeres queden impunes. A su vez, se ha documentado la “tendencia de los investigadores a desacreditar a las 
víctimas y culpabilizarlas por su estilo de vida, o ropa” y la indagación de aspectos  relativos a las relaciones 
personales y sexualidad de las víctimas. Claudina Isabel Velásquez Paiz, de 19 años de edad y estudiante de la 
Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales en la Universidad de San Carlos de Guatemala, salió acompañada de 
su hermano rumbo a la Universidad, aproximadamente a las 8:30 a.m. del día 12 de agosto de 2005. Por la noche, 
Claudina Velásquez informó a sus familiares que se encontraba en una fiesta y, tras realizar y recibir diversas 
llamadas por teléfono celular, alrededor de las 11:45 p.m. sus familiares sostuvieron una última llamada 
telefónica con ella y, con posterioridad, perdieron contacto. Sus padres comenzaron su búsqueda al ser 
informados, aproximadamente a las 2:00 a.m. del 13 de agosto de 2005, que esta podría encontrarse en peligro, 
según se los manifestó una persona que acudió directamente al domicilio de la familia para alertarlos de dicha 
situación. Alrededor de las 2:50 o 2:55 a.m., realizaron una llamada telefónica a la Policía Nacional Civil (en 
adelante “PNC”) y, en respuesta, una patrulla llegó a la garita principal de la Colonia Panorama 
aproximadamente a las 3:00 a.m. Una vez que los agentes policiales fueron informados por el padre y la madre 
de la víctima que se encontraban realizando la búsqueda de su hija tras su desaparición, los padres siguieron a 
la patrulla policial desde la entrada principal de la Colonia Panorama hasta la entrada de la Colonia Pinares, en 
donde los agentes de la policía les indicaron que no se podía hacer nada más, que ellos seguirían patrullando y 
que tenían que esperar por lo menos 24 horas para poder reportar a Claudina Velásquez como desaparecida. 
Entre las 3:00 y 5:00 a.m., los padres de la víctima continuaron su búsqueda con la ayuda de familiares y amigos. 
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169. La Corte ha establecido que, en aras de garantizar su efectividad, en la investigación de 
violaciones de los derechos humanos se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación. Al respecto, la Corte ha precisado que, cuando los 
hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 
de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la 
misma. En este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría 
manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades 
individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u 
omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes. De igual modo, no 
compete a la Corte sustituir a la jurisdicción interna, estableciendo las modalidades específicas de 

investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino 
constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones 
internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. La Corte 
recuerda que la falta de diligencia tiene como consecuencia que conforme el tiempo vaya 
transcurriendo, se afecte indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes 
que permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que correspondan, con lo cual 
el Estado contribuye a la impunidad. 

Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del Municipio de 
Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328104. 

 

Alrededor de las 5:00 a.m., fueron a la estación de policía para reportar su desaparición pero nuevamente les 
dijeron que debían esperar 24 horas. Fue recién a las 8:30 a.m., que en la Sub-Estación San Cristóbal 1651 de la 
PNC, se recibió por escrito la denuncia de la desaparición de Claudina Velásquez. Alrededor de las 5:00 a.m., el 
Cuerpo Voluntario de Bomberos de Guatemala recibió una llamada anónima sobre el hallazgo de un cadáver en 
la Colonia Roosevelt, por lo que acudieron al lugar. También, dos agentes de la PNC acudieron a dicho lugar, 
aproximadamente a las 5:30 a.m. Alrededor de las 6:30 a.m., arribaron al lugar la auxiliar fiscal, el médico forense 
y los Técnicos en Investigaciones Criminalísticas del Ministerio Público, así como miembros de la Unidad de 
Protección de la Escena del Crimen y de la Unidad Contra Homicidios de Mujeres del Servicio de Investigación 
Criminal de la PNC. El cuerpo fue identificado “como XX”, se encontraba sobre el asfalto cubierto con una sábana 
blanca con un casquillo y sangre alrededor. Vestía pantalón de lona color azul, blusa negra, suéter rosado, 
sandalias negras, ropa interior, portaba un arete en el ombligo, una cadena 3 tipo gargantilla, presentaba una 
herida de proyectil de arma de fuego con tatuaje en la región de la frente y la ropa manchada de sangre, así como 
indicios de probable violencia sexual y diversas lesiones en el cuerpo. Los padres de Claudina Velásquez se 
enteraron del hallazgo del cadáver a través de una llamada telefónica de un amigo de la prima de Elsa Claudina 
Paiz Vidal, quien les informó que en la morgue del Servicio Médico Forense del Organismo Judicial había un 
cuerpo no identificado con las características de su hija. Ambos se presentaron a la morgue, en donde alrededor 
del mediodía del 13 de agosto de 2005 y una vez que lo identificaron, les fue entregado el cadáver por el servicio 
médico forense. Debido a que no se tomaron las impresiones dactilares de Claudina Velásquez en el lugar en que 
se encontró su cuerpo ni en la morgue del Organismo Judicial, la auxiliar fiscal y los Técnicos de Investigaciones 
Criminalísticas del Ministerio Público arribaron al lugar donde estaba siendo velado el 13 de agosto de 2005 y 
practicaron la toma de huellas dactilares a pesar de la oposición de sus familiares, bajo amenazas de obstrucción 
de la justicia. No consta que se haya desplegado actividad alguna por parte de los investigadores del Ministerio 
Público y de la PNC a raíz de las denuncias sobre la desaparición de Claudina Velásquez presentadas por sus 
padres aproximadamente a las 3:00 a.m., 5:00 a.m. y 8:30 a.m. ante diversos agentes de la PNC. Tampoco consta 
reporte policial alguno realizado al respecto, más allá de la boleta de denuncia de desaparición elaborada a las 
8:30 a.m. el día 13 de agosto de 2005. La investigación penal no inició a partir de las denuncias sobre la 
desaparición de la víctima, sino que el momento específico de su inicio fue a partir del hallazgo del cuerpo sin 
vida de Claudina Velásquez. 
104 Los antecedentes del caso, los cuales incluyen un contexto sistemático de violaciones graves y masivas de los 
derechos humanos en Guatemala durante el conflicto armado interno, en el cual la población maya fue 
particularmente afectada. Los hechos acontecidos entre los años 1981 y 1986 en la aldea Chichupac y 
comunidades vecinas de Xeabaj, Chijom, Coyojá, El Tablón, Toloxcoc, Chirrum, El Chol, y El Apazote, todas ellas 
ubicadas dentro del municipio de Rabinal y pobladas por personas maya ach í. Dichos hechos incluyen 
desapariciones, ejecuciones, detenciones, desplazamientos forzados, actos de tortura, violencia sexual y trabajos 
forzosos, entre otros. Estos hechos sucedieron antes y después de la masacre en la clínica de la aldea Chichupac 
perpetrada el 8 de enero de 1982, donde 32 hombres de la comunidad fueron seleccionados de una lista, 
torturados y ejecutados. En este caso se tramitaron dos expedientes relacionados con la investigación de los 
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211.  La Corte recuerda que, en virtud de la protección otorgada por los artículos 8 y 25 de la 
Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 
debido proceso legal.  

212.  Asimismo, este Tribunal ha señalado que en una sociedad democrática se debe conocer la 
verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa 
que el Estado debe satisfacer, por un lado, mediante la obligación de investigar de oficio y, por el otro, 
con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos. Esto exige del 
Estado la determinación procesal de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que 
de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades y 

reparar a las víctimas del caso. Por ello, en ocasiones anteriores la Corte ha considerado que las 
autoridades encargadas de las investigaciones tienen el deber de asegurar que en el curso de las 
mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de 
los derechos humanos, como los sucedidos en el presente caso. En aras de garantizar su efectividad, 
la investigación debe ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y de la 
estructura en la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo 
al contexto en que ocurrieron, particularmente en contextos de ataques masivos y sistemáticos o 
generalizados hacia algún sector de la población, evitando así omisiones en la recaudación de prueba 
y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. Por ello, las autoridades estatales están 
obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una investigación 
y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso investigativo. 

213.  Dada su importancia, la obligación de investigar en el presente caso no puede ser ejecutada 
de cualquier manera, sino que debe realizarse de acuerdo a los estándares establecidos por las 
normas y la jurisprudencia internacionales que caracterizan a las investigaciones de graves 
violaciones a los derechos humanos, lo cual supone, en primer término, generar un marco normativo 
interno adecuado y/u organizar el sistema de administración de justicia de forma tal que su 
funcionamiento asegure la realización de investigaciones ex officio, sin dilación, serias y efectivas.  

214.  De igual modo, dicho deber impone la remoción de todo obstáculo de jure y de facto que 
impida la investigación y juzgamiento de los hechos y, en su caso, la sanción de todos los responsables 
de las violaciones declaradas, así como la búsqueda de la verdad. Por esta razón, en el presente caso, 
el cual versa sobre graves violaciones de derechos humanos cometidas dentro de un contexto de 
violaciones masivas y sistemáticas, la obligación de investigar no puede desecharse o condicionarse 
por actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole. 

215.  Además, la Corte considera pertinente señalar que la obligación de investigar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a los responsables de hechos violatorios de los derechos humanos no se deriva 
solamente de la Convención Americana. En determinadas circunstancias y dependiendo de la 
naturaleza de los hechos, esta obligación también se desprende de otros instrumentos 
interamericanos en la materia que establecen la obligación a cargo de los Estados Partes de investigar 
las conductas prohibidas por tales tratados. Al respecto, este Tribunal nota que, en este caso, la 
obligación de investigar a cargo del Estado contraída a partir de la ratificación de la Convención 
Americana y que se mantiene vigente en la actualidad, fue reafirmada por Guatemala con motivo del 
depósito del instrumento de ratificación de: i) la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura el 29 de enero de 1987; ii) la Convención de Belém do Pará el 4 de abril de 1995, 

 

hechos de la masacre de 8 de enero de 1982, uno ante la Unidad de Casos Especiales y Violaciones a los Derechos 
Humanos del Ministerio Público, abierto a partir de una denuncia interpuesta en marzo de 1993 y aun en etapa 
de investigación, y otro ante el Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala, quien dictó una resolución 
en septiembre de 1996 relacionada con los cementerios clandestinos localizados, entre otros lugares, en la aldea 
Chichupac. Por otro lado, se abrieron nueve expedientes relacionados con los hechos del caso cometidos antes 
y después de dicha masacre, a partir de denuncias interpuestas entre los años 1995 y 2010. Todos estos estarían 
aun en etapa de investigación. No se advierten acciones dirigidas a la determinación de los responsables en siete 
de estos nueve expedientes. En los dos expedientes restantes se registran algunas actuaciones dirigidas a 
determinar responsabilidades, pero estas fueron mínimas. 
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y iii) la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDFP) el 25 de febrero 
de 2000, por lo que el Estado debía velar por su cumplimiento a partir de esos momentos, aun cuando 
estas no habían sido adoptadas por Guatemala al momento de los hechos del caso.  

216.  Además, debido a que en el presente caso algunas personas fueron obligadas a trabajar 
contra su voluntad […], la Corte recuerda que la protección contra la esclavitud y servidumbre es una 
obligación internacional erga omnes, constitutiva de delito internacional y de carácter 
imprescriptible, cuya prohibición alcanzó el estatus de jus cogens. Por estos motivos, cuando los 
Estados tengan conocimiento de un acto que pudiese ser constitutivo de esclavitud o servidumbre, 
en los términos de lo dispuesto por el artículo 6 de la Convención Americana, deben iniciar ex officio 
la investigación pertinente a efectos de establecer las responsabilidades individuales que 

correspondan.  

244.  El Tribunal estima que la falta de investigación de las desapariciones forzadas, ejecuciones 
extrajudiciales, trabajos forzosos, torturas y violencia sexual en conflictos armados y/o dentro de 
patrones sistemáticos, como los ocurridos y denunciados en el presente caso, constituyen un 
incumplimiento de las obligaciones del Estado frente a graves violaciones a derechos humanos, las 
cuales contravienen normas inderogables y generan obligaciones para los Estados como la de 
investigar y sancionar dichas prácticas, de conformidad con la Convención Americana y, en este caso, 
a la luz de la CIDFP, la CIPST y la Convención de Belém do Pará. 

255.  De lo anterior, se desprende que, al menos desde el año 1996 el Estado tenía conocimiento 
de que existían posibles crímenes de lesa humanidad en el Municipio de Rabinal, y al menos desde 
junio de 1999, fecha en que la CEH publicó su Informe Final, tenía conocimiento de que los hechos 
cometidos en este caso posiblemente fueron motivados por conceptos racistas y/o constituyeron 
actos de genocidio. Por tanto, el Estado tenía la obligación de investigar los hechos del caso tomando 
en cuenta dichos alegatos, pero no consta de la prueba que esto se haya hecho, pese a que el Tribunal 
solicitó al Estado dicha información. De este modo, Guatemala no puede alegar que “no sería aplicable 
el delito de genocidio a los hechos del caso”, sin que conste que se haya realizado una investigación 
en cuanto a este aspecto a fin de esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que 
correspondan. 

256.  Finalmente, en cuanto a la falta de investigación de las violaciones sexuales cometidas por 
agentes de seguridad del Estado en el presente caso, la Corte considera que toda vez que existan 
indicios de violencia sexual en el marco de un conflicto armado interno, esta no debe ser tratada 
como un delito colateral, sino que su investigación debe formar parte de cada etapa de la estrategia 
global de investigación de posibles torturas, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o actos 
de genocidio que pudieran haberse cometido. La investigación de violencia sexual deberá llevarse a 
cabo respetando las características culturales de las víctimas. Por otra parte, se deberán investigar 
posibles vínculos entre los responsables directos de la violencia sexual y sus superiores jerárquicos, 
así como la existencia de componentes que demostrarían una intención discriminatoria y/o la 
intención cometer un genocidio. 

Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
8 de marzo de 2018. Serie C No. 349105. 

 

105 El 8 de marzo de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia en la que declaró por 
unanimidad la responsabilidad internacional del Estado chileno por no garantizar al señor Vinicio Antonio 
Poblete Vilches su derecho a la salud sin discriminación, mediante servicios necesarios básicos y urgentes en 
atención a su situación especial de vulnerabilidad como persona adulta mayor, lo cual derivó en su muerte 
(artículos 26, 1.1 y 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante “la Convención”), así 
como por los sufrimientos derivados de la desatención del paciente (artículo 5 de la misma). Asimismo, la Corte 
IDH declaró que el Estado vulneró el derecho a obtener el consentimiento informado por sustitución y al acceso 
a la información en materia de salud, en perjuicio del señor Poblete y de sus familiares (artículos 26, 13, 7 y 11, 
en relación con el artículo 1.1 de la Convención), así como el derecho al acceso a la justicia (artículos 8 y 25 de 
la misma) e integridad personal, en perjuicio de los familiares del señor Poblete (artículo 5 de la misma) 
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187. Por otra parte, la Corte recuerda que en cuanto al tratamiento del cadáver de la víctima, 
deben realizarse algunas diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los elementos 
de prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación, tales como la autopsia. En 
este sentido, la Corte ha establecido que las autopsias y análisis de restos humanos deben realizarse 
en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. 

189. Este Tribunal advierte que el Estado chileno, realizó una serie de diligencias probatorias en 
la investigación de los hechos del presente caso, tales como: a) la solicitud de la ficha clínica del señor 
Poblete Vilches al Hospital Sotero del Río; b) tomas de declaración de algunos querellados y 
familiares del señor Poblete; c) pericias médico-legales, y d) despachó órdenes de arresto en contra 
del médico Luis Carvajal Freire.  

190. Sin embargo, la Corte constata que nunca fueron realizadas diversas diligencias probatorias 
o actuaciones judiciales, a saber: a) la exhumación del cadáver del señor Poblete Vilches, con el fin de 
realizar una autopsia que determine la causa real de su muerte, solicitada el 12 de noviembre de 
2001 y ordenada el 13 de febrero de 2002 […], y solicitada nuevamente el 7 de octubre de 2005 y el 
29 de enero de 2007 por los familiares del señor Poblete; b) la causa penal por el fallecimiento del 
señor Poblete Vilches fue sobreseída en dos ocasiones en un período de aproximadamente 1 año y 6 
meses. Aunado a ello, desde la segunda reapertura de la causa el 4 de agosto de 2008, no se cuenta 
con evidencia de actuaciones por parte de las autoridades judiciales en el expediente encaminadas a 

investigaciones los hechos ocurridos en el presente caso, y a juzgar y sancionar a los responsables; 
c) el careo entre el señor Vinicio Poblete Tapia y la señora Cesia Leyla Poblete Tapia, con la doctora 
María Carolina Chacón Fernández, solicitada por el primero el 21 de marzo de 2006, y d) no se 
practicó el arresto del doctor Luis Carvajal Freire. Lo anterior pese a que los días 28 de febrero de 

2004, 20 de diciembre de 2004 y 31 de octubre de 2005 el Primer Juzgado Civil despachó las órdenes 
de arresto en su contra, el 6 de abril de 2004 el 19º Juzgado del Crimen ordenó el arresto en su contra 
por el delito de desobediencia a las órdenes del Primer Juzgado Civil de Puente Alto, el 8 de enero de 
2005 el 19º Juzgado del Crimen ordenó su arresto por el cuasidelito de homicidio, y el 23 de mayo de 
2007 el Primer Juzgado Civil comprobó que el doctor Luis Carvajal Freire continuaba trabajando en 
el Hospital Sótero del Río. 

191. Respecto a las omisiones descritas en el párrafo anterior, esta Corte enfatiza que las mismas 
revisten tal importancia para la averiguación de la verdad jurídica puesto que normalmente eran 
idóneas para esclarecer los hechos ocurridos en el presente caso e identificar las responsabilidades 
correspondientes, todo lo cual ha provocado una situación de impunidad. 

192. En vista de ello, la Corte considera que, en el presente caso, las falencias, retrasos y omisiones 
en la investigación penal demuestran que las autoridades estatales no actuaron con la debida 
diligencia ni con arreglo a las obligaciones de investigar y de cumplir con una tutela judicial efectiva 

dentro de un plazo razonable, en función de garantizar el esclarecimiento de los hechos y 
determinación de las respectivas responsabilidades. Luego de aproximadamente 17 años, los hechos 
del presente caso permanecen en la impunidad. Por tanto, este Tribunal considera que el Estado no 
garantizó el acceso a la justicia, en contravención de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares del señor Poblete 
Vilches. 

193. Finalmente, la Corte llama la atención sobre la labor que los órganos médicos colegiados de 
mediación deben, en todo caso, cumplir al momento de valorar situaciones de negación de servicio 
de salud o mala praxis médica. Para ello, resulta indispensable una aproximación integral del derecho 
a la salud, desde la perspectiva de los derechos humanos, así como de impactos diferenciados, a fin 
de constituirse como órganos independientes que, a la luz de su experiencia médica, garanticen 
también los derechos de los pacientes. 
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Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356106. 

79. La obligación de realizar una investigación de los hechos a fin de, en su caso, establecer 
responsabilidades y sanciones, adquiere importancia de acuerdo a la naturaleza de los derechos 
lesionados y la gravedad de los delitos cometidos. En ese sentido, la Corte ha indicado el deber estatal 
de investigar atentados contra la integridad personal, así como contra la vida, inclusive ejecuciones 
extrajudiciales o masacres. El deber de investigar violaciones a derechos convencionales, a su vez, 
puede surgir de normas de derecho interno que el Estado haya adoptado. En este caso, surge de 
sentencias internas que en virtud de normativa penal de Guatemala se desarrollaron actuaciones a 
fin de “tutela[r]”, como “bien[es] jurídico[s]”, la “vida” y la “integridad física”. Por lo tanto, no cabe 
duda que tanto con base en la Convención como en el derecho interno, el Estado se encontraba 
obligado a investigar las muertes y daños a la integridad física sucedidos el 5 de octubre de 1995. En 
este marco, el derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas o sus familiares debe asegurar, 
en tiempo razonable, que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, 
juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables. 

81. La debida diligencia en la investigación exige que se lleven a cabo todas aquellas actuaciones 
y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. Sin perjuicio de ello, no 
corresponde a la Corte determinar puntualmente cuáles son las actuaciones y averiguaciones 
requeridas. Este Tribunal ha dicho que no le compete “sustituir a la jurisdicción interna estableciendo 
las modalidades específicas de investigación y juzgamiento […], sino constatar si en los pasos 
efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales”. Por ello, “las 
diligencias […] deben ser valoradas en su conjunto”, a fin de determinar si en el caso concreto 
falencias u omisiones que se acreditaren perjudicaron el esclarecimiento de las circunstancias de los 
hechos o incidieron en el resultado final de las investigaciones seguidas. Para tal evaluación debe 
tenerse en cuenta criterios objetivos o de razonabilidad, a partir de las circunstancias particulares 
del caso y los argumentos de las partes y la Comisión, apreciando elementos tales como la prueba 
producida, las pautas recogidas por la propia jurisprudencia de este Tribunal, o la propia 
consideración de las autoridades internas sobre medidas que, en el caso concreto, señalaron como 
necesarias. No debe asumirse que fallas en aspectos puntuales de investigación tuvieron un impacto 

negativo sobre el conjunto del proceso si, pese a ellas, la investigación tuvo un resultado efectivo en 
la determinación de los hechos. 

Corte IDH. Caso Terrones Silva y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 360107. 

181. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas positivas 
que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la Convención. Así, desde 
su primera Sentencia esta Corte ha destacado la importancia del deber estatal de investigar y 

 

106 El 22 de marzo de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente al Estado de Guatemala por la muerte de 11 personas, entre ellas una 
niña y dos niños, y las lesiones de otras 29, ocurridas en la llamada “masacre de Xamán” el 5 de octubre de 1995. 
La Corte también declaró responsable al Estado por la violación del derecho a la integridad personal en perjuicio 
de familiares de las víctimas que murieron. Las víctimas formaban parte de la población indígena q'eqchi', mam, 
q'anjob'al, ixil y k'iche, que en 1994 había formado la Comunidad “Aurora 8 de octubre” que ocupaba la finca 
Xamán. Los hechos fueron cometidos por miembros de las Fuerzas Armadas de la República de Guatemala. Si 
bien 14 militares fueron condenados, 11 permanecen prófugos. La Corte determinó la violación de los derechos 
a las garantías judiciales y a la protección judicial. 
107 El 26 de septiembre de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la 
cual declaró responsable internacionalmente al Estado del Perú por: i) la desaparición forzada de Wilfredo 
Terrones Silva, Teresa Díaz Aparicio, Néstor Rojas Medina, Cory Clodolia Tenicela Tello y Santiago Antezana 
Cueto; ii) la violación a las garantías judiciales y protección judicial de Wilfredo Terrones Silva, Teresa Díaz 
Aparicio, Santiago Antezana Cueto, Néstor Rojas Medina y Cory Clodolia Tenicela Tello y determinados 
familiares; y iii) la violación del derecho a la integridad personal de determinados familiares de las referidas 
víctimas.  
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sancionar las violaciones de derechos humanos, el cual adquiere particular importancia ante la 
gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados. Dicha obligación 
también se desprende de otros instrumentos interamericanos. Así, en casos de desapariciones 
forzadas, la obligación de investigar se ve reforzada por el artículo I.b) de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, en vigor para el Estado desde el 15 de marzo de 2002. 

182. Por otra parte, la Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una 
obligación de medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 
propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. Además, la investigación debe ser 
seria, objetiva y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
y eventual enjuiciamiento y castigo de los autores de los hechos. Asimismo, la debida diligencia exige 
que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para 
procurar el resultado que se persigue. En el mismo sentido: Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. 

Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352, párr. 102; 
Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349, párr. 185; Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342, párr. 74; Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 
341, párr. 185. 

183. Ahora bien, la posibilidad de la Corte, en el ámbito de su competencia, coadyuvante y 
complementaria, de examinar los procedimientos internos de investigación, puede llevar a la 

determinación de fallas en las debidas diligencias en los mismos. No obstante, ello será procedente 
en tanto se evidencie que las falencias que se aduzcan pudieran haber afectado la investigación en su 
conjunto, de modo “que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecte indebidamente la 
posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan esclarecer los hechos y 
determinar las responsabilidades que correspondan”. En ese sentido, no debe asumirse que fallas en 
medidas puntuales de investigación tengan un impacto negativo sobre el conjunto del proceso si, 
pese a ellas, la investigación tuvo un resultado efectivo en la determinación de los hechos. En el 
mismo sentido: Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 
marzo de 2018. Serie C No. 349, párr. 186; Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341, párr. 
186. 

195. Este Tribunal ha señalado que toda vez que haya motivos razonables para sospechar que 
una persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación penal. Esta 

obligación es independiente de que se presente una denuncia, pues en casos de desaparición forzada 
el derecho internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar el caso 
ex officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva, de modo tal que no dependa de la 
iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios. En cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya 
tenido noticias de actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo 
inmediatamente. Asimismo, la Corte ha establecido que el deber de investigar hechos de esta 
naturaleza subsiste mientras se mantenga la incertidumbre sobre la suerte final de las personas 
desaparecidas, pues el derecho de los familiares de las víctimas de conocer cuál fue el destino de ésta 
y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el Estado debe 
satisfacer con todos los medios a su alcance. 

207. La Corte destaca que de la Convención Interamericana contra la Tortura surgen dos 
supuestos que accionan el deber estatal de investigar: por un lado, cuando se presente denuncia y, 
por el otro, cuando exista razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el 
ámbito de la jurisdicción del Estado. En estas situaciones, la decisión de iniciar y adelantar una 
investigación no recae sobre el Estado, es decir, no es una facultad discrecional. Por el contrario, el 
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deber de investigar constituye una obligación estatal imperativa que deriva del derecho 
internacional y no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas 
de ninguna índole. Se debe añadir que aun cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes no hayan sido denunciados ante las autoridades competentes por la propia víctima, en 
todo caso en que existan indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato 
una investigación imparcial, independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el 
origen de las lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar su procesamiento. 

Corte IDH. Caso Escaleras Mejía y otros Vs. Honduras. Sentencia de 26 de septiembre de 
2018. Serie C No. 361108. 

47. En cuanto a las líneas de investigación, la Corte recuerda que al tratarse de la muerte de un 
defensor de derechos humanos, el Estado debe tomar en cuenta su actividad para identificar los 
intereses que pudieron verse afectados en el ejercicio de su labor. Al respecto, en casos de atentados 
contra defensores y defensoras de derechos humanos, los Estados tienen la obligación de asegurar 
una justicia imparcial, oportuna y oficiosa, que implique una búsqueda exhaustiva de toda la 
información para diseñar y ejecutar una investigación que conduzca al debido análisis de las 
hipótesis de autoría, por acción o por omisión, en diferentes niveles, explorando todas las líneas 
investigativas pertinentes para identificar a los autores. En consecuencia, ante indicios o alegaciones 
de que determinado hecho en contra de un defensor o defensora de derechos humanos pudo tener 
como móvil justamente su labor de defensa y promoción de derechos humanos, las autoridades 
investigadoras deben tomar en cuenta el contexto de los hechos y sus actividades para identificar los 
intereses que podrían haberse visto afectados en el ejercicio de las mismas, a efectos de establecer y 
agotar las líneas de investigación que tengan en cuenta su labor, determinar la hipótesis del delito e 
identificar a los autores. 

49. Por otra parte, en relación con las actuaciones posteriores, se observa que durante el 
desarrollo de la investigación se omitió practicar pruebas e impulsar exhaustivamente las líneas de 
investigación que respondieran efectivamente a los indicios que vincularon a autoridades estatales, 
los que surgieron desde el primer momento, y que, por lo demás, se relacionaban especialmente con 
la labor de defensa ambiental del señor Escaleras Mejía. 

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374109. 

111. La jurisprudencia de la Corte se ha referido en varias ocasiones, de acuerdo a los casos que 
ha conocido, al deber de investigar atentados contra la integridad personal así como contra la vida, 
pero también, de acuerdo a las características del caso, otras circunstancias, inclusive actos de 
amenazas u hostigamientos. Por otra parte, la Corte ha advertido que “la obligación de investigar” no 

 

108 El 26 de septiembre de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia, mediante 
la cual homologó un acuerdo de solución amistosa entre el Estado de Honduras y los representantes del señor 
Carlos Escaleras Mejía y sus familiares. De conformidad con ello, se declaró responsable internacionalmente al 
Estado de Honduras por la muerte del defensor ambientalista Carlos Escaleras Mej ía, ocurrida el 18 de octubre 
de 1997, y la situación de impunidad parcial en la que se encuentra ese hecho. Del mismo modo, el Tribunal 
estableció que el Estado era responsable, de conformidad con lo estipulado en el acuerdo, por un menoscabo a 
los derechos políticos y a la libertad de asociación del señor Escaleras Mejía, así como el derecho a la integridad 
de sus familiares.  
109 El 5 de febrero de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también “Corte”, “Corte 
Interamericana” o “Tribunal”) dictó una Sentencia, mediante la cual declaró responsable internacionalmente al 
Estado de Guatemala por la violación de los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la 
protección judicial en perjuicio de María Eugenia Villaseñor Velarde (en adelante “señora Villaseñor” o “Jueza”). 
Asimismo, la Corte determinó que el Estado no es responsable por la violación del derecho a la integridad 
personal en perjuicio de Beatriz Eugenia Villaseñor Velarde, Francis Antonio Villaseñor Velarde y Rosa 
Antonieta Villaseñor Velarde, quienes son, respectivamente, hija, hermana y hermano de la señora Villaseñor. 
Tampoco consideró responsable a Guatemala por la violación al derecho a la protección de la honra y de la 
dignidad respecto de ninguna de las personas nombradas.  
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sólo se desprende de obligaciones internacionales, sino “que además se deriva de la legislación 
interna que haga referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas”110. 

129. La Corte entiende que dadas las circunstancias del caso, en que se indicó una sucesión de 
hechos como una situación de riesgo prolongada en el tiempo, la concreción oportuna del deber de 
investigar podía redundar en la determinación de las circunstancias relacionadas con el riesgo 
aducido o, eventualmente, en su merma o desactivación. Lo anterior se vincula, en el caso, con la 
actividad de ella como jueza, dada la suposición de que el riesgo referido se relacionaba con la misma. 
A efectos de esta conclusión, la Corte ha considerado los señalamientos sobre una situación de  
inseguridad o riesgo de jueces y juezas en Guatemala […]. 

Corte IDH. Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392. 

130. El artículo 1 de la Convención Interamericana Para Prevenir y Sancionar la Tortura establece 
que “[l]os Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la […] 

Convención”. El artículo 6 de la Convención establece que “[d]e conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 1, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura […], 
además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción”. El 
artículo 8 de la Convención estipula que cuando exista “razón fundada para creer que se ha cometido 
un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas 
autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal”. 

131. La Corte observa que Robert Ignacio Díaz Loreto había sido herido por arma de fuego y fue 
presuntamente trasladado a un hospital por policías; por lo que, se encontraba bajo custodia de 
agentes estaduales al momento de su muerte. Del mismo modo, la experta Ligia García Mejía declaró 
en el juicio oral que el cuerpo de Robert Díaz presentaba un edema cerebral y una sustancia granular 
de color negro en distintos órganos externos e internos. Pese a la existencia de varios indicios 
razonables que pueden haber indicado que se produjeron actos de apremios físicos contra Robert 
Díaz Loreto, el Estado incumplió su obligación de conducir una investigación para esclarecer estos 
hechos y determinar eventualmente los responsables.  

132. En consecuencia, el Tribunal encuentra que en el presente caso, el Estado es también 
responsable por una violación a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura en perjuicio de los familiares de Robert Ignacio Díaz Loreto, toda vez que no 
se inició una investigación sobre hechos que podrían haber constituido malos tratos o torturas. 

 

2.1.3 DEBIDA DILIGENCIA  

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101111. 

 

110 Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia De 3 de abril de 2009. Serie C 
No 196, párr. 77. Así, “corresponde a los Estados Parte disponer, de acuerdo con los procedimientos y a través 
de los órganos establecidos en su Constitución y sus leyes, qué conductas ilícitas serán investigadas de oficio y 
regular el régimen de la acción penal en el procedimiento interno, así como las normas que permitan que los 
ofendidos o perjudicados denuncien o ejerzan la acción penal y, en su caso, participen en la investigación y en el 
proceso” (Caso Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de enero de 2009. Serie C No 194, párr. 284 y 285).  
111 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto en el que Guatemala se encontraba sumida en un 
conflicto armado interno, donde se realizaron ejecuciones extrajudiciales selectivas con un propósito de 
“limpieza social”. Myrna Mack Chang realizaba actividades de investigación sobre las comunidades de población 
en resistencia y las políticas del Ejército guatemalteco hacia las mismas. El 11 de septiembre de 1990 Myrna 
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202. En relación con el proceso penal, es menester señalar que la Corte, al referirse a las garantías 
judiciales, también conocidas como garantías procesales, ha establecido que para que en un proceso 
existan verdaderamente dichas garantías, conforme a las disposiciones del artículo 8 de la 
Convención, es preciso que se observen todos los requisitos que “sirv[a]n para proteger, asegurar o 
hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho”, es decir, las “condiciones que deben cumplirse 
para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo 
consideración judicial”. En el mismo sentido: Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107 112, 
párr. 145. 

203. En el capítulo sobre hechos probados se demostró la falta de diligencia y voluntad de los 

tribunales de justicia para impulsar el procedimiento penal tendiente a esclarecer todos los hechos 
de la muerte de Myrna Mack Chang y sancionar a todos los responsables. El Tribunal no entrará a 
analizar aquí cada una de las actuaciones de los tribunales que carecieron de la debida diligencia 
(pedidos de amparo, inconstitucionalidad, recusaciones, incidentes, incompetencias, nulidades, 
pedidos de acogerse a la Ley de Reconciliación Nacional, entre otros), pero a manera de ejemplo hará 
alusión únicamente al uso de las acciones de amparo, cuya interposición y trámite llevó a los 
conductores del proceso penal a incurrir en notorias dilaciones en el presente caso. Valga recordar 
lo señalado expresamente por el Estado en el informe de 29 de mayo de 2001, que dirigió a la 
Comisión Interamericana, en el cual expresó que “[e]l gobierno de Guatemala reconoce que han 
existido vicisitudes procesales, derivadas en parte por uso excesivo de recursos procesales pero que 
deben ser respetadas por el Gobierno y las autoridades […]”113. 

204. En el presente caso los procesados han interpuesto al menos doce recursos de amparo, tal 
como se estableció en el capítulo de hechos probados, todos los cuales fueron declarados 
improcedentes por las autoridades judiciales respectivas. Asimismo, la Corte observa, tal como lo 
señalaron la Comisión y los representantes de los familiares de la víctima, que éstas acciones de 
amparo paralizaron el proceso por más de tres años. Las autoridades judiciales no dieron trámite 
con la debida diligencia a las acciones de amparo, con el fin de que este fuese un recurso rápido y 
eficaz, y más bien permitieron que se convirtiera en un recurso dilatorio del procedimiento, toda vez 
que puede ser conocido hasta por cuatro diferentes instancias.  

207. Sin embargo, la Corte llama la atención a que en el proceso penal referido, la interposición 
frecuente de ese recurso, aunque permisible por la ley, ha sido tolerada por las autoridades judiciales. 
Este Tribunal considera que el juez interno, como autoridad competente para dirigir el proceso, tiene 

 

Mack fue asesinada por agentes militares, luego de haber sido vigilada. Hubo muchas obstrucciones en el 
proceso penal que se inició. No se pudo juzgar ni sancionar a todos los autores materiales e intelectuales.  
112 Los hechos del presente caso se refieren a Mauricio Herrera Ulloa, periodista que trabajaba en el periódico 
“La Nación”, y a Fernán Vargas Rohrmoser, quien era el presidente de la Junta Directiva y representante legal de 
“La Nación”. Los días 19, 20 y 21 de mayo de 1995 el periódico “La Nación” publicó un grupo de artículos en los 
cuales Mauricio Herrera Ulloa vinculaba al señor Félix Przedborski, entonces delegado de Costa Rica ante la 
Organización Internacional de Energía Atómica, con diversas conductas ilícitas. El 25 de mayo de 1995 el señor 
Félix Przedborski publicó en el periódico “La Nación” un artículo en el cual daba su versión de los hechos. El 
señor Félix Przedborski interpuso dos querellas contra el periodista por los delitos de difamación, calumnias y 
publicación de ofensas, a raíz de la publicación de los artículos mencionados. Asimismo, ejerció una acción civil 
resarcitoria contra el señor Mauricio Herrera Ulloa y contra el periódico “La Nación”. El 29 de mayo de 1998 se 
emitió una sentencia que absolvió al señor Mauricio Herrera Ulloa por ausencia del dolo requerido para la 
configuración de los tipos penales de los delitos. El abogado del señor Przedborski interpuso un recurso de 
casación. El 7 de mayo de 1999 la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica anuló la sentencia 
casada. El 12 de noviembre de 1999 se emitió una sentencia condenatoria en contra del señor Herrera Ulloa. 
Asimismo condenó a “La Nación” como medio informativo en el que se publicaron los artículos difamantes, en 
carácter de responsable civil solidario. El 3 de diciembre de 1999 el defensor del querellado y apoderado del 
periódico “La Nación”, interpuso un recurso de casación contra la sentencia condenatoria. Asimismo el señor 
Herrera Ulloa interpuso otro recurso de casación. Ambos fueron declarados sin lugar el 24 de enero de 2001. 
113 Cfr. informe del Gobierno de la República de Guatemala a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
páginas 2 y 3 (expediente de anexos a la demanda, anexo 10, folios 232 a 233). 
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el deber de encauzarlo, de modo a que se restrinja el uso desproporcionado de acciones que pueden 
tener efectos dilatorios. A su vez, el trámite de los recursos de amparo con sus respectivas 
apelaciones fue realizado sin sujeción a los plazos legales, ya que los tribunales de justicia 
guatemaltecos tardaron en promedio aproximadamente seis meses en decidir cada uno. Esa 
situación provocó una paralización del proceso penal.  

211. A la luz de lo anteriormente dicho, la Corte considera que los jueces como rectores del 
proceso tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la 
justicia y el debido proceso legal en pro del formalismo y la impunidad. De este modo, si las 
autoridades permiten y toleran el uso de esta manera de los recursos judiciales, los transforman en 
un medio para que los que cometen un ilícito penal dilaten y entorpezcan el proceso judicial. Esto 
conduce a la violación de la obligación internacional del Estado de prevenir y proteger los derechos 
humanos y menoscaba el derecho de la víctima y de sus familiares a saber la verdad de lo sucedido, 
a que se identifique y se sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes reparaciones.  

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163114. 

155.  La Corte estima que la inefectividad de tales procesos penales queda claramente evidenciada 
al analizar la falta de debida diligencia en la conducción de las acciones oficiales de investigación. 
Esta falta de debida diligencia se manifiesta en la irrazonabilidad del plazo transcurrido en las 

investigaciones, la falta de adopción de las medidas necesarias de protección ante las amenazas que 
se presentaron durante las investigaciones, las demoras, obstáculos y obstrucciones en la realización 
de actuaciones procesales y graves omisiones en el seguimiento de líneas lógicas de investigación.  

156.  El eje central del análisis de la efectividad de los procesos en este caso es el cumplimiento de 
la obligación de investigar con debida diligencia. Según esta obligación, órgano que investiga una 
violación de derechos humanos debe utilizar todos los medios disponibles para llevar a cabo, dentro 
de un plazo razonable, todas aquellas actuaciones y averiguaciones que sean necesarias con el fin de 
intentar obtener el resultado que se persigue. Esta obligación de debida diligencia, adquiere 
particular intensidad e importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los 
derechos lesionados. En este sentido, tienen que adoptarse todas las medidas necesarias para 
visibilizar los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de los 
derechos humanos. En el mismo sentido: Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de 
la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270, párr. 373. 

158.  Una debida diligencia en los procesos por los hechos del presente caso exigía que éstos 
fueran conducidos tomando en cuenta la complejidad de los hechos, el contexto en que ocurrieron y 
los patrones que explican su comisión, evitando omisiones en la recabación de prueba y en el 

seguimiento de líneas lógicas de investigación. En consecuencia, las autoridades judiciales debían 
tomar en cuenta los factores indicados en el párrafo anterior, que denotan una compleja estructura 
de personas involucradas en el planeamiento y ejecución del crimen, en la cual convergen tanto la 
participación directa de muchas personas como el apoyo o colaboración de otras, incluyendo a 

 

114 Los hechos del presente caso ocurrieron el 18 de enero de 1989, en la localidad de la Rochela, cuando quince 
miembros de una comisión judicial se dirigían hacia la localidad de La Rochela. Dicho grupo tenía la misión de 
investigar las ejecuciones cometidas en perjuicio de 19 comerciantes en dicha región. Las personas fueron 
interceptadas por un grupo paramilitar denominado “Los Masetos”. Ellos dispararon contra los vehículos en los 
que se encontraban los funcionarios de la comisión judicial. En razón de ello Mariela Morales Caro, Pablo 
Antonio Beltrán Palomino, Virgilio Hernández Serrano, Carlos Fernando Castillo Zapata, Luis Orlando 
Hernández Muñoz, Yul Germán Monroy Ramírez, Gabriel Enrique Vesga Fonseca, Benhur Iván Guasca Castro, 
Orlando Morales Cárdenas, César Augusto Morales Cepeda, Arnulfo Mejía Duarte y Samuel Vargas Páez 
fallecieron. Sólo tres personas lograron sobrevivir. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, no se 
llegó a investigar efectivamente lo sucedido ni se pudo sancionar a los responsables. 
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agentes estatales, estructura de personas que existe antes del crimen y permanece después de su 
ejecución, dado que comparten objetivos comunes. 

164.  La Corte nota que las autoridades judiciales no dieron seguimiento al conjunto de elementos 
probatorios que apuntaban a la vinculación procesal de miembros de la Fuerza Pública, entre ellos 
altos mandos militares, lo que ha generado una ineficacia parcial de la investigación. Aunado a ello, 
no se dirigió diligentemente la investigación desde una línea que considerara la compleja estructura 
de ejecución del crimen […], lo cual ha privado de efectividad algunas de las investigaciones por la 
masacre de La Rochela, particularmente en relación con la investigación de la responsabilidad de los 
altos mandos militares de la zona. En ese sentido, la falta de una exhaustiva investigación sobre los 
mecanismos de operación de los paramilitares y sus vínculos y relaciones con agentes estatales, entre 

ellos miembros de la Fuerza Pública, ha sido uno de los factores que impidió la investigación, juicio 
y, en su caso, la sanción de todos los responsables. Ello afectó, en particular, la determinación de 
eventuales responsabilidades de los mandos de los batallones militares que se encontraban en el 
ámbito de acción de los grupos paramilitares vinculados con la masacre. Esta situación 
irremediablemente favorece la impunidad de las graves violaciones de derechos humanos cometidas 
por los grupos paramilitares con apoyo y colaboración de agentes estatales.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. 

135.  En este sentido, este Tribunal ha establecido que para que una investigación de desaparición 
forzada sea llevada adelante eficazmente y con la debida diligencia, las autoridades encargadas de la 
investigación deben utilizar todos los medios necesarios para realizar con prontitud aquellas 
actuaciones y averiguaciones esenciales y oportunas para esclarecer la suerte de las víctimas e 
identificar a los responsables de su desaparición forzada. Para ello, el Estado debe dotar a las 
correspondientes autoridades de los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y 
procesar las pruebas y, en particular, de las facultades para acceder a la documentación e información 
pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios o evidencias de la ubicación de 
las víctimas. Asimismo, es fundamental que las autoridades a cargo de la investigación puedan tener 
acceso ilimitado a los lugares de detención, respecto a la documentación así como a las personas. La 
Corte reitera que el paso del tiempo guarda una relación directamente proporcional con la limitación 
–y en algunos casos, la imposibilidad- para obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando y aún 
tornando nugatoria o ineficaz, la práctica de diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos 
materia de investigación, identificar a los posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales 
responsabilidades penales. Cabe precisar que estos recursos y elementos coadyuvan a la efectiva 
investigación, pero la ausencia de los mismos no exime a las autoridades nacionales de realizar todos 
los esfuerzos necesarios en cumplimiento de esta obligación. En el mismo sentido: Caso Chitay Nech 
y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
mayo de 2010. Serie C No. 212, párr.196; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217, párrs. 167 y 168; Caso 
Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 

noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 259; Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 135; Caso Osorio Rivera 
y familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 182 y 185. 

154.  En conclusión, una debida diligencia en los procesos por los hechos del presente caso exigía 
que éstos fueran conducidos tomando en cuenta la complejidad de los hechos, el contexto en que 
ocurrieron y los patrones que explican su comisión, evitando omisiones al recabar prueba y al seguir 
líneas lógicas de investigación. En este sentido, resulta esencial la adopción de todas las medidas 
necesarias para visibilizar los patrones sistemáticos que permitieron tanto la comisión de graves 
violaciones de los derechos humanos, como los mecanismos y estructuras a través de los cuales se 
aseguró su impunidad. En el mismo sentido: Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, 
párr. 206 y 222; Caso de las comunidades afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica 
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(Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270, párr. 373. 

Corte IDH. Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 267115. 

137.  De conformidad con lo anterior, la Corte constata que el Estado ha posibilitado la 
participación del señor Leopoldo García y sus representantes, pues ha permitido el acceso de éstos a 
las actuaciones y propiciado la intervención de los mismos, así como la del señor García Lucero 
directamente. Lo anterior, no obstante, no justificaría que la falta de apersonamiento del señor García 
Lucero en el proceso, mediante una querella o cualquier otro acto, generase el cierre de las 
actuaciones, pues ello no se condice con el deber estatal de conducirlas de oficio. Ello no es óbice para 
tener presente que en el curso de una investigación de actos de tortura, el contacto de las autoridades 
con la víctima resulta trascedente. En este sentido, la Corte recuerda que en la investigación de 
hechos que comprendan posibles actos de tortura resulta relevante que las autoridades involucradas 
obtengan información del testimonio de la víctima y de exámenes forenses físicos y psicológicos 
practicados sobre ella. Sin perjuicio de las actuaciones estatales señaladas, de conformidad con la 
prueba allegada al Tribunal no consta que se hayan recabado el testimonio del señor García Lucero 
o que se hayan efectuado exámenes forenses. Estos actos se encuentran pendientes de ser realizados 
en el marco de la investigación en curso.  

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

191. En otras oportunidades esta Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad 
en el marco de la obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias 

con toda acuciosidad. En este sentido, este Tribunal ha especificado los principios rectores que es 
preciso observar en una investigación cuando se está frente a una muerte violenta. Las autoridades 
estatales que conducen una investigación de este tipo deben intentar, como mínimo, inter alia: i) 
identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte, 
con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal de los responsables; iii) identificar 
posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; iv) 
determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que 
pueda haber causado la muerte, y v) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y 
homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar 
autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y 
empleando los procedimientos más apropiados. Este Tribunal ha establecido que la falta de 
protección adecuada de la escena del crimen puede afectar la investigación, por tratarse de un 
elemento fundamental para su buen curso. 

192. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del crimen, 
los investigadores deben, como mínimo, fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el 
cuerpo como se encontró y después de moverlo; todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u 

 

115 Los hechos del presente caso se contextualizan durante la época de la dictadura chilena. El 16 de septiembre 
de 1973, el señor García Lucero fue detenido por Carabineros en Santiago de Chile, y fue llevado al edificio de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). Posteriormente, fue trasladado a 
diferentes dependencias policiales y centros de detención en los que permaneció incomunicado y fue torturado 
de diversas maneras. Luego de ello, en diciembre de 1973, fue trasladado al Campo de Concentración 
“Chacabuco”, ubicado en Antofagasta, donde permaneció recluido 13 meses. En virtud de lo establecido en el 
Decreto-Ley No. 81 del año 1973 el señor García Lucero fue expulsado de Chile el 12 de junio de 1975. Desde 
aquella fecha vive en el Reino Unido. Con el propósito de ser reconocido como “exonerado político”, el señor 
García Lucero remitió desde Londres, Reino Unido, una carta de fecha 23 de diciembre de 1993 al Programa de 
Reconocimiento al Exonerado Político en Chile. En la carta, entre otras manifestaciones, el señor García Lucero 
se refirió a la tortura que sufrió mientras estuvo detenido y a las lesiones ocasionadas por las torturas recibidas. 
Como resultado de ello, el señor García Lucero recibe tres tipos de compensaciones monetarias bajo distintas 
leyes. Actualmente, el señor García Lucero sufre diversos padecimientos de índole física y psicológica, los mismo 
que requieren tratamientos médicos y terapéuticos. Adicionalmente, tiene discapacidad mental y física. 
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otras pistas deben ser recogidas y conservadas; examinar el área en busca de huellas de zapatos o 
cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier 
observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la evidencia 
coleccionada. Una de las acciones en el sitio del hallazgo de mayor riesgo es la manipulación del 
cadáver, el cual no debe ser manipulado sin la presencia de profesionales, quienes deben examinarlo 
y movilizarlo adecuadamente según la condición del cuerpo. El Protocolo de Minnesota establece, 
entre otras obligaciones, que al investigar una escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al 
cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso a la misma. Mientras ello no 
suceda debe evitarse cualquier contaminación de la misma y mantenerla bajo custodia permanente. 
Además es fundamental como lo establece el Protocolo de Minnesota que “los funcionarios 

encargados del cumplimiento de la ley y otros investigadores no médicos […] coordin[en] sus 

actividades […en el lugar con el] personal médico”116.  

193. Además, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una muerte exige el 
mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. Ello consiste en llevar 
un registro escrito preciso, complementado, según corresponda, por fotografías y demás elementos 
gráficos para documentar la historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de 
diversos investigadores encargados del caso. 

194. En cuanto a las autopsias, como lo ha señalado la Corte, tienen como objetivo recolectar, 
como mínimo, información para identificar a la persona muerta, la hora, la fecha, causa y forma de 
muerte. Éstas deben respetar ciertas formalidades básicas, como indicar la fecha y hora de inicio y 
finalización, así como el lugar donde se realiza y el nombre del funcionario que la ejecuta. Asimismo, 
se debe, inter alia, fotografiar adecuadamente el cuerpo; tomar radiografías del cadáver, de su bolsa 
o envoltorio y después de desvestirlo, documentar toda lesión. Se debe documentar la ausencia, 
soltura o daño de los dientes, así como cualquier trabajo dental, y examinar cuidadosamente las áreas 
genital y para-genital en búsqueda de señales de abuso sexual […]. Asimismo, el Manual de Naciones 
Unidas indica que en los protocolos de autopsia se debe anotar la posición del cuerpo y sus 
condiciones, incluyendo si está tibio o frío, ligero o rígido; proteger las manos del cadáver, registrar 
la temperatura del ambiente y recoger cualquier insecto. 

198. De todo lo expuesto se desprende que el Estado no realizó las diligencias indispensables a 

partir del hallazgo, el 18 de diciembre de 2001, del cuerpo de María Isabel. En esta primera etapa se 
presentaron diversas irregularidades que han repercutido en la investigación y que difícilmente 
podrían ser subsanadas por tardías diligencias, a saber: a) falta de aseguramiento del lugar del 
hallazgo del cadáver; b) falta de rigurosidad en la inspección ocular; c) deficiencias en la elaboración 
del acta de levantamiento del cadáver; d) traslado inadecuado del cadáver; e) recolección inadecuada 
de las evidencias y su manejo indebido; f) no se aseguró la cadena de custodia de las evidencias, y g) 
necropsia incompleta. 

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281117. 

 

116 Cfr. Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias 
de Naciones Unidas (Protocolo de Minnesota), supra. 
117 Al momento de la ocurrencia de los hechos existía una seria problemática de abusos policiales en diversos 
estados de Venezuela, incluyendo el estado de Aragua y que los hermanos Igmar Alexander y Eduardo José, 
ambos de apellidos Landaeta Mejías, de 18 y 17 años de edad respectivamente, tras amenazas y hostigamientos, 
perdieron la vida con motivo de actuaciones de los funcionarios del Cuerpo de Seguridad y Orden Público del 
estado de Aragua (CSOP). En este sentido, el 17 de noviembre de 1996, Igmar Alexander Landaeta Mejías falleció 
a causa de dos impactos de bala, en el marco de un presunto enfrentamiento con agentes policiales de 
inteligencia, quienes tras dichos eventos trasladaron su cuerpo al Centro Ambulatorio Tipo III de Turmero y 
luego se retiraron sin identificarse. Respecto de Eduardo José Landaeta Mejías, de 17 años de edad, la Corte 
corroboró que el 29 de diciembre de 1996, es decir un mes y medio después de la muerte de su hermano, fue 
detenido por agentes del CSOP del estado de Aragua, y llevado al Cuartelito del Barrio de San Carlos, en relación 
con una supuesta averiguación que se instruía ante la Seccional de Mariño, y posteriormente trasladado al 
Cuartel Central. Luego de ello, falleció en custodia de policías del CSOP del estado de Aragua, durante el traslado 
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227. La Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de la 
obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con toda 
acuciosidad. En este sentido, este Tribunal ha especificado los principios rectores que son precisos 
observar en una investigación cuando se está frente a una muerte violenta, tal como se desprende de 
los hechos del presente caso. Las autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo 
deben realizar como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material 
probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal 
de los responsables; iii) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la 
muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como 
cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir entre muerte natural, 

muerte accidental, suicidio y homicidio. Las autopsias y análisis de restos humanos deber realizarse 
en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. 
En el mismo sentido: Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306, párr.137; Caso Velásquez 
Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr.151. 

228. De igual manera, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen y deben 
realizarse algunas diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los elementos de 
prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación. En este sentido, los estándares 
internacionales señalan que, en relación con la escena del crimen, los investigadores deben, como 
mínimo: fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y 
después de moverlo; recoger y conservar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras 
pistas deben ser recogidas y conservadas; examinar el área en busca de huellas de zapatos o 
cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y hacer un informe detallando cualquier 
observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la evidencia 
coleccionada. El Protocolo de Minnesota establece, entre otras obligaciones, que al investigar una 
escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y 
su equipo, el ingreso a la misma. En el mismo sentido: Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie 
C No. 306, párr. 138; Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 152. 

 

del Comando Central de la Policía a la Seccional de Mariño, luego de haber estado detenido por un periodo mayor 
a 38 horas. El protocolo de autopsia identificó la existencia de lesiones adicionales a las causadas por los 
impactos de proyectil. Como consecuencia de ambas muertes se iniciaron investigaciones y procesos penales 
con el fin de identificar a los presuntos responsables e imponer las sanciones correspondientes. Respecto de 
Igmar Landaeta, se adelantó un proceso penal contra los dos agentes policiales que participaron en los hechos. 
El 13 de octubre de 2000, el Juzgado Segundo del Régimen Procesal Transitorio emitió sentencia de primera 
instancia en la cual absolvió a uno de ellos y condenó al otro a la pena de 12 años de prisión. La defensa presentó 
un recurso de apelación contra la sentencia condenatoria que fue resuelto por la Corte de Apelaciones, por medio 
del cual se confirmó la condena dictada por la primera instancia. Contra esta sentencia se interpuso un recurso 
de casación, resuelto por la Sala de Casación del Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual ordenó la 
anulación de la apelación y la reposición de la causa al estado en que la Corte de Apelaciones resolviera el recurso 
nuevamente. Finalmente, la Corte de Apelaciones emitió una nueva sentencia el 10 de noviembre de 2003 en 
donde se decidió el sobreseimiento del caso a favor del inicialmente condenado. La causa fue posteriormente 
remitida al Archivo Judicial Central. Respecto de Eduardo Landaeta, el Tribunal constató que las investigaciones 
se iniciaron luego de su muerte, así como ciertas diligencias de investigación. En virtud de ello, se instauró un 
proceso penal en contra de tres agentes policiales quienes fueron absueltos en diciembre de 2011 con base en 
la ausencia de prueba suficiente sobre su responsabilidad penal. Dicha decisión fue apelada por la Fiscalía 
debido a la falta de motivación de la misma y por causa de vicios en ciertas notificaciones. Por ello, el 30 de 
octubre de 2012, la Corte de Apelaciones anuló la decisión de primera instancia y ordenó la celebración de un 
nuevo juicio oral, el que se encuentra en curso en la actualidad, habiendo transcurrido más de 17 años de 
iniciado el proceso. 
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233.  Este Tribunal resalta que la autopsia debe respetar ciertas formalidades básicas y tiene como 
objetivo recolectar, como mínimo, información para identificar a la persona fallecida, la hora, fecha, 
causa y forma de la muerte […] 

234. […]De igual manera, este Tribunal corroboró que la experticia de reconocimiento legal y de 
comparación balística no se hizo respecto de las armas utilizadas por los agentes policiales. Estas no 
les fueron decomisadas a los policías involucrados y no consta en el expediente una diligencia de 
comparación balística entre los proyectiles que le causaron la muerte a Igmar Landaeta y los 
utilizados por las autoridades, ni la toma de huellas dactilares de las armas de los funcionarios 
policiales. Esta Corte considera que ello reviste una especial importancia, ya que las pruebas 
balísticas deberían hacerse cada vez que un arma de fuego ha sido utilizada, sobre todo si se está 

llevando a cabo una investigación en donde están involucrados agentes estatales y donde se debe 
determinar la cantidad de disparos proferidos por dichas autoridades, a efectos de contribuir con el 
esclarecimiento de si el uso de la fuerza por parte de los policías fue necesario y proporcional con el 
fin de agotar todas las líneas de investigación para la consecución de la verdad. En este sentido, la 
propia legislación interna vigente al momento de los hechos establecía la necesidad de identificar las 
armas utilizadas, su especie y su calibre. 

236.  En virtud de lo expuesto, el Tribunal considera que, la falta de exhaustividad en el 
tratamiento de la escena del crimen y de la autopsia, las falencias en la preservación de la zona de los 
hechos, así como la ausencia de otras diligencias de importancia o la realización deficiente de algunas 
de ellas, demuestran falta de diligencia del Estado en la recuperación y preservación de material 
probatorio. Todo ello generó la carencia de elementos técnicos certeros e imprescindibles ante las 
versiones contradictorias de los hechos […], y derivó en la imposibilidad del esclarecimiento de la 
verdad de lo ocurrido.  

254. Adicionalmente a lo establecido por este Tribunal y por los estándares internacionales para 
casos de muertes violentas […], la Corte considera pertinente enfatizar que en casos de muertes en 
custodia de agentes estatales, el Estado debe guiar su actuación tomando en cuenta ciertos criterios 
específicos relevantes, inter alia: i) una investigación ex officio, completa, imparcial e independiente, 
tomando en cuenta el grado de participación de todos los agentes estatales; ii) brindar a la 
investigación un cierto grado de escrutinio público en razón del interés público que podría generarse 
en virtud de la calidad de los presuntos agentes involucrados; iii) apersonarse inmediatamente a la 
escena de los hechos y darle tratamiento de una escena del crimen, así como preservarla con el fin 
de proteger toda evidencia y realizar pruebas balísticas cuando armas de fuego hayan sido utilizadas, 
especialmente por agentes del Estado; iv) identificar si el cuerpo ha sido tocado o movido y establecer 
la secuencia de eventos que podrían haber llevado a la muerte, así como llevar a cabo un examen 
preliminar del cuerpo para asegurar cualquier evidencia que podría perderse al manipularlo y 
transportarlo, y v) realizar una autopsia por profesionales capacitados que incluyan cualquier 
prueba que indique presuntos actos de tortura por agentes estatales. 

271. Asimismo, el Tribunal observa que la investigación de una muerte en custodia puede revelar 
un patrón o práctica directa o indirectamente vinculada con ella. En tales situaciones, la investigación 
debe hacer frente a las posibles causas de raíz y prevenir este tipo de incidentes. A ese respecto, los 
Estados deben: a) recabar la información esencial relativa a las personas bajo custodia, tales como el 
tiempo y lugar de su detención; b) el estado de su salud a su llegada al lugar de detención; c) el 
nombre de las personas responsables de mantenerlos en custodia, o en el momento, y d) el lugar de 

su interrogatorio debe ser registrado y puesto a disposición de procedimientos judiciales o 
administrativos. 

275. La Corte concluye que con respecto a las investigaciones y el proceso penal incoado por la 
muerte de Eduardo Landaeta, el Estado no llevó a cabo una averiguación diligente debido a falencias 
durante la recolección de pruebas, las cuales implicaron la actuación de diligencias de importancia 
más de ocho años después de sucedidos los hechos. Asimismo, el Tribunal concluye que el Estado no 
siguió líneas conjuntas de investigación en relación con la muerte de Igmar Landaeta, a pesar de los 
indicios de conexidad existentes entre ambas muertes. De igual manera, este Tribunal considera que 
el proceso penal presentó serios retrasos procesales e irregularidades destacadas por las propias 
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autoridades internas, por lo que no se ha llevado a cabo en un plazo razonable, con el fin de esclarecer 
los hechos y sancionar a los responsables […] En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado 
es responsable internacionalmente por la violación de los derechos establecidos en los artículos 8.1 
y 25.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los familiares de Eduardo Landaeta […]. 

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 
283118. 

 

118  Entre 1962 y 1996, tuvo lugar en Guatemala un conflicto armado interno que provocó grandes costos 
humanos, materiales, institucionales y morales. Con posterioridad a la firma de los acuerdos de paz suscritos 
con el propósito de finalizar el conflicto armado interno en Guatemala, los y las defensoras de derechos humanos 
en dicho Estado continuaron enfrentando un contexto de amenazas y ataques en contra de su vida e integridad 
personal, entre otros derechos. Ello creó una particular situación de vulnerabilidad de quienes buscaban la 
protección o promoción de los derechos económicos, culturales y sociales, así como la verdad y la justicia en 
relación con las violaciones a los derechos humanos cometidas durante dicho conflicto. Los principales autores 
de dichas amenazas y ataques eran grupos clandestinos y las propias fuerzas de seguridad del Estado, siendo 
que la impunidad derivada de la falta de investigación y sanción frente a esos hechos propició su continuidad y 
su incremento durante el período mencionado. El 26 de noviembre de 2003 la defensora de derechos humanos 
B.A. interpuso una denuncia ante la Fiscalía Distrital de Santa Lucía Cotzumalguapa, mediante la cual señaló que 
un ex kaibil del Ejército guatemalteco había amenazado a través de una llamada telefónica a ella y a su hijo, y 
que dicha persona había amenazado a su hermana en una ocasión anterior. Asimismo, el 20 de febrero de 2004 
la señora B.A. compareció al Centro de Mediación del Organismo Judicial de Escuintla para denunciar que fue 
víctima de amenazas recibidas por parte de otra persona. El 20 de diciembre de 2004 el cadáver de su padre y 
defensor de derechos humanos A.A. fue encontrado en la cinta asfáltica, con tres impactos de proyectil de arma 
de fuego. Debido a la muerte del señor A.A. se realizaron nueve días de rezos que organizó la familia, con la 
asistencia de vecinos de la localidad y de conformidad con sus costumbres religiosas. Durante dicho período, se 
puso en conocimiento de la Procuraduría de Derechos Humanos y del entonces Alcalde Municipal de Santa Lucía 
Cotzumalguapa, la existencia de actos intimidatorios en contra de B.A. y su familia por grupos de personas 
desconocidas que se conducían fuertemente armadas y que se presentaban en horas de la noche disparando en 
las cercanías de la casa de la familia. En respuesta, el 22 y 23 de diciembre de 2004 el Auxiliar Departamental 
de la Procuraduría de los Derechos Humanos solicitó a distintas dependencias de la Policía Nacional Civil brindar 
medidas de seguridad perimetral y personal a favor de B.A. y su familia, sin que se haya dispuesto medida alguna 
al respecto. Por su parte, mediante el accionar del Alcalde Municipal, agentes de la Policía Municipal de Tránsito 
realizaron patrullajes al área y acompañamiento a la familia durante los nueve días de rezos mencionados. 
Concluidos los nueve días de rezos, en la noche del 31 de diciembre de 2004, la defensora de derechos humanos 
B.A., su hermana, su madre y los cuatro hijos de aquellas, entre los cuales se encontraban dos niños y una niña, 
salieron de sus casas, de la Aldea Cruce de la Esperanza y del Municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa, 
acompañados por la Policía Municipal de Tránsito de Santa Lucía. La familia se trasladó inicialmente hacia la 
Ciudad de Escuintla, cabecera del Departamento. Un grupo familiar se instaló en otra parte del país, mientras 
que otro grupo tomó la decisión de buscar refugio en México. Este último grupo, durante el año 2005 inició, dio 
seguimiento y obtuvo la calidad de “no inmigrante refugiado”, otorgándoseles el permiso para permanecer en 
aquél país. A su vez, regresaron a Guatemala y al Municipio de Santa Lucía Cotzumalguapa en el mes de febrero 
de 2006, pero sin volver a regresar a la Aldea Cruce de la Esperanza. Es decir, después de salir de dicha aldea el 
31 de diciembre de 2004 no volvieron a regresar a su lugar de residencia habitual. Debido a la muerte del 
defensor en derechos humanos A.A., el 22 de diciembre de 2004 la Procuraduría de los Derechos Humanos de 
Escuintla abrió una investigación, en la que el 8 de junio de 2005 se resolvió “[d]eclarar la violación del derecho 
humano a la vida del señor [A.A.]”. Asimismo, se inició una investigación penal ante la Fiscalía Municipal del 
Ministerio Público de Santa Lucía Cotzumalguapa, la cual remitió el caso a la Fiscalía Especial de Derechos 
Humanos de Guatemala el 21 de marzo de 2005, misma que tramitó la investigación ante la Unidad Fiscal de 
Delitos contra Activistas de Derechos Humanos. Dicha investigación penal estuvo basada en tres hipótesis 
preliminares. Primero, que la muerte podría haber devenido de alguna controversia con algún grupo del sector 
por su actividad política, es decir, por razones políticas e ideológicas. Segundo, que la muerte podría haberse 
ocasionado con motivo de los conflictos en la administración en la Escuela de Autogestión Comunitaria 
República de México de la aldea Cruce de la Esperanza. Tercero, que la muerte había ocurrido con motivo de que 
el señor A.A. había presenciado la muerte de un joven en ese sector. Por otro lado, el 21 de enero de 2005 la 
señora B.A. presentó una denuncia ante el Ministerio Público, mediante la cual denunció que fue víctima de un 
supuesto atentado ocurrido el 14 de enero de 2005 mientras se dirigía en un vehículo pick up de Santa Lucia 
Cotzumalguapa hacia Escuintla. Sin embargo, el caso de B.A. fue desestimado el 28 de febrero del 2008 por el 
Juzgado de Primera Instancia de Santa Lucia Cotzumalguapa. 
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200. La Corte ha señalado en su jurisprudencia reiterada que el deber de investigar es una 
obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 
propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus 
familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. La investigación debe ser seria, 
imparcial y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual castigo de los autores de los hechos. La obligación referida se mantiene 
“cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, 
pues, si sus actos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el 
poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado”. Asimismo, la 

debida diligencia exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y 
averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. De otro modo, la investigación 
no es efectiva en los términos de la Convención. 

201. No escapa a la Corte que, en este caso, las investigaciones desarrolladas respecto a la muerte 
violenta de A.A. y las amenazas a la familia A se mantienen en la órbita del Ministerio Público. Sobre 
el particular, es jurisprudencia de la Corte que las garantías del artículo 8.1 de la Convención no se 
aplican solamente a la actividad judicial. En particular, en relación con la actividad de las autoridades 
encargadas de las investigaciones, la Corte ha establecido que, dependiendo de las circunstancias del 
caso, puede tener que analizar los procedimientos que se vinculan y constituyen el presupuesto de 
un proceso judicial, particularmente, las tareas de investigación de cuyo resultado depende el inicio 
y el avance del mismo. Por supuesto, en dichos casos el análisis de las garantías del artículo 8.1 en la 
órbita de la actividad del Ministerio Público se aplican mutatis mutandis en lo que corresponda. 

204. La Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de la 
obligación de investigar una muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con toda 
acuciosidad. En este punto, en cuanto al manejo de la escena del crimen, el levantamiento y 
tratamiento del cadáver de la víctima, la necropsia, así como el mantenimiento de la cadena de 
custodia de todo elemento de prueba forense, en su jurisprudencia y siguiendo el Manual sobre la 
Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de 
Naciones Unidas (Protocolo de Minnesota), la Corte ha sustentado que deben realizarse algunas 
diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los elementos de prueba y evidencias 
que puedan contribuir al éxito de la investigación. En este sentido, ha especificado los principios 
rectores que es preciso observar en una investigación cuando se está frente a una muerte violenta. 
En razón de lo anterior, la Corte nota que el argumento estatal que cuestiona la evaluación de las 
investigaciones a la luz del Protocolo de Minnesota […], carece de sustento. 

205. La Corte ha especificado que las autoridades estatales que conducen una investigación de 
este tipo deben intentar como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar 
el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial 
investigación penal de los responsables; iii) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones 
en relación con la muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la 

muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir 
entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar 
exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en 
forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. 

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289119. 

 

119 Los hechos del presente caso se enmarcan dentro del conflicto vivido en Perú entre los años 1980 y 2000, 
entre los grupos armados insurgentes y agentes de las fuerzas policiales y militares. Dicho conflicto se agudizó, 
conformándose prácticas sistemáticas de violaciones a los derechos humanos, entre las cuales se encontraban 
desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales de personas sospechosas de pertenecer a grupos armados 
insurgentes, llevadas a cabo por agentes estatales por órdenes de jefes militares y superiores. Hubo también 
prácticas generalizadas de violencia sexual, que afectaron mayoritariamente a las mujeres, lo que se enmarcó 
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248. Así, en primer lugar, la Corte considera que, en cuanto a las entrevistas que se realicen a una 
persona que afirma haber sido sometida a actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer 
lo que considere relevante con libertad, por lo que los funcionarios deben evitar limitarse a formular 
preguntas; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente incómodo al 
hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la 
presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momento de su detención 
inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante su permanencia 
bajo custodia estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los métodos 
presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la declaración detallada. En 
casos de que la alegada tortura incluya actos de violencia o violación sexual, dicha grabación deberá ser 

consentida por la presunta víctima.  
 
255.  Al respecto, en cuanto a la investigación de casos de tortura, el Protocolo de Estambul señala 
que resulta “particularmente importante que [el] examen [médico] se haga en el momento más 
oportuno” y que “[d]e todas formas debe realizarse independientemente del tiempo que haya 
transcurrido desde el momento de la tortura”120. No obstante, dicho Protocolo advierte que, “[p]ese a 
todas las precauciones, los exámenes físicos y psicológicos, por su propia naturaleza, pueden causar un 
nuevo traumatismo al paciente provocando o exacerbando los síntomas de estrés postraumático al 
resucitar efectos y recuerdos dolorosos”121. 
 
Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307. 
 
154. En cuanto a las autopsias, como lo ha señalado la Corte, tienen como objetivo recolectar, como 
mínimo, información para identificar a la persona muerta, la hora, la fecha, causa y forma de muerte. 
Estas deben respetar ciertas formalidades básicas, como indicar la fecha y hora de inicio y finalización, 
así como el lugar donde se realiza y el nombre del funcionario que la ejecuta. Asimismo, se debe, inter 
alia, fotografiar adecuadamente el cuerpo; tomar radiografías del cadáver, de su bolsa o envoltorio y 
después de desvestirlo, documentar toda lesión. Se debe documentar la ausencia, soltura o daño de los 
dientes, así como cualquier trabajo dental, y examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital 
en búsqueda de señales de abuso sexual. Asimismo, el Manual de Naciones Unidas indica que en los 

protocolos de autopsia se debe anotar la posición del cuerpo y sus condiciones, incluyendo si está tibio 
o frío, ligero o rígido; proteger las manos del cadáver, registrar la temperatura del ambiente y recoger 
cualquier insecto. 
 

 

en un contexto más amplio de discriminación contra la mujer. Además, contaban con una legislación 
antiterrorista que, adoptada en 1992, institucionalizó las prácticas mencionadas anteriormente y la impunidad 
para las fuerzas de seguridad, y tipificaba los delitos de terrorismo y traición a la patria En dicho contexto, Gladys 
Espinoza Gonzáles fue detenida junto a su pareja Rafael Salgado, el 17 de abril de 1993 en Lima, por la División 
de Investigación de Secuestros (DIVISE) de la Policía Nacional de Perú, como sospechosa del secuestro de un 
empresario. Gladys había sido sometida a abuso sexual y maltratos físicos, certificándose por el médico legista 
la presencia de hematomas y lesiones en diversas partes del cuerpo. El 25 de junio de 1993 el Juez Instructor 
Militar Especial condenó a Gladys por el delito de traición a la patria, resolución que fue declarada nula en 
febrero de 2003 por la Corte Suprema. El 1 de marzo de 2004 la Sala Nacional de Terrorismo condenó a Gladys 
por delito contra la Tranquilidad Pública-Terrorismo, y se le impuso posteriormente una pena privativa de 
libertad de 25 años. En las diversas oportunidades, Gladys declaró haber sido víctima de tortura, violación y 
otras formas de violencia sexual durante su detención. A pesar de que se denunció desde 1993, no hubo 
investigación con respecto a esos hechos. Recién el año 2011, y ante el informe de admisibilidad de la Comisión 
IDH del presente caso, se puso en marcha el procedimiento y en mayo del 2014, el Primer Juzgado Penal Nacional 
ejerció la acción penal contra varias personas por los delitos de secuestro, violación sexual y tortura. 
120 Protocolo de Estambul, supra, párr. 104. 
121 Protocolo de Estambul, supra, párr. 149. 
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Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C 
No. 318122. 

 

122 Los hechos del caso se relacionan con la Hacienda Brasil Verde, ubicada en el estado de Pará. En particular, 
se constató que a partir de 1988 se presentaron una serie de denuncias ante la Policía Federal y el Consejo de 
Defensa de los Derechos de la Persona Humana (CDDPH), por la práctica de trabajo esclavo en dicha Hacienda, 
y por la desaparición de dos jóvenes. En 1996, el Grupo Móvil de Fiscalización del Ministerio del Trabajo (MPT) 
fiscalizó la Hacienda y determinó la existencia de irregularidades como la falta de registro de los empleados y, 
condiciones contrarias a las disposiciones laborales. En 1997, dos trabajadores declararon ante la Policía 
Federal de Pará haber trabajado y escapado de la Hacienda. El primero manifestó que un “gato” lo había 
contratado y que, al llegar a la Hacienda, ya debía dinero por hospedaje y utensilios. Ambos declararon que los 
trabajadores eran amenazados de muerte en caso de denuncia o fuga, y que eran escondidos durante las 
fiscalizaciones. Con base en ello, el Grupo Móvil realizó una nueva fiscalización y concluyó que: i) los 
trabajadores se encontraban albergados en cobertizos cubiertos de plástico y paja con una “total falta de 
higiene”; ii) varios trabajadores eran portadores de enfermedades de la piel, no recibían atención médica y el 
agua no era apta para el consumo; iii) todos los trabajadores habían sufrido amenazas, inclusive con armas de 
fuego, y iv) los trabajadores declararon no poder salir de la Hacienda. Asimismo, comprobó la práctica de 
esconderlos. Se encontraron 81 personas. Consecuentemente, el Ministerio Público Federal (MPF) presentó una 
denuncia contra el “gato” y el gerente de la Hacienda, por los delitos trabajo esclavo, atentado contra la libertad 
del trabajo y tráfico de trabajadores; y contra el propietario del inmueble rural por frustrar derechos laborales. 
En 1999, la justicia federal autorizó la suspensión condicional por dos años del proceso contra el propietario de 
la Hacienda, a cambio de la entrega de seis canastas básicas a una entidad de beneficencia. En 2001, en relación 
a los otros dos denunciados, el juez federal declaró la incompetencia para juzgar el proceso, por lo que los autos 
se enviaron a la justicia estadual, la cual en 2004 se declaró incompetente. En 2007 el Superior Tribunal de 
Justicia decidió que la jurisdicción competente para el delito de trabajo esclavo era la federal. En 2008, se declaró 
extinta la acción penal. En 2000, el “gato” conocido como “Meladinho” reclutó a trabajadores en el Municipio de 
Barras, Piauí, para trabajar en la Hacienda Brasil Verde, ofreciéndoles un buen salario e incluso un adelanto. 
Además, les ofreció transporte, alimentación y alojamiento durante su estadía en la hacienda. Para llegar a la 
Hacienda, los trabajadores tuvieron que viajar durante varios días en bus, tren y camión. Respecto del tren, 
describieron que compartieron el espacio con animales. Además, tuvieron que alojarse en un hotel, con el cual 
quedaron endeudados. Cuando llegaron a la Hacienda, los trabajadores se percataron de que lo ofrecido no era 
cierto, además les obligaron a entregar sus cédulas de trabajo (CTPS) y a firmar documentos en blanco, práctica 
conocida en virtud de anteriores inspecciones. En la Hacienda dormían en ranchos sin electricidad, camas ni 
armarios. El techo era de lona, lo que generaba la entrada de agua. En los ranchos dormían decenas de 
trabajadores, en hamacas o redes. El sanitario y la ducha se encontraban en muy mal estado, afuera del rancho 
entre la vegetación, y no contaba con paredes ni techo. Además, producto de la suciedad de los baños, algunos 
preferían hacer sus necesidades corporales en la vegetación y bañarse en una quebrada, o no bañarse. La 
alimentación era insuficiente, repetitiva, de mala calidad y descontada de sus salarios. La rutina diaria de trabajo 
era de 12 horas o más, con un descanso de media hora para almorzar y solamente un día libre a la semana. En 
virtud de esas condiciones, los trabajadores se enfermaban con regularidad, sin embargo, no se les daba atención 
médica. Además, para recibir el salario debían cumplir con una meta de producción, la cual era difícil de alcanzar, 
por lo que algunos no recibían pago por sus servicios. Las labores las realizaban bajo órdenes, amenazas y 
vigilancia armada. Lo anterior, les generaba deseo de huir, sin embargo, la vigilancia, la carencia de salario, la 
ubicación aislada de la hacienda y su alrededor con la presencia de animales salvajes, lo impedía. En marzo de 
2000, luego de haber sido maltratados física y verbalmente, dos jóvenes lograron escapar y caminaron por días 
hasta llegar a la Policía Federal de Marabá. Allí el funcionario no les ofreció ayuda debido al asueto por carnaval. 
Días después fueron orientados a acudir a la Comisión Pastoral de la Tierra (CPT) de Marabá. El agente policial 
contactó al Ministerio del Trabajo, el cual organizó posteriormente una inspección a la Hacienda, en compañía 
de la Policía Federal. Durante la inspección, entrevistaron a los trabajadores, quienes manifestaron su “decisión 
unánime de salir”. Los inspectores del Ministerio del Trabajo obligaron a un encargado de la hacienda a pagar 
los montos indemnizatorios laborales para finiquitar los contratos laborales y a regresar las cédulas de trabajo. 
El informe de la fiscalización señaló que había 82 personas trabajadores en situación de esclavitud. Tras dicha 
fiscalización se presentó una acción civil pública ante la Justicia del Trabajo, contra el propietario, destacándose 
que podía concluirse que: i) la Hacienda Brasil Verde mantenía a los trabajadores en un sistema de cárcel 
privada; ii) quedaba caracterizado el trabajo en régimen de esclavitud, y iii) la situación se agravaba al tratarse 
de trabajadores rurales, analfabetos y sin ninguna ilustración, quienes habían sido sometidos a condiciones de 
vida degradantes. En julio de 2000 se llevó a cabo la audiencia, durante la cual el acusado se comprometió a no 
emplear a trabajadores en régimen de esclavitud y a mejorar las condiciones de estancia bajo pena de multa. En 
agosto del mismo año el procedimiento fue archivado.  
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364.  La Corte reitera que en el presente caso existía una debida diligencia excepcional que era 
necesaria en atención de la particular situación de vulnerabilidad en que se encontraban los 
trabajadores de la Hacienda Brasil Verde y a la extrema gravedad de la situación que le fue 
denunciada al Estado; por lo que era imperativo tomar las medidas pertinentes con el fin de evitar 
retrasos en la tramitación de los procesos, de manera que se garantizara la pronta resolución y 
ejecución de los mismos. En ese sentido el Tribunal Europeo también ha indicado que se exige una 
diligencia especial en aquellos casos en los cuales está en juego la integridad de la persona, y ha 
señalado que existe una obligación positiva de penalizar e investigar cualquier acto dirigido a 
mantener una persona en situación de esclavitud, servidumbre o trabajo forzoso. Además, ha 
establecido que la obligación de investigar la trata de personas no debe depender de una denuncia, 

sino que una vez que las autoridades toman conocimiento de la situación debe actuar de oficio. 
Finalmente, se ha señalado que el requisito de debida diligencia está implícito en todos los casos, 
pero cuando existe la posibilidad de rescatar a las personas de la situación denunciada, la 
investigación debe ser emprendida con urgencia. 

Corte IDH. Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 285. 

150. La Corte considera que en las investigaciones realizadas no se ha tenido en cuenta el 
contexto de los hechos, la complejidad de los mismos, los patrones que explican su comisión, el 
complejo entramado de personas involucradas, ni la especial posición dentro de la estructura estatal, 
en esa época, de las personas que pudieran ser responsables. Sobre este punto, la Corte ha 
considerado que en hechos como los que se alegan en este caso, habida cuenta del contexto y la 
complejidad de los mismos, es razonable considerar que existan diferentes grados de 
responsabilidad a diferentes niveles. Sin embargo, esto no se encuentra reflejado en las 
investigaciones. En consecuencia, tampoco se observa que las autoridades encargadas de las 
investigaciones hubieran seguido líneas de investigación claras y lógicas que hubieran tomado en 
cuenta esos elementos. Más aún, se observan carencias al recabar prueba. En tal sentido, la Corte 
considera que el Estado no ha actuado con diligencia respecto de esta obligación. 

154. La Corte evidencia que en los casos sobre los que ha tenido conocimiento no ha existido una 
estrategia de investigación seria y decidida, que conduzca a la identificación y juzgamiento de los 
presuntos responsables. Sobre el particular, en casos como éste, la Corte ha considerado que las 
autoridades encargadas de la investigación tienen el deber de asegurar que en el curso de las mismas 
se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves violaciones de los 
derechos humanos, como las del presente caso. Es decir, no pueden ser considerados como hechos 
aislados. Por tanto, en aras de garantizar su efectividad, la investigación debe ser conducida tomando 
en cuenta la complejidad de este tipo de hechos, que ocurrieron en el marco de operativos de 
contrainsurgencia de la Fuerza Armada, y la estructura en la cual se ubicaban las personas 
probablemente involucradas en los mismos. Es así que corresponde al Estado hacer uso pleno de sus 
potestades investigativas con el fin de evitar toda omisión en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación, a fin de lograr una eficaz determinación del paradero 

de las víctimas desaparecidas, el esclarecimiento de lo sucedido, la identificación de los responsables 
y su posible sanción. En el mismo sentido: Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314, párr. 177. 

159. En suma, correspondía a las autoridades encargadas de impulsar las investigaciones y 

encauzar éstas correcta y oportunamente desde sus inicios para individualizar e identificar a los 
responsables de la desaparición, así como para determinar el destino o dar con el paradero de José 
Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio 
Bonilla y Ricardo Abarca Ayala, todo ello en función del contexto en el que ocurrieron. Para la Corte, 
las acciones de las autoridades encargadas de impulsar las investigaciones no han sido exhaustivas 
y no han permitido el avance en las investigaciones ni la determinación de líneas de investigación 
consecuentes. Asimismo, es menester recalcar que la investigación interna presenta en su primera 
etapa un largo período de inactividad debido a la ausencia de actividad procesal ex officio por parte 
del órgano a cargo de la investigación, lo cual a juicio de la Corte comprometió la seriedad y debida 
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diligencia de la misma, ya que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecta indebidamente la 
posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan esclarecer los hechos y 
determinar las responsabilidades que correspondan. 

Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325123 

296. En este punto, debe explicarse, de modo acorde a lo señalado antes […], que la Corte puede 
verificar, como un aspecto de la diligencia debida, si se siguieron o no en el ámbito interno líneas 
lógicas de investigación, pero no puede determinar si, luego de efectuadas las indagaciones 
correspondientes, la conclusión que a partir de ello efectuaron las autoridades internas competentes 
sobre los hechos, su autoría y responsabilidad, es o no correcta, pues la evaluación de la prueba 
producida en procesos internos, la interpretación y aplicación del derecho interno y la determinación 
de responsabilidades individuales compete a tales autoridades. Debe recordarse que este Tribunal 
ha explicado que “la obligación del Estado de investigar consiste principalmente en la determinación 
de las responsabilidades y, en su caso, en su procesamiento y eventual condena”. Habiendo existido 
una investigación que haya logrado determinar los hechos y las personas responsables, no cabe 
presumir fallas en la debida diligencia. 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333. 

174. La Corte ha expresado de manera reiterada que los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos 
(artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 

garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona 
que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

175. Este deber de “garantizar” los derechos implica la obligación positiva de adopción, por parte 
del Estado, de una serie de conductas, dependiendo del derecho sustantivo específico de que se trate.  

176. Esa obligación general se ve especialmente acentuada en casos de uso de la fuerza letal por 
parte de agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento de que los agentes de seguridad han 
hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, el Estado también está obligado a determinar 
si la privación de la vida fue arbitraria o no. Esta obligación constituye un elemento fundamental y 
condicionante para la protección del derecho a la vida que se ve anulado en esas situaciones.  

177. En casos en que se alega que ocurrieron ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los 
Estados realicen una investigación efectiva de la privación arbitraria del derecho a la vida reconocido 
en el artículo 4 de la Convención, orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 
captura, enjuiciamiento y, eventual, sanción de los autores de los hechos. Este deber se hace más 
intenso cuando están o pueden estar involucrados agentes estatales que detienen el monopolio del 
uso de la fuerza. Además, si los hechos violatorios a los derechos humanos no son investigados con 
seriedad, resultarían, en cierto modo, favorecidos por el poder público, lo que compromete la 
responsabilidad internacional del Estado. 

178. El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida 
por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de 

 

123 El 22 de noviembre de 2016 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una Sentencia en la que 
declaró responsable a la República de Colombia por: i) la detención ilegal y arbitraria de las defensoras de 
derechos humanos María del Socorro Mosquera Londoño, Mery del Socorro Naranjo Jiménez y Ana Teresa Yarce; 
ii) la violación al derecho a la vida de Ana Teresa Yarce, incumpliendo su deber de prevenir actos de violencia 
contra la mujer, y iii) no adoptar medidas adecuadas para propiciar el retorno seguro a sus lugares de residencia 
de las dos primeras, así como de las defensoras de derechos humanos Luz Dary Ospina Bastidas y Miryam 
Eugenia Rúa Figueroa, y de los familiares de estas dos últimas y de la señora Mosquera que se encontraban en 
una situación de desplazamiento forzado intraurbano quienes se indican más adelante, y no adoptar las medidas 
para proteger sus viviendas y garantizar el uso y disfrute del derecho de propiedad. 
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antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la 
iniciativa procesal de las víctimas, de sus familiares o de la aportación privada de elementos 
probatorios. 

179. El cumplimiento de la obligación de emprender una investigación seria, imparcial y efectiva 
de lo ocurrido, en el marco de las garantías del debido proceso, ha involucrado también un examen 
del plazo de dicha investigación y de “los medios legales disponibles” a los familiares de la víctima 
fallecida, para garantizar que sean escuchados, así como que puedan participar durante el proceso 
de investigación. 

180. La Corte ha establecido que, en aras de garantizar su efectividad, en la investigación de 
violaciones de los derechos humanos se deben evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación. Al respecto, la Corte ha precisado que, cuando los 
hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 
de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la 
misma. En este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría 
manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades 
individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u 
omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes. De igual modo, no 
compete a la Corte sustituir a la jurisdicción interna, estableciendo las modalidades específicas de 
investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino 
constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones 
internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  

181. La Corte recuerda que la falta de diligencia tiene como consecuencia que conforme el tiempo 
vaya transcurriendo, se afecta indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas 
pertinentes que permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que 
correspondan, con lo cual el Estado contribuye a la impunidad. 

182. Además, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una muerte exige el 
mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. Ello consiste en llevar 
un registro escrito preciso, complementado, según corresponda, por fotografías y demás elementos 
gráficos para documentar la historia del elemento de prueba a medida que pasa por las manos de 
diversos investigadores encargados del caso.  

192. La Corte recuerda que las investigaciones de los hechos de ambas redadas policiales de 
octubre de 1994 y mayo de 1995 en la Favela Nova Brasilia comenzaron con el levantamiento de 
“autos de resistencia al arresto” para registrar las muertes de las personas que habían perdido la vida 
durante la redada […]. Si bien esos hechos se encuentran fuera de la competencia temporal de la 
Corte, el efecto que tuvieron los “autos de resistencia al arresto” impactó toda la investigación, con 

consecuencias que subsistieron a lo largo del tiempo y que fueron determinantes para la falta de 
debida diligencia en las investigaciones.  

195. La Corte nota que, en el presente caso, las investigaciones por las muertes ocurridas en 
ambas redadas comenzaron con la presunción de que los agentes de policía se encontraban en 

cumplimiento de la ley, y que las muertes habrían sido resultado de los enfrentamientos que habrían 
ocurrido durante las redadas. Además, las líneas de investigación estuvieron dirigidas a determinar 
la responsabilidad de las personas que habían sido ejecutadas, enfocándose en determinar si 
contaban con antecedentes penales o si serían responsables de agredir o atentar contra la vida de los 
agentes de policía, lo que coincide con el contexto en el cual ocurrieron los hechos […] y la impunidad 
en ese tipo de casos. 

196. Esta tendencia en las investigaciones trajo como consecuencia la consideración de que las 
personas ejecutadas habrían incurrido en actividades delictivas que colocaron a los agentes de 
policía en la necesidad de defenderse y, en este caso, disparar contra ellos. Esta noción rigió la 
dinámica de las investigaciones hasta el final, provocando que existiera una revictimización contra 
las personas ejecutadas y contra sus familiares, y que las circunstancias de las muertes no fueran 
esclarecidas. 
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197. El registro de las ejecuciones como “resistencias al arresto” tenía un claro efecto en las 
investigaciones, en la gravedad con que se asumían los hechos y en la importancia que se concedía a 
la identificación y sanción de los responsables. A continuación la Corte evaluará como esa situación 
generó un impacto en las investigaciones seguidas en relación con los hechos ya reconocidos por el 
Estado […]. 

Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334. 

135. En la investigación de la muerte violenta de una persona, es crucial la importancia que tienen 
las primeras etapas de la investigación y el impacto negativo que las omisiones e irregularidades en 
tales etapas puede tener en las perspectivas reales y efectivas de esclarecer el hecho. En este sentido, 
este Tribunal ha especificado los principios rectores que son precisos observar en una investigación 
cuando se está frente a una muerte violenta, tal como lo fue el homicidio del señor Francisco García 
Valle. Respecto de lo alegado por el Estado, en varios casos este Tribunal ha considerado que tales 
principios deben ser observados por las autoridades respectivas independientemente de que la 
muerte violenta sea calificable como una “ejecución extrajudicial”, que no es lo que se analiza en el 
presente caso.  

136. Para que una investigación sea efectiva en los términos de la Convención, debe llevarse a 
cabo con la debida diligencia, la cual exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas 
actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue. Es decir que 
debe sustanciarse por todos los medios legales disponibles y estar orientada a la determinación de 
la verdad.  

137. En este caso, es claro que las autoridades policiales y judiciales realizaron diligencias 

necesarias, relevantes y efectivas para investigar las causas y circunstancias del homicidio del señor 
García Valle, según ha sido establecido. Sin embargo, según lo alegado, el problema habría estado en 
la falta de investigación diligente del móvil del homicidio en relación con las actividades de defensa 
de derechos humanos por parte de su esposa, la señora Acosta, frente a personas cuyos intereses 
podían verse perjudicados por ello, particularmente tres personas señaladas por ella como posibles 
autores intelectuales y un autor material más del homicidio.  

140.  La Corte reitera que la defensa de los derechos humanos sólo puede ejercerse libremente 
cuando las personas que la realizan no son víctimas de amenazas o de cualquier tipo de agresiones 
físicas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento. Para garantizar las condiciones fácticas 
en las cuales los defensores puedan desarrollar libremente su función, los Estados deben facilitar los 
medios necesarios para que puedan ser protegidos si se encuentran amenazados o en situación de 
riesgo o denuncian violaciones a derechos humanos, así como investigar seria y eficazmente las 
violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad.  

142. Ciertamente la obligación de investigar es de medio o comportamiento, por lo que no 
necesariamente es incumplida por el solo hecho de que la investigación no produzca un resultado 
satisfactorio. Por ello, las diligencias realizadas para la investigación de los hechos deben ser 
valoradas en su conjunto y, si bien no compete a la Corte, en principio, resolver la procedencia de las 

medidas de investigación ni determinar las hipótesis de autoría manejadas durante la misma, en este 
caso la debida diligencia debe evaluarse en relación con la necesidad de determinar la veracidad de 
las versiones o hipótesis sobre lo ocurrido, particularmente si las falencias alegadas en relación con 
el conjunto de las diligencias efectuadas por las autoridades judiciales, incidieron de manera 
determinante en el esclarecimiento de las circunstancias del caso, en una calificación jurídica de los 
hechos acorde con lo sucedido o en el resultado final del proceso. 

143. En particular, este caso trata sobre la agresión al entorno familiar de una defensora de 
derechos humanos que inclusive había señalado específicamente a determinadas personas como 
posibles interesados en el crimen o beneficiarios del mismo. La Corte considera que, en casos de 
atentados contra defensores de derechos humanos, los Estados tienen la obligación de asegurar una 
justicia imparcial, oportuna y oficiosa, que implique una búsqueda exhaustiva de toda la información 
para diseñar y ejecutar una investigación que conduzca al debido análisis de las hipótesis de autoría, 
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por acción o por omisión, en diferentes niveles, explorando todas las líneas investigativas pertinentes 
para identificar a los autores. Así, ante indicios o alegaciones de que determinado hecho o delito pudo 
constituir una represalia por las actividades o labores de un defensor o defensora de derechos 
humanos agredido, las autoridades investigadoras deben tomar en cuenta el contexto de los hechos 
y tales actividades para identificar los intereses que podrían haber sido afectados en el ejercicio de 
la misma, a efectos de poder establecer líneas de investigación e hipótesis del delito, así como realizar 
las diligencias pertinentes para determinar si esos indicios podrían estar vinculados al móvil de la 
agresión.  

159. Si bien no corresponde a la Corte determinar la aplicación o interpretación de tales normas 
procesales penales del ordenamiento jurídico entonces vigente en el Estado al caso concreto, lo cierto 

es que, de la motivación de la sentencia interlocutoria de sobreseimiento definitivo, no se desprende 
la necesidad de dictar específicamente ese tipo de decisión, ni las razones por las cuales consideraba 
que no procedía dictar uno provisional. En este sentido, el Estado no ha aportado una explicación 
acerca de la necesidad o de las razones que justificaban al juez para dictar ese auto a poco más de un 
mes de ocurridos los hechos, sin que hubiese agotado las diligencias investigativas necesarias y 
pertinentes y las líneas lógicas de investigación, ni esperado a recibir dictámenes periciales 
relevantes, además de no haber procurado soluciones para facilitar la participación de la señora 
Acosta en la instructiva. 

163. En casos anteriores, la Corte ha considerado que “el sistema procesal es un medio para 
realizar la justicia y [que] ésta no puede ser sacrificada en aras de meras formalidades” y que se 
presenta una formalidad sin sentido “cuando se demuestra que los recursos son rechazados sin llegar 
al examen de la validez de los mismos, o por razones fútiles […] cuyo efecto es el de impedir a ciertos 
demandantes la utilización de los recursos internos que, normalmente, estarían al alcance de los 
demás”. Si bien los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad de 
los recursos internos, tales presupuestos deben atender a razones de seguridad jurídica, para la 
correcta y funcional administración de justicia y la efectiva protección de los derechos de las 
personas. Así, cualquier norma o medida de orden interno que imponga costos o dificulte de 
cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las 
razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al artículo 
8.1 de la Convención. 

165. Este Tribunal ha considerado que los jueces, como rectores del proceso, tienen el deber de 
dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso 
legal en pro del formalismo y la impunidad. En este caso, además de imponer una carga económica a 
la parte ofendida del delito, la Corte considera que dicho requisito constituyó una mera formalidad 
que imposibilitó el acceso a la justicia de la señora Acosta para cuestionar nada menos que el acto 
procesal que, en definitiva, cerró la posibilidad de investigar una hipótesis sobre la participación de 
otras personas como determinadores del crimen de su esposo. El Estado no justificó que la aplicación 
de esa norma fuera razonablemente necesaria para la propia administración de justicia. Esto también 
fue subrayado por las autoridades internas, pues tanto la Fiscal Auxiliar de la RAAS como la Fiscal 

Auxiliar de Managua alegaron que la apelación estuvo “mal denegada tanto de hecho como de 
derecho”, que estaba “fuera de toda lógica jurídica” y que denotaba una “clara intención del juez de 
negar a toda costa el derecho de recurrir de apelación a pesar de que era de su alcance otras formas 
legales de actuar” […]. 

169. Así, las actuaciones irregulares no fueron, en definitiva, corregidas o subsanadas 
posteriormente por las instancias superiores. Los incidentes de nulidad y recusaciones no surtieron 
efecto alguno o no recibieron respuestas específicas de parte de las instancias superiores y el control 
disciplinario no fue efectivo. Ciertamente es posible considerar que, más allá de su posible ilegalidad, 
la prematura decisión de sobreseimiento definitivo de 13 de mayo de 2002 fue el resultado o 
culminación de una serie de actos y omisiones tendientes a no investigar diligentemente la hipótesis 
del móvil del homicidio como represalia de las actividades de la señora Acosta; a obstaculizar su 
participación durante la fase de instrucción y a procurar la impunidad parcial de los hechos, pues 
implicó que, con posterioridad a esa decisión, no se tomaran en cuenta otras pruebas 
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particularmente relevantes surgidas y que vinculaban a las personas señaladas como autores 
intelectuales con el homicidio. Tal decisión, sostenida incluso mediante sentencia de última instancia 
de la Corte Suprema de Justicia, procuró cerrar a nivel interno la posibilidad concreta de subsanar 
irregularidades detectadas y de perseguir penalmente a personas respecto de quienes pesan indicios 
contundentes de participación en el homicidio del señor García Valle. En este sentido, la 
responsabilidad del Estado ha quedado establecida. 

Corte IDH. Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342124. 

75. La investigación debe evaluarse considerando que se trata de una obligación de medios y no 
de resultado. En ese sentido, debe considerarse que “la debida diligencia exige que el órgano que 
investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el 
resultado que se persigue[, dado que d]e otro modo, la investigación no es efectiva en los términos 
de la Convención”. Compete a este Tribunal “en el marco de su competencia y funciones, valorar si el 
actuar estatal en el curso de la investigación, considerando a ésta en su conjunto, se llevó a cabo con 
la debida diligencia requerida para satisfacer el derecho a acceder a la justicia”125. Ello requiere 
cotejar la conducta estatal efectivamente seguida con pautas de diligencia debida, para determinar 
si se adoptaron las medidas pertinentes. Además, “debe ponderarse si el acaecimiento de ciertas 
omisiones o dilaciones es suficiente para configurar la responsabilidad internacional del Estado”. Es 
decir, si en el caso concreto puede razonablemente concluirse que las falencias que se acreditaren, 
en relación con el conjunto de las diligencias efectuadas por el Estado, perjudicaron el 
esclarecimiento de las circunstancias de los hechos o incidieron en el resultado final de los procesos 
seguidos.  

76. Para efectuar el examen referido, la Corte debe considerar criterios objetivos o de 
razonabilidad, a partir de la consideración de las circunstancias particulares del caso y los 
argumentos de las partes y la Comisión, y teniendo en cuenta elementos tales como la prueba 
producida en el caso (pericial, testimonial, o de otra índole), pautas recogidas por la propia 
jurisprudencia de este Tribunal, o la propia consideración de las autoridades internas sobre medidas 
que, en el caso concreto, tales autoridades señalaron como necesarias. 

79. La Corte ha establecido que la eficiente determinación de la verdad en el marco de la 
obligación de investigar una posible muerte, debe mostrarse desde las primeras diligencias con toda 
acuciosidad. Ha especificado este Tribunal que las autoridades estatales que conducen una 
investigación de este tipo deben intentar como mínimo, inter alia: i) identificar a la víctima; ii) 
recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en 
cualquier potencial investigación penal de los responsables; iii) identificar posibles testigos y 
obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; iv) determinar la causa, forma, 

lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la 
muerte, y v) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es 

 

124 El 15 de noviembre de 2017 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una Sentencia, mediante 
la cual declaró responsable internacionalmente al Estado de Honduras por la falta de una investigación diligente 
del homicidio de Ángel Pacheco León, cometido el 23 de noviembre de 2001. El señor Pacheco Leon era 
candidato a diputado por el Partido Nacional de Honduras para las elecciones generales que se realizaron el d ía 
25 siguiente. La Corte determinó que el modo en que fue conducida la investigación resultó violatorio de los 
derechos a las garantías judiciales y protección judicial en perjuicio de 19 familiares del señor Pacheco, así como 
del derecho a la integridad personal en perjuicio de su madre, su compañera, uno de sus hijos, un hermano y 
una hermana. 
125 Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 
269, párr. 157. Dicho párrafo 157, citando el párrafo 160 de la Sentencia de la Corte sobre el caso Castillo 
González y otros vs. Venezuela. Fondo, agrega: “[e]n otros términos, ‘a la Corte le compete determinar si el 
actuar de un órgano del Estado, como son los entes encargados de las investigaciones, constituye o no [la 
responsabilidad internacional del Estado] a la luz de lo dispuesto en la Convenci ón’”. Ver también: Caso 
Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 25 de 
marzo de 2017. Serie C No. 334, párr. 142, y Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela , párrs. 147 y 171.  
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necesario investigar exhaustivamente la escena del delito, se deben realizar autopsias y análisis de 
restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos 
más apropiados. 

80. Además, los estándares internacionales señalan que, en relación con la escena del delito, los 
investigadores deben, como mínimo: i) fotografiar dicha escena, cualquier otra evidencia física y el 
cuerpo como se encontró y después de moverlo; ii) recoger y conservar todas las muestras de sangre, 
cabello, fibras, hilos u otras pistas; iii) examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier 
otra que tenga naturaleza de evidencia, y iv) hacer un informe detallando cualquier observación de 
la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada. La 
Corte también ha establecido que al investigar una escena del delito ésta se debe preservar con el fin 
de proteger toda evidencia. 

81. Igualmente, la debida diligencia en una investigación médico-legal de una muerte exige el 
mantenimiento de la cadena de custodia de todo elemento de prueba forense. La Corte ha señalado 
que ello consiste en llevar un registro escrito preciso, complementado, según corresponda, por 
fotografías y demás elementos gráficos, para documentar la historia del elemento de prueba a 
medida que pasa por las manos de diversos investigadores encargados del caso. 

89.  Habiendo quedado establecido lo anterior, debe destacarse que la diligencia debida 
respecto a una investigación no se agota en la realización mecánica de diligencias, sino que es 

necesario que esa actividad investigativa esté debidamente orientada, de acuerdo a las hipótesis 
relevantes sobre los hechos y su autoría. En ese sentido, este Tribunal, a la luz de los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana, ha indicado que en aras de garantizar la efectividad de la 
investigación, se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas 

lógicas de investigación. Cuando los hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la 
investigación iniciada debe ser conducida de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de 
las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la misma. 

113. En ese sentido, la Corte recuerda que ha señalado que las amenazas e intimidaciones sufridas 
por testigos en el proceso interno se deben considerar en el marco de obstaculizaciones de la 
investigación del caso, ya que tales hechos pueden convertirse en un medio para perpetuar la 
impunidad e impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido. También ha dicho que con objeto de 
garantizar un debido proceso, debe facilitar todos los medios necesarios para proteger a los 
operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y 
amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento de los hechos 
y encubrir a los responsables de los mismos, pues de lo contrario eso tendría un efecto amedrentador 
e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos, afectando seriamente la 
efectividad de la investigación.  

116. En relación con las omisiones y dilaciones antes referidas, las acciones no realizadas, o 
realizadas tardíamente, resultaban procedentes, a partir de la consideración de las circunstancias del 
caso, de acuerdo a pautas de evidente razonabilidad o de conformidad al señalamiento de las propias 
autoridades internas. Resulta razonable asumir que tales omisiones y dilaciones produjeron una 
afectación perjudicial a la investigación que, de acuerdo a la información con que cuenta la Corte, no 
ha sido subsanada mediante la adopción de otras acciones idóneas para lograr determinar lo 
sucedido y, en su caso, avanzar en las actuaciones correspondientes. Lo expresado resulta suficiente 
para determinar una conducta estatal negligente en el seguimiento de líneas lógicas de investigación. 

128. Lo expuesto evidencia que el Estado no realizó una investigación diligente que permita, en 
un plazo razonable, avanzar en la determinación de los hechos y, en su caso, de las consecuencias 
legales correspondientes. Luego de cerca de 16 años, el homicidio permanece en la impunidad. La 
Corte resalta la particular gravedad de lo anterior. En efecto, de conformidad a lo que más adelante 

se indica […], debe tenerse en cuenta que un homicidio presuntamente vinculado a la actividad 
política es un hecho que afecta no solo a la víctima o sus familiares, sino también al conjunto de la 
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población que ve menoscabada sus posibilidades de participación política. Dadas las características 
del hecho, se hacía evidente, entonces, la particular necesidad de que las autoridades a cargo de la 
investigación procedieran con diligencia y premura en la indagación de los hechos y las personas 
posiblemente responsables. 

Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352126. 

122. Por otro lado, en cuanto al estudio balístico, figura en la prueba el informe balístico, el cual 
da cuenta de que los elementos correspondientes a una ojiva y seis vainillas no fueron recibidos para 
realizar el correspondiente estudio balístico, aunque, según señala un informe de la Fiscalía, el 
estudio de dichos elementos no resultaba pertinente para efectos comparativos con el arma objeto 
de estudio puesto que “los elementos recolectados eran calibre 9 mm, propios de una pistola 
semiautomática”. Por otra parte, el informe señala que el arma indumil que fue decomisada y 
remitida para estudio balístico técnico por comparación y análisis microscópicos, con la cual se 
pretendía cotejar los elementos, es un revolver calibre 38, por lo que dichas medidas no son 
equivalentes, y en este sentido un proyectil con ese calibre -9 mm- no puede ser percutido por un 
arma tipo revolver calibre 38. Adicionalmente, se indicó que “la munición de un revolver calibre 38 
opera a través de un tambor, por lo cual no es posible que se expulsen vainillas”. Además, se indicó 
que “se hizo cotejo entre dicho artefacto y 17 cartuchos que si correspondían al calibre 38, pero se 
obtuvieron resultados negativos”127. 

123. Por último, en cuanto a los testimonios con reserva de identidad que fueron excluidos, consta 
en primer término que, de conformidad con la garantía del derecho al debido proceso, a las partes en 
el proceso se les debe garantizar la posibilidad de controvertir las pruebas allegadas en su contra. 
Por otro lado, surge del expediente que uno de los tres testigos levantó su reserva de identidad por 
lo que su declaración fue valorada. Sobre los dos otros testimonios, no se tiene evidencia de que no 
se hubiese valorado los mismos posteriormente sin reserva de identidad. En ese sentido, la Corte 
carece de elementos de información como para pronunciarse sobre esos dos testigos. 

126. La Corte recuerda que, para garantizar un debido proceso, el Estado debe facilitar todos los 
medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de 
las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar 
el esclarecimiento de los hechos o encubrir a los responsables de los mismos; pues de lo contrario, 
eso tendría un efecto amedrentador e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser 
testigos, afectando seriamente la efectividad de la investigación. 

147. De acuerdo a lo expuesto, el Tribunal concluye que: a) las líneas de investigación que 
orientaron los procedimientos tomaron en consideración la profesión de periodista de la víctima de 

homicidio; b) se han valorado a lo largo del proceso varias líneas de investigación conforme fueron 
surgiendo y fueron obtenidos nuevos elementos probatorios, algunos de los cuales fueron 
proporcionados por los familiares de las víctimas; c) la sentencia absolutoria y su confirmación 
fueron debidamente motivadas y no consta ningún elemento que indique que esas decisiones se 

 

126 El 13 de marzo de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente al Estado de Colombia por la muerte del periodista Nelson Carvajal 
Carvajal y por una falta al deber de garantizar su derecho a la libertad de expresión. Nelson Carvajal fue 
asesinado en Pitalito, departamento del Huila, el 16 de abril de 1998. Ese hecho se inscribe dentro de un contexto 
generalizado de impunidad por los homicidios de periodistas que ocurr ían en aquella época en Colombia. La 
Corte consideró responsable al Estado por la violación al derecho a las garantías judiciales por las 
investigaciones de ese hecho, por la violación al derecho a la integridad personal y de protección de la familia 
de los familiares de la víctima directa, así como los derechos de circulación y residencia de algunos de los 
familiares de Nelson Carvajal que se vieron forzados a salir de su lugar de residencia habitual y desplazarse en 
razón de la situación de riesgo que soportaban, y el temor que sentían. 
127 Cfr. Oficio No. 20161700040971, Fiscalía General de la Nación, de fecha 20 de junio de 2016 (expediente de 
prueba, folio 12699). 
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hubiesen adoptado con base en motivos de carácter fraudulento o en colusión con las partes 
involucradas; d) sobre la relación entre el homicidio de Pablo Bonilla y su relación con el homicidio 
de Nelson Carvajal, consta que la misma fue investigada y que no se llegó a determinar la existencia 
de un vínculo, y e) en lo que se refiere a la investigación que involucra la posible participación de las 
FARC en el homicidio de Nelson Carvajal, esta surge de declaraciones de Pablo Bonilla, confirmada 
dos años más tarde por Judith Carvajal, hermana de Nelson Carvajal.  

148. Sobre este último punto, la Corte no puede dejar de advertir que existe una inconsistencia 
entre lo alegado por los representantes y lo que se produjo en la investigación por el homicidio de 
Nelson Carvajal. En efecto, no resulta coherente imputar al Estado que se siguieran equivocadamente 
líneas de investigación que los mismos familiares de la víctima contribuyeron en fortalecer sobre la 
responsabilidad de las FARC en el homicidio. Por otra parte, tampoco es razonable sostener que el 
Estado no estableció el vínculo entre la muerte de Pablo Bonilla –testigo que reveló la participación 
de las FARC en el homicidio– y la de Nelson Carvajal, cuando al tiempo se afirma por parte de los 
representantes que el Estado busca erróneamente responsabilizar a las FARC por el homicidio del 
periodista.        

149. Con respecto a las líneas lógicas de investigación, la Corte reitera que no es un órgano de 
cuarta instancia y que no le corresponde pronunciarse sobre la idoneidad de determinada estrategia 
de investigación o sobre la forma precisa en la que se tiene que desarrollar una investigación. 

Únicamente correspondería semejante análisis cuando pueda existir un notorio o flagrante 
apartamiento de las líneas lógicas de investigación que esté en violación del deber de debida 
diligencia o de las garantías judiciales protegidas en la Convención Americana, situación que no 
aparece con claridad en el presente caso. En este asunto, la Corte es de la opinión que los 

representantes y la Comisión no presentaron elementos de prueba suficientes que permitan concluir 
que se cumplen con esos extremos. 

150. En suma, el Tribunal concluye que el Estado no es responsable por una violación a las 
garantías judiciales por una falta a la debida diligencia en el desarrollo de las líneas lógicas de 
investigación en los procedimientos llevados a cabo por el homicidio de Nelson Carvajal. 

Corte IDH. Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364128. 

175. Sobre la debida diligencia, este Tribunal ha señalado de forma constante que la obligación 
de investigar una muerte debe mostrarse desde las primeras diligencias con toda acuciosidad. En la 
investigación de la muerte violenta de una persona, es crucial la importancia que tienen las primeras 
etapas de la investigación y el impacto negativo que las omisiones e irregularidades en tales etapas 
puede tener en las perspectivas reales y efectivas de esclarecer el hecho. En este sentido, este 

Tribunal ha especificado los principios rectores que son precisos observar en una investigación 
cuando se está frente a una muerte violenta, tal como se desprende de los hechos del presente caso. 
Las autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben realizar como mínimo, 
inter alia: i) identificar a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con 

 

128  Sobre lo anterior, en primer término la Corte reitera su jurisprudencia constante según la cual la 
investigación para la determinación de los hechos y de los responsables de los hechos como los del presente 
caso, no puede depender de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares, o de la aportación privada de 
elementos probatorios para darle impulso al proceso. Asimismo, a los fines de determinar si un Estado ha 
cumplido con su obligación de investigar a todos los autores materiales e intelectuales, esta Corte ha referido 
que es necesario analizar: a) la existencia de indicios sobre la participación de los presuntos responsables, y b) 
si hubo una actuación diligente o negligente en la indagación de tales indicios. En el presente caso, la Corte no 
cuenta con elementos que le permitan concluir la existencia de indicios con respecto a la participación de otras 
personas además del soldado Rodríguez Burgos. Por tanto, la Corte no cuenta con los elementos para concluir 
que exista una violación al derecho a las garantías judiciales y protección judicial contenidas en los artículos 8.1 
y 25 de la Convención en perjuicio de los familiares de Carlos Arturo Uva Velandia por no haber analizado la 
posible responsabilidad de terceras personas en su muerte.   
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la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación de los responsables; iii) 
identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; 
iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier patrón o práctica 
que pueda haber causado la muerte, y v) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio 
y homicidio. Además, las autopsias y análisis de restos humanos deber realizarse en forma rigurosa, 
por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados. En el mismo 
sentido: Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de 
marzo de 2018. Serie C No. 352, párr. 119; Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de noviembre 2017. Serie C No. 342, párr. 79. 

176. Asimismo, la Corte ha señalado a lo largo de su jurisprudencia, en relación con la escena del 

delito, que los investigadores deben, como mínimo: i) fotografiar dicha escena, cualquier otra 
evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; ii) recoger y conservar todas las 
muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas; iii) examinar el área en busca de huellas de 
zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y iv) hacer un informe detallando 
cualquier observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición de toda la 
evidencia coleccionada. La Corte también ha establecido que al investigar una escena del delito ésta 
se debe preservar con el fin de proteger toda evidencia. En el mismo sentido: Caso Carvajal Carvajal 
y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352, 
párr. 120; Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de 
noviembre 2017. Serie C No. 342, párr. 80. 

182. Sobre lo anterior [N.delE.: investigación que alcance a todos los responsables], en primer 
término la Corte reitera su jurisprudencia constante según la cual la investigación para la 
determinación de los hechos y de los responsables de los hechos como los del presente caso, no puede 
depender de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares, o de la aportación privada de 
elementos probatorios para darle impulso al proceso. Asimismo, a los fines de determinar si un 
Estado ha cumplido con su obligación de investigar a todos los autores materiales e intelectuales, 
esta Corte ha referido que es necesario analizar: a) la existencia de indicios sobre la participación de 
los presuntos responsables, y b) si hubo una actuación diligente o negligente en la indagación de tales 
indicios. En el presente caso, la Corte no cuenta con elementos que le permitan concluir la existencia 
de indicios con respecto a la participación de otras personas además del soldado Rodríguez Burgos. 
Por tanto, la Corte no cuenta con los elementos para concluir que exista una violación al derecho a 
las garantías judiciales y protección judicial contenidas en los artículos 8.1 y 25 de la Convención en 
perjuicio de los familiares de Carlos Arturo Uva Velandia por no haber analizado la posible 
responsabilidad de terceras personas en su muerte.   

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviem bre de 2018. Serie 
C No. 371. 

270. La Corte ha señalado que el deber de investigar previsto en la Convención Americana se ve 
reforzado por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura que obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas para prevenir y sancionar la 
tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de dicha Convención, 
los Estados partes garantizarán “a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el 
ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente” y “que sus 
respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el 
caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal”. Asimismo, en casos de violencia 
contra la mujer, las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que son Parte, con las obligaciones 
derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b), 
dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. 
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272. La Corte ha especificado que en una investigación penal por violencia sexual es necesario 
que i) la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde 
privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal que se evite o limite la 
necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto 
de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo 
objetivo sea reducir las consecuencias de la violación; iv) se realice inmediatamente un examen 
médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del género 
que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; 
v) se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, 
tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, 

asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de 
los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia; vi) se brinde acceso a asistencia jurídica 
gratuita a la víctima durante todas las etapas del proceso, y vii) se brinde atención médica, sanitaria 
y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante 
un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación.  

273. En cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido sometida a 
actos de tortura, la Corte ha referido que: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere 
relevante con libertad; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente 
incómoda al hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial y previa al 
arresto de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momento 
de su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante 
su permanencia bajo custodia estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así 
como los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la 
declaración detallada. Por otro lado, la entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos de 
violencia o violación sexual deberá realizarse en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde 
privacidad y confianza, y deberá registrarse de forma tal que se evite o limite la necesidad de su 
repetición.  

274. Al respecto, la Corte nota que al ser llevadas a declarar frente al Ministerio Público, varias de 
las mujeres intentaron denunciar los hechos. Sin embargo, las autoridades no solo no les permitieron 
exponer con libertad lo que consideraran relevante, sino que se negaron a documentar los hechos 
narrados por las mujeres respecto a la tortura y violencia sexual sufrida. Este Tribunal también 
observa que las declaraciones fueron efectuadas en el salón comedor del penal, frente a muchas otras 
personas detenidas, algunas de las cuales eran conocidas de las víctimas; o bien al ser llevadas frente 
al personal médico, donde fueron revisadas en muchos casos en presencia de otras detenidas, en un 
ambiente que no era ni cómodo ni seguro, ni les brindaba privacidad y confianza.  

275. Asimismo, la Corte considera que, en casos donde existen indicios de tortura, los exámenes 
médicos practicados a la presunta víctima deben ser realizados con consentimiento previo e 
informado, sin la presencia de agentes de seguridad u otros agentes estatales. Igualmente, al tomar 
conocimiento de actos de violencia contra la mujer, es necesario que se realice inmediatamente un 

examen médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible 
del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así 
lo desea. Dicho examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos 
específicamente a documentar evidencias en casos de violencia de género. Por otro lado, los médicos 

y demás miembros del personal de salud están en la obligación de no participar, ni activa ni 
pasivamente, en actos que constituyan participación o complicidad en torturas u otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes; tienen la obligación de plasmar en sus informes la existencia de prueba 
de malos tratos, de ser el caso, y deben adoptar medidas a fin de notificar posibles abusos a las 
autoridades correspondientes o, si ello implica riesgos previsibles para los profesionales de la salud 
o sus pacientes, a autoridades ajenas a la jurisdicción inmediata. Del mismo modo, el Estado debe 
garantizar la independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y prestar 
asistencia a los detenidos. 
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284. Por todo lo expuesto, esta Corte concluye que las investigaciones realizadas por la PGJEM y 
la FEVIM no se llevaron a cabo con debida diligencia, en tanto: (i) la recolección y manejo de la 
evidencia fue a todas luces ineficiente; (ii) las entrevistas y los exámenes médicos realizados no 
cumplieron con los requisitos necesarios en casos de víctimas de violencia sexual y/o tortura; (iii) 
no se les realizó exámenes ginecológicos ni se les aplicó el Protocolo de Estambul de manera 
inmediata; (iv) no se les prestó atención ginecológica, pese a haber denunciado ser víctimas de 
violencia sexual; (v) se las sometió innecesariamente a peritajes revictimizantes; (vi) la falta de 
adopción de otras medidas redundó en desmedro de la investigación, y (vii) no se le dio tratamiento 
a los elementos de prueba presentados por las víctimas. 

285. Cabe agregar que no le consta al Tribunal que estas falencias iniciales hubiesen sido 

subsanadas a través de actuaciones posteriores que hubiesen permitido lograr un resultado efectivo 
en la determinación de los hechos y los responsables. Por el contrario, la Corte advierte que la falta 
de diligencia inicial perjudicó de forma significativa el desarrollo de las investigaciones posteriores. 
Prueba de ello es que, a raíz de las dificultades probatorias, el Estado tuvo que recurrir a la 
investigación de la responsabilidad por omisión de los agentes policiales en virtud de los actos de 
tortura cometidos contra las mujeres, no siendo posible hasta ahora identificar a los autores de 
dichos delitos. De este modo, aunque prosperasen las antedichas acciones penales por omisiones, 
tampoco estarían esclarecidos todos los delitos, pues las deficiencias iniciales de la investigación en 
cuanto al relevamiento de prueba redundaron en la imposibilidad de identificar a todos los autores. 
En consecuencia, la Corte no considera atendible el alegato del Estado relativo a la subsanación de 
las mencionadas falencias iniciales. 

287. Este Tribunal ha entendido que constituyen obstáculos a la marcha de un proceso 
investigativo, entre otros: los actos de coacción, intimidaciones o amenazas a testigos, investigadores, 
o jueces, que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar el esclarecimiento de los hechos o 
encubrir a los responsables de los mismos; las irregularidades y dilaciones injustificadas que se 
originen en la falta de voluntad y compromiso de las autoridades competentes para asumir los 
respectivos procesos penales; la falta de acceso de las víctimas, sus familiares o sus representantes a 
las investigaciones y procesos; la alteración, ocultamiento y destrucción de prueba por parte de 
agentes del Estado, así como los intentos de soborno y el robo de evidencias;  la falta de colaboración 
de entidades estatales con las autoridades encargadas de la investigación, especialmente la negativa 
de aportar información amparándose en el secreto del Estado; la intervención de la jurisdicción 
militar para conocer hechos que constituyen violaciones a derechos humanos, y la aplicación de leyes 
de amnistía.  

288. En este caso, la Corte advierte que sin perjuicio de las demoras que el dictado de la reserva 
pudo haber ocasionado en las investigaciones (lo cual será debidamente analizado infra en relación 
al plazo razonable), la misma no impidió que, una vez levantada la misma, se continuara con la 
investigación. En efecto, esta Corte nota que con posterioridad a la reserva se abrieron varias causas 
penales y se consignaron a varios probables responsables, quienes actualmente están siendo 
investigados. En consecuencia, si bien existe un claro incumplimiento a la debida diligencia, esta 

Corte no advierte que la reserva de la averiguación previa 466/2006 haya significado una forma de 
obstaculización de las investigaciones a nivel estadual.  

290. Finalmente, con respecto al argumento relativo a la obstaculización en el acceso de las 
víctimas a los expedientes, ni los representantes ni la Comisión han aportado evidencia alguna que 

respalde su argumento. Tampoco se advierte un motivo que justifique el apartamiento del principio 
general en materia de la carga probatoria según el cual corresponde a la parte demandante, en 
principio, la carga de la prueba de los hechos en que se funda su alegato. En consecuencia, la Corte 
considera que no cuenta con los elementos suficientes para determinar si se obstaculizó el acceso a 
los expedientes internos. 

292. Esta Corte ha establecido que los Estados tienen el deber de realizar una investigación por 
todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la persecución, 
captura, enjuiciamiento y, en su caso, el castigo de los responsables, cualquiera que haya sido su 
participación en los hechos. Así, deben evitarse omisiones en el seguimiento de líneas lógicas de 
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investigación, de tal forma que se pueda garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría 
surgidas a raíz de la misma. En este sentido, a los fines de determinar si un Estado ha cumplido con 
su obligación de investigar a todas las personas penalmente responsables, esta Corte ha referido que 
es necesario analizar (i) la existencia de indicios sobre la participación de los presuntos responsables, 
y (ii) si hubo una actuación diligente o negligente en la indagación de tales indicios. 

294. Con respecto a los alegatos relativos a la falta de investigación de la presunta 
responsabilidad por cadena de mando, la Corte nota que el artículo 3 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura establece que son responsables por dicho delito “los empleados o 
funcionarios públicos que actuando en ese carácter ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo 
cometan directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan”. Ello significa que, tal como lo 

remarca el peritaje de Susana SáCouto, “en casos de tortura la obligación de investigar bajo la 
[Convención Americana] complementada por la [Convención Interamericana contra la Tortura] se 
extiende no sólo al perpetrador directo sino también a los funcionarios estatales que ordenen, 
instiguen, induzcan a su comisión, o que estando en posición de impedirlo, omitieron hacerlo”. En 
este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría manejadas 
durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades individuales, 
cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u omisiones de 
agentes estatales, según la prueba presentada por las partes, sino constatar si en los pasos 
efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado 
derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Por ello, este Tribunal procederá a 
analizar si, en el presente caso, existieron indicios que señalaran que las autoridades civiles que 
planearon y supervisaron los operativos ordenaron, instigaron o indujeron a la comisión de los actos 
de tortura, o bien que, pudiendo impedirlo, no lo hicieron, y si dichos indicios eran suficientes para 
justificar la apertura de líneas de investigación relativas a la responsabilidad de mando de los 
superiores. 

297. Esta Corte no es un tribunal penal, pero no puede pasar por alto que la omisión del Estado 
respecto de la cadena de mando hubiese debido investigarse en función de las noticias que hubiesen 
llegado a las autoridades superiores, no sólo en el caso en que eventualmente se hubiese hecho caso 
omiso de éstas y se hubiese aceptado la posibilidad del resultado (dolo eventual), sino también ante 
la posibilidad de que éstas se hubiesen subestimado rechazando la posibilidad de ese resultado 
(culpa con representación). Por otra parte, esta última variable de responsabilidad penal no podía 
descartarse por el Estado, puesto que, dadas las características de las agresiones sexuales, que no 
fueron cometidas por un individuo aislado, sino en grupo, resulta manifiesto que las fuerzas de 
seguridad que operaron en el operativo carecían del más elemental y debido entrenamiento, lo que 
en cualquier policía debidamente organizada y disciplinada jamás hubiese permitido la comisión de 
tan aberrantes delitos por parte de una pluralidad de sus agentes. 

298. Esta Corte no propugna ninguna forma de responsabilidad penal objetiva contraria a los 
principios generales de responsabilidad penal contemporáneos y, por ende, en consonancia con esos 
principios universalmente reconocidos, reafirma que sólo incurre en delito quien opera con dolo o 

con imprudencia o negligencia. La Corte entiende que corresponde a los jueces penales del Estado 
establecer en el caso si ha mediado dolo eventual (si los superiores tuvieron conocimiento de los 
hechos o indicios de éstos y se desentendieron de eso, admitiendo la posibilidad del resultado) o si, 
por el contrario, no incurrieron en dolo eventual. En este último caso, que sería el más favorable para 

los superiores de la cadena de mandos, la Corte observa que tampoco se investigó su eventual 
responsabilidad por culpa (imprudencia por disponer el operativo con una policía indisciplinada y 
desorganizada) o negligencia (subestimar las noticias que les llegaban). A juicio de esta Corte, por lo 
menos esta última posibilidad aparece necesitada de investigación, dado que el hecho mismo, 
revelador de la alta indisciplina y carencia de preparación de las fuerzas de seguridad cuyos agentes 
fueron autores de los delitos, es un clarísimo indicio de imprudencia, pues a todas luces, el superior 
que dispone un operativo de esta naturaleza valiéndose de una fuerza con semejante desorden 
interno, incurre en una clara violación del deber de cuidado que le incumbe conforme a su función 
de mando y decisión. Cabe remarcar que esto mismo lo indica la SCJN. 
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299. La Corte señala que respecto de la posibilidad de menor responsabilidad penal para los 
responsables de la cadena de mando, no es válido el argumento de que se ha omitido toda 
investigación sobre una eventual responsabilidad por violación del deber de cuidado por parte de los 
superiores, en razón de que los tipos de tortura y de violación sexual exigen dolo y no admiten la 
forma culposa. 

300. Conforme al principio de que a cada participante en un delito le corresponde solo la 
responsabilidad por su injusto personal, es verdad que los autores materiales, instigadores y 
cómplices de los delitos de tortura y violación sólo pueden incurrir en esos injustos con dolo directo 
o eventual y, aún más, que la violación es un tipo en que solo puede incurrir como autor quien lo 
comete en forma directa y personal (llamado de propia mano), como también que en el injusto 

reprochable a esos agentes no pueden computarse como concurso ideal las lesiones sufridas por las 
víctimas, puesto que quedan consumidas por la violencia exigida por esos tipos, lo que queda aún 
más de manifiesto cuando, por lo general, los tipos de esos delitos las mencionan como agravantes 
del ilícito al igual que el posible resultado de muerte. 

301. No obstante lo anterior y, atendiendo al principio de que el ilícito penal siempre es personal, 
el Estado incurrió en omisión de investigación, por lo menos, de la responsabilidad penal de los 
superiores de la cadena de mandos, dejando a investigar su posible responsabilidad por culpa 
(negligencia o imprudencia) respecto de las lesiones que se constataron en las víctimas, toda vez que 
se trata de tipos que obviamente se prevén en el derecho interno también en la modalidad culposa y, 
respecto de ellos, incluso en esa hipótesis más favorable para los superiores, esas lesiones no estaban 
consumidas por ningún tipo en que hubiesen incurrido y que exigiese violencia. 

304. Por tanto, visto que: (i) las investigaciones realizadas por el Estado se limitaron a la 
participación de agentes estatales, cuando existían indicios de la participación de agentes federales, 
y (ii) no se investigaron todas las posibles formas de responsabilidad individual por los actos de 
tortura que prevé la Convención Interamericana contra la Tortura, incluyendo la responsabilidad de 
mando, pese a la existencia de indicios al respecto, el Tribunal encuentra que el Estado no investigó 
a todos los posibles responsables penales ni siguió todas las líneas lógicas de investigación, 
incumpliendo así su deber de investigar con la debida diligencia. 

315. Este Tribunal ha afirmado, en relación a la violación sexual, que dada la naturaleza de esta 
forma de violencia no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, 
la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. En el presente caso, 
la Corte observa numerosos ejemplos de ocasiones en que las autoridades estatales le dieron un peso 
excesivo a la ausencia de evidencia física, lo cual resulta particularmente grave teniendo en cuenta 
que, en gran medida, la ausencia de dicha evidencia se debió al actuar negligente de las mismas 
autoridades que luego la exigieron. La Corte ya determinó supra que la negativa por parte de algunas 
de las mujeres víctimas del presente caso a que se les volviera a practicar el Protocolo de Estambul 
redundó en un perjuicio para la investigación, ante la falta de adopción de otras medidas por parte 
de la FEVIM, tal como la consideración de los peritajes que otras entidades les habían practicado 
anteriormente. Asimismo, la Corte resalta la declaración el Secretario General de Gobierno del estado 
de México en cuanto a que no era posible iniciar una investigación en virtud de la falta de exámenes 
ginecológicos o denuncias penales […], así como el informe de la Agencia de Seguridad Estatal de 17 
de mayo de 2006 ante el Gobernador y la PGJEM, el cual afirmó que “una posible víctima de una 
violación tumultuaria presentaría lesiones que pondrían en riesgo su vida y su capacidad mental […] 
tendrían que estar hospitalizadas”. Todos ellos son ejemplos del peso excesivo que las autoridades 
le asignaron a la evidencia física, contraviniendo los estándares interamericanos en materia de 
investigación de casos de violencia sexual.  

316. Adicionalmente, este Tribunal también advierte los efectos revictimizantes del trato 
esterotipado y discriminatorio recibido por las mujeres. La Corte nota, por ejemplo, que las 
autoridades a cargo de la investigación no tomaron los recaudos para evitar someterlas reiterada e 
innecesariamente a la experiencia revictimizante e invasiva que representa la aplicación de peritajes 
médico-psicológicos […]. Además, la Corte nota que la FEVIM practicó en forma parcial un “dictamen 
socio familiar y económico de las denunciantes, rol de vida de la víctima, costumbres y usos”, en 
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contra de la voluntad de las once mujeres víctimas del presente caso. Al respecto, este Tribunal ha 
expresado que la apertura de líneas de investigación sobre el comportamiento social o sexual previo 
de las víctimas en casos de violencia de género no es más que la manifestación de políticas o actitudes 
basadas en estereotipos de género. Aún más, el consentimiento de la víctima resulta indispensable 
en cualquier peritaje o examen que se le practique a la víctima de tortura y/o violencia sexual. En 
este sentido, el Tribunal considera que la realización de dichos peritajes resultó innecesaria, en tanto 
no se justificó cómo el historial socio familiar y económico de las víctimas resultaba relevante a los 
fines de verificar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, así como revictimizante, máxime 
cuando fue realizado sin su consentimiento.  

317. En consecuencia, la Corte estima que la investigación de la tortura y violencia sexual 

cometida contra las mujeres víctimas del presente caso no fue conducida con una perspectiva de 
género de acuerdo a las obligaciones especiales impuestas por la Convención de Belém do Pará. Por 
tanto, la Corte considera que se ha violado el deber de respetar y garantizar sin discriminación los 
derechos contenidos en la Convención Americana (artículo 1.1), y recuerda que el Estado reconoce 
la violación al derecho a la igualdad ante la ley reconocido en el artículo 24 de la Convención. 

 

2.1.4 SECRETO Y OBSTRUCCIÓN DE JUSTICIA 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101. 

178. Al respecto, la Corte destaca que la legislación guatemalteca - en el artículo 244 del Código 
Procesal Penal - prevé un procedimiento de acuerdo con el cual el tribunal competente o el juez que 
controla la investigación puede examinar privadamente documentos cuyo carácter secreto se alega, 
y determinar si los documentos son útiles para el caso, si los incorpora al procedimiento, así como 
autorizar su exhibición a las partes, las que deben resguardar el carácter secreto de su contenido. No 
obstante, a pesar de que los juzgados competentes requirieron al Ministerio de la Defensa Nacional 
la presentación de varios documentos con base en dicha norma, dicho Ministerio no los presentó, 
bajo el argumento de que la información que contenían los documentos constituía secreto de Estado 

[…].  

179. Tal como lo ha señalado la Corte Europea de Derechos Humanos, en los casos donde cierta 
evidencia es mantenida en reserva por motivos de interés público (seguridad nacional, por ejemplo), 
no es el rol del tribunal internacional determinar si la reserva de la información es o no necesaria ya 
que como regla general ello corresponde a los tribunales nacionales. En cambio, sí le corresponde 
determinar si el proceso interno respeta y protege el interés de las partes. Al respecto, dicho Tribunal 
Europeo señaló que el hecho de retener evidencia relevante argumentando el interés público, sin 
notificar al juez de la causa, no cumple con los requisitos del artículo 6 del Convenio Europeo, el cual 

es equivalente al artículo 8 de la Convención Americana.  

180. La Corte considera que en caso de violaciones de derechos humanos, las autoridades 
estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o la confidencialidad de 
la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, para dejar de aportar la 
información requerida por las autoridades judiciales o administrativas encargadas de la 

investigación o proceso pendientes. En el mismo sentido: Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do 
Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 202; Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El 
Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párr. 
257. 

181. El Tribunal comparte lo señalado por la Comisión Interamericana en cuanto a que: 

[e]n el marco de un procedimiento penal, especialmente cuando se trata de la 
investigación y persecución de ilícitos atribuibles a las fuerzas de seguridad del 
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Estado, surge una eventual colisión de intereses entre la necesidad de proteger el 
secreto de Estado, por un lado, y las obligaciones del Estado de proteger a las 
personas de los actos ilícitos cometidos por sus agentes públicos y la de investigar, 
juzgar y sancionar a los responsables de los mismos, por el otro lado. 

[…L]os poderes públicos no pueden escudarse tras el manto protector del secreto 
de Estado para evitar o dificultar la investigación de ilícitos atribuidos a los 
miembros de sus propios órganos. En casos de violaciones de derechos humanos, 
cuando los órganos judiciales están tratando de esclarecer los hechos y juzgar y 
sancionar a los responsables de tales violaciones, el ampararse en el secreto de 
Estado para entregar información requerida por la autoridad judicial puede ser 

considerado como un intento de privilegiar la “clandestinidad del Ejecutivo” y 
perpetuar la impunidad. 

Asimismo, cuando se trata de la investigación de un hecho punible, la decisión de 
calificar como secreta la información y de negar su entrega jamás puede depender 
exclusivamente de un órgano estatal a cuyos miembros se les atribuye la comisión 
del hecho ilícito. “No se trata pues de negar que el Gobierno deba seguir siendo 
depositario de los secretos de Estado, sino de afirmar que en materia tan 
trascendente, su actuación debe estar sometida a los controles de los otros poderes 
del Estado o de un órgano que garantice el respeto al principio de división de los 
poderes…”. De esta manera, lo que resulta incompatible con un Estado de Derecho 
y una tutela judicial efectiva “no es que haya secretos, sino estos secretos escapen 
de la ley, esto es, que el poder tenga ámbitos en los que no es responsable porque 
no están regulados jurídicamente y que por tanto están al margen de todo sistema 
de control…”129.  

182. Esta negativa del Ministerio de la Defensa Nacional de aportar todos los documentos 
requeridos por los tribunales, amparándose en el secreto de Estado, constituye una obstrucción a la 
justicia. 

199.  A la luz de lo anterior, este Tribunal considera que el Estado, para garantizar un debido 
proceso, debe facilitar todos los medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, 
investigadores, testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como 
finalidad entorpecer el proceso y evitar el esclarecimiento de los hechos y encubrir a los responsables 
de los mismos. En el mismo sentido: Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la 
Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. Serie C No. 270, párr. 376; Caso Gutiérrez 
y Familia Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C 
No. 271, párr. 118. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. 

175.  Sobre los obstáculos a la administración de justicia relacionados con el impedimento de 
capturas o la no efectiva realización de las mismas, la Corte ha dicho que el retardo en hacer efectivas 
las órdenes de captura ya dictadas contribuye a perpetuar los actos de violencia e intimidación contra 
testigos y fiscales vinculados al esclarecimiento de los hechos, más aún cuando del expediente surge 
que los sobrevivientes y algunos familiares y testigos fueron hostigados y amenazados, e incluso 
algunos tuvieron que salir del país.  

Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie 
C No. 219. 

 

129 Cfr. demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 19 de junio de 2001 (expediente de 
fondo y eventuales reparaciones, tomo I, folio 74). 
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211.  A criterio de este Tribunal, el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la 
existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a 
proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, 
efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho 
a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones 
necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho, especialmente cuando se trata de conocer la 
verdad de lo ocurrido en casos de violaciones graves de derechos humanos como las desapariciones 
forzadas y la ejecución extrajudicial del presente caso. Alegar ante un requerimiento judicial, como 
el aquí analizado, la falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al 
menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la 

actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando 
con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho. Cabe destacar que el Primer 
Juzgado Federal ordenó a la Unión el 30 de junio de 2003 la entrega de los documentos en un plazo 
de 120 días, pese a lo cual pasaron seis años, en los que la Unión interpuso varios recursos, hasta que 
la misma se hizo efectiva lo que resultó en la indefensión de los familiares de las víctimas y afectó su 
derecho de recibir información, así como su derecho a conocer la verdad de lo ocurrido.  

212.  Con fundamento en las consideraciones precedentes, la Corte concluye que el Estado violó 
el derecho a buscar y a recibir información consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana 
en relación con los artículos 1.1, 8.1 y 25 de la misma, en perjuicio de […]. 

Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252.  

261.  Al respecto, los peritos Mercedes Doretti, Luis Fondebrider y Silvana Turner del Equipo 
Argentino de Antropología Forense señalaron que los mayores obstáculos al trabajo forense se 
produjeron durante el año 1991 y 1992, período en el cual se observó una obstaculización deliberada 
en el nombramiento cuando en El Salvador se carecía de especialistas en el área de arqueología y 
antropología forense. Posteriormente, luego de tres meses de espera en el país y a petición de 
comunidades locales y Tutela Legal, entre otros, dos miembros del Equipo Argentino de Antropología 
Forense fueron nombrados por el Juez actuante pero sin fecha de inicio de las exhumaciones. 
Finalmente, el Equipo Argentino de Antropología Forense abandonó el país en espera de la 
resolución del caso. Al respecto, la perito Tal Linda Ileen Simmons expresó que el hecho que las 
primeras exhumaciones se iniciaran 11 años después de los hechos, por la obstaculización del 
Gobierno de El Salvador, tuvo repercusiones directas en el estado tanto de los restos humanos como 
de las pruebas conexas encontradas por el Equipo Argentino de Antropología Forense en estos casos, 
y en las posibilidades de determinar la identidad de los restos exhumados.  

262.  Por ende, esta Corte considera que el Estado dilató y obstaculizó el inicio de los trabajo de 
exhumación, lo cual se vincula tanto con la recaudación de la prueba como con la posibilidad de 
entregar los restos a los familiares a fin de que éstos puedan cerrar su proceso de duelo. La Corte 
reitera que el paso del tiempo guarda una relación directamente proporcional con la limitación –y en 
algunos casos, la imposibilidad- para obtener las pruebas y/o testimonios, dificultando la práctica de 
diligencias probatorias a fin de esclarecer los hechos materia de investigación, identificar a los 
posibles autores y partícipes, y determinar las eventuales responsabilidades penales. 

Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. Guatemala. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 253.  

251. En virtud de todas las consideraciones anteriores, el Tribunal concluye que, en el presente 
caso, las autoridades militares no han aportado de forma debida y oportuna información pertinente 
para esclarecer los hechos. La Corte destaca que las autoridades estatales están obligadas a colaborar 
en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una investigación y abstenerse de 
realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso investigativo. Del mismo 
modo, resulta esencial que los órganos a cargo de las investigaciones estén dotados, formal y 
sustancialmente, de las facultades y garantías adecuadas y necesarias para acceder a la 
documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y obtener indicios 
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o evidencias de la ubicación de las víctimas. Asimismo, es fundamental que las autoridades a cargo 
de la investigación puedan tener pleno acceso a la documentación en manos del Estado.  

252.  Este Tribunal estima que las constantes negativas de información del Ministerio de la 
Defensa han impedido la identificación de las personas que formaron parte de la planeación y 
ejecución de las operaciones registradas en el Diario Militar, así como la eventual obtención de 
información sobre dichas personas para esclarecer los hechos y dar con el paradero de las víctimas. 
Al respecto, la Corte recuerda que la obligación de investigar, juzgar y sancionar, en su caso, a los 
responsables es una obligación que corresponde al Estado como un todo, lo cual implica que toda 
autoridad estatal debe cooperar, apoyar o coadyuvar, en el ámbito de su competencia, a la debida 
investigación de los hechos, de conformidad con las obligaciones derivadas de los artículos 8.1 y 25.1 

de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  

Corte IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281. 

214. La Corte ha establecido en su constante jurisprudencia que dentro de las medidas positivas 

que un Estado debe adoptar para garantizar los derechos reconocidos en la Convención se encuentra 
la obligación de investigar violaciones de derechos humanos. El cumplimiento de esta obligación 
consiste no sólo en prevenir sino también investigar las violaciones de derechos reconocidos en ese 
instrumento, así como procurar el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su 
caso, la reparación de los daños producidos por las violaciones a los derechos humanos. 

217. Asimismo, la Corte ha señalado que para que la investigación sea efectiva en los términos de 
la Convención, debe llevarse a cabo con la debida diligencia, la cual exige que el órgano que investiga 
lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que 

se persigue. Es decir que debe sustanciarse “por todos los medios legales disponibles y [estar] 
orientada a la determinación de la verdad”. Este deber involucra a toda institución estatal , tanto 
judicial como no judicial, por lo que la debida diligencia se extiende también a los órganos no 
judiciales a los que corresponda la investigación previa al proceso, realizada para determinar las 
circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal. 
Sin el cumplimiento de estas exigencias, el “Estado no podrá posteriormente ejercer de manera 
efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial 
que este tipo de violaciones requiere”. En el mismo sentido: Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie 
C No. 306, párr. 135. 

224. La Corte constata que a pesar de los indicios demostrados que indicaron una interrelación 
entre ambas muertes, la puesta en conocimiento de las autoridades sobre las presuntas amenazas, 
hostigamientos y sobre la situación de riesgo de Eduardo Landaeta, sumado al hecho de que la 

Fiscalía Novena del Ministerio Público fue la encargada de ambos casos durante un periodo de 
tiempo, las autoridades no realizaron investigaciones del conjunto de estos hechos ni realizaron una 
averiguación tendiente a comprobar dichos vínculos. Al respecto, este Tribunal ha establecido que 
“[l]a investigación con debida diligencia exige tomar en cuenta lo ocurrido en otros homicidios y 
establecer algún tipo de relación entre ellos. Ello debe ser impulsado de oficio, sin que sean las 
víctimas y sus familiares quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa”.  

225. Con base en lo señalado, la Corte considera que las investigaciones aisladas que se efectuaron 
no contribuyeron con el esclarecimiento de los hechos ni, en su caso, con la determinación de 
responsabilidades. En este sentido, este Tribunal estima que el Estado al no investigar ambas 
muertes de manera conjunta no agotó todas las posibles líneas de investigación que permitieran el 
esclarecimiento de los hechos.  

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 
283. 
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214. La Corte ha establecido que, en aras de garantizar su efectividad, en la investigación de 
violaciones a los derechos humanos se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación. Al respecto, la Corte ha precisado que, cuando los 
hechos se refieren a la muerte violenta de una persona, la investigación iniciada debe ser conducida 
de tal forma que pudiese garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas a raíz de la 
misma. En este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte analizar las hipótesis de autoría 
manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar responsabilidades 
individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u 
omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes. De igual modo, no 
compete a la Corte sustituir a la jurisdicción interna estableciendo las modalidades específicas de 

investigación y juzgamiento en un caso concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino 
constatar si en los pasos efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones 
internacionales del Estado derivadas de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. La Corte 
recuerda que la falta de diligencia tiene como consecuencia que conforme el tiempo vaya 
transcurriendo, se afecte indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes 
que permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que correspondan, con lo cual 
el Estado contribuye a la impunidad. 

Corte IDH. Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo,  
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392 . 

122. La Corte recuerda que, para garantizar un debido proceso, el Estado debe facilitar todos los 
medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de 
las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar 
el esclarecimiento de los hechos o encubrir a los responsables de los mismos; pues de lo contrario, 
eso tendría un efecto amedrentador e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser 
testigos, afectando seriamente la efectividad de la investigación. 

127. En cuanto a las medidas de protección, éstas consistieron en brindar protección por parte 
de funcionarios del Destacamento 21 de la Guardia Nacional a los 5 familiares beneficiarios. Sin 
embargo, el Estado no ha explicado con precisión cómo se materializaron dichas medidas de 
protección, en qué consistió la labor de la Guardia Nacional y cuáles fueron las medidas preventivas 

tomadas. Dicha omisión en los alegatos resulta fundamental pues, con fecha posterior al dictado de 
medidas de protección, el 4 de julio de 2003, Bladimir Lenin Díaz Loreto fue detenido por policías sin 
orden judicial y puesto en libertad un día después. La Corte reconoce la responsabilidad del Estado 
por no acreditar que las medidas de protección tomadas resultaron idóneas para prevenir la 
reincidencia de amenazas y actos de hostigamiento en contra del grupo familiar. 

128. Por otra parte, este Tribunal ya se ha referido al contexto de ejecuciones extrajudiciales en 
Venezuela, con especial incidencia en el estado Aragua, en el que los testigos y denunciantes han sido 
objeto de asesinatos, amenazas y hostigamientos con el fin de obstruir la acción de la justicia. Este 
contexto era conocido por las autoridades y estas no tomaron medidas de protección efectivas ni 

siguieron investigaciones serias y diligentes para evitar que dicha situación persista.  

129. Por lo expuesto, esta Corte encuentra probada la falta de medidas de protección para los 
participantes en el proceso, lo cual se traduce en la vulneración por parte del Estado a las garantías 
contenidas en el artículo 8.1 de la Convención en perjuicio de los familiares de las tres presuntas 

víctimas. 

2.1.5 PROTECCIÓN DE INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101. 

198. Esta Corte considera que los hechos descritos contra la familia de la víctima, el personal de 

la Fundación Myrna Mack y el personal de AVANCSO tenían como propósito, como ya se dijo respecto 
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a los operadores de justicia, investigadores policiales y testigos, atemorizarlos para que desistieran 
de sus propósitos de hacer investigar los hechos del presente caso, identificar y sancionar a todos los 
responsables de la muerte extrajudicial de Myrna Mack Chang. 

199. A la luz de lo anterior, este Tribunal considera que el Estado, para garantizar un debido 
proceso, debe facilitar todos los medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, 
investigadores, testigos y familiares de las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como 
finalidad entorpecer el proceso y evitar el esclarecimiento de los hechos y encubrir a los responsables 
de los mismos. En el mismo sentido: Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 171; Caso Gelman Vs. 
Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No. 221, párr. 255; Caso de 

las comunidades afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. 
Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2013. Serie C No. 270, párr. 376. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. 

165.  La Corte ha constatado, a través del acervo probatorio, que durante las investigaciones por 
los hechos de este caso se presentaron amenazas contra jueces, testigos y familiares de las víctimas. 
Estas amenazas han afectado la efectividad de los procesos. Tal como fue indicado […] el actuar con 
debida diligencia en las investigaciones implicaba tomar en cuenta los patrones de actuaciones de la 
compleja estructura de personas que cometió la masacre, ya que esta estructura permanece con 
posterioridad a la comisión del crimen y, precisamente para procurar su impunidad, opera utilizando 
las amenazas para causar temor en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos o tener un 
interés en la búsqueda de la verdad, como es el caso de los familiares de las víctimas. El Estado debía 
haber adoptado las medidas suficientes de protección e investigación frente a ese tipo de 
intimidaciones y amenazas. 

169.  En dicho contexto se produjeron amenazas contra uno de los paramilitares que contribuyó 
al esclarecimiento de los hechos. Asimismo, las amenazas contra eventuales testigos fueron 
persistentes. En un informe emitido por el Grupo de Derechos Humanos del Cuerpo Técnico de 
Investigación se señaló que posibles testigos estaban “amenazados de muerte por los grupos 
paramilitares si llega[ba]n a hablar con los organismos de seguridad del Estado”. Además, algunos 
de los familiares de las víctimas que rindieron testimonio en el proceso ante la Corte, expresaron el 
temor que padecen o han padecido con ocasión de los hechos y manifestaron haber sido objeto de 
amenazas y hostigamiento tanto en la época en la que ocurrieron los hechos como en los últimos años 
durante el trámite del caso ante el Sistema Interamericano. Resulta relevante resaltar que un hijo de 
una víctima fallecida y quien posteriormente se desempeñó como fiscal de la Unidad Nacional de 
Derechos Humanos, tuvo que salir al exilio en dos ocasiones por las amenazas de muerte contra él y 
su familia, tal como declaró ante esta Corte.  

170.  La Corte considera que el patrón de violencia y amenazas contra funcionarios judiciales, 
familiares de víctimas y testigos que se produjo en el presente caso tuvo un efecto amedrentador e 
intimidante para que desistieran de colaborar en la búsqueda de la verdad y, consecuentemente, 
obstruir el avance del proceso. Ello se ve agravado porque no se adoptaron medidas de seguridad 
para algunos de los funcionarios, familiares de víctimas y testigos amenazados, ni se acreditó 
investigación o sanción alguna en relación con dichos actos de hostigamiento y violencia, lo cual 
profundiza el contexto de intimidación e indefensión frente a la actuación de los grupos paramilitares 
y agentes estatales. Esta situación afectó el adecuado ejercicio de la función judicial y el 
funcionamiento de la administración de justicia, de acuerdo con la obligación de garantía establecida 
en el artículo 1.1 de la Convención. Además, el hecho de que no hayan sido sancionados todos los 
responsables de los hechos genera que ese amedrentamiento sea permanente y que, en alguna 
medida, explique la grave negligencia en el impulso de la investigación.  

Corte IDH. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196. 
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106.  Además de la evidente negligencia en el impulso de la investigación, como ya se dijo, la Corte 
ha constatado, a través del acervo probatorio, que algunos testigos han sido amenazados […] y otras 
personas fueron coaccionadas a declarar en falso, y que esto ha tenido un efecto amedrentador e 
intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser testigos, afectando seriamente la 
efectividad de la investigación. A solicitud de los representantes, este Tribunal tuvo que intervenir, 
mediante la adopción de medidas provisionales, ante el recrudecimiento de las amenazas a un 
testigo, lo que indica que a la fecha, 14 años después de ocurridos los hechos, el riesgo no ha cesado. 
El que no hayan sido sancionados los responsables de tales actos genera que ese efecto intimidante 
sea permanente. En el mismo sentido: Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269130, párr.173. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211. 

145.  Aunado a lo anterior, la Corte considera que las amenazas e intimidaciones sufridas por 
algunos de los testigos que han rendido sus declaraciones en el proceso interno no pueden verse 
aisladamente, sino que se deben considerar en el marco de obstaculizaciones de la investigación del 
caso. Por ende, tales hechos se convierten en otro medio para perpetuar la impunidad en el presente 
caso e impedir que se conozca la verdad de lo ocurrido.  

Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 
283. 

227. La Corte recuerda que el Estado, para garantizar un debido proceso, debe facilitar todos los 
medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de 

las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar 
el esclarecimiento de los hechos y encubrir a los responsables de los mismos, pues de lo contrario 
eso tendría un efecto amedrentador e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser 
testigos, afectando seriamente la efectividad de la investigación. En efecto, las amenazas e 
intimidaciones sufridas por testigos en el proceso interno no pueden verse aisladamente, sino que se 

 

130 Los hechos del presente caso sucedieron el 18 de mayo de 1998, en el momento en que el señor Luna López 
salía de una sesión de la Corporación Municipal de Catacamas, en compañía de la secretaría de la corporación y 
de un regidor municipal, se le aproximaron dos jóvenes y le dispararon. La bala que le produjo la muerte, 
impactó en su espalda, sin orificio de salida. En la investigación preliminar, se determinó como presunto autor 
material de los hechos a Oscar Aurelio Rodríguez Molina. Se abrieron los procesos penales para investigar la 
presunta participación de seis imputados por los delitos de homicidio y tentativa de homicidio. El 11 de 
diciembre de 2002 el Juzgado de Letras emitió sentencia en primera instancia, en la cual condenó a Oscar Aurelio 
Rodríguez Molina a 20 años de reclusión por el asesinato del señor Carlos Luna López y la pena de siete años de 
reclusión por el delito de lesiones gravísimas en perjuicio de la señora Silvia Gonzales. Pese a que denunció en 
muchas oportunidades que venía siendo amenazado de muerte, el 28 de junio de 2006 el señor Rodríguez 
Molina fue asesinado mediante disparos de arma de fuego mientras cumplía su pena de prisión en la celda 
número 25 de “Escorpión”. Respecto de la investigación de este hecho, el Estado señaló que “hasta la fecha no 
ha sido posible individualizar a los autores de [esta] muerte. Respecto a Jorge Adolfo Chávez, el 25 de abril de 
2005 la Corte Tercera de Apelaciones de Tegucigalpa resolvió condenarlo a 7 años y 2 meses por tentativa de 
homicidio; sin embargo, el 16 de junio de 2006, la Sala de lo Penal de la Corte Suprema acogió un recurso de 
casación a su favor, absolviéndolo de todos los cargos. Respecto a José Ángel Rosa, el 24 de octubre de 2001 el 
Fiscal a cargo del caso solicitó al Juzgado de Letras que librara orden de captura contra él; sin embargo, el 26 de 
mayo de 2003 el Juzgado de Letras decretó su libertad provisional tras considerar que no existía prueba que lo 
incriminara como partícipe del asesinato de Carlos Luna. El 30 de junio de 2008 el señor Rosa fue asesinado 
frente a su residencia. Respecto de Ítalo Iván Lemus Santos, el 4 de junio de 2010 la Corte Tercera de Apelaciones 
de Francisco Morazán resolvió condenarlo a 18 años de reclusión por el asesinato de Carlos Luna y a ocho años 
y ocho meses de reclusión por tentativa de homicidio. Tras la apelación, el 20 de febrero de 2013 el Juzgado de 
Letras emitió orden de captura en su contra. No obstante, hasta la fecha este no ha sido capturado. Respecto de 
las investigaciones seguidas contra Marcos Morales y Wilfredo Pérez, quienes fueron señalados por Oscar 
Aurelio Rodríguez Molina como responsables de la muerte del señor Luna, el Juzgado de Letras giró órdenes de 
captura en su contra. Finalmente, la Corte observó que en los procesos judiciales seguidos en contra de Lincoln 
Figueroa, Alejandro Fredy Salgado Cardona y Fredy Noel Salgado Mejía, se presentaron 10 cambios de Fiscales 
y 14 cambios de jueces de primera instancia. 
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deben considerar en el marco de obstaculizaciones de la investigación del caso. Por ende, tales 
hechos se convierten en otro medio para perpetuar la impunidad e impedir que se conozca la verdad 
de lo ocurrido. De igual modo, es criterio de la Corte que para que una investigación sea efectiva, las 
personas encargadas de la misma deben de ser independientes, tanto jerárquica e institucionalmente 
como en la práctica, de aquellas personas implicadas en los hechos que se investigan. En el mismo 
sentido: Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299, párr. 238; Caso 
Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr. 195; Caso Miembros de la Aldea Chichupac y 
comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, párr. 224. 

235. En definitiva, del expediente se evidencian una serie de indicios que permiten a la Corte 
concluir que en el presente caso testigos y declarantes temieron sufrir las consecuencias de cualquier 
información que pudieran dar, sin que conste que el Estado haya facilitado los medios necesarios de 
protección una vez que tomó conocimiento de estos hechos, a fin de garantizar la seguridad a los 
investigadores, testigos y familiares de las víctimas en la investigación, en específico, aun cuando al 
menos en una oportunidad se solicitó expresamente protección a un testigo. La manera en que dicha 
situación permeó en los testigos y declarantes implicó que algunos de ellos no proporcionaran a los 
investigadores información en relación al hecho, afectando la efectividad de la investigación, y 
contribuyendo a la impunidad en que hasta hoy y por casi 10 años se mantiene el presente caso. 

Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352. 

126. La Corte recuerda que, para garantizar un debido proceso, el Estado debe facilitar todos los 
medios necesarios para proteger a los operadores de justicia, investigadores, testigos y familiares de 
las víctimas de hostigamientos y amenazas que tengan como finalidad entorpecer el proceso, evitar 
el esclarecimiento de los hechos o encubrir a los responsables de los mismos; pues de lo contrario, 
eso tendría un efecto amedrentador e intimidante en quienes investigan y en quienes podrían ser 
testigos, afectando seriamente la efectividad de la investigación. 

 

2.2. DERECHO A UN TRIBUNAL INDEPENDIENTE, IMPARCIAL Y 
COMPETENTE 

2.2.1. JUEZ NATURAL Y COMPETENCIA 

2.2.1.1 ASPECTOS GENERALES 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 182. 

50.  El artículo 8.1 de la Convención garantiza el derecho a ser juzgado por “un tribunal 
competente […] establecido con anterioridad a la ley”. Esto implica que las personas “tienen derecho 
a ser juzgadas por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a procedimientos legalmente 
establecidos”, razón por la cual el Estado no debe crear tribunales que no apliquen normas procesales 
debidamente establecidas para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente a los 
tribunales ordinarios. Con esto se busca evitar que las personas sean juzgadas por tribunales 
especiales, creados para el caso, o ad hoc.  
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Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206131. 

74.  Este Tribunal estima necesario formular algunas consideraciones acerca del fuero, la 
conexidad y el juez natural, que vienen al caso para la materia de esta sentencia. El fuero ha sido 
establecido para proteger la integridad de la función estatal que compete a las personas a las que 
alcanza esta forma de inmunidad y evitar, así, que se altere el normal desarrollo de la función pública. 
No constituye un derecho personal de los funcionarios. Sirve al interés público. Entendido en esos 
términos, el fuero persigue un fin compatible con la Convención. Por su parte, la conexidad busca el 
fin, convencionalmente aceptable, de que un mismo juez conozca diversos casos cuando existen 
elementos que los vinculen entre sí. De esta forma, se evita incurrir en contradicciones y se garantiza 

la unidad de las decisiones y la economía procesal.  

75.  El artículo 8.1 de la Convención garantiza el derecho a ser juzgado por “un tribunal 
competente […] establecido con anterioridad a la ley”, disposición que se relaciona con el concepto 
de juez natural, una de las garantías del debido proceso, a las que inclusive se ha reconocido, por 
cierto sector de la doctrina, como un presupuesto de aquél. Esto implica que las personas tienen 
derecho a ser juzgadas, en general, por tribunales ordinarios, con arreglo a procedimientos 
legalmente establecidos.  

76.  El juez natural deriva su existencia y competencia de la ley, la cual ha sido definida por la 
Corte como la “norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos 
legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el 
procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de las 
leyes”. Consecuentemente, en un Estado de Derecho sólo el Poder Legislativo puede regular, a través 
de leyes, la competencia de los juzgadores.  

77.  Ahora bien, el fuero no necesariamente entra en colisión con el derecho al juez natural, si 
aquél se halla expresamente establecido y definido por el Poder Legislativo y atiende a una finalidad 
legítima, como antes se manifestó. De esta forma, no sólo se respeta el derecho en cuestión sino que 
el juez de fuero se convierte en el juez natural del aforado. Si, por el contrario, la ley no consagra el 
fuero y éste es establecido por el Ejecutivo o por el propio Poder Judicial, distrayéndose así al 
individuo del tribunal que la ley consagra como su juez natural, se vería vulnerado el derecho a ser 
juzgado por un juez competente. Del mismo modo, si la conexidad está expresamente reglada en la 
ley, el juez natural de una persona será aquél al que la ley atribuya competencia en las causas conexas. 
Si la conexidad no está reglada por la ley, sería violatorio distraer al individuo del juez originalmente 
llamado a conocer el caso.  

78.  En el presente caso, el señor Barreto Leiva no gozaba de ningún tipo de fuero, por lo que, en 
principio, le correspondía ser juzgado por un juez penal ordinario de primera instancia. Los 

congresistas coacusados con la víctima debían ser juzgados por el TSSPP […]. Finalmente, el tribunal 
competente para el Presidente de la República era la CSJ […]. Todos estos tribunales fueron 
establecidos por la ley venezolana con anterioridad a los hechos sujetos a juicio.  

 

131 Los hechos del presente caso se inician en febrero de 2009 cuando fue aprobada por el entonces Presidente, 
Carlos Andrés Pérez Rodríguez, una rectificación presupuestaria por Bs. 250.000.000,00 (doscientos cincuenta 
millones de bolívares). Oscar Enrique Barreto Leiva ejercía en ese entonces el cargo de Director General 
Sectorial de Administración y Servicios del Ministerio de la Secretaría de la Presidencia de la República. La Corte 
Suprema de Justicia consideró que dicha rectificación presupuestaria constituía un delito y condenó a quienes 
consideró responsables de dicho ilícito incluyendo al señor Barreto Leiva. Él fue condenado a un año y dos meses 
de prisión y a otras penas accesorias por haberse encontrado responsable del delito de malversación genérica 
agravada en grado de complicidad. El proceso, durante la etapa sumarial, implicó que el señor Barreto Leiva no 
fuera asistido por un defensor de su elección en esa etapa del proceso, interrogara a los testigos, conociera las 
pruebas que estaban siendo recabadas, presentara pruebas en su defensa y controvirtiera el acervo probatorio 
en su contra. Asimismo, se le impuso la medida prisión preventiva, sin la posibilidad de obtener la libertad bajo 
fianza, la cual duró más tiempo que la condena que recibió. 
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79.  Corresponde a la ley establecer las reglas para la operación de la conexidad, definiendo a qué 
tribunal compete conocer de las causas conexas.  

80.  No existe una ley especial –tal y como afirma la Comisión- que establezca que si el Presidente 
de la República es coacusado junto con un particular sin fuero por un ilícito penado por la Ley de 
patrimonio público, la causa deba ser conocida por el tribunal del fuero del Presidente. Sin embargo, 
esto no impide que se aplique el principio general, recogido en la ley venezolana, de que un solo 
tribunal conozca de los asuntos conexos, acumulando competencia sobre todos ellos. En la especie, 
esto llevaría a dos supuestos posibles: que el Presidente sea juzgado por el tribunal competente para 
juzgar al individuo sin fuero, o viceversa. Lógicamente, el primer supuesto es inadmisible, ya que no 
atiende a los fines que justifican la institución del fuero. El segundo supuesto respeta tanto el 

principio de conexidad, como el interés público que el fuero garantiza. Así lo entendió la CSJ en el 
presente caso […], y esta Corte no encuentra motivo suficiente para apartarse del criterio sustentado 
por el más alto tribunal venezolano.  

81.  Por todo ello, la Corte declara que el Estado no violó el derecho a ser juzgado por un juez 
competente, reconocido en el artículo 8.1 de la Convención.  

 

2.2.1.2. RESTRICCIÓN AL FUERO MILITAR 

Corte IDH. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie 
C No. 33132. 

61. En primer término, al aplicar los Decretos-Leyes Nº 25.659 (delito de traición a la patria) y 
Nº 25.475 (delito de terrorismo) expedidos por el Estado, la jurisdicción militar del Perú violó el 
artículo 8.1 de la Convención, en lo que concierne a la exigencia de juez competente. En efecto, al 
dictar sentencia firme absolutoria por el delito de traición a la patria del cual fue acusada la señora 
María Elena Loayza Tamayo, la jurisdicción militar carecía de competencia para mantenerla en 
detención y menos aún para declarar, en el fallo absolutorio de última instancia, que “existiendo 
evidencia de la comisión del delito de terrorismo dispone remitir los actuados pertinentes al Fuero 
Común y poner a disposición de la Autoridad competente a la referida denunciada”. Con esta conducta 
los tribunales castrenses actuando ultra vires usurparon jurisdicción e invadieron facultades de los 
organismos judiciales ordinarios, ya que según el mencionado Decreto-Ley Nº 25.475 (delito de 
terrorismo), correspondía a la Policía Nacional y al Ministerio Público la investigación de ese ilícito y 
a los jueces ordinarios el conocimiento del mismo. Por otra parte, dichas autoridades judiciales 

comunes eran las únicas que tenían la facultad de ordenar la detención y decretar la prisión 
preventiva de los acusados. Como se desprende de lo anterior, los referidos Decretos-Leyes Nº 
25.659 (delito de traición a la patria) y Nº 25.475 (delito de terrorismo) dividieron la competencia 
entre los tribunales castrenses y los ordinarios y atribuyeron el conocimiento del delito de traición a 
la patria a los primeros y el de terrorismo a los segundos. 

62. En segundo término, la señora María Elena Loayza Tamayo fue enjuiciada y condenada por 
un procedimiento excepcional en el que, obviamente, están sensiblemente restringidos los derechos 

 

132 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época donde existió una práctica generalizada de 
tratos crueles, inhumanos y degradantes con motivo de las investigaciones criminales por delitos de traición a 
la patria y terrorismo. El 6 de febrero de 1993 María Elena Loayza Tamayo, profesora universitaria, fue detenida 
por miembros de la División Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE) en un inmueble ubicado en el Distrito 
Los Olivos, en la ciudad de Lima. La detención se produjo en base a su presunta colaboración con el grupo 
armado Sendero Luminoso. María Elena Loayza Tamayo fue llevada al centro de la DINCOTE donde estuvo 
incomunidad e imposibilitada de presentar un recurso judicial para cuestionar su detención. Posteriormente 
fue exhibida como terrorista públicamente a través de medios de comunicación con un traje a rayas. Luego de 
ello fue procesada y posteriormente absuelta por el delito de traición a la patria en el fuero militar. Seguidamente 
fue procesada en el fuero ordinario por el delito de terrorismo y fue condenada a 20 años de pena privativa de 
la libertad. 
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fundamentales que integran el debido proceso. Estos procesos no alcanzan los estándares de un 
juicio justo ya que no se reconoce la presunción de inocencia; se prohíbe a los procesados contradecir 
las pruebas y ejercer el control de las mismas; se limita la facultad del defensor al impedir que éste 
pueda libremente comunicarse con su defendido e intervenir con pleno conocimiento en todas las 
etapas del proceso. El hecho de que la señora María Elena Loayza Tamayo haya sido condenada en el 
fuero ordinario con fundamento en pruebas supuestamente obtenidas en el procedimiento militar, 
no obstante ser éste incompetente, tuvo consecuencias negativas en su contra en el fuero común. 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52133 

128. La Corte advierte que la jurisdicción militar ha sido establecida por diversas legislaciones 
con el fin de mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas. Inclusive, esta 
jurisdicción funcional reserva su aplicación a los militares que hayan incurrido en delito o falta 
dentro del ejercicio de sus funciones y bajo ciertas circunstancias. En este sentido se definía en la 
propia legislación peruana (artículo 282 de la Constitución Política de 1979). El traslado de 
competencias de la justicia común a la justicia militar y el consiguiente procesamiento de civiles por 
el delito de traición a la patria en este fuero, supone excluir al juez natural para el conocimiento de 
estas causas. En efecto, la jurisdicción militar no es la naturalmente aplicable a civiles que carecen de 
funciones militares y que por ello no pueden incurrir en conductas contrarias a deberes funcionales 
de este carácter. Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la 
justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su 
vez, encuéntrase íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia. En el mismo sentido: 
Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 148. 

129. Constituye un principio básico relativo a la independencia de la judicatura que toda persona 
tiene derecho a ser juzgada por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a procedimientos 
legalmente establecidos. El Estado no debe crear “tribunales que no apliquen normas procesales 
debidamente establecidas para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente a los 
tribunales ordinarios”134. 

130. El juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, independiente e 
imparcial de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención Americana. En el caso en estudio, las 
propias fuerzas armadas inmersas en el combate contra los grupos insurgentes, son las encargadas 
del juzgamiento de las personas vinculadas a dichos grupos. Este extremo mina considerablemente 
la imparcialidad que debe tener el juzgador. Por otra parte, de conformidad con la Ley Orgánica de la 
Justicia Militar, el nombramiento de los miembros del Consejo Supremo de Justicia Militar, máximo 
órgano dentro de la justicia castrense, es realizado por el Ministro del sector pertinente. Los 
miembros del Consejo Supremo Militar son quienes, a su vez, determinan los futuros ascensos, 
incentivos profesionales y asignación de funciones de sus inferiores. Esta constatación pone en duda 
la independencia de los jueces militares. 

131. Este Tribunal ha señalado que las garantías a que tiene derecho toda persona sometida a 
proceso, además de ser indispensables deben ser judiciales, “lo cual implica la intervención de un 

 

133  Los hechos del presente caso se enmarcan en el conflicto armado entre las Fuerzas Armadas y grupos 
armados. El 14 y 15 de octubre de 1993 fueron detenidos Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi, Lautaro 
Enrique Mellado Saavedra, María Concepción Pincheira Sáez y Alejandro Luis Astorga Valdez, todos de 
nacionalidad chilena. Se les inició un proceso en la jurisdicción penal militar bajo el cargo de ser autores del 
delito de traición a la patria. Durante la etapa de investigación, no contaron con defensa legal. El proceso fue 
llevado frente a jueces "sin rostro" quienes los sentenciaron. Se interpusieron recursos de hábeas corpus, los 
cuales fueron rechazados. 
134 Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, adoptadas por el Séptimo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto 
al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de 
noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985. 
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órgano judicial independiente e imparcial, apto para determinar la legalidad de las actuaciones que 
se cumplan dentro del estado de excepción”. 

132. En relación con el presente caso, la Corte entiende que los tribunales militares que han 
juzgado a las supuestas víctimas por los delitos de traición a la patria no satisfacen los 
requerimientos inherentes a las garantías de independencia e imparcialidad establecidas por el 
artículo 8.1 de la Convención Americana, como elementos esenciales del debido proceso legal. 

Corte IDH. Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie 
C No. 56135. 

151. En cuanto al proceso seguido en contra del señor Cesti Hurtado ante un órgano de la justicia 
militar, la Corte observa que dicha persona tenía, al tiempo en que se abrió y desarrolló ese proceso, 
el carácter de militar en retiro, y por ello no podía ser juzgado por los tribunales militares. En 
consecuencia, el juicio al cual fue sometido el señor Cesti Hurtado constituye una violación al derecho 
a ser oído por un tribunal competente, de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C 
No. 68. 

117. En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance 
restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Así, debe estar excluido del 

ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles y sólo debe juzgar a militares por la 
comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del 
orden militar. En el mismo sentido: Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de 
agosto de 2000. Serie C No. 69136, párr.113; Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 

de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr.51; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr.126; Caso de la 
"Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr.202; 
Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 272; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, 

 

135 Los hechos del presente caso se inician el 23 de diciembre de 1996, cuando la Sala de Guerra del Consejo 
Supremo de Justicia Militar resolvió abrir instrucción, entre otros, contra el señor Gustavo Cesti Hurtado, por 
los delitos de desobediencia contra el deber y dignidad de la función, negligencia y fraude. El señor Cesti Hurtado 
se retiró del Ejército en 1984. El 28 de febrero de 1997 el señor Cesti Hurtado fue detenido y llevado a un penal 
militar. Fue condenado el 14 de abril del mismo año a una pena privativa de libertad de siete años. La Sala 
Revisora del Consejo Supremo de Justicia Militar redujo la pena a cuatro años. El señor Cesti Hurtado interpuso 
una serie de recursos judiciales cuestionando la detención. Sin embargo, éstos fueron denegados. 
136 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época donde existió una práctica generalizada de 
tratos crueles, inhumanos y degradantes con motivo de las investigaciones criminales por delitos de traición a 
la patria y terrorismo. El 6 de febrero de 1993 Luis Alberto Cantoral Benavides fue detenido, sin una orden 
judicial, por agentes de la Dirección Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE) en su domicilio ubicado en el 
distrito La Victoria, ciudad de Lima. Luis Cantoral estuvo incomunicado por más de una semana en el centro de 
la DINCOTE y a los 15 días después de su detención tuvo acceso a un abogado. Asimismo, fue objeto, por parte 
de efectivos policiales y miembros de la Marina, de actos de violencia. Fue vendado, esposado con las manos en 
la espalda, obligado a permanecer de pie, golpeado en varias partes del cuerpo, etc. Asimismo, fue exhibido 
públicamente a través de los medios de comunicación, vestido con un traje a rayas como los que usan los presos, 
como integrante del Partido Comunista del Perú Sendero Luminoso y como autor del delito de traición a la 
patria, cuando aún no había sido legalmente procesado ni condenado. Luis Alberto Cantoral Benavides fue 
procesado por el fuero militar por el delito de traición a la patria. Fue absuelto pero se remitió lo actuado al 
fuero común para que fuera juzgado por el delito de terrorismo. En dicho proceso fue condenado a 20 años de 
pena privativa de libertad por el delito de terrorismo. Sin embargo, Luis Cantoral solicitó un indulto a la 
Comisión ad hoc creada por la ley No. 26.555 y dicho beneficio fue concedido. En total, Luis Aberto Cantoral 
Benavides estuvo privado de libertad en forma ininterrumpida desde el 6 de febrero de 1993 hasta el 25 de 
junio de 1997, cuando fue liberado. 
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párr. 176; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 160; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 
Serie C No. 220137, párr. 197; Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 248138, párr. 240; Caso 
Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 187; Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, 
párr. 187; Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314, párr. 194. 

125.  Por lo que respecta a la afirmación sobre la parcialidad y dependencia de la justicia militar, 
es razonable considerar que los funcionarios del fuero militar que actuaron en el proceso 
encaminado a investigar los sucesos de El Frontón carecían de la imparcialidad e independencia 
requeridas por el artículo 8.1 de la Convención para investigar los hechos de una manera eficaz y 
exhaustiva y sancionar a los responsables por los mismos.  

126.  Como ha quedado establecido […], los tribunales que conocieron los hechos relacionados con 
dichos sucesos “constituyen un alto Organismo de los Institutos Armados” y los militares que 
integraban dichos tribunales eran, a su vez, miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, 
requisito para formar parte de los tribunales militares. Por tanto, estaban incapacitados para rendir 
un dictamen independiente e imparcial.  

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69. 

112. Es necesario señalar que la jurisdicción militar se establece en diversas legislaciones para 
mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas. Por ello, su aplicación se reserva a 
los militares que hayan incurrido en delitos o faltas en el ejercicio de sus funciones y bajo ciertas 
circunstancias. En ese sentido se regulaba la jurisdicción militar en la legislación peruana (artículo 
282 de la Constitución de 1979). El traslado de competencias de la justicia común a la justicia militar 

 

137 Los hechos del presente caso se iniciaron el 2 de mayo de 1999, cuando el señor Montiel Flores se encontraba 
fuera de la casa del señor Cabrera García, junto a otras personas, en la comunidad de Pizotla, Municipio de 
Ajuchitlán del Progreso, estado de Guerrero. Aproximadamente 40 miembros del 40º Batallón de Infantería del 
Ejército Mexicano entraron en la comunidad, en el marco de un operativo contra otras personas. Los señores 
Cabrera y Montiel fueron detenidos y mantenidos en dicha condición a orillas del Río Pizotla hasta el 4 de mayo 
de 1999. Ese día fueron trasladaron hasta las instalaciones del 40º Batallón de Infantería, ubicado en la ciudad 
de Altamirano, estado de Guerrero. Los señores Cabrera y Montiel fueron golpeados y maltratados durante su 
privación de la libertad. Posteriormente, ciertos miembros del Ejército presentaron una denuncia penal en 
contra de los señores Cabrera y Montiel por la presunta comisión de los delitos de portación de armas de fuego 
de uso exclusivo de las Fuerzas Militares y siembra de amapola y marihuana, iniciándose la respectiva 
investigación penal. El 28 de agosto de 2000 el Juez Quinto de Distrito del Vigésimo Primer Circuito en Coyuca 
de Catalán dictó sentencia mediante la cual condenó a pena privativa de libertad de 6 años y 8 meses de duración 
al señor Cabrera García y de 10 años al señor Montiel Flores. Esta decisión fue objetada a través de diversos 
recursos judiciales y se modificó parcialmente a su favor. En el año 2001 los señores Cabrera y Montiel fueron 
liberados para continuar cumpliendo la sanción que se les impuso en su domicilio, debido a su estado de salud. 
138 Los hechos del presente caso ocurrieron el 29 de agosto de 1996 cuando Luis Gonzalo Vélez Restrepo, 
camarógrafo de un programa nacional de noticias, se encontraba cubriendo los acontecimientos de una de las 
marchas de protesta contra la política gubernamental de fumigación de cultivos de coca. Mientras se encontraba 
filmando los acontecimientos, un grupo de militares lo agredieron, por lo que tuvo que ser conducido a un 
hospital. Tuvo un período de incapacidad de quince días en su residencia. A mediados de septiembre de 1996 el 
señor Vélez Restrepo y su familia comenzaron a ser objeto de amenazas de muerte y hostigamientos. El 5 
octubre de 1997 el señor Vélez Restrepo recibió una amenaza de muerte escrita y, al día siguiente, sufrió un 
intento de privación de su libertad, cuando lo intentaron meter en el asiento trasero de un automóvil. Respecto 
de los hechos ocurridos el 29 de agosto de 1996 se adelantó un procedimiento disciplinario al interior de las 
Fuerzas Militares, en el cual fueron sancionados dos militares con una reprensión severa. Asimismo, se inició 
investigación en la justicia penal militar por el delito de lesiones personales, pero el expediente se perdió. En 
cuanto a las amenazas y hostigamientos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los 
responsables. 
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y el consiguiente procesamiento de civiles por el delito de traición a la patria en este fuero, como 
sucede en el caso, supone excluir al juez natural para el conocimiento de estas causas. Al respecto, la 
Corte ha dicho que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer 
la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a 
su vez, encuéntrase íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia”. En el mismo 
sentido: Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, 
párr. 52; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 
2004. Serie C No. 109, párr. 167; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 141; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 143; Caso 

Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154 139 , párr. 131; Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162140, párr. 142; Caso de la 
Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de de mayo de 2007. 
Serie C No. 163, párr. 200; Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párr. 66; Caso Tiu Tojín Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie C No. 190, párr. 118; Caso Radilla 
Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 273; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 176; 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 160; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 
220, párr. 197; Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 188. 

114. Estima la Corte que los tribunales militares del Estado que han juzgado a la presunta víctima 
por el delito de traición a la patria no satisfacen los requerimientos de independencia e imparcialidad 
establecidos en el artículo 8.1 de la Convención. La Corte considera que en un caso como el presente, 
la imparcialidad del juzgador resulta afectada por el hecho de que las fuerzas armadas tengan la 
doble función de combatir militarmente a los grupos insurgentes y de juzgar e imponer penas a los 
miembros de dichos grupos […]. 

 

139 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del régimen militar que derrocó el gobierno del 
entonces Presidente Salvador Allende en 1973. La represión generalizada dirigida a las personas que el régimen 
consideraba como opositoras operó hasta el fin del gobierno militar. Luis Alfredo Almonacid Arellano era 
profesor de enseñanza básica y militante del Partido Comunista. El 16 de septiembre de 1973 fue detenido por 
carabineros quienes le dispararon, en presencia de su familia, a la salida de su casa. Falleció al día siguiente. En 
1978 se adoptó el Decreto Ley No. 2.191, mediante el cual se concedía amnistía a todas las personas que hayan 
incurrido en hechos delictuosos entre 1973 y 1978. Debido a esta norma no se investigó adecuadamente la 
muerte del señor Arellano ni se sancionó a los autores del hecho. 
140 Los hechos del presente caso se iniciaron el 22 de mayo de 1991 cuando se estableció en la Universidad 
Nacional Enrique Guzmán y Valle-La Cantuta un destacamento del Ejército. Se impuso en dicho centro educativo 
un toque de queda y controles a la entrada y salida de estudiantes. El 18 de julio de 1992, miembros del Ejército 
y del Grupo paramilitar Colina irrumpieron en las viviendas estudiantiles. Tras identificar a algunos de ellos con 
ayuda de una lista, se llevaron a los estudiantes Bertila Lozano Torres, Dora Oyague Fierro, Luis Enrique Ortiz 
Perea, Armando Richard Amaro Cóndor, Robert Edgar Teodoro Espinoza, Heráclides Pablo Meza, Felipe Flores 
Chipana, Marcelino Rosales Cárdenas y Juan Gabriel Mariños Figueroa. Procedieron de la misma manera en las 
residencias de los profesores, siendo detenido el profesor Hugo Muñoz Sánchez. Bertila Lozano Torres y Luis 
Enrique Ortiz Perea permanecieron desaparecidos hasta el descubrimiento, en julio y noviembre de 1993, de 
sus restos mortales en fosas clandestinas en Cieneguilla y en Huachipa. Hugo Muñoz Sánchez, Dora Oyague 
Fierro, Felipe Flores Chipana, Marcelino Rosales Cárdenas, Armando Richard Amaro Cóndor, Robert Edgar 
Teodoro Espinoza, Heráclides Pablo Meza y Juan Gabriel Mariños Figueroa continúan desaparecidos. Se 
iniciaron investigaciones tanto en el fuero común como el militar. Se condenaron a algunos de los denunciados. 
Sin embargo, el 14 de junio de 1995 el Congreso aprobó la Ley No. 26479, mediante la cual se concedía amnistía 
al personal militar, policial o civil involucrado en violaciones de derechos humanos cometidas desde mayo de 
1980 hasta la fecha de promulgación de la ley efectuada el mismo día.  
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Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 
de julio de 2004. Serie C No. 109. 

173. En el presente caso el derecho a un debido proceso debe ser analizado de acuerdo al objeto 
y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz protección de la persona humana, es decir, debe 
hacerse una interpretación pro persona. No hay lugar a dudas de que la participación que pudieran 
haber tenido los militares investigados al “conoc[er] de las actividades delictivas de grupos al margen 
de la Ley, […] presta[ndoles] apoyo y cohonesta[ndo] los acontecimientos delictivos” […] de la 
detención, la desaparición y la muerte de los 19 comerciantes, así como en la sustracción de sus 
vehículos y mercancías, no tiene una relación directa con un servicio o tarea militar. Esta Corte 
considera que la anterior atribución de competencia de la jurisdicción penal militar para conocer de 

los supuestos delitos perpetrados en perjuicio de los 19 comerciantes por miembros del Ejército, 
quienes ya estaban siendo investigados por la jurisdicción penal ordinaria, no respetó los parámetros 
de excepcionalidad y el carácter restrictivo que caracteriza a la jurisdicción castrense, ya que dicha 
jurisdicción no era competente para conocer de tales hechos, todo lo cual contravino el principio del 
juez natural que forma parte del derecho a un debido proceso y del derecho de acceso a la justicia, 
consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana.  

174. El juzgamiento de los militares vinculados a la investigación de los delitos cometidos contra 
los 19 comerciantes por jueces penales militares que carecían de competencia, el cual culminó con la 
cesación de procedimiento a su favor, implicó una violación al principio de juez natural y, 
consecuentemente, al derecho al debido proceso y acceso a la justicia, y además conllevó a que no 
fueran investigados y sancionados por tribunales competentes los miembros de la fuerza pública que 
participaron en los hechos […].  

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2005. Serie C No. 135. 

124.  La Corte ha establecido que toda persona tiene el derecho de ser juzgada por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial. En un Estado democrático de derecho la jurisdicción 
penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de 
intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. 
Por ello, sólo se debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia 
naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.  

125.  El derecho a ser juzgado por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a procedimientos 
legalmente previstos constituye un principio básico del debido proceso. Por ello, para que se respete 
el derecho al juez natural no basta con que esté establecido previamente por la ley cuál será el 
tribunal que atenderá una causa y se le otorgue competencia.  

126.  En este sentido, las normas penales militares deben establecer claramente y sin ambigüedad 

quiénes son militares, únicos sujetos activos de los delitos militares, cuáles son las conductas 
delictivas típicas en el especial ámbito militar, deben determinar la antijuridicidad de la conducta 
ilícita a través de la descripción de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares 
gravemente atacados, que justifique el ejercicio del poder punitivo militar, y especificar la 

correspondiente sanción. Las autoridades que ejercen la jurisdicción penal militar, al aplicar las 
normas penales militares e imputar el delito a un militar, también deben regirse por el principio de 
legalidad y, entre otras, constatar la existencia de todos los elementos constitutivos del tipo penal 
militar, así como la existencia o inexistencia de causales de exclusión del delito.  

132.  La Corte estima que en las normas que definen la jurisdicción penal militar en Chile no se 
limita el conocimiento de los tribunales militares a los delitos que por la naturaleza de los bienes 
jurídicos penales castrenses protegidos son estrictamente militares y constituyen conductas graves 
cometidas por militares que atentan contra dichos bienes jur ídicos. El Tribunal destaca que esos 
delitos sólo pueden ser cometidos por los miembros de las instituciones castrenses en ocasión de 
las particulares funciones de defensa y seguridad exterior de un Estado. La jurisdicción penal militar 
en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por 
lo cual, en caso de que un Estado lo conserve, éste debe ser mínimo y encontrarse inspirado en los 
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principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. En el mismo sentido: Caso Usón Ramírez 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2009. Serie C No. 207141, párr. 108. 

133.  En el presente caso, la amplitud de la jurisdicción penal militar aplicada al señor Palamara 
Iribarne trajo como consecuencia que se juzgara a un empleado civil a contrata en el fuero castrense 
por la comisión, inter alia, de conductas que atentaban contra los “deberes y el honor militar” o 
suponían “insubordinación”, como lo son los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes 
militares, establecidos en el Código de Justicia Militar, así como delitos que atentan contra el “orden 
y la seguridad públicos”, como lo es el desacato.  

134. Claramente las conductas por las que fue condenado el señor Palamara Iribarne no pusieron 
en peligro los bienes jurídicos militares susceptibles de protección penal. Incluso la Corte entiende 
que, debido al carácter de ultima ratio que también tiene el derecho penal en el ámbito castrense, el 
sometimiento del señor Palamara Iribarne a los distintos procesos penales no constituía el medio 
menos lesivo para que el Estado protegiera los intereses de la Armada. 

135. Por otro lado, además de la amplitud de la jurisdicción penal militar por la definición de los 
delitos militares y la remisión a diversas leyes que otorgan competencia a los tribunales militares, 
cabe resaltar que en Chile dichos tribunales pueden conocer numerosos casos, debido a que la 
calidad del sujeto activo de los delitos militares es indiferente.  

139.  El Tribunal ha señalado que la aplicación de la justicia militar debe estar estrictamente 
reservada a militares en servicio activo, al observar en un caso que “al tiempo en que se abrió y 
desarrolló [el] proceso [en su contra], [la víctima tenía] el carácter de militar en retiro, y por ello no 
podía ser juzgad[a] por los tribunales militares”. Chile, como Estado democrático, debe respetar el 

alcance restrictivo y excepcional que tiene la jurisdicción militar y excluir del ámbito de dicha 
jurisdicción el juzgamiento de civiles. 

140. Los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares tipificados en el Código 
de Justicia Militar estipulan que el sujeto activo debe ser un “militar”. Al respecto, la Corte estima 
que el señor Palamara Iribarne, al ser militar en retiro, no revestía la calidad de “militar” necesaria 
para ser sujeto activo de dichos delitos imputados, y por ello no se le podían aplicar las referidas 
normas penales militares. Además, el Tribunal estima que el señor Palamara Iribarne, al escribir su 
libro e iniciar el proceso de publicación, se encontraba en el legítimo ejercicio de su derecho a 
expresar libremente sus opiniones e ideas.  

141. El Tribunal considera que Chile no ha adoptado las medidas necesarias para que el señor 
Palamara Iribarne fuera sometido a la justicia ordinaria, dado que al ser civil no reunía la condición 
de sujeto activo de un delito militar. La Corte observa que en Chile la caracterización de una persona 
como militar resulta una tarea compleja que requiere de interpretación de diversas normas y 

reglamentos, lo que dio cabida a que las autoridades judiciales que las aplicaron realizaran una 
interpretación extensiva del concepto de militar para someter al señor Palamara Iribarne a la 
jurisdicción militar. 

142. La jurisdicción tan extensa que tienen los tribunales militares en Chile que les otorga 
facultades de fallar causas correspondientes a los tribunales civiles no es acorde con el artículo 8.1 

 

141 Los hechos del presente caso se refieren al señor Usón Ramírez, quien fue General de Brigada en las Fuerzas 
Armadas. En el año 2003 el señor Usón Ramírez pasó a situación de retiro. Los días 16 de abril y 10 de mayo de 
2004 el señor Usón Ramírez fue invitado a participar en un programa de televisión. En el programa, el señor 
Usón Ramírez explicó cómo funcionaba un lanzallamas y los procedimientos que se necesitan en la Fuerza 
Armada para utilizarlo. Como consecuencia de las declaraciones emitidas, el señor Usón Ramírez fue juzgado y 
condenado a cumplir la pena de cinco años y seis meses de prisión por el delito de injuria contra la Fuerza 
Armada Nacional. En sentencia de apelación de 27 de enero de 2005, el tribunal de alzada declaró sin lugar el 
recurso de apelación planteado por el señor Usón Ramírez y confirmó la sentencia condenatoria. El 2 de junio 
de 2005 la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia desestimó “por manifiestamente infundado 
el recurso de casación interpuesto por los abogados defensores del acusado”, con lo cual la sentencia quedó 
firme. 
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de la Convención Americana.  

143. La Corte ha dicho que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que 
debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido 
proceso, el cual, a su vez, encuéntrase íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia”. 
El juzgamiento de civiles corresponde a la justicia ordinaria.  

144. Por las anteriores consideraciones, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 8.1 de la 
Convención, en perjuicio del señor Palamara Iribarne, por haber sido juzgado por tribunales que no 
tenían competencia para hacerlo, y ha incumplido la obligación general de respetar y garantizar los 
derechos y libertades dispuesta en el artículo 1.1 de la Convención. Asimismo, al contemplar en su 
ordenamiento interno normas contrarias al derecho a ser juzgado por un juez competente protegido 
en el artículo 8.1 de la Convención, aún vigentes, Chile ha incumplido la obligación general de 
adoptar disposiciones de derecho interno que emana del artículo 2 de la Convención. 

Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 162. 

142.  El Tribunal ha establecido que en un Estado democrático de derecho la jurisdicción penal 
militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional: sólo se debe juzgar a militares por la comisión 
de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden 
militar. Al respecto, la Corte ha dicho que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un 

asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el 
debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la 
justicia. Por estas razones y por la naturaleza del crimen y el bien jurídico lesionado, la jurisdicción 
penal militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores 

de estos hechos. En el mismo sentido: Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 200; Caso Zambrano 
Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, 
párr. 66; Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 248, párr. 240; Caso Nadege Dorzema y otros 
Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C 
No. 251, párr. 187; Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259142, párr. 158; Caso Osorio Rivera 
y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 188. 

143.  La Sala Penal de la Corte Suprema peruana resolvió la contienda de competencia a favor del 
fuero militar, que no cumplía con los estándares de competencia, independencia e imparcialidad 
expuestos y que condenó a algunos militares por los hechos del caso, dispuso el sobreseimiento a 

favor de otros y dio aplicación a las leyes de amnistía […]. En el contexto de impunidad señalado […], 
sumado a la incompetencia para investigar este tipo de crímenes en esa jurisdicción, es claro para 
este Tribunal que la manipulación de mecanismos legales y constitucionales articulada en los tres 
poderes del Estado resultó en la derivación irregular de las investigaciones al fuero militar, la cual 
obstruyó durante varios años las investigaciones en la justicia ordinaria, que era el fuero competente 
para realizar las investigaciones, y pretendió lograr la impunidad de los responsables.  

144.  Sin embargo, es necesario valorar que el Estado ha reconocido, tanto en el proceso ante este 
Tribunal como en disposiciones y decisiones de sus tribunales internos, adoptadas en este y “otros 

 

142 Los hechos del presente caso se iniciaron el 13 de diciembre de 1998 en el marco de un operativo militar de 
las fuerzas armadas colombianas. Un helicóptero lanzó un dispositivo cluster de tipo AN-M1A2 compuesto por 
granadas o bombas de fragmentación AN-M41A sobre la calle principal de Santo Domingo lo que ocasionó la 
muerte de 17 personas, incluyendo niños y niñas, y 27 heridos. El mismo 13 de diciembre muchas personas de 
Santo Domingo tuvieron que abandonar sus residencias y movilizarse al corregimiento de Betoyes en el 
municipio de Tame. Además, la Fuerza Aérea Colombiana realizó ametrallamientos desde las aeronaves contra 
personas que iban en dirección opuesta al caserío. El Tribunal Contencioso Administrativo estableció la 
responsabilidad del Estado. Asimismo fueron condenados tres autores materiales. 
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casos” […], la parcialidad con la que actuaron los magistrados del fuero militar en el juzgamiento de 
los hechos de La Cantuta; el inicio del proceso simulado en contra de varias personas, con la única 
finalidad de sustraerles de la persecución penal del fuero común y procurar su impunidad; y las 
irregularidades presentadas en ese proceso […] 

145.  Las consideraciones anteriores llevan necesariamente a concluir que un proceso penal 
adelantado en el fuero común constituía el recurso idóneo para investigar y en su caso juzgar y 
sancionar a los responsables de los hechos del presente caso, por lo que la derivación irregular de las 
investigaciones al fuero militar, así como los consecuentes procedimientos realizados en el mismo 
respecto de presuntos autores materiales e intelectuales, constituyen una violación del artículo 8.1 
de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las 

víctimas.  

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207. 

110.  En este sentido, para que se respete el derecho al juez natural, el Tribunal ha señalado que 

no basta con que la ley establezca previamente cuál será el tribunal que atenderá una causa y que le 
otorgue competencia a éste. Dicha ley, al otorgar competencias en el fuero militar y al determinar las 
normas penales militares aplicables en dicho fuero, debe establecer claramente y sin ambigüedad: a) 
quiénes son militares, únicos sujetos activos de los delitos militares; b) cuáles son las conductas 
delictivas típicas en el especial ámbito militar; c) la conducta ilícita a través de la descripción de la 
lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares gravemente atacados, que justifique el 
ejercicio del poder punitivo militar, y d) la correspondiente sanción, teniendo en cuenta el principio 
de proporcionalidad. Las autoridades que ejercen la jurisdicción penal militar, al aplicar las normas 
penales militares e imputar a un militar de un delito, también deben regirse por el principio de 
legalidad y, entre otras, constatar la existencia de todos los elementos constitutivos del tipo penal 
militar, así como la existencia o inexistencia de causales de exclusión del delito.  

273.  Asimismo, esta Corte ha establecido que, tomando en cuenta la naturaleza del crimen y el 
bien jurídico lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar y, en 
su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el 
procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. En tal sentido, la 
Corte en múltiples ocasiones ha indicado que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre 
un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, 
el debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a 
la justicia. El juez encargado del conocimiento de una causa debe ser competente, además de 
independiente e imparcial. En el mismo sentido: Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292, párr. 398. 

274.  En consecuencia, tomando en cuenta la jurisprudencia constante de este Tribunal […], debe 
concluirse que si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en 
activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada 
por tribunales ordinarios. En este sentido, frente a situaciones que vulneren derechos humanos de 

civiles bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar.  

275.  La Corte destaca que cuando los tribunales militares conocen de actos constitutivos de 
violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen jurisdicción no solamente respecto del 
imputado, el cual necesariamente debe ser una persona con estatus de militar en situación de 
actividad, sino también sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal no 
sólo para efectos de la respectiva reparación del daño sino también para hacer efectivos sus derechos 
a la verdad y a la justicia […]. En tal sentido, las víctimas de violaciones a derechos humanos y sus 
familiares tienen derecho a que tales violaciones sean conocidas y resueltas por un tribunal 
competente, de conformidad con el debido proceso y el acceso a la justicia. La importancia del sujeto 
pasivo trasciende la esfera del ámbito militar, ya que se encuentran involucrados bienes jurídicos 
propios del régimen ordinario.  
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277.  En el presente caso, no cabe duda que la detención y posterior desaparición forzada del 
señor Rosendo Radilla Pacheco, en las que participaron agentes militares […], no guardan relación 
con la disciplina castrense. De dichas conductas han resultado afectados bienes jurídicos tales como 
la vida, la integridad personal, la libertad personal y el reconocimiento de la personalidad jurídica 
del señor Rosendo Radilla Pacheco. Además, en un Estado de Derecho, la comisión de actos tales 
como la desaparición forzada de personas en contra de civiles por parte de elementos de la fuerza 
militar nunca puede ser considerada como un medio legítimo y aceptable para el cumplimiento de la 
misión castrense. Es claro que tales conductas son abiertamente contrarias a los deberes de respeto 
y protección de los derechos humanos y, por lo tanto, están excluidas de la competencia de la 
jurisdicción militar.  

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215. 

177.  La violación sexual de una persona por parte de personal militar no guarda, en ningún caso, 
relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, el acto cometido por personal militar 
contra la señora Fernández Ortega afectó bienes jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la 
Convención Americana como la integridad personal y la dignidad de la víctima. Es claro que tal 
conducta es abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección de los derechos humanos 
y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la jurisdicción militar. Con base en las anteriores 
consideraciones, la Corte concluye que la intervención del fuero militar en la averiguación previa de 
la violación sexual contrarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e 
implicó la aplicación de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos 
involucrados. Esta conclusión resulta válida en el presente caso aun cuando el hecho está en la etapa 
de investigación del Ministerio Público Militar. Como se desprende de los criterios señalados, la 
incompatibilidad de la Convención Americana con la intervención del fuero militar en este tipo de 
casos no se refiere únicamente al acto de juzgar, a cargo de un tribunal, sino fundamentalmente a la 
propia investigación, dado que su actuación constituye el inicio y el presupuesto necesario para la 
posterior intervención de un tribunal incompetente. Con base en lo anterior, la Corte concluye que el 
Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial previstos en los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 
señora Fernández Ortega. Como lo ha hecho en casos anteriores, ante la conclusión de que la justicia 
penal militar no resulta competente, el Tribunal considera que no es necesario pronunciarse respecto 
de otros alegatos sobre independencia o imparcialidad del fuero militar o la eventual violación, con 
base en los mismos hechos, de otros instrumentos interamericanos. En el mismo sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 
de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr.161; Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314, párr. 197. 

Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288.  

148.  En cuanto a la jurisdicción penal militar, la Corte ha establecido que en un Estado 
democrático de Derecho, dicha jurisdicción ha de ser restrictiva y excepcional de manera que se 
aplique únicamente en la protección de bienes jurídicos especiales, de carácter castrense, y que 
hayan sido vulnerados por miembros de las fuerzas militares en el ejercicio de sus funciones. 
Además, la Corte ha señalado de manera reiterada que la jurisdicción militar no es el fuero 

competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos 
humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria.  

149.  En casos de aplicación de la jurisdicción militar para juzgar y sancionar a los autores de 
violaciones de derechos humanos, el Tribunal ha señalado que la aplicación de la jurisdicción militar 
contravino los requisitos de independencia e imparcialidad establecidos en la Convención. En 
relación con la estructura orgánica y composición de los tribunales militares, la Corte ha considerado 
que carecen de independencia e imparcialidad cuando “sus integrantes sean militares en servicio 
activo, estén subordinados jerárquicamente a los superiores a través de la cadena de mando, su 
nombramiento no depende de su competencia profesional e idoneidad para ejercer las funciones 
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judiciales, no cuenten con garantías suficientes de inamovilidad y no posean una formación jurídica 
exigible para desempeñar el cargo de juez o fiscales”.  

150.  Sin perjuicio de ello, en este caso la Corte se encuentra frente a la comisión de ilícitos 
diferentes a los que ha conocido en su jurisprudencia anterior, controversias procesales y sustantivas 
distintas y un escenario de análisis diferente al de otros casos anteriores. En Argentina, durante la 
época de los hechos, la jurisdicción militar era definida por la Constitución y el Código de Justicia 
Militar, y comprendía “los delitos y faltas esencialmente militares, considerándose como de este 
carácter todas las infracciones que, por afectar la existencia de la institución militar, exclusivamente 
las leyes militares preveían y sancionaban”143. Asimismo, la organización de los tribunales militares 
en tiempo de paz se ejercía, entre otros, por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. De forma 

particular, se destaca que ese Consejo Supremo dependía del Ministerio de Defensa Nacional y estaba 
compuesto por nueve miembros que eran nombrados por el Presidente de la Nación, siendo seis 
oficiales generales o sus equivalentes de los cuerpos combatientes o de comando y tres letrados de 
la mayor jerarquía prevista provenientes de los cuerpos de auditores de las instituciones armadas. 

156.  Ahora bien, a diferencia de casos anteriores decididos por la Corte, no hay controversia en 
el presente caso de que los delitos tenían carácter militar. En ese sentido, de los hechos del caso se 
desprende que la jurisdicción militar fue utilizada para investigar a miembros activos de las Fuerzas 
Aéreas argentinas por delitos de defraudación y falsificación de documentación militar. Al respecto, 
además de la condición personal de militares activos de las presuntas víctimas, el interés de la justicia 
penal militar en el caso recaía sobre la protección de bienes jurídicos de carácter castrense, y se 
encontraba fundamentada en el CJM como ley previa, de manera que la competencia atribuida al 
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas no fue contraria a la Convención. 

Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292. 

400.  La Corte tiene presente que, a diferencia de los casos previos de los que ha tenido 
oportunidad de conocer en los que se debatía sobre la competencia de la jurisdicción militar para la 
investigación, juzgamiento y sanción de violaciones de derechos humanos cometidas por militares, 
en el presente caso las presuntas víctimas no son civiles, sino integrantes de un grupo armado, 
quienes participaron en las hostilidades en el marco de una operación de rescate de rehenes. La Corte 
no considera, sin embargo, que este elemento sea determinante para apartarse de su jurisprudencia 
ya que lo relevante es que las alegaciones se presentan respecto de personas presuntamente hors de 
combat que serían acreedoras de las garantías estipuladas en el artículo 3 común a los cuatro 
Convenios de Ginebra. En efecto, los hechos relativos a las presuntas ejecuciones extrajudiciales que 
fueron denunciadas a fines del año 2000 y principio del año 2001 se habrían producido tal como se 
alega tras que los miembros del MRTA, presuntas víctimas de este caso, hubieran sido capturados o 
puestos hors de combat, lo que hubiera convertido a estas alegadas ejecuciones, de haberse 
comprobado, en serias violaciones de derechos humanos de cuya investigación, juzgamiento y 
sanción debiera haber conocido en exclusiva la jurisdicción ordinaria. 

402.  Pues bien, la Corte recuerda que desde la sentencia del caso Durand y Ugarte Vs. Perú ha sido 
el criterio jurisprudencial constante que la jurisdicción militar no es el fuero competente para 
investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de alegadas vulneraciones de derechos 
humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. 
La situación fáctica del caso Durand y Ugarte se refiere a la debelación de un motín en un penal en 
1986, en la cual militares “hicieron un uso desproporcionado de la fuerza que excedió en mucho los 
límites de su función, lo que provocó la muerte de un gran número de reclusos”. Por lo tanto, dicha 
consideración también es aplicable en el presente caso en que los hechos ocurrieron en el año 1997. 
Además, la Corte reitera que, independientemente del año en que sucedieron los hechos violatorios, 
la garantía del juez natural debe analizarse de acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, 
cual es la eficaz protección de la persona humana. 

 

143 Cfr. Artículo 108 del Código de Justicia Militar (expediente de prueba, folio 683). 
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403.  Las alegaciones de ejecución extrajudicial son actos que guardan relación con hechos y tipos 
penales que en ningún caso tienen conexión con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, 
los actos alegados contra Herma Luz Meléndez Cueva y Víctor Salomón Peceros Pedraza se 
relacionaban con bienes jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la Convención Americana, 
como la vida e integridad personal de la víctima. Por lo tanto, la Corte reitera que los criterios para 
investigar y juzgar violaciones de derechos humanos ante la jurisdicción ordinaria residen no en la 
gravedad de las violaciones sino en su naturaleza misma y en la del bien jurídico protegido. Es claro 
que la conducta denunciada es abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección de los 
derechos humanos y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la jurisdicción militar. Por 
consiguiente, la intervención del fuero militar para la investigación y juzgamiento de las alegadas 

ejecuciones extrajudiciales de Víctor Salomón Peceros Pedraza y Herma Luz Meléndez Cueva 
contrarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implicó la aplicación 
de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos involucrados. 

404.  Por ende, al dirimir la Corte Suprema de Justicia de la República la contienda de competencia 
a favor de la jurisdicción militar, se violó la garantía de juez natural, prevista en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana, configurando la responsabilidad internacional del Estado en perjuicio de los 
familiares de Herma Luz Meléndez Cueva y Víctor Salomón Peceros Pedraza. Dado que los tribunales 
militares no eran competentes, la Corte considera que no es necesario pronunciarse respecto a los 
argumentos de la Comisión y de los representantes en torno a la alegada falta de independencia e 
imparcialidad y otras garantías judiciales. 

Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308. 

145. El hecho que los sujetos involucrados pertenezcan a las fuerzas armadas o que los sucesos 
hayan ocurrido durante una práctica de tiro en un establecimiento militar no significa per se que deba 
intervenir la justicia castrense. Esto así porque, considerando la naturaleza del crimen y el bien 
jurídico lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar y, en su 
caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el procesamiento 
de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria o común.  

146. Por otra parte, la Corte reiteradamente ha afirmado que los estándares o parámetros sobre 
las limitaciones que debe observar la jurisdicción militar son los siguientes: 

a) no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de todas las 
violaciones de derechos humanos, 
 

b) sólo puede juzgar a militares en servicio activo, y  
 

c) sólo puede juzgar la comisión de delitos o faltas (cometidos por militares activos) que atenten, por su 
propia naturaleza, contra bienes jurídicos propios del orden militar.  

147. La jurisdicción militar se establece para mantener el orden en las fuerzas armadas. Por ello, 
su aplicación se reserva a los militares que hayan incurrido en un delito o falta en ejercicio de sus 
funciones y bajo ciertas circunstancias. En consecuencia, tomando en cuenta la jurisprudencia 

constante de este Tribunal, debe concluirse que si los actos delictivos cometidos por una persona que 
ostente la calidad de militar activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha 
persona debe ser siempre juzgada por tribunales ordinarios. Lo anterior se aplica aún en el caso de 
delitos en que el imputado sea miembro de las fuerzas armadas y no sea un civil el sujeto pasivo del 
delito o titular del bien jurídico protegido, porque, conforme su jurisprudencia constante, la 
jurisdicción penal militar debe estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados a las funciones propias de las fuerzas armadas y todas las vulneraciones de derechos 
humanos deben ser conocidas en la jurisdicción ordinaria, lo cual incluye las cometidas por militares 
contra militares. 

148. El proceso desarrollado en el fuero castrense tramitó bajo la calificación de abuso de 
autoridad siendo su objeto determinar si el Suboficial Hilaquita Quispe se excedió en el empleo de la 
disciplina militar. Sin embargo, el bien jurídico afectado era primero y principalmente la integridad 
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física de Valdemir Quispialaya. Por este motivo la investigación debió haberse llevado a cabo en el 
fuero ordinario. 

Corte IDH. Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 299. 

245. Al respecto, este Tribunal recuerda su abundante y constante jurisprudencia sobre la 
intervención de la jurisdicción militar para conocer hechos que constituyen violaciones a derechos 
humanos y a efectos del presente caso considera suficiente reiterar que en un Estado democrático de 
derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar 
encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de 
las fuerzas militares. Por ello, el Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero militar solo se 
debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten 
contra bienes jurídicos propios del orden militar. Asimismo, tomando en cuenta la naturaleza del 
crimen y el bien jurídico lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para 
investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino 
que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria. En el mismo 
sentido: Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr. 208, párr. 144. 

Corte IDH. Caso Coc Max y otros (Masacre de Xamán) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2018. Serie C No. 356. 

84. Este Tribunal ha dicho, y reitera, que la justicia militar “no es el fuero competente para 
investigar […] violaciones de derechos humanos”. No obstante, nota también que en las 
circunstancias del caso, a partir de planteamientos de competencia efectuados por la querella, se 

resolvió el traslado de las actuaciones a la justicia ordinaria. En el caso, en que esto se hizo en un 
tiempo cercano a cuatro meses, no surge que la intervención del fuero militar perjudicara la posterior 
actuación de la justicia ordinaria, ámbito en el cual se arribó a decisiones condenatorias firmes. Por 
ello, atendiendo a las particularidades del caso, la Corte no considera que se viera vulnerada, de 
forma que perjudicara a las presuntas víctimas, la garantía de actuación de un “juez o tribunal 
competente”, en los términos del artículo 8.1 de la Convención. 

 
2.2.1.2. JUICIO JURADOS 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

219. En principio, nada excluye que las garantías judiciales recogidas en la Convención Americana 
sean aplicables al sistema de juicio por jurados, pues sus redactores no tenían en mente un sistema 
procesal penal específico. En efecto, la Corte ya ha afirmado que: 

[l]a Convención no acoge un sistema procesal penal en particular. Deja a los Estados en 

libertad para determinar el que consideren preferible, siempre que respeten las garantías 
establecidas en la propia Convención, en el derecho interno, en otros tratados 
internacionales aplicables, en las normas consuetudinarias y en las disposiciones 
imperativas de derecho internacional. 

220. En igual sentido se han expedido los órganos tanto del sistema regional europeo como del 
sistema universal. En efecto, en el Caso Taxquet Vs. Bélgica, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos señaló que: 

[…] varios Estados miembros del Consejo de Europa conocen la institución del jurado 
popular, que procede de la voluntad legítima de vincular a los ciudadanos con la acción de la 
justicia, en particular respecto a los delitos más graves. […] Se trata ésta de una ilustración 
entre otras de la variedad de los sistemas jurídicos existentes en Europa, que no corresponde 
al Tribunal uniformizar. En efecto, la elección para un Estado de uno u otro sistema penal 
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escapa, en principio, al control europeo que el Tribunal ejerce, siempre y cuando el sistema 
admitido no vulnere los principios del Convenio […]144.. 

[…] En efecto, los Estados contratantes gozan de gran libertad en la elección de los medios 
que permitan a su sistema judicial cumplir los imperativos del artículo 6. La tarea del 
Tribunal consiste en determinar si, en un litigio concreto, los resultados de la vía seguida son 
compatibles con el Convenio, teniendo en cuenta igualmente las circunstancias específicas 
de la causa, su índole y su complejidad. En síntesis, debe examinar si el procedimiento, en 
conjunto, tuvo un carácter equitativo145. 

221. Por su parte, el Comité de Derechos Humanos sostuvo que: 

[…] el Pacto no reconoce el derecho a un juicio por jurado en un proceso ni civil ni penal, sino 
que su piedra angular es que todos los procesos judiciales, con o sin jurado, se sustancien 
con las debidas garantías146. 

222. La Corte advierte que diversos Estados parte de la Convención han adoptado la institución 
del jurado como forma de juzgamiento en sus diseños procesales penales, modelo que hoy sigue 
proyectándose a nivel regional. Los orígenes y motivos deben ser rastreados en el desarrollo 
histórico, social y cultural de los sistemas jurídicos de los países de la región, así como en el valor 
asignado a la participación popular en la administración de justicia como opción de política judicial. 
El juicio por jurados se ha concebido, además, como una forma de devolver a la sociedad la confianza 

en el sistema judicial, como forma de democratización y acercamiento de la impartición de justicia a 
la comunidad, otorgándole a ésta un rol fundamental en aquellos delitos sensibles al orden público. 

223. En efecto, de los 35 países miembros de la Organización de los Estados Americanos (en 
adelante “OEA”), 21 Estados prevén el juicio por jurados, siendo el modelo clásico el más utilizado en 

la región. En este sentido, la Constitución de Nicaragua establece la necesidad de que se garantice la 
participación popular en el sistema judicial, delegando en el legislador la forma en que tal mandato 
se instrumente. Desde la sanción del Código de Instrucción Criminal, en el año 1879, la participación 
popular se canaliza mediante el sistema de juicio por jurados en el procedimiento penal. 

224. El modelo de enjuiciamiento penal adoptado por un Estado no resulta inocuo, en tanto va a 
tener un impacto directo en el diseño orgánico y en la arquitectura del sistema de garantías judiciales. 
Por ejemplo, el sistema de valoración de la prueba evidentemente va a moldear el esquema de 
fundamentación probatoria y, a la postre, la exigencia de motivación o la forma de exteriorización de 
la fundamentación. Sin embargo, como ya se adelantó, la Convención Americana no establece un 
modelo único de enjuiciamiento penal […]. 

225. La afirmación anterior no implica que los sistemas de enjuiciamiento penal por jurados 
queden al arbitrio del diseño estatal o que la legislación interna tenga preeminencia sobre los 
requerimientos convencionales, sino que el diseño de los ordenamientos procesales debe responder 
a los postulados de garantía que exige la Convención Americana. Es en esta medida que la Corte 
deberá ejercer su control de convencionalidad para examinar si los procedimientos, tal como fueron 
diseñados e implementados por el Estado, se ajustan a los parámetros dictados por el artículo 8. 
 
226. En suma, la Corte habrá de evaluar en cada caso “las circunstancias de un procedimiento 
particular, su significación, su carácter y su contexto en un sistema legal particular”, para determinar 
la medida y el alcance de las garantías debidas y su conformidad con la Convención Americana. 
Dentro de este marco, a continuación, la Corte hará una breve exposición sobre el desarrollo del 

 

144 TEDH, Caso Taxquet Vs. Bélgica [GS], No. 926/05. Sentencia de 16 de noviembre de 2010, párr. 83. Véase 
también, TEDH, Caso Achour Vs. Francia [GS], No. 67335/01. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 51. 
145 TEDH, Caso Taxquet Vs. Bélgica [GS], supra, párr. 84. 
146 Comité Derechos Humanos, Saso John Wilson c. Australia (Comunicación No. 1239/2004). Decisión sobre la 
admisibilidad adoptada el 1 de abril de 2004, UN Doc. CCPR/C/80/D/1239/2004, 29 de abril de 2004, párr. 4.4. 
Véase también, Comité de Derechos Humanos, Kavanagh c. Irlanda (Comunicación No. 819/1998), UN Doc. 
CCPR/C/71/D/819/1998, dictamen adoptado el 4 de abril de 2001, párr. 10.1. 
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proceso penal en la etapa plenaria en Nicaragua al momento de los hechos y luego examinará la 
cuestión relativa a la alegada falta de imparcialidad y de motivación del veredicto emitido por el 
jurado. 

259. La Corte estima, como lo ha hecho el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que la falta 
de exteriorización de la fundamentación del veredicto no vulnera en sí misma la garantía de la 
motivación. En efecto, todo veredicto siempre tiene motivación, aunque como corresponde a la 
esencia del jurado, no se expresa. Pero el veredicto debe permitir que, a la luz de las pruebas y el 
debate en la audiencia, quien lo valora pueda reconstruir el curso lógico de la decisión de los jurados, 
quienes habrían incurrido en arbitrariedad en el supuesto en que esta reconstrucción no fuera viable 
conforme a pautas racionales. 

260. Algunos de los Estados de la OEA que implementan el sistema de enjuiciamiento por jurados 
establecen expresamente diferentes garantías de interdicción de la arbitrariedad en la decisión. Las 
instrucciones judiciales al jurado están previstas en las legislaciones procesales de Canadá, Estados 
Unidos, Nicaragua en la actualidad, Panamá, El Salvador, y las provincias argentinas de Buenos Aires, 
Chaco, Neuquén y Río Negro. La legislación panameña establece además que el juez técnico entregará 
a los jurados un cuestionario con las cuestiones a resolver, cuya respuesta deberán dar por escrito y 
se agregará al expediente. Asimismo, la legislación de la provincia argentina de Buenos Aires prevé 
que, cuando el veredicto de culpabilidad resulte manifiestamente contrario a la prueba producida en 
el proceso, el juez puede anularlo y ordenar un nuevo debate con otro tribunal. Por otra parte, la 
facultad de recusación con y sin expresión de causa se encuentra reconocida en los sistemas de 
Panamá y de las provincias argentinas de Chaco, Córdoba y Río Negro. Asimismo, las legislaciones de 
Estados Unidos, Nicaragua y en las provincias argentinas de Buenos Aires, Chaco, Neuquén y Río 
Negro, establecen una audiencia especial o momento procesal específico, previo al juicio oral, para la 
selección de los integrantes del jurado (voir dire), donde las partes cuentan con el derecho de vetar 
o recusar a los potenciales jurados con base en preguntas que pueden formularles sobre 
circunstancias que afecten su imparcialidad. Por otra parte, la normativa de Estados Unidos y de la 
provincia argentina de Chaco establecen la facultad de las partes o del juez, tras el resultado del 
veredicto, de indagar a los jurados individualmente sobre la efectiva existencia de unanimidad en la 
decisión del veredicto. La legislación de la provincia argentina de Córdoba prevé también cursos de 
capacitación para ciudadanos con el objeto de promover el conocimiento y adecuado cumplimiento 
de la función judicial de los jurados. La asistencia y aprobación de dichos cursos no constituye un 
requisito para ejercer la función del jurado, pero sirve para acreditar la idoneidad para cumplirla. 

262. La íntima convicción no es un criterio arbitrario. La libre valoración que hace el jurado no es 
sustancialmente diferente de la que puede hacer un juez técnico, sólo que no lo expresa. En definitiva, 
cualquier tribunal (técnico o popular) debe reconstruir un hecho pasado, para lo cual utiliza la lógica 
metodológica que es común a cualquier persona, pues no depende de que tenga o no formación o 
entrenamiento jurídico. Toda persona que debe reconstruir un hecho del pasado, consciente o 
inconscientemente, emplea el método histórico, o sea, en un primer paso delimita las pruebas que 
tendrá en cuenta (heurística); a continuación valora si esas pruebas no son materialmente falsas 

(crítica externa); luego valora la verosimilitud del contenido de las pruebas (crítica interna) y, 
finalmente, llega a la síntesis. Quien valora el veredicto de un jurado, necesariamente debe 
reconstruir este camino, no bastando para descartarlo cualquier criterio diferente acerca de las 
críticas. Para descartar el veredicto de un jurado debe verificarse que la síntesis se aparte 

directamente de la lógica metodológica histórica antes referida, que es lo que sucede en el caso. 

263. Por consiguiente, la Corte considera que lo que corresponde analizar es si el procedimiento 
penal en su conjunto ofreció mecanismos de salvaguardia contra la arbitrariedad y que permitieran 
comprender las razones del veredicto –no acotado al acusado sino también a la víctima o a la parte 
acusadora-. En esencia, la necesidad de que el imputado y la víctima del delito o la parte acusadora 
comprendan las razones de la decisión de culpabilidad o inocencia, que adopta el jurado a través de 
su veredicto, mantiene plena vigencia, como garantía contra la arbitrariedad. 

264. Ahora bien, es necesario resaltar que el proceso penal por casos de violencia sexual lleva 
ínsito una serie de dificultades técnicas propias que hacen difícil su enjuiciamiento. Es común que 
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existan escasas pruebas sobre lo sucedido, que el acusado afirme su inocencia, y que la discusión se 
circunscriba a la palabra de una persona contra otra. A ello se suman los prejuicios e ideas 
preconcebidas y estereotipadas propias del sistema patriarcal que existen en el imaginario social en 
torno a la violencia sexual. Los jurados son susceptibles de trasladar al procedimiento tales prejuicios 
e ideas y ser influenciados por ellos al momento de valorar la credibilidad de la víctima y la 
culpabilidad del acusado, condicionando de modo especial a quienes no poseen una capacitación 
especial en este tipo de delitos. 

265. En razón de lo anterior, en el caso de juicio por jurados, algunos sistemas prevén, como 
buenas prácticas, medidas para mitigar el impacto de tales condiciones. Así, establecen, por ejemplo, 
el ofrecimiento de pruebas de expertos, llamadas pruebas contra-intuitivas, dirigidas a brindar 
información a los jurados sobre las particularidades de los hechos que se enjuiciarán, a fin de que 
puedan realizar una valoración de la prueba lo más objetivamente posible. Asimismo, se asigna al 
juez técnico la función de brindar instrucciones a los jurados sobre la forma de analizar determinadas 
pruebas en el procedimiento o bien se establecen preguntas que el jurado debiera contestar a través 
del veredicto. Por otra parte, en algunos sistemas se prevé una etapa especial, conocida en el sistema 
anglosajón como voir dire, para la selección de los jurados con carácter previo al juicio, en la cual las 
partes tienen la facultad de vetar a aquellas personas que les puedan significar parciales o no aptas 
para el juzgamiento del caso. 

266. Por lo tanto, teniendo en cuenta el sistema de Tribunal por Jurados vigente a la época de los 
hechos en Nicaragua en el que el veredicto era inmotivado y el hecho de que se trataba de un delito 
de violencia sexual, lo que corresponde a la Corte determinar es si, en el marco de lo dispuesto por la 
Convención Americana, el procedimiento en su conjunto ofreció garantías suficientes contra la 

arbitrariedad, de modo tal que las partes pudieran comprender el resultado del proceso como una 
consecuencia racional de la prueba incorporada al mismo durante la etapa instructiva y lo ventilado 
en la audiencia de vista pública. 

267. La Corte nota que el Código de Instrucción Criminal no contenía una regulación expresa 
sobre las instrucciones del juez profesional a los jurados, tampoco contemplaba preguntas que el 
jurado debiera contestar a través del veredicto, ni incorporaba referencia alguna sobre la prueba 
contra-intuitiva, medidas todas que podrían haber puesto límites de racionalidad a una decisión y, 
que en definitiva, podrían haber fungido como garantías contra una decisión arbitraria […], 
especialmente en este caso que trataba de un delito de violencia sexual cometido contra una niña. 

268. La anterior afirmación, se ve corroborada por lo indicado por la jueza de derecho y 
presidenta del Tribunal de Jurados, quien manifestó en su descargo frente a la queja que interpuso 
en su contra la señora V.P.C. que: 

En cuanto al veredicto[,] en ningún momento h[abía] incidido en el Tribunal de [J]urado[;] ellos c[o]mo 

tribunal de conciencia votaron de conformidad con su íntima convicción sin que [ella] haya tenido que 
intervenir en ningún momento, ni para aclarar un concepto técnico jurídico ya que no hubo necesidad, 
nadie lo solicitó todos ellos estaban claros que los dictámenes médicos legales no comprobaban que el 
procesado fuera el transmisor de la enfermedad que la menor portaba y esto los motivó a que el 
escrutinio que se realizó por única vez por unanimidad fuera declarado inocente al procesado. 

269. En suma, la Corte estima que el procedimiento no ofreció garantías suficientes para escrutar 
la decisión del jurado y, por ende, asegurar que la decisión no fuera arbitraria, por lo que es razonable 
concluir que el veredicto que desestimó la culpabilidad del acusado no podía ser previsto por las 
víctimas, ya que no mostraba correlato con los hechos, los elementos de prueba descriptos en la 
acusación y la evidencia recibida en el proceso interno. 

270. Por ende, la Corte concluye que el procedimiento penal en su conjunto en el presente caso 
no aseguró a las víctimas que pudieran comprender las razones por las cuales H.R.A. fue absuelto, en 
violación del artículo 8.1 de la Convención. 
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2.2.2. INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD 

Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 

de febrero de 2001. Serie C No. 74. 

113. En el caso que nos ocupa, ha sido establecido que: a) pocas semanas antes de que se emitiera 
la “resolución directoral” que dejó sin efecto legal el título de nacionalidad del señor Ivcher, la 
Comisión Ejecutiva del Poder Judicial alteró la composición de la Sala Constitucional y Social de la 
Corte Suprema de Justicia […]; b) el 23 de junio de 1997 la Comisión mencionada aprobó una norma 
otorgando a dicha Sala la facultad de crear en forma “[t]ransitoria” Salas Superiores y Juzgados 
Especializados en Derecho Público, así como la de “designar y/o ratificar” a sus integrantes, lo cual 
efectivamente ocurrió dos días después […]; c) se creó el Primer Juzgado Corporativo Transitorio 
Especializado en Derecho Público y se designó como juez del mismo al señor Percy Escobar, 
previamente secretario de juzgado y juez penal […]; y d) el juez Escobar conoció varios de los 
recursos presentados por el señor Ivcher en defensa de sus derechos como accionista de la 
Compañía, así como los presentados por los hermanos Winter […]. 

114. La Corte considera que el Estado, al crear Salas y Juzgados Transitorios Especializados en 

Derecho Público y designar jueces que integraran los mismos, en el momento en que ocurrían los 
hechos del caso sub judice, no garantizó al señor Ivcher Bronstein el derecho a ser oído por jueces o 
tribunales establecidos “con anterioridad por la ley”, consagrado en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana.  

115. Todo lo anterior lleva a esta Corte a señalar que esos juzgadores no alcanzaron los 
estándares de competencia, imparcialidad e independencia requeridos por el artículo 8.1 de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie 
C No. 90. 

53. Como se ha dicho con anterioridad, el juez encargado del conocimiento de una causa debe 
ser competente, independiente e imparcial. En el caso sub judice, las propias fuerzas armadas 
involucradas en el combate contra las grupos insurgentes, son los encargados de juzgar a sus mismos 

pares por la ejecución de civiles, tal y como lo ha reconocido el propio Estado. En consecuencia, la 
investigación y sanción de los responsables debió recaer, desde un principio, en la justicia ordinaria, 
independientemente de que los supuestos autores hayan sido policías en servicio activo. Pese a lo 
anterior, el Estado dispuso que la justicia militar fuera la encargada de la investigación de los hechos 

acaecidos en Las Palmeras, la cual llevó adelante dicha investigación durante más de 7 años -hasta el 
traslado de la causa a la justicia ordinaria- sin obtener resultados positivos respecto de la 
individualización y condena de los responsables. 

54. En conclusión, la aplicación de la jurisdicción militar en este caso no garantizó el debido 
proceso en los términos del artículo 8.1 de la Convención Americana, que regula el derecho de acceso 
a la justicia de los familiares de las víctimas del caso. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

309.  Uno de los derechos protegidos en la CIDFP, encaminado a lograr la efectiva sanción de los 

autores del delito de desaparición forzada, es el del juez natural, indisolublemente ligado al derecho 
al debido proceso y al de acceso a la justicia, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana […], derechos, por demás, inderogables. Así, el artículo IX de la CIDFP, más allá de una 
regla de competencia, reconoce el derecho al juez natural. Efectivamente, a través de esta disposición, 
los Estados Partes en la CIDFP se comprometen a respetar el derecho a un juez competente para 
conocer de la causa penal en torno al delito de desaparición forzada, que es el juez común, ya que, 
como se dijo, el bien jurídico protegido trasciende los intereses militares […].  

310.  La Corte ha establecido que “una reserva que suspenda todo el derecho fundamental cuyo 

contenido es inderogable debe ser considerado como incompatible con el objeto y el propósito de la 
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Convención y, consecuentemente, incompatible con la misma. La situación podría ser diferente si la 
reserva solamente restringe ciertos aspectos del derecho interno inderogable sin privar al derecho 
de su contenido básico”. Al realizar esta determinación el Tribunal debe examinar si aún cuando la 
reserva sólo restringe algunos aspectos de un derecho inderogable, ésta impide darle pleno sentido 
y efecto útil al tratado.  

311.  Tal como ha sido formulada, la reserva al artículo IX de la CIDFP implica el desconocimiento 
del derecho humano al juez natural en la debida investigación y eventual sanción de los responsables 
de la comisión de desaparición forzada de personas. La necesidad de asegurar que este tipo de casos 
sean investigados ante las instancias competentes de conformidad con las obligaciones 
internacionales, trasciende los intereses de los Estados. La erradicación de la impunidad de las 

violaciones graves de derechos humanos, como la ocurrida en el presente caso, cuenta con una 
garantía colectiva, reflejada en el claro y creciente interés de toda la sociedad y de todo Estado 
democrático de Derecho en fortalecer los mecanismos internacionales de protección en esta materia. 
La Corte estima que el derecho al juez natural, reconocido en el artículo IX de esta Convención, es 
indispensable para la consecución de los fines propuestos en la misma.  

 

2.2.2.1 INDEPENDENCIA 

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71. 

73.  Esta Corte considera que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los 
poderes públicos, es la garantía de la independencia de los jueces y, para tales efectos, los diferentes 
sistemas políticos han ideado procedimientos estrictos, tanto para su nombramiento como para su 

destitución. Los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la 
Judicatura147, establecen que: 

La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por la 
Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones gubernamentales y de otra 
índole respetarán y acatarán la independencia de la judicatura148. 

74.  En cuanto a la posibilidad de destitución de los jueces, los mismos Principios disponen: 

Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y profesional se 
tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento pertinente. El juez 
tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el examen de la cuestión será 
confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario149. 

En otras palabras, la autoridad a cargo del proceso de destitución de un juez debe conducirse 
imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio del derecho de 
defensa. 

75.  Esta Corte considera necesario que se garantice la independencia de cualquier juez en un 
Estado de Derecho y, en especial, la del juez constitucional en razón de la naturaleza de los asuntos 
sometidos a su conocimiento. Como lo señalara la Corte Europea, la independencia de cualquier juez 
supone que se cuente con un adecuado proceso de nombramiento, con una duración establecida en 
el cargo y con una garantía contra presiones externas. 

77.  En cuanto al ejercicio de las atribuciones del Congreso para llevar a cabo un juicio político, 
del que derivará la responsabilidad de un funcionario público, la Corte estima necesario recordar que 
toda persona sujeta a juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del Estado deberá contar con la 

 

147 Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea 
General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985. 
148 Principio 1, Idem. 
149 Principio 17, Idem. 
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garantía de que dicho órgano sea competente, independiente e imparcial y actúe en los términos del 
procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso que se le somete. 
En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 
268, párr. 166. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 182. 

43.  La Corte observa que los Estados están obligados a asegurar que los jueces provisorios sean 
independientes y, por ello, debe otorgarles cierto tipo de estabilidad y permanencia en el cargo, 
puesto que la provisionalidad no equivale a libre remoción. En efecto, el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas expresó que la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la 
expiración del mandato para el que fueron nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y sin 
que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con 
la independencia judicial. En similar sentido, la Corte considera que la provisionalidad no debe 
significar alteración alguna del régimen de garantías para el buen desempeño del juzgador y la 
salvaguarda de los propios justiciables. Además, no debe extenderse indefinidamente en el tiempo y 
debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el cumplimiento de un plazo predeterminado 
o la celebración y conclusión de un concurso público de oposición y antecedentes que nombre al 
reemplazante del juez provisorio con carácter permanente. Los nombramientos provisionales deben 
constituir una situación de excepción y no la regla. De esta manera, la extensión en el tiempo de la 
provisionalidad de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha 
situación, generan importantes obstáculos para la independencia judicial. Esta situación de 
vulnerabilidad del Poder Judicial se acentúa si tampoco existen procesos de destitución respetuosos 
de las obligaciones internacionales de los Estados.  

44.  Esta Corte ha destacado con anterioridad que los diferentes sistemas políticos han ideado 
procedimientos estrictos tanto para el nombramiento de jueces como para su destitución. Sobre este 
último punto, el Tribunal ha afirmado que la autoridad a cargo del proceso de destitución de un juez 
debe conducirse imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio 
del derecho de defensa. Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva 
del observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias concretas sin temor 
a represalias.  

45.  De otro lado, puesto que el nombramiento de jueces provisionales debe estar sujeto a 
aquellas condiciones de servicio que aseguren el ejercicio independiente de su cargo, el régimen de 
ascenso, traslado, asignación de causas, suspensión y cesación de funciones del que gozan los jueces 
titulares debe mantenerse intacto en el caso de los jueces que carecen de dicha titularidad.  

55.  Al respecto, la Corte resalta que si bien es cierto que la independencia y la imparcialidad 
están relacionadas, también es cierto que tienen un contenido jurídico propio. Así, esta Corte ha dicho 
que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos es la garantía de 
la independencia de los jueces. Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el Estado tanto en 
su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como también en 
conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez específico. El objetivo 
de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general y sus integrantes en particular se 
vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos 
ajenos al Poder Judicial o incluso por parte de aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión 
o apelación. En el mismo sentido: Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197150, párr. 67; Caso Chocrón 

 

150  Los hechos del presente caso se inician cuando la señora Reverón Trujillo ingresó al Poder Judicial 
venezolano en 1982. El 16 de julio de 1999, una Resolución del Consejo de la Judicatura la nombró como Jueza 
de Primera Instancia de lo Penal y estableció que la designación tenía un “carácter provisorio” hasta “la 
celebración de los respectivos concursos de oposición”. El 6 de febrero de 2002 la Comisión de Funcionamiento 
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Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 
2011. Serie C No. 227151, párr. 97; Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239152, párr. 186; Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 188. 

84.  Al respecto, la Corte resalta que el derecho internacional ha formulado pautas sobre las 
razones válidas para proceder a la suspensión o remoción de un juez, las cuales pueden ser, entre 
otras, mala conducta o incompetencia. Ahora bien, los jueces no pueden ser destituidos únicamente 
debido a que su decisión fue revocada mediante una apelación o revisión de un órgano judicial 
superior. Ello preserva la independencia interna de los jueces, quienes no deben verse compelidos a 

evitar disentir con el órgano revisor de sus decisiones, el cual, en definitiva, sólo ejerce una función 
judicial diferenciada y limitada a atender los puntos recursivos de las partes disconformes con el fallo 
originario. 

Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197. 

70.  Conforme a la jurisprudencia de esta Corte y de la Corte Europea, así como de conformidad 
con los Principios básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura (en 
adelante “Principios Básicos”), las siguientes garantías se derivan de la independencia judicial: un 
adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía contra presiones 
externas. En el mismo sentido: Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 98; Caso de la Corte 
Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. Serie C No. 266153, párr. 144; Caso López Lone y otros Vs. 

 

y Reestructuración del Sistema Judicial destituyó a la señora Reverón Trujillo de su cargo. Se argumentó que la 
señora Reverón Trujillo habría incurrido en ilícitos disciplinarios. El Tribunal Supremo de Justicia declaró la 
nulidad de la sanción de destitución. Sin embargo, no ordenó la restitución de la jueza ni el pago de los salarios 
dejados de percibir. 
151 Los hechos del presente caso se refieren a la señora Chocrón Chocrón, quien, a fines del año 2002, fue 
designada “con carácter temporal” por la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia como jueza del 
Juzgado de Primera Instancia del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas. La Dirección Ejecutiva de la Magistratura puso en conocimiento de los ciudadanos la “lista de 
postulados” para una serie de cargos judiciales, incluyendo en ella a la señora Chocrón Chocrón para el Área 
Metropolitana de Caracas, invitándolos a presentar objeciones y/o denuncias sobre cualquiera de los 
preseleccionados. En el expediente no consta que se haya formulado objeción y/o denuncia alguna a la 
postulación de la señora Chocrón Chocrón. Sin embargo, el 3 de febrero de 2003, la Comisión Judicial se reunió 
y decidió dejar sin efecto su designación, sobre la base de ciertas observaciones que habrían sido formuladas 
ante los magistrados que conformaban dicha Comisión. Dichas observaciones no fueron reseñadas en la minuta 
de la reunión de la Comisión Judicial, ni en el oficio mediante el cual se informó a la señora Chocrón Chocrón de 
dicha decisión. Frente a ello, la señora Chocrón Chocrón interpuso una serie de recursos administrativos y 
judiciales a fin de cuestionar su despido. No obstante, éstos fueron denegados. 
152 Los hechos del presente caso inician en el año 2002 cuando Karen Atala Riffo decidió finalizar su matrimonio 
con Ricardo Jaime López Allendes, con quien tenía tres hijas: M., V. y R. Como parte de la separación de hecho, 
establecieron por mutuo acuerdo que Karen Atala Riffo mantendría la tuición y cuidado de las tres niñas en la 
ciudad de Villarrica. En noviembre de 2002 la señora Emma de Ramón, compañera sentimental de la señora 
Atala, comenzó a convivir en la misma casa con ella y sus tres hijas. En enero de 2003 el padre de las tres niñas 
interpuso una demanda de tuición o custodia ante el Juzgado de Menores de Villarrica. En octubre de 2003 el 
Juzgado de Menores de Villarrica rechazó la demanda de tuición. En marzo de 2004 la Corte de Apelaciones de 
Temuco confirmó la Sentencia. En mayo de 2004 la Cuarta Sala de la Corte Suprema de Justicia de Chile acogió 
el recurso de queja presentado por Ricardo Jaime López Allendes y le conedió la tuición definitiva. 
153 El 9 de noviembre de 2004 los partidos de oposición al gobierno preparaban en el Congreso Nacional un 
enjuiciamiento político al Presidente de la República, Lucio Gutiérrez, por el delito de peculado. Para impedir el 
mencionado enjuiciamiento, el gobierno logró construir una mayoría parlamentaria e hizo acuerdos políticos, 
entre otros, con el Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE) para cesar a los magistrados y conformar una “nueva” 
Corte Suprema de Justicia. El 25 de noviembre de 2004 el Congreso Nacional mediante una resolución resolvió 
que los vocales principales y suplentes del Tribunal Constitucional habían sido designados en forma ilegal en 
2003 y cesó en sus funciones a todos sus vocales principales y suplentes, algunos de los cuales fueron 
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Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015154. 
Serie C No. 302, párr. 191 y 195. 

i) adecuado proceso de nombramiento  

71.  Los Principios Básicos destacan como elementos preponderantes en materia de 
nombramiento de jueces la integridad, idoneidad y formación o calificaciones jurídicas apropiadas. 
Del mismo modo, las Recomendaciones del Consejo de Europa evocan un criterio marco de utilidad 
en este análisis al disponer que todas las decisiones relacionadas con la carrera profesional de los 
jueces deben estar basadas en criterios objetivos, siendo el mérito personal del juez, su calificación, 
integridad, capacidad y eficiencia los elementos preponderantes a considerar. Esta Corte ha 
destacado con anterioridad que los diferentes sistemas políticos han ideado procedimientos estrictos 
tanto para el nombramiento de jueces como para su destitución.  

 

 

posteriormente enjuiciados políticamente por el Congreso. El 5 de diciembre de 2004 el entonces Presidente de 
la República, Lucio Gutiérrez Borbúa, convocó al Congreso Nacional a una sesión extraordinaria, en dicha 
convocatoria no se hizo una mención específica a que se discutiría sobre el ejercicio del cargo de los magistrados 
de la Corte Suprema y solamente se realizó una mención general respecto a que se convocaba con el fin de 
“conocer y resolver” sobre “la situación jurídica constitucional de la Función Judicial. El 8 de diciembre de 2004 
la sesión extraordinaria del Congreso Nacional se instaló con 53 legisladores. El Congreso se declaró en sesión 
ordinaria permanente. Resolvieron el primer punto del orden del día y votaron a favor las mociones de censura 
en contra de algunos de los vocales del Tribunal Constitucional. Ese mismo día, el Congreso Nacional emitió la 
Resolución No. R-25-181, mediante la cual cesó a todos los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Esa 
misma resolución designó a los nuevos magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Entre los nuevos 
designados, figuraban cuatro magistrados que formaban parte de la antigua Corte, a saber, los señores Vergara 
Acosta, Guerrero Armijos, Jaramillo Arízaga y Bermeo Castillo. El magistrado Bermeo Castillo no aceptó este 
nuevo nombramiento. Los magistrados se enteraron de su destitución de varias maneras. Unos mediante la 
prensa, otros a través de los noticieros y otros por rumores que circulaban en la propia Corte. Los magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia cesados se negaron a abandonar sus despachos por considerar que la Resolución 
del Congreso Nacional no tenía “valor jurídico alguno”. En consecuencia, el 9 de diciembre de 2004, la Policía 
Nacional procedió al desalojo del Presidente de la Corte Suprema de Justicia y algunos magistrados que lo 
acompañaban en el Palacio de Justicia. Asimismo, se impidió el ingreso de otros magistrados y empleados. El 
mismo día, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Hugo Quintana Coello, fue trasladado de emergencia 
al Hospital Metropolitano por las secuelas de los gases lacrimógenos y una crisis hipertensiva. Tras el operativo 
policial, se instalaron los magistrados designados por el Congreso Nacional el 8 de diciembre de 2004. El 15 de 
abril de 2005 el entonces Presidente de la República, Lucio Gutiérrez, emitió el Decreto Ejecutivo No. 2752, 
mediante el cual destituyó a la Corte Suprema de Justicia designada el 8 de diciembre de 2004. En el mismo 
Decreto Ejecutivo se declaró el estado de emergencia en la ciudad de Quito. Al día siguiente, el 16 de abril de 
2005, el Presidente de la República emitió el Decreto Ejecutivo No. 2754, mediante el cual consideró que se había 
superado la causa del malestar y conmoción interna en la ciudad de Quito generado por la crisis de la Corte 
Suprema de Justicia” y, en consecuencia, declaró “terminado el estado de emergencia. Al mismo tiempo, el 
Congreso Nacional, el 17 de abril de 2005 dejó sin efecto la Resolución de 8 de diciembre de 2004, en lo relativo 
al nombramiento de la nueva Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, no se ordenó la reincorporación en sus 
cargos a los magistrados que habían sido separados del cargo. 
154 Los hechos del caso ocurren en el contexto del golpe de Estado en contra del Presidente José Manuel Zelaya 
Rosales ocurrido en el año 2009. El 28 de junio de dicho año, miembros del Ejército privaron de libertad al 
Presidente Zelaya, lo condujeron a una base aérea y lo trasladaron a Costa Rica; ese mismo día en el Congreso 
Nacional se dio lectura a una supuesta carta de renuncia del Presidente Zelaya y se nombró al Presidente del 
Congreso como Presidente Constitucional, señalando la Corte Suprema de Justicia que estos hechos 
correspondían a una sucesión constitucional. Por la OEA fueron calificados como golpe de Estado, suspendiendo 
la participación de Honduras de la Asamblea General de la OEA en virtud del artículo 21 de la Carta. Tras estos 
hechos, los jueces Adán López Lone, Luis Chévez de la Rocha, Ramón Barrios y la magistrada Tirza del Carmen 
Flores, realizaron diversos actos a favor de la democracia y el Estado de Derecho, contrarios al golpe de Estado. 
Esto trajo como consecuencia que se les aplicaran procedimientos disciplinarios y que fueran destituidos de sus 
cargos por la Corte Suprema por haber participado en manifestaciones políticas, debido a que presentaron 
denuncias ante la Fiscalía General contra personas que habían participado en el golpe de Estado, y por 
cuestionar las acciones de la policía en una manifestación contra el golpe de Estado, entre otros. Luego de la 
realización de reclamos en contra la destitución, sólo fue aceptada la del señor Barrios Maldonado, 
manteniéndose en el cargo de Juez de Sentencia.  
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72.  El Comité de Derechos Humanos ha señalado que si el acceso a la administración pública se 
basa en los méritos y en la igualdad de oportunidades, y si se asegura la estabilidad en el cargo, se 
garantiza la libertad de toda injerencia o presión política. En similar sentido, la Corte destaca que 
todo proceso de nombramiento debe tener como función no sólo la escogencia según los méritos y 
calidades del aspirante, sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el acceso al Poder 
Judicial. En consecuencia, se debe seleccionar a los jueces exclusivamente por el mérito personal y 
su capacidad profesional, a través de mecanismos objetivos de selección y permanencia que tengan 
en cuenta la singularidad y especificidad de las funciones que se van a desempeñar.  

73.  Los procedimientos de nombramiento tampoco pueden involucrar privilegios o ventajas 
irrazonables. La igualdad de oportunidades se garantiza a través de una libre concurrencia, de tal 

forma que todos los ciudadanos que acrediten los requisitos determinados en la ley deben poder 
participar en los procesos de selección sin ser objeto de tratos desiguales arbitrarios. Todos los 
aspirantes deben concursar en igualdad de condiciones aún respecto de quienes ocupan los cargos 
en provisionalidad, los que por tal condición no pueden ser tratados con privilegios o ventajas, así 
como tampoco con desventajas, en relación con el cargo que ocupan y al cual aspiran. En suma, se 
debe otorgar oportunidad abierta e igualitaria a través del señalamiento ampliamente público, claro 
y transparente de los requisitos exigidos para el desempeño del cargo. Por tanto, no son admisibles 
las restricciones que impidan o dificulten a quien no hace parte de la administración o de alguna 
entidad, es decir, a la persona particular que no ha accedido al servicio, llegar a él con base en sus 
méritos.  

74.  Finalmente, cuando los Estados establezcan procedimientos para el nombramiento de sus 
jueces, debe tenerse en cuenta que no cualquier procedimiento satisface las condiciones que exige la 
Convención para la implementación adecuada de un verdadero régimen independiente. Si no se 
respetan parámetros básicos de objetividad y razonabilidad, resultaría posible diseñar un régimen 
que permita un alto grado de discrecionalidad en la selección del personal judicial de carrera, en 
virtud de lo cual las personas escogidas no serían, necesariamente, las más idóneas.  

ii) inamovilidad 
 

75.  Los Principios Básicos establecen que “[l]a ley garantizará la permanencia en el cargo de los 
jueces por los períodos establecidos”155 y que “[s]e garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto 
de los nombrados mediante decisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad 
para la jubilación forzosa o expire el período para el que hayan sido nombrados o elegidos, cuando 
existan normas al respecto”156.  

76.  Por otra parte, los Principios Básicos también establecen que “[e]l sistema de ascenso de los 
jueces, cuando exista, se basará en factores objetivos, especialmente en la capacidad profesional, la 

integridad y la experiencia”157. 

77.  Finalmente, los Principios Básicos establecen que los jueces “sólo podrán ser suspendidos o 
separados de sus cargos por incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir 
desempeñando sus funciones” y que “[t]odo procedimiento para la adopción de medidas 
disciplinarias, la suspensión o la separación del cargo se resolverá de acuerdo con las normas 
establecidas de comportamiento judicial”158. De manera similar, el Comité de Derechos Humanos ha 
señalado que los jueces sólo pueden ser removidos por faltas de disciplina graves o incompetencia y 
acorde a procedimientos justos que aseguren la objetividad e imparcialidad según la constitución o 

 

155 Cfr. Principio 11 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined.. 
156 Cfr. Principio 12 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined.. 
157 Cfr. Principio 13 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined.. 
158 Cfr. Principios 18 y 19 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not 
defined.. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

137 

la ley159. Además, el Comité ha expresado que “[l]a destitución de jueces por el [P]oder [E]jecutivo 
antes de la expiración del mandato para el que fueron nombrados, sin que se les dé ninguna razón 
concreta y sin que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es 
incompatible con la independencia judicial”160.  

78.  Este Tribunal ha acogido estos principios y ha afirmado que la autoridad a cargo del proceso 
de destitución de un juez debe conducirse independiente e imparcialmente en el procedimiento 
establecido para el efecto y permitir el ejercicio del derecho de defensa. Ello es así toda vez que la 
libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva del observador sobre la posibilidad efectiva de 
aquellos de decidir controversias concretas sin temor a represalias161. En el mismo sentido: Caso 
Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 

julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 99; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. 
Serie C No. 268, párr. 189; Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 196. 

79.  De todo esto se puede concluir que la inamovilidad es una garantía de la independencia 
judicial que a su vez está compuesta por las siguientes garantías: permanencia en el cargo, un proceso 
de ascensos adecuado y no despido injustificado o libre remoción. Quiere decir esto que si el Estado 
incumple una de estas garantías, afecta la inamovilidad y, por tanto, no está cumpliendo con su 
obligación de garantizar la independencia judicial. 

iii) garantía contra presiones externas 

80.  Los Principios Básicos disponen que los jueces resolverán los asuntos que conozcan 
“basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin influencias, 

alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera 
sectores o por cualquier motivo”162. Asimismo, dichos principios establecen que la judicatura “tendrá 
autoridad exclusiva para decidir si una cuestión que le haya sido sometida está dentro de la 
competencia que le haya atribuido la ley”163 y que “[n]o se efectuarán intromisiones indebidas o 
injustificadas en el proceso judicial”164. En el mismo sentido: Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, 
párr. 100; Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero 
de 2012. Serie C No. 239, párr. 186; Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. 
Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. Serie 
C No. 266, párr. 146; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 
190. 

81.  Como se puede observar, los jueces cuentan con varias garantías que refuerzan su 

estabilidad en el cargo con miras a garantizar la independencia de ellos mismos y del sistema, así 
como también la apariencia de independencia frente al justiciable y la sociedad. Como ya lo ha 
reconocido este Tribunal, la garantía de inamovilidad debe operar para permitir el reintegro a la 
condición de magistrado de quien fue arbitrariamente privado de ella. Ello es así puesto que de lo 
contrario los Estados podrían remover a los jueces e intervenir de ese modo en el Poder Judicial sin 
mayores costos o control. Además, esto podría generar un temor en los demás jueces que observan 

 

159 Cfr. Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, Artículo 14, supra nota 
Error! Bookmark not defined., párr. 20. 
160 Cfr. Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, Artículo 14, supra nota 
Error! Bookmark not defined., párr. 20. 
161 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra nota 
Error! Bookmark not defined., párr. 44. Ver también Principios 2, 3 y 4 de los Principios Básicos de las 
Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined..  
162 Cfr. Principio 2 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined..  
163 Cfr. Principio 3 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined.. 
164 Cfr. Principio 4 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas, supra nota Error! Bookmark not defined.. 
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que sus colegas son destituidos y luego no reincorporados aun cuando la destitución fue arbitraria. 
Dicho temor también podría afectar la independencia judicial, ya que fomentaría que los jueces sigan 
las instrucciones o se abstengan de controvertir tanto al ente nominador como al sancionador. Por 
tanto, un recurso que declara la nulidad de una destitución de un juez por no haber sido ajustada a 
la ley debe llevar necesariamente a la reincorporación. En el presente caso, el recurso de nulidad era 
el idóneo porque declaró la nulidad y, como lo afirma la propia SPA, hubiera podido llevar a la 
reincorporación de la señora Reverón Trujillo. La pregunta que surge de esto es si las razones 
adelantadas por la SPA para no reincorporarla (el proceso de reestructuración judicial y su condición 
de jueza provisoria) eximían a la SPA de reordenar dicha reparación.  

116.  De la misma forma en que el Estado está obligado a garantizar un procedimiento adecuado 

de nombramiento para los jueces provisorios, debe garantizarles una cierta inamovilidad en su cargo. 
Esta Corte ha manifestado que la provisionalidad “debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal 
como el cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y conclusión de un concurso 
público de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante del juez provisorio con carácter 
permanente”. De esta manera, la garantía de la inamovilidad se traduce, en el ámbito de los jueces 
provisorios, en la exigencia de que ellos puedan disfrutar de todos los beneficios propios de la 
permanencia hasta tanto acaezca la condición resolutoria que pondrá fin legal a su mandato. En este 
sentido, vale la pena mencionar que la antigua Corte Suprema de Justicia de Venezuela sí reconocía 
que los jueces provisorios cuentan con estabilidad hasta que se cumpliera cierta condición.  

117.  La inamovilidad de los jueces provisorios está estrechamente ligada a la garantía contra 
presiones externas, ya que si los jueces provisorios no tienen la seguridad de permanencia durante 
un período determinado, serán vulnerables a presiones de diferentes sectores, principalmente de 
quienes tienen la facultad de decidir sobre destituciones o ascensos en el Poder Judicial. En el mismo 
sentido: Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 106. 

118.  Ahora bien, dado que no se puede igualar un concurso público de oposición a una revisión 
de credenciales ni se puede aseverar que la estabilidad que acompaña a un cargo permanente es igual 
a la que acompaña a un cargo provisorio que tiene condición resolutoria, esta Corte ha sostenido que 
los nombramientos provisionales deben constituir una situación de excepción y no la regla, ya que la 
extensión en el tiempo de la provisionalidad de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces 
se encuentren en dicha situación, generan importantes obstáculos para la independencia judicial. De 
otra parte, para que el Poder Judicial cumpla con la función de garantizar la mayor idoneidad de sus 
integrantes, los nombramientos en provisionalidad no pueden prolongarse de manera indefinida, de 
tal forma que se conviertan en nombramientos permanentes. Ello es una nueva razón que explica 
que la provisionalidad sea admisible como excepción y no como regla general y que deba tener una 
duración limitada en el tiempo, en orden a ser compatible con el derecho de acceso a las funciones 
públicas en condiciones de igualdad. En el mismo sentido: Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, 
párr. 107. 

Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. 
Serie C No. 266. 

147.  Ahora bien, la garantía de estabilidad de los jueces en el cargo no es absoluta. El derecho 
internacional de los derechos humanos admite que los jueces sean destituidos por conductas 
claramente reprochables. En su Observación General No. 32, el Comité de Derechos Humanos 
estableció que los jueces podrán ser destituidos únicamente por razones graves de mala conducta o 
incompetencia. Asimismo, los Principios Básicos precisan lo siguiente sobre medidas disciplinarias, 
suspensión y separación del cargo:  

“17. Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y profesional 
se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento pertinente. El juez 
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tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el examen de la cuestión será 
confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario.  

18. Los jueces sólo podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad o 
comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus funciones”165. En el mismo 
sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, 
párr. 191; Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 198. 

148.  Por otro lado, otros estándares diferencian entre las sanciones aplicables. Se insiste en que 
la garantía de inamovilidad implica que la destitución obedezca a conductas bastante graves, 
mientras que otras sanciones pueden contemplarse ante eventos como negligencia o impericia. Las 
Recomendaciones del Consejo de Europa sobre la Independencia, Eficiencia y Función de los 
Jueces166 precisan al respecto:  

“Principio I. Principios Generales sobre la Independencia de los jueces […] 2. […] a. i. las 

decisiones de los jueces no deben estar sometidas a revisión salvo en los procesos de apelación 
según lo dispone la ley; […]  

Principio VI – Incumplimiento en el desempeño de las responsabilidades y faltas disciplinarias 
1. Cuando los jueces no cumplan con sus deberes de manera eficiente y adecuada o en caso de 

faltas disciplinarias, se deben tomar todas las medidas necesarias que no perjudiquen la 
independencia judicial. Dependiendo de los principios constitucionales y las disposiciones 
legales y tradiciones de cada Estado, dichas medidas pueden incluir, por ejemplo: a. Retirar 
casos del juez; b. Transferir al juez a otras tareas judiciales dentro del tribunal; c. Sanciones 

económicas como la reducción temporaria del salario; d. Suspensión. 2. Los jueces designados 
no podrán ser destituidos de cargo en forma permanente sin razones válidas hasta su retiro 
obligatorio. Dichas razones, que deben estar definidas por la ley en términos precisos, pueden 
aplicarse en países donde el juez es electo por un determinado período, o pueden relacionarse 
con la incapacidad para desempeñar funciones judiciales, la comisión de faltas o infracciones 
graves de las reglas disciplinarias. 3. En casos en que sea necesario tomar las medidas 
establecidas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo, los Estados deben considerar el 
establecimiento, por medio de la ley, de un órgano especial competente cuya tarea sea la de 
aplicar sanciones y medidas disciplinarias, cuando no sean tratadas por el tribunal, y cuyas 
decisiones estén controladas por un órgano judicial superior, o que sea en sí mismo un órgano 
judicial superior. La ley debe establecer procedimientos adecuados para asegurar que los 
jueces en cuestión tengan al menos los requisitos del debido proceso contenidos en el 
Convenio, por ejemplo que el caso sea oído dentro de un plazo razonable y el derecho a 
responder cualquier acusación”. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 191 y 192. 

149.  Por su parte, en los Principios y Directrices relativos al Derecho a un Juicio Justo y a la 
Asistencia Jurídica en África, se incluye una prohibición específica de remover jueces en el contexto 
de la revocatoria de sus fallos. En efecto, dichos principios y directrices establecen que “[l]os 
funcionarios judiciales [...] no serán destituidos del cargo o sometidos a otros procedimientos 
disciplinarios o administrativos únicamente debido a que su decisión fue revocada mediante una 
apelación o revisión de un órgano judicial superior”167. En el mismo sentido: Caso del Tribunal 

 

165 Principio 17 y 18 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
166 Recomendación No. R (94) 12 del Comité de Ministros de los Estados Miembros sobre la Independencia, 
Eficiencia y Función de los Jueces (Adoptada por el Comité de Ministros el 13 de octubre de 1994 en la 58ª sesión 
de Viceministros). 
167 Principios y Directrices relativos el Derecho a un Juicio Justo y a la Asistencia Jurídica en África, adoptados 
como parte del informe de actividades de la Comisión Africana en la 2ª Cumbre y Reunión de Jefes de Estado de 
la Unión Africana celebrada en Maputo del 4 -12 de julio de 2003, Principio A, numeral 4, literal n (2). 
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Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 193. 

153.  Los anteriores elementos permiten precisar algunos aspectos de la jurisprudencia de la 
Corte. En efecto, en el caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela, el Tribunal señaló que el derecho a un juez 
independiente consagrado en el artículo 8.1 de la Convención sólo implicaba un derecho del 
ciudadano de ser juzgado por un juez independiente. Sin perjuicio de ello, es importante señalar que 
la independencia judicial no sólo debe analizarse en relación con el justiciable, dado que el juez debe 
contar con una serie de garantías que hagan posible la independencia judicial. La Corte considera 
pertinente precisar que la violación de la garantía de la independencia judicial, en lo que atañe a la 
inamovilidad y estabilidad de un juez en su cargo, debe analizarse a la luz de los derechos 

convencionales de un juez cuando se ve afectado por una decisión estatal que afecte arbitrariamente 
el período de su nombramiento. En tal sentido, la garantía institucional de la independencia judicial 
se relaciona directamente con un derecho del juez de permanecer en su cargo, como consecuencia 
de la garantía de inamovilidad en el cargo. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr.191 y 197. 

154.  Finalmente, la Corte ha señalado que el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser 
garantizado por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial 
como sistema, así como también en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la 
persona del juez específico. El Tribunal estima pertinente precisar que la dimensión objetiva se 
relaciona con aspectos esenciales para el Estado de Derecho, tales como el principio de separación 
de poderes, y el importante rol que cumple la función judicial en una democracia. Por ello, esta 
dimensión objetiva trasciende la figura del juez e impacta colectivamente en toda la sociedad. 
Asimismo, existe una relación directa entre la dimensión objetiva de la independencia judicial y el 
derecho de los jueces a acceder y permanecer en sus cargos en condiciones generales de igualdad, 
como expresión de su garantía de estabilidad. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr.191 y 198. 

155.  Teniendo en cuenta los estándares señalados anteriormente, la Corte considera que: i) el 
respeto de las garantías judiciales implica respetar la independencia judicial; ii) las dimensiones de 
la independencia judicial se traducen en el derecho subjetivo del juez a que su separación del cargo 
obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que cumpla con 
las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su mandato, y iii) cuando se 
afecta en forma arbitraria la permanencia de los jueces en su cargo, se vulnera el derecho a la 
independencia judicial consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conjunción con 
el derecho de acceso y permanencia en condiciones generales de igualdad en un cargo público, 
establecido en el artículo 23.1.c de la Convención Americana. En el mismo sentido: Caso del Tribunal 
Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 191 y 199; Caso López Lone y otros Vs. 

Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie 
C No. 302, párr. 200; Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327168, párr. 105. 

 

168 El señor Valencia Hinojosa era un miembro de la Policía Nacional en servicio activo, quien falleció en la 
mañana del 3 de diciembre de 1992, cuando se encontraba de servicio. Aproximadamente a las 10:00 de la 
mañana, el señor Valencia Hinojosa se encontraba con cuatro personas, incluyendo otro policía y dos cabos en 
un lugar público ingiriendo licor, cuando se produjo un altercado dentro del grupo. Un capitán de la policía se 
trasladó al lugar y regresó al cuartel con los policías que se encontraban en estado de embriaguez, pero al 
solicitarle al señor Valencia Hinojosa que entregara su arma de dotación, este se negó. Seguidamente, el señor 
Valencia Hinojosa efectuó cuatro disparos, hiriendo en la espalda al capitán y a un cabo, luego de lo cual se dio 
a la fuga y se refugió en los dormitorios de los conserjes de un complejo deportivo. El señor Valencia Hinojosa 
falleció en dichos dormitorios por un disparo en la cabeza, bajo circunstancias que fueron controvertidas ante 
esta Corte. Los hechos que llevaron a la muerte del señor Valencia Hinojosa fueron investigados por una 
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Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 
2013. Serie C No. 268. 

179.  Al respecto, la Corte considera que permitir que subsista durante más de año y medio la 
posibilidad de revertir una designación del más alto tribunal en asuntos constitucionales, es decir, 
que no caduque en un lapso razonable esta posibilidad de analizar y revertir supuestos vicios 
formales en una designación de tanta importancia, afecta la garantía de estabilidad en el cargo y 
puede permitir el surgimiento de presiones externas, aspectos directamente relacionados con la 
independencia judicial […]. En circunstancias como las ocurridas en el presente caso, ello implicaría 
la legitimación de la permanencia de una Alta Corte en la inseguridad jurídica de la legalidad de su 

nombramiento y puede generar una constante amenaza sobre la posibilidad de ser removidos de sus 
cargos en cualquier momento, aspecto que, en determinados contextos políticos, acrecienta el riesgo 
de indebidas presiones externas sobre el ejercicio de la función judicial. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez y familia Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2013. Serie C No. 271. 

120.  Por otro lado, la Corte considera que, para que una investigación sea efectiva, las personas 
encargadas de la misma deben de ser independientes, tanto jerárquica e institucionalmente como en 
la práctica, de aquellas personas implicadas en los hechos que se investigan.  

121.  Al respecto, la Corte constata que, en el presente caso, al menos cinco testigos denunciaron 
haber sido presionados o amenazados por policías federales o por los familiares del policía federal 
procesado, debido a su intervención en las investigaciones por la ejecución del Subcomisario 
Gutiérrez […], lo que creó temor e inseguridad en ellos, sin que conste que el Estado haya adoptado 

medidas de seguridad a su favor una vez que tomó conocimiento de estos hechos. Más aún, el 
Comisario Piazza, quien estuvo a cargo de la investigación desde su inicio y cuya declaración había 
sido solicitada por la particular damnificada ante el Juzgado de Transición No. 2, fue asesinado […]. 
Por otro lado, la Corte constata que en este caso también se denunciaron intentos de soborno y el 
robo de evidencias, sin que conste que estos hechos hayan sido investigados […]. Todos estos hechos 
han configurado obstrucciones en el proceso, afectando la determinación, juzgamiento y sanción de 
los responsables por la ejecución del Subcomisario Jorge Omar Gutiérrez. En este sentido, la Corte 
constata que los testimonios de descargo de personas que luego desmintieron los mismos fueron 
tomados en cuenta para la absolución del policía federal procesado por este hecho, y la declaración 
de cargo del señor testigo presencial fue descartado a consecuencia de aseveraciones que realizó bajo 
amenaza […].  

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302. 

194. La Corte ha señalado que el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado 
por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, 
así como también en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez 
específico. El Tribunal estima pertinente precisar que la dimensión institucional se relaciona con 

 

jurisdicción penal policial, existente en la época de los hechos en el Ecuador, que era un fuero especial aplicable 
a los miembros de la policía. Aunque las circunstancias de su muerte están controvertidas ante la Corte, a nivel 
interno, la jurisdicción penal policial del Ecuador sobreseyó definitivamente la causa judicial por la muerte del 
señor Valencia Hinojosa en 1997, considerando que se había tratado de un suicidio por lo que no generaba la 
responsabilidad penal de ninguno de los policías inicialmente sindicados. Si bien en un principio se inició una 
investigación por la muerte del señor Valencia Hinojosa en la jurisdicción ordinaria, dicha investigación fue 
trasladada y acumulada al proceso que paralelamente se había iniciado en la jurisdicción penal policial. A partir 
de ese momento, la investigación fue desarrollada por un juez de instrucción policial, que a la vez fue quien 
ordenó el sobreseimiento definitivo en 1996. Dicho sobreseimiento fue confirmado por la Primera Corte 
Distrital en marzo de 1997, con lo cual culminaron las acciones estatales para investigar la muerte del señor 
Valencia Hinojosa a nivel interno. 
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aspectos esenciales para el Estado de Derecho, tales como el principio de separación de poderes y el 
importante rol que cumple la función judicial en una democracia. Por ello, esta dimensión 
institucional trasciende la figura del juez e impacta colectivamente en toda la sociedad. Asimismo, 
existe una relación directa entre la dimensión institucional de la independencia judicial y el derecho 
de los jueces a acceder y permanecer en sus cargos en condiciones generales de igualdad, como 
expresión de su garantía de estabilidad. 

Corte IDH. Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 8 de febrero de 2018. Serie C No. 348169. 

207. El objetivo de la garantía de independencia de los jueces radica en evitar que el sistema 
judicial y sus integrantes se vean sometidos a restricciones indebidas en el ejercicio de su función 
por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por parte de aquellos magistrados que ejercen 
funciones de revisión o apelación. Además, la garantía de la independencia judicial abarca la garantía 
contra presiones externas, de tal forma que el Estado debe abstenerse de realizar injerencias 
indebidas en el Poder Judicial o en sus integrantes, es decir, con relación a la persona del juez 
específico, debe prevenir dichas injerencias y debe investigar y sancionar a quienes las cometan.  

208. Además, no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones 
generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. 
Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, 
porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o por 
cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia. Sin perjuicio de ello, no 
basta con realizar una mención general a un alegado contexto para que sea posible concluir que 
existía una vulneración a la independencia e imparcialidad en determinado proceso, por lo que es 
necesario que se presenten argumentos concretos para considerar tal hipótesis.  

209. Sería posible considerar que hay elementos que permitirían analizar si los funcionarios de 
la administración de justicia que intervinieron se vieron sometidos a restricciones indebidas en el 
ejercicio de su función por parte de personas u órganos ajenos al Poder Judicial. Además, no es menos 
cierto que, según ha sido constatado en varios casos ante este Tribunal, durante los períodos 
relevantes a los hechos de este caso, en Venezuela fueron detectadas diversas situaciones que 
obstaculizaban o afectaban la independencia judicial, relacionadas con normas y prácticas asociadas 
al proceso de reestructuración del Poder Judicial iniciado en 1999 (y que se extendió por más de 10 
años); la provisionalidad de los jueces; la falta de garantías en procedimientos disciplinarios contra 
jueces; conductas amedrentadoras de altos funcionarios del Poder Ejecutivo hacia determinados 
jueces por adoptar decisiones en el ejercicio de sus funciones; la falta de un código de ética judicial 
que garantizara la imparcialidad e independencia del órgano disciplinario.  

210. Con todo, este Tribunal hace notar que no han sido aportados elementos específicos para el 
presente caso que permitan analizar si, en los hechos relacionados con la acción de amparo o la 
denuncia penal intentados por las presuntas víctimas, las autoridades judiciales faltaron a su 

 

169 El 8 de febrero de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente al Estado de Venezuela por la terminación arbitraria de los contratos 
laborales que las señoras Rocío San Miguel Sosa, Magally Chang Girón y Thais Coromoto Peña tenían con el 
Consejo Nacional de Fronteras, organismo adscrito al Ministerio de Relaciones Exteriores de Venezuela. Ello se 
dio como consecuencia de una desviación de poder motivada por una voluntad de represalia en su contra por 
haber firmado una solicitud de referéndum revocatorio del mandato del entonces Presidente de la República 
Hugo Cháves Frías en diciembre de 2003, en un contexto de denuncias de represalias y persecución política y 
en particular luego de haber aparecido sus nombres en la llamada “lista Tascón”. Por lo anterior, la Corte declaró 
que el Estado es responsable por la violación de sus derechos a la participación política y libertad de 
pensamiento y expresión, en relación con el principio de no discriminación. Además, la Corte concluyó que el 
Estado es responsable por haber incumplido su obligación de garantizar los derechos de acceso a la justicia y a 
un recurso efectivo para tutelar los derechos de las víctimas y, en razón de la terminación arbitraria de su 
relación laboral, por la violación de su derecho al trabajo. 
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obligación de actuar y decidir con independencia, en los términos del 8 de la Convención, por lo cual 
la alegada responsabilidad del Estado en este sentido no ha sido demostrada. 

Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

69. Específicamente respecto a la garantía de estabilidad e inamovilidad de jueces y juezas, 
esta Corte ha establecido que implica que: (i) la separación del cargo obedezca exclusivamente 
a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que cumpla con las garantías 
judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su mandato; (ii) los jueces y juezas 
solo pueden ser destituidos por faltas de disciplina graves o incompetencia, y (iii) todo proceso 
seguido en contra de jueces o juezas deberá resolverse de acuerdo con las normas de 
comportamiento judicial establecidas y mediante procedimientos justos que aseguren la 
objetividad e imparcialidad según la Constitución o la ley.  

85. La Corte recuerda que el artículo 8.1 garantiza expresamente el derecho a ser juzgado por 
un “tribunal competente […] establecido con anterioridad por la ley”. Esto implica que la competencia 
de un tribunal debe estar establecida explícitamente en la ley, la cual ha sido definida por la Corte 
como la norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos 
legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el 
procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes para la formación de las leyes. 
Consecuentemente, en un Estado de Derecho solo el Poder Legislativo puede regular, a través de 
leyes, la competencia de los juzgadores.  

86. Este Tribunal advierte que la decisión de la Sala de lo Constitucional no suplió el deber del 
Estado de establecer mediante una ley emanada del poder legislativo cuál era el órgano competente 
para realizar un proceso de destitución de magistrados del TSE. Este vacío normativo tampoco fue 
colmado por el Acuerdo Legislativo que creó la Comisión Especial para garantizarle el derecho de 
audiencia al señor Colindres Schonenberg, ya que si bien emanó de la Asamblea Legislativa, no tiene 
carácter de ley general y previa, pues fue creado como un procedimiento ad hoc para el caso concreto 
del señor Colindres Schonenberg. Además el objetivo de la Comisión Especial era garantizarle el 
derecho de audiencia al señor Colindres Schonenberg, no realizar la destitución, la cual fue ordenada 

por la Asamblea Legislativa con base a lo señalado por la Sala de lo Constitucional.  

87. Por tanto, al no estar establecida la competencia de la Asamblea Legislativa en la ley, la 
destitución del señor Colindres Schonenberg violó su derecho a ser juzgado por un tribunal 
competente, contenido en el artículo 8.1 de la Convención. 

88. La Corte ha señalado que las personas tienen derecho a ser juzgadas con arreglo a 

procedimientos previos y legalmente establecidos, razón por la cual el Estado no debe crear 
tribunales que no apliquen normas procesales debidamente establecidas para sustituir la 
jurisdicción que corresponda normalmente a los tribunales ordinarios. 

90. Tal como se señaló […], la decisión de la Sala de lo Constitucional no suplió el deber del 
Estado de establecer previamente el procedimiento mediante el cual se podría llevar a cabo una 
destitución de un magistrado del TSE. La inexistencia de un procedimiento previamente establecido 
impidió que el señor Colindres Schonenberg conociera cuál era el procedimiento al que iba a ser 
sometido y en qué momentos podría defenderse. Esto constituye una violación adicional a las 
garantías judiciales establecidas en el artículo 8.1 de la Convención.    

Corte IDH. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374. 

79. El aspecto principal de este caso es determinar si Guatemala es responsable, por violación a 
los deberes de garantía o respeto, en relación con hechos que habrían constituido “presiones 
externas” respecto de la actividad judicial de la señora Villaseñor. 
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84. La garantía de independencia judicial “abarca la garantía contra presiones externas, de tal 
forma que el Estado debe abstenerse de realizar injerencias indebidas en el Poder Judicial o en sus 
integrantes” y adoptar acciones para evitar que tales injerencias sean cometidas por personas u 
órganos ajenos al poder judicial. En ese sentido, la Corte ha notado que “los Principios Básicos de 
Naciones Unidas [relativos a la Independencia de la Judicatura] disponen que los jueces resolverán 
los asuntos que conozcan […] sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas 
o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier 

motivo’”170 . De igual modo, “dichos Principios establecen que ‘[n]o se efectuarán intromisiones 

indebidas o injustificadas en el proceso judicial’”171. 

85. Ahora bien, en cuanto a los hechos del caso, en primer lugar, la Corte advierte que algunos 
refieren a presentaciones judiciales cuestionando una decisión de un tribunal o recusando a la Jueza. 
Es claro que tales hechos no pueden considerarse, en sí mismo, actos intimidatorios, pues forman 
parte del habitual funcionamiento de las instituciones judiciales. 

86. En segundo término, debe indicarse que otra serie de hechos involucran artículos de prensa 
u otras formas de manifestación, como así también denuncias contra la Jueza. La Corte advierte que 
puede existir una tensión entre el ejercicio de la libertad de expresión y la independencia judicial. En 
ese sentido, por una parte, la Corte ha destacado la importancia del ejercicio de la libertad de 
expresión en una sociedad democrática, inclusive respecto a actos de funcionarios públicos, quienes 
están más expuestos al escrutinio y a la crítica. De modo análogo, también resulta importante que los 
funcionarios públicos puedan ser denunciados o investigados por la posible comisión de actos 
ilícitos. Todo lo anterior, por otra parte, no implica que el honor de los funcionarios públicos no deba 
ser protegido, como tampoco que ciertas expresiones, por sus características, puedan resultar 
intimidatorias o constituir presiones indebidas sobre la actividad judicial.  

89. Sin perjuicio de todo lo anterior, este Tribunal advierte que, en el caso, se ha indicado una 
sucesión o conjuntos de hechos que pueden estar relacionados y que cabe examinar como el 
señalamiento de una situación, que podría evidenciar la existencia de presiones externas respecto de 
la actividad judicial de la señora Villaseñor. La Corte aprecia, además, que en el marco de la indicación 
de esa situación, se han hecho manifestaciones sobre actos que habrían implicado graves 

circunstancias de intimidación. En particular, hay señalamientos que expresan que en julio y agosto 
de 1994, o antes de septiembre de ese año, se presentaron varios hechos que habrían implicado 
amenazas (inclusive de secuestro de su hija), daños intencionales a los bienes de la Jueza, intentos de 
acceder a su domicilio, y actos de vigilancia […]. Entre tales hechos, se ha señalado que: en diversas 

ocasiones la Jueza recibió amenazas; varias veces destruyeron una llanta del automóvil de la señora 
Villaseñor; se intentó forzar la puerta de dicho vehículo; dos hombres intentaron ingresar a la casa 
de la Jueza; hubo presencia de personas fuera de esa residencia, a quienes se escuchó proferir 
expresiones amenazantes, inclusive amenazas de muerte, tales como “a esa vieja la tenemos que 
matar” u otras similares; dos hombres intentaron ingresar en la misma residencia, y que el 29 de 

 

170 Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas . Sentencia de 
5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 197  (la referencia es al Principio 2 de los Principios Básicos de las 
Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura).  
171 Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela, supra , párr. 80 y Caso López Lone y otros Vs. Honduras, supra , párr. 
197 (la referencia es al Principio 4 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la 
Judicatura). De modo similar, los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial han indicado, en su apartado 
1.1, que ”[u]n juez deberá ejercer su función judicial de forma independiente […], libre de cualquier influencia 
ajena, de instigaciones, presiones, amenazas o interferencias, sean directas o indirectas, provenientes de 
cualquier fuente o por cualquier razón”. Estos principios fueron elaborados por “la segunda reunión del Grupo 
Judicial de Reforzamiento de la Integridad Judicial, celebrada en 2001 en Bangalore (India), en la que los 
presidentes de tribunales superiores de justicia reconocieron la necesidad de normas universalmente 
aceptables de integridad judicial”. Así se indica en la Resolución 2006/23 del Consejo Económico y Social de la 
Organización de las Naciones Unidas, que “[i]nvit[ó] a los Estados Miembros a que […] tomen en consideración 
[dichos] Principios”. (Disponible en internet: 
https://www.unodc.org/pdf/corruption/corruption_judicial_res_s.pdf). 

https://www.unodc.org/pdf/corruption/corruption_judicial_res_s.pdf


Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

145 

agosto una persona asignada a la seguridad de la señora Villaseñor fue retenida, golpeada, drogada 
e interrogada sobre la actividad de la señora Villaseñor en causas judiciales. Además, se ha referido 
que los captores expresaron que “iban a matar” a quienes vivían en la residencia de la Jueza. Las 
indicaciones de las circunstancias señaladas se relacionan a una situación de inseguridad respecto 
de jueces o juezas en Guatemala […].  

90. La reiteración y continuidad de los hechos debía haber llamado la atención del Estado, sin 
perjuicio de que no todos ellos hubiesen debido ser materia de investigación; pero queda claro que 
se trató de una continuidad intimidatoria o concatenada de hechos, que pone de relieve por lo menos 
la necesidad de agotar los esfuerzos para individualizar sus fuentes y motivaciones. 

Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380172. 

147. Respecto a la imparcialidad de las autoridades judiciales, los representantes presentaron 
dos tipos de argumentación. Primero, alegaron que la provisionalidad de los jueces y juezas y su 
sustitución con anterioridad a la realización de audiencias de juicio demostrarían la falta de 
independencia del Poder Judicial. Por otra parte, alegaron que varios actos practicados por el Juez 
Séptimo durante la tramitación del proceso penal que resultó en la condena del señor Álvarez, en 
particular rechazos a ofrecimientos probatorios, indicarían la parcialidad de la autoridad judicial, en 
violación del artículo 8 de la Convención Americana. 

148. La Corte observa que los Estados están obligados a asegurar que los jueces provisorios sean 
independientes y, por ello, debe otorgarles cierto tipo de estabilidad y permanencia en el cargo, 
puesto que la provisionalidad no equivale a libre remoción. En efecto, la Corte considera que la 

provisionalidad no debe significar alteración alguna del régimen de garantías para el buen 
desempeño de la judicatura y la salvaguarda de los propios justiciables. Además, no debe extenderse 
indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el 
cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y conclusión de un concurso público para 
proveer los reemplazos con carácter permanente. Los nombramientos provisionales deben 
constituir una situación de excepción y no la regla. De esta manera, la extensión en el tiempo de la 
provisionalidad de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha 
situación, generan importantes obstáculos para la independencia judicial. Esta situación de 
vulnerabilidad del Poder Judicial se acentúa si tampoco existen procesos de destitución respetuosos 
de las obligaciones internacionales de los Estados. En similar sentido el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas expresó que la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la 
expiración del mandato para el que fueron nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y sin 
que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con 
la independencia judicial.  

149. Sin embargo, la Corte hace notar que en el presente caso no hay alegatos de remoción o 
destitución de jueces, únicamente de sustituciones temporales de los jueces a cargo del trámite del 
proceso penal. 

 

2.2.2.2. IMPARCIALIDAD 

 

172 El 30 de agosto de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Venezuela por la violación de los derechos del señor Tulio 
Álvarez Ramos a la libertad de expresión, participación política, circulación, garantías judiciales y protección 
judicial, en razón de un proceso penal seguido en su contra y la consecuente condena, en razón de la publicación 
de un artículo de opinión sobre supuestas irregularidades en el manejo de la Caja de Ahorros de la Asamblea 
Nacional de Venezuela. 
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Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107 . 

169. Los representantes de las presuntas víctimas alegaron que en el presente caso el Estado 
violó el derecho a ser oído por un juez o tribunal imparcial. En relación con el derecho protegido en 
el artículo 8.1 de la Convención, la Corte ha expresado que toda persona sujeta a un juicio de cualquier 
naturaleza ante un órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano sea imparcial 
y actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución 
del caso que se le somete.  

170. La Corte Europea ha señalado que la imparcialidad tiene aspectos tanto subjetivos como 
objetivos, a saber:  

 Primero, el tribunal debe carecer, de una manera subjetiva, de prejuicio personal. Segundo, 
también debe ser imparcial desde un punto de vista objetivo, es decir, debe ofrecer garantías 
suficientes para que no haya duda legítima al respecto. Bajo el análisis objetivo, se debe 
determinar si, aparte del comportamiento personal de los jueces, hay hechos averiguables 
que podrán suscitar dudas respecto de su imparcialidad. En este sentido, hasta las 
apariencias podrán tener cierta importancia. Lo que está en juego es la confianza que deben 
inspirar los tribunales a los ciudadanos en una sociedad democrática y, sobre todo, en las 
partes del caso173. 

171. La Corte considera que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una 
garantía fundamental del debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o tribunal en el 
ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Esto 
permite a su vez, que los tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a 
los ciudadanos en una sociedad democrática. 

172. Como ha quedado probado, en el proceso penal contra el periodista Mauricio Herrera Ulloa 
se interpuso el recurso de casación en dos oportunidades […]. La Corte observa que los cuatro 
magistrados titulares y el magistrado suplente que integraron la Sala Tercera de la Corte Suprema 
de Justicia al decidir el 7 de mayo de 1999 el recurso de casación interpuesto por el abogado del señor 
Félix Przedborski contra la sentencia absolutoria, fueron los mismos que decidieron el 24 de enero 
de 2001 los recursos de casación interpuestos contra la sentencia condenatoria por el abogado 
defensor del señor Mauricio Herrera Ulloa y apoderado especial del periódico “La Nación”, y por los 
señores Herrera Ulloa y Vargas Rohrmoser, respectivamente […].  

173. Cuando la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia resolvió el primer recurso de casación 
anuló la sentencia casada y ordenó remitir el proceso al tribunal competente para su nueva 
sustanciación, con base en que, inter alia, “la fundamentación de la sentencia no se presenta como 
suficiente para descartar racionalmente la existencia de un dolo directo o eventual (respecto a los 
delitos acusados)” […].  

174. Los magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia debieron abstenerse de 
conocer los dos recursos de casación interpuestos contra la sentencia condenatoria de 12 de 
noviembre de 1999 porque, considera esta Corte, que al resolver el recurso de casación contra la 
sentencia absolutoria de 29 de mayo de 1998, los mismos magistrados habían analizado parte del 
fondo, y no solo se pronunciaron sobre la forma.  

175. Por las anteriores consideraciones, la Corte concluye que los magistrados de la Sala Tercera 
de la Corte Suprema de Justicia, al resolver los dos recursos de casación interpuestos contra la 
sentencia condenatoria, no reunieron la exigencia de imparcialidad. En consecuencia, en el presente 
caso el Estado violó el artículo 8.1 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa. 

 

173 Cfr. Eur. Court. H. R.,Case of Pabla KY v. Finlad, Judgment of 26 June, 2004, para. 27; y Eur. Court. H. R., Case 
of Morris v. the United Kingdom, Judgment of 26 Febrary, 2002, para. 58. 
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Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2004. Serie C No. 119. 

147. Además, la circunstancia de que los jueces intervinientes en procesos por delitos de traición 
a la patria hubieran sido “sin rostro”, determinó la imposibilidad de que el procesado conociera la 
identidad del juzgador y, por ende, valorara su idoneidad. Esta situación se agrava por el hecho de 
que la ley prohíbe la recusación de dichos jueces. 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de noviembre de 2005. Serie C No. 135. 

146. La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una 
posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en 
la controversia. 

147. El juez o tribunal debe separarse de una causa sometida a su conocimiento cuando exista 
algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del tribunal como un órgano imparcial. 
En aras de salvaguardar la administración de justicia se debe asegurar que el juez se encuentre libre 
de todo prejuicio y que no exista temor alguno que ponga en duda el ejercicio de las funciones 
jurisdiccionales. En el mismo sentido: Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr.118; Caso 
Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C 
No. 239, párr. 238. 

155. La Corte estima que la estructura orgánica y composición de los tribunales militares descrita 
en los párrafos precedentes supone que, en general, sus integrantes sean militares en servicio activo, 
estén subordinados jerárquicamente a los superiores a través de la cadena de mando, su 
nombramiento no depende de su competencia profesional e idoneidad para ejercer las funciones 
judiciales, no cuenten con garantías suficientes de inamovilidad y no posean una formación jurídica 
exigible para desempeñar el cargo de juez o fiscales. Todo ello conlleva a que dichos tribunales 
carezcan de independencia e imparcialidad. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 182. 

56.  En cambio, la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 
ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el 
justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La Corte 
Europea de Derechos Humanos ha explicado que la imparcialidad personal o subjetiva se presume a 
menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en 
determinar si el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores 
legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona. Ello puesto que el juez debe 
aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, 
directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho. En el mismo 
sentido: Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 206, párr. 98; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 117; Caso Ibsen 
Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010 
Serie C No. 217, párr. 177; Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 189; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos 
y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto 
de 2013. Serie C No. 268, párr. 220; Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
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Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275174, párr. 182. Caso López Lone y otros Vs. 
Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie 
C No. 302, párr. 233. 

63.  Al respecto, el Tribunal considera que la institución de la recusación tiene un doble fin: por 
un lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por el otro, busca otorgar 
credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En efecto, la recusación otorga el derecho a 
las partes de instar a la separación de un juez cuando, más allá de la conducta personal del juez 
cuestionado, existen hechos demostrables o elementos convincentes que produzcan temores 
fundados o sospechas legítimas de parcialidad sobre su persona, impidiéndose de este modo que su 
decisión sea vista como motivada por razones ajenas al Derecho y que, por ende, el funcionamiento 

del sistema judicial se vea distorsionado. La recusación no debe ser vista necesariamente como un 
enjuiciamiento de la rectitud moral del funcionario recusado, sino más bien como una herramienta 
que brinda confianza a quienes acuden al Estado solicitando la intervención de órganos que deben 
ser y aparentar ser imparciales. En el mismo sentido: Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, 
miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279175, párr. 30; Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 224. 

 

174 Durante la década de los ochenta hasta finales del año 2000, en Perú se vivió un contexto de violencia 
terrorista y violación de derechos humanos como resultado del conflicto entre grupos armados y agentes de las 
fuerzas policiales y militares. En 1992, la DINCOTE (Dirección Nacional Contra el Terrorismo) determinó que la 
publicación “El Diario” formaba parte del Partido Comunista del Perú- Sendero Luminoso, por lo cual realizó 
detenciones e intervenciones contra las personas vinculadas a dicha revista. El 13 de abril, personal policial de 
DINCOTE puso en ejecución el Operativo Moyano, que determinó la intervención de inmuebles, como el de los 
padres de la señora J., por cuanto indicaron que en tal inmueble se encontraban reunidos terroristas de “Sendero 
luminoso”. En el marco del operativo, la señora J. fue detenida y llevada ante la unidad policial de la DINCOTE. 
Durante la detención, los agentes estatales incurrieron presuntamente en actos de tortura y tratos crueles 
inhumanos y degradantes, incluyendo una alegada violación sexual de la señora J. El traslado a la DINCOTE 
implicó supuestamente, la privación de libertad sin control judicial, con alegadas vulneraciones al debido 
proceso, y al principio de legalidad e irretroactividad y en condiciones inhumanas de detención durante 17 días. 
Tras la liberación de la Señora J. en junio de 1993, ella viajó al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
donde se le reconoció la condición de refugiada. En diciembre de 2007, la señora J. viajó a Alemania a visitar a 
su hermana, sin embargo, cuando se disponía a regresar a Londres, fue detenida por la INTERPOL en función a 
la solicitud de búsqueda y captura enviada por parte de las autoridades peruanas. A partir de 2003 se realizaron 
una serie de reformas en la legislación antiterrorista peruana, por las cuales se declaró nulo todo lo actuado en 
el proceso de la señora J. que se llevó a cabo por jueces y fiscales de identidad secreta y, en consecuencia, se 
retrotrajo el proceso al momento de emisión del dictamen acusatorio por parte del fiscal del Ministerio Público. 
Actualmente, el proceso está pendiente de la realización del juicio oral. En 2008, el estado peruano solicitó la 
extradición de la señora J., por la supuesta comisión de los delitos de apología al terrorismo y terrorismo. 
175 Las ocho víctimas de este caso son los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 
Paillalao, Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, Juan Ciriaco Millacheo Lican, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 
Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles. Todos 
ellos son chilenos. Los tres primeros eran a la época de los hechos del caso autoridades tradicionales del Pueblo 
indígena Mapuche, los otros cuatro señores son miembros de dicho pueblo indígena y la señora Troncoso Robles 
era activista por la reivindicación de los derechos de dicho pueblo. La dirigencia de las comunidades mapuche 
la ejercen los “Lonkos” y los “Werkén”, autoridades tradicionales electas. Los señores Norín Catrimán y Pichún 
Paillalao eran Lonkos y el señor Ancalaf Llaupe era Werkén. Contra esas ocho personas se abrieron procesos 
penales por hechos ocurridos en los años 2001 y 2002 en las Regiones VIII (Biobío) y IX (Araucanía) de Chile, 
en los cuales fueron condenados como autores de delitos calificados de terroristas en aplicación de la Ley N° 
18.314 que “[d]etermina conductas terroristas y fija su penalidad” (conocida como “Ley Antiterrorista”). En 
ninguno de los hechos por los cuales fueron juzgados (relativos a incendio de predio forestal, amenaza de 
incendio y quema de un camión de una empresa privada) resultó afectada la integridad física ni la vida de alguna 
persona. El proceso penal seguido contra el señor Víctor Ancalaf Llaupe se tramitó en aplicación del Código de 
Procedimiento Penal de 1906 (Ley N° 1853) y sus reformas, porque los hechos por los que se le juzgó ocurrieron 
en la Región del BioBío en una fecha anterior a la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en esa 
región. Los procesos penales seguidos contra las otras siete referidas personas se rigieron por el Código Procesal 
Penal de 2000 (Ley N° 19.696), porque los hechos por los cuales fueron juzgadas ocurrieron en la Región de la 
Araucanía con posterioridad a la entrada en vigencia del referido código en esa región. A las ocho víctimas de 
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64.  En tal sentido, la recusación es un instrumento procesal destinado a proteger el derecho a 
ser juzgado por un órgano imparcial y no un elemento constitutivo o definitorio de dicho derecho. 
En otras palabras, un juez que no pueda ser recusado no necesariamente es -o actuará de forma- 
parcial, del mismo modo que un juez que puede ser recusado no necesariamente es -o actuará de 
forma- imparcial.  

65.  En lo referente a la inhibición, la Corte estima que aún cuando está permitida por el derecho 
interno, no es suficiente para garantizar la imparcialidad del tribunal, puesto que no se ha 
demostrado que el justiciable tenga algún recurso para cuestionar al juez que debiendo inhibirse no 
lo hiciere.  

66.  Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte concluye que no hay prueba que indique que el 
Estado haya desconocido el derecho de las víctimas a ser juzgadas por un tribunal imparcial, pero sí 
está demostrado que su legislación […] y jurisprudencia […] les impidieron solicitar que la 
imparcialidad de su órgano juzgador sea revisada. Dicho de otro modo, no está demostrado el 
incumplimiento del deber de respeto del derecho, sino la falta de garantía del mismo.  

67.  Por todo ello, el Tribunal declara que el Estado no garantizó el derecho de las víctimas a ser 
juzgadas por un tribunal imparcial, lo que constituye una violación del artículo 8.1 de la Convención 
en consonancia con los artículos 1.1 y 2 de la misma.  

Corte IDH. Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207. 

117.  El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental del 
debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como 
juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Al respecto, este Tribunal ha 

establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 

 

este caso les fueron dictadas medidas de prisión preventiva en dichos procesos penales. A inicios de la década 
de los 2000, época en que ocurrieron los hechos por los cuales fueron condenadas penalmente las víctimas de 
este caso, existía en el sur de Chile (Regiones VIII, IX y X), fundamentalmente en la IX Región (de la Araucanía), 
una situación social de numerosos reclamos, manifestaciones y protestas sociales por parte de miembros del 
Pueblo indígena Mapuche, líderes y organizaciones del mismo, con el fin de que fueran atendidas y solucionadas 
sus reivindicaciones, fundamentalmente referidas a la recuperación de sus territorios ancestrales y al respeto 
del uso y goce de dichas tierras y sus recursos naturales. En el contexto de esa protesta social se incrementó el 
nivel de conflictividad en dichas regiones y, aparte de las movilizaciones sociales y de otras medidas de presión, 
se presentaron algunas acciones de hecho y violentas calificadas como “graves”, tales como la ocupación de 
tierras no ligadas a procedimientos de reclamación en curso, incendio de plantaciones forestales, cultivos, 
instalaciones y casas patronales, destrucción de equipos, maquinaria y cercados, cierre de vías de comunicación 
y enfrentamientos con la fuerza pública. A partir del año 2001 se incrementó significativamente el número de 
dirigentes y miembros de comunidades mapuche investigados y juzgados por la comisión de delitos ordinarios 
en relación con actos violentos asociados a la referida protesta social. En una minoría de casos se les ha 
investigado y/o condenado por delitos de carácter terrorista en aplicación de la referida Ley N° 18.314 (Ley 
Antiterrorista). De las 19 causas formalizadas por el Ministerio Público entre el 2000 y el 2013 bajo la Ley 
Antiterrorista, 12 de ellas “se relacionan a reivindicaciones de tierras de grupos mapuche”. El resultado de los 
procesos penales contras las ocho víctimas de este caso fue el siguiente: 1) Los Lonkos Segundo Aniceto Norín 
Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao fueron condenados como autores del delito de amenaza de 
incendio terrorista y se les impusieron las penas de cinco años y un día de presidio mayor en su grado mínimo 
y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y los 
derechos políticos. 2) Los señores Juan Ciriaco Millacheo Licán, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio 
Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles fueron 
condenados como autores del delito de incendio terrorista por el hecho de incendio de un fundo y se les 
impusieron las penas de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio y penas accesorias de 
inhabilitación que restringían el ejercicio de los derechos políticos. 3) El señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe fue 
condenado como autor de la conducta terrorista tipificada en el artículo 2° N° 48 de la Ley N° 18.314 en relación 
con la quema de un camión de una empresa privada y se le impusieron las penas de cinco años y un día de 
presido mayor en su grado mínimo y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio del derecho 
a la libertad de expresión y los derechos políticos.  
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ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el 
justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. La 
imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, una posición 
tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la 
controversia. La imparcialidad personal o subjetiva se presume a menos que exista prueba en 
contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado 
brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de 
parcialidad sobre su persona. 

Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C No. 217. 

177.  La vigencia del debido proceso es uno de los principios fundamentales de la justicia, y tiene 
como uno de sus presupuestos que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a 
los hechos de la causa de modo imparcial, es decir, careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio 
personal y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar 
toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de 
imparcialidad. Al respecto, una de las formas de garantizar la conducción imparcial del proceso es 
mediante el instituto procesal de la excusa, la cual compete al juzgador cuando se estima impedido 
para conocer de un determinado asunto por considerar que, debido a que se presenta alguna de las 
causales previstas por la ley para ello, podría verse afectada su imparcialidad.  

234.  La Corte reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser presumida, salvo prueba 
en contrario […]. Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar averiguar 
los intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En cuanto al tipo de 
evidencia que se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, el Tribunal Europeo ha indicado 
que se debe tratar de determinar si el juez ha manifestado hostilidad o si ha hecho que el caso sea 
asignado a él por razones personales. 

235.  La Corte ya ha establecido […] que la visita extraordinaria afectó el derecho a la igualdad y a 
la no discriminación y la vida privada de la señora Atala. Asimismo, se ha concluido que era 
discriminatorio incorporar en la investigación disciplinaria la orientación sexual o la relación de 
pareja de la señora Atala, por cuanto no existía relación alguna con su desempeño profesional […] y 
por lo cual tampoco existía fundamento para concluir que la orientación sexual de la señora Atala 
podía derivar en una falta disciplinaria. Sin embargo, en el informe de la visita al sitio de trabajo se 
determinó, con relación a la orientación sexual de la señora Atala, que los hallazgos eran hechos que 
“rev[estían] una gravedad que merec[ía] ser observada por [la Corte de Apelaciones de Temuco]” […]  

236.  Además, el Tribunal toma en cuenta las circunstancias de la realización de la visita 
extraordinaria, ya que antes y durante la visita se llevaron a cabo una serie de interrogatorios a 

funcionarios y empleados del Juzgado de Villarrica para indagar sobre la orientación sexual y los 
hábitos de la señora Atala […] También se observa que las conclusiones del informe de la visita 
presentadas a la Corte de Apelaciones, en su conjunto, fueron aprobadas por dicha Corte el mismo 
día que fue presentado dicho informe. La Corte de Apelaciones procedió entonces a imputarle cargos 
disciplinarios a la señora Atala, entre otras cosas, por su orientación sexual […]  

237.  Teniendo en cuenta todos los hechos reseñados anteriormente, la Corte considera que 
existían prejuicios y estereotipos que fueron manifestados en el informe, que demostraban que 
quienes realizaron y aprobaron dicho informe no fueron objetivos respecto a este punto. Por el 
contrario, dejaron plasmada su posición personal respecto a la orientación sexual de la señora Atala 
en un ámbito disciplinario en el que no era aceptable ni legítimo un reproche jurídico por este hecho. 
En consecuencia, la Corte establece que la visita extraordinaria y la investigación disciplinaria se 
realizaron sin la imparcialidad subjetiva necesaria, por lo que el Estado vulneró el artículo 8.1 en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana en perjuicio de Karen Atala Riffo.  

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 
2014. Serie C No. 279. 
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208. En el presente caso han sido sometidas a la consideración de la Corte alegaciones sobre la 
supuesta falta de imparcialidad personal de los jueces o tribunales que dictaron las sentencias 
condenatorias. Al respecto, este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que 
interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de una 
manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva 
que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la 
ausencia de imparcialidad. La Corte ha destacado que la imparcialidad personal se presume a menos 
que exista prueba en contrario, consistente por ejemplo en la demostración de que algún miembro 
de un tribunal o juez guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los litigantes. El juez 
debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, 

directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a –y movido por- el Derecho. 

212. Comenzando por este último punto, la Corte entiende que es preciso distinguir las actitudes 
que una parte importante de los medios de comunicación difunden acerca de las manifestaciones de 
reivindicación del pueblo mapuche […], así como las formas de actuación del Ministerio del Interior 
y Seguridad Pública y del Ministerio Público -al determinar cuáles son los casos en que invocan la 
aplicación de la Ley Antiterrorista- y la argumentación en que se fundan, de la decisión que en 
definitiva han adoptado los tribunales chilenos al respecto. La Corte debe centrar su atención en las 
decisiones judiciales, sin dejar de considerar la posibilidad de que la forma en que los medios de 
comunicación presenten el llamado “conflicto mapuche”, o las presentaciones del Ministerio Público, 
hayan influido indebidamente en tales decisiones. 

223.  Puede haber una aplicación discriminatoria de la ley penal si el juez o tribunal condena a una 
persona basándose en un razonamiento fundado en estereotipos negativos que asocien a un grupo 
étnico con el terrorismo para determinar alguno de los elementos de la responsabilidad penal. 
Incumbe al juez penal verificar que todos los elementos del tipo penal hayan sido probados por la 
parte acusadora, puesto que, como ha expresado esta Corte, la demostración fehaciente de la 
culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la 
prueba recaiga, como corresponde, en la parte acusadora y no en el acusado.  

224.  Los estereotipos constituyen pre-concepciones de los atributos, conductas, papeles o 
características poseídas por personas que pertenecen a un grupo identificado. Asimismo, la Corte ha 
indicado que las condiciones discriminatorias “basadas en estereotipos […] socialmente dominantes 
y socialmente persistentes, […] se agravan cuando los estereotipos se reflejan, implícita o 
explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de [las 
autoridades]”.  

226. Para establecer si una diferencia de trato se fundamentó en una categoría sospechosa y 
determinar si constituyó discriminación, es necesario analizar los argumentos expuestos por las 
autoridades judiciales nacionales, sus conductas, el lenguaje utilizado y el contexto en que se 
produjeron las decisiones judiciales. 

227. Entre las expresiones particularmente señaladas como discriminatorias por la Comisión y 
los intervinientes comunes de los representantes se destacan las siguientes, que con algunas 
variantes aparecen en las distintas sentencias condenatorias: 

“[…] las acciones que causaron estos delitos demuestran que la forma, métodos y estrategias 
empleadas, tenían una finalidad dolosa de causar un estado de temor generalizado en la zona.  

Los ilícitos antes referidos están insertos en un proceso de recuperación de tierras del pueblo 
mapuche, el que se ha llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la institucionalidad y legalidad 
vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente planificadas, concertadas y preparadas por 
grupos exacerbados que buscan crear un clima de inseguridad, inestabilidad y temor en diversos 
sectores de la octava y novena regiones. Estas acciones se pueden sintetizar en la formulación de 
exigencias desproporcionadas, hechas bajo presión por grupos beligerantes a los dueños y 
propietarios, a quienes se les advierte que sufrirán diversos tipos de atentados en caso de no acceder 

a sus requerimientos, muchas de estas amenazas se han materializado mediante ataques a la integridad 
física, en acciones de robo, hurto, incendio, daños y ocupaciones de tierras, que han afectado tanto a 
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los individuos y bienes de diversas personas dedicadas a las actividades agrícolas y forestales de esta 
zona del país.  

La finalidad perseguida es provocar en la gente un justo temor de ser víctima de atentados similares, y 
con ello obligarlas para que desistan de seguir explotando sus propiedades y hacer que las abandonen. 
La sensación de inseguridad e intranquilidad que generan dichos atentados, ha traído como 
consecuencias la disminución y encarecimiento de la mano de obra, aumento en el costo e hipotecas, 
tanto en la contratación de maquinarias para la explotación de los predios, como para cubrir las pólizas 
que aseguren las tierras, instalaciones y plantaciones. Es cada vez más frecuente ver trabajadores, 
maquinarias, vehículos y faenas instalados en los distintos predios, bajo protección policial que 
garantice la ejecución de las labores, todo lo cual afecta derechos garantizados constitucionalmente. 

Lo anterior fluye, aunque no necesariamente con los mismos caracteres, de los atestados contestes de 
Juan y Julio Sagredo Marín, Miguel [Á]ngel Sagredo Vidal, Mauricio Chaparro Melo, Raúl Arnoldo 
Forcael Silva, Juan Agustín Figueroa Elgueta, Juan Agustín Figueroa Yávar, Armín Enrique Stappung 
Schwarzlose, Jorge Pablo Luchsinger Villiger, Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli, Gerardo Jequier 
Shalhlí y Antonio Arnoldo Boisier Cruces, quienes expresaron haber sido víctimas directas o tener 
conocimiento de amenazas y atentados contra personas o bienes, perpetrados por personas 
pertenecientes a la etnia mapuche; testigos que expresaron de diferente forma la sensación de temor 
que dichos actos les provocaron. Se relaciona lo anterior con los dichos del perito José Muñoz Maulen, 
quien refirió haber respaldado en un compac disc computacional información obtenida de la página 
web denominada “sitio htp/fortunecety.es/”, en la cual se describen diversas actividades relacionadas 
al movimiento de reivindicación de tierras que parte del pueblo perteneciente a la etnia mapuche 
desarrolla en las regiones octava y novena del país; los antecedentes contenidos en el informe de la 
Sesión de la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado de la 
República, realizada el 1 de julio del 2002 que concluyó en la constatación de la falta de servicio por 
parte del Estado; las informaciones no desvirtuadas y contenidas en el cuerpo C, páginas 10 y 11 de la 
edición del diario El Mercurio del 10 de marzo de 2002 relativa a la cantidad de conflictos causados 
por grupos de mapuches en actos terroristas, publicaciones de la Tercera en Internet, [l]a Segunda en 
Internet y El Mercurio electrónico, publicadas los días 26 de marzo de 1999, 15 de diciembre de 2001, 
15 de marzo de 2002 y 15 de junio de 2002, respectivamente, y tres cuadros gráficos extraídas de las 
páginas Web de la Comisión Nacional de Inversión Extranjera en Chile, dividido en sectores y por 
regiones, de acuerdo a la división político administrativa del país, que permite hacer comparaciones 
de dólares efectivamente invertidos en las demás regiones y la Novena, y demuestran que la inversión 
privada en la región ha disminuido. 

* * * 

[…] Respecto a la participación de ambos enjuiciados es preciso considerar lo siguiente: 

1.- Como antecedentes generales y de acuerdo a la prueba aportada durante el juicio por el Ministerio 

Público y los querellantes particulares, es un hecho público y notorio que en la zona, desde hace un 
tiempo a la fecha, están actuando organizaciones de hecho que usando como argumento 
reivindicaciones territoriales, realizan actos de violencia o incitan a ellos. Entre sus métodos de acción 

se emplea la realización de diversos actos de fuerza que se dirigen contra empresas forestales, 
pequeños y medianos agricultores, todos los cuales tienen en común ser propietarios de terrenos 
contiguos, aledaños o cercanos a comunidades indígenas que pretenden derechos históricos sobre las 
mismas. Tales acciones apuntan a la reivindicación de tierras estimadas como ancestrales, siendo la 
ocupación ilegal un medio para alcanzar el fin más ambicioso, a través de ellas se irán recuperando 
parte de los espacios territoriales ancestrales y se fortalecerá la identidad territorial del Pueblo 
Mapuche. Así se desprende del testimonio conteste de los ofendidos Juan y Julio Sagredo Marin, Juan 
Agustin Figueroa Elgueta y Juan Agustin Figueroa Yávar, sustentados por el atestado de Armin 
Stappung Schwarzlose, Gerardo Jequier Salí, Jorge Pablo Luchsinger Villiger, Antonio Arnaldo Boisier 
cruces y Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli, analizadas. 

2.- No se encuentra suficientemente acreditado que estos hechos fueron provocados por personas 
extrañas a las comunidades mapuches, debido a que obedecen al propósito de crear un clima de total 
hostigamiento a los propietarios del sector, con el objeto de infundirles temor y lograr así que accedan 
a sus demandas, y que respondan a una lógica relacionada con la llamada "Problemática Mapuche", 
porque sus autores conocían las áreas reclamadas o por el hecho de que ninguna comunidad o 
propiedad mapuche ha resultado perjudicada. 
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3.- Se encuentra probado que el acusado Pascual Pichún es Lonko de la Comunidad "Antonio 
Ñirripil" y Segundo Norín lo es de la Comunidad "Lorenzo Norín", lo que importa jerarquía en su 
interior y determinada capacidad de mando y liderazgo sobre ellas. 

4.- Asimismo, es preciso resaltar que los imputados Pichún y Norín se encuentran condenados 
por otros delitos relativos a ocupaciones de tierras cometidos con anterioridad a estos hechos en 
contra de predios forestales, ubicados en lugares aledaños a las respectivas comunidades, según consta 
de la causa Rol N° 22.530 y acumuladas por la cual se condenó a Pascual Pichún a la pena de 4 años de 
presidio menor en su grado máximo y a Segundo Norín a una pena de 800 días de presidio menor en 
su grado medio, en ambos casos, a las accesorias legales y costas por el delito de. [sic] Además, Pichún 
Paillalao fue condenado a la pena de 41 días de prisión en su grado máximo y al pago de una multa de 
10 unidades tributarias mensuales como autor del delito de manejo en estado de ebriedad; así consta 

de sus respectivos extractos de filiación y antecedentes y de las copias de las sentencias definitiva 
debidamente certificada e incorporadas. 

5. Las Comunidades mapuches de Didaico y Temulemu son colindantes con el predio Nancahue, 
y 

6.- Ambos acusados pertenecerían, según lo declarado por Osvaldo Carvajal, a la Coordinadora 
Arauco Malleco C.A.M, organización de hecho — según reitero - y de carácter violentista.  

* * * 

Que los hechos descritos en el considerando precedente son constitutivos del delito terrorista 
contemplado en el artículo 2º N° 4 de la Ley N° 18.314, en relación con el artículo 1º del mismo texto 

legal, desde que de ellos aparece que se realizaron acciones tendientes a producir en parte de la 
población temor justificado a ser víctima de delitos, teniendo presente las circunstancias y la 
naturaleza y efectos de los medios empleados, como por la evidencia de que ellos obedecen a un plan 
premeditado de atentar contra bienes de terceros que se encuentran realizando labores para la 
construcción de la Central Ralco del Alto Bío Bío, todo con el objeto de arrancar resoluciones de la 
autoridad que tiendan a impedir la construcción de estas obras.  

* * * 

19º. -Que los elementos de juicios referidos en los fundamentos primero, séptimo y decimotercero, del 
fallo de primera instancia, constituyen presunciones judiciales, que apreciadas en conciencia, acreditan 
que los incendios de los camiones y retroexcavadora se encuentran circunscritos dentro del conflicto 
Pehuenche, en la Octava Región, Provincia de Bio Bio, comuna de Santa Bárbara, sector cordillerano 
denominado Alto Bio Bio, lo que se relaciona con la oposición a la construcción de la Central 
Hidroeléctrica Ralco, donde además, es de público conocimiento que las hermanas Berta y Nicolasa 
Quintremán Calpán son las que se oponen al proyecto de Endesa, porque sus terrenos serán inundados 
con la construcción de la Central y en los cuales se encuentran sus ancestros, sus orígenes, su cultura y 
sus tradiciones.  

En este contexto han acontecidos los hechos, como una manera de exigir a las autoridades resoluciones 
o imponer exigencias para revertir la situación existente en la construcción de la Central. 

20º. -Que para ello, el 29 de septiembre de 2001, 03 y 17 de marzo de 2002, se incendiaron dos 
camiones y una retroexcavadora y posteriormente dos camiones, vehículos que trabajaban para 
Endesa. La primera vez actuaron varios individuos encapuchados, excepto uno, utilizando un arma de 
fuego, lesionando al conductor del camión con un palo. La segunda vez participaron a lo menos dos 
individuos, con rostro cubierto, premunido uno de ellos con escopeta, efectuando dos disparos al aire, 
y en la tercera oportunidad fue un grupo de personas encapuchadas, uno de los cuales portaba un arma 
de fuego, haciendo disparos al aire. En todos estos actos usaron combustible inflamable, como bencina 
u otro semejante.  

Las acciones ilícitas antes referidas se han llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la 
institucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente planificadas, 
concertadas de acuerdo como acontecieron los hechos, lugar y modus operandi, con la finalidad de 
crear situaciones de inseguridad, inestabilidad y temor, infundiendo miedo para la formulación, bajo 
presión delictual de peticiones a las autoridades imponiéndole exigencias para lograr sus fines.  

228. La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos que denotan estereotipos y 
prejuicios en la fundamentación de las sentencias configuraron una violación del principio de 
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igualdad y no discriminación y el derecho a la igual protección de la ley, consagrados en el artículo 
24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

Corte IDH. Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 
293. 

304. Por otra parte, la Corte reitera que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal 
imparcial es una garantía fundamental del debido proceso, debiéndose garantizar que el juez o 
tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor  objetividad para 
enfrentar el juicio. Este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que 
interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de 
manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole 
objetiva que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos 
en una sociedad democrática. La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no 
tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que 
no se encuentren involucrados en la controversia. En el mismo sentido: Caso Herrera Ulloa Vs. 
Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 
2004. Serie C No. 107, párr. 171, y Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 168.  

Corte IDH. Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310176. 

 

176 El señor Duque convivió con su pareja del mismo sexo hasta que este último falleció, como consecuencia del 
Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA), el 15 de septiembre de 2001. La pareja del señor Duque, el 
señor J.O.J.G, estaba afiliado a la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías 
(COLFONDOS S.A.). Luego del fallecimiento del señor J.O.J.G, el 19 de marzo de 2002, el señor Duque solicitó por 
medio de un escrito que se le indicaran los requisitos para obtener la pensión de sobrevivencia de su compañero. 
El 3 de abril de 2002, COLFONDOS respondió al requerimiento formulado por el señor Duque indicándole que 
no ostentaba la calidad de beneficiario de conformidad con la ley aplicable para acceder a la pensión de 
sobrevivencia. El 26 de abril de 2002, ante la respuesta negativa proporcionada por COLFONDOS, el señor Duque 
interpuso una acción de tutela solicitando que se reconociera y se pagara la sustitución de la pensión a su favor 
como mecanismo transitorio mientras se iniciaba la acción judicial respectiva. El Juzgado Décimo Civil Municipal 
de Bogotá denegó la tutela promovida el 5 de junio de 2002, entendiendo que “el accionante, no reúne las 
calidades que la ley exige para entrar a sustituir en pensión al causante y que ninguna normatividad ni por vía 
jurisprudencial ha reconocido en este sentido, algún derecho a las parejas de homosexuales”. La misma 
sentencia agregó que “la inconformidad del accionante puede resolverse a través de los procesos judiciales 
señalados en la ley, (vía contenciosa administrativa) y/o la interposición de los recursos de reposición y 
apelación dentro de los términos legales en contra de la disposición emanada el 3 de Abril de 2002 de 
COLFONDOS. El conflicto que expone el accionante es de orden legal y no cabe recurrir a la acción de tutela para 
su resolución, para que por esta vía se reconozca dicha pensión, a la cual debe acceder por medio de 
procedimiento ordinario, para que eventualmente se le reconozca dicho derecho”. La resolución anterior fue 
impugnada por el señor Duque y confirmada en su integridad el 19 de julio de 2002 por el Juzgado Doce Civil 
del Circuito de Bogotá. La normatividad Colombiana vigente al momento de la ocurrencia de esos hechos 
indicaba, en particular, que eran beneficiarios de la pensión de sobrevivientes “[e]n forma vitalicia, el cónyuge 
o la compañera o compañero permanente supérstite” (Ley 100 de 23 de diciembre de 1993) y que “[p]ara todos 
los efectos civiles, se denomina Unión Marital de Hecho, la formada entre un hombre y una mujer, que sin estar 
casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular. Igualmente, […] se denominan compañero y 
compañera permanente, al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de hecho” (Ley 54 de 28 de 
diciembre de 1990). A partir del año 2007 la Corte Constitucional de Colombia reconoció jurisprudencialmente 
a parejas del mismo sexo los beneficios de pensión, seguro social y derechos de propiedad. Dicha Corte 
estableció que la Ley 54 de 1990 (que regula lo relativo a la unión marital de hecho) también aplica para las 
parejas del mismo sexo. Posteriormente, determinó que la cobertura del sistema de seguridad social en salud 
del régimen contributivo también admitía la cobertura de las parejas del mismo sexo. En 2008, concluyó a través 
de la sentencia C-336, que las parejas permanentes del mismo sexo que acrediten dicha calidad tienen derecho 
a la pensión de sobrevivientes. Asimismo, desde el año 2010 ese tribunal consideró en varias sentencias que, el 
hecho de que la muerte de uno de los miembros de la pareja del mismo sexo hubiera acaecido antes de la 
notificación de la sentencia C-336, no justificaba que pudiese negarse la pensión de sobrevivencia al miembro 
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163.  La Corte reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser presumida, salvo prueba 
en contrario. Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar averiguar los 
intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En cuanto al tipo de evidencia 
que se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, el Tribunal Europeo ha indicado que se debe 
tratar de determinar si el juez ha manifestado hostilidad o si ha hecho que el caso sea asignado a él 
por razones personales. 

165.  La Corte resalta que una violación del artículo 8.1 de la Convención por la presunta falta de 
imparcialidad judicial de los jueces debe establecerse a partir de elementos probatorios específicos 
y concretos que indiquen que se está efectivamente ante un caso en el que los jueces claramente se 
han dejado influenciar por aspectos o criterios ajenos a las normas legales. En el presente caso, el 

Tribunal considera que no es posible concluir que las autoridades hayan actuado esencialmente y de 
forma principal con fundamento en otros aspectos más allá de lo expresamente establecido en leyes 
colombianas. Además, la Corte no cuenta con elementos que le permitan considerar que las 
autoridades judiciales actuaron con ausencia de imparcialidad o conforme a prejuicios o estereotipos 
relacionados con la orientación sexual del señor Duque que habrían influenciado de manera central 
y decisiva su decisión. 

Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315. 

179. En virtud de lo expuesto previamente, no es posible afirmar que el Comandante de la Cuarta 
Zona Militar se aproximó a los hechos careciendo de todo prejuicio subjetivo respecto de lo ocurrido. 
Por el contrario, para el momento que culminó la etapa investigativa y le correspondía pronunciarse 
sobre la responsabilidad disciplinaria del señor Flor Freire, ya había actuado en respuesta a los 
hechos de 19 de noviembre en su capacidad de mando sobre el señor Flor Freire, de manera separada 
e independiente al procedimiento disciplinario. La Corte considera que dichas actuaciones fueron 
suficientemente significativas para comprometer su imparcialidad posterior. Asimismo, no se 
desprende del expediente, ni del proceso ni de los alegatos del Estado, que se hubieran ofrecido 
garantías objetivas suficientes sobre su imparcialidad. Además, de las resoluciones de los Consejos 
de Oficiales no se desprende un nuevo análisis objetivo de los hechos, a partir del cual se pudiera 
considerar subsanada la ausencia de imparcialidad en el Juzgado de Derecho. 

180.  La Corte advierte que no resulta contrario a la Convención el simple hecho que el superior 
jerárquico del señor Flor Freire fuera quien ejercía la potestad disciplinaria sobre él. En ciertos 
supuestos y particularmente en el ámbito militar resulta lógico y razonable. El problema no es el 
diseño normativo por el cual el superior jerárquico del señor Flor Freire era a quien correspondía 
establecer su responsabilidad disciplinaria. Tampoco resulta contrario a la Convención que, en el 
marco de un procedimiento disciplinario, se suspenda al funcionario de sus funciones de manera 
cautelar con base en la normativa aplicable, hasta tanto se adopte una decisión. El problema es que, 
en el caso concreto del señor Flor Freire, dicho superior jerárquico actuó y adoptó decisiones 
previamente, en ejercicio de su facultad de mando, por fuera del procedimiento disciplinario, 
respecto de hechos que posteriormente le correspondería juzgar en el marco del mismo. Por tanto, 
no es posible afirmar que su aproximación a los hechos, en su carácter de juez disciplinario, era ajeno 
a toda idea preconcebida respecto de lo ocurrido, de manera tal que pudiera formarse una opinión 
de lo sucedido sobre la base de lo actuado y las pruebas recabadas en el procedimiento.  

181.  En virtud de las consideraciones anteriores, este Tribunal considera que el Comandante de 
la Cuarta Zona Militar no reunía elementos subjetivos ni objetivos de imparcialidad para actuar como 
Juez de Derecho en el procedimiento de información sumaria del señor Flor Freire, que concluyó en 
el establecimiento de su responsabilidad disciplinaria. Por tanto, el Estado violó la garantía de 
imparcialidad reconocida en el artículo 8.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio del señor Homero Flor Freire. 

 

sobreviviente y que, además, debían otorgarse a esas parejas los mismos mecanismos para acreditar su unión 
permanente que las parejas heterosexuales. 
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Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334. 

171. Este Tribunal ha establecido que uno de los objetivos principales que tiene la separación de 
los poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces. El objetivo de la protección 
radica en evitar que el sistema judicial en general y sus integrantes en particular se vean sometidos 
a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder 
Judicial. De esta forma, la independencia judicial se deriva de garantías como un adecuado proceso 
de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía contra presiones externas. A su vez, la 
Corte ha señalado que el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado por el Estado 
tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como 

también en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez 
específico. 

172. Por otro lado, la Corte ha señalado que la imparcialidad exige que el juez que interviene en 
una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de 
todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan 
desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de 
imparcialidad. En este sentido, la recusación es un instrumento procesal que permite proteger el 
derecho a ser juzgado por un órgano imparcial. La garantía de imparcialidad implica que los 
integrantes del tribunal no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por 
alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia y que inspiren la 
confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad democrática. 
Asimismo, no se presume la falta de imparcialidad, sino que debe ser evaluada caso a caso. 

173. La Corte hace notar que, en este caso, han sido analizadas una serie de cuestionables acciones 
y omisiones de las autoridades judiciales que intervinieron en diferentes momentos en el proceso, lo 
cual también fue observado por órganos internos vinculados a la administración de justicia, 
particularmente el Ministerio Público. En particular, la forma irracional en que concluyó la 
instrucción y el hecho de que procurara la impunidad parcial del hecho mediante el referido 
sobreseimiento, aunado a las declaraciones públicas que dio ante un medio de comunicación un día 
antes de dictarlo, no dejan dudas acerca de la manifiesta parcialidad con que actuó el juez instructor. 
Consta que el 10 de junio de 2002 el representante de la señora Acosta promovió un incidente de 
recusación contra ese juez, junto con un incidente de nulidad, por considerar que desde el inicio del 
procedimiento se había conducido de forma parcial. Sin embargo, si bien el juez rechazó el incidente 
de nulidad, no consta que diera trámite al de recusación. Tampoco consta que instancias superiores 
se pronunciaran al respecto, ni consta que dieran respuestas adecuadas cuando otras actuaciones del 
juez fueron cuestionadas a través de incidentes de nulidad o de quejas disciplinarias.  

174. En este sentido, es relevante destacar que las quejas disciplinarias interpuestas tampoco 
resultaron efectivas como mecanismo de control de la actividad jurisdiccional, en varias de las cuales 
se hizo específica referencia a la falta de imparcialidad del juez instructor. Ello llevó a la señora Acosta 
a presentar una denuncia ante la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, la cual 
declaró que los magistrados miembros de la Comisión de Régimen Disciplinario de la Corte Suprema 
de Justicia eran responsables por la violación del derecho de acceso a una justicia pronta de la señora 
Acosta y recomendó que se instara a dicha Comisión a resolver las quejas pendientes. En su informe 
final, esa Procuraduría concluyó que la Presidenta de la Corte Suprema había desacatado sus 

recomendaciones y no había remitido información al respecto. 

175. En atención a lo anterior, la Corte considera que el proceso penal fue llevado a cabo en su 
parte inicial y determinante por un juez que incurrió en actos que deben ser calificados como 
parcializados y, además, el Estado no garantizó adecuadamente el derecho a ser oído por jueces 
imparciales a través de las instancias superiores. En consecuencia, el Estado es responsable por la 
violación del derecho a ser oído por jueces imparciales, en los términos del artículo 8.1 de la 
Convención, en perjuicio de la señora Acosta.  
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Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349. 

197. Una violación del artículo 8.1 de la Convención por la presunta falta de imparcialidad judicial 
de los jueces debe establecerse a partir de elementos probatorios específicos y concretos que 
indiquen que se está efectivamente ante un caso en el que los jueces claramente se han dejado 
influenciar por aspectos o criterios ajenos a las normas legales. En el presente caso, las 
representantes no aportaron elementos probatorios o indicios que le permitan a esta Corte 
considerar que las autoridades judiciales actuaron con ausencia de imparcialidad. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350 . 

216. La controversia que la Corte abordará en este apartado se relaciona con los alegatos 
referidos a la imparcialidad y al deber de motivar los fallos, principalmente en lo que se refiere al 
accionar del Tribunal de Jurados, que fue el órgano encargado de conocer en la etapa de plenario y 
de impartir justicia en el presente caso. Ello remite a esta Corte a la cuestión de la aplicabilidad de 
las garantías del debido proceso al modelo del juicio por jurados, vigente al momento de los hechos 
en Nicaragua […], para luego hacer el análisis del caso en concreto. 

239. Este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una 
contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo 
prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar 
toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de 
imparcialidad. En este sentido, la recusación y la excusación son instrumentos procesales que 
permiten proteger el derecho a ser juzgado por un órgano imparcial. La garantía de imparcialidad 
implica que los integrantes del tribunal no tengan un interés directo, una posición tomada, una 
preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia, y que 
inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad 
democrática. La imparcialidad personal o subjetiva se presume a menos que exista prueba en 
contrario, consistente por ejemplo en la demostración de que algún miembro de un tribunal o juez 
guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los litigantes. Por su parte, la 

denominada imparcialidad objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado brindó elementos 
convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su 
persona. La Corte advierte que dichos parámetros son aplicables también a los miembros del jurado. 
En el mismo sentido: Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380, párr. 150 (aunque no referido a jurados, 
sino que a jueces ordinarios); Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2019. Serie C No. 383, párr. 70. 

241. En efecto, la Corte resalta que en el análisis de la vertiente objetiva de la imparcialidad no se 
cuestiona las capacidades personales o las convicciones sobre el caso concreto de los juzgadores o 
sus posibles relaciones con las partes, sino hechos que razonablemente podrían justificar en un 
observador objetivo falta de confianza en quienes se encuentran a cargo de la importante misión de 
impartir justicia en un determinado caso. 

250. Ahora bien, la Corte es de la opinión que existen dos aspectos que, de acuerdo a lo alegado, 
tuvieron entidad suficiente para generar un temor fundado de parcialidad en la parte acusadora: la 
entrega a la jueza presidenta del jurado de una bolsa gris metálica y de dos hojas de papel rosado 
enviadas por el imputado para que las leyeran en la sesión privada. 

251. Al respecto, la Corte considera que, a pesar de que el video mediante el cual se filmó la 
audiencia de vista no ha sido aportado a este Tribunal, la existencia de estos dos hechos no se 
encuentra controvertida, ya que ambos fueron verificados en la diligencia de inspección del mismo 
[…] y por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos […]. Por lo tanto, la Corte da por 
establecida la entrega de una bolsa plástica metálica a la jueza de derecho y de dos hojas de papel de 
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color rosado escritas por el imputado para que las leyera el jurado de forma privada. Lo que no se 
tiene certeza es cuál era el contenido tanto de la bolsa como del papel rosado. 

252. Si bien tanto la señora V.P.C. como la jueza de derecho dieron su versión de los hechos 
respecto de la bolsa plástica metálica, lo cierto es que esta Corte no tiene forma de establecer lo que 
la misma contenía. Por otra parte, las hojas de papel rosado no constan en el expediente, por lo que 
es imposible saber su contenido. 

253. No obstante ello, la Corte considera que estos hechos por sí mismos constituyen elementos 
convincentes que permiten cuestionar a cualquier observador objetivo la imparcialidad de los 
miembros del Tribunal de Jurados, toda vez que pudieron generar un temor de parcialidad legítimo 
en la víctima y la parte acusadora que no fue disipado, dado que no se mostró el contenido de la bolsa 
ni se leyó lo escrito en las hojas de papel rosado en la presencia de las partes. Tampoco el Estado 
realizó una investigación de las denuncias de posible cohecho a raíz de estos acontecimientos, más 
allá de lo resuelto mediante el recurso de nulidad […]. Por consiguiente, el temor en este caso es 
considerado por esta Corte como objetivamente justificado, lo que constituye una violación de la 
garantía de imparcialidad objetiva, prevista en el artículo 8.1 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387177 

108. Además, el Tribunal reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser presumida, 
salvo prueba en contrario. Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar 
averiguar las convicciones, intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En 
cuanto al tipo de evidencia que se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, se debe tratar de 

determinar, por ejemplo, si el juez ha manifestado hostilidad o si ha hecho que el caso sea asignado 
a él por razones personales. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en determinar si 
el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o 
fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona. En el mismo sentido: Caso Álvarez Ramos Vs. 
Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. 
Serie C No. 380, párr. 151; Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349, párr. 196. 

109. Asimismo, el artículo 8.2 de la Convención dispone que “[t]oda persona inculpada de delito 
tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”. 
Por ello, la Corte ha señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un fundamento 
de las garantías judiciales. Asimismo, la Corte ha señalado que el principio de presunción de 
inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el 
acusado ha cometido el delito que se le imputa. A su vez, exige que el Estado no condene 

 

177 El 14 de octubre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte” o “este 
Tribunal”) dictó una Sentencia mediante la cual declaró la responsabilidad internacional del Estado de 
Guatemala por: (i) la imposición de la pena de muerte al señor Aníbal Archila Pérez (ii) la violación del derecho 
a la integridad personal de los señores Miguel Ángel Rodríguez Revolorio, Miguel Ángel López Calo y Aníbal 
Archila Pérez por las condiciones carcelarias en las que permanecieron y el sometimiento al fenómeno del 
“corredor de la muerte”, y (iii) la violación del derecho a recurrir el fallo. En consecuencia, la Corte concluyó que 
el Estado de Guatemala es responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 2, 4.2, 8.2.h) 
y 9 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1, así como los artículos 5.1, 5.2 en relación con el 
artículo 1.1 y el artículo 6 de la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura. El Tribunal 
también concluyó que el Estado no es responsable por la violación del derecho a la vida y el principio de legalidad 
consagrados en los artículos 4.1, 4.2 y 9 de la Convención Americana en perjuicio de Miguel Ángel Rodríguez 
Revolorio y Miguel Ángel López Calo, ni tampoco por la alegada violación de los artículos 8.1 y 8.2 de la 
Convención Americana, en perjuicio de Miguel Ángel Rodríguez Revolorio, Miguel Ángel López Calo y Aníbal 
Archila Pérez.  



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

159 

informalmente a una persona o emita juicio ante la sociedad, contribuyendo así a formar una opinión 
pública, mientras no se acredite conforme a la ley la responsabilidad penal de aquella. 

111. Visto lo anterior, este Tribunal considera que la alegada falta de imparcialidad subjetiva de 
dicho juzgador por el quebranto del principio de presunción de inocencia e imparcialidad ya fue 
evaluada y resuelta en la jurisdicción interna, y el recurso fue descartado con base en que no había 
suficiente evidencia para que prosperara la recusación. Ante este Tribunal no fueron aportados 
elementos nuevos para separarse del criterio establecido por el juez nacional. Por lo tanto, la Corte 
concluye en este punto que no se ha vulnerado el principio de presunción de inocencia y del juez 
imparcial. 

Corte IDH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388 . 

186. El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental del 
debido proceso, debiéndose garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como 
juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio. Este Tribunal ha establecido que 
la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos 
de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías 
suficientes de índole objetiva que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a 
los ciudadanos en una sociedad democrática. La imparcialidad del tribunal implica que sus 
integrantes no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las 
partes y que no se encuentren involucrados en la controversia. Ello puesto que el juez debe aparecer 
como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o 
indirecta, sino única y exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho. En el mismo sentido: 
Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C No. 344, párr. 160; Caso Poblete 
Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349, 
párr. 195; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 107.  

187. En el presente caso, se deprende del expediente que el señor JRH fungió como asesor legal 
del señor Rosadio Villavicencio durante la declaración que realizó en la etapa de investigación de la 
Policía Nacional del Perú, además de actuar como asistente jurídico de la persona quien lo acusó, su 
superior jerárquico el Coronel M, al rendir su declaración respectiva. Posteriormente, el señor JRH 
fue el Juez que dictó orden de comparecencia a la presunta víctima y a otras personas, así como quien 
recibió su declaración instructiva. También fue quien dictó la orden de detención definitiva en su 
contra. En este acto, al resolver sobre la situación jurídica de la presunta víctima, apreció la narración 
de los hechos y advirtió que el inculpado reconoció haber recibido dinero de narcotraficantes y 
realizado la distribución del mismo entre sus coencausados. 

188. Esta Corte considera que, al haber participado en la investigación de la Policía Nacional del 
Perú como asesor legal del señor Rosadio Villavicencio y de su superior jerárquico, dicho Juez nunca 
debió conocer del posterior juzgamiento de la presunta víctima en el fuero militar penal. Esto último 
por sí mismo configura una violación al derecho a contar con un juez imparcial, ya que su 
intervención previa como abogado del denunciado y asesor del acusador objetivamente genera 
dudas sobre si al momento de conocer el posterior proceso ya había adoptado una posición forjada 
o influenciada por su contacto previo con dichas personas y la información recibida de ellas. En 
definitiva, dicha participación no ofrecía garantías suficientes de índole objetiva que inspiraran la 
confianza necesaria a las partes de la imparcialidad del Juez. Por lo tanto, el Tribunal considera que 
el Estado violó el derecho del señor Rosadio Villavicencio a ser juzgado por un tribunal imparcial, en 
violación del artículo 8.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Por 
otra parte, esta Corte recuerda que ya se pronunció sobre la alegada violación del artículo 8.2.e de la 
Convención en el marco del proceso penal ordinario. 
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2.3. DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZONABLE 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 

de enero de 1997. Serie C No. 30178. 

77. El artículo 8.1 de la Convención también se refiere al plazo razonable. Este no es un concepto 
de sencilla definición. Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha señalado la Corte 
Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cuales se analizó este concepto, pues este 
artículo de la Convención Americana es equivalente en lo esencial, al 6 del Convenio Europeo para la 
Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. De acuerdo con la Corte 
Europea, se deben tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el 
cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y 
c) la conducta de las autoridades judiciales (Ver entre otros, Eur. Court H.R., Motta judgment of 19 
February 1991, Series A no. 195-A, párr. 30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain judgment of 23 June 
1993, Series A no. 262, párr. 30). En el mismo sentido: Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. 
Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35179, párr. 72; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr.190; Caso Tibi Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 
2004. Serie C No. 114 180 , párr.175; Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr.67; Caso de la "Masacre 
de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 217; Caso 
Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 
147181, párr. 151; Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie 

 

178 Los hechos del caso ocurrieron el 28 de octubre de 1990. Jean Paul Genie Lacayo, de 16 años de edad y 
residente en la ciudad de Managua, se dirigía en automóvil a su domicilio en el reparto Las Colinas. Cuando 
conducía en la carretera se encontró con una caravana de vehículos con efectivos militares quienes, al ver que 
los trataba de sobrepasar, le dispararon con sus armas. Luego de ello Jean Paul Genie Lacayo fue abandonado en 
la carretera y murió de shock hipovolémico a consecuencia de la hemorragia. Sus familiares presentaron una 
serie de recursos ante instancias administrativas, policiales, judiciales y militares, todos ellos dirigidos a 
investigar y sancionar a los responsables de la muerte de Jean Paul Genie Lacayo. No obstante, existieron 
numerosos obstáculos en la investigación, y no se llegó a identificar y sancionar a los autores. 
179 Los hechos del presente caso se iniciaron el 23 de junio de 1992 cuando Rafael Iván Suárez Rosero fue 
detenido por agentes de la Policía Nacional del Ecuador, en el marco de la operación “Ciclón”, cuyo presunto 
objetivo era desarticular una organización del narcotráfico internacional. La detención se realizó sin una orden 
judicial y sin haber sido sorprendido en flagrante delito. El señor Suárez Rosero no contó con un abogado 
durante su primer interrogatorio. Asimismo se le restringió las visitas familiares. Se interpuso un recurso de 
hábeas corpus para cuestionar la detención. Sin embargo, éste fue rechazado. El 9 de septiembre de 1996 se 
dictó una sentencia condenatoria donde se resolvió que el señor Suárez Rosero era encubridor del delito de 
tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas. Fue sentenciado a dos años de prisión y una multa 
de dos mil salarios mínimos vitales generales. 
180 Los hechos del presente caso se refieren al señor Daniel Tibi, ciudadano francés de 36 años que residía en 
Ecuador y se dedicaba al comercio de piedras preciosas y arte ecuatoriano. El 27 de septiembre de 1995 agentes 
de la INTERPOL del Guayas, detuvieron al señor Daniel Tibi por presuntamente estar involucrado en el comercio 
de droga. Cuando se realizó su arresto, los policías no le comunicaron los cargos en su contra. Se le informó que 
se trataba de un “control migratorio”. El señor Tibi permaneció bajo detención preventiva, en forma 
ininterrumpida, en centros de detención ecuatorianos, desde el 27 de septiembre de 1995 hasta el 21 de enero 
de 1998, cuando fue liberado. Durante su detención en marzo y abril de 1996 en un centro penitenciario, el 
señor Daniel Tibi fue objeto de actos de tortura y amenazado, por parte de los guardias de la cárcel, con el fin de 
obtener su autoinculpación. Durante su permanencia en la cárcel el señor Daniel Tibi fue examinado dos veces 
por médicos ecuatorianos designados por el Estado. Estos verificaron que sufría de heridas y traumatismos, 
pero nunca recibió tratamiento médico ni se investigó la causa de sus padecimientos. Durante su detención 
interpuso dos recursos de amparo y una queja, los cuales no prosperaron. 
181 Los hechos del presente caso se contextualizan durante el conflicto armado en el Perú. El 25 de septiembre 
de 1990, como parte de un operativo contrainsurgente, efectivos militares procedentes de la Base Militar de 
Accomarca llegaron a la comunidad de Pucapaccana. Bernabé Baldeón García, campesino de 68 años de edad, 
fue detenido por los efectivos militares. Luego de ello fue torturado y asesinado. Su cuerpo fue enterrado al día 
siguiente. Sus familiares interpusieron una serie de recursos judiciales a fin de investigar los hechos y sancionar 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_134_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_147_esp1.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_147_esp1.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_148_esp.pdf
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C No. 148, párr. 298; Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149182, 
párr. 196; Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 
2006. Serie C No. 162, párr. 149; Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, párr. 102; Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie C No. 177, párr. 97183; Caso Salvador 
Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 
179184, párr. 78; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie 
C No. 182, párr. 172; Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192185, párr. 155; Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196, párr. 112; Caso Anzualdo Castro 
Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de Septiembre de 
2009. Serie C No. 202, párr. 156; Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 133; Caso Radilla 

 

a los responsables. No obstante, no se realizaron mayores diligencias ni se formularon cargos contra los 
presuntos responsables. 
182 Los hechos del presente caso se refieren a Damião Ximenes Lopes, quien durante su juventud, desarrolló una 
discapacidad mental de origen orgánico, proveniente de alteraciones en el funcionamiento de su cerebro. En la 
época de los hechos, el señor Damião Ximenes Lopes tenía 30 años de edad y vivía con su madre en la ciudad de 
Varjota, situada aproximadamente a una hora de la ciudad de Sobral, sede de la Casa de Reposo Guararapes. El 
señor Damião Ximenes Lopes fue admitido en la Casa de Reposo Guararapes, como paciente del Sistema Único 
de Salud (SUS), en perfecto estado físico, el 1 de octubre de 1999. Al momento de su ingreso no presentaba 
señales de agresividad ni lesiones corporales externas. El 3 de octubre de 1999 el señor Damião Ximenes Lopes 
tuvo una crisis de agresividad y estaba desorientado. Entró a un baño en la Casa de Reposo Guararapes, y se 
negaba a salir de ahí, por lo que fue dominado y retirado a la fuerza por un auxiliar de enfermería y por otros 
dos pacientes. Por la noche del mismo día, la presunta víctima tuvo un nuevo episodio de agresividad, y volvió a 
ser sometido a contención física, a la que estuvo sometido entre la noche del domingo y el lunes por la mañana. 
El 4 de octubre de 1999, la madre de Damião Ximenes Lopes llegó a visitarlo a la Casa de Reposo Guararapes y 
lo encontró sangrando, con hematomas, con la ropa rota, sucio y oliendo a excremento, con las manos amarradas 
hacia atrás, con dificultad para respirar, agonizante, y gritando y pidiendo auxilio a la policía. El señor Ximenes 
Lopes seguía sometido a la contención física que le había sido aplicada desde la noche anterior, ya presentaba 
excoriaciones y heridas, y se le dejó caminar sin la adecuada supervisión. El señor Damião Ximenes Lopes falleció 
el mismo día, aproximadamente dos horas después de haber sido medicado por el director clínico del hospital, 
y sin ser asistido por médico alguno en el momento de su muerte. Sus familiares interpusieron una serie de 
recursos. Sin embargo, no se realizaron mayores investigaciones y ni se sancionaron a los responsables. 
183 Los hechos del presente caso se iniciaron en noviembre de 1989 con la publicación de un libro titulado “La 
masacre de San Patricio”. Este libro analizaba el asesinato de cinco religiosos pertenecientes a la orden palotina, 
ocurrido en Argentina el 4 de julio de 1976, durante la última dictadura militar. Asimismo, se criticaba la 
actuación de las autoridades encargadas de la investigación de los homicidios, entre ellas la de un juez en 
particular. El autor del libro es Eduardo Kimel, el cual se desempeñaba como periodista, escritor e investigador 
histórico. En octubre de 1991, el juez mencionado por el señor Kimel en su libro entabló una acción penal en 
contra de él por el delito de calumnia. Luego de concluido el proceso penal seguido en su contra, se resolvió que 
el señor Kimel fuese condenado a un año de prisión y al pago de una multa de veinte mil pesos por el delito de 
calumnia. 
184 Los hechos del presente caso se inician cuando María Salvador Chiriboga y Julio Guillermo Salvador Chiriboga 
adquirieron por sucesión de su padre, un predio de 60 hectáreas. El 13 de mayo de 1991 el Concejo Municipal 
de Quito declaró de utilidad pública con fines de expropiación y de ocupación urgente el bien inmueble de los 
hermanos Salvador Chiriboga, ello con el fin de construir un Parque Metropolitano. Los hermanos Salvador 
Chiriboga interpusieron diversos procesos y recursos ante las instancias estatales, con el fin de controvertir la 
declaración de utilidad pública, así como para reclamar una justa indemnización. No obstante, no se emitió 
ninguna resolución definitiva por lo que el Consejo Municipal de Quito ha estado en posición del inmueble. 
185 Los hechos del presente caso se relacionan con el señor Jesús María Valle Jaramillo, quien era un conocido 
defensor de derechos humanos. A partir de 1996 el señor Valle Jaramillo empezó a denunciar las actividades de 
grupos paramilitares, particularmente en el municipio de Ituango. El 27 de febrero de 1998, dos hombres 
armados irrumpieron en la oficina del señor Valle Jaramillo en la ciudad de Medellín y le dispararon, lo cual 
ocasionó su muerte instantánea. Asimismo, en el lugar de los hechos se encontraban la señora Nelly Valle 
Jaramillo y el señor Carlos Fernando Jaramillo Correa, quienes fueron amarrados y posteriormente amenazados 
con armas de fuego. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos judiciales, no se realizaron mayores 
investigaciones ni se sancionaron a los responsables de los hechos. 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_148_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_149_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_162_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_165_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_177_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_179_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_179_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_182_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_182_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_192_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_196_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_202_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf
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Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244; Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. 
Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 
2010. Serie C No. 219, párr. 219; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 162186; Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 273; Caso 
Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C 
No. 249, párr. 224; Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 230; Caso Gudiel 
Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre 

de 2012. Serie C No. 253, párr. 262; Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 153; Caso Luna López Vs. Honduras. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, párr. 189; Caso 
Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 201. 

Corte IDH. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. 
Serie C No. 90. 

62. En lo que atañe al plazo del proceso penal, es importante indicar que el artículo 8.1 de la 
Convención también se refiere al plazo razonable. En el presente caso, las partes presentaron los 
alegatos correspondientes y, al respecto, esta Corte se remite a lo establecido en su Sentencia sobre 
excepciones preliminares dictada el 4 de febrero de 2000, en la cual indicó que: 

El Estado no ha dado ninguna explicación satisfactoria acerca del trámite procesal 
desarrollado entre esa fecha y el inicio de 1998. El silencio del Estado debe ser 
apreciado tomando en cuenta que durante los siete primeros años el trámite 
procesal no pasó de la etapa indagatoria. Colombia ha mencionado los avances que 
ocurrieron desde que la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la 
Nación tomó a su cargo esta causa. Pero el tema en cuestión no es lo que sucedió en 
1998, sino en los primeros siete años a partir de los hechos. Este tiempo es más que 
suficiente para que un tribunal dicte sentencia. 

63. La Corte ha establecido el criterio de que un período de cinco años transcurrido desde el 
momento del auto de apertura del proceso rebasaba los límites de la razonabilidad. Dicho criterio 
se aplica al presente caso. 

64. Con fundamento en las consideraciones precedentes, es importante señalar que al hacer 
el estudio global del procedimiento en la jurisdicción penal interna, el cómputo del plazo desde el 
29 de enero de 1991 -fecha en que se dictó el auto de apertura del proceso penal militar- hasta el 
25 de marzo de 1998 -cuando se trasladó la causa a la jurisdicción penal ordinaria- y luego, desde 
el día 14 de mayo de 1998 cuando se dictó el auto de avocamiento del proceso por parte del Fiscal 
Regional de la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación hasta la 
actualidad, en que todavía no se ha pronunciado una sentencia condenatoria, este Tribunal 
advierte que, en conjunto, el proceso penal ha durado más diez años, por lo que este período excede 
los límites de razonabilidad previstos en el artículo 8.1 de la Convención. 

 

186 Los hechos del presente caso se refieren Leopoldo López Mendoza. El 4 de agosto de 2000 fue elegido como 
Alcalde del Municipio Chacao y reelegido el 31 de octubre de 2004, desempeñándose en dicho cargo por ocho 
años, hasta noviembre de 2008. Al finalizar su mandato aspiraba a presentarse como candidato para la Alcaldía 
del Estado Mayor de Caracas. Sin embargo, no pudo presentarse como candidato debido a dos sanciones de 
inhabilitación que le fueron impuestas por el Contralor General de la República en el marco de dos procesos 
administrativos. La primera investigación de la que fue objeto el señor López Mendoza se relacionaba con un 
presunto conflicto de intereses cuando, antes de ser alcalde, trabajaba en la empresa Petróleos de Venezuela 
S.A. La segunda investigación se circunscribió a hechos en el marco de sus actuaciones como alcalde, 
específicamente con el presunto uso indebido del presupuesto. 
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Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94 187. 

145. La Corte considera que una demora prolongada puede llegar a constituir por sí misma, en 
ciertos casos, una violación de las garantías judiciales. Corresponde al Estado exponer y probar la 
razón por lo que se ha requerido más tiempo que el que sería razonable en principio para dictar 
sentencia definitiva en un caso particular, de conformidad con los criterios indicados […]. En el 
mismo sentido: Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 191; Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111188, párr. 142; Caso 
Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 

Serie C No. 136, párr. 85; Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 
de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 97; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparacione s y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 172; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de Septiembre de 2009. Serie 
C No. 202, párr. 156; Caso Radilla Pacheco Vs. México.  Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244; Caso 
López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 . 
Serie C No. 233, párr. 162; Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 . Serie 
C No. 240, párr. 257. 

Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134. 

217.  Ciertamente la Corte ha establecido, respecto al principio del plazo razonable contemplado 
en el artículo 8.1 de la Convención Americana, que es preciso tomar en cuenta tres elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) complejidad del asunto, 
b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades judiciales.  

218.  No obstante, la Corte considera que la pertinencia de aplicar esos tres criterios para 
determinar la razonabilidad del plazo de un proceso depende de las circunstancias de cada caso.  

219.  En efecto, es necesario recordar que el presente es un caso de ejecuciones extrajudiciales y 
en este tipo de casos el Estado tiene el deber de iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, 
imparcial y efectiva. Durante el proceso de investigación y el trámite judicial, las víctimas de 
violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben tener amplias oportunidades para 
participar y ser escuchados, tanto en el esclarecimiento de los hechos y la sanción de los 

 

187 Los hechos del presente se desarrollan cuando un grupo de personas fueron juzgadas y sentenciadas por 
homicidio intencional en Trinidad y Tobago de acuerdo con la Ley de Delitos contra la Persona. Dicha norma 
prescribe la pena de muerte como única condena aplicable al delito de homicidio intencional. En los casos de 
algunos de los condenados, los procesos se tardaron en demasía. Asimismo, no había disponibilidad de 
asistencia letrada y de otros tipos de asistencia especializada. Asimismo, en relación a las condiciones de 
detención, había hacinamiento y falta de higiene. De las 32 personas parte del presente Caso, treinta se 
encuentran detenidas en las prisiones de Trinidad y Tobago y en espera de su ejecución en la horca. Las únicas 
excepciones son Joey Ramiah, quien fue ejecutado, y Wayne Matthews cuya pena fue conmutada. 
188 Los hechos del presente caso se iniciaron en agosto de 1992, durante el debate de la contienda electoral para 
las elecciones presidenciales del Paraguay de 1993. El señor Ricardo Canese, quien era candidato presidencial, 
declaró en contra de Juan Carlos Wasmosy, también candidato, por presuntas acciones ilícitas cuando era el 
presidente de un consorcio. El 23 de octubre de 1992, los directores del consorcio presentaron una querella 
criminal ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal en contra del señor Ricardo Canese, por los delitos 
de difamación e injuria. El 22 de marzo de 1994, fue condenado en primera instancia, y el 4 de noviembre de 
1997 fue condenado en segunda instancia a una pena de dos meses de pena privativa de la libertad y a una multa 
de 2,909,000 guaraníes. Como consecuencia del proceso penal en su contra, el señor Canese fue sometido a una 
restricción permanente para salir del país. El 11 de diciembre de 2002, la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia del Paraguay anuló las sentencias condenatorias contra el señor Canese dictadas en 1994 y 1997. 
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responsables, como en la búsqueda de una justa compensación. Sin embargo, la búsqueda efectiva de 
la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de la v íctima, o de sus 
familiares o de su aportación de elementos probatorios. En este caso, algunos de los imputados han 
sido juzgados y condenados en ausencia. Además, la reducida participación de los familiares en los 
procesos penales, ya sea como parte civil o como testigos, es consecuencia de las amenazas sufridas 
durante y después de la masacre, la situación de desplazamiento que enfrentaron y el temor a 
participar en dichos procesos. Por tanto, mal podría sostenerse que en un caso como el presente deba 
considerarse la actividad procesal del interesado como un criterio determinante para definir la 
razonabilidad del plazo.  

221.  Ciertamente la masacre fue perpetrada en el contexto del conflicto armado que vive 

internamente Colombia; comprendió un gran número de víctimas – que fueron ejecutados o fueron 
desplazadas – y tuvo lugar en una región remota y de difícil acceso del país, entre otros factores. Sin 
embargo, en este caso la complejidad del asunto también está ligada a las dificultades provocadas en 
la investigación, que tuvieron su origen en la propias conductas activas y omisivas de autoridades 
administrativas y judiciales del Estado, según se analiza en el próximo apartado. No es sostenible, 
entonces, tal como pretende el Estado, justificar el plazo transcurrido en las investigaciones en 
“vicisitudes y limitaciones en recursos financieros y técnicos, [...] así como la crítica situación de 
orden público reinante en las zonas donde deben realizarse las investigaciones y las pruebas”. 

222. Si bien han transcurrido más de ocho años desde que sucedieron los hechos, el proceso penal 
permanece abierto y, a pesar de las dilaciones señaladas, ha producido ciertos resultados que deben 
ser tomados en cuenta. En razón de ello, la Corte estima que, más que con base en un análisis acerca 
de la razonabilidad del plazo transcurrido en las investigaciones, la responsabilidad del Estado a la 
luz de los artículos 8.1 y 25 de la Convención debe ser establecida mediante una evaluación del 
desarrollo y los resultados del proceso penal, es decir, de la efectividad del deber de investigar los 
hechos para la determinación de la verdad de lo sucedido, la sanción de los responsables y la 
reparación de las violaciones cometidas en perjuicio de las víctimas. En el mismo sentido: Caso de 
las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 293. 

Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 
2006. Serie C No. 140189. 

171.  En relación con la razonabilidad del plazo, este Tribunal ha señalado que el derecho de 
acceso a la justicia no se agota con el trámite de procesos internos, sino que éste debe además 
asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga 
todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione a los eventuales 
responsables. Ciertamente la Corte ha establecido, respecto al principio del plazo razonable 
contemplado en el artículo 8.1 de la Convención Americana, que es preciso tomar en cuenta tres 
elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) 
complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c) conducta de las autoridades 
judiciales. No obstante, la pertinencia de aplicar esos tres criterios para determinar la razonabilidad 
del plazo de un proceso depende de las circunstancias de cada caso. En efecto, dadas las 
particularidades del presente caso, la Corte analizará la razonabilidad de la duración de cada uno de 
los procedimientos, cuando ello resulte posible y pertinente. En el mismo sentido: Caso de las 
Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 289. 

184.  En relación con el presente caso, la Corte reconoce que el asunto que se investiga por los 
órganos judiciales internos es complejo y que a la fecha hay algunos resultados concretos en las 
investigaciones y en el proceso penal que, si bien son insuficientes, han derivado en la condenatoria 
de varios miembros del grupo paramilitar que ejecutó la masacre […]. Ciertamente la masacre fue 

 

189 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 13 y 14 de enero de 199. Un grupo de aproximadamente 60 
hombres fuertemente armados, pertenecientes a una organización paramilitar llegaron al corregimiento de 
Pueblo Bello. Los paramilitares saquearon algunas viviendas y secuestraron a un grupo de personas, quienes 
finalmente fueron asesinados. Se interpusieron una serie de recursos a fin de que se inicien las investigaciones 
y se sancionen a los responsables. Sin embargo, no se tuvieron mayores resultados. 
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perpetrada en el contexto del conflicto armado que vive internamente Colombia, comprendió un gran 
número de víctimas – que fueron privadas de su vida o desaparecidas – y tuvo lugar en una región 
remota del país, entre otros factores. Sin embargo, en este caso la complejidad del asunto está ligada 
a las faltas verificadas en la misma investigación.  

185.  Por otro lado, ha sido probado que uno de los familiares de las personas desaparecidas y 
privadas de la vida se constituyó en parte civil en dicho proceso penal y, al igual que ASFADDES, ha 
intentado impulsar el proceso en varias oportunidades […] No obstante, en razón de lo señalado 
anteriormente respecto del carácter de deber propio que deben guardar las investigaciones en este 
tipo de hechos, mal podría sostenerse que en un caso como el presente deba considerarse la actividad 
procesal del interesado como un criterio determinante para definir la razonabilidad del plazo del 

proceso penal.  

186.  Por otro lado, si bien con la sentencia de casación de 8 de marzo de 2001 se alcanzaron 
resultados parciales respecto de la privación de la vida de las seis personas cuyos cuerpos fueron 
identificados, en realidad la desaparición de las otras 37 personas permanece abierta y en la fase de 
investigación desde hace más de 16 años.  

187.  En síntesis, la impunidad parcial y la falta de efectividad del proceso penal en este caso se 
reflejan en dos aspectos: en primer lugar, la gran mayoría de los 122 responsables no han sido 
vinculados a las investigaciones o no han sido identificados ni procesados, si se toma en cuenta que 
participaron en la masacre alrededor de 60 hombres. En segundo lugar, la impunidad se refleja en el 
juicio y condena en ausencia de los paramilitares que se han visto beneficiados con la acción de la 
justicia que los condena pero no hace efectiva la sanción. 

188.  La Corte considera que la investigación y proceso adelantados en la jurisdicción penal 

ordinaria no han representado un recurso efectivo para garantizar, en un plazo razonable, el derecho 
de acceso a la justicia de los familiares de las personas desaparecidas y privadas de la vida con plena 
observancia de las garantías judiciales.  

Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. 
Serie C No. 148. 

294.  Las masacres fueron perpetradas en el contexto del conflicto armado interno que sufre 
Colombia; comprendieron un gran número de víctimas – que perdieron sus bienes, fueron 
ejecutadas, y en el caso de El Aro, obligadas a realizar trabajos forzosos o desplazadas – y tuvo lugar 
en una región remota y de difícil acceso del país, entre otros factores. Sin embargo, aun tomando en 
cuenta la complejidad del asunto, la efectividad de los procesos se ha visto afectada por varías fallas 
en la investigación […]. No es sostenible, entonces, tal como pretende el Estado, argumentar que las 
investigaciones en el presente caso fueron realizadas en plazos razonables, tomando en 
consideración la complejidad que significa abordar la “macrocriminalidad” implícita en estos hechos 

y que la actividad procesal de los peticionarios en los procesos internos ha sido escasa, en especial 
en los procesos penales en donde no ejercieron la acción civil […].  

295.  En relación con lo anterior, los representantes señalaron que la legislación penal colombiana 
impedía expresamente la constitución de parte civil durante la etapa de investigación previa, 
situación que cambió el 3 de abril de 2002, cuando la Corte Constitucional emitió la Sentencia C 228, 
mediante la cual dispuso dicha participación. Además, la reducida participación de los familiares en 
los procesos penales, ya sea como parte civil o como testigos, es también consecuencia de la situación 
de desplazamiento que enfrentaron y el temor a participar en dichos procesos derivado de la muerte 
o amenazas sufridas por las personas que participaron o impulsaron los mismos, como el señor Jesús 
Valle Jaramillo o los diversos fiscales que salieron del país […].  

296.  Al respecto este Tribunal ha señalado que durante el proceso de investigación y el trámite 
judicial, las víctimas de violaciones de derechos humanos, o sus familiares, deben tener amplias 
oportunidades para participar y ser escuchados, tanto en el esclarecimiento de los hechos y la 
sanción de los responsables, como en la búsqueda de una justa reparación. Sin embargo, la búsqueda 
efectiva de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de la víctima, o de 
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sus familiares o de su aportación de elementos probatorios. Por tanto, mal podría sostenerse, tal y 
como lo hizo el Estado […], que en un caso como el presente deba considerarse la actividad procesal 
del interesado como un criterio determinante para definir la razonabilidad del plazo. Es necesario 
recordar que el presente caso comprende, inter alia, ejecuciones extrajudiciales de 19 personas. En 
dichos casos la jurisprudencia de este Tribunal es inequívoca: el Estado tiene el deber de iniciar ex 
officio, sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva, que no se emprenda como una 
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa.  

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187190. 

106.  Como lo determinó el Tribunal […], la detención del señor Bayarri tuvo lugar el 18 de 
noviembre de 1991. Asimismo, del expediente se desprende que el 20 de diciembre de ese año el 
Juzgado de Instrucción No. 25 dictó auto de prisión preventiva en su contra […] y que la sentencia de 
primera instancia que condenó al señor Bayarri a reclusión perpetua fue dictada el 6 de agosto de 
2001, es decir, aproximadamente diez años después. El recurso de apelación interpuesto por la 
presunta víctima fue resuelto mediante sentencia de 1 de junio de 2004 de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, que lo absolvió y ordenó su libertad. El Tribunal 
observa que este proceso judicial duró aproximadamente trece años, período durante el cual el señor 
Bayarri estuvo sometido a prisión preventiva […].  

107.  En casos anteriores, al analizar la razonabilidad de un plazo procesal la Corte ha valorado 
los siguientes elementos: a) complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c) 
conducta de las autoridades judiciales. No obstante, el Tribunal considera que existe un retardo 
notorio en el proceso referido carente de explicación razonada. En consecuencia, no es necesario 
realizar el análisis de los criterios mencionados. Tomando en cuenta, asimismo, el reconocimiento de 
hechos formulado […], la Corte estima que respecto de la causa penal en estudio el Estado violó el 
artículo 8.1 de la Convención Americana en perjuicio del señor Juan Carlos Bayarri.  

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y  Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. 

155.  La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, y c) la 
conducta de las autoridades judiciales. El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en 
dicho análisis de razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 
procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre 
otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del tiempo incide de manera relevante 
en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más 
diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve.  

Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. 

 

190 Los hechos del presente caso se iniciaron el 18 de noviembre de 1991, cuando Juan Carlos Bayarri fue 
detenido por varios elementos de la División Defraudaciones y Estafas de la Policía Federal Argentina mientras 
se encontraba caminando. Lo introdujeron, maniatado y con los ojos vendados, en uno de los automóviles que 
conducían, y lo trasladaron a un centro de detención clandestino. Se alegó que el señor Bayarri habría 
participado en el secuestro de cinco personas. El 24 de noviembre de 1991 fue llevado ante un juez de 
investigaciones a fin de rendir su declaración. El señor Juan Carlos Bayarri presentó unas hojas de papel en las 
que confesaba su participación en los hechos y proporcionaba nombres de otras personas que habrían estado 
involucradas. No obstante lo anterior, un mes después Juan Carlos Bayarri negó todos los hechos en una 
ampliación de su declaración indagatoria, indicando que la razón por la que habría declarado en tal sentido fue 
por encontrarse amenazado por personal de la División Defraudaciones y Estafas y por haber sido objeto de 
torturas por parte de los mismos elementos. Transcurridos más de 15 años desde la detención del señor 
Bayarru, no se han esclarecido judicialmente los hechos ni existe una resolución judicial que se haya 
pronunciado sobre la responsabilidad penal de los autores.  
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156.  El artículo 8.1 de la Convención Americana establece como uno de los elementos del debido 
proceso que los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. Al 
respecto, la Corte ha considerado preciso tomar en cuenta varios elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: a) complejidad del asunto, b) actividad 
procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales y d) afectación generada en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. No obstante, la pertinencia de aplicar esos 
criterios para determinar la razonabilidad del plazo de un proceso depende de las circunstancias de 
cada caso, pues en casos como el presente el deber del Estado de satisfacer plenamente los 
requerimientos de la justicia prevalece sobre la garantía del plazo razonable. En todo caso, 
corresponde al Estado demostrar las razones por las cuales un proceso o conjunto de procesos han 

tomado un período determinado que exceda los límites del plazo razonable. Si no lo demuestra, la 
Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. En el mismo sentido: 
Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244. 

157.  En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los hechos revestía cierta 
complejidad, por tratarse de una desaparición forzada en que los perpetradores intentaron eliminar 
todo rastro o evidencia, por la negativa de brindar información sobre el paradero y por el número de 
posibles responsables. No obstante, en el primer período las autoridades judiciales actuaron en 
forma negligente y sin la debida celeridad que ameritaban los hechos […]. En todo momento los 
familiares asumieron una posición activa, poniendo en conocimiento de las autoridades la 
información de que disponían e impulsando las investigaciones. Respecto de las nuevas 
investigaciones abiertas a partir del año 2002, no es posible desvincular las obstaculizaciones y 
dilaciones verificadas respecto del período anterior, lo que ha llevado a que las investigaciones y 
procesos hayan durado más de 15 años desde que ocurrieron los hechos. Estos procesos continúan 
abiertos, sin que se haya determinado la suerte o localizado el paradero de la víctima, así como 
procesado y eventualmente sancionado a los responsables, lo cual, en conjunto, ha sobrepasado 
excesivamente el plazo que pueda considerarse razonable para estos efectos. Por todo lo anterior, la 
Corte considera que el Estado incumplió los requerimientos del artículo 8.1 de la Convención.  

Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 332. 

159. La Corte ha establecido que el derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la 
determinación de los hechos que se investigan en tiempo razonable. Este Tribunal ha señalado que 
el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con 
la duración total del procedimiento que se desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva. 
Asimismo, ha considerado que una demora prolongada constituye en principio, por sí misma, una 
violación a las garantías judiciales. 

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333. 

217. En cuanto a la celeridad del proceso, este Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al 
que se refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total del 
procedimiento que se desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva. El derecho de acceso a la 
justicia implica que la solución de la controversia se produzca en tiempo razonable, ya que una 
demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales.  

218. Respecto al presunto incumplimiento de la garantía judicial de plazo razonable en el proceso 
penal, la Corte examinará los cuatro criterios establecidos en su jurisprudencia en la materia: i) la 
complejidad del asunto; ii) la actividad procesal del interesado; iii) la conducta de las autoridades 
judiciales, y iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. 
La Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la 
razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar el caso y, de no demostrarlo, la 
Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. El Estado no presentó 
alegatos específicos sobre esa alegada violación de la Convención. 
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Corte IDH. Caso Terrones Silva y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 360. 

185. La Corte ha señalado que el derecho de acceso a la justicia implica que la realización de todo 
lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y sancionar a los responsables se haga en un plazo 
razonable. En este sentido, este Tribunal considera que el proceso termina cuando se dicta sentencia 
definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción y que, particularmente en materia 
penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que 
pudieran eventualmente presentarse. Se ha considerado por la Corte que una demora prolongada 
puede llegar a constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales. En el mismo sentido: 
Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 275.  

186. Si bien es cierto que a efectos de analizar su plazo razonable, en términos generales la Corte 
debe considerar la duración global de un proceso hasta que se dicte sentencia definitiva, en ciertas 
situaciones particulares puede ser pertinente una valoración específica de sus distintas etapas.  En 
el mismo sentido: Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341, párr. 94; Caso Carvajal 
Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C 
No. 352, párr. 106. 

Corte IDH. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375 

157. En cuanto al plazo razonable en relación con la etapa de ejecución de sentencias, la Corte 
resalta que dicho plazo debe ser más breve debido a la existencia de una decisión firme en relación 
con una materia concreta. Es inadmisible que un procedimiento de ejecución de sentencia 
distorsione temporalmente lo resuelto en sentencia definitiva o de cualquier otro modo lo desvirtúe 
o vuelva inoficioso, prolongando exagerada o indefinidamente la situación litigiosa ya resuelta. Ello 
adquiere mayor relevancia en un proceso de ejecución de sentencias, por medio de las cuales fue 
reconocido a nivel interno el derecho a la seguridad social de la víctima, una persona mayor con 
discapacidad auditiva, debido al carácter alimentario de la prestación reclamada. En estos casos, la 

garantía judicial del plazo razonable establecida en el artículo 8.1 de la Convención Americana, debe 
analizarse junto con el deber del Estado de actuar con particular celeridad en la ejecución de las 
decisiones internas […]. 

Corte IDH. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie 
C No. 394191. 

135. El Tribunal ha señalado que la evaluación del plazo razonable se debe analizar en cada caso 
concreto, en relación con la duración total del proceso, lo cual podría también incluir la ejecución de 
la sentencia definitiva. De esta manera, ha considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió 

 

191 El 21 de noviembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Perú por las violaciones a diversos derechos cometidas 
en perjuicio de 598 miembros de la Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT). En particular, la Corte encontró que la dilación injustificada 
en el cumplimiento de la sentencia de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia 
de la República de 25 de octubre de 1993 constituyó una violación al derecho a un recurso judicial efectivo y a 
la garantía del plazo razonable. Adicionalmente, el Tribunal determinó que el Estado incumplió con su deber de 
garantizar el derecho a la seguridad social al incumplir el pago de los reintegros ordenados por dicha sentencia, 
así como por no haber dado información adecuada para las víctimas respecto a los alcances de su derecho a la 
pensión, y por la afectación que esto tuvo en el ejercicio de otros derechos. Finalmente, la Corte concluyó que la 
afectación al derecho a las garantías judiciales, la protección judicial y la seguridad social tuvieron un impacto 
en los derechos a la vida digna y la propiedad de las víctimas. 
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con la garantía del plazo razonable, a saber: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del 
interesado, c) la conducta de las autoridades judiciales, y d) la afectación generada en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el proceso. La Corte recuerda que corresponde al Estado 
justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo 
transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad de que este no lo demuestre, la Corte tiene 
amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. En el mismo sentido: Caso Muelle 
Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 
2019. Serie C No. 375, párr. 154. 

Corte IDH. Caso Jenkins Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2019. Serie C No. 397192. 

106. La Corte ha considerado en su jurisprudencia constante que una demora prolongada en el 
proceso puede llegar a constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales. El Tribunal 
ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe analizar en cada caso concreto, en 
relación con la duración total del proceso, lo cual podría también incluir la ejecución de la sentencia 
definitiva. De esta manera, ha considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió con la 
garantía del plazo razonable, a saber: (i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal del 
interesado, (iii) la conducta de las autoridades judiciales, y (iv) la afectación generada en la situación 
jurídica de la presunta víctima. La Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, con 
fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para 
tratar los casos y, en la eventualidad de que éste no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones 
para hacer su propia estimación al respecto. La Corte además reitera que se debe apreciar la duración 
total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte sentencia definitiva, incluyendo 
los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse. En el mismo sentido: Caso 
Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018. 
Serie C No. 352, párr. 105; Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392, párr. 112. 

2.3.1 COMPLEJIDAD DEL ASUNTO 

Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2004. Serie C No. 111. 

143. Al analizar los criterios que se deben tomar en cuenta para determinar la razonabilidad del 
plazo en el cual se desarrolla el proceso […], esta Corte ha constatado que al señor Canese se le 

procesó y juzgó por los delitos de difamación e injuria y que los principales elementos probatorios lo 
constituyeron los dos artículos periodísticos en los que se publicaron las declaraciones querelladas, 
ya que no se recibió ninguna declaración testimonial ni peritaje. Asimismo, en su declaración 
indagatoria el señor Canese aceptó haber realizado tales declaraciones, por lo que en materia 
probatoria el proceso penal no revistió gran complejidad. Al respecto, el propio Estado indicó que 
estaba de acuerdo con la Comisión en que los procesos por difamación e injuria “no deben ser 
precisamente considerados como complejos, salvo que las pruebas a ser aportadas al proceso, o la 
cantidad de testigos, o la cantidad de víctimas sea de un número muy elevado, lo cual no se ha 
constatado en este caso”. 

 

192 El 26 de noviembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la 
cual declaró la responsabilidad internacional del Estado de Argentina por: (i) la falta de motivación de la 
resolución que ordenó la prisión preventiva del señor Óscar Gabriel Jenkins (en adelante, señor Jenkins); (ii) la 
duración de la prisión preventiva; (iii) la ineficacia de los recursos para cuestionar la privación de libertad; y 
(iv) la violación del plazo razonable en el marco de un proceso de daños e indemnización de perjuicios. En 
consecuencia, la Corte IDH concluyó que el Estado de Argentina era responsable por la violación de los derechos 
reconocidos en los artículos 7.1, 7.3, 7.6, 8.1 y 8.2, en relación con el artículo 1.1, así como los artículos 7.1, 7.3, 
7.5, 8.2 y 24 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2, en perjuicio del señor Jenkins.  
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Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 
2005. Serie C No. 137193. 

170.  En el transcurso de la audiencia pública en el presente caso el Estado solicitó que la Corte 
tuviera en cuenta que la causa contra el señor Urcesino Ramírez Rojas era “una de las dos mil causas 
que fueron anuladas al mismo tiempo como parte del mismo proceso luego de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional en el 2003”. Al respecto, la Corte reconoce las difíciles circunstancias por las 
que ha atravesado el Perú. Sin embargo, las condiciones de un país, sin importar que tan difíciles 
sean, generalmente no liberan a un Estado Parte en la Convención Americana de sus obligaciones 
legales establecidas en ese tratado, salvo en los casos en ella misma establecidos.  

171.  A la luz de lo anterior, este Tribunal considera que a pesar de la demostrada complejidad del 
nuevo proceso penal seguido contra el señor Urcesino Ramírez Rojas en el presente caso, las 
actuaciones de las autoridades estatales competentes no han sido compatibles con el principio del 
plazo razonable. El Tribunal considera que el Estado debe tener en cuenta el tiempo que el señor 
Urcesino Ramírez Rojas ha permanecido detenido para llevar a cabo de una manera diligente el 
nuevo proceso.  

172.  Por todo lo anterior, la Corte concluye que el Estado ha violado, en perjuicio del señor 
Urcesino Ramírez Rojas, el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, que establece el 
artículo 8.1 de la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146194. 

88.  La Corte ha constatado que el 7 de septiembre de 1993 se iniciaron los trámites ante el INDI 
para el reconocimiento de lo que en el Paraguay se conoce como “personería jurídica” de la 

 

193 Los hechos del presente caso se inician cuando el señor Wilson García Asto fue detenido el 30 de junio sin 
que mediara previa orden judicial o flagrante delito. El atestado policial manifestó que se había encontrado 
propaganda terrorista en su poder y documentos de uso exclusivo del grupo armado Sendero Luminoso en su 
computadora. El señor Wilson García Asto fue acusado del delito de terrorismo. El 18 de abril de 1996 fue 
condenado bajo un proceso con jueces “sin rostros”. Durante su detención el señor García fue sometido a 
aislamiento celular, un régimen de visitas restringido, condiciones carcelarias no adecuadas y falta de atención 
médica. El 5 de agosto de 2004 en un proceso penal ordinario se dictó sentencia absolutoria a favor de Wilson 
García Asto y al día siguiente éste recuperó su libertad. El señor Urcesino Ramírez Rojas fue detenido el 27 de 
julio de 1991 en su domicilio sin que mediara flagrante delito ni orden de detención previa. Se alegó que se 
encontraron documentos referidos al grupo armado Sendero Luminoso. El 9 de agosto de 1991 se abrió un 
proceso en su contra y se dictó mandato de detención. El 30 de septiembre de 1994 un tribunal “sin rostro” lo 
condenó por delito de terrorismo. El proceso fue declarado nulo el 24 de octubre del 2002 pero no se permitió 
la excarcelación del señor Ramírez Rojas, y se inició un segundo proceso en su contra por delito de terrorismo. 
Al momento de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el segundo proceso no 
había concluido y el señor Urcesino Ramírez se encontraba detenido. 
194  Los hechos del presente caso se enmarcan en el Chaco paraguayo, donde tradicionalmente habitan los 
miembros de la comunidad Sawhoyamaxa. Las tierras de esta zona fueron individualizadas como fincas y 
figuraban a nombre de dos compañías privadas. En 1991 iniciaron el proceso de reivindicación de sus tierras. 
En 1996, sin haber logrado un resultado positivo, ratificaron su solicitud de reivindicación de sus tierras. Por 
ello se solicitó que se remitiera un pedido de oferta a las propietarias de dichos inmuebles, para buscar una 
salida negociada. Sin embargo, no se realizaron mayores diligencias. En 1997, los líderes de la Comunidad 
Sawhoyamaxa presentaron al Presidente de la Cámara de Diputados del Congreso Nacional un proyecto de ley 
con el fin de declarar de interés social y expropiar a favor del Instituto Paraguayo del Indígena, para su posterior 
entrega a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, las fincas privadas. No obstante, se rechazó el proyecto 
de ley. La Comunidad Sawhoyamaxa presentó una serie de recursos judiciales con el objetivo de reivindicar sus 
tierras, sin que se tuviera mayor éxito. Como consecuencia de las presiones recibidas por los propietarios de las 
fincas al enterarse de las reclamaciones de tierra propia, los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa vivían 
en situación de pobreza extrema, caracterizada por los bajos niveles de salud y atención médica, explotación 
laboral y restricciones de poseer cultivos y ganado propio y de practicar libremente actividades tradicionales 
de subsistencia. La mayoría de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa decidieron salir de dichas estancias 
por lo que vivían al borde de una carretera nacional en condiciones de pobreza extrema, sin ningún tipo de 
servicios. 
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Comunidad Sawhoyamaxa […], y que el decreto mediante el cual se reconoció ésta fue emitido el 21 
de julio de 1998, es decir, cuatro años, diez meses y catorce días después […].  

89.  Teniendo en cuenta lo anterior, y considerando que la complejidad de este procedimiento 
era mínima y que el Estado no ha justificado la mencionada demora, el Tribunal la considera 
desproporcionada y como una violación del derecho a ser oído dentro de un plazo razonable, 
conforme al artículo 8.1 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

245.  En el presente caso, la Corte advierte que la averiguación de los hechos reviste cierta 
complejidad, por tratarse de una desaparición forzada en ejecución desde hace más de 35 años. No 
obstante, cuando se presentaron las dos primeras denuncias, las autoridades no realizaron una 
investigación exhaustiva […]. Si bien la Fiscalía Especial se avocó, entre otros, a la investigación de 
los hechos, la Corte nota que, para ello, transcurrió un período de casi 10 años desde que fuera 
presentada la primera denuncia penal en 1992. Esto no es posible desvincularlo de la propia omisión 

del Estado. Asimismo, durante las investigaciones posteriores la señora Tita Radilla Martínez ha 
asumido una posición activa como “coadyuvante”, poniendo en conocimiento de las autoridades la 
información de que ha dispuesto e impulsando las investigaciones. No obstante, la averiguación 
previa se encuentra todavía abierta a más de siete años desde que la Fiscalía Especial inició las 
investigaciones. En total, han transcurrido 17 años desde que la autoridad ministerial tuvo 
conocimiento formal de la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, sin que el Estado 
haya justificado válidamente la razón de esta demora. Todo lo anterior, en conjunto, ha sobrepasado 
excesivamente el plazo que pueda considerarse razonable para estos efectos. En consecuencia, la 
Corte considera que el Estado incumplió los requerimientos del artículo 8.1 de la Convención.  

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233. 

163.  El Estado señaló que los recursos mencionados implicaron hechos irregulares cometidos por 
funcionarios públicos y, en el caso concreto de los hechos de PDVSA, comprendía a una persona 
jurídica, el análisis de vínculos de consanguinidad de primer grado entre los implicados y el análisis 
de la implementación de un convenio […]. Asimismo, el Estado indicó que uno de los recursos fue 
interpuesto de manera conjunta con un amparo cautelar que implicó pronunciamientos previos, y 
que frente a la declaratoria de responsabilidad por los hechos del Municipio Chacao hubo una 
solicitud de adhesión que ameritó nuevos pronunciamientos por parte de la Sala Político 
Administrativa. La Corte considera que estos aspectos involucraban debates técnicos sobre gestión 
de presupuestos e implementación de convenios, lo cual permite inferir la complejidad de los asuntos 
a resolver.  

167.  De esta manera, aún asumiendo que en promedio los plazos descritos en la Ley Orgánica 
permitan concluir que un recurso interpuesto ante el Tribunal Supremo de Justicia debe ser resuelto 
en 10 meses y medio, la Corte considera que el plazo de 3 años y casi 6 meses y de 3 años resulta 
razonable frente a la complejidad de los asuntos involucrados […]. Además, la Corte constata que el 

Tribunal Supremo de Justicia promovió diligentemente diferentes actuaciones de las partes.  

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246195. 

 

195 Los hechos del presente caso refieren a Sebastián Furlán, de 14 de años de edad, que el 21 de diciembre de 
1988 ingresó a un predio cercano a su domicilio, propiedad del Ejército Argentino, con fines de esparcimiento. 
El inmueble no contaba con ningún alambrado o cerco perimetral que impidiera la entrada al mismo, hasta el 
punto que era utilizado por niños para diversos juegos, esparcimiento y práctica de deportes. Una vez en el 
predio, Sebastián Furlán intentó colgarse de un parante transversal perteneciente a una de las instalaciones, lo 
que llevó a que la pieza de aproximadamente 45 o 50 kilogramos de peso cayera sobre él, golpeándole con fuerza 
la cabeza y ocasionándole pérdida instantánea del conocimiento. Fue internado en el servicio de Terapia 
Intensiva del Hospital Nacional Posadas, con el diagnóstico de traumatismo encéfalocraneano con pérdida de 
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156.  Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad de un 
proceso. Entre ellos, se encuentra la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o 
la cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las características del recurso 
consagradas en la legislación interna y el contexto en el que ocurrió la violación. 

159.  En ese orden de ideas y teniendo en cuenta los anteriores puntos reseñados, el Tribunal 
considera que el caso no involucraba aspectos o debates jurídicos o probatorios que permitan inferir 
una complejidad cuya respuesta requiriera el transcurso de un lapso de casi 12 años. Por lo tanto, la 
dilación en el desarrollo y ejecución del proceso civil por daños y perjuicios en el presente caso no 
puede justificarse en razón de la complejidad del asunto. 

Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C No. 259 . 

165.  La Corte considera indudable que este es un caso complejo, principalmente por todos los 
aspectos técnicos que involucraba una investigación efectiva, así como por la pluralidad de víctimas 
y la cantidad de actores de la Fuerza Aérea Colombiana y del Ejército que tuvieron participación en 

ese contexto específico de conflicto armado en la zona. Han sido referidas numerosas diligencias de 
investigación conducidas por la Fiscalía General de la Nación, que denotan una actividad constante 
en la búsqueda de determinación de los hechos y un seguimiento plausible de líneas lógicas de 
investigación, sin perjuicio de lo que aún corresponda investigar. Aún si está pendiente de decisión 
el recurso de casación, es posible considerar que las autoridades jurisdiccionales ordinarias han 
venido cumpliendo adecuadamente sus funciones. Además, si bien en este caso la investigación es un 
deber ex officio del Estado, las víctimas han asumido una posición activa en las investigaciones. Por 
último, en las circunstancias del caso, no es necesario realizar el análisis del cuarto elemento del 
plazo razonable. En consecuencia, no ha sido demostrado que el Estado incurriera en violación del 
artículo 8 de la Convención por exceder el plazo razonable en las investigaciones.  

 

conocimiento en estado de coma grado II-III, con fractura de hueso parietal derecho. A raíz del accidente sufrido, 
su padre, Danilo Furlan, asistido por abogada, interpuso una demanda el 18 de diciembre de 1990 en el fuero 
civil contra el Estado de Argentina, con el fin de reclamar una indemnización por los daños y perjuicios derivados 
de la incapacidad resultante del accidente de su hijo. Mediante sentencia de primera instancia, emitida el 7 de 
septiembre de 2000, el juzgado falló haciendo lugar a la demanda y estableciendo que el daño ocasionado a 
Sebastián Furlan fue consecuencia de la negligencia por parte del Estado, como titular y responsable del predio. 
En consecuencia, condenó al Estado Nacional-Estado Mayor General del Ejército a pagar a Sebastián Furlan la 
cantidad de 130.000 pesos argentinos más sus intereses en proporción y con ajuste a las pautas suministradas 
en la sentencia. Tanto la demandada como la parte actora interpusieron, respectivamente, recurso de apelación. 
La sentencia de segunda instancia, emitida el 23 de noviembre de 2000 confirmó la sentencia. El resarcimiento 
reconocido a favor de Sebastián Furlan quedó comprendido dentro de la Ley 23.982 de 1991, la cual estructuró 
la consolidación de las obligaciones vencidas de causa o título anterior al 1 de abril de 1991 que consistiesen en 
el pago de sumas de dinero. Dicha Ley estipuló dos formas de cobro de indemnización: i) el pago diferido en 
efectivo, o ii) la suscripción de bonos de consolidación emitidos a dieciséis años de plazo. Teniendo en cuenta 
las precarias condiciones en las que se encontraba y la necesidad de una rápida obtención del dinero, Danilo 
Furlan optó por la suscripción de bonos de consolidación en moneda nacional. El 12 de marzo de 2003 el Estado 
entregó 165.803 bonos al beneficiario. Ese mismo día Danilo Furlan vendió dichos bonos. Tomando en cuenta 
que Sebastián Furlan tuvo que pagar honorarios a su apoderado y que, de conformidad con los términos de la 
sentencia de segunda instancia, tuvo que pagar una parte de las costas procesales, Sebastián Furlan recibió en 
definitiva 116.063 bonos, equivalentes a 38.300 pesos argentinos aproximadamente, de los 130.000 pesos 
argentinos ordenados por la sentencia. Sebastián Furlan recibió tratamientos médicos inmediatamente después 
de ocurrido el accidente en 1988, luego de intentar suicidarse en dos ocasiones, y en el marco de un proceso 
penal que fue llevado en su contra por golpear a su abuela. Asimismo, algunos dictámenes médicos realizados 
en el proceso civil resaltaron la necesidad de contar con asistencia médica especializada. Uno de los peritos en 
dicho proceso diagnosticó que Sebastián Furlan tenía un 70% de discapacidad. El 26 de agosto de 2009, luego 
de diversos intentos por acceder a una pensión, Sebastián Furlan solicitó nuevamente que se le concediera una 
pensión no contributiva por invalidez. 
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Corte IDH. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261196. 

100.  Por otra parte, a pesar de que el caso se refería a un asunto médico, el cual conlleva un cierto 
elemento de complejidad, no correspondió a ello la lentitud del proceso, sobre todo, teniendo 
presente que los operadores judiciales no solicitaron diligencias técnicas, pericias o estudios 
especializados para la investigación de los hechos que pudieran justificar la demora del mismo. 
Asimismo, en el presente caso, fueron claramente determinadas la víctima, las personas que 
realizaron la intervención quirúrgica, el resultado de dicha intervención, el lugar y las circunstancias 
de los hechos.  

101.  De lo anterior se desprende la falta de diligencia y efectividad de los operadores de justicia 
en impulsar el proceso de investigación del caso, lo que, sumado a las diversas interrupciones 
temporales del trámite, culminaron en la prescripción de la acción penal. Es decir, la responsabilidad 
por las falencias y la demora en el proceso y su consecuente prescripción se deben exclusivamente a 
la actuación de las autoridades judiciales ecuatorianas, sobre quienes recaía la responsabilidad de 
tomar todas las medidas necesarias para investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, 
independientemente de la gestión de las partes. 

Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288. 

190.  Respecto de la complejidad del caso, este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios, 
entre los cuales se encuentran la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o la 
cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las características del recurso 
consagradas en la legislación interna y el contexto en el que ocurrió la violación. Asimismo, el 

Tribunal Europeo ha indicado que la complejidad debe determinarse por la naturaleza de las 
acusaciones, el número de acusados y la situación política y social reinante en el lugar y tiempo de la 
ocurrencia de los hechos. En este sentido, respecto a los criterios tomados en cuenta por este 
Tribunal en aras de determinar la complejidad del caso se observa la presencia de: 1) un amplio 
número de acusados; 2) una situación política y social compleja, y 3) dificultades en la obtención de 
prueba. En el mismo sentido: Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. 

 

196 Melba del Carmen Suárez Peralta (Melba Suárez Peralta) era compañera de Dennis Edgar Cerezo Cervantes, 
quien trabajaba en la Comisión de Tránsito de Guayas. El 1 de junio de 2000 la Comisión de Tránsito de Guayas 
emitió una Orden General, en la cual promovía servicios médicos a sus funcionarios y familiares, prestados por 
dos médicos cubanos en el Policlínico de la referida Comisión de Tránsito. El 28 de junio de 2000, Melba Suárez 
Peralta realizo una consulta del médico cubano, Emilio Guerrero, por síntomas de dolor abdominal, vómitos y 
fiebre. Emilio Guerrero la diagnostico con apendicitis crónica e indicó la necesidad de hacer una intervención 
quirúrgica. Después de una segunda consulta en la Clínica Minchala con el mismo medico el 1 julio de 2000, se 
realizó la intervención a cargo de Jenny Bohórquez. Después de la intervención, Melba Suárez Peralta padeció 
de dolores abdominales intensos y vómitos. El médico Héctor Luis Taranto la diagnostico con abdomen agudo 
posquirúrgico. Melba Suárez Peralta fue intervenida quirúrgicamente otra vez el 12 de julio 2000 y tuvo varios 
procedimientos médicos en los siguientes años. Los procedimientos tuvieron consecuencias económicas, 
laborales, y personales para Melba Suárez Peralta. Melba Peralta Mendoza (la madre de Melba Suárez Peralta) 
presentó una denuncia ante el Primer Tribunal en lo Penal de Guayas el 2 de agosto de 2000, en contra del 
médico Emilio Guerrero. En el mismo mes, Melba Peralta Mendoza presentó escritos ante el Juez Penal 
solicitando el impulso procesal de la causa y el Juez Penal emitió los oficios solicitando varias pruebas, inclusive 
la verificación de la situación laboral del médico Emilio Guerrero. El 1 de septiembre de 2000 la Subsecretaría 
de Trabajo y Recursos Humanos del Litoral y Galápagos informó que no había constancia de que Emilio Guerrero 
hubiere realizado el correspondiente trámite de aprobación de su actividad laboral ni obtenido el carnet 
ocupacional. El Coordinador del Proceso de Control y Vigilancia Sanitaria Provincial de la Dirección Provincial 
de Salud de Guayas, Ministerio de Salud Pública, certificó el 9 de agosto de 2012 que “los doctores Emilio 
Guerrero Gutiérrez y Jenny Bohórquez no registraban ningún documento que los acreditara como profesionales 
médicos”. Aunque Melba Peralta Mendoza pidió una audiencia pública varias veces, no sucedió y el 20 de 
septiembre 2005 el Primer Tribunal Penal de Guayas declaró prescripción de la acción. Melba Peralta Mendoza 
solicitó una multa al juez de la causa pero fue denegada. La Clínica Minchala fue clausurada luego de una 
inspección realizada por el Control Sanitario de Guayas. 
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Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 
293, párr. 260. 

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297. 

210. Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad de un 
proceso. Entre ellos, se encuentran la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o 
la cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las características del recurso 
consagradas en la legislación interna, el contexto en el que ocurrió la violación y la cantidad de 
recursos interpuestos en un proceso. La Corte afirma que, contrariamente a lo que sostiene el Estado, 
la falta de claridad en las sentencias de los propios tribunales locales o la vigencia de medidas 
provisionales dictadas por el sistema interamericano de protección de derechos humanos no pueden 
ser argumentos que eximan al Estado de su obligación de garantizar el plazo razonable de un proceso 
ni que justifiquen su retraso. No obstante, en el presente caso, la Corte nota que el proceso de 
extradición entre el Perú y China involucra comunicaciones y relaciones diplomáticas entre dos 
Estados que cuentan con un sistema jurídico e idioma diferente y que requiere la participación de 
múltiples y distintos órganos de ambos Estados. Además, la ausencia de jurisprudencia a nivel 
regional o a nivel interno sobre la materia y la diversidad de recursos interpuestos tanto por la 
presunta víctima como por los órganos del Estado […] han contribuido a complejizar el proceso e 
influido en su prolongación. Por tanto, este Tribunal reconoce que el caso es complejo. Sin embargo, 
es necesario analizar los demás elementos del plazo razonable para determinar si el Estado ha 
incumplido o no con esta garantía. 

Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325. 

289. Este Tribunal ha indicado en otras oportunidades las dificultades que pueden generarse para 
dar respuesta adecuada y fiel a los compromisos internacionales del Estado cuando éste se encuentra 
frente al juzgamiento de actuaciones de miembros de grupos alzados en armas. La Corte observa que 
la investigación de los procesos penales de los delitos de amenazas y desplazamiento como son los 
relativos a las señoras Rúa, Ospina y sus familiares, resultan complejos, en lo que concierne a la 
determinación, eventual detención (si procede) y juzgamiento de los inculpados, dado que 
involucran múltiples víctimas y posibles responsables pertenecientes a grupos armados ilegales. 

Corte IDH. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
diciembre de 2016. Serie C No. 330197. 

 

197 La señora Andrade fue elegida Concejala del Concejo Municipal de La Paz en el año 1995, fungiendo como 
Presidenta de la Comisión Jurídica del referido Concejo desde enero de 1996. En el año 1998 fue electa 
Presidenta de dicha institución pública, y reelecta en enero de 1999. Tras la renuncia del entonces Alcalde 
Municipal de La Paz, el 7 de junio de 1999, la señora Andrade fue elegida Alcaldesa por el tiempo restante del 
período hasta el 6 de febrero de 2000. Las violaciones a varios de sus derechos ocurrieron en el marco de tres 
procesos. El primero, el caso “Gader” se prolongó de enero de 2000 a diciembre de 2011, fecha en la que se dictó 
sentencia de sobreseimiento definitivo. El segundo, el caso “Luminarias Chinas” se inició en junio de 2000 y no 
ha concluido hasta el momento. El tercero, el caso “Quaglio”, el mismo inició en febrero de 2000 y finalizó con 
una sentencia de condena por “conducta antieconómica” pronunciada por la Corte Suprema de Justicia en 
octubre de 2011. Esa condena no ha sido ejecutada hasta el presente. Esos procesos fueron seguidos en contra 
suya y de otros coprocesados por supuestas conductas ilícitas relacionadas con la administración de fondos 
públicos, en el período en que ella ejerció diversos cargos en el Municipio de la Paz. Los procesos “Gader” y 
“Quaglio” fueron iniciados al final de su mandato de Alcaldesa, y el caso “Luminarias Chinas” con posterioridad 
a su terminación. En el contexto de esos procesos, las autoridades judiciales impusieron a la señora Andrade 
varias medidas cautelares de prisión preventiva, y una vez fue puesta en libertad, medidas cautelares 
sustitutivas de la privación a la misma. De ese modo, en el caso “Gader”, la señora Andrade fue  sometida a 6 
meses de prisión preventiva (de agosto de 2000 a febrero de 2001), así como a una medida de arraigo que se 
prolongó hasta el año 2010 y mediante la cual no podía salir del departamento de La Paz sin la autorización de 
un Juez. Además, se le impusieron medidas cautelares de fianza que implicaron pagos de sumas de dinero así 
como garantías reales sobre bienes de propiedad de terceras personas. Por otra parte, en el caso “Luminarias 
Chinas”, la señora Andrade fue sometida a detención preventiva durante 4 meses (de octubre de 2000 a enero 
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158.  En relación al primer elemento, este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para 
determinar la complejidad de un asunto. Entre ellos se encuentra i) la complejidad de la prueba; ii) 
la pluralidad de sujetos procesales o la cantidad de víctimas; iii) el tiempo transcurrido desde la 
violación; iv) las características del recurso contenidos en la legislación interna, y v) el contexto en el 
que ocurrieron los hechos. En relación con segundo elemento, es decir con la actividad procesal del 
interesado, la Corte ha evaluado si los sujetos realizaron las intervenciones en los procesos que le 
eran razonablemente exigibles. En cuanto al tercer elemento, es decir la conducta de las autoridades 
judiciales, la Corte ha entendido que los jueces, como rectores del proceso, tienen el deber de dirigir 
y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso en pro 
del formalismo. En relación con el cuarto elemento, es decir la afectación generada en la situación 

jurídica de la persona involucrada en el proceso, la Corte ha establecido que las autoridades deben 
actuar con mayor diligencia en aquellos casos donde de la duración del proceso depende la 
protección de otros derechos de los sujetos del proceso. 

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341198. 

195. En la jurisprudencia de este Tribunal se han tenido en cuenta diversos criterios para 
determinar la complejidad de un asunto. Entre ellos se encuentran: i) la complejidad de la prueba; ii) 

 

de 2001), superponiéndose parte de ese período con la privación a la libertad decretada en el caso “Gader”. Con 
posterioridad, le fueron impuestas medidas cautelares sustitutivas a la privación a la libertad de arraigo y de 
fianza. Por último, en el caso “Quaglio”, fueron ordenadas fianzas que, a la postre, fueron sustituidas por una 
garantía real sobre un vehículo en el año 2003. Por otra parte, en el marco del caso “Gader”, el 31 de agosto de 
2000, el Tribunal Constitucional de Bolivia se pronunció respecto al auto que dispuso la prisión preventiva de 
la señora Andrade e indicó que ese auto no había tomado en cuenta los requisitos previstos en el Código Penal 
Boliviano a saber, los “elementos de convicción que permitan sostener la evidencia de que la imputada es autora 
o partícipe del delito y […] de que no se someterá al proceso u obstaculizara la averiguación de la verdad”. Señaló 
que adicionalmente se podía deducir la voluntad de la señora Andrade “de someterse al proceso y no la intención 
de eludir la justicia” y “que la normativa del [mencionado] Código [establece] que las medidas cautelares serán 
aplicadas con carácter excepcional […]”. En ese mismo caso, el Tribunal Constitucional pronunció otra sentencia 
el 16 de enero de 2001 en la cual declaró procedente un hábeas corpus presentado por la señora Andrade y 
ordenó que se aplicaran las medidas sustitutivas a la privación preventiva a la libertad que no fuesen de 
imposible cumplimiento. En el caso “Luminarias Chinas”, el 11 de diciembre de 2000 el Tribunal Constitucional 
declaró procedente un recurso de habeas corpus presentado por la señora Andrade y señaló que el Juez 
recurrido había cometido un acto ilegal al negar la petición de medidas sustitutivas y al ordenar la detención 
preventiva de la señora Andrade sin que concurrieran los requisitos establecidos en el Código Penal, atentando 
así contra su libertad. En el año 2004, durante el trámite del presente caso llevado a cabo ante la Comisión 
Interamericana, tuvo lugar un proceso que desembocó en un acuerdo de solución amistosa, entre la señora 
Andrade y el Estado. Como consecuencia de ello, en el año 2005, el Estado pagó la suma de USD 50.000 a la 
señora Andrade por la prisión preventiva de la cual fue objeto en los casos ”Gader” y “Luminarias Chinas”. Sin 
embargo, algunas de las obligaciones adquiridas por el Estado en virtud del acuerdo no fueron cumplidas, por 
lo que el mismo no fue homologado por la Comisión Interamericana. En el contexto de esos procesos, las 
autoridades judiciales impusieron a la señora Andrade varias medidas cautelares de prisión preventiva, y una 
vez fue puesta en libertad, medidas cautelares sustitutivas de la privación a la misma. De ese modo, en el caso 
“Gader”, la señora Andrade fue sometida a 6 meses de prisión preventiva (de agosto de 2000 a febrero de 2001), 
así como a una medida de arraigo que se prolongó hasta el año 2010 y mediante la cual no podía salir del 
departamento de La Paz sin la autorización de un Juez. Además, se le impusieron medidas cautelares de fianza 
que implicaron pagos de sumas de dinero así como garantías reales sobre bienes de propiedad de terceras 
personas.  
198 El 31 de agosto de 2017 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente al Estado de Colombia por la desaparición forzada de 12 personas y la 
privación arbitraria a la vida de otra ocurridas en la Vereda La Esperanza del municipio de El Carmen de Viboral, 
Departamento de Antioquia, entre el 21 de junio y el 27 de diciembre de 1996. Los hechos acaecieron con el 
apoyo y la aquiescencia prestados por agentes de la fuerza pública al grupo paramilitar denominado 
Autodefensas del Magdalena Medio (ACMM), lo que facilitó las incursiones a la Vereda la Esperanza y propició 
o permitió la comisión de estos actos. La Corte consideró responsable al Estado por la violación al derecho a las 
garantías judiciales y protección judicial por las investigaciones de esos hechos, por la violación al derecho a la 
integridad personal de los familiares de las víctimas directas, así como al derecho de propiedad e inviolabilidad 
del domicilio por el allanamiento y destrucción de los bienes muebles e inmuebles de dos de las víctimas. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

176 

la pluralidad de sujetos procesales o la cantidad de víctimas; iii) el tiempo transcurrido desde la 
violación; iv) las características de los recursos contenidos en la legislación interna, y v) el contexto 
en el que ocurrieron los hechos. Asimismo, esta Corte ha indicado en otras oportunidades las 
dificultades que pueden generarse para dar respuesta adecuada y fiel a los compromisos 
internacionales del Estado cuando éste se encuentra frente al juzgamiento de actuaciones de 
miembros de grupos alzados en armas. 

204. En conclusión, la Corte nota que el tiempo que ha tomado el proceso en la jurisdicción 
especial de Justicia y Paz se debe a la extrema complejidad que reviste el mismo y considera que el 
caso sub examine se encuentra enmarcado en el ámbito de un proceso de desmovilización masivo de 
miembros de grupos armados que se traduce en una importante cantidad de actuaciones judiciales 
referidas a miles de hechos delictivos y de víctimas que deben ser investigados simultáneamente por 
las autoridades judiciales. Por tanto, la Corte no encuentra sustento para concluir que existe una 
vulneración a la garantía judicial de plazo razonable en el marco del proceso especial de Justicia y 
Paz contenida en el artículo 8.1 de la Convención en perjuicio de las víctimas directas de los hechos 
del presente caso y sus familiares. 

Corte IDH. Caso Jenkins Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2019. Serie C No. 397. 

110. En relación con la complejidad del asunto, la Corte ha tenido en cuenta diversos criterios 

para determinarla. Entre ellos, la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o la 
cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las características del recurso 
consagradas en la legislación interna y el contexto en el que ocurrió la violación. En el mismo 
sentido: Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de 

marzo de 2018. Serie C No. 352, párr. 107; Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392, 
párr. 113; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394, párr. 137. 

113. La Corte observa que la acción ejercitada por el señor Jenkins implicaba un análisis por parte 
de las autoridades judiciales sobre la existencia o no de un error judicial en el presente caso. Dicha 
determinación no requería, por tanto, una multitud de pruebas de difícil valoración, sino que se debía 
realizar un examen de las decisiones judiciales que versaron sobre la decisión de encarcelamiento 
del señor Jenkins, así como de las siguientes decisiones judiciales que rechazaron la solicitud de 
excarcelación interpuesta por éste. En consecuencia, este Tribunal advierte que el proceso de daños 
y perjuicios instado por el señor Jenkins no revestía elementos de especial complejidad. 

2.3.2 ACTIVIDAD PROCESAL DEL INTERESADO 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
enero de 1997. Serie C No. 30. 

79. En cuanto al segundo elemento que se refiere a la actividad procesal del afectado no consta 
en autos que el señor Raymond Genie Peñalba, padre de la víctima, hubiere tenido una conducta 
incompatible con su carácter de acusador privado ni entorpecido la tramitación, pues se limitó a 
interponer los medios de impugnación reconocidos por la legislación de Nicaragua […]. 

Corte IDH. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2002. Serie C No. 97. 

57. La otra cuestión debatida en estas actuaciones respecto del proceso seguido ante la Suprema 
Corte de Justicia Argentina es la de si el procedimiento se ha ajustado a los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana en cuanto garantizan el derecho a una respuesta de la autoridad judicial 
dentro de un plazo razonable. Este Tribunal observa al respecto que, en principio, los diez años 
transcurridos entre la presentación de la demanda del señor Cantos ante la Corte Suprema de Justicia 
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y la expedición de la sentencia de ésta última que puso fin al proceso interno, implican una violación 
de la norma sobre plazo razonable por parte del Estado. No obstante, un examen detenido del 
desarrollo del aludido proceso, muestra que tanto el Estado como el demandante, es decir, el señor 
Cantos, incurrieron en comportamientos que por acción u omisión incidieron en la prolongación de 
la actuación judicial interna. Si la conducta procesal del propio interesado en obtener justicia ha 
contribuido en algún grado a prolongar indebidamente la duración del proceso, difícilmente se 
configura en cabeza del Estado una violación de la norma sobre plazo razonable En todo caso, 
teniendo en cuenta la complejidad del asunto y el desinterés del actor, entre otros factores, la 
duración global del proceso litigioso no revestiría la importancia necesaria para declarar la violación 
de los artículos que protegen el derecho al acceso a la justicia y a las garantías judiciales. A la luz de 

ello este Tribunal encuentra que carece de elementos para declarar que el Estado de Argentina ha 
violado, en la especie, los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en cuanto consagran el 
derecho de obtener respuesta, dentro de un plazo razonable, a las demandas y solicitudes planteadas 
a las autoridades judiciales.  

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99 . 

132. En lo relativo a las actuaciones del actor, como lo indicó la Corte anteriormente en el 
fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales, el descargo del Estado no puede descansar en las 
actuaciones de los familiares de la presunta víctima, como lo señalara la Corte Suprema de Justicia 
en 1997 al afirmar que “respetando la independencia de los [t]ribunales inferiores, no se 
pronuncia[ba] en ningún sentido en lo que respecta al caso que se ventila. Esto además de que las 
partes tienen expeditos los recursos que señala la ley, para obtener la subsanación de cualquier 
irregularidad que pudieran considerar [que] aparece en los expedientes de referencia”. En este tipo 
de situaciones es obligación del Estado llevar a cabo una investigación seria y efectiva como en este 
caso sería la averiguación de lo sucedido al señor Juan Humberto Sánchez. No obstante, esta Corte 
hace notar que los familiares de la presunta víctima presentaron declaraciones en diferentes 
oportunidades en el proceso 1992, 1993, 1995 y 1998, en razón de que fueron anuladas por el 
Juzgado Segundo de Letras de Intibucá por faltar algún requisito legal al ser tomadas por el Juzgado 
de Paz de Colomoncagua, pese a que éstos estaban siendo amenazados por parte de la autoridades 
militares de que no siguiesen investigando […]. En todo caso, cuando se trate de ejecuciones 
extrajudiciales las autoridades deben actuar de oficio e impulsar su investigación, no haciendo recaer 
esta carga en la iniciativa de los familiares, como lo afirmó el Estado en sus alegaciones […]. En el 
mismo sentido: Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párr. 219; Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio 
de 2006 Serie C No. 148, párr. 296; Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 157; Caso Garibaldi Vs. Brasil. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie 
C No. 203, párr. 135. 

Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265199. 

 

199 El señor Carlos Mémoli en 1990 era miembro de la Comisión Directiva de la Asociación Italiana de Socorros 
Mutuos, Cultural y Creativa “Porvenir de Italia” (en adelante “la Asociación Italiana”, “la Sociedad Italiana”, “la 
Sociedad” o “la Asociación”). Pablo Carlos Mémoli, hijo de Carlos Mémoli, es un periodista y abogado, director 
responsable de La Libertad, un periódico fundado en 1945 y de circulación quincenal en San Andrés de Giles, 
una ciudad a 100 kilómetros de Buenos Aires. Los hechos del presente caso sucedieron a raíz de que en 1984, la 
Municipalidad de San Andrés de Giles otorgó a la Asociación Italiana una fracción de terreno en el Cementerio 
Municipal en arrendamiento para “la construcción de nichos, y, mediante, un pago en cuotas, ofrecérselos a los 
socios”, por lo que la mencionada asociación ofreció a sus socios los referidos nichos, construidos en lo que se 
denominó el “Panteón Italiano”, “bajo la forma de contratos de compra-venta”. En 1990, el señor Carlos Mémoli 
denunció penalmente a Antonio Guarracino, Humberto Romanello y Juan Bernardo Piriz, miembros de la 
Comisión Directiva de la Sociedad Italiana, ante el Juez en lo Criminal de la Provincia de Buenos Aires, indicando 
que el ofrecimiento de los nichos constituía delito de estafa, porque los terrenos donde se asienta el panteón de 
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173.  Sin perjuicio de lo anterior, la Corte destaca que los retrasos causados por las acciones u 
omisiones de cualquiera de las dos partes se deben tomar en cuenta al analizar si el proceso ha sido 
llevado a cabo en un plazo razonable. Al respecto, el principal alegato del Estado consiste en que la 
dilación del proceso civil se debe a la cantidad de recursos judiciales interpuestos por las partes en 
el mismo. En este sentido, este Tribunal constata que, entre ambas partes, se interpusieron más de 
treinta recursos y coincide con el Estado en que los recursos interpuestos por las partes en el proceso 
civil han contribuido a complejizar el proceso e influido en su prolongación.  

174.  No obstante, este Tribunal destaca que las partes en dicho proceso, entre ellas las presuntas 
víctimas en este caso, estaban haciendo uso de medios de impugnación reconocidos por la legislación 
aplicable para la defensa de sus intereses en el proceso civil, lo cual per se no puede ser utilizado en 

su contra. La Corte considera que la interposición de recursos constituye un factor objetivo, que no 
debe ser atribuido al Estado demandado, y que debe ser tomado en cuenta al determinar si la 
duración del procedimiento excedió el plazo razonable.  

175.  Adicionalmente, del expediente ante la Corte no se desprende que se haya decretado la 
negligencia de ninguna de las dos partes. Lo que es más, los señores Mémoli, al menos en seis 
oportunidades, solicitaron al Juzgado que tomase acciones sobre algún punto pendiente y en tres 
oportunidades solicitaron pronto despacho. Asimismo, al menos en tres oportunidades los 
demandantes reactivaron la causa tras un período de inactividad, y en julio de 2007 la parte 
querellante señaló que había “transcurrido en exceso el plazo de producción de prueba”. Además, 
ambas partes desistieron de prueba, lo cual, en principio, ha debido contribuir a dar mayor celeridad 
al proceso. 

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

221. Por otro lado, la Corte ha constatado que la señora Rosa Elvira Franco ha tenido acceso a la 
investigación y ha participado activamente en ésta a través de declaraciones, envío de escritos, 
presentación de información y consultas a los funcionarios encargados del caso, entre otros. Sin 
embargo, el Estado ha argumentado que dicha intervención de la señora Franco ha obstaculizado la 
investigación al aportar diversa información, contradictoria o inconsistente, que a su juicio no ha 
resultado útil. Al respecto, este Tribunal considera que dicho alegato del Estado es inadmisible para 
justificar una demora indebida en los procedimientos, ya que en la jurisdicción interna corresponde 

 

la Sociedad Italiana se encontraban ubicados en terrenos pertenecientes al dominio público. De acuerdo a las 
versiones de Carlos y Pablo Mémoli, dicha denuncia la realizaron a solicitud de varios socios de la Asociación. 
En 1992, los señores Antonio Guarracino, Humberto Romanello y Juan Bernardo Piriz promovieron una querella 
por calumnias e injurias contra Pablo Mémoli y Carlos Mémoli, denunciando que las presuntas víctimas por sus 
expresiones en alrededor de veinte documentos o intervenciones, entre artículos de periódico, cartas 
documento y solicitadas, así como intervenciones radiales, donde las presuntas víctimas se habían referido al 
manejo de la Asociación Italiana y al caso de los nichos. En 1994, el Juzgado en lo Criminal y Correccional No. 7 
del Departamento Judicial de Mercedes condenó a Carlos y Pablo Mémoli por el delito de injurias por ciertas 
expresiones utilizadas durante el programa de radio de 10 de mayo de 1990. Asimismo, condenó a Carlos 
Mémoli “a la pena de un mes de prisión en suspenso, con costas, mientras que a Pablo Mémoli lo condenó a la 
pena de cinco meses de prisión en suspenso, con costas. Esta decisión fue apelada. En 1995 la Sala Segunda de 
la Cámara en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de Mercedes dictó sentencia en segunda 
instancia, la Sala confirmó en todos sus términos lo resuelto por el tribunal de primera instancia. Posterior a 
esto, las víctimas interpusieron una serie de recursos, los mismos que fueron desestimados. En 1997, Antonio 
Guarracino, Humberto Romanello y Juan Bernardo Piriz iniciaron un proceso civil por daños y perjuicios contra 
Carlos y Pablo Mémoli, con base en las condenas penales firmes establecidas en su contra. En 2001, las presuntas 
víctimas llegaron a un acuerdo extrajudicial con dos de los demandantes: Antonio Guarracino y Humberto 
Romanello, por lo cual desde dicha fecha el proceso civil abarcó solamente las pretensiones indemnizatorias de 
un demandante. Luego del acuerdo extrajudicial, los señores Mémoli insistieron en la excepción de prescripción 
previamente planteada. De acuerdo a la información que ha sido allegada al Tribunal, aún no se ha resuelto la 
excepción de prescripción planteada por las presuntas víctimas. Asimismo, desde antes del inicio de dicho 
proceso, pesa sobre los señores Mémoli una medida cautelar de inhibición general para enajenar y gravar bienes 
con el fin de garantizar el eventual pago que resultara del proceso civil, por lo cual dichas medidas han estado 
vigentes por más de diecisiete años. 
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a los órganos competentes dirigir la investigación y encauzarla de acuerdo a las estrategias o líneas 
de investigación determinadas por ellos para el esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, la 
investigación debe ser impulsada de oficio, sin que sean las víctimas o sus familiares quienes tengan 
la carga de asumir tal iniciativa, que corresponde al Estado. 

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341 . 

199. El Tribunal constata que en el presente caso los interesados dieron impulso al proceso e 
intervinieron en lo que les correspondía, y de conformidad con las oportunidades procesales 
existentes para participar y expresar sus posturas y argumentos en el proceso de Justicia y Paz. Es 
así como pudieron asistir a las audiencias, formular preguntas a los postulados (de forma indirecta) 
o intervinieron en la solicitud de recalificación del tipo penal de homicidio agravado –primeramente 
imputado a los presuntos autores de los hechos del presente caso– por el de desaparición forzada. 
Asimismo, aportaron prueba que obraba en el proceso ante la justicia ordinaria. En esa medida, esas 
actuaciones no apuntaron a producir la dilación injustificada del proceso, sino a proteger sus 
derechos a la obtención de la verdad procesal y su derecho de acceso a la justicia por lo que se 
refirieron a intervenciones que eran razonablemente esperables de su parte. 

 

2.3.3 CONDUCTA DE LAS AUTORIDADES JUDICIALES 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
enero de 1997. Serie C No. 30. 

80. En lo que al tercer elemento se refiere, es decir, en cuanto a la conducta de las autoridades 
judiciales de Nicaragua, esta Corte estima que no se han producido dilaciones excesivas en las 
diversas etapas del proceso, con excepción de la última fase todavía pendiente (supra 71), es decir, 
del recurso de casación ante la Corte Suprema de Justicia interpuesto por la parte acusadora el 29 de 
agosto de 1994, admitido por dicho Tribunal el 31 siguiente y que, no obstante las diversas 
solicitudes de las partes, todavía no ha sido resuelto. Incluso considerando la complejidad del asunto, 

así como las excusas, impedimentos y sustitución de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
el plazo de más de dos años que ha transcurrido desde la admisión del citado recurso de casación no 
es razonable y por consiguiente este Tribunal debe considerarlo violatorio del artículo 8.1 de la 
Convención. Lo hará en la parte resolutiva en relación con el artículo 1.1 de la misma que es el que 

contiene la obligación general de respetar la Convención. 

Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99 . 

131. En cuanto al comportamiento de las autoridades, en primer término baste destacar que las 
acciones u omisiones que vulneren derechos fundamentales pueden ser cometidas por cualquier 
autoridad pública, sea ésta del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial, tal como ha quedado 
establecido en la jurisprudencia de este Tribunal. En razón de lo anterior, en el caso sub judice en el 
período correspondiente a 1992 a 2001, debe ponderarse no sólo lo acaecido en el proceso ante el 
Juzgado de Paz de Colomoncagua y el Juzgado Segundo de Letras de Intibucá, sino todos aquellos 
procesos o procedimientos que de alguna manera incidieran en esta causa y que dejen entrever el 
comportamiento de las autoridades públicas: 

a) cabe destacar que si bien los juzgados correspondientes desconocían la dirección 
del posible imputado desde el 16 de marzo de 1995, éstos no hicieron esfuerzos para tratar 
de localizar a dicha persona sabiendo que se trataba de un agente del Estado sino hasta el 
29 de septiembre de 1998, fecha en que el Juzgado Segundo de Letras de Intibucá solicitó al 
director de la junta interventora de la policía nacional y al comandante general de las fuerzas 
armadas que pusieran a la disposición al señor Ángel Belisario Hernández González. En el 

caso de las fuerzas armadas, éstas no contestaron a la solicitud en un período de un año, la 
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misma les fue reiterada el 23 de junio de 1999 y al no obtener una respuesta se procedió al 
archivo de la causa hasta el 20 de noviembre de 2001. Según consignó el imputado, en su 
declaración ante el Juzgado Segundo de Letras de Intibucá, fue dado de baja en las fuerzas 
armadas el 28 de enero de 1997 y supo que estaba siendo investigado a través de 
publicaciones de anuncios de recompensa por su captura en los diarios en marzo de 2002. 
Este tipo de suspensiones sólo deberían admitirse por causas extremadamente graves200, 
pero no, como en el caso sub judice, por no poder ubicar al presunto responsable de los 
hechos, ya que la investigación debería de haberse dirigido a determinar la responsabilidad 
de los demás partícipes de la detención, torturas y ejecución extrajudicial del señor Juan 
Humberto Sánchez […]; y 

b) asimismo, no se llevó a cabo ninguna investigación sobre ningún otro agente del 
Estado sino sólo con respecto a quien se había ordenado la primera detención, pese a que en 
el fuero interno de las fuerzas armadas había sido investigado y absuelto. En igual sentido, 
por la detención, las condiciones mismas del cadáver y el patrón imperante en el país, es 
razonable inferir que participaron varios agentes para vulnerar los derechos del señor Juan 
Humberto Sánchez. 

Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2004. Serie C No. 111. 

145. En el presente caso la conducta de las autoridades judiciales se encuentra estrechamente 
relacionada con el anterior parámetro de análisis del plazo razonable. El Estado alegó que se debe 
tomar en cuenta que el proceso penal al cual se sometió al señor Canese fue reglado por una norma 
de corte inquisitivo; que el tipo de proceso penal es de instancia privada, es decir, que se “vería muy 
mal que [el Estado] impulse el procedimiento de oficio”; y que la representación del señor Canese 
incurrió en varias oportunidades en “deficiencias por presentaciones fuera de plazo o inactividad 
procesal”. En diversas oportunidades las autoridades judiciales resolvieron de forma tardía incluso 
los propios recursos urgidos por la parte querellante, por ejemplo, cuando después de que el 19 de 
noviembre de 1997 el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, concedió el recurso de 
apelación presentado por el abogado de la parte querellante contra la sentencia de segunda instancia 
y dispuso que se remitieran los autos a la Corte Suprema de Justicia del Paraguay, el abogado de la 
parte querellante se vio obligado a solicitar que se resolviera su apelación. Sin embargo, la Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay tardó aproximadamente tres años y cinco meses en 
resolver tal apelación. 

146. En el proceso penal seguido contra el señor Canese las autoridades judiciales no actuaron 
con la debida diligencia y celeridad, lo cual se ve reflejado, por ejemplo, en que: a) el proceso tuvo 
una duración de ocho años y seis meses hasta que quedó firme la sentencia de segunda instancia; b) 
el período transcurrido entre la interposición de la apelación contra la sentencia de primera instancia 
y la emisión de la sentencia de segunda instancia fue de tres años y siete meses; y c) el período 
transcurrido entre la interposición del recurso de apelación contra la sentencia de segunda instancia 
interpuesto por el abogado de la parte querellante y su resolución final fue de aproximadamente tres 
años y cinco meses. 

147.  La Corte observa que el propio Estado afirmó que es posible que “… el caso de[l señor] 
Canese -regido bajo las formas del viejo proceso- haya sido uno de los tantos que pudieran haberse 
dilatado más allá de los parámetros mínimos atendidos por la Convención Americana, sin que esto 

finalmente pudiera ser imputado a los órganos del Estado Paraguayo, que en medio de la crisis han 
sabido superar dichos problemas e implementar un nuevo modelo penal –sustancial y formal”.  

 

200 La Corte Europea de Derechos Humanos consideró en el caso Baraona que la suspensión de las actuaciones 
en tres períodos distintos para un total de casi 2 años, es injustificable, salvo circunstancias muy excepcionales. 
Eur. Court H.R., Baraona judgment of 8 July 1987, supra nota 146, para. 54 in fine. En igual sentido, Eur. Court 
HR, Paccione v. Italy judgment of 27 April 1995, Series A no. 315-A, paras. 20-21. 
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148. Con respecto a los referidos alegatos del Paraguay […], la Corte reitera que, de conformidad 
con lo estipulado en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, es un 
principio básico del Derecho Internacional que “[u]na parte no podrá invocar las disposiciones de su 
derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”. En el derecho de gentes, una 
norma consuetudinaria prescribe que un Estado que ha ratificado un tratado de derechos humanos 
debe introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel 
cumplimiento de las obligaciones asumidas. Los Estados no pueden incumplir estas obligaciones 
convencionales alegando supuestas dificultades de orden interno. Por tales razones, la regulación 
procesal penal del Paraguay aplicada en el proceso seguido contra el señor Canese  no podía ser 
invocada por este Estado para incumplir la garantía de razonabilidad del plazo al juzgar a la presunta 

víctima, de conformidad con la obligación a su cargo contemplada en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana. 

Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120. 

70. Basándose en los antecedentes expuestos en el capítulo sobre Hechos probados, la Corte 
reconoce que el asunto que se investiga por los tribunales nacionales en este caso es complejo y que 
esto debe tenerse en consideración para apreciar la razonabilidad del plazo. 

71. Sin embargo, el Tribunal advierte que las demoras en el proceso penal que se examina en 
este caso no se han producido por la complejidad del caso, sino por una inacción del órgano judicial 
que no tiene explicación. En diversas oportunidades durante la instrucción han transcurrido largos 
períodos de tiempo sin que el fiscal solicitara al juez que se practicara alguna diligencia y sin que el 
juez lo ordenara de oficio. Asimismo, tanto el fiscal como el juez han dejado transcurrir meses y hasta 
más de un año, antes de solicitar y ordenar que se practique una diligencia que no se realizó en la 
primera oportunidad señalada para evacuarse. Por ejemplo, en cuanto a las actuaciones procesales 
relacionadas con la Cruz Roja, el fiscal y el juez dejaron transcurrir un año y casi ocho meses desde 
que el Director General de la Cruz Roja salvadoreña, en una diligencia de inspección de libros, 
manifestó que “no t[enía] en su poder [los] libros de trabajo de asesoramiento y atención a 
desplazados durante el año de mil novecientos ochenta y dos, ya que dichos documentos o libros se 
enc[o]ntra[b]an en poder de la Cruz Roja Internacional”, para realizar una diligencia con el propósito 
de solicitar información al Comité Internacional de la Cruz Roja […]. En cuanto a las actuaciones 
procesales relacionadas con la Fuerza Armada, por ejemplo, el fiscal y el juez dejaron transcurrir tres 
meses antes de volver a solicitar y ordenar que se realizara una inspección en los Libros de 
Novedades y registros del Destacamento Militar Número Uno de Chalatenango, la cual había quedado 
pendiente cuando la primera inspección no se realizó porque los archivos estaban desordenados […]. 
Asimismo, en enero de 2002 un nuevo fiscal asumió la investigación, pero tardó aproximadamente 
un año y ocho meses para realizar las primeras actuaciones en el proceso […].  

Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparacio nes y 
Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265. 

176.  La Corte recuerda que es el Estado, a través de sus autoridades judiciales, quien debe 
conducir el proceso. Al respecto, conforme la legislación procesal civil aplicable al presente caso, el 
juez tiene el deber de dirigir el procedimiento, manteniendo la igualdad de las partes en el proceso, 
vigilando que la tramitación de la causa procure la mayor economía procesal y evitando la 
paralización del proceso. Sin embargo, la Corte constata que han existido varios períodos de 
inactividad en el proceso civil que son enteramente atribuibles a las autoridades judiciales. 
Asimismo, existió una falta de debida diligencia por parte de las autoridades que no es cuantificable 
en una demora específica de tiempo, pero que sin duda contribuyó a la dilación en el procedimiento. 
La Corte advierte que los constantes recursos interpuestos por las partes del proceso pueden generar 
cierta confusión en su tramitación, no obstante, al ser el juez el director del proceso, debe asegurar 
la tramitación correcta de los mismos […] 

178.  La Corte estima que dicha falta de diligencia de las autoridades es especialmente relevante 
al considerar que las presuntas víctimas han sido objeto de una medida cautelar de inhibición general 
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de bienes, en virtud de los posibles daños civiles, por más de diecisiete años. Según la legislación 
nacional aplicable, dichas órdenes implican una “inhibición general de vender o gravar sus bienes” y 
no están limitadas a un monto específico. La Corte recuerda que la adopción de medidas cautelares 
que afecten la propiedad privada no constituye per se una violación del derecho de propiedad, aún 
cuando sí constituyen una limitación a dicho derecho, en la medida que afectan la facultad de las 
personas de disponer libremente de sus bienes. 

180.  No obstante, la Corte advierte que las autoridades judiciales internas no previeron la 
posibilidad de moderar el impacto de la duración del proceso civil en la facultad de las presuntas 
víctimas de disponer sus bienes, ni tomaron en cuenta que, según la legislación argentina “[e]l juez, 
para evitar perjuicios o gravámenes innecesarios al titular de los bienes, podrá disponer una medida 

precautoria distinta de la solicitada, o limitarla, teniendo en cuenta la importancia del derecho que 
se intentare proteger”. A pesar de dicha disposición, la medida cautelar ha tenido hasta ahora una 
vigencia de más de diecisiete años y, según la información disponible en el expediente aportado a 
este Tribunal, fue reordenada en diciembre de 2011 lo cual supondría una vigencia hasta diciembre 
de 2016 […]. En suma, la duración prolongada del proceso, en principio de naturaleza sumaria, unida 
a la inhibición general de bienes por más diecisiete años, ha significado una afectación 
desproporcionada al derecho a la propiedad privada de los señores Mémoli y ha llevado a que las 
medidas cautelares se conviertan en medidas punitivas.  

183.  Todo esto demuestra que las autoridades judiciales a cargo no actuaron con la debida 
diligencia y el deber de celeridad que exigía los derechos e intereses en juego. En definitiva, para la 
Corte la duración por más de quince años de un proceso civil de daños y perjuicios de naturaleza 
sumaria, fundamentado en una sentencia penal por un delito de injurias, aunado a la vigencia durante 
todo ese tiempo de una inhibición general de enajenar y gravar bienes, sobrepasa excesivamente el 
plazo que pudiera considerarse razonable para que el Estado resolviese un caso de esta naturaleza y 
afecta, de una manera desproporcionada, el derecho a la propiedad de los señores Mémoli. Con base 
en todo lo anterior, este Tribunal concluye que el Estado violó el principio del plazo razonable, 
establecido en el artículo 8.1 y el derecho la propiedad privada, consagrado en el artículo 21, ambos 
en relación con el artículo 1.1, todos de la Convención Americana, en perjuicio de los señores Pablo 
y Carlos Mémoli. 

Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298201. 

 

201 Talía Gabriela Gonzales Lluy nació el 8 de enero de 1995 en el cantón de Cuenca, provincia del Azuay, 
Ecuador. Su madre es Teresa Lluy, su padre es SGO y su hermano es Iván Lluy. Talía nació y vive con su madre y 
su hermano en el cantón de Cuenca, provincia del Azuay, en Ecuador. Cuando tenía tres años de edad, fue 
contagiada con el virus del VIH al recibir una transfusión de sangre, proveniente de un Banco de Sangre de la 
Cruz Roja, en una clínica de salud privada. En 1998, regía la Ley de aprovisionamiento y utilización de sangres y 
sus derivados, vigente desde 1986 y que sería reformada en el año 1992. Esta ley determinaba que la Cruz Roja 
tenía competencia exclusiva para administrar los bancos de sangre y que, incluso, el Ministerio de Salud Pública, 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y la Fuerzas Armadas administrarán los bancos y depósitos de 
sangre bajo control reglamentario y la coordinación de la Cruz Roja Ecuatoriana. El 20 de junio de 1998, cuando 
tenía 3 años de edad, Talía presentó una hemorragia nasal que no se detenía y fue llevada por su madre al 
Hospital Universitario Católico, en el Azuay, Cuenca. Talía estuvo internada durante dos días en el Hospital 
Universitario y, posteriormente, fue llevada por su madre a la Clínica Humanitaria Fundación Pablo Jaramillo 
ubicada en Cuenca. En la Clínica Humanitaria, Talía fue diagnosticada con púrpura trombocitopénica por el 
doctor PMT, médico de la Cruz Roja, quien le confirmó a Teresa Lluy que Talía necesitaba urgentemente una 
transfusión de sangre y de plaquetas. Con el fin de conseguir la sangre necesaria para efectuar la transfusión a 
Talía, Teresa Lluy acudió al Banco de Sangre de la Cruz Roja del Azuay donde le indicaron que debía llevar 
donantes. Teresa Lluy solicitó entonces a algunos conocidos, entre ellos al señor HSA, que donaran. El 22 de 
junio de 1998, el señor HSA acudió al Banco de Sangre de la Cruz Roja para donar su sangre. La señora MRR, 
auxiliar de enfermería del Banco de Sangre de la Cruz Roja, tomó las muestras de sangre al señor HSA y entregó 
las “pintas de sangre” a los familiares y conocidos de Talía. Las transfusiones de sangre a Talía fueron realizadas 
el 22 de junio de 1998 y continuaron durante la madrugada del día siguiente por el personal de la Clínica 
Humanitaria. El 23 de junio de 1998 la señora EOQ, bioquímica del Banco de Sangre de la Cruz Roja, efectuó por 
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307. Al respecto, la Corte recuerda que ha analizado, en casos anteriores, la falta de diligencia 
para la localización de personas contra quienes se sigue un proceso penal, así como la falta de impulso 
por parte de las autoridades a los procesos penales en el Ecuador. Por ejemplo, en el Caso Albán 
Cornejo y otros Vs. Ecuador operó la prescripción de la acción penal incoada en contra del médico 
que trató a la víctima debido a que no pudo ser localizado, y transcurridos los diez años establecidos 
para la prescripción, la acción penal fue declarada prescrita. De igual manera, en el Caso Suárez 
Peralta Vs. Ecuador se declaró la prescripción de la acción penal, en consideración del transcurso de 
cinco años desde el dictado del auto cabeza del proceso, debido a la falta de diligencia y efectividad 
de los operadores de justicia en impulsar el proceso de investigación del caso.  

308. La Corte nota que la reiterada falta de debida diligencia en casos relativos al Estado 

ecuatoriano ha producido que opere la prescripción de la acción penal en múltiples ocasiones. La 
Corte considera que estas negligencias en los procesos penales generan una denegación de la justicia 
en el marco de los mismos, impidiendo que se realice una efectiva investigación de los responsables.  

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341. 

202. De lo anterior se puede concluir que, específicamente con respecto al proceso de Justicia y 
Paz, las autoridades colombianas encargadas del mismo le han dado trámite de una manera continua. 
Este Tribunal encuentra que la Comisión o los representantes no presentaron elementos de prueba 
que permitan concluir que la conducta de las autoridades pueda haber causado una indebida dilación 
del proceso o que podrían haber tenido una actuación diferente que redundara en el desarrollo más 
expedito del proceso. 

Corte IDH. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional 

de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394. 

147. En consecuencia, el Tribunal estima que, pese a haberse dictado tres sentencias judiciales 
firmes a favor de las presuntas víctimas, las autoridades judiciales no garantizaron los medios ni 
tomaron las medidas conducentes a lograr el cumplimento de las indicadas decisiones en un plazo 
razonable, evidenciándose su ineficacia para resolver las vicisitudes planteadas en el proceso de 
ejecución. De este modo, la Corte advierte que el hecho de que todavía no haya culminado el proceso 
de ejecución de la sentencia, quedando obligaciones pendientes de saldo, puede atribuirse a las 
dilaciones ocasionadas por el Estado, entre las cuales se destacan: a) la incertidumbre creada por las 
resoluciones internas en cuanto a la autoridad encargada de cumplir la sentencia de 25 de octubre 
de 1993; b) la perentoriedad de interponer trámites adicionales en la vía administrativa para 
procurar la ejecución de la indicada sentencia; c) la demora injustificada en cuanto a la elaboración 
del peritaje de 18 de octubre de 2011, y d) la inercia de los juzgados de ejecución que mantuvo 

inactivo el expediente en determinados periodos de más de un año. Por consiguiente, en el proceso 
de ejecución existieron demoras y periodos de inactividad atribuibles en su totalidad al Estado. 

Corte IDH. Caso Jenkins Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2019. Serie C No. 397. 

119. En relación al tercer elemento, esto es, la conducta de las autoridades judiciales, la Corte ha 
entendido que, para lograr plenamente la efectividad de la sentencia, las autoridades judiciales deben 
actuar con celeridad y sin demora, debido a que el principio de tutela judicial efectiva requiere que 
los procedimientos de ejecución sean llevados a cabo sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de 
que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. En el presente caso, la Corte observa 
que, tal y como así también lo indica la Comisión, no cuenta con información ni con la prueba 
necesaria respecto de diligencias realizadas por el Estado entre el 8 de junio de 2000 -fecha en la que 
se rechazó parcialmente y se acordó continuar el proceso únicamente en contra del Estado- hasta el 

 

primera vez exámenes a la muestra de sangre de HSA, incluyendo el examen de VIH. Talía estuvo hospitalizada 
en la Clínica Humanitaria hasta el día 29 de junio de 1998, cuando fue dada de alta. 
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30 de abril de 2007, fecha en la que el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal No. 9 
desestimó la pretensión del demandante. 

2.3.4 SITUACIÓN JURÍDICA DE LA PERSONA INVOLUCRADA EN EL PROCESO 

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149.  

203.  El plazo en que se ha desarrollado el procedimiento penal en el caso sub judice no es 
razonable, ya que a más de seis años, o 75 meses de iniciado, todavía no se ha dictado sentencia de 
primera instancia y no se han dado razones que puedan justificar esta demora. Este Tribunal 
considera que este período excede en mucho el principio de plazo razonable consagrado en la 
Convención Americana, y constituye una violación del debido proceso.  

204.  Por otra parte, la falta de conclusión del proceso penal ha tenido repercusiones particulares 
para las familiares del señor Damião Ximenes Lopes, ya que, en la legislación del Estado, la reparación 
civil por los daños ocasionados como consecuencia de un hecho ilícito tipificado penalmente puede 
estar sujeta al establecimiento del delito en un proceso de naturaleza criminal, por lo que en la acción 
civil de resarcimiento tampoco se ha dictado sentencia de primera instancia. Es decir, la falta de 
justicia en el orden penal ha impedido que las familiares del señor Ximenes Lopes, en particular su 
madre, obtengan una compensación civil por los hechos del presente caso.  

Corte IDH. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo 
de 2008. Serie C No. 180. 

86.  En conclusión, ha sido establecido que el señor Neptune se encuentra actualmente en una 

situación de inseguridad jurídica, al haber sido penalmente perseguido y mantenido en prisión 
durante más de dos años por orden de un tribunal que no era legalmente competente. Esto se ve 
agravado por el hecho de que la referida decisión de la Corte de Apelaciones de Gonaïves aún no le 
ha sido debidamente notificada. Esta situación le ha ocasionado un injustificable retardo en el acceso 
a la justicia, ha prolongado su estado de incertidumbre y no le ha permitido obtener un 
pronunciamiento definitivo de un juez competente acerca de los cargos que le fueron imputados. En 
un contexto de impedimentos normativos y prácticos para asegurar un acceso real a la justicia, así 
como en una situación generalizada de ausencia de garantías, inseguridad jurídica e ineficacia de las 
instituciones judiciales para afrontar hechos como los del presente caso, se ha configurado la 
responsabilidad internacional del Estado por haber faltado a su obligación de respetar y garantizar 
al señor Neptune su derecho a acceder y ser oído sin demora por un tribunal competente en la 
sustanciación de los cargos formulados en su contra, en los términos de los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma.  

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. 

155.  La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para determinar la 
razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, y c) la 
conducta de las autoridades judiciales. El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en 
dicho análisis de razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 
procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre 
otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del tiempo incide de manera relevante 
en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más 
diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el mismo sentido: Caso Kawas 
Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009 Serie C No. 196, 
párr. 112; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de Septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156; Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, 
párr. 133; Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 244; Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha 
do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
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noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 219; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 162; Caso Familia Barrios Vs. 
Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 
273; Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240, párr. 255; Caso Furlan y 
Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 152; Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250, párr. 
230; Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 noviembre de 2012 Serie C No. 253, párr. 262; Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 153; Caso Masacre de 
Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de 
noviembre de 2012. Serie C No. 259, párr. 164; Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265, párr. 172; Caso Osorio 
Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 
de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 201. 

156.  Si bien en el presente caso el proceso de naturaleza penal a nivel interno comprende a tres 
presuntas víctimas, una de homicidio agravado y dos de secuestro simple, la Corte observa que la 
investigación ha resultado compleja en lo que concierne a la detención de los inculpados, quienes 
incluso fueron juzgados en ausencia en razón de la clandestinidad en la que se mantienen los grupos 
paramilitares, así como en razón de la identificación de todos los autores. En jurisprudencia previa, 
este Tribunal se ha referido a las dificultades para dar respuesta adecuada y fiel a los compromisos 
internacionales del Estado cuando éste se encuentra frente al juzgamiento de actuaciones ilegales de 
miembros de grupos alzados en armas. Sin embargo, la Corte reitera que las condiciones del país no 
liberan a un Estado Parte en la Convención Americana de sus obligaciones establecidas en ese 
tratado. En esa medida, y pese a que se ha sancionado a dos responsables en el caso pertenecientes 
a grupos paramilitares, la Corte considera que la dificultad del asunto que se investiga en la 
jurisdicción interna no justifica, por sí misma, que el proceso penal continúe abierto luego de 10 años 
de los hechos.  

Corte IDH. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196. 

115.  En cuanto al cuarto elemento, la Corte ha dicho que para determinar la razonabilidad del 
plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la 
materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de 
manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento 
corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la 
Corte considera que no es necesario realizar el análisis de este elemento para determinar la 
razonabilidad del plazo de la investigación y procedimientos iniciados a raíz de la muerte de la 
víctima.  

116.  Teniendo en cuenta lo anterior, así como el allanamiento del Estado, la Corte concluye que 
el lapso de 14 años que ha demorado la justicia interna sólo en la fase de investigación de los hechos 
sobrepasa excesivamente un plazo que pueda considerarse razonable para que el Estado realizara 
las correspondientes diligencias investigativas, y constituye una flagrante denegación de justicia en 
perjuicio de los familiares de Blanca Jeannette Kawas Fernández. 

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214202. 

 

202 Los hechos del presente caso se relacionan con la comunidad indígena Xákmok Kásek, de la región del Chaco 
paraguayo, conformada por 66 familias. A finales del siglo XIX, el Estado vendió dos tercios del Chaco, con 
desconocimiento de la población indígena que allí habitaba. Desde entonces las tierras del Chaco paraguayo han 
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136.  En cuanto al cuarto elemento, para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en 
cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. El 
Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica 
del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el 
caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la demora en la obtención de una solución 
definitiva al problema de la tierra de los miembros de la Comunidad ha incidido directamente en su 
estado de vida. Esta situación es analizada en profundidad en el Capítulo VII infra.  

137.  Adicionalmente, la Corte recuerda que en los casos de las comunidades indígenas de Yakye 
Axa y Sawhoyamaxa, ambos contra el Paraguay, este Tribunal consideró que los plazos de más de 11 

años y 13 años que, respectivamente, duraron los procedimientos de reivindicación de tierras, no 
eran compatibles con el principio del plazo razonable. Por lo tanto, el plazo de más de 17 años que 
ha operado en el presente caso […] no puede sino llevar a semejante conclusión.  

Corte IDH. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de abril de 2012. Serie C No. 242203. 

75.  Finalmente, esta Corte ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo también se 
debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia 

 

sido transferidas a propietarios privados y fraccionadas progresivamente en estancias, obligando a muchas de 
las aldeas indígenas de los alrededores a concentrarse en las mismas. Tal fue el caso de los miembros de la 
comunidad Xákmok Kásek, que tradicionalmente se encontraban en la zona donde posteriormente se fundó; en 
cuyo casco se fueron juntando los miembros de la Comunidad. La vida de los miembros de la Comunidad se vio 
condicionada por restricciones al uso del territorio, derivadas de la propiedad privada sobre las tierras que 
ocupaban. En los últimos años los miembros de la Comunidad se vieron cada vez más restringidos para el 
desarrollo de su modo de vida, de sus actividades tradicionales de subsistencia y en su movilidad dentro sus 
tierras tradicionales. Ante tal situación, el 25 de febrero de 2008 los miembros de la Comunidad se trasladaron 
y se asentaron en 1.500 hectáreas cedidas por un grupo de comunidades Angaité, tierras que aún no han sido 
tituladas a favor de la Comunidad Xákmok Kásek. En 1990 los líderes de la Comunidad iniciaron un 
procedimiento administrativo con el fin de recuperar parte de sus tierras tradicionales. En 1999, ante el fracaso 
de la vía administrativa luego de distintos intentos de negociación, los líderes de la Comunidad acudieron, sin 
éxito, al Congreso de la República para solicitar la expropiación de las tierras en reivindicación. Posteriormente, 
a finales del 2002, parte del territorio en reivindicación fue adquirido por una Cooperativa Menonita. En 2008 
la Presidencia de la República declaró, 12.450 hectáreas de la Estancia Salazar como un Área Silvestre Protegida 
bajo dominio privado, sin consultar a los miembros de la Comunidad ni tener en cuenta su reclamo territorial. 
Ese mismo año la Comunidad promovió una acción de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia, 
en contra del decreto mencionado, pero hasta la fecha de emisión de la sentencia el procedimiento se mantenía 
suspendido. 
203 Los hechos del presente caso se inician el 16 de junio de 2000, cuando nace M, hija de Diana Elizabeth 
Enríquez y de Leonardo Aníbal Javier Fornerón. Al día siguiente la señora Enríquez entregó su hija en guarda 
provisoria con fines de adopción al matrimonio B-Z, en presencia del Defensor de Pobres y Menores Suplente 
de la ciudad de Victoria, quien dejó constancia de ello en un acta formal. Leonardo Aníbal Javier Fornerón no 
tuvo conocimiento del embarazo sino hasta avanzado el mismo y, una vez enterado de ello, preguntó varias 
veces a la señora Enríquez si él era el padre, lo cual fue negado por la madre en toda ocasión. Tras el nacimiento 
de M, y ante las dudas sobre el paradero de la niña y sobre su paternidad, Leonardo Aníbal Javier Fornerón 
acudió ante la Defensoría de Pobres y Menores, manifestando que deseaba, si correspondía, hacerse cargo de la 
niña. Un mes después del nacimiento de M. el señor Fornerón reconoció legalmente a su hija. El 1 de agosto de 
2000 el matrimonio B-Z solicitó la guarda judicial de M. En el procedimiento judicial sobre la guarda, Leonardo 
Aníbal Javier Fornerón fue llamado a comparecer ante el juez, y manifestó en todo momento su oposición a la 
guarda y requirió que la niña le fuera entregada. Asimismo, se practicó una prueba de ADN que confirmó su 
paternidad. El 17 de mayo de 2001 el Juez de Primera Instancia otorgó la guarda judicial de la niña al matrimonio 
B-Z e indicó que se podría instrumentar en un futuro un régimen de visitas para que el padre pudiera mantener 
contacto con la niña. El señor Fornerón recurrió la sentencia, y ésta fue revocada en apelación dos años después 
de la interposición del recurso. El matrimonio B-Z interpuso un recurso de inaplicabilidad de ley contra esta 
decisión. El 20 de noviembre de 2003 el Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos, declaró procedente el 
recurso, revocó la decisión de la Cámara y, en consecuencia, confirmó la sentencia de primera instancia. 
Finalmente, el 23 de diciembre de 2005 se otorgó la adopción simple de M. al matrimonio B-Z.  
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objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera 
relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con 
mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el mismo sentido: Caso 
Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 194. 

76.  Tanto el Juez de Primera Instancia como el Superior Tribunal de Entre Ríos otorgaron la 
guarda judicial de la niña al matrimonio B-Z con base, principalmente, en los vínculos que había 
desarrollado M con el matrimonio de guarda con el transcurrir del tiempo. Esto implicó que, pese a 
que el señor Fornerón es el padre biológico de la niña, -y así lo reconoció ante las autoridades desde 
poco después de su nacimiento-, no ha podido ejercer sus derechos ni cumplir con sus deberes de 

padre, ni M ha podido disfrutar de los derechos que le corresponden como niña respecto de su familia 
biológica. Adicionalmente, la ausencia de una decisión y establecimiento de un régimen de visitas ha 
impedido que padre e hija se conozcan y que se establezca un vínculo entre ambos, ello en los 
primeros 12 años de vida de la niña, etapa fundamental en su desarrollo. Consecuentemente, 
teniendo en cuenta los derechos e intereses en juego, el retraso en las decisiones judiciales generó 
afectaciones significativas, irreversibles e irremediables a los derechos del señor Fornerón y de su 
hija.  

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.  

195.  Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en reiteradas oportunidades ha 
utilizado este criterio en el análisis de plazo razonable. En efecto, en el caso H. Vs. Reino Unido, dicho 
Tribunal hizo especial énfasis en la importancia de “lo que estaba en juego” para el accionante, y 
determinó que el resultado del procedimiento en cuestión tenía un carácter particular de 
irreversibilidad, por lo que en este tipo de casos las autoridades deben actuar con una diligencia 
excepcional. Asimismo, en el caso X. Vs. Francia, el Tribunal manifestó que las autoridades judiciales 
debían actuar de manera excepcionalmente diligente en un procedimiento en el que estaba 
involucrado una persona con SIDA, ya que lo que estaba en juego para el accionante era de crucial 
importancia, tomando en cuenta que sufría de una enfermedad incurable que reducía sus 
expectativas de vida. De igual forma, en los casos Codarcea Vs. Rumanía y Jablonska Vs. Polonia, el 
Tribunal Europeo consideró que la avanzada edad de los accionantes requería de una especial 
diligencia de las autoridades en la resolución del proceso. 

202.  Por tanto, si las autoridades judiciales hubieran tenido en cuenta el estado de vulnerabilidad 
en que se encontraba Sebastián Furlan por las particularidades anteriormente descritas, hubiera sido 
evidente que el presente caso exigía por parte de las autoridades judiciales una mayor diligencia, 
pues de la brevedad del proceso dependía el objetivo primordial del proceso judicial, el cual era 
obtener una indemnización que podía estar destinada a cubrir las deudas que durante años la familia 
de Sebastián Furlan acumuló para efectos de su rehabilitación y para llevar a cabo terapias necesarias 
tendientes a atenuar los efectos negativos del paso del tiempo. Asimismo, la Corte observa que a 
pesar de la concordancia entre los dos peritajes médicos respecto a la necesidad de tratamiento 
urgente de Sebastián Furlan, el juez de la causa omitió adoptar medidas oportunas para garantizar 
un debido acceso a la rehabilitación.  

203.  Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que se encuentra suficientemente 
probado que la prolongación del proceso en este caso incidió de manera relevante y cierta en la 
situación jurídica de la presunta víctima y su efecto tiene, hasta el día de hoy, un carácter irreversible, 
por cuanto al retrasarse la indemnización que necesitaba, tampoco pudo recibir los tratamientos que 
hubieran podido brindarle una mejor calidad de vida.  

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297. 

222. La Corte observa que el proceso de extradición ha durado más de 6 años y medio y que 
durante este lapso, el señor Wong Ho Wing ha estado privado de su libertad (5 años y medio en un 
centro de detención y 1 año bajo arresto domiciliario). Asimismo, debe mencionarse la situación de 
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incertidumbre en que se ha mantenido a la presunta víctima en cuanto a su posible extradición a 
China. Aun así, a lo largo del procedimiento de extradición, el Estado ha otorgado poca o nula atención 
a la afectación que la demora en la decisión definitiva ocasionaba al señor Wong Ho Wing y no previó 
la posibilidad de moderar el impacto de la duración del proceso en sus derechos individuales sino 
hasta el 10 de marzo de 2014, cuando se le otorgó el arresto domiciliario. Al respecto, es necesario 
destacar que los procesos en los cuales una persona se encuentra detenida de manera cautelar se 
deben llevar a cabo con la mayor celeridad posible […]. No obstante, la Corte no encuentra que se 
haya dado esta consideración en la tramitación del presente proceso de extradición. 

Corte IDH. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298. 

310. En el presente caso, respecto al proceso penal, la Corte considera que si bien no existía una 
afectación en la situación jurídica de Talía, sí existía una afectación en su situación personal relativa 
a su salud, a su condición de niña y a la atención médica que requería, tomando en consideración las 
condiciones económicas en que vivía su familia y las dificultades derivadas de esto. Sin la sentencia 
penal que determinara responsabilidades por el contagio de Talía, no era posible establecer 
responsables para el pago de daños y perjuicios, situación que impactaba en la vida de Talía y 
mantenía la compleja situación económica de su familia […].  

311. La Corte considera que en el presente caso existía una debida diligencia excepcional que era 
necesaria debido a la particular situación de vulnerabilidad en que se encontraba Talía, por lo que 
era imperante tomar las medidas pertinentes con el fin de evitar retrasos en la tramitación de los 
procesos, de manera que se garantizara la pronta resolución y ejecución de los mismos. Además, la 
Corte destaca que era necesario contar con una condena penal para poder acudir al ámbito civil, lo 
cual implicaba una obligación reforzada de actuar con debida diligencia dentro del proceso penal. 

312. Al respecto, este Tribunal ha establecido que es necesario actuar con especial celeridad 
cuando, por el propio diseño interno normativo, la posibilidad de activar una acción civil de daños y 
perjuicios depende del proceso penal. Por otra parte, el Tribunal Europeo ha indicado que se exige 
una diligencia especial en aquellos casos en los cuales está en juego la integridad de la persona.  

313. Asimismo, el Tribunal Europeo ha conocido casos en los cuales el debate de los procesos en 
curso se encontraba relacionado con la situación de una persona con VIH. En el caso X Vs. Francia, el 
Tribunal Europeo analizó el incumplimiento de las garantías judiciales tomando en cuenta que lo que 
estaba en juego en el proceso judicial era de crucial importancia para el peticionario, debido a la 
naturaleza de su enfermedad. El Tribunal indicó que en el referido caso era requerida una “diligencia 
excepcional”, independientemente de la cantidad de casos pendientes. Asimismo, en el caso F.E. Vs. 
Francia, el Tribunal Europeo señaló que esta diligencia excepcional debía operar aun entendiendo 
cierto nivel de complejidad en este tipo de casos. 

315. Tomando en consideración i) que en el presente caso la integridad de Talía estaba en juego; 
ii) la consecuente urgencia derivada de su condición de niña con VIH, y iii) la crucial importancia en 
la resolución de los procesos para el acceso de Talía y su familia a una reparación por daños y 
perjuicios, la Corte concluye que existía una obligación especial de actuar con debida diligencia, y que 

esta obligación no fue cumplida por el Estado.  

Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288. 

196. Finalmente, con respecto al cuarto elemento, el cual se refiere a la afectación generada 
por la duración del procedimiento en la situación jurídica de las personas involucradas, la Corte 
ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación 
generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona in volucrada 
en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Así, el 
Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación 
jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin 
de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso la Corte ya determinó que la 
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prisión preventiva de los acusados excedió el plazo razonable […]. En relación a lo anterior, el 
Tribunal considera que efectivamente durante el período en que los acusados estuvieron 
detenidos preventivamente, era exigible del Estado una mayor diligencia en la investigación y 
tramitación del caso, de modo a no generar un perjuicio desproporcionado a su libertad.  

Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C 
No. 318. 

381.  En el presente caso la Corte constata que la resolución del proceso penal en contra de los 
señores Raimundo Alves de Rocha, Antônio Alves Vieira y João Luiz Quagliato Neto, hubiera 
impactado en el otorgamiento de reparaciones a los trabajadores sometidos a condiciones de 
esclavitud en la Hacienda Brasil Verde. Como consecuencia de la falta de resolución de dicho proceso, 
el otorgamiento de reparaciones no ocurrió, ocasionándoles una afectación a los mencionados 
trabajadores quienes no recibieron ningún tipo de indemnización por las condiciones en las que 
habían sido mantenidos en la Hacienda Brasil Verde.  

Corte IDH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No. 316. 

204.  En este caso, tiene especial relevancia el cuarto elemento. En ese sentido, durante todo el 
tiempo que duró el proceso, el señor Revelles se encontró detenido o bajo prisión preventiva; es 

decir, privado de libertad sin condena, lo que hacía exigible a las autoridades judiciales actuar con 
especial diligencia y premura. Asimismo, la Corte nota que el señor Revelles fue condenado a una 
pena de seis años de prisión. A partir de ello, el hecho de que el proceso durara más de cuatro años y 
que durante ese tiempo él estuviera privado preventivamente de la libertad, indica en este caso una 

prolongación excesiva del proceso, teniendo en cuenta la duración irrazonable de la prisión 
preventiva […]. 

Corte IDH. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
diciembre de 2016. Serie C No. 330. 

164. Finalmente, con respecto al cuarto elemento, la Corte ha dicho que para determinar la 
razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 
procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre 
otros elementos, la materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso del 
tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento se desarrolle con mayor prontitud a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. 
En el presente caso, este Tribunal consideró que la prolongación del proceso en el caso “Gader” 
constituyó un elemento consustancial a la afectación al derecho a la propiedad, y al derecho a la 
circulación de la señora Andrade, en tanto que las medidas cautelares no fueron objeto de revisiones 

periódicas que evaluaran su necesidad a la luz de la subsistencia de un peligro procesal […]. Por tanto, 
tal y como fue concluido en capítulos anteriores, en este caso, la violación a ambos derechos se 
encuentra relacionada con la dilación desproporcionada en el tiempo de las medidas de fianza y de 
arraigo impuestas, las cuales a su vez estuvieron vinculadas a la duración misma del proceso y a la 

falta de revisión periódica de la necesidad de las medidas cautelares. 

Corte IDH. Caso Vereda La Esperanza Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 341. 

203. En relación con este elemento, la Corte ha sostenido que, para determinar la razonabilidad 
del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la 
materia objeto de controversia. En este sentido, este Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo 
incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En 
lo concerniente a la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica 
de las personas involucradas, este Tribunal considera que la Comisión y los representantes no 
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presentaron alegatos o razones que implicaran que las autoridades hubiesen tenido que darle una 
especial celeridad a este proceso, distinta a la de otros procesos por hechos similares. Por lo anterior, 
la Corte considera que no cuenta con elementos suficientes para pronunciarse respecto a este último 
criterio. 

Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C 
No. 344. 

184. Al respecto, y en consideración a los cuatro elementos que han sido definidos por este 
Tribunal para la evaluación del plazo razonable, la Corte considera lo siguiente: (i) que aun cuando 
los recursos intentados por los trabajadores del MEF se referían a una pluralidad de sujetos, no es 
posible concluir que se trataba de un asunto complejo, pues el análisis en el juicio de amparo no 
implicó un análisis de fondo acerca del proceso de evaluación de personal y el puntaje obtenido; (ii) 
que la actividad procesal de los interesados y de las autoridades fue la razonablemente esperada, 
pues no existen elementos que permitan concluir que dicha actividad estuvo dirigida a dilatar 
injustificadamente del proceso; y (iii) la Corte no advierte que la duración del proceso per se haya 
generado una afectación de los derechos de los trabajadores pues, en las circunstancias específicas 
del presente caso, la posible afectación de otros derechos alegados por la representante no se 
encuentran directamente relacionados con la duración de los procesos judiciales.  

185. En consecuencia, en atención a la duración y las características del proceso, así como de la 
actuación de las presuntas víctimas y de las autoridades, la Corte concluye que el trascurso de 
aproximadamente dos años y 10 meses en la sustanciación de los procesos de amparo intentados por 
las 15 presuntas víctimas del MEF, listadas en la tabla de víctimas adjuntada a la presente sentencia, 

no constituye una violación al plazo razonable que plantea el artículo 8.1 de la Convención 
Americana. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350. 

283. En lo relativo a la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en 
el proceso, este Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera relevante en la 
situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor 
diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. Tratándose de una niña víctima de 
violencia sexual, la Corte estima que era exigible un criterio reforzado de celeridad. 

284. En el presente caso, la Corte considera que la prueba que consta en el expediente confirma 
la grave afectación a la salud física y psíquica de V.R.P. ocasionada a raíz de la violencia sexual y sus 
posteriores necesidades de atención médica y psicológica. Por tanto, si las autoridades judiciales 
hubieran tenido en cuenta el estado de vulnerabilidad en que se encontraba V.R.P., hubiera sido 
evidente que el presente caso exigía por parte de las autoridades judiciales una mayor diligencia, 
pues de la brevedad del proceso dependía el objetivo primordial del proceso judicial, el cual era 
investigar y sancionar al responsable de la violencia sexual sufrida por V.R.P., como así también 
obtener las terapias necesarias para tramitar los hechos traumáticos vividos por la niña. Teniendo 

en cuenta lo anterior, la Corte considera que se encuentra suficientemente probado que la 
prolongación del proceso en este caso incidió de manera relevante y cierta en la situación jurídica de 
la presunta víctima, por cuanto al retrasarse la resolución judicial del caso, se afectó el desarrollo 
diario de su vida. 

285. Una vez analizados los cuatro elementos para determinar la razonabilidad del plazo, la Corte 
concluye que las autoridades judiciales no actuaron con la debida diligencia y el deber de celeridad 
que exigía la situación de vulnerabilidad en la que se encontraba V.R.P., tratándose de una niña 
víctima de violencia sexual, razón por la cual excedieron el plazo razonable del proceso, lo cual 

vulnera el derecho a las garantías judiciales establecido en el artículo 8.1 de la Convención 
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Americana, en relación con los artículos 1.1 y 19 de la misma y el artículo 7.b) de la Convención de 
Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y V.P.C. 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 
371. 

308. Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad de un 
proceso. En el presente caso, la Corte observa que las características del proceso no configuraban 
una complejidad particularmente alta, considerando que: a) las dificultades probatorias se 
originaron, en gran medida, a raíz de la falta de diligencia inicial en la recolección de pruebas […]), y 
b) tanto las víctimas como los elementos policiales que participaron en los operativos eran 
fácilmente identificables. En lo referente a la actividad procesal del interesado, la Corte nota que no 
hay evidencia de que las once mujeres víctimas del presente caso hubieran realizado acciones que 
dificultaran el avance de las investigaciones; por el contrario, tal como surge de los hechos probados, 
las víctimas participaron activamente impulsando los procesos, ofreciendo diversos elementos de 
prueba. En lo que respecta a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte considera que 
existieron retrasos en las investigaciones que obedecieron a la inactividad de las autoridades y a la 
falta de actuación diligente de las autoridades encargadas de la investigación. En efecto, la Corte nota 
que: (i) se dictó la reserva de la averiguación previa, la cual permaneció vigente por más de tres años; 
(ii) la interpretación restrictiva del delito de tortura realizada por las autoridades judiciales, así como 
el tiempo transcurrido desde la negativa de las órdenes de aprehensión solicitadas por el Ministerio 
Público hasta el momento en que se perfeccionó la acción, generó una demora adicional de 3 años el 
ejercicio de la acción penal en contra de 26 de los 29 imputados en el marco de la causa penal 418/11; 
(iii) a la fecha no se han investigado a todos los responsables. Por último, en lo relativo a la afectación 
generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso, este Tribunal ha 
establecido que, si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del 
individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso 
se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso, la afectación a la situación jurídica de las once 
mujeres resulta evidente, en tanto, en virtud del tipo de violación bajo análisis, la demora redundó 
en una mayor dificultad para obtener evidencia, favoreciendo así la impunidad.  

Corte IDH. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375204. 

163. En el presente caso, la Corte considera relevante recordar que los amparos interpuestos por 
la presunta víctima involucraban aspectos relacionados con el derecho a la seguridad social, y su 

 

204 El 06 de marzo de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dicto Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Perú por la violación a diversos derechos cometidas en 
perjuicio del señor Oscar Muelle Flores. En particular, encontró que distintas omisiones del Estado 
constituyeron un incumplimiento en el deber de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva y protección 
judicial, así como que, las autoridades judiciales no actuaron con el deber de celeridad que exigía la situación de 
vulnerabilidad en la que se encontraba la víctima, razón por la cual excedieron el plazo razonable. 
Adicionalmente la Corte determinó que la falta de materialización del derecho a la seguridad social por más de 
27 años generó un grave perjuicio en la calidad de vida y la cobertura de salud del señor Muelle, una persona en 
situación de especial protección por ser persona mayor y en condición de discapacidad. Así mismo, el Tribunal 
advirtió que la falta de protección judicial afectó el derecho a la pensión que había ingresado al patrimonio de 
la víctima y por ende se declaró al Estado responsable de la violación del derecho a la propiedad privada. En 
particular, la Corte encontró que el Estado es responsable por el incumplimiento de las sentencias dictadas a 
favor del señor Muelle Flores, por la creación de obstáculos derivados de la privatización de la empresa de la 
cual se jubiló, por no revertir los efectos negativos de dicha privatización y por la ausencia de medidas para 
remediar dicha situación por un periodo prolongado de tiempo.  En consecuencia, la Corte concluyó que el 
Estado del Perú es responsable por la violación de los derechos reconocidos en los artículos 8.1, 25.1, 25.2.c), 
26, 5, 11.1, 21.1, y 21.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1, en perjuicio de Oscar Muelle 
Flores. Asimismo, el Estado es responsable por la violación de su deber de adoptar disposiciones de derecho 
interno, recogido en el artículo 2 de la Convención Americana, en perjuicio de Oscar Muelle Flores.  
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correlativo acceso al sistema de salud, esto último debido a que a través de retenciones mensuales 
sobre el pago de la pensión, el señor Muelle Flores tenía derecho a un seguro social con EsSalud. Este 
extremo resulta de suma importancia teniendo en cuenta que la víctima cuenta con 82 años de edad, 
circunstancia que lo posiciona además en una situación de mayor vulnerabilidad, implicando una 
obligación reforzada de respeto y garantía de sus derechos. En efecto, el señor Muelle Flores dejó de 
recibir una pensión (si bien recibió algunos pagos parciales) de conformidad con la normativa 
vigente en la época, desde 1991. Es decir que, a pesar de haber adquirido un derecho a la pensión en 
septiembre de 1990, el cual le habría brindado los medios suficientes para subsistir con dignidad y 
cubrir sus gastos de salud, el señor Muelle Flores no pudo ver su derecho materializado, sino que por 
el contrario tuvo que recurrir a la ayuda económica de sus familiares y de ciertos trabajos 

esporádicos hasta que su salud se lo permitió, para poder sobrevivir. 

164. Asimismo, la víctima ha tenido que atravesar diversas dolencias relacionadas con su estado 
de salud, que se han visto agravadas con el transcurso del tiempo, tales como el desarrollo de una 
hipoacusia severa con pérdida total de un oído e importante reducción en la audición en el otro, 
Alzheimer y fractura de fémur […], encontrándose imposibilitado de acceder al sistema público de 
salud, como consecuencia directa de la falta de ejecución de las decisiones judiciales a su favor. 

Corte IDH. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394. 

148. En referencia al cuarto elemento, la Corte ha afirmado que para determinar la razonabilidad 
del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada, considerando, entre otros elementos, la materia de la 

controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en 
la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento se desarrolle con mayor 
prontitud a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En este caso, la Corte reitera que versa 
sobre el incumplimiento de una sentencia que involucra derechos pensionarios, por lo que la 
excesiva prolongación de su ejecución necesariamente incidió en el derecho a la seguridad social de 
las presuntas víctimas, las cuales se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad al ser 
personas mayores. Tratándose del derecho a la seguridad social, es decir una prestación de carácter 
alimentario y sustitutivo del salario, la Corte estima que era exigible un criterio reforzado de 
celeridad, el cual no fue adoptado por el Estado en este caso. En el mismo sentido: Caso Muelle Flores 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. 
Serie C No. 375, párr. 162. 

Corte IDH. Caso Jenkins Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2019. Serie C No. 397. 

120. Por último, en relación a la afectación generada en la situación jurídica del señor Jenkins, el 
Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica 
del individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso 
se resuelva en un tiempo breve. En el caso que nos ocupa la Corte considera que no cuenta con 
elementos suficientes para pronunciarse respecto a este último criterio. 

 

2.3.5 ANÁLISIS GLOBAL DEL PROCEDIMIENTO 

Corte IDH. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
enero de 1997. Serie C No. 30. 

81. Adicionalmente al estudio de las eventuales demoras en las diversas etapas del proceso, la 
Corte Europea ha empleado para determinar la razonabilidad del plazo en el conjunto de su trámite 
lo que llama “análisis global del procedimiento” (Motta, supra 77, párr. 24; Eur. Court H.R., Vernillo 
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judgment of 20 February 1991, Series A no. 198 y Eur. Court H.R., Unión Alimentaria Sanders S.A. 
judgment of 7 July 1989, Series A, no. 157). Aun cuando se excluyan la investigación policial y el plazo 
que empleó la Procuraduría General de la República de Nicaragua para formular acusación ante el 
juez de primera instancia, es decir, realizando el cómputo a partir del 23 de julio de 1991, fecha en 
que ese juez dictó el auto de apertura del proceso, hasta la actualidad en que todavía no se ha 
pronunciado sentencia firme, han transcurrido más de cinco años en este proceso, lapso que esta 
Corte considera que rebasa los límites de la razonabilidad prevista por el artículo 8.1 de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. 
Serie C No. 35. 

70. El principio de “plazo razonable” al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la 
Convención Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo 
bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente. En el presente caso, el primer acto del 
procedimiento lo constituye la aprehensión del señor Suárez Rosero el 23 de junio de 1992 y, por lo 
tanto, a partir de ese momento debe comenzar a apreciarse el plazo. 

71. Considera la Corte que el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el 
asunto, con lo cual se agota la jurisdicción (cf. Cour eur. D.H., arrêt Guincho du 10 juillet 1984, série A 
nº 81, párr. 29) y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el 
procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse. Con 
base en la prueba que consta en el expediente ante la Corte, ésta estima que la fecha de conclusión 
del proceso contra el señor Suárez Rosero en la jurisdicción ecuatoriana fue el 9 de septiembre de 
1996, cuando el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Quito dictó sentencia condenatoria. Si 
bien en la audiencia pública el señor Suárez Rosero mencionó la interposición de un recurso contra 
dicha sentencia, no fue demostrada esa afirmación. En el mismo sentido: Caso Hilaire, Constantine 
y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 
2002. Serie C No. 94, párr. 142; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 189; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 
169; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 
2005. Serie C No. 129205, párr. 104; Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 130; Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 150; Caso Ximenes Lopes 
Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 195; Caso Salvador Chiriboga Vs. 
Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179, párr. 56; Caso 
Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 148; Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 105; Caso Valle 
Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2008. Serie C No. 192, párr. 154; Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 
132; Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250, párr. 229; Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario 

 

205 Los hechos del presente caso se refieren al arresto del señor Acosta Calderón, de nacionalidad colombiana, 
el 15 de noviembre de 1989 en el Ecuador por la policía militar de aduana. El arresto se realizó bajo la sospecha 
de tráfico de drogas. Luego de su detención, el señor Acosta Calderón no fue notificado de su derecho a asistencia 
consular. El día siguiente la Fiscalía se abstuvo de acusar al señor Acosta Calderón. No obstante, en julio de 1994 
se revocó el auto de sobreseimiento provisional de la causa y se dictó un auto de apertura del plenario en contra 
del señor Acosta Calderón, ordenándose que éste continuara detenido, por considerarlo autor del delito que se 
le imputaba. En diciembre de 1994 se condenó al señor Acosta Calderón bajo la Ley de Control y Fiscalización 
del Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y se le impuso una pena de nueve años de reclusión en 
el Centro de Rehabilitación Social de Quito. Asimismo, se le impuso una multa de 50.000 sucres. El señor Acosta 
Calderón permaneció bajo custodia del Estado por seis años y ocho meses, incluyendo los cinco años y un mes 
que permaneció bajo prisión preventiva. 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_149_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_179_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_186_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_187_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_192_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_211_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_250_esp.pdf
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Militar) Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 
253, párr. 261; Caso García y Familiares Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
noviembre de 2012. Serie C No. 258, párr. 152; Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265, párr. 171; Caso 
Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr.188. 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparacio nes y 
Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114. 

168. La razonabilidad del plazo al que se refiere ese precepto se debe apreciar en relación con la 
duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte sentencia definitiva. La 
Corte se pronunció en el sentido de que, en materia penal, el plazo comienza en la fecha de la 
aprehensión del individuo. Cuando no es aplicable esta medida, pero se halla en marcha un proceso 
penal, dicho plazo debiera contarse a partir del momento en que la autoridad judicial toma 
conocimiento del caso.  

169. La aprehensión del señor Daniel Tibi ocurrió el 27 de septiembre de 1995. Por lo tanto, se 
debe apreciar el plazo a partir de ese momento. Asimismo, este Tribunal ha establecido que para 
determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta que el proceso concluye cuando se 
dicta sentencia definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción, y que, 
particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo 
los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse.  

Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124 . 

160. Desde que Suriname reconoció la competencia de la Corte el 12 de noviembre de 1987, han 
pasado casi 18 años y el Estado no ha realizado una investigación seria y efectiva de estos hechos que 
pueda haber conducido a un enjuiciamiento de los responsables del ataque a la aldea de Moiwana 
[…]. El Tribunal considera que una demora tan prolongada constituye per se una violación de las 
garantías judiciales, que difícilmente podría ser justificada por el Estado, sin perjuicio de lo cual el 
Tribunal considerará si la demora se debió a la complejidad del caso o a la conducta de las partes. 

Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 
2005. Serie C No. 137. 

162.  En cuanto al análisis del plazo razonable en el primer proceso seguido en contra del señor 

Urcesino Ramírez Rojas, este Tribunal observa que transcurrieron más de 38 meses desde que la 
presunta víctima fuera detenida […] hasta que fuera condenada en primera instancia […], más de 48 
meses desde la detención hasta la confirmación de la sentencia en segunda instancia […] y más de 8 
años en total desde la detención hasta la desestimación del recurso de revisión interpuesto ante la 
Corte Suprema de Justicia […]. A raíz del reconocimiento de estos hechos realizado por el Estado, el 
Tribunal considera que dicha demora constituyó per se una violación del derecho del señor Urcesino 
Ramírez Rojas a ser oída dentro un plazo razonable consagrado en el artículo 8.1 de la Convención.  

Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
1 de febrero de 2006. Serie C No. 141. 

129.  El plazo razonable al que se refiere el artículo 8.1 de la Convención se debe apreciar en 
relación con la duración total del procedimiento penal que se desarrolla en contra de cierto 
imputado, hasta que se dicta sentencia definitiva. En materia penal este plazo comienza cuando se 
presenta el primer acto de procedimiento dirigido en contra de determinada persona como probable 
responsable de cierto delito. En el mismo sentido: Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 150. 

130.  En el presente caso el primer acto de procedimiento se dio con la aprehensión del señor 

Alfredo López Álvarez ocurrida el 27 de abril de 1997, fecha a partir de la cual se debe apreciar el 
plazo, aun cuando en este punto se trate del plazo para la realización del proceso, no para la duración 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_265_esp.pdf
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de la detención, en virtud de que aquella fue la primera diligencia de que se tiene noticia en el 
conjunto de los actos del procedimiento penal correspondiente al señor López Álvarez. Para 
determinar si el plazo fue razonable es preciso tomar en cuenta que el proceso concluye cuando se 
dicta sentencia firme; en este momento concluye el ejercicio de la jurisdicción de conocimiento. En 
materia penal el plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia 
que pudieran presentarse.  

Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149 . 

195.  El artículo 8.1 de la Convención establece como uno de los elementos del debido proceso que 
los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. La razonabilidad 
del plazo se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento penal. En materia penal 
este plazo comienza cuando se presenta el primer acto de procedimiento dirigido en contra de 
determinada persona como probable responsable de cierto delito y termina cuando se dicta 
sentencia definitiva y firme. 

Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246. 

149.  Respecto a la etapa de ejecución de las providencias judiciales, este Tribunal ha reconocido 
que la falta de ejecución de las sentencias tiene “vinculación directa con la tutela judicial efectiva para 
la ejecución de los fallos internos”, por lo que ha realizado su análisis a la luz del artículo 25 de la 

Convención Americana. Sin embargo, la Corte considera que el análisis de la etapa de ejecución de 
las sentencias también puede abordarse para contabilizar el término de duración de un proceso, con 
el fin de determinar su incidencia en la prolongación del plazo razonable de un proceso. 

150.  En efecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado en reiteradas 

oportunidades que “los procedimientos de ejecución deben ser considerados como una segunda 
etapa de los procedimientos”206. En ese orden de ideas, en el caso Silva e Pontes Vs. Portugal, dicho 
Tribunal estableció que las garantías establecidas en el artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos aplican tanto a la primera etapa de los procedimientos como a la segunda. Asimismo, en el 
caso Robins Vs. Reino Unido, ese Tribunal concluyó que todas las etapas de los procedimientos para 
determinar derechos y obligaciones civiles, “sin excluir etapas subsiguientes a la sentencia de fondo”, 
deben resolverse en un plazo razonable.  

151.  Tomando en cuenta las anteriores consideraciones, la Corte considera que el objetivo 
primordial para el cual la presunta víctima interpuso la demanda en el fuero civil, era obtener la 
indemnización por daños y perjuicios y, por lo tanto, para efectos de un análisis del plazo razonable, 
no puede considerarse culminado dicho proceso hasta tanto dicho fin no se materializara. En ese 
orden de ideas, esta Corte considera que el lapso correspondiente a la etapa de ejecución de la 
sentencia judicial con el fin de realizar efectivamente el cobro de la indemnización, en el presente 

caso, hace parte del proceso y debe tomarse en cuenta para analizar el plazo razonable.  

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

219. Además, hubo otros lapsos prolongados de ausencia de actividad. Así, de los hechos se 
desprende que no hubo actividad de investigación sustantiva entre el 21 de julio de 2003 y el 19 de 

 

206 Cfr. T.E.D.H., Caso Di Pede Vs. Italia, (No. 15797/89), Sentencia de 26 de septiembre de 1996, párr. 24; Caso 
Silva Pontes Vs. Portugal, (No. 14940/89), Sentencia de 23 de marzo de 1994, párr. 33; Caso Zappia Vs. Italia, 
(No. 24295/94), Sentencia de 26 de septiembre de 1996, párr. 20. El Tribunal Europeo analizó el plazo razonable 
de un proceso originado en el incumplimiento de un contrato de compraventa de un apartamento en 
construcción. Dicho proceso culminó mediante sentencia en firme y fue seguido por el procedimiento de 
ejecución dicha providencia judicial; Caso Cocchiarella Vs. Italia, (No. 64886/01), G.C., Sentencia de 29 de marzo 
de 2006, párr. 88. El Tribunal Europeo se pronunció sobre diez casos cuyos demandantes eran ciudadanos 
italianos que solicitaron la reparación en los tribunales italianos en el marco del "Pinto Act" (Ley Nº. 89 de 24 
de marzo de 2001) por las pérdidas sufridas como resultado de demoras excesivas en los procedimientos a los 
que habían sido partes en los tribunales nacionales. 
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mayo de 2004, entre septiembre de 2004 y junio de 2005, entre febrero de 2007 y julio de 2009, y 
entre ese mes y diciembre de 2010. Asimismo, no ha sido allegada al Tribunal información sobre 
actuaciones de investigación efectuadas durante el año 2013. Es claro en el caso que, siendo el de 
investigar un deber de oficio que debe ser conducido por las autoridades estatales, la inactividad 
durante los lapsos mencionados responden a la conducta de aquéllas. En consecuencia, para la Corte 
no es necesario realizar el análisis de los criterios mencionados dado que es evidente que el tiempo 
transcurrido es atribuible a la conducta estatal, y sobrepasa excesivamente el plazo que pudiera 
considerarse razonable para que el Estado investigara los hechos del presente caso. Por lo tanto, los 
más de doce años que ha tomado la investigación excede los límites de la razonabilidad, máxime 
siendo que en la actualidad el caso se encuentra aún en la etapa preparatoria o de investigación. Esta 

falta de investigación durante tan largo período configura una flagrante denegación de justicia y una 
violación al derecho de acceso a la justicia de las víctimas. 

Corte IDH. Caso Tarazona Arrieta y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2014. Serie C No. 286207. 

98. Este Tribunal ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la 
Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que se desarrolla 
hasta que se dicta la sentencia definitiva. Además, en este caso, el lapso correspondiente a la etapa 
de ejecución de la sentencia judicial con el fin de realizar efectivamente el cobro de la indemnización 
debe también tomarse en cuenta para analizar el plazo razonable puesto que la reparación civil surge 
como parte del proceso penal al cual fue sometido el autor de los hechos. 

99. En el presente caso, la Corte constata que la duración total del procedimiento penal seguido 
en contra de Evangelista Pinedo fue de aproximadamente 16 años y 2 meses, computado entre el 
primer acto de procedimiento, el 2 de noviembre de 1994, y la ejecución de la sentencia condenatoria 
en firme el 6 de enero de 2011. Este Tribunal constata que durante este período, el proceso penal 
estuvo archivado por más de 7 años y 4 meses, entre el 11 de septiembre de 1995 y 21 de enero de 
2003.  

100. Si bien es cierto que en términos generales la Corte debe considerar la duración global de un 
proceso a efectos de analizar su plazo razonable, en ciertas situaciones particulares puede ser 
pertinente una valoración específica de sus distintas etapas. En este caso, para los efectos del análisis 
del plazo razonable se pueden distinguir diferentes fases del procedimiento, los cuales corresponden 
a períodos diferenciados en el desarrollo del proceso seguido en contra de Evangelista Pinedo.  

121. En conclusión, la Corte considera que, respecto del primer período que transcurrió entre la 
instrucción penal y el archivamiento del caso, el Estado no ha violado el plazo razonable con 
referencia al análisis de los elementos anteriormente realizado. En relación con el segundo período 

 

207 Los hechos tuvieron lugar el 9 de agosto de 1994, cuando una patrulla militar se encontraba efectuando 
acciones de patrullaje por las calles de la jurisdicción de Ate Vitarte, Lima. Frente a la presunta presencia de un 
grupo de personas sospechosas a la altura del paradero “La Esperanza”, el jefe de la patrulla militar decidió 
inspeccionar la zona a pie, dividiendo los miembros de la patrulla en grupos. El Sargento 2° Antonio Mauricio 
Evangelista Pinedo, y el Cabo J.C.A.L. conformaron uno de los grupos de la patrulla. Un vehículo de transporte 
público se detuvo en el pasaje “La Esperanza”, y cuando este retomó la marcha, el soldado Evangelista Pinedo 
efectuó un disparo en dirección del mismo. Como consecuencia de ello, Zulema Tarazona Arrieta y Norma Pérez 
Chávez encontraron la muerte y Luís Alberto Bejarano Laura sufrió lesiones graves. Como consecuencia de esos 
hechos, se abrieron investigaciones en la jurisdicción penal militar y penal ordinaria, las cuales fueron 
archivadas el 20 de junio de 1995 y 11 de septiembre de 1995, respectivamente, por aplicación de la Ley de 
Amnistía N° 26.479. El 21 de enero de 2003, la causa fue “desarchivada” en la jurisdicción ordinaria y se reabrió 
el proceso penal en aplicación de la Sentencia emitida por este Tribunal en el caso Barrios Altos Vs. Perú la cual 
declaró que las Leyes de Amnistía N° 26.479 y 26.492 eran incompatibles con la Convención Americana y en 
consecuencia carecían de efectos jurídicos. En el año 2008 fue emitida una sentencia penal condenatoria por 
parte de las autoridades judiciales peruanas, la cual quedó en firme. En esa sentencia se condenó a Antonio 
Mauricio Evangelista Pinedo como autor de los delitos de homicidio simple en agravio de Zulema Tarazona 
Arrieta y Norma Pérez Chávez, y lesiones graves en agravio de Luís Alberto Bejarano Laura. Asimismo, se ordenó 
como reparación civil el pago de una indemnización pecuniaria a favor de los familiares de las personas 
fallecidas, y de Luis Bejarano Laura. 
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que transcurrió durante el archivo del caso, este Tribunal establece que el Estado ha violado el plazo 
razonable, incluyendo el período que transcurrió entre la solicitud de “desarchivamiento” y la 
reapertura del caso. Durante este período, se liberó al entonces presunto responsable de los hechos 
y no se efectuó ninguna diligencia en razón de que el caso estuvo archivado por más de siete años en 
aplicación de la Ley de Amnistía, la cual posteriormente fue dejada sin efecto por el tribunal interno. 
Finalmente, respecto del tercer período que transcurrió entre la reapertura del caso y el pago por el 
Estado de las reparaciones en ejecución de la sentencia condenatoria, la Corte establece que en este 
período de 8 años aproximadamente, en que además fueron otorgadas varias ampliaciones de plazos 
procesales, las actuaciones de las autoridades superaron los límites del plazo razonable, por lo que 
el Estado ha violado dicho principio respecto de este período. 

122. Por tanto, el Tribunal encuentra que se violó el principio del plazo razonable del proceso 
penal interno seguido en contra de Antonio Mauricio Evangelista Pinedo, contenido en el artículo 8.1 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Luis Bejarano 
Laura, Víctor Tarazona Hinostroza, Lucila Arrieta Bellena, Santiago Pérez Vera y Nieves Emigdia 
Chávez Rojas.  

Corte IDH. Caso Tenorio Roca y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314. 

240. En cuanto al alegato del Estado que procura que el análisis del plazo razonable sea realizado 
a partir del año 2006, la Corte considera que en el presente caso corresponde hacer un análisis global 
de los diversos procesos para los efectos del análisis del plazo razonable, teniendo en cuenta que la 
terminación de los procesos ordinarios de los años 80 fue irregular en cuanto a que el fuero militar 
se avocó a su conocimiento en contravención de la Convención Americana. Asimismo, se aplicó la ley 
de amnistía que también fue declarada incompatible con la Convención Americana, de modo tal que 
por 8 años no se llevó a cabo ningún tipo de investigación por los hechos relativos a la desaparición 
del señor Tenorio Roca. Ahora bien, aunque la investigación en curso que fue iniciada en el año 2003 
fue declarada compleja […], la Corte considera que ha existido una prolongación excesiva de la etapa 
de instrucción, sin que se hubieran requerido todas las diligencias conducentes para la averiguación 
de los hechos, determinación del paradero de la víctima e identificación de los responsables en los 
términos expuestos supra.  

241. En suma, la Corte advierte que, habiendo transcurrido más de 32 años de iniciada la 
ejecución de los hechos y 13 años de iniciada la última investigación en el fuero ordinario, el proceso 
penal continúa en sus primeras etapas, sin que se haya individualizado, procesado y, eventualmente, 
sancionado a todos los posibles responsables, lo cual ha sobrepasado excesivamente el plazo que 
puede considerarse razonable para estos efectos. En razón de lo anterior, la Corte considera que el 
Estado no ha llevado a cabo investigaciones serias, diligentes y exhaustivas, en un plazo razonable, 
de los hechos concernientes a la desaparición forzada de Rigoberto Tenorio Roca, en violación del 
artículo 8.1 de la Convención Americana y I.b) de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas. 

Corte IDH. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
diciembre de 2016. Serie C No. 330. 

178. Si bien el principio de igualdad requiere que el tiempo razonable del proceso y de la 
consiguiente limitación de derechos en función de medidas cautelares sean de pareja exigencia por 
parte de cualquier persona, deben cuidarse especialmente los casos que involucran a funcionarios 
públicos. La sana lucha contra la corrupción y la deseable persecución de los delitos contra la 
administración pública, no es admisible que se perviertan desviándose en un recurso lesivo a la 
democracia, mediante el sometimiento a una indefinida situación procesal incierta a personas 
políticamente activas, con el resultado de excluirlas de la lucha política democrática. El propio 
objetivo de combatir la corrupción, ante situaciones susceptibles de convertir el celo por la 
transparencia en el manejo de la cosa pública en un instrumento antidemocrático, exige que se 
extreme el cuidado e inclusive se abrevie el término que usualmente se considera tiempo razonable 
del proceso, en defensa de la salud democrática de todo Estado de Derecho. 
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Corte IDH. Caso Terrones Silva y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 360 . 

192. De lo expuesto anteriormente, en todos los casos las investigaciones han sobrepasado 
excesivamente el plazo que puede considerarse razonable [NdE: 26 años desde ocurridos los hechos].   

193. Precisamente debido al tiempo transcurrido, no resulta necesario efectuar un análisis 
exhaustivo con relación a los elementos del plazo razonable desarrollados por la Corte. En efecto, 
este Tribunal considera que una demora prolongada desde la denuncia de la desaparición de las 
referidas personas constituye en principio, por sí misma, una violación a las garantías judiciales. 

2.4. DERECHO A UNA RESOLUCIÓN MOTIVADA  

Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127. 

152. Las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos, tal 
como el derecho a la participación política, deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo 

contrario serían decisiones arbitrarias. En el mismo sentido: Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 216; Caso 
Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 151, párrs.120 y 143; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, 
párr. 107; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182; 
párr. 78; Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 118; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 Serie C No. 233, párr. 141; Caso J. Vs. Perú. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 
275, párr. 224. 

153. Las decisiones que el Consejo Supremo Electoral emitió en materia electoral y que 

implicaban una afectación de los derechos políticos de las personas propuestas por YATAMA como 
candidatos para participar en las elecciones municipales de noviembre de 2000, debían estar 
debidamente fundamentadas, lo que implicaba señalar las normas en las que se fundamentaban los 
requisitos que estaba incumpliendo YATAMA, los hechos en que consistía el incumplimiento y las 

consecuencias de ello. 

160. El cumplimiento de la garantía de la fundamentación de las decisiones adoptadas en el 
proceso electoral de noviembre de 2000 era especialmente importante, tomando en cuenta que la 
Ley Electoral No. 331 que regía dicho proceso entró en vigencia aproximadamente 9 meses antes del 
día estipulado para la celebración de las elecciones, es decir, se trataba del primer proceso electoral 
que se realizaba bajo la vigencia de esa ley, la cual consagraba importantes modificaciones respecto 
de la ley anterior, tales como la eliminación de la figura de la asociación de suscripción popular y la 
nueva exigencia de que sólo se puede participar como candidato a través de un partido político […].  

161. El Tribunal considera que al excluir a las presuntas víctimas de participar en las elecciones 
municipales de 2000, el Consejo Supremo Electoral no respetó la garantía prevista en el artículo 84 
de la Ley Electoral No. 331, que dispone: 

[c]uando el Consejo Supremo Electoral de acuerdo con lo establecido en la presente Ley, 
deniegue una solicitud o rechace a un candidato por no llenar los requisitos de Ley, lo 
notificará al partido político o alianza de partidos dentro de los tres días siguientes a la 
resolución, para proceder a subsanar los defectos o a sustituir los candidatos. 

164. A partir de las anteriores consideraciones, la Corte concluye que las decisiones adoptadas 
por el Consejo Supremo Electoral que afectaron la participación política de los candidatos propuestos 
por YATAMA para las elecciones municipales de noviembre de 2000 no se encontraban debidamente 
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fundamentadas ni se ajustaron a los parámetros consagrados en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, por lo que el Estado violó el derecho a las garantías judiciales consagrado en dicho 
artículo, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de los referidos candidatos.  

Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170 . 

107.  El Tribunal recalca que son las autoridades nacionales las encargadas de valorar la 
pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares que emiten conforme a su propio 
ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacionales deben ofrecer la fundamentación 
suficiente que permita a los interesados conocer los motivos por los cuales se mantiene la restricción 
de la libertad. Para determinar lo anterior, es necesario analizar si las actuaciones judiciales 
garantizaron no solamente la posibilidad formal de interponer alegatos sino la forma en que, 
sustantivamente, el derecho de defensa se manifestó como verdadera salvaguarda de los derechos 
del procesado, de tal suerte que implicara una respuesta motivada y oportuna por parte de las 
autoridades en relación con los descargos. Al respecto, el Tribunal ha resaltado que las decisiones 
que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente 
fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. La motivación es la 
exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una conclusión. En este entendido, 
la Corte reseña los argumentos ofrecidos por las víctimas para conseguir su libertad y la respuesta 
que obtuvieron de las autoridades competentes. 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
agosto de 2008. Serie C No. 182. 

77.  La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que 
permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con 
la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por 
las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco 
de una sociedad democrática. En el mismo sentido: Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de en ero de 2009. Serie C No. 193, 
párr.152. 

78.  El Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos que puedan 
afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían 
decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo debe mostrar que han sido 
debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido 
analizado. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, en aquellos 
casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y 

lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de 
motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho 
a un debido proceso. En el mismo sentido: Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193 , párr.153; Caso 
Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de julio 
de 2009. Serie C No. 200, párr. 208; Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 118; Caso López Mendoza 
Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 
141; Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261, párr. 109; Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 224. 

90.  En tercer lugar, teniendo en cuenta que el deber de motivar no exige una respuesta detallada 
a todo argumento de las partes, sino que puede variar según la naturaleza de la decisión, y que 
corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha sido satisfecha, la Corte estima que la CFRSJ 
debía responder autónomamente, y no por remisión a la decisión de la SPA, al menos los principales 
alegatos de los magistrados Apitz, Rocha y Ruggeri, a saber: 1) la alegada falta de efectos constitutivos 
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de la medida cautelar revisada por la SPA en el marco del proceso de avocamiento, y 2) que la 
decisión de la Corte Primera supuestamente desarrollaba una interpretación jurídica plausible sobre 
los alcances del amparo cautelar. Respecto a este último alegato, la Corte considera que la motivación 
debía operar como una garantía que permitiera distinguir entre una “diferencia razonable de 
interpretaciones jurídicas” y un "error judicial inexcusable" que compromete la idoneidad del juez 
para ejercer su función, de tal forma que no se sancione a los jueces por adoptar posiciones jurídicas 
debidamente fundamentadas aunque divergentes frente a aquellas sustentadas por instancias de 
revisión. En el mismo sentido: Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193, párr. 154; Caso López 
Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 

233, párr.146. 

91.  Al no haber ocurrido lo anterior, la situación real fue que el proceso disciplinario terminó 
siendo de mero trámite. Por consiguiente, la Corte considera que el Estado incumplió con su deber 
de motivar la sanción de destitución, violando con ello las “debidas garantías” ordenadas en el 
artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
los señores Apitz, Rocha y Ruggeri. 

Corte IDH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 6 de julio de 2009. Serie C No. 200. 

139.  En ocasiones anteriores, al analizar las garantías judiciales, el Tribunal ha resaltado que las 
decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar 
debidamente motivadas y fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. Las 
decisiones deben exponer, a través de una argumentación racional, los motivos en los cuales se 
fundan, teniendo en cuenta los alegatos y el acervo probatorio aportado a los autos. El deber de 
motivar no exige una respuesta detallada a todo argumento señalado en las peticiones, sino puede 
variar según la naturaleza de la decisión. Corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha sido 
satisfecha. En los procedimientos cuya naturaleza jurídica exija que la decisión sea emitida sin 
audiencia de la otra parte, la motivación y fundamentación deben demostrar que han sido 
ponderados todos los requisitos legales y demás elementos que justifican la concesión o la negativa 
de la medida. De ese modo, el libre convencimiento del juez debe ser ejercido respetándose las 
garantías adecuadas y efectivas contra posibles ilegalidades y arbitrariedades en el procedimiento 
en cuestión. 

Corte IDH. Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227. 

118.  Sobre este deber de motivar las decisiones que afectan la estabilidad de los jueces en su 
cargo, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido que la motivación “es la exteriorización de la 

justificación razonada que permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es 
una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 
ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las 
decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por tanto, las decisiones que adopten 
los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente 
fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación 
de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles fueron los hechos, 
motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar cualquier 
indicio de arbitrariedad. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, 
en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la 
resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el 
deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar 
el derecho a un debido proceso. En el mismo sentido: Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. 
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Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311208, 
párr. 87. 

120.  Teniendo en cuenta estos alcances del deber de motivar tanto en el derecho internacional 
como en el derecho interno, así como las garantías de independencia judicial que deben operar para 
sancionar o remover a un juez […], el Tribunal considera que la facultad de dejar sin efecto el 
nombramiento de jueces con base en “observaciones” debe encontrarse mínimamente justificada y 
regulada, por lo menos en cuanto a la precisión de los hechos que sustentan dichas observaciones y 
a que la motivación respectiva no sea de naturaleza disciplinaria o sancionatoria. Debido a que si 
efectivamente se tratase de una sanción disciplinaria, además de que ello implicaría la competencia 
de la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración […], la exigencia de motivación sería aún 

mayor, ya que el control disciplinario tiene como objeto valorar la conducta, idoneidad y desempeño 
del juez como funcionario público y, por ende, correspondería analizar la gravedad de la conducta y 
la proporcionalidad de la sanción. En el ámbito disciplinario es imprescindible la indicación precisa 
de aquello que constituye una falta y el desarrollo de argumentos que permitan concluir que las 
observaciones tienen la suficiente entidad para justificar que un juez no permanezca en el cargo. En 
el presente caso, aun cuando la Corte no pudo concluir que el acto que dejó sin efecto el 
nombramiento de la señora Chocrón Chocrón tuviera naturaleza sancionatoria […], el Tribunal 
considera que la discrecionalidad no fundamentada transformó el acto administrativo de remoción 

 

208 Olga Yolanda Maldonado Ordóñez comenzó a laborar en 1992 en la Procuraduría de los Derechos Humanos 
de Guatemala. En un inicio la señora Maldonado trabajó como Técnica en el departamento de educación; 
posteriormente tuvo el cargo titular de Educadora en el departamento de Quetzaltenango, y finalmente ocupó 
el cargo interino de Auxiliar Departamental del Procurador de los Derechos Humanos en el departamento de 
Quiché. El 21 de febrero de 2000 tres hermanos de la señora Maldonado, presentaron un escrito ante el 
Procurador de los Derechos Humanos, mediante el cual formularon acusaciones contra ella, relacionadas con la 
presunta falsificación de una Escritura Pública y solicitaron que le fuera impuesta una “sanción moral”. El 5 de 
abril de 2000 el Procurador de los Derechos Humanos informó a la señora Maldonado de la denuncia presentada 
por sus hermanos y le notificó la “causal de despido”, contenida en el artículo 74, numerales 4 y 15 del 
Reglamento de Personal del Procurador de los Derechos Humanos. Además se le indicó que tenía derecho a 
presentar documentos o pruebas de descargo en un plazo de dos días. La señora Maldonado presentó un escrito 
de descargo y prueba documental el mismo día 5 de abril de 2000, en el cual señaló que los hechos denunciados 
en su contra eran falsos. El 16 de mayo de 2000 el Procurador de los Derechos Humanos emitió el Acuerdo No. 
81-2000 mediante el cual resolvió destituir a la señora Maldonado del cargo interino de Auxiliar Departamental, 
destitución que “se hacía extensiva al cargo de Educadora”. El 2 de junio de 2000 la señora Maldonado interpuso 
un recurso de revisión ante el Procurador de los Derechos Humanos, solicitando que se revocara el Acuerdo No. 
81-2000 que había resuelto su destitución y, en consecuencia, su inmediata reposición a los cargos que venía 
desempeñando. En los fundamentos del recurso la señora Maldonado señaló que su destitución obedecía a 
causales de índole familiar que no guardaban relación con la comisión de alguna falta al servicio en sus labores 
como funcionaria de la Procuraduría de los Derechos Humanos. El 16 de junio de 2000 el recurso de revisión 
interpuesto fue declarado sin lugar debido a que el Procurador consideró que las causas que motivaron la 
destitución eran de índole familiar, “por lo que resultan aplicables los numerales 4 y 15 del artículo 74 del 
Reglamento de Personal del Procurador”, agregando que el sólo hecho de la presentación de denuncias en contra 
de la señora Maldonado reflejaba una conducta no deseada para quienes defienden los derechos humanos. De 
acuerdo a lo que establecía el artículo 80 del Reglamento de Personal del Procurador el 20 de junio de 2000 la 
señora Maldonado presentó un recurso de apelación ante la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones de Trabajo 
y Previsión Social contra la denegatoria del recurso de revisión. En el recurso de apelación la señora Maldonado 
señaló que no existía en el expediente de su destitución ningún hecho o acto que constituyera alguna de las 
causales contempladas en los numerales 4 y 15 del artículo 74 del Reglamento de Personal del Procurador. El 
26 de junio de 2000 la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones resolvió abstenerse de entrar a conocer el asunto 
por carecer de competencia para pronunciarse. El 23 de agosto de 2000 la señora Maldonado presentó un 
recurso de inconstitucionalidad en el caso concreto ante la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, que actuaba 
en funciones de Tribunal Constitucional, en contra de la decisión de la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
de declararse incompetente para conocer el recurso de apelación interpuesto. El 6 de septiembre de 2000 la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones declaró improcedente el recurso de inconstitucionalidad y consideró 
que no se advertía violación de un precepto constitucional. El 8 de septiembre de 2000 la señora Maldonado 
presentó un recurso de apelación ante la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, constituida como Tribunal 
Constitucional, en contra de la resolución que declaró la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Ese 
recurso fue recibido por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones y remitido a la Corte de Constitucionalidad. 
El 9 de octubre de 2001 la Corte de Constitucionalidad determinó la improcedencia de la apelación.  
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en un acto arbitrario que, al afectar indebidamente su derecho a la estabilidad en el cargo, vulneró el 
deber de motivación.  

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233. 

147.  Si bien el Estado alegó “el alto grado de afectación que [la] conducta [del señor López 
Mendoza] tuvo en los valores de la ética pública y la moral administrativa, así como las nefastas 
repercusiones que su conducta como funcionario público tuvo en la colectividad” […], la Corte 
observa que las decisiones internas no plasmaron con suficiente precisión este tipo de aspectos. El 
Tribunal considera que dados los alcances de la restricción al sufragio pasivo implicados en una 
inhabilitación para ser candidato, el Contralor tenía un deber de motivación explícita de la decisión, 
tanto en lo cualitativo como en lo cuantitativo. El Contralor tenía que desarrollar razones y 
fundamentos específicos sobre la gravedad y entidad de la falta supuestamente cometida por el señor 
López Mendoza y sobre la proporcionalidad de la sanción adoptada. Además, la Corte considera que 
una motivación adecuada para la imposición de la inhabilitación permite verificar que el Contralor 
ha realizado una evaluación concreta y autónoma, sin remisión a lo determinado por la Dirección de 
Determinación de Responsabilidades, respecto a los alegatos y evidencia que dieron origen a la 
declaración de responsabilidad. Sin una motivación adecuada y autónoma, la sanción de 
inhabilitación para postularse a un cargo de elección popular opera en forma casi automática, a 
través de un incidente procesal que termina siendo de mero trámite.  

148.  Finalmente, la Corte ya ha señalado que el señor López Mendoza tuvo oportunidad de 
controvertir las consideraciones del Contralor a través de recursos posteriores en los que se 
rechazaban los argumentos sobre la entidad de las fallas administrativas y la gravedad de las 
irregularidades cometidas […]. Sin embargo, el Tribunal considera que los problemas en la 
motivación al imponer la sanción de inhabilitación tuvieron un impacto negativo en el ejercicio del 
derecho a la defensa. La falta de motivación impedía un reexamen a profundidad sobre la 
argumentación o evidencia directamente relacionada con la imposición de una restricción al sufragio 
pasivo que, como es evidente y este caso lo demuestra, pueden ser notablemente más gravosas que 
la sanción principal. En este punto, el Tribunal reitera que la motivación demuestra a las partes que 
éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la 
posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias 
superiores.  

149.  En consecuencia, el Estado es responsable por la violación del deber de motivación y el 
derecho a la defensa en los procedimientos administrativos que derivaron en la imposición de las 
sanciones de inhabilitación, establecidos en el artículo 8.1, en relación con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor López Mendoza.  

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302. 

265. Por otra parte, respecto a la precisión de las conductas sancionables, este Tribunal hace 
notar que las presuntas víctimas fueron sancionadas disciplinariamente por una multiplicidad de 

normas. La Corte recuerda que las presuntas víctimas fueron inicialmente destituidas mediante 
acuerdos del pleno de la Corte Suprema de Justicia […]. Al respecto, este Tribunal constata que en 
cada uno de los acuerdos se hace una breve exposición de los hechos o conductas que se están 
sancionando, para luego realizar una enumeración de las normas supuestamente incumplidas, sin 
adecuadamente explicar la relación entre los hechos y las normas señaladas […]. La Corte advierte 
que la mera enumeración de las normas que podrían resultar aplicables a los hechos o conductas 
sancionadas no satisface los requisitos de una adecuada motivación. 

267. Tratándose de sanciones disciplinarias impuestas a jueces y juezas la exigencia de 
motivación es aún mayor que en otros procesos disciplinarios, ya que el control disciplinario tiene 
como objeto valorar la conducta, idoneidad y desempeño del juez como funcionario público y, por 
ende, correspondería analizar la gravedad de la conducta y la proporcionalidad de la sanción. En el 
ámbito disciplinario es imprescindible la indicación precisa de aquello que constituye una falta y el 
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desarrollo de argumentos que permitan concluir que las conductas reprochadas tienen la suficiente 
entidad para justificar que un juez no permanezca en el cargo.  

Corte IDH. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie C No. 306. 

151. Para este Tribunal, una exposición clara de una decisión constituye parte esencial de una 
correcta motivación de una resolución judicial, entendida como “la justificación razonada que 
permite llegar a una conclusión”. En este sentido, la Corte ha considerado que el deber de motivar las 
resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que otorga 
credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática. Por ello, las 
decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos deben estar 
debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la 
argumentación de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cuáles fueron 
los hechos, motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión. Además, debe 
mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de 
pruebas ha sido analizado. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” 
incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso, no sólo del imputado 
sino, en casos como el presente, también de los familiares de la presunta víctima en relación con sus 
derechos de acceso a la justicia y a conocer la verdad, en relación con el artículo 25 de la Convención.  

152. En este caso en particular, la determinación efectiva de los hechos en la vía penal debía 
constituir la explicación suficiente y satisfactoria sobre la privación de la vida de la presunta víctima 
por parte de un agente policial, así como satisfacer ese derecho de acceso a la justicia y de conocer la 
verdad. No obstante, dada la forma irregular y “sui generis” en que fue resuelto, no ha sido establecido 
que el proceso penal, en tanto respuesta investigativa y judicial del Estado, constituyera un medio 
adecuado para permitir una búsqueda genuina de la verdad de lo sucedido mediante una evaluación 
adecuada de las dos hipótesis consideradas sobre el modo y circunstancias en que José Luis García 
Ibarra fue privado de su vida por un agente policial que utilizó su arma de dotación oficial en su 
perjuicio.  

153. Tal actuación irregular no fue, en definitiva, corregida o subsanada posteriormente por la 
Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia al resolver el recurso de casación, a pesar de haber 
encontrado varias “irregularidades” en el proceso, a saber: calificó la sentencia del tribunal penal 
como “sui generis con tres criterios distintos”; señaló que el vocal “no podía pronunciarse en el 
sentido que lo hace sobre la incompetencia” del tribunal; y consideró que la decisión sobre el recurso 
de nulidad de “confirmar la sentencia” de la Corte Superior de Esmeraldas se pronunció “con retardo 
injustificado” y “no correspondió a “un pronunciamiento sobre la validez procesal”. En atención a 
tales irregularidades, la Corte Suprema dispuso “oficiar al Consejo Nacional de la Judicatura para que 
examinara las actuaciones de los miembros” del tribunal penal y de la Corte Superior en la vía 
disciplinaria. El Estado sostuvo al respecto que “si en el proceso habrían existido irregularidades, las 
mismas que fueron conocidas por el Consejo Nacional de la Judicatura”. No obstante, tal control 
disciplinario no ocurrió en este caso, pues no fue probado por el Estado que los miembros de esos 
tribunales fueran procesados o sancionados por sus actuaciones en el proceso penal seguido en 
relación con este caso […]. Esa sentencia de la Corte Suprema tiene carácter de última instancia, por 
lo que quedó cerrada a nivel interno, en definitiva, la posibilidad concreta de subsanar las 
“irregularidades” detectadas en la decisión y de hacer efectiva la explicación debida por el Estado 

sobre los hechos.  

156. En consecuencia, la Corte considera que la respuesta investigativa y judicial del Estado, 
especificada en las actuaciones de las autoridades judiciales en el marco del referido proceso penal, 
no constituyó una explicación satisfactoria, suficiente y efectiva para establecer la verdad sobre las 
circunstancias de la privación de la vida de José Luis García Ibarra, la cual ya fue considerada como 
arbitraria en los términos del artículo 4.1 de la Convención. En este sentido, tales actuaciones 
tampoco satisfacen las obligaciones del Estado de garantizar los derechos de sus familiares de acceso 
a la justicia y a conocer la verdad sobre los hechos. Por último, no fue demostrado que el proceso 
penal fuera en sí mismo una vía adecuada, o abriera la vía, para una reparación.  
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Corte IDH. Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315. 

182. La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada a la recta administración 
de justicia, que le garantiza a los ciudadanos el derecho a ser juzgados por las razones que el derecho 
otorga, a la vez que brinda credibilidad a las decisiones judiciales en una sociedad democrática. En 
virtud de lo cual las decisiones que adopten los órganos internos de los Estados que puedan afectar 
derechos humanos deben de estar motivadas, de lo contrario serían decisiones arbitrarias. La 
motivación de un fallo y de ciertos actos administrativos debe permitir conocer cuáles son los hechos, 
motivos y normas en las que se basó el órgano que lo dictó para tomar su decisión de modo que se 
pueda desechar cualquier indicio de arbitrariedad, a la vez que les demuestra a las partes que estas 
han sido oídas en el marco del proceso. Además, debe mostrar que han sido debidamente tomados 
en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido analizado. Por todo lo 
anterior, la Corte ha concluido que el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas 
en el artículo 8.1 del debido proceso. 

184. Tratándose de sanciones disciplinarias la exigencia de motivación es mayor que la de 
cualquier acto administrativo, debido al objeto de un control disciplinario […] y, por ende, 
correspondería analizar la gravedad de la conducta y la proporcionalidad de la sanción. En el ámbito 
disciplinario es imprescindible la indicación precisa de aquello que constituye una falta y el 
desarrollo de argumentos que permitan concluir que las conductas reprochadas tienen la suficiente 
entidad para justificar que la persona no permanezca en el cargo.  

185. De otra parte, al tratarse de supuestas faltas disciplinarias las razones por las cuales se 

infringe la norma o normas en cuestión debe reflejarse de manera expresa, precisa, clara y sin 
ambigüedades, de forma tal que permita a la persona ejercer plenamente su derecho a la defensa, al 
momento de recurrir dicha decisión. Este Tribunal resalta que la carencia de una adecuada 
motivación de las decisiones disciplinarias puede tener un efecto directo en la capacidad de las 
víctimas de ejercer una defensa adecuada en los recursos posteriores.  

186. Ahora bien, la Corte considera que, a efectos de las garantías establecidas en el artículo 8.1 
de la Convención, los procesos deben ser examinados como un todo, es decir, realizándose un análisis 
de todas sus etapas y no mediante una evaluación aislada de una fase defectuosa, salvo que sus 
efectos permeen todo el proceso y no hubieren sido subsanadas en una etapa posterior. Asimismo, 
esta Corte ha reconocido que el alcance de las garantías establecidas en el artículo 8.1 de la 
Convención, tales como el deber de motivación, dependerá de la naturaleza de los procesos y 
materias sobre las cuales se pronuncian. El deber de motivación no exige una respuesta detallada a 
todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino una respuesta a los argumentos principales y 
esenciales al objeto de la controversia que permitan garantizar a las partes que han sido oídas en el 
marco del proceso.  

Corte IDH. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331. 

147. La Corte subraya la relevancia de la motivación, a fin de garantizar el principio de presunción 
de inocencia, principalmente en una sentencia condenatoria, la cual debe expresar la suficiencia de 
prueba de cargo para confirmar la hipótesis acusatoria; la observancia de las reglas de la sana crítica 
en la apreciación de la prueba, incluidas aquellas que pudieran generar duda de la responsabilidad 
penal; y el juicio final que deriva de esta valoración. En su caso, debe reflejar las razones por las que 
fue posible obtener convicción sobre la imputación y la responsabilidad penal, así como la 
apreciación de las pruebas para desvirtuar cualquier hipótesis de inocencia, y solo así poder 
confirmar o refutar la hipótesis acusatoria. Lo anterior, permitiría desvirtuar la presunción de 
inocencia y determinar la responsabilidad penal más allá de toda duda razonable. Ante la duda, la 
presunción de inocencia y el principio in dubio pro reo, operan como criterio decisorio al momento 
de emitir el fallo. En el mismo sentido: Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
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Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 
120. 

154. De la sentencia no se desprenden las razones por las cuales los jueces consideraron que los 
hechos atribuidos al señor Zegarra Marín se subsumían en las normas penales. En este sentido, del 
fallo no se derivan las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la comisión de cada uno de dichos 
delitos, ni se reflejan las razones de derecho que habrían sustentado la calificación jurídica de los 
mismos y si, en su caso, habría alguna evidencia que pudiera desvirtuar dicha calificación. En suma, 
no se desprende motivación alguna respecto de las consideraciones jurídicas sobre la tipicidad, su 
relación con las pruebas y su apreciación. 

155. En tercer lugar, respecto de la relevancia de la motivación con la posibilidad de recurrir el 
fallo, la Corte ya ha señalado que “la motivación de la decisión judicial es condición de posibilidad 
para garantizar el derecho de defensa”, demuestra a las partes que éstas han sido oídas, y, en aquellos 
casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y 
lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores.  

157. La Corte estima que la omisión en la motivación del fallo tuvo un impacto directo en el 
ejercicio de los derechos a la defensa y a recurrir el fallo, ya que dificultó realizar un análisis a 
profundidad sobre la argumentación o evidencias directamente relacionadas con la acreditación del 
delito y la supuesta responsabilidad penal del señor Zegarra Marín. 

159. En vista de todo lo anterior, la Corte concluye que, para efectos del presente caso, el Estado 
violó el principio de presunción de inocencia del señor Zegarra Marín y no garantizó la motivación 
del fallo. En particular, se invirtió la carga probatoria, las declaraciones de los coimputados no fueron 
corroboradas ni analizadas con la prueba en su conjunto, a fin de determinar la responsabilidad penal 

más allá de toda duda razonable, lo cual además quedó evidenciado con la falta de motivación de la 
decisión judicial, vulnerando la obtención de una fallo debidamente razonado, el cual garantizara la 
posibilidad de su impugnación. Por tanto, el Estado es internacionalmente responsable de la 
violación de los artículos 8.1 y 8.2 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Zegarra Marín. 

Corte IDH. Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2019. Serie C No. 383. 

74. La Corte ha señalado que el deber de motivación es una de las debidas garantías incluidas en 
el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso. La Corte ha precisado que la 
motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una conclusión” y 
conlleva una exposición racional de las razones que llevan al juzgador a adoptar una decisión. La 
relevancia de esta garantía se encuentra ligada a la correcta administración de justicia y a evitar que 
se emitan decisiones arbitrarias. Asimismo, la motivación otorga credibilidad de las decisiones 
jurídicas en el marco de una sociedad democrática y demuestra a las partes que estas han sido oídas.  

75. Lo anterior se encuentra unido con otro de los aspectos que realzan el valor de la motivación 
como garantía, que es el de proporcionar la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo 
examen de la cuestión ante las instancias superiores en aquellos casos en que las decisiones son 

recurribles. De este modo, la Corte ya ha señalado que “la motivación de la decisión judicial es 
condición de posibilidad para garantizar el derecho de defensa”. Sin embargo, el deber de motivar no 
exige una respuesta detallada a todo argumento de las partes, sino que puede variar según la 
naturaleza de la decisión, y que corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha sido satisfecha. 

76. En cuanto al deber de motivación y su relación con los juicios por jurado, esta Corte ha 
indicado que el veredicto del jurado en un sentido clásico no exigía una motivación o exteriorización 
de la fundamentación. Asimismo, la Corte estimó, al igual que el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (TEDH), que la falta de exteriorización de la fundamentación del veredicto no vulnera en 
sí misma la garantía de la motivación. En efecto, todo veredicto siempre tiene motivación, aunque 
como corresponde a la esencia del jurado, no se expresa. 
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77. En el caso VRP Vs. Nicaragua, se recordó que algunos Estados de la OEA con sistema de 
enjuiciamiento por jurados establecen diferentes garantías de interdicción de la arbitrariedad en la 
decisión y que las instrucciones judiciales al jurado, o incluso la entrega de cuestionarios a los jurados 
con las cuestiones a resolver están previstas en las legislaciones procesales de algunos Estados. La 
Corte también indicó que el sistema de decisión por íntima convicción no vulnera en sí el derecho a 
un juicio justo siempre que, del conjunto de actuaciones realizadas en el procedimiento, la persona 
interesada pueda entender las razones de la decisión. Asimismo, recordó que la íntima convicción no 
es un criterio arbitrario. La libre valoración que hace el jurado no es sustancialmente diferente de la 
que puede hacer una autoridad judicial técnica, solo que no lo expresa. En definitiva, cualquier 
tribunal (técnico o popular) debe reconstruir un hecho pasado, para lo cual utiliza la lógica 

metodológica que es común a cualquier persona, pues no depende de que tenga o no formación o 
entrenamiento jurídico. Toda persona que debe reconstruir un hecho del pasado, consciente o 
inconscientemente, emplea el método histórico, o sea, en un primer paso delimita las pruebas que 
tendrá en cuenta; a continuación valora si esas pruebas no son materialmente falsas; luego valora la 
verosimilitud del contenido de las pruebas, y finalmente, llega a la síntesis. Quien valora el veredicto 
de un jurado, necesariamente debe reconstruir este camino, no bastando para descartarlo cualquier 
criterio diferente acerca de las críticas. Para descartar el veredicto de un jurado debe verificarse que 
la síntesis se aparte directamente de la lógica metodológica histórica antes referida. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387. 

116. En el presente apartado, la Corte analizará la alegada responsabilidad del Estado con 
relación a sus obligaciones relativas al derecho de defensa, deber de motivación y respeto al principio 
de presunción inocencia, ya que las representantes y la Comisión alegaron que el Estado fue omiso 
en otorgar una exposición razonada y suficiente de los motivos y fundamentos jurídicos que tomó en 
cuenta a través de sus agentes judiciales, para imponer la pena capital a las presuntas víctimas. Tales 
deficiencias argumentativas se hacen consistir en la indebida admisibilidad y valoración de las 
pruebas de identificación y pericial en materia de balística que fueron fundamentales para dictar la 
condena y la desestimación de pruebas de defensa carentes de motivación.  

118. En principio, el deber de motivación a que están sujetas las autoridades de los Estados, 

representa un derecho instrumental de las personas para contar con las debidas garantías judiciales 
y ejercer plenamente su derecho de defensa, al imponerles la obligación de exteriorizar las razones 
que justifiquen sus decisiones. De esta forma, la administración de justicia permite a las personas 
que resientan una afectación a sus derechos humanos, conocer los motivos que llevaron a los 
juzgadores a resolver de una determinada forma, para que así, puedan contar con la oportunidad de 
rebatir las consideraciones que sustentan la resolución por considerarlas injustas. Ahora, si bien este 
deber de motivación no exige una respuesta detallada a todo argumento, sí requiere que las 
decisiones cuenten con una argumentación racional que tome en cuenta los alegatos y el acervo 
probatorio que haya conformado el proceso.  

119. Los procesos penales en que estén involucradas sanciones de gran relevancia, como la 
privación de la libertad personal, o con mayor énfasis, la pena capital, imponen a los juzgadores 
realizar el más escrupuloso escrutinio al momento de resolver, ya que en caso contrario se generaría 
una afectación irreversible a las personas condenadas. En ese contexto, se reviste de importancia el 

principio de la presunción de inocencia, el cual obliga a la autoridad judicial a adoptar sus decisiones 
condenatorias en una certera y evidente convicción sobre la responsabilidad penal de los acusados, 
obtenida en un juicio en que se hayan respetado las formalidades que garanticen la posibilidad de 
defensa y las debidas garantías del debido proceso legal.  

121. De conformidad con los principios de la sana crítica y la unidad de la prueba, el juzgador 
puede realizar un estudio concatenado y racional de todo el acervo probatorio que tengan a su 
disposición en el proceso, para generarles convicción respecto algún hecho, siempre y cuando ello 
sea acorde con las garantías judiciales como el principio contradictorio, la presunción de inocencia, 
el derecho de defensa, entre otros. Por lo cual, la exigencia impuesta al juzgador al momento de 
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motivar las determinaciones que adopte, es fundamentar las causas y razones que respalden la 
apreciación de los elementos probatorios que tengan a su disposición. 
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2.5 PREVISIBILIDAD DE LA SANCIÓN 

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233. 

199.  La Corte considera que en el marco de las debidas garantías establecidas en el artículo 8.1 
de la Convención Americana se debe salvaguardar la seguridad jurídica sobre el momento en el que 
se puede imponer una sanción. Al respecto, la Corte Europea ha establecido que la norma respectiva 
debe ser: i) adecuadamente accesible, ii) suficientemente precisa, y iii) previsible. Respecto a este 
último aspecto, la Corte Europea utiliza el denominado “test de previsibilidad”, el cual tiene en cuenta 
tres criterios para determinar si una norma es lo suficientemente previsible, a saber: i) el contexto 
de la norma bajo análisis; ii) el ámbito de aplicación para el que fue creado la norma, y iii) el estatus 
de las personas a quien está dirigida la norma.  

202.  Sobre el particular, la Corte considera que los problemas de indeterminación no generan, per 
se, una violación de la Convención, es decir, que el hecho de que una norma conceda algún tipo de 
discrecionalidad no es incompatible con el grado de previsibilidad que debe ostentar la norma, 
siempre y cuando el alcance de la discrecionalidad y la manera en que se debe ejercer sea indicado 

con suficiente claridad con el fin de brindar una adecuada protección para que una interferencia 
arbitraria no se produzca. La Corte constata que existen criterios que el Contralor General debe 
seguir para tomar la decisión de imponer cualquiera de las tres sanciones que consagra el artículo 
105 de la LOCGRSNCF […], y que existen parámetros a la discrecionalidad que le concede dicha norma 
al Contralor.  

203.  Respecto a lo alegado por las partes sobre la inexistencia de una norma que establezca el 
término temporal con el que cuenta el Contralor para imponer las sanciones accesorias una vez se 
haya declarado la responsabilidad administrativa de un funcionario público e impuesto la 
correspondiente multa, la Corte observa que la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 
Justicia, tomando en cuenta la norma general sobre prescripción de las acciones administrativas 
sancionatorias (establecida en la LOCGRSNCF), en jurisprudencia posterior a los hechos del presente 
caso, ha señalado un plazo máximo de cinco años para que pueda ser adoptada la sanción de 
inhabilitación […] 

204.  En el presente caso la imposición de la inhabilitación al señor López Mendoza por los hechos 
relacionados con PDVSA ocurrió aproximadamente cinco meses después de que la declaratoria de 
responsabilidad administrativa quedara en firme […] mientras que la inhabilitación por los hechos 
relacionados con el Municipio Chacao fue impuesta aproximadamente seis meses después de la 
resolución que dejó en firme la declaratoria de responsabilidad […] 

205.  Al respecto, si bien el tiempo que transcurrió en el presente caso entre la declaratoria de 
responsabilidad y la imposición de la inhabilitación no fue en sí mismo excesivo, está probado que la 
norma interna no establecía un término o plazo fijo para que el Contralor ejerciera dicha facultad. La 
decisión de la Sala Político Administrativa mediante la cual se intentó suplir esta laguna normativa 
con el término de prescripción de la acción administrativa no cumple con el estándar de 
previsibilidad o certeza de la norma. En efecto, el “test de previsibilidad” implica constatar que la 
norma delimite de manera clara el alcance de la discrecionalidad que puede ejercer la autoridad y se 

definan las circunstancias en las que puede ser ejercida con el fin de establecer las garantías 
adecuadas para evitar abusos. La Corte considera que la incertidumbre sobre el plazo dentro del cual 
se podría imponer las sanciones accesorias establecidas en el artículo 105 de la LOCGRSNCF es 
contraria a la seguridad jurídica que debe ostentar un procedimiento sancionatorio. Por otro lado, el 
plazo de cinco años no es razonable para garantizar la previsibilidad en la imposición de una sanción. 
Constituye un plazo excesivamente prolongado y, por lo tanto, es incompatible con la necesidad de 
que un procedimiento sancionatorio concluya al momento de determinarse la responsabilidad 
correspondiente, de tal forma que el imputado no espere por un plazo demasiado amplio a que se 

determine el tipo de sanción que debe recibir por una responsabilidad que ya ha sido determinada. 
Además, la falta de un plazo cierto, previsible y razonable puede dar lugar a un ejercicio arbitrario 
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de la discrecionalidad a través de sanciones aplicadas en un momento totalmente inesperado para la 
persona que ya fue declarada responsable previamente.  

206.  En consecuencia, al no cumplir con el requisito de previsibilidad y, además, teniendo en 
cuenta lo señalado en el sentido que el artículo 105 de la LOCGRSNCF permite la restricción del 
derecho a ser elegido por una autoridad que no es juez penal […], la Corte concluye en el presente 
caso se vulneraron los artículos 8.1, 23.1.b y 23.2, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana.  
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3. GARANTÍAS RELATIVAS AL PROCESO PENAL  

En este tercer apartado exponemos el desarrollo jurisprudencial que ha realizado la Corte IDH en 
relación a las garantías del artículo 8.2 de la CADH. En primer lugar, se aborda el alcance de estas 
garantías, destacando que si bien estas han sido asociadas al proceso penal, la Corte IDH en ciertos 
casos ha determinado que no son exclusivas de el, consagrando un carácter amplio del debido 
proceso. 

Entre esas garantías en este apartado se desarrollan el principio de presunción de inocencia en sus 

tres dimensiones (como regla de trato, regla de juicio y regla de prueba), el derecho a defensa y sus 
diferentes requisitos y manifestaciones, así como el derecho a la doble conformidad. Respecto de esta 
última garantía se observará cómo la Corte IDH ha ido precisando el contenido de la garantía de 
manera de hacerla compatible con los sistemas jurídicos de la región. 

Asimismo, también de desarrollan otras garantías íntimamente ligadas con el debido proceso, como 
son el ne bis in ídem y sus excepciones, y la publicidad y oralidad del juicio. Como veremos a 
continuación, la jurisprudencia de la Corte IDH en todas estas materias ha sido variada y amplia, 
desarrollando los estándares en diferentes contextos, buscando un adecuado equilibrio entre las 
exigencias de la justicia y los derechos de los imputados. 

3.1 ALCANCE 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72. 

123. Es evidente que la Ley 25 no se refiere a materia penal puesto que no tipifica un delito ni 
sanciona con una pena. Se ocupa, por el contrario, de un tema administrativo o laboral. Corresponde 
a esta Corte, por lo tanto, determinar el ámbito de incidencia del artículo 8 de la Convención y, en 
particular, si éste se aplica únicamente a procesos penales. 

124. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino [al] conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales” a efectos de que las personas estén en condiciones de 
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos.  
Es decir, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal.  

125. La Corte observa que el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo 
8 de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 del mismo artículo, o sea, la 
determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 
Esto revela el amplio alcance del debido proceso; el individuo tiene el derecho al debido proceso 
entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos otros 
órdenes. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 
268, párr. 167. 

126. En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la 
administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos. 
Es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar 
el orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados. Por ejemplo, no 
puede la administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar a los sancionados la 
garantía del debido proceso. 
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127. Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar decisiones 
justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben 
respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión 
pueda afectar los derechos de las personas.  

128. La Corte Europea se ha pronunciado sobre este tema, señalando que: 

… los principios enunciados en el párrafo 2 (art. 6-2) y 3 (a saber los incisos a, b y d) [... de la 
Convención Europea de Derechos Humanos], se aplican mutatis mutandis a los procesos 
disciplinarios a los que se refiere el inciso 1 (art. 6-1) de la misma forma en que se aplican a 

los casos en que una persona es acusada por una infracción de carácter penal. 209 

129. La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor jurídicamente 
protegido, se debe garantizar en todo proceso disciplinario, y los Estados no pueden sustraerse de 
esta obligación argumentando que no se aplican las debidas garantías del artículo 8 de la Convención 
Americana en el caso de sanciones disciplinarias y no penales. Permitirle a los Estados dicha 
interpretación equivaldría a dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona 
a un debido proceso210. 

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209 . 

280.  Al respecto, la Corte estima conveniente subrayar que el proceso penal es uno solo a través 
de sus diversas etapas, tanto la correspondiente a la primera instancia como las relativas a instancias 
ulteriores. En consecuencia, el concepto del juez natural y el principio del debido proceso legal rigen 
a lo largo de esas etapas y se proyectan sobre las diversas instancias procesales.  

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218. 

142.  Es por ello que se exige que cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o 
judicial, cuyas decisiones puedan afectar los derechos de las personas, adopte tales decisiones con 
pleno respeto de las garantías del debido proceso legal. Así, el artículo 8 de la Convención consagra 
los lineamientos del debido proceso legal, el cual está compuesto de un conjunto de requisitos que 
deben observarse en las instancias procesales, a efectos de que las personas estén en condiciones de 
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. 
Adicionalmente, la Corte ha interpretado que el elenco de garantías mínimas establecido en el 

numeral 2 del artículo 8 de la Convención se aplica también a la determinación de derechos y 
obligaciones de orden -civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter-. Por esta razón, no puede la 
administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar también a las personas 
sometidas a dichos procesos las referidas garantías mínimas, las cuales se aplican mutatis mutandis 
en lo que corresponda. 

Corte IDH. Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 3 96. 

200. Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la 
Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden penal, civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, 
según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso; y que el incumplimiento de una 
de esas garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional. El artículo 8.2 de la 
Convención establece, adicionalmente, las garantías mínimas que deben ser aseguradas por los 

 

209Cfr., inter alia, Eur. Court. H.R., Albert and Le Compte judgment of 10 February 1983, Series A no. 58, para. 39.  
210 Cfr., inter alia, Eur. Court. H.R., Campbell and Fell judgment of 28 June 1984, Series A no. 80, para. 68; Eur. 
Court. H.R., Deweer judgment of 27 February 1980, Series A no. 35, para.49; y Eur. Court. H.R., Engel and others 
judgment of 8 June 1976, Series A no. 22, para. 82.  
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Estados en función del debido proceso legal. Es un derecho humano el obtener todas las garantías 
que permitan alcanzar decisiones justas. Las garantías mínimas deben respetarse en el 
procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas.  

 

3.2 FUNCIONES DE LA CORTE IDH EN RELACIÓN AL CONTROL DE LAS 
GARANTÍAS DEL PROCESO PENAL 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126211. 

62. Es importante reiterar en este caso, en que se cuestiona lo actuado en el marco de un proceso 
penal, que los órganos del sistema interamericano de derechos humanos no funcionan como una 
instancia de apelación o revisión de sentencias dictadas en procesos internos. Su función es 
determinar la compatibilidad de las actuaciones realizadas en dichos procesos con la Convención 
Americana. A esto se limita el Tribunal en la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso 
Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
noviembre de 2012. Serie C No. 255212, párr. 81. 

63. El proceso seguido contra el señor Fermín Ramírez se originó por la muerte violenta de una 
menor de edad. Al resolver otros casos, la Corte ha hecho notar que no es un tribunal penal en el que 
pueda analizarse la responsabilidad penal de los individuos. Corresponde a los tribunales nacionales 
aplicar la ley penal a quienes cometen delitos. Esto es aplicable al presente caso, que no se refiere a 
la inocencia o culpabilidad del señor Fermín Ramírez en relación con los hechos que se le atribuyen, 
sino a la conformidad de los actos del proceso que se le siguió con la Convención Americana. La Corte 
destaca el deber que tienen los Estados de proteger a todas las personas, evitando los delitos, 
sancionar a los responsables de éstos y mantener el orden público, particularmente cuando se trata 
de hechos como los que dieron origen al proceso penal seguido contra el señor Fermín Ramírez, que 
no sólo comportan una lesión a los individuos, sino al conjunto de la sociedad, y merecen el más 
enérgico rechazo, más aún cuando perjudican a niñas y niños. Sin embargo, la lucha de los Estados 
contra el crimen debe desarrollarse dentro de los límites y conforme a los procedimientos que 

 

211 Los hechos del presente caso se iniciaron el 10 de mayo de 1997 cuando el señor Fermín Ramírez fue 
detenido por un grupo de vecinos de la aldea Las Morenas, quienes lo entregaron a la Policía Nacional. Dichos 
vecinos alegaron que el señor Fermín Ramírez habría violado y posteriormente asesinado a una niña. El 15 de 
mayo de 1997 se ordenó la prisión preventiva del señor Fermín Ramírez por los delitos de asesinato y violación 
calificada. El 6 de marzo de 1998 se emitió sentencia condenatoria en perjuicio del señor Fermín Ramírez. Fue 
condenado a la pena de muerte. Solicitó un indulto, el cual fue denegado. El señor Fermín Ramírez permaneció 
más de siete años privado de su libertad, en condiciones carcelarias que afectaron su salud. 
212 Los hechos del presente caso se iniciaron el 16 de marzo de 1992, cuando el señor Oscar Alberto Mohamed, 
quien trabajaba en la ciudad de Buenos Aires como conductor de una línea de colectivos, atropelló a una señora, 
quien falleció. Ese mismo día se inició un proceso penal contra el señor Mohamed por el delito de homicidio 
culposo. El régimen procesal penal aplicado al señor Mohamed fue el regido por el Código de Procedimientos en 
Materia Penal de 1888. El Fiscal Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Nº 14 presentó 
acusación contra el señor Mohamed como autor penalmente responsable del delito de homicidio culposo 
previsto en el artículo 84 del Código Penal. Tanto el fiscal como el abogado del querellante solicitaron que se le 
impusiera la pena de un año de prisión e inhabilitación especial para conducir por seis años y el pago de las 
costas procesales. El 30 de agosto de 1994 el Juzgado Nacional en lo Correccional No. 3 emitió sentencia, 
mediante la cual resolvió absolver a Oscar Alberto Mohamed del delito de homicidio culposo. Luego de 
presentado el recurso de apelación, el 22 de febrero de 1995 la Sala Primera de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional emitió sentencia, en la cual resolvió condenar al señor Mohamed. El 
ordenamiento jurídico aplicado en el proceso contra el señor Mohamed no preveía ningún recurso penal 
ordinario para recurrir esa sentencia condenatoria de segunda instancia. El recurso disponible era el recurso 
extraordinario federal. Sin embargo, éste fue desestimado. El señor Mohamed fue despedido de su empleo como 
chofer de colectivo, en razón de “su inhabilitación penal para conducir”. 
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permitan preservar tanto la seguridad pública como el pleno respeto a los derechos humanos de 
quienes se hallen sometidos a su jurisdicción. 

Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 162. 

156.  Al respecto, resulta oportuno recordar que la Corte no es un tribunal penal en el que 
corresponda determinar la responsabilidad de individuos particulares por actos criminales. La 
responsabilidad internacional de los Estados se genera en forma inmediata con el ilícito internacional 
atribuido al Estado y, para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados 
en la misma, no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal interno, la culpabilidad de 
sus autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identificar individualmente a los agentes a los 
cuales se atribuyen los hechos violatorios. Es en ese marco que la Corte efectúa la determinación de 
responsabilidad internacional del Estado en este caso, la que no corresponde condicionar a 
estructuras propias y específicas del derecho penal, interno o internacional, definitorias de criterios 
de imputabilidad o responsabilidades penales individuales; tampoco es necesario definir los ámbitos 
de competencia y jerarquía o subordinación de cada agente estatal involucrado en los hechos. En el 
mismo sentido: Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 
de noviembre de 2009. Serie C No. 206, párr. 24. 

Corte IDH. Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2011. Serie C No. 226213. 

93.  Al respecto, el Tribunal recuerda que el objeto de su mandato es la aplicación de la 
Convención Americana y de otros tratados que le otorguen competencia. No corresponde a este 
Tribunal determinar responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales 

penales internos o a otros tribunales internacionales, sino conocer los hechos traídos a su 
conocimiento y calificarlos en el ejercicio de su competencia contenciosa, según la prueba presentada 
por las partes. Asimismo, esta Corte ha señalado que la obligación de investigar los hechos, juzgar y, 
en su caso, sancionar a los responsables de un delito que constituye una violación de derechos 
humanos, es un compromiso que emana de la Convención Americana, y que la responsabilidad penal 
debe ser determinada por las autoridades judiciales competentes siguiendo estrictamente las 
normas del debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana.  

94.  Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte se encuentra impedida para determinar si lo 
sucedido al señor Vera Vera se encuadra en los tipos penales de lesiones u homicidio señalados por 
el representante y el perito Manuel Ramiro Aguilar Torres ya que ello, precisamente, corresponde a 
las autoridades competentes del Estado. No obstante, el Tribunal observa que, conforme indicó el 
perito Aguilar Torres, el Código de Procedimiento Penal vigente en el Ecuador en la época de los 
hechos, el cual fue aportado por el Estado y por el representante […], establecía una regla general 

conforme a la cual la acción penal era siempre pública, salvo algunas excepciones establecidas en el 
artículo 428 de dicho Código respecto de las cuales la acción penal se ejercía sólo mediante acusación 
particular […]. Dentro de estas excepciones no se encuentran los delitos de lesiones y homicidio, por 
lo cual la Corte constata que el ejercicio de la acción penal para tales delitos era pública y, por lo tanto, 
debía practicarse de oficio. En tal sentido, el Tribunal destaca que el análisis del presente apartado 
no debe referirse a las actuaciones tendientes a la investigación de los hechos que debieron o no 

 

213 Los hechos del presente caso iniciaron el 12 de abril de 1993, cuando Pedro Miguel Vera Vera, de 20 años de 
edad, fue detenido por miembros de la Policía Nacional de la ciudad de Santo Domingo de los Colorados. Antes 
de su detención había sido perseguido por un grupo de personas quienes aparentemente lo acusaban de haber 
cometido asalto y robo a mano armada. Al detenerlo, los policías notaron que Pedro Miguel Vera Vera 
presentaba una herida de bala a la altura del pecho en el costado izquierdo. Lo trasladaron en taxi al Cuartel de 
Policía de la ciudad. Luego de ser registrado en dicho lugar, ese mismo día fue llevado al Hospital Regional de 
Santo Domingo de los Colorados, donde fue dado de alta al día siguiente. El 13 de abril de 1993 fue trasladado 
al Centro de Detención Provisional de Santo Domingo de los Colorados, lugar donde permaneció hasta el 17 de 
abril. Debido a las complicaciones de la herida de bala que presentaba, fue trasladado nuevamente al Hospital 
Regional de Santo Domingo de los Colorados. El 22 de abril fue llevado al Hospital Eugenio Espejo de Quito, lugar 
donde falleció al día siguiente.  
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realizar los familiares del señor Vera Vera, particularmente, a si aquéllos debieron presentar una 
denuncia formal, sino que, tratándose de una obligación ex officio a cargo del Estado, el Tribunal debe 
analizar la actividad desplegada por éste al respecto.  

3.3 PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 

3.3.1 COMO REGLA DE TRATO 

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69. 

119. La Corte observa, en primer lugar, que en el presente caso está probado que el señor Cantoral 
Benavides fue exhibido ante los medios de comunicación, vestido con un traje infamante, como autor 
del delito de traición a la patria, cuando aún no había sido legalmente procesado ni condenado […]. 

120. El principio de la presunción de inocencia, tal y como se desprende del artículo 8.2 de la 
Convención, exige que una persona no pueda ser condenada mientras no exista prueba plena de su 
responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no es procedente 
condenarla, sino absolverla. En el mismo sentido: Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr. 153; Caso Cabrera 

García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 183; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 128; Caso J. Vs. Perú. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 

275, párr. 228. 

Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2004. Serie C No. 119. 

158. Durante el proceso militar, la señora Lori Berenson fue exhibida por la DINCOTE ante los 
medios de comunicación como autora del delito de traición a la patria, cuando aún no había sido 
legalmente procesada y condenada […]. 

159. La Corte Europea ha señalado que  

[el derecho a la] presunción de inocencia puede ser violado no sólo por un juez o una Corte 
sino también por otra autoridad pública.  

 […] 

[el] artículo 6 párrafo 2 [de la Convención Europea] no puede impedir a las autoridades 
informar al público acerca de las investigaciones criminales en proceso, pero lo anterior 
requiere que lo hagan con toda la discreción y la cautela necesarias para que [el derecho a] la 
presunción de inocencia sea respetado214. 

160. El derecho a la presunción de inocencia, tal y como se desprende del artículo 8.2 de la 

Convención, exige que el Estado no condene informalmente a una persona o emita juicio ante la 
sociedad, contribuyendo así a formar una opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley 
la responsabilidad penal de aquella. En el mismo sentido: Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 235.  

Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334. 

 

214 Cfr. Eur. Court H.R., case Allenet de Ribemont v France, judgment of 10 february 1995, Series A no. 308, párrs. 
36 y 38. 
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190. El derecho a la presunción de inocencia exige que el Estado no condene informalmente a una 
persona o emita juicio ante la sociedad, contribuyendo así a formar una opinión pública, mientras no 
se acredite su responsabilidad penal conforme a la ley. Por ello, ese derecho puede ser violado tanto 
por los jueces a cargo del proceso, como por otras autoridades públicas, por lo cual éstas deben ser 
discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal, antes de que la 
persona haya sido juzgada y condenada.  

191. La Corte hace notar que el juez encargado de la instrucción realizó una serie de declaraciones 
en el diario de mayor circulación nacional de entonces, refiriéndose a una manifestación de la señora 
Acosta realizada en el marco de la instrucción que se seguía por la muerte de su esposo, en que señaló 
como sospechoso a una persona que en ese momento no identificó […]. El juez manifestó ante la 

prensa que tal declaración, así como una respuesta de ella a una pregunta de la fiscalía, 
“perfectamente encuadra[ba] en señalarla como encubridora del homicidio de su esposo”. Es decir, 
además de calificar de “aventurera” tal declaración, el juez emitió un criterio al respecto, nada menos 
que “encuadrarla” en una forma de participación criminal en el hecho investigado y en la conducta 
específica que a ella se le imputaba en la investigación que él mismo abrió en su contra. De este modo, 
tales manifestaciones de un juez indudablemente hacen alusión al procedimiento penal en curso en 
ese momento y revelan una animadversión de su parte hacia la señora Acosta. Este Tribunal estima 
que, sumada a la falta de imparcialidad del juez ya señalada, tales manifestaciones públicas pudieron 
propiciar, en el referido contexto, una creencia o prejuicio sobre su culpabilidad, además de revelar 
un posible prejuicio sobre la evaluación de los hechos por parte de la propia autoridad judicial que 
conocía el caso y la juzgaba en ausencia, independientemente del hecho de que al día siguiente 
dictaría un sobreseimiento a su favor. De este modo, la Corte considera que el Estado es responsable 
por la violación del derecho a la presunción de inocencia, reconocido en el artículo 8.2 de la 
Convención, en perjuicio de la señora Acosta.  

 

3.3.2 COMO REGLA DE JUICIO Y PRUEBA 

Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

31 de agosto de 2004. Serie C No. 111. 

153. La Corte ha señalado que el artículo 8.2 de la Convención exige que una persona no pueda 
ser condenada mientras no exista prueba plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella 
prueba incompleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla. En este sentido, la 
Corte ha afirmado que en el principio de presunción de inocencia subyace el propósito de las 
garantías judiciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que su culpabilidad sea 
demostrada. 

154. La Corte considera que el derecho a la presunción de inocencia es un elemento esencial para 
la realización efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante toda la tramitación 
del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme. Este 
derecho implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, 
ya que el onus probandi corresponde a quien acusa. En el mismo sentido: Caso Cabrera García y 
Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 182; Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233, párr. 128; Caso J. Vs. Perú. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 
233. 

161. [...] el Tribunal encuentra claro que tanto el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del 
Primer Turno como el Tribunal de Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, presumieron el dolo del 
señor Canese y, a partir de ello, le exigieron que desvirtuara la existencia de su intención dolosa. De 
esta manera, tales tribunales no presumieron la inocencia del imputado, por lo que la Corte concluye 
que el Estado violó, en perjuicio del señor Canese, el artículo 8.2 de la Convención Americana. 
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162. Por otra parte, en cuanto a la restricción para salir del país, la Corte ha indicado que dicha 
restricción puede constituirse en un sustituto de la pena privativa de libertad si se continúa aplicando 
cuando ha dejado de cumplir con su función de aseguramiento procesal […]. En el presente caso, ha 
quedado establecido, de conformidad con los parámetros anteriormente expuestos, que la 
restricción al derecho de circulación aplicada al señor Canese durante ocho años y casi cuatro meses 
devino innecesaria y desproporcionada […] para asegurar que aquel no eludiera su responsabilidad 
penal en caso de ejecutarse la condena. Esto significó en la práctica una anticipación de la pena que 
le había sido impuesta y que nunca fue ejecutada, lo cual constituye una violación al derecho de 
presunción de inocencia contemplado en el artículo 8.2 de la Convención.  

Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

24 de junio de 2005. Serie C No. 129. 

113. La Ley de Control y Fiscalización del Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas 
en sus artículos 9 y 10 disponía que cualquier infracción a ésta debía ser comprobada a través de un 
informe obligatorio del Departamento Nacional de Control y Fiscalización de Estupefacientes […]. 
Dicho informe, si fuera el caso, comprobaría la existencia de cualquier estupefaciente e incluiría una 
muestra de la droga destruida. El Estado nunca cumplió con los procedimientos establecidos en la 
legislación interna en relación con el informe de referencia. 

114. A pesar de que no se demostró por medios técnicos o científicos, como la ley lo exigía, que 
las sustancias cuya posesión se atribuyó al señor Acosta Calderón eran estupefacientes, los tribunales 

llevaron adelante el proceso en contra del inculpado con fundamento en la declaración policial […] 
de quienes practicaron el arresto. Esto demuestra que se trató de inculpar al señor Acosta Calderón 
sin indicios suficientes para ello, presumiéndose que era culpable e infringiendo el principio de 
presunción de inocencia. 

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220.  

184.  De acuerdo con lo establecido por el Tribunal Europeo, el principio de presunción de 
inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el 
acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien 
acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La presunción de inocencia se 
vulnera si antes de que el acusado sea encontrado culpable una decisión judicial relacionada con él 
refleja la opinión de que es culpable.  

Corte IDH. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331215. 

 

215  El señor Zegarra Marín tuvo el cargo de Subdirector de Pasaportes de la Dirección de Migraciones y 
Naturalización del Perú del 10 de marzo al 28 de septiembre de 1994. Entre los meses de agosto y octubre de 
1994 se dio a conocer, por medios de prensa, la existencia de pasaportes presuntamente tramitados de manera 
irregular, entre ellos el del señor Manrique Carreño, quien tenía una orden de captura por haber realizado una 
estafa económica. Conforme a los medios de comunicación, este pasaporte habría sido expedido con la firma del 
señor Zegarra Marín. El 12 de septiembre de 1994 se designó un Fiscal Ad Hoc con el fin de avocarse al 
conocimiento del caso del señor Manrique. Con motivo de esta investigación la fiscalía imputó responsabilidades 
a diversas autoridades de las Oficinas de Migración como autores de presuntos delitos relacionados con la 
tramitación ilegal de pasaportes. El 21 de octubre el fiscal formuló denuncia penal contra 11 personas, incluido 
el señor Zegarra Marín. El mismo día el Juez del Trigésimo Séptimo Juzgado Penal de la Corte Superior de Justicia 
de Lima dictó un mandato de detención. Este mandato de detención fue apelado en diversas oportunidades y 
revocado el 22 de junio de 1995 en virtud de que se habían desvanecido los cargos en contra del señor Zegarra 
Marín, entre otros, al determinarse que la firma que se le imputaba era falsa, por lo que éste recuperó su libertad 
el 30 de junio de 1995. El señor Zegarra Marín estuvo detenido durante más de 8 meses. El 8 de noviembre de 
1996 la Quinta Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia dictó sentencia condenatoria contra el señor Zegarra 
Marín por los delitos contra la administración de justicia (encubrimiento personal), contra la fe pública 
(falsificación de documentos en general) y corrupción de funcionarios, por lo que se le impuso una pena 
privativa de libertad de cuatro años, la cual fue suspendida en forma condicional, y el pago de S/. 3,000 nuevos 
soles por concepto de reparación civil. La condena se basó en grado decisivo en la factibilidad de los hechos 
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119. De la posición de las partes se desprenden distintos alegatos sobre el tratamiento y 
valoración de los elementos probatorios por parte de los juzgadores, inter alia: i) la imputación 
realizada por dos coimputados y su alegada apreciación como única prueba de cargo; ii) la alegada 
inversión de la carga de la prueba; iii) la alegada falta de valoración de la prueba de descargo y de 
oficio; iv) la supuesta falta de certeza para determinar la responsabilidad penal del señor Zegarra 
Marín, y v) la alegada falta de motivación de la sentencia condenatoria y su relación con el principio 
de presunción de inocencia. Por otra parte, siendo que el señor Zegarra Marín estuvo facultado para 
participar en el proceso y controvertir la prueba con las debidas garantías, así como debido a la falta 
de elementos probatorios, no corresponde en este caso pronunciarse sobre la alegada falta de 
parcialidad del tribunal. 

122. En relación con lo anterior, el principio de presunción de inocencia requiere que nadie sea 
condenado salvo la existencia de prueba plena o más allá de toda duda razonable de su culpabilidad, 
tras un proceso sustanciado de acuerdo a las debidas garantías. Por lo que si “obra contra ella prueba 
incompleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla”. Debe recordarse que “[l]a 
falta de prueba plena de la responsabilidad en una sentencia condenatoria constituye una violación 
al principio de presunción de inocencia”. En este sentido, cualquier duda debe ser usada en beneficio 
del acusado. 

123. Este estado jurídico de inocencia se proyecta en diversas obligaciones que orientan el 
desarrollo de todo el proceso penal. Así, la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un 
requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba recae en la parte 
acusadora. Es más, el principio de presunción de inocencia implica que los juzgadores no inicien el 
proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le imputa.  

124. En este sentido, la Corte estima que la presunción de inocencia exige que el acusador deba 
demostrar que el ilícito penal es atribuible a la persona imputada, es decir, que ha participado 
culpablemente en su comisión y que las autoridades judiciales deban fallar [con un criterio] más allá 
de toda duda razonable para declarar la responsabilidad penal individual del imputado, incluyendo 
determinados aspectos fácticos relativos a la culpabilidad del imputado.  

125. Por ende, la Corte resalta que el principio de presunción de inocencia es un eje rector en el 
juicio y un estándar fundamental en la apreciación probatoria que establece límites a la subjetividad 
y discrecionalidad de la actividad judicial. Así, en un sistema democrático la apreciación de la prueba 
debe ser racional, objetiva e imparcial para desvirtuar la presunción de inocencia y generar certeza 
de la responsabilidad penal. 

127. La Corte ha sostenido que “más allá de la compatibilidad de instituciones que buscan la 
colaboración de ciertos implicados con la parte acusadora a cambio de determinadas 
contraprestaciones […] con la Convención Americana, […], lo cierto es que es posible afirmar la 

limitada eficacia probatoria que debe asignarse a la declaración de un coimputado, más allá de su 
contenido específico, cuando es la única prueba en la que se fundamenta una decisión de condena, 
pues objetivamente no sería suficiente por sí sola para desvirtuar la presunción de inocencia”. 

130. En este sentido, la Corte resalta que las declaraciones de los co-acusados revisten valor 

indiciario y, por consiguiente, forman parte de la prueba indirecta o indiciaria, debiendo valorar sus 
contenidos conforme a los principios de la sana crítica; es decir, que sean varios los indicios y, entre 
ellos, sean serios y precisos, así como concordantes. El co-imputado no tiene el deber de prestar 

 

indicados en las declaraciones de los coimputados, señalándose expresamente que el imputado no llegó a 
desvirtuar en su totalidad las imputaciones en su contra, “por cuanto no [habría] surgido prueba de descargo 
contundente que lo h[iciera] totalmente inocente”. El señor Zegarra Marín interpuso un recurso de nulidad. El 
17 de diciembre de 1997 la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia dictó sentencia en la 
que confirmó la sentencia de primera instancia e impuso otras penas adicionales. El 14 de septiembre de 1998 
el señor Zegarra Marín interpuso recurso de revisión ante el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, el cual fue declarado improcedente. 
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declaraciones, dado que realiza un acto sustancial de defensa, a diferencia del testigo, que incurre en 
una conducta delictiva no sólo cuando falta a la verdad, sino incluso cuando la omite o es remiso. 

134. La Corte destaca las reformas a la legislación peruana posteriores a estos hechos, que 
señalan que las imputaciones realizadas por coimputados deben estar corroboradas por otros 
hechos, datos o circunstancias externas. Asimismo, destaca el Acuerdo Plenario No. 2-2005/CJ-116, 
el cual exige valorar varias circunstancias, que se erigen en criterios de credibilidad, no de mera 
legalidad, respecto del coimputado. No obstante, las mismas no se aplicaron a este caso. 

140. La Corte destaca que la carga de la prueba se sustenta en el órgano del Estado, quien tiene el 
deber de probar la hipótesis de la acusación y la responsabilidad penal, por lo que no existe la 
obligación del acusado de acreditar su inocencia ni de aportar pruebas de descargo. Es decir, la 
posibilidad de aportar contraprueba es un derecho de la defensa para invalidar la hipótesis 
acusatoria, contradiciéndola mediante contrapruebas o pruebas de descargo compatibles con 
hipótesis alternativas (contra-hipótesis), que a su vez la acusación tiene la carga de invalidar. 

141. En el presente caso no se respetó dicho principio, especialmente al manifestar expresamente 

la sentencia que “no surgi[ó] una prueba de descargo contundente que lo h[iciera] totalmente 
inocente de los ilícitos que se le imputa[ban]”, por lo que se invirtió la carga de la prueba en perjuicio 
del señor Zegarra Marín.  

142. En segundo lugar, la Corte ha señalado que el proceso penal, en tanto respuesta investigativa 

y judicial del Estado, debe constituir un medio adecuado para permitir una búsqueda genuina de la 
verdad de lo sucedido mediante una evaluación adecuada de las hipótesis consideradas sobre el 
modo y circunstancias del delito. Al respecto, en virtud del principio de presunción de inocencia, la 
Quinta Sala Penal debía valorar racional y objetivamente las pruebas de cargo y descargo, pero 

también las pruebas de oficio, así como desvirtuar las hipótesis de inocencia que surgiera a partir de 
éstas, a fin de determinar la responsabilidad penal. 

144.  Este Tribunal constató que en la sentencia condenatoria emitida por la Quinta Sala Penal se 
enunciaron pruebas de oficio y de descargo que supuestamente podrían favorecer al inculpado, o 
bien podrían generar duda respecto a su responsabilidad penal, las cuales no se desprende haber 
sido analizadas para confirmar o desvirtuar la hipótesis acusatoria […]. Tampoco se habrían 
confrontado las pruebas de cargo con otros elementos para ensayar las hipótesis posibles y 
desvirtuar la presunción de inocencia. 

159. En vista de todo lo anterior, la Corte concluye que, para efectos del presente caso, el Estado 
violó el principio de presunción de inocencia del señor Zegarra Marín y no garantizó la motivación 
del fallo. En particular, se invirtió la carga probatoria, las declaraciones de los coimputados no fueron 
corroboradas ni analizadas con la prueba en su conjunto, a fin de determinar la responsabilidad penal 
más allá de toda duda razonable, lo cual además quedó evidenciado con la falta de motivación de la 

decisión judicial, vulnerando la obtención de una fallo debidamente razonado, el cual garantizara la 
posibilidad de su impugnación. Por tanto, el Estado es internacionalmente responsable de la 
violación de los artículos 8.1 y 8.2 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Zegarra Marín. 

 

3.3.3 VINCULACIÓN CON PRISIÓN PREVENTIVA 

Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. 
Serie C No. 35. 

77. Esta Corte estima que en el principio de presunción de inocencia subyace el propósito de las 
garantías judiciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente hasta que su culpabilidad sea 
demostrada. De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención se deriva la obligación estatal de no 
restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que 
no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia, pues 
la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este concepto está expresado en múltiples 
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instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y, entre otros, en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que dispone que la prisión preventiva de las personas 
que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general (art. 9.3). En caso contrario se estaría 
cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un plazo desproporcionado respecto de la pena 
que correspondería al delito imputado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 
establecida. Sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios 
generales del derecho universalmente reconocidos. En el mismo sentido: Caso Tibi Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. 
Serie C No. 114; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 
de junio de 2005. Serie C No. 129, párr.111; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie 
C No. 170, párrs. 145-146; Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 110; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206, párr. 121.  

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114. 

181. Se ha probado que el señor Tibi permaneció detenido desde el 27 de septiembre de 1995 
hasta el 21 de enero de 1998 […]. Esta privación de libertad fue ilegal y arbitraria […]. No había 
elementos probatorios que permitieran inferir razonablemente que el señor Tibi estaba involucrado 
en el Operativo “Camarón”. Pese a que el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal prohibía la 
admisión como testigos a los coacusados, la acción del Estado se fundó en una sola declaración 
inculpatoria, que quedó desvirtuada posteriormente […]. Esto demuestra que se trató de inculpar al 
señor Tibi sin indicios suficientes para ello, presumiendo que era culpable e infringiendo el principio 
de presunción inocencia.  

182. Considerados en su conjunto, los datos correspondientes al procesamiento penal del 
inculpado no solo no acreditan que se le hubiera tratado como corresponde a un presunto inocente; 
sino muestran que en todo momento se actuó, con respecto a él, como si fuere un presunto culpable, 
o bien, una persona cuya responsabilidad penal hubiere quedado clara y suficientemente acreditada. 

Corte IDH. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187. 

111.  Ya quedó establecido que la víctima permaneció en prisión preventiva aproximadamente 
trece años y que dicho período excedió el plazo máximo previsto por la legislación interna […]. La 
Corte también consideró que durante ese tiempo el señor Bayarri estuvo sujeto a un proceso penal 
en el cual se violaron diversas garantías judiciales […]. Tomando en cuenta todo lo anterior, el 
Tribunal estima que la prolongada duración de la prisión preventiva de Juan Carlos Bayarri en el 

transcurso de un proceso penal violatorio de la Convención Americana convirtió aquella en una 
medida punitiva y no cautelar, lo cual desnaturaliza dicha medida. El Tribunal estima que el Estado 
violó el derecho del señor Bayarri a ser presumido inocente y que, en consecuencia, es responsable 
por la violación del artículo 8.2 de la Convención Americana en perjuicio del señor Juan Carlos 
Bayarri. 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 
2014. Serie C No. 279. 

361. El Tribunal considera que la causal de “peligro para la seguridad de la sociedad” tiene una 
redacción que admite varias interpretaciones en cuanto a la consecución tanto de fines legítimos 
como de fines no cautelares. En cuanto a una interpretación en este último sentido, la Corte reitera 
su jurisprudencia constante en materia de los estándares que deben regir la prisión preventiva en 
cuanto a su excepcionalidad, carácter temporal limitado, estricta necesidad y proporcionalidad y, 
fundamentalmente, los relativos a que los fines que busque alcanzar deben ser propios de su 
naturaleza cautelar (fines de aseguramiento procesal de acuerdo a las necesidades que se justifiquen 
en el proceso concreto) y no puede constituirse como una pena anticipada que contravenga el 
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principio de presunción de inocencia que protege al imputado […]. La Corte estima que no está en 
discusión que los Estados Parte pueden adoptar medidas de derecho interno para prevenir la 
delincuencia, una parte de ellas a través de su ordenamiento jurídico y particularmente del Derecho 
Penal a través de la imposición de penas, pero estima necesario enfatizar que ello no es función de la 
prisión preventiva. 

362. Asimismo, la Corte constata que al estipular dicha causal en el referido artículo 140.c) del 
Código Procesal Penal se establecía que para estimar si se configuraba la misma “el juez deb[ía] 
considerar especialmente alguna de las […] circunstancias” descritas en la norma […]. De los 
elementos aportados a esta Corte, es posible sostener que dicha regulación no prohibía la posibilidad 
de que el juez tomara en cuenta otros criterios que le permitieran valorar la necesidad de la medida 

en el caso concreto para la obtención de fines procesales. Sin embargo, la Corte toma en cuenta lo 
explicado por el perito Duce en el sentido de que “los tribunales [chilenos] entienden habitualmente 
que el peligro para la seguridad de la sociedad se constituirá por la concurrencia objetiva de una o 
algunas de [esas] circunstancias”, lo cual resulta particularmente grave si se toma en cuenta que 
entre ellas están “la gravedad de la pena asignada al delito” y “el carácter de los [delitos imputados]”. 
La Corte reitera que ambos constituyen criterios que no son, por si mismos, justificación suficiente 
de la prisión preventiva […] y agrega que fundar la prisión preventiva únicamente en tales criterios 
conlleva una vulneración de la presunción de inocencia. Criterios de esa naturaleza deben ser 
valorados en el contexto de la evaluación de la necesidad de la medida en las circunstancias del caso 
concreto. 

363. Al ordenarse y mantenerse las medidas de prisión preventiva a las ocho víctimas de este 
caso, repetidamente se aplicó la causal de “peligro para la seguridad de la sociedad” en la forma 
señala por el perito Duce, sin motivarse la necesidad de la medida en las circunstancias del caso 
concreto y con base fundamentalmente en criterios relativos a la gravedad del delito investigado y la 
gravedad de la pena […]. 

364. Con base en los anteriores razonamientos, el Tribunal estima que el artículo 363 del Código 
de Procedimiento Penal aplicado al señor Ancalaf y el artículo 140.c del Código Procesal Penal de 
2000 aplicado a las restantes siete presuntas víctimas que regulaban la causal de prisión preventiva 
relativa al “peligro para la seguridad de la sociedad” no eran normas per se contrarias a la Convención 
Americana, puesto que podían ser interpretadas de una manera acorde a la misma, siempre y cuando 
se aplicaran buscando un fin procesal y los criterios tomados en cuenta fueran valorados en relación 
con la evaluación de la configuración de un riesgo procesal en las circunstancias del caso concreto. 
Por consiguiente, Chile no violó el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, consagrado en 
el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 7 de la Convención Americana, 
en perjuicio de las ocho presuntas víctimas del presente caso. Las violaciones a su derecho a la 
libertad personal se derivan de la interpretación y aplicación judicial de dichas normas. 

Corte IDH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No. 316. 

198. Además, conforme a los hechos probados, se dictó prisión preventiva en perjuicio del señor 
Revelles el 17 de agosto de 1994, y fue recién el 1 de abril de 1998 cuando el Segundo Tribunal Penal 
de Pichincha lo condenó a seis años de prisión […]. El 24 de noviembre de 1998 esa decisión fue 
confirmada […]. O sea, el señor Revelles, cuya libertad se ordenó el 4 de diciembre de 1998 […], 
permaneció detenido en prisión preventiva, sin que conste que fuera revisada la pertinencia de la 
medida de acuerdo a las pautas indicadas […], más de la mitad del tiempo total por el cual fue 
finalmente condenado. Estuvo privado de su libertad en prisión preventiva; es decir, sin estar 
condenado, más de cuatro años y tres meses, lo cual fue equivalente a anticipar un castigo. Por lo 
tanto, se contravino el principio de presunción de inocencia establecido en el artículo 8.2. de la 
Convención Americana. 
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3.4 DERECHO DE DEFENSA 

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303. 

153. El derecho a la defensa es un componente central del debido proceso que obliga al 
Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 
amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo. El derecho a la 
defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una persona como posible 
autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en 
su caso, la etapa de ejecución de la pena. El derecho a la defensa se proyecta en dos facetas 
dentro del proceso penal: por un lado, a través de los propios actos del inculpado, siendo su 
exponente central la posibilidad de rendir una declaración libre sobre los hechos que se l e 
atribuyen y, por el otro, por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del 
Derecho, quien cumple la función de asesorar al investigado sobre sus deberes y derechos y 
ejecuta, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. La Convención 
Americana rodea de garantías específicas el ejercicio tanto del derecho de defensa material, por 

ejemplo a través del derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo (artículo 8.2.g) o las 
condiciones bajo las cuales una confesión pudiera ser válida (artículo 8.3), como de la defensa 
técnica, en los términos que se desarrollarán a continuación.  

Corte IDH. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
21 de octubre de 2016. Serie C No. 319. 

196.  La Corte no entra en este caso a valorar la utilización o alcances del criterio de conciencia 
para valorar pruebas en dicho proceso penal. Sin embargo, en el marco de lo señalado sobre la validez 
y eficacia de las fuentes de prueba […], en principio se entendería que la declaración de una persona, 
rendida en forma de manifestación policial o instructiva o en diligencias de reconocimiento ante la 
DINCOTE en 1995, podría ser apreciada o utilizada como prueba por el juzgador si su contenido es 
ratificado por esa persona durante el juicio oral. De lo contrario, la falta de control de la defensa del 
imputado sobre la prueba inicial u originalmente producida no es subsanada por la mera evacuación 
de esa prueba testimonial en un nuevo proceso, atentando así contra su derecho de defensa. Ello es, 
no obstante, diferente e independiente de la valoración que corresponda al juzgador respecto de la 
credibilidad o valor sustantivo de tal declaración o testimonio.  

199.  Según lo señalado, la Corte advierte que, ante una sospecha fundada de algún vicio sustancial 

en el origen o producción (fuente) de un elemento probatorio (medio), particularmente cuando en el 
vicio sospechado se vislumbra una posible o alegada violación de derechos fundamentales, el 
juzgador debe analizar no sólo los aspectos formales establecidos en la legislación procesal interna, 
sino también debe descartar la posible existencia de tal vicio a efectos de que tal elemento pueda 
tener validez y eficacia probatoria en el proceso penal. A efectos de la conservación del medio 
probatorio, tal análisis debe quedar reflejado en una decisión motivada del juzgador, ya sea durante 
el proceso o en sentencia. De otro modo, el derecho de defensa del imputado se ve vulnerado.  

Corte IDH. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334. 

188. En segundo lugar, el juez rechazó la representación legal ofrecida por la señora Acosta con 
base en la supuesta falta de un poder adecuado, sin nombrarle defensor de oficio, en el mismo oficio 
en que ordena detenerla con la fuerza pública bajo el supuesto de no querer atender su orden de 
indagatoria. Según fue analizado, la representación legal fue aceptada por el juez el mismo día que 
dictó el sobreseimiento a su favor, juzgándola en ausencia. Es decir, aún si la propia Constitución 
nicaragüense y la Convención Americana protegen el derecho del procesado a ser defendido y 
representado por abogado desde el inicio del proceso, tal actuación del juez significó que ella no pudo 
ejercer su derecho de defensa mientras fue imputada en dicha instrucción. En consecuencia, la Corte 

considera que el Estado es responsable por esta manifiesta violación del derecho de defensa de la 
señora Acosta, en los términos del artículo 8.2 de la Convención. 
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Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387 . 

117. Esta Corte considera necesario recordar que el derecho a la defensa es un componente 
central del debido proceso. En los procesos de orden penal, el derecho a la defensa tiene como 
finalidad tanto dotar al acusado de las herramientas necesarias para demostrar su inocencia, 
como posicionarse en un rol activo en un riguroso control del proceso para garantizar la validez 
y credibilidad de los medios de convicción que se alleguen para demostrar la culpabilidad de la 
persona sometida a juicio. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390. 

97. El derecho a la defensa se proyecta en dos facetas dentro del proceso penal: por un lado, a 
través de los propios actos del inculpado, siendo su exponente central la posibilidad de rendir una 
declaración libre sobre los hechos que se le atribuyen y, por el otro, por medio de la defensa técnica, 
ejercida por un profesional del derecho, quien cumple la función de asesorar al investigado sobre sus 
deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. 

3.4.1 ÁMBITO DE APLICACIÓN: INICIO Y FIN 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

29.  Ahora bien, el derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala 
a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el 
proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo opuesto implicaría 
supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la defensa, entre ellas el artículo 
8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase procesal, dejando abierta la posibilidad de 
que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de actos de autoridad que 
desconoce o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario 
a la Convención. En efecto, impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia 
la investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de 
derechos es potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales 
de la persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo 
momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no 
simplemente como objeto del mismo. En el mismo sentido: Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 
Serie C No. 220, párr. 154. 

30.  Por todo ello, el artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule una 
“acusación” en sentido estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son 
inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su primera 
declaración ante cualquier autoridad pública.  

31.  Evidentemente, el contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las 
investigaciones, llegando a su punto máximo, expuesto en el párrafo 28 supra, cuando se produce la 
presentación formal y definitiva de cargos. Antes de ello y como mínimo el investigado deberá 
conocer con el mayor detalle posible los hechos que se le atribuyen.  

Corte IDH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No. 316. 

186. En relación con el artículo 8.2.c) de la Convención, ya se ha indicado que no consta que antes 
de brindar su “declaración presumarial” el señor Revelles fuera informado de las razones de la 
detención ni de los cargos en su contra. En las circunstancias del caso, ello menoscabó los medios que 
tuvo para preparar su defensa. La conclusión anterior tiene en cuenta la relevancia que la indicada 
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“declaración presumarial” tuvo en el proceso penal, al punto que fue sustento de la condena dictada 
contra el señor Revelles. 

Corte IDH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388 . 

143. La Corte resalta que la defensa suministrada por el Estado debe ser efectiva, para lo cual el 
Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Esta Corte ha señalado que el investigado debe 
tener acceso a la defensa técnica en la diligencia en la que se recibe su primera declaración. Impedir 
a éste contar con la asistencia de su abogada o abogado defensor es limitar severamente el derecho 
a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio 
del poder punitivo. 

144. En el presente caso, el señor Rosadio Villavicencio rindió su primera declaración ante la 
Inspectoría el 5 de septiembre de 1994, misma oportunidad en la que fue detenido, sin que se le 
hubiesen notificado los cargos en su contra […]. No se desprende del acta de la declaración que en 
ese momento el señor Rosadio haya contado con asistencia legal.  

145. Por consiguiente, el Perú violó el derecho del señor Rosadio Villavicencio a contar con un 
defensor o defensora de su elección o proporcionado por el Estado desde su primera declaración, 
establecido en el artículo 8.2.d y 8.2.e de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

3.4.2 DERECHO A INTÉRPRETE (ART. 8.2.A) 

119.  Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores de desigualdad 
real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad ante la 
ley y los tribunales y a la correlativa prohibición de discriminación. La presencia de condiciones de 
desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los 
obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. Si no 
existieran esos medios de compensación, ampliamente reconocidos en diversas vertientes del 
procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se encuentran en condiciones de desventaja 
disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en 

condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas.  

120.  Por ello se provee de traductor a quien desconoce el idioma en que se desarrolla el 
procedimiento, y también por eso mismo se atribuye al extranjero el derecho a ser informado 
oportunamente de que puede contar con la asistencia consular. Estos son medios para que los 

inculpados puedan hacer pleno uso de otros derechos que la ley reconoce a todas las personas. 
Aquéllos y éstos, indisolublemente vinculados entre sí, forman el conjunto de las garantías procesales 
y concurren a integrar el debido proceso legal. 

3.4.3 DERECHO A QUE SE LE COMUNIQUE LA ACUSACIÓN (ART. 8.2.B) 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114. 

185. Se ha establecido que el señor Daniel Tibi no tuvo conocimiento oportuno y completo de los 
cargos que se le imputaban en el auto cabeza del proceso […] y en los que se había sustentado, de 
hecho, su detención arbitraria. 

186. En este sentido, en la Observación General No. 13 relativa a la “Igualdad ante los tribunales 
y derecho de toda persona a ser oída públicamente por un tribunal competente establecido por la ley 
(art. 14)”, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas señaló que: 

el derecho a ser informado “sin demora” de la acusación exige que la información se 
proporcione de la manera descrita tan pronto como una autoridad competente formule la 
acusación. En opinión del Comité, este derecho debe surgir cuando, en el curso de una 
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investigación, un tribunal o una autoridad del ministerio público decida adoptar medidas 
procesales contra una persona sospechosa de haber cometido un delito o la designe 
públicamente como tal. Las exigencias concretas del apartado a) del párrafo 3 pueden 
satisfacerse formulando la acusación ya sea verbalmente o por escrito, siempre que en la 

información se indique tanto la ley como los supuestos hechos en que se basa. En el mismo 
sentido: Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, párr. 117. 

187. El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales 
competentes notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los delitos o 
faltas por los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la realización del 
proceso. Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que le son inherentes, es 
necesario que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda su primera declaración. Sin esta 
garantía, se vería conculcado el derecho de aquél a preparar debidamente su defensa . En el mismo 
sentido: Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio 
de 2005. Serie C No. 129, párr. 118; Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 149. 

188. En el caso sub judice quedó demostrado que no se notificó a la presunta víctima del auto 
cabeza del proceso ni los cargos que había en su contra.  

189. En consecuencia, este Tribunal declara que el Estado violó el artículo 8.2.b de la Convención 
Americana en perjuicio del señor Tibi. 

Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
24 de junio de 2005. Serie C No. 129. 

119. En el caso sub judice quedó demostrado que la presunta víctima no tuvo conocimiento 
oportuno de la acusación formulada en su contra, al no estar mencionada en el auto cabeza del 
proceso la legislación que contenía el tipo penal aplicable en su caso […]. Por lo tanto, el Tribunal 
considera que el señor Acosta Calderón no fue notificado de la acusación formulada en su contra, ya 
que en el auto cabeza del proceso de 15 de noviembre de 1989, dictado por el Tribunal de Lago Agrio, 
no se especificó la ley supuestamente violada, sino que solamente se limitó a señalar la base fáctica 
del arresto. 

120. En consecuencia, este Tribunal declara que el Estado violó en perjuicio del señor Acosta 
Calderón el derecho a ser comunicado previa y detalladamente de la acusación formulada, 
consagrado en el artículo 8.2.b de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1. de la 
misma. 

Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

1 de febrero de 2006. Serie C No. 141. 

150.  En el presente caso, quedó demostrado que el señor Alfredo López Álvarez rindió su 
declaración indagatoria el 29 de abril de 1997, sin contar con la asistencia de un abogado defensor 
[…]. De la prueba aportada consta que ese mismo día la presunta víctima nombró a su abogado 
defensor, cuya acreditación ante el Juzgado de Letras Seccional de Tela fue presentada el 30 de abril 
de 1997 y este Juzgado admitió el escrito el 2 de mayo de 1997 […]. El citado 30 de abril de 1997 el 
Ministerio Público presentó ante el Juzgado de Letras Seccional de Tela acusación por posesión, venta 
y tráfico de cocaína en contra del señor Alfredo López Álvarez y otras personas […]. Por lo que, el 
señor López Álvarez rindió su declaración indagatoria sin conocer previa y detalladamente la 
acusación formulada en su contra. 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

28.  Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al interesado no 
solamente de la causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan, sino 
también las razones que llevan al Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios de 
ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos. Toda esta información debe ser expresa, clara, 
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integral y suficientemente detallada para permitir al acusado que ejerza plenamente su derecho a la 
defensa y muestre al juez su versión de los hechos. La Corte ha considerado que la puntual 
observancia del artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio efectivo del derecho a la defensa. 

31. Evidentemente, el contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las 
investigaciones, llegando a su punto máximo, expuesto en el párrafo 28 supra, cuando se produce la 
presentación formal y definitiva de cargos. Antes de ello y como mínimo el investigado deberá 
conocer con el mayor detalle posible los hechos que se le atribuyen. En el mismo sentido: Caso J. Vs. 
Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie 
C No. 275, párr.199. 

44.  Cabe advertir, en consecuencia, que el Estado acepta que no informó al señor Barreto Leiva 
de los hechos que se le imputaban antes de declarar ante autoridades judiciales. Por ello, corresponde 
analizar si las razones que brinda son suficientes para justificar tal omisión.  

45.  Es admisible que en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas durante la 
investigación preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la administración de 

justicia. Asiste al Estado la potestad de construir un expediente en búsqueda de la verdad de los 
hechos, adoptando las medidas necesarias para impedir que dicha labor se vea afectada por la 
destrucción u ocultamiento de pruebas. Sin embargo, esta potestad debe armonizarse con el derecho 
de defensa del investigado, que supone, inter alia, la posibilidad de conocer los hechos que se le 
imputan.  

46.  La transición entre “investigado” y “acusado” -y en ocasiones incluso “condenado”- puede 
producirse de un momento a otro. No puede esperarse a que la persona sea formalmente acusada o 
que –como en el presente caso- se encuentre privada de la libertad para proporcionarle la 

información de la que depende el oportuno ejercicio del derecho a la defensa.  

47.  El hecho de que el señor Barreto Leiva hubiese podido conocer por los medios de 
comunicación o por su declaración previa ante el Congreso […] el tema de la investigación que se 
estaba realizando, no relevaba al Estado de cumplir con lo dispuesto en el artículo 8.2.b de la 
Convención. El investigado, antes de declarar, tiene que conocer de manera oficial cuáles son los 
hechos que se le imputan, no sólo deducirlos de la información pública o de las preguntas que se le 
formulan. De esta forma su respuesta podrá ser efectiva y sin el margen de error que las conjeturas 
producen; se garantizará el principio de congruencia, según el cual debe mediar identidad entre los 
hechos de los que se informa al inculpado y aquellos por los que se le procesa, acusa y sentencia, y se 
asegura el derecho a la defensa. 

Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275. 

293.  Por otra parte, esta Corte recuerda que para garantizar el derecho a la defensa es necesario 
que en la formulación de una acusación criminal se expongan todos los fundamentos probatorios de 
ésta. La Corte constata que la actual acusación en contra de la señora J. indica los elementos 
probatorios sobre los cuales se fundamenta. No obstante, este Tribunal nota que dicha acusación no 
toma en cuenta elementos de prueba producidos durante la primera etapa del proceso que favorecen 
la versión de la presunta víctima sobre los hechos, tales como la declaración de su padre (respecto a 
la propiedad de las armas presuntamente halladas en la habitación de J.) o la pericia sobre los 
manuscritos encontrados que concluye que la escritura no corresponde a la señora J. Resulta 
contrario al derecho a ser juzgado con las debidas garantías que en la determinación de una 
acusación, el Ministerio Público sólo tome en cuenta los elementos que incriminan a la persona 
imputada y no aquellas que pudieran favorecer la versión del imputado. Al respecto, este Tribunal 
resalta lo indicado por la representante en el sentido de que hay ciertos elementos de prueba, 
producidos durante la primera etapa del proceso, que actualmente serían imposibles de reproducir.  

Corte IDH. Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311. 
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80. El derecho a contar con comunicación previa y detallada de la acusación en materia penal 
contempla que debe realizarse una descripción material de la conducta imputada que contenga los 
datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia indispensable para el ejercicio 
de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador en la sentencia. De ahí que el 
imputado tenga derecho a conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos 
que se le imputan. Como parte de las garantías mínimas establecidas en el artículo 8.2 de la 
Convención, el derecho a contar con comunicación previa y detallada de la acusación se aplica tanto 
en materia penal como en los otros órdenes señalados en el artículo 8.1 de la Convención, a pesar de 
que la exigencia en los otros órdenes puede ser de otra intensidad o naturaleza. Ahora bien, cuando 
se trata de un proceso disciplinario sancionatorio el alcance de esta garantía puede ser entendido de 

manera diversa, pero en todo caso implica que se ponga en conocimiento del sujeto disciplinable 
cuales son las conductas infractoras del régimen disciplinario que se le imputan. 

82. La Corte considera que era necesario que, por lo menos, se suministrara información que 
fuera clara respecto de la motivación del proceso de destitución, así como una mínima referencia a 
la relación existente entre los hechos respecto de los cuales se aplicaría la sanción disciplinaria y la 
norma supuestamente infringida. 

83. De la lectura de la mencionada notificación no resultaba claro el motivo específico por el cual 
la señora Maldonado estaba siendo objeto de un proceso disciplinario; en consecuencia no contó con 
información detallada de las razones por las cuales podría ser destituida de su trabajo. Esta falta de 
información constituyó una violación a la garantía de contar con información previa y detallada del 
proceso iniciado en su contra, contenida en el artículo 8.2.b de la Convención Americana. 

84. En ese sentido, no obstante la señora Maldonado contó con el tiempo y la posibilidad de 
defenderse a nombre propio y a pesar de haber sido asistida por los defensores de su elección, los 
medios para la preparación de su defensa no fueron adecuados como consecuencia de la falta de la 
claridad respecto del motivo específico por el cual se iniciaba el proceso de destitución en su contra. 
Lo anterior constituyó una vulneración adicional al derecho a la defensa de la señora Maldonado, 
contenido en el artículo 8.2.c de la Convención Americana. 

3.4.4 CONCESIÓN DE MEDIOS Y TIEMPO PARA LA PREPARACIÓN DE LA DEFENSA 
(8.2.C) 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 

138. La Corte observa que el artículo 717 del Código de Justicia Militar, norma aplicable a los casos 
de traición a la patria, establece que una vez producida la acusación fiscal se pondrán los autos en 
conocimiento de la defensa por espacio de doce horas. En el presente caso, la acusación fiscal fue 
presentada el 2 de enero de 1994 y los abogados pudieron consultar el expediente el 6 de los mismos 
mes y año por un lapso muy reducido. La sentencia se dictó al día siguiente. De acuerdo con la 

legislación aplicable, la defensa no pudo interrogar a los agentes de la DINCOTE que participaron en 
la fase de investigación. 

139. El numeral 8 de los Principios Básicos sobre la función de los Abogados relativo a las 
salvaguardias especiales en asuntos penales, que fija los estándares pertinentes para el ejercicio 

adecuado de la defensa en estos casos, establece que 

 [a] toda persona arrestada, detenida, o presa, se le facilitará oportunidades, tiempo 
e instalaciones adecuadas para recibir visitas de un abogado, entrevistarse con él y 
consultarle, sin demora, interferencia ni censura y en forma plenamente 
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confidencial. Estas consultas podrán ser vigiladas visualmente por un funcionario 
encargado de hacer cumplir la ley, pero no se escuchará la conversación216. 

140. La condena del señor Astorga Valdez pone aún más en evidencia la escasa posibilidad de 
ejercer una defensa efectiva del inculpado. En dicho caso, el inculpado fue condenado en última 
instancia con base en una prueba nueva, que el abogado defensor no conocía ni pudo contradecir. 

141. La Corte estima que, la restricción a la labor de los abogados defensores y la escasa 
posibilidad de presentación de pruebas de descargo han quedado demostradas en este caso. 
Efectivamente, los inculpados no tuvieron conocimiento oportuno y completo de los cargos que se 
les hacían; las condiciones en que actuaron los defensores fueron absolutamente inadecuadas para 
su eficaz desempeño y sólo tuvieron acceso al expediente el día anterior al de la emisión de la 
sentencia de primera instancia. En consecuencia, la presencia y actuación de los defensores fueron 
meramente formales. No se puede sostener que las víctimas contaron con una defensa adecuada. En 
el mismo sentido: Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 167. 

142.  Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.b y 8.2.c de la 
Convención. 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

54.  Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el tiempo y los medios 
adecuados para preparar la defensa, previsto en el artículo 8.2.c de la Convención, que obliga al 
Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del expediente llevado en su contra. 
Asimismo, se debe respetar el principio del contradictorio, que garantiza la intervención de aquél en 

el análisis de la prueba. En el mismo sentido: Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 170; Caso Cabrera García y 
Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de 
noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 156. 

55.  Si el Estado pretende limitar este derecho, debe respetar el principio de legalidad, argüir de 
manera fundada cuál es el fin legítimo que pretende conseguir y demostrar que el medio a utilizar 
para llegar a ese fin es idóneo, necesario y estrictamente proporcional. Caso contrario, la restricción 
del derecho de defensa del individuo será contraria a la Convención. En el mismo sentido: Caso J. Vs. 
Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie 
C No. 275, párr. .206. 

56.  En el presente caso, la Corte observa que, de conformidad con la ley […], los recaudos 
sumariales, mientras duraba el sumario, eran siempre secretos para el investigado no privado de su 
libertad. En otras palabras, el derecho a la defensa del investigado siempre estaba supeditado, siendo 
irrelevante para la ley –y por mandato de ésta, para el juez- las características del caso particular.  

57.  Por lo anterior, el Tribunal concluye que el Estado violó el artículo 8.2.c de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Barreto Leiva. Del mismo modo, al 
haberse producido esta violación como consecuencia de la aplicación de los entonces vigentes 
artículos 60 de la Constitución y 73 del CEC, el Estado también incumplió el artículo 2 de la 
Convención.  

Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380 

153. El derecho a contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa, previsto 
en el artículo 8.2.c de la Convención, obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al 

 

216  Principios Básicos sobre la Función de los Abogados relativo a las salvaguardias especiales en asuntos 
penales, aprobados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) de 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990. 
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conocimiento del expediente llevado en su contra. Asimismo, se debe respetar el principio del 
contradictorio, que garantiza la intervención de aquél en el análisis de la prueba.  

154. Respecto de los medios adecuados para presentar la defensa, estos comprenden todos los 
materiales y pruebas que la acusación desea utilizar contra el acusado, así como documentos 
exculpatorios. Adicionalmente, si un Estado considera oportuno restringir el derecho a la defensa, 
debe hacerlo apegado al principio de legalidad, presentar el fin legítimo que pretende conseguir y 
demostrar que el medio empleado para ello es idóneo, necesario y estrictamente proporcional. De lo 
contrario, la restricción será contraría a la Convención. Además, tal limitación debe ser 
contrabalanceada por el juez, para que de ella no resulte la negativa del contradictorio o de la 
igualdad de armas. Así, debe siempre ser cumplido el objetivo de la garantía de tiempo y medios 

adecuados.  

155. En el presente caso no hay controversia en que el señor Álvarez y sus abogados no tuvieron 
acceso a los videos que dieron base a la ampliación de la acusación sino hasta el momento de la 
audiencia de juicio. Por otra parte, es relevante hacer notar que una vez solicitadas ampliaciones de 
la demanda contra el señor Álvarez, el Juez a cargo aplazó la audiencia en dos ocasiones y otorgó al 
señor Álvarez y sus abogados plazos de 3 y 5 días hábiles, respectivamente, para preparar y recabar 
más pruebas para su defensa. Además, las pruebas que justificaron las ampliaciones de la acusación 
estaban vinculadas al delito objeto de la primera acusación y se trataban de entrevistas realizadas 
por el propio señor Álvarez a medios de comunicación venezolanos. No se trataba, por lo tanto, de 
un hecho desconocido para el señor Álvarez.  

156. Sin perjuicio de los matices anteriores, aun cuando fue posible a la parte imputada revisar 
esa prueba y presentar sus razones jurídicas durante la propia audiencia pública, no es menos cierto 

que la falta de acceso a una prueba tan fundamental para la ampliación de la acusación resultó en un 
desbalance entre la acusación y la defensa. Lo anterior es más relevante porque el señor Álvarez 
alegó desde un primer momento que su interés en acceder a los videos se justificaba en verificar si 
los mismos no habían sido manipulados de alguna forma. La Corte considera que la imposibilidad de 
acceder a la totalidad del expediente y las pruebas que basaron la ampliación de la acusación 
impidieron que el señor Álvarez pudiera defenderse de forma adecuada, en violación del artículo 
8.2.c de la Convención Americana. 

3.4.5 DEFENSA TÉCNICA (ART. 8.2. D) Y E)) 

Corte IDH. Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Arts. 46.1, 46.2.a y 

46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC -11/90 
de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11. 

25.  Los literales d) y e) del artículo 8.2 expresan que el inculpado tiene derecho de defenderse 
personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y que si no lo hiciere tiene el derecho 

irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según 
la legislación interna. En estos términos, un inculpado puede defenderse personalmente, aunque es 
necesario entender que ésto es válido solamente si la legislación interna se lo permite. Cuando no 
quiere o no puede hacer su defensa personalmente, tiene derecho de ser asistido por un defensor de 
su elección. Pero en los casos en los cuales no se defiende a sí mismo o no nombra defensor dentro 

del plazo establecido por la ley, tiene el derecho de que el Estado le proporcione uno, que será 
remunerado o no según lo establezca la legislación interna. Es así como la Convención garantiza el 
derecho de asistencia legal en procedimientos penales. Pero como no ordena que la asistencia legal, 
cuando se requiera, sea gratuita, un indigente se vería discriminado por razón de su situación 
económica si, requiriendo asistencia legal, el Estado no se la provee gratuitamente.  

26.  Hay que entender, por consiguiente, que el artículo 8 exige asistencia legal solamente cuando 
ésta es necesaria para que se pueda hablar de debidas garantías y que el Estado que no la provea 
gratuitamente cuando se trata de un indigente, no podrá argüir luego que dicho proceso existe pero 

no fue agotado.  
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27.  Aun en aquellos casos en los cuales un acusado se ve obligado a defenderse a sí mismo 
porque no puede pagar asistencia legal, podría presentarse una violación del artículo 8 de la 
Convención si se puede probar que esa circunstancia afectó el debido proceso a que tiene derecho 
bajo dicho artículo. 

Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114. 

191. A su vez, el Principio décimo séptimo para la Protección de Todas las Personas Sometidas a 
Cualquier Forma de Detención o Prisión, afirma que: 

1. Las personas detenidas tendrán derecho a asistencia de un abogado. La 
autoridad competente les informará de ese derecho prontamente después de su 
arresto y les facilitará medios adecuados para ejercerlo.  

2. La persona detenida que no disponga de asistencia de un abogado de su 
elección tendrá derecho a que un juez u otra autoridad le designe un abogado en 
todos los casos en que el interés de la justicia así lo requiera y sin costo para él si 
careciere de medios suficientes para pagarlo217. 

192. La Constitución Política del Ecuador establecía que “toda persona enjuiciada por una 
infracción penal tendrá derecho a contar con un defensor” (artículo 19.17.e). 

193. Pese a la norma constitucional citada, el señor Daniel Tibi no tuvo acceso a un abogado 
durante su primer mes de detención. Un día después de ésta, el 28 de septiembre de 1995, la presunta 
víctima rindió su declaración preprocesal ante el fiscal, sin contar con la asistencia de un abogado 
defensor.  

194. Como se demostró, en el auto cabeza del proceso que declaró abierta la etapa de sumario, 
dictado el 4 de octubre de 1995, el Juez designó un abogado de oficio para el señor Daniel Tibi y los 
otros sindicados. Ese abogado no visitó a la presunta víctima ni intervino en su defensa. Si bien el 
señor Tibi logró comunicarse posteriormente con un abogado particular, no pudo contratar sus 
servicios por falta de recursos económicos. Esta situación hizo que durante el primer mes de 
detención no contara con asistencia de un abogado […], lo que le impidió disponer de una defensa 
adecuada.  

Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170. 

156.  En la audiencia pública ante la Corte, el señor Chaparro manifestó que el 18 de noviembre 
de 1997 fue “interrogado sin presencia del abogado”. Este interrogatorio habría ocurrido un día antes 
de la declaración preprocesal efectuada ante el Fiscal. De otra parte, el señor Chaparro indicó que al 
presentar su recurso de amparo de libertad ante la Corte Superior de Guayaquil […] el Presidente de 
dicha Corte prohibió a su abogado ejercer su defensa, indicándole que él mismo tenía que 
fundamentar su recurso. Asimismo, el señor Lapo manifestó que al rendir su declaración preprocesal, 
la defensora pública que le había sido adscrita no estuvo durante el interrogatorio y sólo se hizo 
presente para que pudiera iniciar la declaración y al final de la misma, para firmarla. El Estado 
presentó su allanamiento respecto del artículo 8 de la Convención en la misma audiencia pública, 

luego de haber escuchado a las víctimas y haber tenido la posibilidad de contrainterrogarlas, por lo 
que la Corte tiene estos hechos como establecidos.  

158.  Pese a la normativa constitucional citada, el señor Chaparro no contó con la presencia de un 
abogado defensor al momento de ser interrogado por parte de la Policía el 18 de noviembre de 1997. 
Además, la Corte encuentra que al impedirse al abogado del señor Chaparro intervenir en su 
declaración preprocesal y al exigirse que sea el propio señor Chaparro quien fundamente su recurso 
de amparo de libertad, cuando su deseo era que su abogado lo hiciera, la presencia de los defensores 

 

217 O.N.U., Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, supra nota 126, Principio 17. 
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fue tan solo formal. Por ello, el Estado violó el derecho consagrado en el artículo 8.2.d) de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Chaparro.  

159.  De otra parte, la Corte considera que la actitud de la defensora pública asignada al señor 
Lapo es claramente incompatible con la obligación estatal de proporcionar una defensa adecuada a 
quien no pudiera defenderse por sí mismo ni nombrar defensor particular. En especial, la Corte 
resalta que la asistencia letrada suministrada por el Estado debe ser efectiva, para lo cual el Estado 
debe adoptar todas las medidas adecuadas. Por consiguiente, la Corte considera que el Ecuador violó 
en perjuicio del señor Lapo el derecho de contar con un defensor proporcionado por el Estado 
consagrado en el artículo 8.2.e) de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma. 

Corte IDH. Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de septiembre de 2009. Serie C No. 204 . 

93.  La Corte considera que hubo una variedad de defensas disponibles que el abogado defensor 
nombrado por el Estado pudo haber presentado en el juicio. Sin embargo, su decisión de no presentar 
una defensa de atenuante de responsabilidad y de elegir, en cambio, otras defensas disponibles, 

ciertamente no califica como grave incompetencia. Consecuentemente, la Corte considera que la 
decisión del abogado nombrado por el Estado de no solicitar una evaluación psiquiátrica o 
psicológica independiente en este caso, no constituye una violación al derecho del señor DaCosta 
Cadogan a las garantías judiciales. Por lo tanto, el Estado no es responsable por la violación del 
artículo 8.2.e de la Convención con respecto al tema de la incompetencia del abogado. 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

61.  La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus propios actos, 

entre ellos la declaración que rinda sobre los hechos que se le atribuyen, y por medio de la defensa 
técnica, ejercida por un profesional del Derecho, quien asesora al investigado sobre sus deberes y 
derechos y ejecuta, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. En el 
mismo sentido: Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 176 y 177. 

62.  Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona 
[…], el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo momento, sobre todo en 
la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado 
defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja 
al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo.  

63.  El derecho a la defensa técnica no puede ser satisfecho por quien a la postre realizará la 
acusación, esto es, el Ministerio Público. La acusación afirma la pretensión penal; la defensa la 
responde y rechaza. No es razonable depositar funciones naturalmente antagónicas en una sola 
persona. En el mismo sentido: Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 155. 

64.  En consecuencia, el señor Barreto Leiva tenía, conforme a la Convención Americana, el 
derecho de ser asistido por su abogado defensor y no por el Ministerio Público, cuando rindió las dos 
declaraciones preprocesales indicadas en los párrafos 35 y 40 supra. Al habérsele privado de esa 
asistencia, el Estado violó en su perjuicio el artículo 8.2.d de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 de la misma.  

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220. 

155.  […] Sin embargo, el nombrar un defensor de oficio con el sólo objeto de cumplir con una 
formalidad procesal, equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es imperante que dicho 
defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado y evite 

así que sus derechos se vean lesionados.  
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Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275. 

194.  Esta Corte ha establecido que el derecho a la defensa debe poder ejercerse desde que se 
señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando 
finaliza el proceso. Sostener lo opuesto implica supeditar las garantías convencionales que protegen 
el derecho a la defensa, entre ellas el artículo 8.2.b, a que el investigado se encuentre en determinada 
fase procesal, dejando abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus 
derechos a través de actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse 
con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la Convención. El derecho a la defensa obliga al 
Estado a tratar al individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 

amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del mismo.  

195.  Por todo ello, el artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule una 
“acusación” en sentido estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son 
inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su primera 
declaración ante cualquier autoridad pública. 

196.  La señora J. fue detenida en el marco del Operativo Moyano, el cual como se estableció 
previamente fue una operación cuidadosamente planificada luego de un proceso de investigación de 
inteligencia […]. De ello se desprende que existía una investigación en trámite antes de la detención 
de la señora J. de la cual ésta no fue notificada. Al respecto, el Estado ha indicado que “la notificación 
a cualquier persona implicaba simplemente el fracaso del operativo y nunca se podría haber 
capturado a la máxima dirigencia de Sendero Luminoso y menos aún haber acabado con este grupo 
terrorista”. En este sentido, esta Corte ha señalado que es admisible que en determinados casos exista 
reserva de las diligencias adelantas durante una investigación en un proceso penal, de modo de 
garantizar la eficacia en la administración de justicia. Asiste al Estado la potestad de construir un 
expediente tomando las medidas necesarias para impedir que dicha labor se vea afectada por la 
destrucción u ocultamiento de pruebas. Sin embargo, esta potestad debe armonizarse con el derecho 
de defensa del investigado, que supone, la posibilidad de conocer los hechos que se le imputan. 

Corte IDH. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376218. 

82. Al respecto, sobre el contenido y el alcance de los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención, 
este Tribunal ya se ha referido a la defensa de oficio indicando “la importancia fundamental que tiene 
el servicio de asistencia letrada gratuita para la promoción y protección del derecho de acceso a la 
justicia de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran en una situación especial 
de vulnerabilidad”. La institución de la defensa pública, a través de la provisión de servicios públicos 
y gratuitos de asistencia jurídica permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad 
procesal en la que se encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como 
la situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo 
a la justicia en términos igualitarios. 

87. Este Tribunal considera que correspondería al Estado, mediante las autoridades 
competentes, identificar si existen dichas incompatibilidades y adoptar las medidas conducentes 
para que se garantice el derecho a la defensa de los co-imputados involucrados. Este principio es 
especialmente relevante en casos donde los imputados puedan enfrentar una condena severa, como 

 

218 El 10 de mayo de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró al Estado responsable por: i) la violación del principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación de garantizar los derechos 
establecida en el artículo 1.1 y 2 de la Convención, y en violación de los artículos 4.1 y 4.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación de garantizar los derechos establecida en el 
artículo 1.1, y ii) la violación del derecho a las garantías judiciales, consagrado en los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación de garantizar los derechos 
establecida en el artículo 1.1 de la Convención, todas en perjuicio del señor Manuel Martínez Coronado. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

232 

es la pena de muerte. Por otra parte, la existencia de inconsistencias en las declaraciones realizadas 
por los co-imputados en el marco de un proceso penal no demuestra necesariamente una 
incompatibilidad en sus defensas e intereses que impida una defensa común.  

88. No obstante, en el caso concreto la contradicción existente en las declaraciones de los co-
imputados recae sobre elementos sustanciales de la versión de los hechos propuesta por el señor 
Martínez Coronado, de forma tal que la contradicción le privó de un elemento sustancial de su 
defensa. En efecto, en la sentencia de primera instancia se hace alusión a que el señor Martínez 
Coronado afirma que el co-imputado le informó a la una de la mañana que había escuchado disparos, 
razón por la cual acudió al lugar de los hechos, mientras que por su parte DA negó tales hechos y 
afirmó que se enteró de los homicidios a las seis de la mañana. En esa medida, en este caso las 
inconsistencias en las declaraciones por parte de los co-imputados debieron ser advertidas por la 
defensa común, quien debió ponerlas en conocimiento del tribunal para efectos de que se nombrara 
otro defensor, o incluso las autoridades judiciales encargadas de dirigir el proceso debieron adoptar 
de oficio las medidas pertinentes para garantizar el derecho a la defensa por tratarse de una defensa 
pública proporcionada por el Estado. En razón de lo anterior, la Corte concluye que el Estado 
incumplió con su deber de asegurar el derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado que le garantizara al inculpado los medios adecuados para su defensa, 
en violación de los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención Americana, en la medida que la defensa 
común, vulneró los derechos del señor Martínez Coronado. 

Corte IDH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388 . 

178. En este caso, este Tribunal considera, con base en los hechos descritos, que el asignar el 
mismo defensor a dos coimputados, a pesar de existir incompatibilidad en su defensa debido a sus 
versiones claramente discordantes de los hechos acaecidos vulneró el derecho a la defensa técnica 
del señor Rosadio Villavicencio. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaci ones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390. 

99. La Corte ha señalado que el derecho de defensa implica que esta sea eficaz, oportuna, 
realizada por personal técnico, que permita fortalecer la protección del interés concreto del 
imputado y no como un simple medio para cumplir formalmente con la legitimidad del proceso. Por 
ende, cualquier forma de defensa aparente resultaría violatoria de la Convención Americana. En esta 
línea, “[l]a relación de confianza debe ser resguardada en todo lo posible dentro de los sistemas de 
defensa pública [por lo que d]eben existir mecanismos ágiles para que el imputado pueda pedir que 
se evalúe el nivel de su defensa y [n]ingún defensor público puede subordinar los intereses de su 
defendido a otros intereses sociales o institucionales o a la preservación de la `justicia´”. 

100. La defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, pero se considera 
una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer adecuadamente sus funciones de 
asesorar según su mejor juicio profesional y en atención a los intereses del imputado, la Corte estima 
que el Estado no puede ser considerado responsable de todas las fallas de la defensa pública, dado la 
independencia de la profesión y el juicio profesional del abogado defensor. En este sentido, la Corte 
considera que, como parte del deber estatal de garantizar una adecuada defensa pública, es necesario 
implementar adecuados procesos de selección de los defensores públicos, desarrollar controles 
sobre su labor y brindarles capacitaciones periódicas.  

101. La Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto de cumplir 
con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es imperante que 
dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado 
y evite así que sus derechos se vean lesionados  y se quebrante la relación de confianza. A tal fin, es 
necesario que la institución de la defensa pública, como medio a través del cual el Estado garantiza 
el derecho irrenunciable de todo inculpado de delito de ser asistido por un defensor, sea dotada de 
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garantías suficientes para su actuación eficiente y en igualdad de armas con el poder persecutorio. 
La Corte ha reconocido que para cumplir con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas 
adecuadas. Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que puedan actuar con 
autonomía funcional. En el mismo sentido: Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 3; Caso Rosadio 
Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de 
octubre de 2019. Serie C No. 388, párr. 175. 

102. La Corte considera que la asistencia jurídica debe ser ejercida por un profesional del derecho 
para poder satisfacer los requisitos de una defensa técnica a través de la cual se asesore a la persona 
sometida a proceso, inter alia, sobre la posibilidad de ejercer recursos contra actos que afecten 

derechos. Es por ello, que la Corte confirma, que en los casos de los procesos penales, la defensa tiene 
que ser ejercida por un profesional del derecho dado que significa una garantía del debido proceso y 
que el investigado será asesorado sobre sus deberes y derechos y de que ello será respetado. Un 
abogado, asimismo, puede realizar, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción de 
pruebas y puede compensar adecuadamente la situación de vulnerabilidad de las personas privadas 
de libertad en relación con el acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios. 

110. En razón de lo anterior, la Corte considera que las personas designadas como defensores en 
este caso no cumplían con el requerimiento de ser profesionales del derecho, pues se trataba de 
estudiantes que no contaban con la experiencia, idoneidad y capacidad para ejercer la defensa de los 
acusados, lo que en el caso concreto tuvo un impacto claro en la defensa de al menos uno de los 
acusados pues por la inexperiencia del defensor no pudo ser evacuada la prueba que había solicitado. 
Por las anteriores razones se vulneró el artículo 8.2.e) de la Convención. 

111. Por todo lo expuesto, teniendo en cuenta que las presuntas víctimas no contaron con una 
designación de defensa desde el inicio del proceso, y que además dicha provisión no permitió que 
contaran con una defensa idónea, capacitada y eficaz, en tanto que la designación recayó en 
estudiantes de derecho, y no en un profesional del derecho para enfrentar un proceso penal que 
podría culminar con la imposición de la pena de muerte, como sucedió en el presente caso, esta Corte 
considera que el Estado es responsable de la violación de los derechos consagrados en los artículos 
8.2.e) y 8.2.d) de la Convención Americana, en relación con el artículo 4.1 de la Convención, y con las 
obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención, en perjuicio de los señores 
Roberto Girón y Pedro Castillo Mendoza. 

Corte IDH. Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396 . 

207. Por otra parte, la presencia física de los señores López, Blanco, González y Muñoz en cárceles 

muy lejanas de la provincia de Neuquén, donde se ubicaban sus abogados defensores y el juzgado de 
ejecución de la pena, representó un obstáculo insuperable para comunicarse libre y privadamente 
con sus abogados para orientar y coordinar su defensa. En más de una ocasión las víctimas del 
presente caso solicitaron al juez que pudieran contactar a sus defensores. Es evidente que lo anterior 
limitó la posibilidad del ejercicio de una defensa técnica y de actuación diligente con el fin de proteger 
las garantías procesales del representado y evitar así que sus derechos se vieran lesionados durante 
la etapa de ejecución de la pena del proceso penal. En el mismo sentido: Caso Rosadio Villavicencio 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. 
Serie C No. 388, párr. 176. 

3.4.6 DERECHO A CONOCER LA PRUEBA Y LA IDENTIDAD DE LOS TESTIGOS 
(8.2.F) 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

234 

153. La Corte considera que la legislación aplicada al caso imposibilita el derecho a interrogar a 
los testigos que fundamentaron la acusación contra las supuestas víctimas. Por una parte, se prohíbe 
el interrogatorio de agentes, tanto de la policía como del ejército, que hayan participado en las 
diligencias de investigación. Por otra, tal como ha sido consignado […], la falta de intervención del 
abogado defensor hasta el momento en que declara el inculpado, hace que aquél no pueda 
controvertir las pruebas recabadas y asentadas en el atestado policial. 

154. Tal como lo ha señalado la Corte Europea, dentro de las prerrogativas que deben concederse 
a quienes hayan sido acusados está la de examinar los testigos en su contra y a su favor, bajo las 
mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. 

155. La Corte entiende que la imposición de restricciones a los abogados defensores de las 
víctimas vulnera el derecho, reconocido por la Convención, de la defensa de interrogar testigos y 
hacer comparecer a personas que puedan arrojar luz sobre los hechos.  

156. Por lo tanto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.f de la Convención. 

Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119. 

184. La Corte Interamericana ha señalado, como lo ha hecho la Corte Europea, que el inculpado 
tiene derecho a examinar a los testigos que declaran en su contra y a su favor, en las mismas 
condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. En el mismo sentido: Caso García Asto y Ramírez 

Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr.152. 

185. La imposición de restricciones a la presunta víctima y al abogado defensor vulnera ese 
derecho, reconocido por la Convención, así como el de hacer comparecer a personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos.  

186. Por lo tanto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.f de la Convención en perjuicio 
de la presunta víctima, en relación con el artículo 1.1. de la misma, en el proceso penal ante la 
jurisdicción militar. 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de noviembre de 2005. Serie C No. 135. 

177. La Corte considera que la imposibilidad de acceder a las actuaciones realizadas durante la 
etapa del sumario y presentar pruebas impidieron que el señor Palamara Iribarne pudiera 
defenderse de forma adecuada. Cuando el abogado del señor Palamara Iribarne tuvo acceso al 
expediente al elevarse la causa a plenario el 24 de octubre de 1994, de conformidad con el artículo 
150 del Código de Justicia Militar contaba con un plazo de tan solo 6 días para responder a “los cargos 
que exist[í]an en su contra”. Recién el 20 de febrero de 1995 el abogado del señor Palamara Iribarne, 
al contestar la acusación Fiscal, pudo ofrecer prueba en el proceso […]. 

178. Además, íntimamente ligado con lo anterior, la Corte Interamericana ha señalado que el 
inculpado tiene derecho a examinar a los testigos que declaran en su contra y a su favor, en las 
mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. En el mismo sentido se ha pronunciado la 
Corte Europea. Este Tribunal ha establecido que en todo proceso deben concurrir los elementos 
necesarios para “que exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus 
intereses y derechos. Esto implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio”219.  

179. Las referidas restricciones impuestas al señor Palamara Iribarne y a su abogado defensor en 
la Causa Rol No. 464 por los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares y en la 
Causa Rol No. 471 por el delito de desacato, ambas ante el Juzgado Naval de Magallanes, vulneraron 

 

219Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. 
Serie A No. 17, párr. 132. En igual sentido, cfr. Laukkanen and Manninen v. Finland, no. 50230/99, § 34, 3 
February 2004; Edwards and Lewis v. the United Kingdom, nos. 39647/98 and 40461/98, § 52, 22 July 
2003;Öcalan v. Turkey, no. 46221/99, § 146, 12 March 2003.  
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las garantías propias del derecho de defensa, así como el de hacer comparecer a personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos, reconocidos en el artículo 8.2.f) de la Convención.  

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 
Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 
No. 279. 

241. La Corte se ha pronunciado en anteriores oportunidades acerca de violaciones del derecho 
de la defensa de interrogar testigos en casos que trataban de medidas que en el marco de la 
jurisdicción penal militar imponían una absoluta restricción para contrainterrogar testigos de cargo, 
otros en los que había no sólo “testigos sin rostro” sino también “jueces sin rostro”, y en otro que se 
refiere a un juicio político celebrado ante el Congreso en el cual a los magistrados inculpados no se 
les pemitió contrainterrogar a los testigos en cuyos testimonios se basó su destitución.  

242. El literal f) del artículo 8.2 de la Convención consagra la “garantía mínima” del “derecho de 
la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como 
testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”, la cual materializa los 

principios de contradictorio e igualdad procesal. La Corte ha señalado que entre las garantías 
reconocidas a quienes hayan sido acusados está la de examinar los testigos en su contra y a su favor, 
bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. La reserva de identidad del testigo 
limita el ejercicio de este derecho puesto que impide a la defensa realizar preguntas relacionadas 
con la posible enemistad, prejuicio y confiabilidad de la persona misma del declarante, así como otras 
que permitan argumentar que la declaración es falsa o equivocada. En el mismo sentido: Caso Pollo 
Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. Serie C No. 
319, párr. 205. 

243.  El deber estatal de garantizar los derechos a la vida y la integridad, la libertad y la seguridad 
personales de quienes declaran en el proceso penal puede justificar la adopción de medidas de 
protección. En esta materia el ordenamiento jurídico chileno comprende tanto medidas procesales 
(como la reserva de datos de identificación o de características físicas que individualicen a la 
persona) como extraprocesales (como la protección de su seguridad personal). En el mismo 
sentido: Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre 
de 2016. Serie C No. 319, párr. 205. 

246.  Para pronunciarse en el presente caso, la Corte también tomará en cuenta si en los casos 
concretos el Estado aseguró que la afectación al derecho de defensa de los imputados que se derivó 
de la utilización de la medida de reserva de identidad de testigos estuvo suficientemente 
contrarrestada por medidas de contrapeso, tales como las siguientes: a) la autoridad judicial debe 
conocer la identidad del testigo y tener la posibilidad de observar su comportamiento durante el 
interrogatorio con el objeto de que pueda formar su propia impresión sobre la confiabilidad del 

testigo y de su declaración, y b) debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de interrogar 
directamente al testigo en alguna de las etapas del proceso, sobre cuestiones que no estén 
relacionadas con su identidad o paradero actual; lo anterior con el objeto de que la defensa pueda 
apreciar el comportamiento del testigo bajo interrogatorio, de modo que pueda desacreditarlo o, por 
lo menos, plantear dudas sobre la confiabilidad de su declaración. En el mismo sentido: Caso Pollo 
Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. Serie C No. 
319, párr. 205. 

247.  Incluso cuando se hayan adoptado medidas de contrapeso que parecen suficientes, la 
condena no puede estar fundada únicamente o en grado decisivo en declaraciones realizadas por 
testigos de identidad reservada. De lo contrario, se podría llegar a condenar al imputado utilizando 
desproporcionadamente un medio probatorio que fue obtenido en detrimento de su derecho de 
defensa. Por tratarse de prueba obtenida en condiciones en las que los derechos del inculpado han 
sido limitados, las declaraciones de testigos con reserva de identidad deben tratarse con extrema 
precaución, ser valoradas en conjunto con el acervo probatorio, las observaciones u objeciones de la 
defensa y las reglas de la sana crítica. La determinación de si este tipo de pruebas ha tenido un peso 
decisivo en el fallo condenatorio dependerá de la existencia de otro tipo de pruebas que corrobore 
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aquellas de tal forma que, a mayor prueba corroborativa, menor será el grado decisivo que el fallador 
otorga al testimonio de identidad reservada. En el mismo sentido: Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. Serie C No. 319, párr. 205. 

250. Las medidas de contrapeso implementadas fueron adecuadas para salvaguardar el derecho 
de la defensa a interrogar testigos. La defensa tuvo acceso a las declaraciones rendidas por esos 
testigos en la etapa de investigación, de manera que pudieran ser controvertidas y, en cuanto hubo 
“testigos de cargo de cuyos testimonios no había constancia en la investigación[, ello] motivó una 
decisión incidental dividida de los sentenciadores, con la prevención de que sus dichos serían 
considerados en la medida que no afectaran el debido proceso y que se apreciarían con libertad”. La 
solicitud del Ministerio Público acompañó un sobre sellado con constancia de la identidad de los 

testigos objeto de la medida de reserva, las declaraciones de los mismos fueron rendidas en la 
audiencia ante el Tribunal de Juicio Oral con la consecuente inmediación en la recepción de la prueba, 
los abogados defensores tuvieron la oportunidad de interrogarlos en la audiencia y de conocer su 
identidad, con la limitación de no informársela a los imputados […]. 

251. En lo tocante al punto de vital importancia de si las condenas estuvieron fundadas 
únicamente o en grado decisivo en dichas declaraciones […], hay diferencias entre cada uno de los 
condenados: 

a) con respecto a la condena del señor Norín Catrimán, no se utilizó la declaración de testigos de 

identidad reservada para fundamentar la declaratoria de responsabilidad como autor del delito de 
amenaza de incendio terrorista en perjuicio de los propietarios del predio San Gregorio. Si bien la 
reserva de identidad del testigo se efectúo en la etapa de investigación en ausencia de un efectivo 
control judicial […], en el presente caso ello no conlleva una violación de la garantía prevista en el 
artículo 8.2.f de la Convención, debido a que la declaración de ese testigo no fue utilizada de forma 
decisiva y, en la etapa de juicio, fueron garantizadas determinadas medidas de contrapeso para que su 
defensa pudiera interrogar al testigo reservado y controvertir su declaración […]. 

b) En cambio, la condena penal del señor Pichún Paillalao como autor del delito de amenaza de incendio 
terrorista en perjuicio del administrador y dueños del Fundo Nancahue estuvo fundada en grado 
decisivo en la declaración de un testigo de identidad reservada (el “testigo protegido N° 1”), pues si 
bien se hace referencia a otros medios de prueba, éstos por sí solos no hubiesen bastado para llegar a 
la condena, ya que las otras tres personas que rindieron testimonio solo tenían un conocimiento 
indirecto. La sentencia hizo además referencia a una carta sobre supuestas amenazas firmada por el 
señor Pichún, pero sin fecha, y a un cheque firmado por el administrador del Fundo Nancahue a la 
orden del acusado. También mencionó una declaración testimonial en la que se señaló que la 
Coordinadora Arauco Malleco es una organización de hecho, de carácter terrorista y que Pichún 
pertenecía a ella, sin un análisis de su incidencia en la configuración del tipo penal.  

252. Por las razones expuestas, la Corte concluye que para determinar la condena se otorgó valor 
decisivo a la declaración de un testigo de identidad reservada, lo que constituye una violación del 
derecho de la defensa a interrogar testigos, consagrado en el artículo 8.2.f de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Pascual Huentequeo Pichún Paillalao. 

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303. 

154. Dentro de este último ámbito, que es el que interesa en el presente caso, los literales d) y e) 

del artículo 8.2 expresan, dentro del catálogo de garantías mínimas en materia penal, que el 
inculpado tiene derecho de “defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección” y que si no lo hiciere tiene el “derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna”. 

155. Si bien la norma contempla diferentes alternativas para el diseño de los mecanismos que 
garanticen el derecho, cuando la persona que requiera asistencia jurídica no tenga recursos ésta 
deberá necesariamente ser provista por el Estado en forma gratuita. Pero en casos como el presente 
que se refieren a la materia penal en la cual se consagra que la defensa técnica es irrenunciable, 

debido a la entidad de los derechos involucrados y a la pretensión de asegurar tanto la igualdad de 
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armas como el respeto irrestricto a la presunción de inocencia, la exigencia de contar con un abogado 
que ejerza la defensa técnica para afrontar adecuadamente el proceso implica que la defensa que 
proporcione el Estado no se limite únicamente a aquellos casos de falta de recursos. 

156. En esta línea, la Corte reconoce que un rasgo distintivo de la mayoría de los Estados parte 
de la Convención es el desarrollo de una política pública e institucionalidad que garantiza a las 
personas que así lo requieran y en todas las etapas del proceso el derecho intangible a la defensa 
técnica en materia penal a través de las defensorías públicas, promoviendo de este modo la garantía 
de acceso a la justicia para las personas más desaventajadas sobre las que generalmente actúa la 
selectividad del proceso penal. Así, la Asamblea General de la OEA ha afirmado “la importancia 
fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita para la promoción y protección del 

derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran en 
una situación especial de vulnerabilidad”. La institución de la defensa pública, a través de la provisión 
de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica permite, sin duda, compensar adecuadamente 
la desigualdad procesal en la que se encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del 
Estado, así como la situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles 
un acceso efectivo a la justicia en términos igualitarios. 

157. Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto 
de cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es 
imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías 
procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados y se quebrante la relación de 
confianza. A tal fin, es necesario que la institución de la defensa pública, como medio a través del cual 
el Estado garantiza el derecho irrenunciable de todo inculpado de delito de ser asistido por un 
defensor, sea dotada de garantías suficientes para su actuación eficiente y en igualdad de armas con 
el poder persecutorio. La Corte ha reconocido que para cumplir con este cometido el Estado debe 
adoptar todas las medidas adecuadas. Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que 
puedan actuar con autonomía funcional. 

159. En esta línea y más allá del diseño institucional y orgánico propio de cada país, la Asamblea 
General de la OEA ha instado a los Estados a que “adopten acciones tendientes a que los defensores 
públicos oficiales cuenten con presupuesto adecuado y gocen de independencia, autonomía 
funcional, financiera y/o presupuestaria y técnica” 220 . A criterio de la Asamblea General tales 
medidas son apropiadas para garantizar “un servicio público eficiente, libre de injerencias y 
controles indebidos por parte de otros poderes del Estado que afecten su autonomía funcional y cuyo 
mandato sea el interés de su defendido o defendida”221. 

161. La Corte nota que en el presente caso los defensores públicos ejercieron la defensa del señor 
José Agapito Ruano Torres durante el proceso penal No. 77-2001-2, en el cual se emitió una sentencia 
condenatoria en su contra. A diferencia de casos anteriores, en los cuales la violación del derecho a 
la defensa reconocida a todo inculpado del delito dentro del catálogo de garantías contemplado en el 
artículo 8.2 de la Convención, se configuró por los impedimentos de las autoridades policiales, 
fiscales o judiciales para que la defensa técnica participara asistiendo al imputado en actos centrales 
del proceso, como por ejemplo recibiendo la declaración del imputado sin la asistencia de su abogado 
defensor, en el presente caso los argumentos se refieren a la alegada deficiente actuación de la 

 

220  Asamblea General de la OEA, Resolución AG/RES. 2801 (XLIII-O/13), Hacia la autonomía de la defensa 
pública oficial como garantía de acceso a la justicia, 5 de junio de 2013, párr. 4; Resolución AG/RES. 2821 (XLIV-
O/14), Hacia la autonomía y fortalecimiento de la Defensa Pública Oficial como garantía de acceso a la justicia, 
10 de junio de 2014, párr. 5. Véase también, Resolución AG/RES. 2656 (XLI-O/11), Garantías para el acceso a la 
justica. El rol de los de los defensores públicos oficiales, 7 de junio de 2011, párr. 4; Resolución AG/RES. 2714 
(XLII-O/12), Defensa pública oficial como garantía de acceso a la justicia de las personas en condiciones de 
vulnerabilidad, 4 de junio de 2012, párr. 4. 
221  Asamblea General de la OEA, Resolución AG/RES. 2801 (XLIII-O/13), Hacia la autonomía de la defensa 
pública oficial como garantía de acceso a la justicia, 5 de junio de 2013, párr. 5; Resolución AG/RES. 2821 (XLIV-
O/14), Hacia la autonomía y fortalecimiento de la Defensa Pública Oficial como garantía de acceso a la justicia, 
10 de junio de 2014, párr. 6. 
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defensoría pública. Esto es, que la defensa técnica provista por el Estado no habría actuado de forma 
eficiente. 

162. Por lo tanto, el presente caso plantea a la Corte la situación de tener que determinar los 
alcances de la responsabilidad internacional del Estado por la actuación de la defensa pública en 
materia penal. Ahora bien, la Comisión citó aparte de sus propios criterios, lo sostenido por el Comité 
de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos para definir el criterio aplicable 
para determinar el alcance de la responsabilidad en estos casos, en el sentido que “el Estado no puede 
ser considerado responsable por todas las fallas de desempeño del abogado o defensor público[, e]s 
así como el Estado es responsable si la defensa pública incurre en omisiones o fallas que de manera 
evidente permitan concluir que no brindó un patrocinio efectivo”222. 

163. Toda vez que la defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, pero 
aún así se considera una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer 
adecuadamente sus funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en atención a los 
intereses del imputado, la Corte estima que el Estado no puede ser considerado responsable de todas 
las fallas de la defensa pública, dado la independencia de la profesión y el juicio profesional del 
abogado defensor. En este sentido, la Corte considera que, como parte del deber estatal de garantizar 
una adecuada defensa pública, es necesario implementar adecuados procesos de selección de los 
defensores públicos, desarrollar controles sobre su labor y brindarles capacitaciones periódicas. 

164. En atención a lo anterior, la Corte considera que, para analizar si ha ocurrido una posible 
vulneración del derecho a la defensa por parte del Estado, tendrá que evaluar si la acción u omisión 
del defensor público constituyó una negligencia inexcusable o una falla manifiesta en el ejercicio de 
la defensa que tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los intereses del imputado. En esta 
línea, la Corte procederá a realizar un análisis de la integralidad de los procedimientos, a menos que 
determinada acción u omisión sea de tal gravedad como para configurar por sí sola una violación a 
la garantía. 

166. Además, es pertinente precisar que una discrepancia no sustancial con la estrategia de 
defensa o con el resultado de un proceso no será suficiente para generar implicaciones en cuanto al 
derecho a la defensa, sino que deberá comprobarse, como se mencionó, una negligencia inexcusable 
o una falla manifiesta. En casos resueltos en distintos países, los tribunales nacionales han 
identificado una serie de supuestos no exhaustivos que son indicativos de una vulneración del 
derecho a la defensa y, en razón de su entidad, han dado lugar como consecuencia la anulación de los 
respectivos procesos o la revocación de sentencias proferidas: 

a) No desplegar una mínima actividad probatoria. 
b) Inactividad argumentativa a favor de los intereses del imputado. 
c) Carencia de conocimiento técnico jurídico del proceso penal. 

d) Falta de interposición de recursos en detrimento de los derechos del imputado. 
e) Indebida fundamentación de los recursos interpuestos. 
f) Abandono de la defensa. 

167. En el presente caso, al evaluar de manera integral las actuaciones de la defensa pública, la 

Corte verifica que los defensores que representaban al señor Ruano Torres no solicitaron la nulidad 
de la diligencia de reconocimiento en rueda de personas con base en las irregularidades que habrían 
sucedido según lo indicado por el propio imputado y otras personas, así como sobre la base de que 
la víctima del delito había visto a los detenidos en los medios de comunicación […]. De este modo, la 
identificación positiva de José Agapito Ruano Torres como uno de los partícipes en el hecho punible 
durante el reconocimiento en rueda de personas y en la vista pública se convirtió en uno de los 
fundamentos de la condena. Además, la defensa pública no presentó recurso contra la condena […], 
que permitiera obtener el doble conforme por parte de un juez o tribunal distinto y de superior 

 

222 Párrafo 145 del informe de fondo No. 82/13. 
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jerarquía orgánica al que emitió la sentencia condenatoria. La doble conformidad judicial, expresada 
mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de una revisión íntegra del fallo 
condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, 
y al mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. En este sentido, la 
Corte resalta que tal omisión no se ve suplida por la presentación de un recurso de revisión una vez 
que la sentencia se encontraba en firme, el cual tiene causales de procedencia específicas y es 
resuelto por el mismo tribunal que dictó la sentencia. Resulta palmario en el presente caso que tales 
omisiones lejos de obedecer a una estrategia de defensa a favor del imputado actuaron en detrimento 
de los derechos e intereses del señor Ruano Torres y lo dejaron en estado de indefensión, 
constituyendo una vulneración del derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor.  

168. La Corte estima que la responsabilidad internacional del Estado puede verse comprometida, 
además, por la respuesta brindada a través de los órganos judiciales respecto a las actuaciones u 
omisiones imputables a la defensa pública. Si es evidente que la defensa pública actuó sin la diligencia 
debida, recae sobre las autoridades judiciales un deber de tutela o control. Ciertamente, la función 
judicial debe vigilar que el derecho a la defensa no se torne ilusorio a través de una asistencia jurídica 
ineficaz. En esta línea, resulta esencial la función de resguardo del debido proceso que deben ejercer 
las autoridades judiciales. Tal deber de tutela o de control ha sido reconocido por tribunales de 
nuestro continente que han invalidado procesos cuando resulta patente una falla en la actuación de 
la defensa técnica. 

172. En suma, la responsabilidad internacional del Estado será, pues, también establecida si la 
negligencia inexcusable o falla manifiesta de la defensa debió haber sido evidente para las 
autoridades judiciales o bien fueron puestas en conocimiento de las mismas y no se adoptaron las 
acciones necesarias y suficientes para prevenir y/o remediar la violación al derecho a la defensa, de 
modo tal que la situación condujo a la violación del debido proceso, atribuible al Estado. 

174. En las circunstancias descritas, la Corte considera que las fallas manifiestas en la actuación 
de los defensores públicos y la falta de respuesta adecuada y efectiva por parte de las autoridades 
judiciales colocó a José Agapito Ruano Torres en un estado de total indefensión, lo cual se vio 
agravado por el hecho de encontrarse privado de libertad durante toda la sustanciación de su 
proceso. Asimismo, en virtud de dichas circunstancias, es posible considerar que no fue oído con las 
debidas garantías. 

175. En razón de lo expuesto y del reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado, la 
Corte concluye que el Estado es responsable por la vulneración de los artículos 8.1, 8.2.d) y 8.2.e) de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de José Agapito 
Ruano Torres. 

3.4.7 PRESENTAR PRUEBA PARA ESCLARECER LOS HECHOS (8.2.F) 

Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2004. Serie C No. 111. 

164. En el presente caso se encuentra demostrado que en el proceso penal seguido en contra del 
señor Canese no se le permitió obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que pudieran “arrojar luz sobre los hechos”. En cuanto a la primera instancia, el juez de la causa, 

después de haber emitido una resolución citando a audiencias a los testigos propuestos por el señor 
Canese, revocó tal decisión y ordenó el cierre del período probatorio, por lo cual no se rindió ninguna 
prueba testimonial, coartando por una negligencia judicial la posibilidad de presentar medios 
probatorios en su defensa que pudieran “arrojar luz sobre los hechos”. Además, ante el Tribunal de 
Apelación en lo Criminal, Tercera Sala, tampoco se produjo prueba testimonial alguna.  

165. La defensa del señor Canese consistió en repetir ante los tribunales que sus declaraciones 
no iban dirigidas a los querellantes, sino que se referían al señor Wasmosy, en el marco de la campaña 
electoral a la Presidencia de la República. Los tribunales consideraron que la ratificación de sus 
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declaraciones en la declaración indagatoria y en la conciliación constituía una “‘confesión simple’ del 
delito”.  

166. Con base en lo señalado, la Corte considera que el Estado violó, en perjuicio del señor Ricardo 
Canese, el artículo 8.2.f) de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de septiembre de 2009. Serie C No. 204 . 

88.  No obstante que el ordenamiento jurídico interno permitía al juez solicitar la opinión de un 
experto para tales efectos, ésta nunca fue ordenada en el proceso seguido contra el señor DaCosta 
Cadogan. Es decir, el Estado omitió ordenar que se llevara a cabo una evaluación psiquiátrica con el 
propósito de determinar, inter alia, la existencia de una posible dependencia al alcohol u otros 
“trastornos de personalidad”, que pudieron haber afectado al señor DaCosta Cadogan al momento 
del delito, y tampoco aseguró que el señor DaCosta Cadogan y su abogado tuvieran conciencia sobre 
la disponibilidad de una evaluación gratuita, voluntaria y detallada de su salud mental, con el fin de 
preparar su defensa en el juicio. El hecho de que el Estado no informó al señor DaCosta Cadogan o a 

su abogado, al inicio del proceso penal, de su derecho a obtener dicha evaluación, pudo haber 
resultado en la exclusión de pruebas relevantes para la preparación de una defensa adecuada en el 
juicio. Consecuentemente, la supuesta condición mental del señor DaCosta Cadogan al momento de 
los hechos nunca fue completamente evaluada por un profesional en la salud mental, para la 
preparación de su defensa, en un caso donde la muerte era la única sentencia posible.  

89.  A diferencia de otros procesos penales, en los que esta actitud pasiva del Estado con respecto 
a la disponibilidad de evaluaciones psiquiátricas resultaría admisible, el caso del señor DaCosta 
Cadogan resulta diferente por varias razones. Primero, se trataba de un proceso sujeto a la 

imposición obligatoria de la pena de muerte que como se señaló anteriormente, exige la más amplia 
y estricta observación de las garantías procesales. Segundo, la situación particular del acusado al 
momento del delito razonablemente ameritaba al menos, una indagación respecto a una posible 
situación de dependencia al alcohol o algún “trastorno de personalidad”, especialmente teniendo en 
cuenta que el juez planteó ante el jurado el asunto del efecto que pudo haber causado el consumo de 
alcohol y drogas en el estado mental del acusado. Tercero, teniendo en cuenta que fue el propio 
Estado el que designó a un abogado defensor a favor del señor DaCosta Cadogan, correspondía al juez 
adoptar una posición más activa para asegurar que se adoptaran todas las medidas necesarias para 
velar por el respeto de las garantías judiciales. Cuarto, el señor DaCosta Cadogan solicitó en el 
proceso de apelación la posibilidad de presentar una evaluación más detallada respecto de su 
supuesto trastorno de personalidad y dependencia al alcohol, sin que ello le fuera permitido.  

Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380 . 

157. Dentro de las prerrogativas que deben concederse a quienes hayan sido acusados está la de 
examinar los testigos en su contra y a su favor, bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer 
su defensa. El literal f del artículo 8.2 de la Convención consagra la “garantía mínima” del “derecho 
de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, 
como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”, la cual 
materializa los principios de contradictorio e igualdad procesal. 

160. Por todo lo anterior, la Corte concluye que la imposibilidad de acceder a la totalidad del 
expediente y las pruebas que basaron la ampliación de la acusación impidieron que el señor Álvarez 
pudiera defenderse de forma adecuada, en violación del artículo 8.2.c de la Convención Americana. 
Por otra parte, la Corte concluye que la acusación y posterior detención de un testigo durante la 
audiencia pública tuvo al menos el efecto de generar preocupación o temor en los declarantes que se 
siguieron en el juicio oral y representó una violación a la garantía de la defensa de interrogar a los 
testigos presentes en el tribunal y de que esa prueba fuera valorada en el proceso judicial, en 
vulneración al artículo 8.2.f de la Convención Americana, todo lo anterior en perjuicio del señor Tulio 
Álvarez Ramos. 
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3.4.8 DERECHO A RECURRIR DEL FALLO ANTE UN TRIBUNAL O UN JUEZ 
SUPERIOR (ART. 8.2.H) 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 

161. La Corte advierte que, según declaró anteriormente […], los procesos seguidos ante el fuero 
militar contra civiles por el delito de traición a la patria violan la garantía del juez natural establecida 
por el artículo 8.1 de la Convención. El derecho de recurrir del fallo, consagrado por la Convención, 
no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que juzgó y condenó al 
inculpado, ante el que éste tenga o pueda tener acceso. Para que haya una verdadera revisión de la 
sentencia, en el sentido requerido por la Convención, es preciso que el tribunal superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso concreto. Conviene subrayar 
que el proceso penal es uno solo a través de sus diversas etapas, tanto la correspondiente a la primera 
instancia como las relativas a instancias ulteriores. En consecuencia, el concepto del juez natural y el 
principio del debido proceso legal rigen a lo largo de esas etapas y se proyectan sobre las diversas 
instancias procesales. Si el juzgador de segunda instancia no satisface los requerimientos del juez 

natural, no podrá establecerse como legítima y válida la etapa procesal que se desarrolle ante él. En 
el caso que nos ocupa, el tribunal de segunda instancia forma parte de la estructura militar. Por ello 
no tiene la independencia necesaria para actuar ni constituye un juez natural para el enjuiciamiento 
de civiles. En tal virtud, pese a la existencia, bajo condiciones sumamente restrictivas, de recursos 
que pueden ser utilizados por los procesados, aquéllos no constituyen una verdadera garantía de 
reconsideración del caso por un órgano jurisdiccional superior que atienda las exigencias de 
competencia, imparcialidad e independencia que la Convención establece. En el mismo sentido: 
Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 159; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 192; Caso Radilla Pacheco Vs. 
México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009. 
Serie C No. 209, párr. 180; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179. 

162. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.h de la Convención. 

Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107 . 

157.  El artículo 8.2.h. de la Convención Americana dispone que durante el proceso, toda persona 
tiene derecho, en plena igualdad, “de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”.  

158. La Corte considera que el derecho de recurrir del fallo es una garantía primordial que se 
debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa 
pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. El derecho de 
interponer un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera calidad 
de cosa juzgada. Se busca proteger el derecho de defensa otorgando durante el proceso la posibilidad 
de interponer un recurso para evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que 
contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona. En el mismo 
sentido: Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 206, párr. 88; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179; Caso Mohamed 
Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 noviembre de 2012. 
Serie C No. 255, párrs. 98 y 99; Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párrs. 243 y 244; Caso Liakat Ali Alibux 
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Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 
2014. Serie C No. 276223, párr. 85. 

159. La Corte ha indicado que el derecho de recurrir del fallo, consagrado por la Convención, no 
se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que juzgó y condenó al 
inculpado, ante el que éste tenga o pueda tener acceso. Para que haya una verdadera revisión de la 
sentencia, en el sentido requerido por la Convención, es preciso que el tribunal superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso concreto. Conviene subrayar 
que el proceso penal es uno solo a través de sus diversas etapas, incluyendo la tramitación de los 
recursos ordinarios que se interpongan contra la sentencia.  

161. De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz protección de los 
derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla el artículo 8.2.h. de dicho tratado 
debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure la 
corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien los Estados tienen un margen 
de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o 
requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo. Al respecto, la Corte ha 
establecido que “no basta con la existencia formal de los recursos sino que éstos deben ser eficaces”, 
es decir, deben dar resultados o respuestas al fin para el cual fueron concebidos. En el mismo 
sentido: Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 206, párr. 90; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179. 

162. Con base en lo expuesto en los párrafos anteriores, la Corte pasa a resolver si el recurso de 
casación al que tuvo acceso el señor Mauricio Herrera Ulloa cumplió con los parámetros 
anteriormente establecidos y, por ende, si se trató de un recurso regulado y aplicado de conformidad 
con lo estipulado en el artículo 8.2.h. de la Convención Americana. 

163. El juez o tribunal superior encargado de resolver el recurso interpuesto contra la sentencia 
penal tiene el deber especial de protección de las garantías judiciales y el debido proceso a todas las 
partes que intervienen en el proceso penal de conformidad con los principios que lo rigen. 

164. La posibilidad de “recurrir del fallo” debe ser accesible, sin requerir mayores complejidades 
que tornen ilusorio este derecho. En el mismo sentido: Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones 

 

223 El Tribunal constató que el señor Alibux ejerció los cargos de Ministro de Finanzas y Ministro de Recursos 
Naturales entre septiembre de 1996 y agosto de 2000. Fue procesado con motivo de la compra de un inmueble 
realizada entre junio y julio de 2000. El 18 de octubre de 2001 se adoptó la Ley sobre Acusación de Funcionarios 
con Cargos Políticos (en adelante “LAFCP”), con el propósito de regular el artículo 140 de la Constitución de 
Suriname, a fin de “establecer las reglas para procesar a quienes hayan ejercido cargos en la administración 
pública, incluso con posterioridad a su retiro, por actos delictivos que hayan cometido en el ejercicio de sus 
funciones”. Si bien existieron investigaciones preliminares a cargo de la Policía, entre abril y septiembre de 2001, 
fue hasta el 28 de enero de 2002 que el Procurador inició el proceso penal de manera formal contra el señor 
Alibux, una vez que la LAFCP se encontraba vigente. El señor Alibux fue sometido a un procedimiento ante la 
Asamblea Nacional y una investigación preliminar. Posteriormente, el señor Alibux fue juzgado en única 
instancia por tres jueces de la Alta Corte de Justicia y sentenciado el 5 de noviembre de 2003 por el delito de 
falsificación de acuerdo con el artículo 278, en relación con los artículos 46, 47 y 72 del Código Penal, y 
condenado a un año de detención y tres años de inhabilitación para ejercer el cargo de Ministro. A la fecha de la 
condena, el régimen jurídico no proveía ningún recurso impugnatorio contra la sentencia condenatoria. El 27 
de agosto de 2007 fue establecido el denominado “recurso de apelación”, mediante una reforma a la LAFCP, a 
fin de que las personas acusadas con base en el artículo 140 de la Constitución fueran juzgadas en primera 
instancia por tres jueces de la Alta Corte de Justicia, y en el supuesto que interpusieran el recurso de apelación, 
fueran juzgadas por entre cinco y nueve jueces del mismo órgano. Asimismo, dicha reforma estableció un plazo 
de 3 meses para que todas las personas que habían sido condenadas con anterioridad a la misma, pudieran 
apelar sus sentencias. No obstante, el señor Alibux no utilizó dicho recurso. Por otra parte, el artículo 144 de la 
Constitución dispone la creación de una Corte Constitucional. Sin embargo, la misma no había sido establecida 
hasta la fecha del presente fallo. Adicionalmente, el 3 de enero de 2003, mientras se llevaba a cabo el proceso 
penal contra el señor Alibux, se le impidió la salida del país en el aeropuerto de Paramaribo, cuando pretendía 
viajar por cuestiones personales. 
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Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, 
párr. 179; Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párr. 99; Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párr. 244; Caso 
Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de enero de 2014. Serie C No. 276, párr. 86. 

165. Independientemente de la denominación que se le de al recurso existente para recurrir un 
fallo, lo importante es que dicho recurso garantice una examen integral de la decisión recurrida. En 
el mismo sentido: Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párr. 97; Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. 

Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, 
párr. 242; Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276, párr. 85. 

166.  Al respecto, el Comité de Derechos Humanos concluyó 

 […] que la inexistencia de la posibilidad de que el fallo condenatorio y la pena del autor 
fueran revisadas íntegramente, como se desprende de la propia sentencia de casación […], 
limitándose dicha revisión a los aspectos formales o legales de la sentencia, no cumple con 
las garantías que exige el párrafo 5, artículo 14 del Pacto. Por consiguiente, al autor le fue 
denegado el derecho a la revisión del fallo condenatorio y de la pena, en violación del párrafo 

5 del artículo 14 del Pacto224. 

167. En el presente caso, los recursos de casación presentados contra la sentencia condenatoria 
de 12 de noviembre de 1999 no satisficieron el requisito de ser un recurso amplio de manera tal que 
permitiera que el tribunal superior realizara un análisis o examen comprensivo e integral de todas 
las cuestiones debatidas y analizadas en el tribunal inferior. Esta situación conlleva a que los recursos 
de casación interpuestos por los señores Fernán Vargas Rohrmoser y Mauricio Herrera Ulloa, y por 
el defensor de éste último y apoderado especial del periódico “La Nación”, respectivamente […], 
contra la sentencia condenatoria, no satisficieron los requisitos del artículo 8.2 h. de la Convención 
Americana en cuanto no permitieron un examen integral sino limitado.  

168. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.2.h. de la Convención 

Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio del señor Mauricio 
Herrera Ulloa. 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

89. La doble conformidad judicial, expresada mediante la íntegra revisión del fallo condenatorio, 
confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, y al mismo 
tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. En el mismo sentido: Caso 
Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179; Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párr. 97; Caso 
Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de 
mayo de 2013. Serie C No. 260, párr. 242; Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276, párr. 85.  

90. Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, 
no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de 
recurrir del fallo. El Estado puede establecer fueros especiales para el enjuiciamiento de altos 
funcionarios públicos, y esos fueros son compatibles, en principio, con la Convención Americana […]. 

 

224 O.N.U., Comité de Derechos Humanos, M. Sineiro Fernández c. España (1007/2001), dictamen de 7 de agosto 
de 2003, párrs. 7 y 8; y O.N.U., Comité de Derechos Humanos, C. Gómez Vásquez c. España (701/1996), dictamen 
de 20 de julio de 2000, párr. 11.1.  
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Sin embargo, aun en estos supuestos el Estado debe permitir que el justiciable cuente con la 
posibilidad de recurrir del fallo condenatorio. Así sucedería, por ejemplo, si se dispusiera que el 
juzgamiento en primera instancia estará a cargo del presidente o de una sala del órgano colegiado 
superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá al pleno de dicho órgano, con exclusión 
de quienes ya se pronunciaron sobre el caso.  

91.  En razón de lo expuesto, el Tribunal declara que Venezuela violó el derecho del señor Barreto 
Leiva reconocido en el artículo 8.2.h de la Convención, en relación con el artículo 1.1 y 2 de la misma, 
puesto que la condena provino de un tribunal que conoció el caso en única instancia y el sentenciado 
no dispuso, en consecuencia, de la posibilidad de impugnar el fallo. Cabe observar, por otra parte, 
que el señor Barreto Leiva habría podido impugnar la sentencia condenatoria emitida por el juzgador 

que habría conocido su causa si no hubiera operado la conexidad que acumuló el enjuiciamiento de 
varias personas en manos de un mismo tribunal. En este caso la aplicación de la regla de conexidad, 
admisible en sí misma, trajo consigo la inadmisible consecuencia de privar al sentenciado del recurso 
al que alude el artículo 8.2.h de la Convención.  

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 1 de septiembre de 2011. Serie C No. 233.  

120.  A mayor abundamiento, el Tribunal considera que no es per se contrario a la Convención 
Americana que se establezca en el derecho interno de los Estados que en determinados 
procedimientos, ciertos actos de trámite no son objeto de impugnación. Adicionalmente, la Corte 
destaca que los representantes no presentaron alegatos suficientes sobre el impacto adverso que 
dicha imposibilidad de impugnación pudo tener en el ejercicio del derecho a la defensa del señor 
López Mendoza. La prueba obrante en el expediente permite concluir que la no impugnación de actos 
de trámite no afectó la posibilidad de impugnar actos posteriores ni impidió, en su conjunto, la debida 
defensa respecto a las sanciones de multa que le fueron impuestas a la víctima.  

Corte IDH. Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255. 

90.  La Corte hace notar que este caso presenta la particularidad de que al imputado se le siguió 
un proceso penal de dos instancias, y fue condenado en segunda instancia por un tribunal que revocó 
la decisión absolutoria del juzgado de primera instancia. Para determinar si al señor Mohamed le 
asistía el derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, corresponde determinar si la 
protección consagrada en el artículo 8.2.h de la Convención Americana permite una excepción, tal 
como alega Argentina, cuando el imputado haya sido declarado condenado por un tribunal que 
resuelva un recurso contra su absolución.  

91.  El artículo 8.2 de la Convención contempla la protección de garantías mínimas a favor de 
“[t]oda persona inculpada de delito”. En el último inciso en que expone esas garantías, cual es el h), 

protege el “derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. La Corte entiende que el 
artículo 8.2 se refiere, en términos generales, a las garantías mínimas de una persona que es sometida 
a una investigación y proceso penal. Esas garantías mínimas deben ser protegidas dentro del 
contexto de las distintas etapas del proceso penal, que abarca la investigación, acusación, 

juzgamiento y condena.  

92.  Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso en un proceso 
no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte interpreta que el derecho a recurrir del fallo no 
podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya que la condena es 
la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado. Resulta contrario al propósito de ese 
derecho específico que no sea garantizado frente a quien es condenado mediante una sentencia que 
revoca una decisión absolutoria. Interpretar lo contrario, implicaría dejar al condenado desprovisto 
de un recurso contra la condena. Se trata de una garantía del individuo frente al Estado y no 
solamente una guía que orienta el diseño de los sistemas de impugnación en los ordenamientos 
jurídicos de los Estados Partes de la Convención.  
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93. Para confirmar la interpretación de esta Corte de que se trata de un derecho que asiste al 
condenado, resulta relevante acudir al lenguaje concreto del artículo 14.5 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos que, al referirse al derecho a recurrir del fallo, expresamente establece 
que es una garantía que tiene “[t]oda persona declarada culpable de un delito” (énfasis agregado). En 
otra oportunidad la Corte ha manifestado que dicha norma del Pacto es “muy similar” al artículo 8.2.h 
de la Convención Americana. 

94. El Estado ha sostenido que sería permitido establecer excepciones al derecho a recurrir 
condenas penales […]con base en que el artículo 2 del Protocolo 7 del Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales permite determinadas 
excepciones. Al respecto, la Corte no coincide con el alcance que Argentina otorga a esa norma del 

Sistema Europeo para interpretar la correspondiente norma de la Convención Americana, ya que 
precisamente esta última no previó excepciones como sí lo hizo expresamente la disposición del 
Sistema Europeo.  

95.  Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que, en los términos de la 
protección que otorga el artículo 8.2.h de la Convención Americana, el señor Mohamed tenía derecho 
a recurrir del fallo proferido por la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones el 22 de 
febrero de 1995, toda vez que en éste se le condenó como autor del delito de homicidio culposo […] 

99.  La Corte ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se refiere a un recurso ordinario 
accesible y eficaz. Ello supone que debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad 
de cosa juzgada. La eficacia del recurso implica que debe procurar resultados o respuestas al fin para 
el cual fue concebido. Asimismo, el recurso debe ser accesible, esto es, que no debe requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho. En ese sentido, la Corte estima que las formalidades 
requeridas para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo 
para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados por el 
recurrente. En el mismo sentido: Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párr. 244; Caso Liakat Ali 
Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero 
de 2014. Serie C No. 276, párr. 86. 

100.  Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que adopten los 
Estados Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia condenatoria, 
para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de una 
condena errónea. Ello requiere que pueda analizar cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que 
se basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia 
entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea 
determinación de los hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. 
Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de 
los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria. En el mismo sentido: Caso Mendoza y otros 
Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie 
C No. 260, párr. 245; Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276, párr. 86. 

110. Además el Tribunal considera que, en la regulación que los Estados desarrollen en sus 
respectivos regímenes recursivos, deben asegurar que dicho recurso contra la sentencia 
condenatoria respete las garantías procesales mínimas que, bajo el artículo 8 de la Convención, 
resulten relevantes y necesarias para resolver los agravios planteados por el recurrente, lo cual no 
implica que deba realizarse un nuevo juicio oral. En el mismo sentido: Caso Mendoza y otros Vs. 
Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C 
No. 260, párr. 246; Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276, párr. 87. 

111. La Corte ha constatado que en el presente caso el alcance limitado del recurso extraordinario 
federal quedó manifiesto en la decisión proferida por la Sala Primera de la Cámara Nacional de 
Apelaciones, la cual rechazó in limine el recurso interpuesto por el defensor del señor Mohamed con 
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base en que los argumentos presentados se referían “a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, 
que ha[bían] sido valoradas y debatidas en oportunidad del fallo impugnado” […]. 

112.  Adicionalmente, la Corte resalta la gravedad de que en el presente caso no se garantizara al 
señor Mohamed el derecho a recurrir la sentencia condenatoria, tomando en cuenta que parecieran 
haberse configurado deficiencias en la garantía del derecho de defensa durante la segunda instancia 
del proceso penal frente a la apelación planteada contra la sentencia absolutoria. La Corte observa 
que en dicho proceso penal el Ministerio Público acusó calificando los hechos de homicidio culposo, 
posteriormente solicitó el sobreseimiento y después de la sentencia absolutoria en primera instancia 
apeló sin fundamentar la apelación (sin expresar agravios). La querella también apeló y presentó 
agravios o fundamentos de la apelación, pero no consta que en el proceso penal se hubiere dado 

traslado del escrito al defensor del señor Mohamed para que pudiera pronunciarse sobre esos 
agravios con anterioridad a la emisión de la sentencia de segunda instancia que revocó la absolución 
y condenó penalmente al señor Mohamed. 

112.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que el sistema procesal penal argentino que fue 
aplicado al señor Mohamed no garantizó normativamente un recurso ordinario accesible y eficaz que 
permitiera un examen de la sentencia condenatoria contra el señor Mohamed, en los términos del 
artículo 8.2.h de la Convención Americana, y también ha constatado que el recurso extraordinario 
federal y el recurso de queja, en tanto salvaguarda de acceso al primero, no constituyeron en el caso 
concreto recursos eficaces para garantizar dicho derecho.  

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260.  

254.  Al respecto, esta Corte observa que el “fallo Casal” estableció en lo pertinente que el recurso 
de casación fue históricamente limitado a cuestiones jurídicas, ya que nació con el objetivo de tener 
un control jerárquico sobre el trabajo de los jueces inferiores, impidiendo que sus sentencias fueran 
contrarias al texto de la ley. En este esquema clásico las decisiones de los jueces sobre los hechos no 
podrían alterarse. Por ello, en el recurso de casación, históricamente se planteó una separación 
tajante entre cuestiones de hecho y cuestiones de derecho para decidir si una sentencia era o no 
recurrible. La casación estaba limitada a cuestiones jurídicas. Sin embargo, el máximo tribunal 
argentino señaló que la delimitación entre estos campos “si bien parece clara en principio, enfrentada 
a los casos reales es poco menos que inoperante [… pues] en cualquier caso puede convertirse una 
cuestión de hecho en una de derecho y, viceversa”225. De este modo, la Corte Suprema de la Nación 
indicó que “se abandona definitivamente la limitación del recurso de casación a las llamadas 
cuestiones de derecho”226. Es decir, si el agravio del condenado es considerado una cuestión de hecho 
y prueba, ello no puede ser una excusa para negar, ipso facto, el examen de los posibles errores del 
fallo. En consecuencia, dicho tribunal manifestó que “los [artículos] 8.2.h de la Convención Americana 

y 14.5 del Pacto [Internacional de Derechos Civiles y Políticos] exigen la revisión de todo aquello que 
no esté exclusivamente reservado a quienes hayan estado presentes como jueces en el juicio oral”227 
y, por lo tanto, todo error que pudiera tener el fallo será materia de recurso, salvo lo percibido única 
y directamente por los jueces en la dicha etapa. 

255. Es pertinente resaltar que los criterios que se desprenden del fallo Casal son posteriores a 
las decisiones que recayeron a los recursos de casación interpuestos en el presente caso a favor de 

 

225 Cfr. Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 20 de septiembre de 2005 en la causa “Casal, 
Matías Eugenio y otros s/ robo simple en grado de tentativa”, párr. 26 (expediente de anexos al sometimiento 
del caso, tomo VIII, folios 4287 a 4288). 
226 Cfr. Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 20 de septiembre de 2005 en la causa “Casal, 
Matías Eugenio y otros s/ robo simple en grado de tentativa”, párr. 25 (expediente de anexos al sometimiento 
del caso, tomo VIII, folio 4287). 
227 Cfr. Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 20 de septiembre de 2005 en la causa “Casal, 
Matías Eugenio y otros s/ robo simple en grado de tentativa”, párr. 24 (expediente de anexos al sometimiento 
del caso, tomo VIII, folio 4286). 
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las presuntas víctimas. Por ello, el análisis de la relevancia de dicho fallo, en los términos planteados 
por el Estado, se realizará en los capítulos pertinentes de esta Sentencia […]. 

256. De lo anterior se desprende que los recursos de casación interpuestos a favor de […] fueron 
denegados, básicamente, con base en que lo que se procuraba era una revisión de cuestiones fácticas 
y probatorias, entre las cuales se cuestionaba la imposición de la prisión perpetua, las cuales estaban 
fuera del ámbito del alcance de los recursos de casación previstos por el artículo 474 del Código 
Procesal Penal de la Provincia de Mendoza y por el artículo 456 del Código Procesal Penal de la 
Nación, respectivamente. Con base en fórmulas rígidas contrarias a la revisión integral del fallo en el 
sentido exigido por la Convención, el rechazo de los recursos de casación fue in limine, sin ningún 
análisis sobre el fondo de la cuestión, y sin considerar que las cuestiones fácticas y probatorias 
también pueden incidir en la corrección de una condena penal […]. En términos de la jurisprudencia 
sobre los alcances del derecho de recurrir del fallo, las decisiones recaídas a los recursos de casación 
fueron contrarias a lo dispuesto por el artículo 8.2.h) de la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276.  

84. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante sobre el alcance y contenido del artículo 
8.2(h) de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados para asegurar la 
garantía del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. En este sentido, el Tribunal ha 
entendido que dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial que “se debe respetar en 
el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada 
por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía […]”. Teniendo en cuenta que las garantías 
judiciales buscan que quien esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la 
Corte interpreta que el derecho a recurrir el fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto 
de todo aquél que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder 
punitivo del Estado. 

85. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías mínimas que 
tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso penal. En razón de lo anterior, la 
Corte ha sido enfática al señalar que el derecho a impugnar el fallo tiene como objetivo principal 
proteger el derecho de defensa, puesto que otorga la oportunidad de interponer un recurso para 
evitar que quede firme una decisión judicial en el evento que haya sido adoptada en un 
procedimiento viciado y que contenga errores o malas interpretaciones que ocasionarían un 
perjuicio indebido a los intereses del justiciable, lo que supone que el recurso deba ser garantizado 
antes de que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. Este derecho permite corregir errores o 
injusticias que puedan haberse cometido en las decisiones de primera instancia, por lo que genera 
una doble conformidad judicial, otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado y brinda 

mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. En concordancia con lo anterior, a efectos 
que exista una doble conformidad judicial, la Corte ha indicado que lo importante es que el recurso 
garantice la posibilidad de un examen integral de la sentencia recurrida. 

86. Además, el Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2(h) de la Convención se refiere a un 
recurso ordinario accesible y eficaz, es decir que no debe requerir mayores complejidades que tornen 
ilusorio este derecho. En ese sentido, las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido 
deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de 
examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente, es decir que debe procurar 
resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. “Debe entenderse que, independientemente 
del régimen o sistema recursivo que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un 
medio adecuado para procurar la corrección de una condena errónea […]. Consecuentemente, las 
causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados 
de la sentencia condenatoria”. 
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89.  A continuación, en virtud de los argumentos de las partes y frente a la importancia del debate 
para muchos otros ciudadanos y Estados de la Región, la Corte se referirá al derecho comparado en 
la materia, con el fin de precisar el alcance y contenido del derecho a recurrir el fallo, aplicado a altas 
autoridades, a saber: a) el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; b) el CEDH, y c) la 
práctica de los Estados de la región en la materia. 

90. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha señalado de manera expresa en el 
párrafo 47 de la Observación General No. 32 que: 

“El párrafo 5 del artículo 14 [del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en 
adelante “PIDCP”)] se vulnera no sólo si la decisión de un tribunal de primera instancia se 

considera definitiva sino también si una condena impuesta por un tribunal de apelación o un 
tribunal de última instancia a una persona absuelta en primera instancia no puede ser 
revisada por un tribunal superior. Cuando el tribunal más alto de un país actúa como primera 
y única instancia, la ausencia de todo derecho a revisión por un tribunal superior no queda 
compensada por el hecho de haber sido juzgado por el tribunal de mayor jerarquía del Estado 
Parte; por el contrario, tal sistema es incompatible con el Pacto, a menos que el Estado Parte 

interesado haya formulado una reserva a ese efecto” 228. 

91.  De igual manera, el Comité de Derechos Humanos ha señalado en sus decisiones que, el 
derecho a recurrir el fallo debe garantizarse sin importar el rango de la persona juzgada por lo que 
“si bien la legislación [de un] Estado Parte dispone en ciertas ocasiones que una persona en razón de 
su cargo sea juzgada por un tribunal de mayor jerarquía que el que naturalmente correspondería, 
esta circunstancia no puede por sí sola menoscabar el derecho del acusado a la revisión de su 
sentencia y condena por un tribunal”229. 

92.  Por otro lado, la Corte considera pertinente referirse a lo alegado por el Estado en el sentido 
que el juzgamiento de altos funcionarios públicos en primera y única instancia, no es, por definición, 
violatorio del principio generalmente aceptado del derecho a recurrir del fallo, con fundamento en 
la regulación permitida por ley de dicho derecho, según lo establecido por el artículo 14, inciso 5 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos […]. 

93.  Al respecto, el Tribunal considera preciso resaltar que el artículo 14, inciso 5 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos se diferencia del artículo 8.2(h) de la Convención 
Americana ya que el último es muy claro al señalar el derecho a recurrir el fallo sin hacer mención a 
la frase “conforme a lo prescrito por la ley”, como sí lo establece el artículo del PIDCP. Sin embargo, 
el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas lo ha interpretado en el párrafo 45 de su 

Observación General No. 32, en el sentido que: 

“La expresión "conforme a lo prescrito por la ley" en esta disposición no tiene por 
objeto dejar a discreción de los Estados Partes la existencia misma del derecho a 

 

228 ONU, Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, Artículo 14: El derecho a un juicio imparcial 
y a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia, U.N. Doc. CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 47, 
disponible en: http://www1.umn.edu/humanrts/hrcommittee/S-gencom32.pdf. Sin embargo, es preciso 
indicar que el Comité de Derechos Humanos ha señalado también en el párrafo 46 que, el párrafo 5 del artículo 
14 no se aplica a ningún otro procedimiento que no forme parte de un proceso de apelación penal. Asimismo, 
cabe señalar que Suriname no formuló reserva alguna en relación con el artículo 14, inciso 5 del PIDCP. Cfr. ONU, 
Declaraciones y Reservas al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, disponible en:  
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-4&chapter=4&lang=en.  
229 ONU, Comité de Derechos Humanos, Caso Jesús Terrón c. España, Comunicación No. 1073/2002, UN Doc. 
CCPR/C/82/D1073/2002, 15 de noviembre de 2004, párr. 7.4. El Comité ha ratificado el mismo criterio en otros 
dos casos similares, en donde en base al fuero de atracción, se llevaron a cabo juzgamientos en instancia única 
ante el Tribunal Supremo de España y el Comité decidió que dichos procedimientos eran incompatibles con el 
artículo 14, párrafo 5 del Pacto. Cfr. Caso Luis Hens Serean y Juan Ramón Corujo Rodríguez Vs. España, 
Comunicación No. 1351-1352/2005, U.N. Doc. CCPR/C/92/D/1351-1352/2005, 25 de marzo de 2008, párrs. 
9.2 y 9.3, y Caso Luis Oliveró Capellades Vs. España, Comunicación No. 1211/2003, U.N. Doc. 
CCPR/C/87/D/1211/2003 (2006), 11 de julio de 2006, párr. 7. 

http://www1.umn.edu/humanrts/hrcommittee/S-gencom32.pdf
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-4&chapter=4&lang=en


Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

249 

revisión, puesto que este es un derecho reconocido por el Pacto y no meramente 
por la legislación interna. La expresión "conforme a lo prescrito por la ley" se refiere 
más bien a la determinación de las modalidades de acuerdo con las cuales un 
tribunal superior llevará a cabo la revisión, así como la determinación del tribunal 
que se encargará de ello de conformidad con el Pacto. El párrafo 5 del artículo 14 
no exige a los Estados Partes que establezcan varias instancias de apelación. Sin 
embargo, la referencia a la legislación interna en esta disposición ha de 
interpretarse en el sentido de que si el ordenamiento jurídico nacional prevé otras 
instancias de apelación, la persona condenada debe tener acceso efectivo a cada una 
de ellas”230. 

94. En razón de ello, si bien existe una deferencia a los Estados para regular el ejercicio del 
recurso, mediante su normativa interna, no pueden establecerse restricciones o requisitos que 
infrinjan la esencia misma del derecho a recurrir el fallo, o la existencia del mismo. En este sentido, 
el Tribunal no considera que la remisión a la normativa interna constituya un mecanismo por el cual 
la existencia del derecho a recurrir el fallo de las altas autoridades pueda verse afectada, más aún 
cuando dicha remisión no se reconoce en la Convención Americana. 

95.  La Corte considera pertinente referirse a lo alegado por el Estado en el sentido que el 
juzgamiento de autoridades que ejercen altos cargos públicos en primera y única instancia, no es, por 
definición, violatorio del principio generalmente aceptado del derecho a recurrir del fallo, con base 
en el artículo 2, inciso 2 del Protocolo 7 del CEDH […]. Ahora bien, sin perjuicio de que el CEDH no se 
aplica a los Estados de la región, la Corte observa que el mismo ejerce una fuerte influencia y sirve de 
referencia jurídica del derecho europeo en Suriname en razón de su historia.  

96. Al respecto, el artículo 2, inciso 2 del Protocolo 7, establece expresamente una excepción al 
derecho a recurrir el fallo, en supuestos donde la persona es condenada en primera instancia por un 
tribunal superior. Sin embargo, tal como se estableció en el caso Mohamed Vs. Argentina “la Corte no 
coincide con el alcance [que se pretende otorgar a la] norma del Sistema Europeo para interpretar la 
correspondiente norma de la Convención Americana, ya que precisamente esta última no previó 
excepciones como sí lo hizo expresamente la disposición del Sistema Europeo”. En este sentido, el 
Tribunal no considera que la excepción contenida en el sistema europeo pueda aplicarse al presente 
caso. 

97.  La Corte constata que la práctica de diversos Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) otorgan a sus altas autoridades la posibilidad de recurrir el fallo 
condenatorio en procesos penales seguidos en su contra y en menor medida, algunos Estados los 
juzgan en única instancia. Dicho derecho se reconoce en los Estados, ya sea de manera restringida, 
es decir a favor de ciertos funcionarios que ostentan un rango menor, con exclusión del Presidente y 
Vicepresidente; o de manera amplia, estableciendo esta garantía a un grupo de autoridades de 
diversa jerarquía. Cabe señalar que, muchos Estados en la región garantizan el derecho de recurrir 
el fallo sin perjuicio del establecimiento de una jurisdicción distinta a la penal ordinaria como 
competente para juzgar a sus altos funcionarios públicos y/o políticos, el cual en muchos casos, está 
a cargo del máximo órgano de justicia. 

98.  De igual manera, la Corte observa que en estos supuestos, en donde no existe una instancia 
superior al máximo órgano, que pueda hacer una revisión íntegra del fallo condenatorio, algunos 
Estados de la región han adoptado distintas fórmulas jurídicas con el fin de garantizar el derecho a 
recurrir el fallo. En este sentido, el Tribunal constata que ello se ha logrado a través de diversas 
prácticas, a saber: a) cuando una Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia es la que juzga en primera 
instancia, para que luego el Pleno de la misma, sea la instancia que revise el recurso interpuesto; b) 
cuando una determinada Sala de la Corte Suprema juzga en primera instancia y otra Sala, de distinta 
composición, resuelve el recurso presentado, y c) cuando una Sala conformada por un número 
determinado de miembros juzga en primera instancia y otra Sala conformada por un número mayor 

 

230  ONU, Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, supra, párr. 45.  



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

250 

de jueces que no participaron en el proceso de primera instancia, resuelva el recurso. Asimismo, el 
Tribunal observa que la composición de las instancias revisoras incluye miembros que no conocieron 
del caso en primera instancia y que la decisión emitida por aquellas puede modificar o revocar el fallo 
revisado. 

99.  En virtud de lo expuesto, la Corte verifica que la mayoría de los Estados miembros de la OEA 
otorgan a los altos funcionarios, la posibilidad de recurrir el fallo en el marco de procedimientos 
penales. Es decir que, la necesidad de la doble conformidad judicial, expresada mediante la 
impugnación del fallo condenatorio, ha sido reconocida por los sistemas jurídicos de los mismos. 
Empero, en esta oportunidad se examinará de manera específica el proceso penal en instancia única 
seguido en contra del señor Alibux ante la Alta Corte de Justicia de Suriname a la luz del artículo 

8.2(h) de la Convención, sin que se pretenda adelantar consideraciones sobre la compatibilidad de 
otros ordenamientos jurídicos distintos del examinado con la Convención, los cuales se analizarán 
en cada caso en concreto, atendiendo su naturaleza, particularidades y complejidad.  

103.  Sin embargo, la Corte verifica que no existió ningún recurso ante el máximo órgano de justicia 
que juzgó al señor Alibux que pudiera ser interpuesto a efectos de garantizar su derecho a recurrir 
el fallo condenatorio, contrariamente a lo dispuesto por el artículo 8.2(h) de la Convención 
Americana. En este sentido, la Corte considera que si bien fue la Alta Corte de Justicia la que juzgó y 
condenó al señor Alibux, el rango del tribunal que juzga no puede garantizar que el fallo en instancia 
única será dictado sin errores o vicios. En razón de lo anterior, aun cuando el procedimiento penal 
en instancia única estuvo a cargo de una jurisdicción distinta a la ordinaria, el Estado debió garantizar 
que el señor Alibux contara con la posibilidad de que la sentencia adversa fuera recurrida, con base 
en la naturaleza de garantía mínima del debido proceso que dicho derecho ostenta. La ausencia de 
un recurso, significó que la condena dictada en su contra quedara firme y por ende, el señor Alibux 
cumpliera una pena privativa de la libertad.  

104.  Al respecto, el Tribunal estima pertinente ratificar la importancia de la existencia de un 
recurso que permita la revisión de una sentencia condenatoria, sobre todo en procesos penales, en 
donde otro grupo de derechos pueden verse limitados, especialmente el derecho a la libertad 
personal de un individuo, es decir que significa una garantía del individuo frente al Estado. 

105.  Ahora bien, el artículo 8.2(h) de la Convención Americana establece el “derecho de recurrir 
del fallo ante juez o tribunal superior”. El señor Liakat Alibux fue juzgado por el máximo órgano de 
justicia de Suriname, por lo que no existía un tribunal o juez superior quien pudiera hacer una 
revisión íntegra del fallo condenatorio. Al respecto, en supuestos como estos, la Corte interpreta que 
al no existir un tribunal de mayor jerarquía, la superioridad del tribunal que revisa el fallo 
condenatorio se entiende cumplida cuando el pleno, una sala o cámara, dentro del mismo órgano 
colegiado superior, pero de distinta composición al que conoció la causa originalmente, resuelve el 
recurso interpuesto con facultades de revocar o modificar la sentencia condenatoria dictada, si así lo 
considera pertinente. En este sentido, la Corte ha señalado que puede establecerse, “[…], por ejemplo, 
[…] que el juzgamiento en primera instancia estará a cargo del presidente o de una sala del órgano 
colegiado superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá al pleno de dicho órgano, con 
exclusión de quienes ya se pronunciaron sobre el caso”. Asimismo, la Corte verifica que ésta ha sido 
la práctica de algunos Estados de la región […]. Sin perjuicio de ello, el Tribunal estima que el Estado 
puede organizarse de la manera que considere pertinente a efectos de garantizar el derecho a 
recurrir el fallo de los altos funcionarios públicos que corresponda. En el mismo sentido: Caso 

Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie 
C No. 206, párr. 90. 

106.  En virtud de lo expuesto, la Corte constata que en el presente caso, el señor Alibux no contó 
con la posibilidad de recurrir su condena, con el fin de otorgarle seguridad y tutela a sus derechos, 
con independencia del rango o cargo ejercido y de la jurisdicción competente establecida para su 
juzgamiento. Asimismo, la Corte estima que el Estado no pudo demostrar de qué manera, al ser 
juzgado por un grupo de tres jueces del máximo órgano de justicia, el señor Alibux contó con plenas 
garantías, en particular la de recurrir el fallo condenatorio, en contravención del artículo 8.2(h) de la 
Convención.  
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Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de m ayo de 
2014. Serie C No. 279. 

269. El alcance y el contenido del derecho de recurrir del fallo han sido precisados en numerosos 
casos resueltos por esta Corte. En general, ha determinado que es una garantía primordial que se 
debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa 
pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. Toda persona 
sometida a una investigación y proceso penal debe ser protegida en las distintas etapas del proceso, 
que abarca la investigación, acusación, juzgamiento y condena. 

270. En particular, considerando que la Convención Americana debe ser interpretada teniendo 
en cuenta su objeto y fin, que es la eficaz protección de los derechos humanos, la Corte ha 
determinado que debe ser un recurso ordinario, accesible y eficaz, que permita un examen o revisión 
integral del fallo recurrido, esté al alcance de toda persona condenada y respete las garantías 
procesales mínimas: 

a) Recurso ordinario: el derecho de interponer un recurso contra el fallo debe ser 
garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada, pues 
busca proteger el derecho de defensa evitando que quede firme una decisión 
adoptada en un procedimiento viciado y que contenga errores que ocasionarán un 
perjuicio indebido a los intereses de una persona. 

b) Recurso accesible: su presentación no debe requerir mayores complejidades que 
tornen ilusorio este derecho. Las formalidades requeridas para su admisión deben 
ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su 
fin de examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente. 

c) Recurso eficaz: no basta con la existencia formal del recurso, sino que éste debe 
permitir que se obtengan resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. 
Independientemente del régimen o sistema recursivo que adopten los Estados 
Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia 
condenatoria, debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 
una condena errónea. Este requisito está íntimamente vinculado con el siguiente: 

d) Recurso que permita un examen o revisión integral del fallo recurrido: debe asegurar 
la posibilidad de un examen integral de la decisión recurrida. Por lo tanto, debe 

permitir que se analicen las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se 
basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una 
interdependencia entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de 
forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada o 
indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia del 
recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de la 
sentencia condenatoria. De tal modo se podrá obtener la doble conformidad judicial, 
pues la revisión íntegra del fallo condenatorio permite confirmar el fundamento y 
otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, al paso que brinda 
mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado.  

e) Recurso al alcance de toda persona condenada: el derecho a recurrir del fallo no 
podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, ya 
que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado. Debe 
ser garantizado inclusive frente a quien es condenado mediante una sentencia que 
revoca una decisión absolutoria. 

f) Recurso que respete las garantías procesales mínimas: los regímenes recursivos 
deben respetar las garantías procesales mínimas que, con arreglo al artículo 8 de la 
Convención, resulten pertinentes y necesarias para resolver los agravios planteados 
por el recurrente, sin que ello implique la necesidad de realizar un nuevo juicio oral. 



Nº 12: DEBIDO PROCESO 

 

 

 

252 

274. Corresponde ahora analizar si el sistema recursivo del Código Procesal Penal, tal como fue 
aplicado en el presente caso, se ajusta a las exigencias del artículo 8.2.h de la Convención. Para ello 
no es necesario pronunciarse sobre cada uno de los aspectos impugnados en los recursos de nulidad, 
sino evaluar si el examen efectuado por los tribunales superiores que resolvieron los recursos fue 
compatible con la exigencia de eficacia del recurso que requiere la Convención Americana. Tampoco 
corresponde pronunciarse sobre otros aspectos en los que el examen en abstracto de las normas 
vigentes en Chile sobre recursos en el proceso penal pudiera revelar alguna colisión con las garantías 
procesales mínimas establecidas en la Convención Americana. 

280. […] Sala Segunda no realizó un examen integral de la decisión recurrida, ya que no analizó 
todas las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas impugnadas en que se basaba la sentencia 
condenatoria de los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao. Ello indica que no tuvo en cuenta la 
interdependencia que existe entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma 
tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada o indebida aplicación del 
derecho. En consecuencia, el recurso de nulidad de que dispusieron los señores Norín Catrimán y 
Pichún Paillalao no se ajustó a los requisitos básicos necesarios para cumplir con el artículo 8.2.h de 
la Convención Americana, de modo que se violó su derecho a recurrir del fallo condenatorio. 

289. […] este Tribunal subraya que el tribunal superior que resuelve el recurso debe controlar, 
en virtud del recurso contra el fallo condenatorio y para no hacer ilusorio el derecho a ser oído en 

condiciones de igualdad, que el tribunal inferior cumpla con su deber de exponer una valoración que 
tenga en cuenta tanto la prueba de cargo como de descargo. Aún si el tribunal inferior optara por 
valorar la prueba de manera conjunta, tiene el deber de exponer claramente en qué puntos existen 
coincidencias y en cuáles contradicciones en la misma, así como ocuparse de las objeciones que la 

defensa hiciere sobre puntos o aspectos concretos de esos medios de prueba. Esos aspectos 
planteados por la defensa en el recurso contra la condena no fueron suficientemente resueltos por 
parte del tribunal superior en el presente caso. 

294. En cuanto a si la causal de nulidad establecida en el literal e) del artículo 374 del Código 
Procesal Penal es conforme con el criterio de eficacia del recurso a que tiene derecho todo condenado 
en virtud del artículo 8.2.h de la Convención, la Corte advierte que los peritajes que obran en el 
expediente sobre el alcance de esa causal llegan a conclusiones contrarias. Es posible constatar que 
dicha causal otorga la posibilidad de impugnar el fallo cuando en la sentencia no se observen los 
requisitos que el artículo 342 de ese mismo código le impone al juez, entre los cuales se encuentra 

aquél de hacer una “exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias 
que se dieren por probados, fueren ellos favorables o desfavorables al acusado, y [el] de la valoración 
de los medios de prueba que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 297”[…]. El artículo 297 del Código Procesal Penal, a su vez, fija como criterios de apreciación 
de la prueba “los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos 
científicamente afianzados”, establece la obligación de “hacerse cargo en su fundamentación de toda 
la prueba producida, incluso de aquella que hubie[se] desestimado, indicando en tal caso las razones 
que hubiere tenido en cuenta para hacerlo” e impone “el señalamiento del o de los medios de prueba 
mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren 
por probados” y que “es[a] fundamentación deberá permitir la reproducción del razonamiento 
utilizado para alcanzar las concusiones a que llegare la sentencia” […].  

295. La Corte advierte que el texto del artículo 374.e) del Código Procesal Penal establece una 
causal de nulidad absoluta con base en los deberes de motivación y valoración probatoria 
consagrados en esa misma normativa procesal. Además de lo anterior, le consta a este Tribunal que 
de acuerdo al artículo 381 del Código Procesal Penal, al tribunal superior que resuelve el recurso se 
le debe remitir no sólo la sentencia recurrida y el escrito de interposición del recurso, sino también 

las actuaciones determinadas impugnadas o el registro de la audiencia del juicio oral […] que, según 
el perito Fuentes Maureira, se corresponde con los audios de la audiencia pública. En ese sentido, la 
causal del artículo 374.e de ese código permite que el recurrente interponga argumentos que no sólo 
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se refieran a la rectitud interna de la fundamentación del fallo condenatorio y su apreciación de la 
prueba, sino que también posibilita que se ofrezca como parámetro para sustentar esos argumentos 
aquellas actuaciones y pruebas rendidas en el juicio oral que, según estime el recurrente, fueron 
indebidamente valorados y sus conclusiones indebidamente fundamentadas en la sentencia 
condenatoria.  

296. En cuanto a la posición sostenida por las partes relativa a la interpretación que tribunales 
nacionales habrían dado a la causal de nulidad absoluta del artículo 374.e) del Código Procesal Penal, 
los extractos de sentencias citados por el Estado demuestran que en esos casos el tribunal superior 
hizo un análisis que supera cuestiones estrictamente jurídicas en relación con la valoración de la 
prueba y que, al contrario, involucran un examen que contrasta el acervo probatorio del caso con la 
valoración y consecuencias jurídicas que el tribunal inferior hizo del mismo. Al respecto, la Corte nota 
que se trata de sentencias recientes de los años 2009, 2012 y 2013. La Corte advierte que, a su vez, 
los representantes llamaron la atención respecto de la existencia de otros fallos internos en los que 
el alcance de la referida causal de nulidad es restrictivo sobre este punto y afirman la imposibilidad 
de analizar cuestiones relativas a la fijación de los hechos en el juicio oral. Estas decisiones datan de 
los años 2010, 2011 y 2012. En esas sentencias se sostuvo una interpretación que reduce el ámbito 
de revisión a cuestiones eminentemente relativas a la debida aplicación de las reglas del derecho 
probatorio.  

297. La Corte considera que los elementos aportados no son suficientes para concluir que la 
causal del artículo 374.e) del Código Procesal Penal no cumple con el estándar de recurso eficaz 
garantizado en el artículo 8.2.h de la Convención en lo que respecta a su amplitud para comprender 
la impugnación de cuestiones fácticas por medio de argumentaciones referidas al juicio probatorio 

realizado por el tribunal inferior. Tomando en cuenta que existen mutuas implicaciones entre las 
dimensiones fáctica, probatoria y jurídica de la sentencia penal (supra párr. 270.d), la Corte 
considera que, no siendo una conclusión derivable del texto de la causal referida, no ha sido probado 
que bajo la misma no sea posible impugnar cuestiones relativas a la base fáctica del fallo por medio 
del examen del juicio probatorio del mismo. Por lo tanto, la Corte concluye que en el presente caso el 
Estado no violó el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, establecido en el artículo 2 de 
la Convención Americana, en relación con el derecho de recurrir del fallo consagrado en el artículo 
8.2.h de la misma, en perjuicio de las ocho presuntas víctimas del presente caso. 

298. No obstante, esta Corte insiste en que la interpretación que los tribunales internos realicen 

de la referida causal debe asegurar que se garanticen el contenido y criterios desarrollados por este 
Tribunal respecto del derecho a recurrir el fallo […]. El Tribunal reitera que las causales de 
procedencia del recurso asegurado por el artículo 8.2.h) de la Convención deben posibilitar que se 
impugnen cuestiones con incidencia en el aspecto fáctico del fallo condenatorio ya que el recurso 
debe permitir un control amplio de los aspectos impugnados, lo que requiere que se pueda analizar 
cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en las que está fundada la sentencia condenatoria. 

Corte IDH. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de febrero de 2017. Serie C No. 331. 

170. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante sobre el alcance y contenido del 
artículo 8.2 (h) de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados para asegurar 
la garantía del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. En este sentido, el Tribunal ha 
entendido que dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial que “se debe respetar en 
el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada 
por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía […]”. Teniendo en cuenta que las garantías 
judiciales buscan que quien esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la 
Corte interpreta que el derecho a recurrir el fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto 
de todo aquél que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder 
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punitivo del Estado. En el mismo sentido: Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 255. 

171. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías mínimas que 
tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso penal. En razón de lo anterior, la 
Corte ha sido enfática al señalar que el derecho a impugnar el fallo tiene como objetivo principal 
proteger el derecho de defensa, puesto que otorga la oportunidad de interponer un recurso para 
evitar que quede firme una decisión judicial en el evento que haya sido adoptada en un 
procedimiento viciado y que contenga errores o malas interpretaciones que ocasionarían un 
perjuicio indebido a los intereses del justiciable, lo que supone que el recurso deba ser garantizado 
antes de que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. Este derecho permite corregir errores o 

injusticias que puedan haberse cometido en las decisiones de primera instancia, por lo que genera 
una doble conformidad judicial, otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado y brinda 
mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. En concordancia con lo anterior, a efectos 
que exista una doble conformidad judicial, la Corte ha indicado que lo importante es que el recurso 
garantice la posibilidad de un examen integral de la sentencia recurrida. En el mismo sentido: Caso 
Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 256. 

172. Además, el Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2 (h) de la Convención se refiere a un 
recurso ordinario accesible y eficaz, es decir que no debe requerir mayores complejidades que tornen 
ilusorio este derecho. En ese sentido, las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido 
deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de 
examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente, es decir que debe procurar 
resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. “Debe entenderse que, independientemente 
del régimen o sistema recursivo que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un 
medio adecuado para procurar la corrección de una condena errónea […]. Consecuentemente, las 
causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados 
de la sentencia condenatoria”. En el mismo sentido: Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 257. 

179. En este sentido, en aras de resolver las cuestiones planteadas por el recurrente, resultaba 
necesario que la Primera Sala de la Corte Suprema hiciera referencia a las impugnaciones del señor 
Zegarra Marín, y se pronunciara sobre las principales cuestiones planteadas. Lo anterior a fin de 
garantizar la posibilidad de un examen integral de la sentencia recurrida, a la luz de las características 
de la doble conformidad […].  

Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354 231. 

266. De este modo, lo que corresponde es un análisis, caso por caso, de los recursos efectivamente 
interpuestos por las presuntas víctimas a fin de determinar si la forma en que éstos fueron resueltos 

 

231 El 25 de abril de 2018 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó una Sentencia mediante la que 
declaró al Estado de Costa Rica responsable internacionalmente por la violación del derecho a la libertad 
personal en los términos de los artículos 7.1, 7.3 y 7.5 de la Convención Americana en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio del señor Jorge Martínez Meléndez, ordenando las reparaciones correspondientes. 
A su vez, de las siete excepciones preliminares interpuestas por el Estado, la Corte declaró procedente una 
excepción preliminar; parcialmente procedentes tres excepciones preliminares, y declaró no procedentes dos 
excepciones preliminares. Asimismo, consideró que el Estado no violó los derechos a recurrir el fallo (artículo 
8.2.h de la Convención), a contar con un juez imparcial (artículo 8.1 de la Convención), a la presunción de 
inocencia (artículo 8.2 de la Convención), a un juicio en un plazo razonable (artículo 8.1 de la Convención), a la 
defensa (8.2 de la Convención), a recurrir la legalidad de su detención (7.6 de la Convención) y a la integridad 
personal (artículos 5.1 y 5.2 de la Convención); todo lo anterior en relación con las obligaciones establecidas en 
el artículo 1.1 de la misma. 
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en el sistema recursivo costarricense, tomando en cuenta sus reformas, respetaron el derecho de 
aquéllas a una revisión integral de sus sentencias condenatorias.  

267. Al respecto, esta Corte recuerda que un recurso efectivo implica que el análisis por la 
autoridad competente de un recurso judicial no puede reducirse a una mera formalidad, sino que 
debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas. 

281. Al respecto, la Corte recuerda que el principio de complementariedad informa 
transversalmente el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el cual es, tal como lo expresa el 
Preámbulo de la misma Convención Americana, “coadyuvante o complementario de la [protección] 
que ofrece el derecho interno de los Estados americanos”. El Estado “es el principal garante de los 
derechos humanos de las personas, de manera que, si se produce un acto violatorio de dichos 
derechos, es el propio Estado quien tiene el deber de resolver el asunto a nivel interno y, [en su caso,] 
reparar, antes de tener que responder ante instancias internacionales como el Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, lo cual deriva del carácter subsidiario que 
reviste el proceso internacional frente a los sistemas nacionales de garantías de los derechos 
humanos”. El referido carácter subsidiario de la jurisdicción internacional significa que el sistema de 
protección instaurado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos no sustituye a las 
jurisdicciones nacionales, sino que las complementa. 

282. De este modo, en aplicación de dicho principio, este Tribunal considera que no corresponde 
declarar una violación del artículo 8.2.h de la Convención en perjuicio del señor Rafael Rojas 
Madrigal, en lo que respecta al Expediente N° 99-000136-0065-PE, en el cual se condenó a éste por 
el delito de uso de documento falso en perjuicio de la fe pública. 

Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382232. 

53. La Corte reitera que el artículo 8.2.h) se refiere al derecho a un recurso ordinario, accesible 
y eficaz que no torne ilusorio el derecho de recurrir el fallo ante tribunal superior. En ese sentido, la 
Corte ha establecido que las formalidades requeridas no deben constituir un obstáculo para que 
recurso permita la revisión de las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas que podrían haber 
derivado en un error en la sentencia. La importancia del cumplimento de esta obligación se funda en 
que existe relación entre una errónea determinación de los hechos y una indebida aplicación del 
derecho, por lo que la revisión que se debe hacer en cumplimiento del derecho al doble conforme 
debe permitir al juzgador realizar un control amplio de la sentencia. Este es el planteamiento que la 
defensa del señor Gorigoitía realizó en su escrito de recurso de casación, el cual fue rechazado “in 
limine” por requerir una revalorización del criterio de la Cámara Primera en materia de hechos y de 
valoración probatoria. En consecuencia, el Tribunal considera que la negativa por parte de la 
Suprema Corte de Mendoza de revisar el fondo de la cuestión planteada por la defensa del señor 
Gorigoitía constituyó un hecho ilícito internacional en tanto resultó en un incumplimiento del deber 
de revisión integral del fallo que establece el artículo 8.2.h) de la Convención. 

55. La Corte ha establecido que el artículo 2 de la Convención contempla el deber general de los 

Estados Partes de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para garantizar los 
derechos en ella consagrados. Este deber implica la adopción de medidas en dos vertientes. Por una 
parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las 
garantías previstas en la Convención. Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 

 

232 El 2 de septiembre de 2019 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó Sentencia mediante la cual 
declaró la responsabilidad internacional del Estado de Argentina por la violación al derecho a recurrir el fallo 
ante un juez o tribunal superior en perjuicio del señor Oscar Raúl Gorigoitía, y por el incumplimiento del deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno debido a la regulación del recurso de casación en la Provincia de 
Mendoza en la época en que ocurrieron los hechos del caso.  
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conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías. Precisamente, respecto a la adopción de 
dichas medidas, esta Corte ha reconocido que todas las autoridades de un Estado Parte en la 
Convención tienen la obligación de ejercer un control de convencionalidad, de forma tal que la 
interpretación y aplicación del derecho nacional sea consistente con las obligaciones internacionales 
del Estado en materia de derechos humanos. En relación con el artículo 28, el Tribunal ha establecido 
que “según una jurisprudencia centenaria y que no ha variado hasta ahora, un Estado no puede alegar 
su estructura federal para dejar de cumplir con una obligación internacional”. En el mismo sentido: 
Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 259. 

56. En el presente caso el Tribunal resolvió que de la literalidad de las normas pertinentes en el 

Código Procesal Penal de la Provincia de Mendoza, aplicable en la época de los hechos, a través del 
recurso de casación, no fue posible la revisión de cuestiones fácticas y/o probatorias por un tribunal 
superior en el caso del señor Gorigoitía […]. Por lo tanto, la Corte concluyó que el Estado incumplió 
con el deber de revisión integral del fallo que requiere el artículo 8.2.h) de la Convención en relación 
con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Por las mismas razones, la Corte concluye que el Estado 
incumplió con sus obligaciones previstas en el artículo 2 de la Convención. La Corte observa que el 
Estado no impugnó que el Código Procesal Penal de la Provincia de Mendoza aplicado en la época de 
los hechos regula el recurso de casación en un sentido muy restringido y contrario a lo dispuesto por 
el artículo 8.2.h) de la Convención. Lo que alegó es que los tribunales deben aplicar la doctrina 
elaborada en el “fallo Casal” en materia de revisión de un fallo condenatorio, y que existieron actos 
estatales posteriores dirigidos a asegurar la revisión integral en materia de casación. Al respecto, sin 
dejar de reconocer la importancia del “fallo Casal”, la Corte concluye que el Estado incumplió con la 
obligación contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 8.2.h) 
del mismo instrumento. 

58. De conformidad con lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable por la 
violación artículo 8.2.h) de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, 
debido a la falta de revisión integral de la Suprema Corte de Mendoza del recurso presentado por la 
defensa del señor Gorigoitía contra la sentencia condenatoria de la Cámara Primera del Crimen de 
Mendoza. Asimismo, concluye que el Estado es responsable por la violación al artículo 2 de la 
Convención, como resultado de la regulación inconvencional del recurso de casación previsto en el 
artículo 503 de la Ley No. 1908. Por otro lado, el Tribunal concluye que no es responsable por la 
violación al artículo 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, y que 
no es responsable por la violación al artículo 28 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387 . 

134. Con respecto a las numerosas cuestiones que expusieron las presuntas víctimas en sus 
recursos de apelación en relación con los alegatos sobre inobservancia de la ley sustantiva en 
relación con la fijación de la pena, las circunstancias agravantes genéricas y específicas del delito, y 

la inobservancia parcial del contenido de la ley sustantiva para la fijación de la pena de muerte 
realizada por el juez a quo, la Corte de Apelaciones se limitó a dar respuesta abstracta y sin entrar en 
el fondo de los motivos aducidos por las presuntas víctimas. En efecto, el Tribunal observa que la 
Corte de apelaciones rechazó las alegaciones de los recurrentes sobre la base de que la legislación 

vigente no le permitía realizar ningún tipo de revisión a este respecto, sin analizar de manera 
individualizada los argumentos esgrimidos por los recurrentes. En consecuencia, el Tribunal 
considera que la negativa por parte de la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, Penal 
Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente de revisar las cuestiones fácticas planteada por la 
defensa los señores Rodríguez Revolorio, López Calo y Aníbal Archila Pérez constituyó un hecho 
ilícito internacional en tanto resultó en un incumplimiento del deber de revisión integral del fallo 
establecido en el artículo 8.2.h). 

135. Por otro lado, en razón de que el artículo 8.2.h) de la Convención tiene un contenido jurídico 

propio y el principio de efectividad (effet utile) es transversal a la protección debida de todos los 
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derechos reconocidos en ese instrumento, el Tribunal considera innecesario analizar aquella 
disposición en relación con el artículo 25.1 de la Convención. Asimismo, en relación con el alegato de 
la Comisión y representantes respecto a que ningún de los restantes recursos interpuestos por los 
señores Rodríguez Revolorio, López Calo, y Aníbal Archila Pérez fueron efectivos, la Corte advierte 
que en el presente caso solo se realizará el análisis de la apelación especial por ser esté un recurso 
ordinario, y no se hará referencia al recurso de amparo ni de revisión debido a que estos son recursos 
extraordinarios. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390. 

113. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante sobre el alcance y contenido del 
artículo 8.2.h) de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados para asegurar 
la garantía del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. El Tribunal ha entendido que 
dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial que “se debe respetar en el marco del 
debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez 
o tribunal distinto y de superior jerarquía […]”. Teniendo en cuenta que las garantías judiciales 
buscan que quien esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte ha 
interpretado que el derecho a recurrir el fallo no puede ser efectivo si no se garantiza respecto de 
todo aquél que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo 
del Estado. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías mínimas 
que tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso penal. En el mismo sentido: 
Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2019. Serie C No. 382, párr. 47; Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 
387, párr. 126. 

114. Además, este Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2.h) de la Convención se refiere a un 
recurso ordinario, accesible y eficaz, es decir que no debe requerir mayores complejidades que 
tornen ilusorio este derecho. En ese sentido, las formalidades requeridas para que el recurso sea 
admitido deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que cumpla con su fin de 
examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente, es decir que debe procurar 
resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. Debe entenderse que, independientemente 
del régimen o sistema recursivo que adopten los Estados Partes, y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un 
medio adecuado para procurar la corrección de una condena errónea. Ello requiere que puedan 
analizar las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto 
que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones fácticas y la 
aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada 
o indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben 
posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria. El derecho 

de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior puede concebirse como la expresión del derecho a 
contar con un recurso judicial efectivo, según el artículo 25.1 de la Convención. En el mismo sentido: 
Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 257; Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382, párr. 47; Caso 
Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387, párr. 127. 

117. En razón de lo anterior, resulta necesario examinar el contenido tanto del recurso 
interpuesto como del fallo emitido, para así contar con los elementos que den certeza de que en el 
caso concreto existió una violación al derecho de recurrir del fallo. Sin embargo, en el presente caso 
se aprecia que el proceder del tribunal de apelación consistió en realizar un análisis de la sentencia, 
tomando en consideración la valoración probatoria y jurídica realizada por el juez ordinario. Aunado 
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a lo anterior, más allá de la expresión asentada en la notificación de la sentencias en que las presuntas 
víctimas y sus representantes manifestaron su voluntad de formular apelación oral, no se encuentra 
dentro del acervo probatorio algún escrito o constancia donde se hayan descrito las violaciones 
aludidas por las partes en el presente litigio internacional, para de esta forma determinar si la Sala 
Duodécima omitió pronunciarse sobre alguno de los reclamos formulados al recurrir la sentencia. 
Por lo cual, ya sea por la particularidad de la apelación oral interpuesta o por la falta de escritos que 
permitan contrastar lo recurrido con lo resuelto, esta Corte carece de elementos para realizar un 
pronunciamiento sobre la alegada violación al derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior 
consagrado en el artículo 8.2.h) de la Convención Americana. 

3.4.9 OTRAS GARANTÍAS: DERECHO ASISTENCIA CONSULAR 

Corte IDH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las 
Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 
1999. Serie A No. 16. 

86. Si el Estado que envía decide brindar su auxilio, en ejercicio de los derechos que le confiere 
el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, podrá asistir al detenido en 
diversos actos de defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la obtención 
de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones en que se ejerce la asistencia legal 
y la observación de la situación que guarda el procesado mientras se halla en prisión. En el mismo 
sentido: Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 
2003. Serie C No. 100 233 , párr. 130; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 112; Caso Acosta 
Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, 
párr. 125; Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007. Serie C No. 164234, párr. 116; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, 
párr. 164; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 154. 

121.  En el caso al que se refiere la presente Opinión Consultiva, ha de tomarse en cuenta la 
situación real que guardan los extranjeros que se ven sujetos a un procedimiento penal, del que 
dependen sus bienes jurídicos más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es evidente que, en 
tales circunstancias, la notificación del derecho a comunicarse con el representante consular de su 

país, contribuirá a mejorar considerablemente sus posibilidades de defensa y a que los actos 

 

233 Los hechos del presente caso se iniciaron el 19 de abril de 1991, cuando la Policía Federal Argentina realizó 
una detención masiva de más de ochenta personas en la ciudad de Buenos Aires. Entre los detenidos se 
encontraba Walter David Bulacio, de 17 años de edad. Luego de su detención, fue trasladado a una comisaría 
donde fue golpeado en numerosas ocasiones por agentes policiales. Después de haber sido liberado, tuvo que 
ser ingresado a un hospital. El 26 de abril de 1991 Walter David Bulacio falleció. La causa judicial seguida por 
las lesiones y muerte de Walter David Bulacio, así como la referida a su detención y la de las otras personas, 
fueron objeto de diversas actuaciones judiciales, tales como inhibiciones, impugnaciones y recusaciones que han 
originado una dilación en el proceso. No obstante, a la fecha no hubo un pronunciamiento firme por parte de las 
autoridades judiciales sobre el conjunto de los hechos investigados, ni se ha sancionado a ningún responsable. 
234  Los hechos del presente caso se inician en 1988, cuando el señor Bueno Alves, uruguayo residente en 
Argentina, inició una transacción de compraventa inmobiliaria con la señora Norma Lage y el señor Jorge 
Denegri, la misma que finalmente se frustró. El señor Bueno Alves denunció a la señora Lage por estafa y 
amenazas. Asimismo, la señora Lage denunció al señor Bueno Alves por estafa y extorsión. El 5 de abril de 1988, 
el señor Bueno Alves y su abogado fueron detenidos. Asimismo, la oficina profesional de éste fue allanada y se 
incautó la grabación de la reunión de rescisión. Todas estas acciones fueron realizadas por funcionarios de la 
División de Defraudaciones y Estafas de la Policía Federal de Argentina. El señor Bueno Alves fue objeto de 
maltratos mientras se encontró en la sede policial. A pesar de haber presentado una serie de denuncias, éstas 
fueron desestimadas.  
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procesales en los que interviene - y entre ellos los correspondientes a diligencias de policía - se 
realicen con mayor apego a la ley y respeto a la dignidad de las personas. 

122.  En tal virtud, la Corte estima que el derecho individual que se analiza en esta Opinión 
Consultiva debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a 
los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo.  

123.  La incorporación de este derecho en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares -y 
el contexto de las discusiones respectivas, durante su redacción-, demuestran un reconocimiento 
uniforme de que el derecho a la información sobre la asistencia consular constituye un medio para la 
defensa del inculpado, que repercute - y en ocasiones decisivamente- en el respeto de sus otros 
derechos procesales. 

124.  En otros términos, el derecho individual de información establecido en el artículo 36.1.b) de 
la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares permite que adquiera eficacia, en los casos 
concretos, el derecho al debido proceso legal consagrado en el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; y que este precepto establece garantías mínimas susceptibles de 
expansión a la luz de otros instrumentos internacionales como la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares, que amplían el horizonte de la protección de los justiciables.  

Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218. 

155. El Tribunal pasa, seguidamente, a determinar si el Estado informó al señor Vélez Loor del 
derecho que le asistía. Del expediente obrante ante la Corte no se desprende elemento probatorio 
alguno que demuestre que el Estado haya notificado al señor Vélez Loor, como detenido extranjero, 
su derecho a comunicarse con un funcionario consular de su país, a fin de procurar la asistencia 
reconocida en el artículo 36.1.b de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. La Corte 
considera que correspondía al Estado demostrar que en el presente caso cumplió con la obligación 
de notificar al señor Vélez Loor el derecho a la asistencia consular que asiste a todo extranjero 
detenido y no sólo a la Embajada de Ecuador. Sobre esto, es importante resaltar que la Convención 
de Viena pone la decisión de ser o no visitado por el funcionario consular en manos del detenido. 

156. Ahora bien, todas las partes coinciden en que en algún momento se informó a las autoridades 
consulares de Ecuador que el señor Vélez Loor se encontraba bajo custodia del Estado panameño 
[…], pero subsiste la controversia respecto de cuándo fue la fecha en que fue hecha esta notificación 
al consulado. La prueba proporcionada no ha sido conteste en cuanto a la fecha y el modo en que se 
puso en conocimiento del Consulado del Ecuador en Panamá que el señor Vélez Loor se encontraba 
bajo la custodia estatal. Lo cierto es que al 5 de diciembre de 2002 la misión consular ecuatoriana ya 
había iniciado gestiones para obtener la deportación del señor Vélez Loor. Al respecto, el señor Vélez 
Loor declaró que durante el tiempo que estuvo recluido en la Cárcel Pública de La Palma se entrevistó 

con funcionarios de inmigración, sin embargo, manifestó que “nunca tuv[o] conocimiento” de las 
gestiones que estaba realizando en diciembre de 2002 el Consulado ecuatoriano en su favor. 
Asimismo, refirió que “nunca sup[o] cómo sucede la deportación” y que "no s[abe] cuáles hayan sido 
las gestiones” 235. 

157. Es pertinente recordar que el derecho de un detenido extranjero a solicitar la ayuda del 
consulado de su país ha sido considerado como un componente de las “garantías mínimas para 
brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa”  236. Es así que la 
Corte ha destacado varios actos relacionados con la defensa en los que el cónsul puede asistir al 

 

235  Declaración rendida por Jesús Tranquilino Vélez Loor en la audiencia pública celebrada ante la Corte 
Interamericana el 25 de agosto de 2010. 
236 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso 
Legal, supra nota 145, párr. 122; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez, supra nota 99, párr. 164, y Caso Bueno 
Alves, supra nota 157, párr. 116. 
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detenido […] y su importancia para garantizar el cumplimiento del derecho a “ser asistido por un 
defensor” bajo el artículo 8.2.d) de la Convención. De modo tal que “[l]a inobservancia u obstrucción 
de[l] derecho [del detenido] a la información afecta las garantías judiciales”, y puede resultar en una 
violación de las mismas.  

158. En cuanto al acceso efectivo a la comunicación consular, la Convención de Viena dispone que 
al detenido se le debe permitir: 1) comunicarse libremente con los funcionarios consulares; y 2) 
recibir visitas de ellos. Según este instrumento, “los funcionarios consulares tendrán derecho a 
visitar al nacional del Estado [y] a organizar su defensa ante los tribunales” 237. Es decir, el Estado 
receptor no debe obstruir la actuación del funcionario consular de brindar servicios legales al 
detenido. Asimismo, el detenido tiene el derecho a la asistencia misma, lo cual impone al Estado del 
cual el detenido es nacional el deber de proteger los derechos de sus nacionales en el extranjero 
brindando protección consular. Las visitas de los funcionarios consulares deberían ser con miras a 
proveer la “protección de los intereses” del detenido nacional, particularmente los asociados con “su 
defensa ante los tribunales”. De esta manera, el derecho a la visita consular presenta un potencial 
para garantizar y dar efectividad a los derechos a la libertad personal, la integridad personal y la 
defensa.  

159. La Corte observa que, si bien el señor Vélez Loor tuvo comprobada comunicación con 
funcionarios consulares de Ecuador en el Estado de Panamá, el procedimiento administrativo que 

duró del 12 de noviembre al 6 de diciembre de 2002, y que culminó con la resolución que le impuso 
una sanción de privación de la libertad, no le proporcionó la posibilidad de ejercer el derecho de 
defensa, audiencia ni del contradictorio, ni mucho menos garantizaba que dicho derecho pudiera 
ejercerse en términos reales […]. Es decir, si bien el señor Vélez Loor recibió visitas por parte de los 

funcionarios consulares en el Centro Penitenciario La Joyita con posterioridad a la imposición de la 
sanción, en las cuales se le entregaron útiles de aseo personal, dinero en efectivo y medicinas y se 
solicitó la intervención de médicos que verificasen su salud, no pudo ejercer su derecho a la defensa 
con la asistencia consular ya que el procedimiento administrativo sancionatorio no permitió 
materializarla como parte del debido proceso legal, pues se decidió sin que la parte fuese oída. 

 

3.4.10 OTRAS GARANTÍAS: PRINCIPIO DE COHERENCIA O DE CORRELACIÓN ENTRE 
ACUSACIÓN Y SENTENCIA 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126. 

65. Uno de los principales argumentos vertidos por la Comisión y los representantes para 
sostener que el Estado violó el artículo 8 de la Convención es la inobservancia de la mencionada 
correlación entre la acusación y la sentencia. La incongruencia se produjo cuando el Tribunal de 
Sentencia cambió la calificación jurídica del delito y dio por establecidos hechos y circunstancias 
nuevas, que no fueron considerados en la acusación ni en el auto de apertura a juicio, a saber: la causa 
de la muerte de la menor de edad y las circunstancias que en opinión del Tribunal de Sentencia 
demostraban la mayor peligrosidad del señor Fermín Ramírez. 

66. La Convención no acoge un sistema procesal penal en particular. Deja a los Estados en 
libertad para determinar el que consideren preferible, siempre que respeten las garantías 
establecidas en la propia Convención, en el derecho interno, en otros tratados internacionales 
aplicables, en las normas consuetudinarias y en las disposiciones imperativas de derecho 
internacional.  

67. Al determinar el alcance de las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la Convención, la 

 

237 Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, artículo 36.1.c). 
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Corte debe considerar el papel de la “acusación” en el debido proceso penal vis-à-vis el derecho de 
defensa. La descripción material de la conducta imputada contiene los datos fácticos recogidos en la 
acusación, que constituyen la referencia indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y 
la consecuente consideración del juzgador en la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho a 
conocer, a través de una descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan. La 
calificación jurídica de éstos puede ser modificada durante el proceso por el órgano acusador o por 
el juzgador, sin que ello atente contra el derecho de defensa, cuando se mantengan sin variación los 
hechos mismos y se observen las garantías procesales previstas en la ley para llevar a cabo la nueva 
calificación. El llamado “principio de coherencia o de correlación entre acusación y sentencia” implica 
que la sentencia puede versar únicamente sobre hechos o circunstancias contemplados en la 

acusación. 

68. Por constituir el principio de coherencia o correlación un corolario indispensable del 
derecho de defensa, la Corte considera que aquél constituye una garantía fundamental del debido 
proceso en materia penal, que los Estados deben observar en cumplimiento de las obligaciones 
previstas en los incisos b) y c) del artículo 8.2 de la Convención. 

69. En el caso Pélissier y Sassi vs. Francia, la Corte Europea de Derechos Humanos determinó que 
los peticionarios no tuvieron oportunidad para preparar su defensa respecto del nuevo cargo que se 
les imputaba, ya que sólo a través de la sentencia del tribunal de apelaciones se enteraron de la 
recalificación de los hechos. En particular, estimó que el cambio acogido en la sentencia alteraba los 
términos de la acusación inicial. Al respecto, hizo las siguientes consideraciones: 

[…] La Corte observa que los preceptos del tercer párrafo, inciso a), del artículo 6 [de la 
Convención Europea de Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales] 
apuntan a la necesidad de brindar especial atención a la debida notificación de la acusación al 
imputado. Las particularidades del delito juegan un rol crucial en el proceso penal, desde que el 
momento de la comunicación de aquéllas es cuando el sospechoso es formalmente puesto en 
conocimiento de la base fáctica y legal de los cargos formulados en su contra (ver Kamasinki vs Austria, 
sentencia de 19 de diciembre de 1989, Serie A, No. 168, pp. 36-37, párr. 79). El artículo 6.3.a) de la 
Convención [Europea] reconoce al imputado el derecho a ser informado no sólo de la causa de la 
acusación, es decir, de los actos que supuestamente ha cometido y sobre los que se basa la acusación, 
sino también de la calificación legal dada a esos actos. Dicha información debe ser detallada, tal como 
correctamente sostuvo la Comisión. 

[…] El alcance del precepto anterior debe ser determinado, en particular, a la luz del derecho más 
general referente a un juicio justo, garantizado por el artículo 6.1 de la Convención (ver, mutatis 
mutandis, las siguientes sentencias: Deweer vs Bélgica, Sentencia de 27 de febrero de 1980, Serie A, No. 
35, pp. 30-31, párr. 56; Artico vs Italia, Sentencia de 13 de Mayo de 1980, Serie A, No. 37, p. 15, párr. 
32; Goddi vs Italia, Sentencia de 9 de abril de 1984, Serie A, No. 76, p. 11, párr. 28; y Colozza vs. Italia, 
Sentencia de 12 de febrero de 1985, Serie A, No. 89, p. 14, párr. 26). La Corte considera que, en 
cuestiones penales, el precepto concerniente a una información completa y detallada de los cargos 
formulados contra el imputado y, consecuentemente, a la calificación legal que el tribunal pueda 
adoptar al respecto, constituye un prerrequisito esencial para asegurar que los procedimientos sean 
justos. 

[…] Finalmente, respecto de la queja formulada bajo el artículo 6.3.b) de la Convención, la Corte 
considera que los sub-párrafos a) y b) del artículo 6.3 están conectados y que el derecho a ser 
informado sobre la naturaleza y la causa de la acusación debe ser considerada a la luz del derecho del 
imputado de preparar su defensa238. 

 

87Cfr. Pelissier and Sassi v. France 25444/94, [1999] ECHR, párrs. 51-54. Traducción de la Secretaría de la Corte; 
el texto original en inglés es el siguiente: “The Court observes that the provisions of paragraph 3 (a) of Article 6 
point to the need for special attention to be paid to the notification of the “accusation” to the defendant. 
Particulars of the offence play a crucial role in the criminal process, in that it is from the moment of their service 
that the suspect is formally put on notice of the factual and legal basis of the charges against him (see the 
Kamasinski v. Austria judgment of 19 December 1989, Series A no. 168, pp. 36-37, § 79). Article 6 § 3 (a) of the 
Convention affords the defendant the right to be informed not only of the cause of the accusation, that is to say 
the acts he is alleged to have committed and on which the accusation is based, but also the legal characterisation 
given to those acts. That information should, as the Commission rightly stated, be detailed. 
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70. En el presente caso, la imposición de la pena de muerte por parte del Tribunal de Sentencia 
Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente se basó en la aplicación del artículo 132 del Código 
Penal de Guatemala, que tipifica y sanciona el asesinato. La sentencia fue dictada luego de un debate 
oral y público, posterior a la acusación formulada contra el señor Fermín Ramírez por el delito de 
violación calificada, previsto en el artículo 175 del Código Penal y sancionado con pena privativa de 
libertad de hasta 50 años de prisión. Esta imputación sirvió de base para el inicio del juicio oral y 
público ante el Tribunal de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente. Durante el 
primer día de debate, el Tribunal advirtió a las partes sobre la posibilidad de cambiar la calificación 
jurídica del delito, pero no especificó a qué delito pudiera dirigirse el cambio, lo cual no es irrelevante, 
en modo alguno, para el ejercicio de la defensa y la decisión judicial sobre la sanción aplicable. En 

sentencia de 6 de marzo de 1998, el Tribunal de Sentencia Penal resolvió, invocando el artículo 388 
del Código Procesal Penal, que “del análisis de la prueba producida en el debate […] el Tribunal estima 
que el hecho delictivo imputado al procesado encuadra en la figura contemplada en el artículo 132 
del Código Penal, [… p]or lo que, por imperativo legal debe cambiarse la tipificación jurídica 
formulada en la acusación y en el auto de la apertura de juicio, de violación calificada al delito de 
asesinato”. En consecuencia, condenó al señor Fermín Ramírez a la pena de muerte […]. 

71. Al evacuar pruebas durante el juicio oral es posible que se acredite la existencia de nuevos 
hechos o circunstancias no previstos en la acusación. En tal hipótesis, el Ministerio Público puede 
formular la “Acusación alternativa” o la “Ampliación de la acusación”, mencionadas anteriormente 
[…], a fin de promover la modificación del objeto del proceso.  

72. En el caso al que se refiere esta sentencia ocurrieron ciertas inadvertencias y omisiones. 
Luego de que la acusación formulada por el Ministerio Público calificó la acción del imputado como 
violación agravada, el órgano acusador solicitó al tribunal que cambiara esa calificación jurídica y 
condenara al imputado a la pena de muerte, pero no ejerció la facultad de presentar una “Acusación 
alternativa” o una “Ampliación de la acusación”, conforme a los artículos 333 y 373 del Código 
Procesal Penal guatemalteco, respectivamente […], sino se limitó a solicitar en sus conclusiones, al 
final del debate, que se condenara al acusado por el delito de asesinato y se le impusiera la pena de 
muerte. En su alegato de conclusión, la defensa no se refirió a esa solicitud del Ministerio Público, 
sino pidió que se dictara sentencia absolutoria, en virtud de que a su juicio existió una duda 
razonable. Por su parte, el presidente del Tribunal de Sentencia no dispuso “recibir una nueva 
declaración” del señor Fermín Ramírez, ni informó a las partes que tenían “derecho a pedir la 
suspensión del debate para ofrecer nuevas pruebas o para preparar su intervención”, lo cual debió 
haber realizado de oficio según los términos de los artículos 373 y 374 del Código Procesal Penal […]. 
Correspondía al tribunal penal, en todo caso, conducir el proceso de acuerdo con las garantías 
consagradas en la legislación interna y en la Convención.  

73. El Tribunal de Sentencia fundó su actuación en el artículo 374 del Código Procesal Penal, que 
prevé la “advertencia de oficio” sobre una “modificación posible de la calificación jurídica”. Ahora 
bien, el presidente del Tribunal se limitó a advertir a las partes que “en el momento oportuno” podía 
darse una calificación jurídica distinta de la contemplada en la acusación y en el auto de apertura a 

juicio, pero no especificó cual sería esa nueva calificación legal, y mucho menos se refirió a la 
posibilidad de que el cambio de calificación proviniera, en realidad, de una modificación en la base 
fáctica del proceso y, en su hora, de la sentencia. El presidente del Tribunal de Sentencia no ofreció 

 

[…] The scope of the above provision must in particular be assessed in the light of the more general right to a 
fair hearing guaranteed by Article 6 § 1 of the Convention (see, mutatis mutandis, the following judgments: 
Deweer v. Belgium of 27 February 1980, Series A no. 35, pp. 30-31, § 56; Artico v. Italy of 13 May 1980, Series A 
no. 37, p. 15, § 32; Goddi v. Italy of 9 April 1984, Series A no. 76, p. 11, § 28; and Colozza v. Italy of 12 February 
1985, Series A no. 89, p. 14, § 26). The Court considers that in criminal matters the provision of full, detailed 
information concerning the charges against a defendant, and consequently the legal characterisation that the 
court might adopt in the matter, is an essential prerequisite for ensuring that the proceedings are fair. 
[…] Lastly, as regards the complaint under Article 6 § 3 (b) of the Convention, the Court considers that sub-
paragraphs (a) and (b) of Article 6 § 3 are connected and that the right to be informed of the nature and the 
cause of the accusation must be considered in the light of the accused’s right to prepare his defence.” 
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al inculpado la oportunidad de rendir una nueva declaración en relación con los últimos hechos que 
se le atribuyeron. Estas omisiones privaron a la defensa de certeza acerca de los hechos imputados 
(artículo 8.2.b) de la Convención) y, en consecuencia, representaron un obstáculo para preparar 
adecuadamente la defensa, en los términos del artículo 8.2.c) de la Convención.  

74. El párrafo segundo del artículo 388 del Código Procesal Penal guatemalteco establece que 
“en la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta de aquella de la 
acusación o de la del auto de apertura del juicio, o imponer penas mayores o menores que la pedida 
por el Ministerio Público”. Esta facultad, consecuente con el principio iura novit curia, debe ser 
entendida e interpretada en armonía con el principio de congruencia y el derecho de defensa. La 
necesaria congruencia entre la acusación y la eventual sentencia justifica la suspensión del debate y 

el nuevo interrogatorio del acusado, cuando se pretende cambiar la base fáctica de la acusación. Si 
esto ocurre irregularmente, se lesiona el derecho a la defensa, en la medida en que el imputado no ha 
podido ejercerlo sobre todos los hechos que serán materia de la sentencia.  

75. Al respecto, la Corte observa que, en la sentencia de 6 de marzo de 1998, el Tribunal de 
Sentencia no se limitó a cambiar la calificación jurídica de los hechos imputados previamente, sino 
modificó la base fáctica de la imputación, inobservando el principio de congruencia. 

76. Se pasó de la calificación de Violación Agravada a la calificación de Asesinato. No coincide la 
dirección del dolo en ambos supuestos: en el primero, el animus es de mantener acceso carnal, del 
que resulta la muerte del sujeto pasivo; en el segundo, es de matar, en alguna de las formas o a través 
de alguno de los medios que la ley prevé a título de agravantes. El Tribunal de Sentencia dio por 
demostrados hechos no contenidos en la acusación: la muerte dolosa producida por “asfixia 
mediante estrangulamiento” y la posibilidad del acceso carnal posterior a la muerte. No podría 
entenderse que esto significa un simple cambio en la calificación jurídica del delito, sino implica 
hechos diferentes de los que constituyen Violación Agravada (artículo 175 del Código Penal). Así, se 
modificó la base fáctica establecida en la acusación, sin que el señor Fermín Ramírez pudiera ejercer 
defensa alguna al respecto. Esta modificación sustancial trajo consigo la posibilidad de imponer, 
como efectivamente se hizo, la pena capital.  

78. El respeto al conjunto de garantías que informan el debido proceso y significan el límite a la 
regulación del poder penal estatal en una sociedad democrática, se hace especialmente infranqueable 
y riguroso cuando venga al caso la imposición de la pena de muerte.  

79. En el presente caso, al haber desconocido las garantías del debido proceso, en particular el 
derecho de defensa, el Estado transgredió las reglas procesales de estricta y necesaria observancia 
en supuestos de imposición de pena de muerte. En consecuencia, la condena del señor Fermín 
Ramírez a la pena capital fue arbitraria por haber incumplido limitaciones infranqueables para la 
imposición de dicha pena en los países que aún la preservan. 

80. Por todo lo anterior, la Corte estima que las faltas procesales en que incurrieron las 
autoridades judiciales implican violación al artículo 8.2.b) y 8.2.c) de la Convención, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma. 

3.4.11 OTRAS GARANTÍAS: DERECHO A UNA EVALUACIÓN SOBRE LA SALUD 
MENTAL EN LOS CASOS DE PENA DE MUERTE 

85. Al evaluar si el Estado respetó y garantizó el derecho del señor DaCosta Cadogan a las 
garantías judiciales, el Tribunal observa que esta obligación es más exigente y amplia en 
aquellos procesos que puedan culminar en la pena de muerte. Esto se debe a que dicha pena 
conlleva una privación del más fundamental de los derechos, el derecho a la vida, con la 
consecuente imposibilidad de revertir la pena una vez que ésta se ha llevado a cabo. De lo 
contrario, una violación del derecho a las garantías judiciales del acusado en un caso de pena 
de muerte, tal como la de no proveerle medios razonables y adecuados para su defensa, a la luz 
del artículo 8.2.c y 8.2.f de la Convención, podría resultar en una privación arbitraria del 
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derecho a la vida reconocido en el artículo 4 de la misma […]. Es decir, la omisión del Estado de 
adoptar todas las medidas necesarias para garantizar un debido proceso en un caso de pena de 
muerte, indudablemente podría resultar en una injusticia grave e irreversible, con el posible 
resultado de la ejecución de una persona, a la que no se le brindaron sus garantías judiciales. En este 
sentido, el Tribunal ha señalado en múltiples ocasiones que el objeto y propósito de la Convención, 
como instrumento para la protección del ser humano, requiere que el derecho a la vida sea 
interpretado y aplicado de manera que sus salvaguardas sean verdaderamente prácticas y efectivas 
(effet utile). Por lo tanto, el análisis respecto de las garantías procesales que el Estado debió 
proveer al señor DaCosta Cadogan, debe hacerse teniendo en cuenta esta amplia protección que 
corresponde al derecho a la vida. 

86. Teniendo esto en cuenta, el Tribunal observa que la salud mental del señor DaCosta 
Cadogan nunca fue evaluada detalladamente durante el proceso penal en su contra, a pesar de 
que se presentó prueba que indicaba que el acusado había estado consumiendo una cantidad 
excesiva de alcohol el día de los hechos, y que tenía la intención de realizar un robo con el 
propósito de conseguir dinero para comprar más alcohol . Al respecto, resulta pertinente 
destacar que las supuestas enfermedades mentales que los representantes alegan padece o 
padeció el señor DaCosta Cadogan son la dependencia al alcohol y un “trastorno de 
personalidad anti-social”, que podrían haber permitido al señor DaCosta Cadogan sustentar una 
defensa de atenuantes de responsabilidad […]. Sin embargo, no se llevó a cabo una evaluación 
detallada respecto de su salud mental, ya que la defensa del señor DaCosta Cadogan no la 
solicitó durante el juicio, ni tampoco lo hizo el juez, a pesar de que éste instruyó al jurado que 
determinara el estado mental del señor DaCosta Cadogan al momento del delito. En este 
sentido, el juez indicó al jurado que debía determinar “si […] las acciones del acusado descritas 
en el caso corresponden al comportamiento de un hombre que no ejercía control alguno sobre 
sus acciones, o que se encontraba tan afectado por el consumo de drogas y alcohol que no logró 
llegar a tener la intención de matar […] o de causar […] un grave daño físico”. 
Consecuentemente, el juez instruyó al jurado que si éste encontraba “que el acusado se 
encontraba tan afectado por el consumo de alcohol y drogas de manera que no logró llegar a 
tener la intención de matar o de causar un grave daño físico, [el jurado] debía encontrarlo 
inocente del delito de homicidio, pero culpable del delito de manslaughter”. Adicionalmente, la 
Corte de Justicia del Caribe rechazó una solicitud que hubiera permitido al señor DaCosta 
Cadogan presentar prueba adicional en este sentido. Según el Estado, el juez de primera 
instancia no solicitó una evaluación psiquiátrica más detallada, ya que no “encontró que 
hubiera prueba que le llevara a plantear la defensa de atenuantes de responsabilidad por su 
propia cuenta, ni tampoco encontró que existiera prueba de alguna incapacidad o impedimento 
mental”. 

87. Al respecto, este Tribunal estima que para establecer la responsabilidad penal de un 
acusado, resulta necesario determinar el efecto que podría tener una enfermedad mental sobre 
el sujeto al momento de cometer el delito, lo cual va más allá de la determinación  del estado de 

su salud mental durante el transcurso del juicio. En el caso particular del señor DaCosta Cadogan, la 
determinación del efecto que pudo tener una supuesta enfermedad mental en él al momento del 
delito era relevante en tanto podría haberle permitido alegar una defensa de atenuantes de 
responsabilidad. Al respecto, la Corte observa que los “trastornos de personalidad anti-social” y 

dependencia de alcohol, que se alega sufría el señor DaCosta Cadogan, no son necesariamente 
evidentes a primera vista, y requieren usualmente de la determinación de un profesional en 
salud mental, particularmente para diferenciar entre una situación de embriaguez común y una 
enfermedad relacionada con la dependencia de una sustancia. La diferencia entre una 
determinación u otra, en un caso de pena de muerte, particularmente de pena de muerte 
obligatoria, podría significar para el acusado la diferencia entre la vida y la muerte.  

88. No obstante que el ordenamiento jurídico interno permitía al juez solicitar la opinión 
de un experto para tales efectos, ésta nunca fue ordenada en el proceso seguido contra el señor 
DaCosta Cadogan. Es decir, el Estado omitió ordenar que se llevara a cabo una evaluación 
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psiquiátrica con el propósito de determinar, inter alia, la existencia de una posible dependencia 
al alcohol u otros “trastornos de personalidad”, que pudieron haber afectado al señor DaCosta 
Cadogan al momento del delito, y tampoco aseguró que el señor DaCosta Cadogan y su abogado 
tuvieran conciencia sobre la disponibilidad de una evaluación gratuita, voluntaria y detallada 
de su salud mental, con el fin de preparar su defensa en el juicio. El hecho de que el Estado no 
informó al señor DaCosta Cadogan o a su abogado, al inicio del proceso penal, de su derecho a 
obtener dicha evaluación, pudo haber resultado en la exclusión de pruebas relevantes para la 
preparación de una defensa adecuada en el juicio. Consecuentemente, la supuesta condición 
mental del señor DaCosta Cadogan al momento de los hechos nunca fue completamente evaluada por 
un profesional en la salud mental, para la preparación de su defensa, en un caso donde la muerte era 

la única sentencia posible.  

89. A diferencia de otros procesos penales, en los que esta actitud pasiva del Estado con 
respecto a la disponibilidad de evaluaciones psiquiátricas resultaría admisible, el caso del señor 
DaCosta Cadogan resulta diferente por varias razones. Primero, se trataba de un proceso sujeto a la 
imposición obligatoria de la pena de muerte que como se señaló anteriormente, exige la más amplia 
y estricta observación de las garantías procesales. Segundo, la situación particular del acusado al 
momento del delito razonablemente ameritaba al menos, una indagación respecto a una posible 
situación de dependencia al alcohol o algún “trastorno de personalidad”, especialmente teniendo en 
cuenta que el juez planteó ante el jurado el asunto del efecto que pudo haber causado el consumo de 
alcohol y drogas en el estado mental del acusado. Tercero, teniendo en cuenta que fue el propio 
Estado el que designó a un abogado defensor a favor del señor DaCosta Cadogan, correspondía al juez 
adoptar una posición más activa para asegurar que se adoptaran todas las medidas necesarias para 
velar por el respeto de las garantías judiciales. Cuarto, el señor DaCosta Cadogan solicitó en el 
proceso de apelación la posibilidad de presentar una evaluación más detallada respecto de su 
supuesto trastorno de personalidad y dependencia al alcohol, sin que ello le fuera permitido. 

 

3.5 EXIGENCIAS REFORZADAS EN PROCESOS VINCULADOS CON PENA DE 
MUERTE 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126. 

78.  El respeto al conjunto de garantías que informan el debido proceso y significan el límite a la 
regulación del poder penal estatal en una sociedad democrática, se hace especialmente infranqueable 
y riguroso cuando venga al caso la imposición de la pena de muerte.  

Corte IDH. Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de septiembre de 2009. Serie C No. 204 . 

84.  Al respecto, la Corte recuerda que debido a la naturaleza excepcionalmente seria e 

irreversible de la pena de muerte, su imposición o aplicación está sujeta a ciertos requisitos 
procesales, que limitan el poder punitivo del Estado y cuyo cumplimiento debe ser estrictamente 
observado y revisado. En este sentido, el Tribunal observa que el artículo 8.1 de la Convención 
establece que “en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra [una persona]”, se 
deben proveer las “debidas garantías[,] dentro de un plazo razonable”. Los términos en que está 
redactado este artículo indican claramente que el sujeto del derecho es el acusado, quien podrá exigir 
el respeto de todas las referidas “debidas garantías” propias de un “debido proceso”, las cuales 
podrán ser determinadas por el tribunal atendiendo a las particularidades de cada caso concreto. Es 
decir, todo juez tiene la obligación de asegurar que los procesos se lleven a cabo con el debido respeto 
de aquellas garantías judiciales, que sean necesarias para asegurar un juicio justo. De esta manera, el 
artículo 8.2 de dicho instrumento precisa cuáles constituyen las “garantías mínimas” a las que toda 
persona tiene derecho durante el proceso, en plena igualdad. Específicamente, el artículo 8.2.c de la 
Convención exige que individuos puedan defenderse adecuadamente contra cualquier acto del 
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Estado que pudiera afectar sus derechos. Asimismo, el artículo 8.2.f reconoce el derecho de los 
acusados a interrogar a los testigos presentados contra ellos y aquéllos que declaran a su favor, bajo 
las mismas condiciones que el Estado, con el fin de defenderse. En todo caso, la Convención no impide 
que los Estados adopten medidas adicionales a aquellas reconocidas en el artículo 8.2 de la 
Convención con el propósito de garantizar un debido proceso.  

85.  Al evaluar si el Estado respetó y garantizó el derecho del señor DaCosta Cadogan a las 
garantías judiciales, el Tribunal observa que esta obligación es más exigente y amplia en aquellos 
procesos que puedan culminar en la pena de muerte. Esto se debe a que dicha pena conlleva una 
privación del más fundamental de los derechos, el derecho a la vida, con la consecuente imposibilidad 
de revertir la pena una vez que ésta se ha llevado a cabo. De lo contrario, una violación del derecho a 

las garantías judiciales del acusado en un caso de pena de muerte, tal como la de no proveerle medios 
razonables y adecuados para su defensa, a la luz del artículo 8.2.c y 8.2.f de la Convención, podría 
resultar en una privación arbitraria del derecho a la vida reconocido en el artículo 4 de la misma […]. 
Es decir, la omisión del Estado de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar un debido 
proceso en un caso de pena de muerte, indudablemente podría resultar en una injusticia grave e 
irreversible, con el posible resultado de la ejecución de una persona, a la que no se le brindaron sus 
garantías judiciales. En este sentido, el Tribunal ha señalado en múltiples ocasiones que el objeto y 
propósito de la Convención, como instrumento para la protección del ser humano, requiere que el 
derecho a la vida sea interpretado y aplicado de manera que sus salvaguardas sean verdaderamente 
prácticas y efectivas (effet utile). Por lo tanto, el análisis respecto de las garantías procesales que el 
Estado debió proveer al señor DaCosta Cadogan, debe hacerse teniendo en cuenta esta amplia 
protección que corresponde al derecho a la vida.  

 

 

3.6 NO DECLARAR CONTRA SÍ MISMO Y PROHIBICIÓN DE COACCIÓN EN 
LA CONFESIÓN (ARTS. 8.2.G) Y 8.3) 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 

167.  La Corte consideró probado que durante la declaración instructiva ante el Juez Instructor 
Militar Especial se exhortó a los inculpados a decir la verdad. Sin embargo, no hay constancia de que 
esa exhortación implicara la amenaza de pena u otra consecuencia jurídica adversa para el caso de 
que el exhortado faltara a la verdad. Tampoco hay prueba de que se hubiese requerido a los 
inculpados rendir juramento o formular promesa de decir la verdad, lo cual contrariaría el principio 
de libertad de aquéllas para declarar o abstenerse de hacerlo.  

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69. 

132. Según se ha expresado en esta misma sentencia […], Luis Alberto Cantoral Benavides fue 
sometido a torturas para doblegar su resistencia psíquica y obligarlo a autoinculparse o a confesar 
determinadas conductas delictivas. En el mismo sentido: Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 
Serie C No. 220, párr. 174. 

133.  La Corte concluye, en consecuencia, que el Estado violó, en perjuicio del señor Luis Alberto 
Cantoral Benavides, los artículos 8.2.g) y 8.3 de la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220.  

165.  Al respecto, la Corte observa que la regla de exclusión de pruebas obtenidas mediante la 
tortura o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) ha sido reconocida por 
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diversos tratados y órganos internacionales de protección de derechos humanos que han establecido 
que dicha regla es intrínseca a la prohibición de tales actos. Al respecto, la Corte considera que esta 
regla ostenta un carácter absoluto e inderogable.  

166.  En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales derivados de 
la tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una 
violación a las garantías judiciales. Además, el Tribunal considera necesario recalcar que la regla de 
exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, 
el artículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que “[l]a confesión del inculpado solamente es 
válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el supuesto de hecho 
a que se haya perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de 

coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión 
espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la obligación de excluir la 
evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio necesario para desincentivar el 
uso de cualquier modalidad de coacción. En el mismo sentido: Caso Herrera Espinoza y otros Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 
2016. Serie C No. 316, párr. 193. 

167.  Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante coacción 
no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos 
crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor probatorio a 
declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, 
constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de 
exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida 
directamente mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En 
consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la 
información obtenida mediante coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión.  

172.  La Corte observa que los tribunales que resolvieron sobre el presente caso indicaron que: i) 
no se comprobó la existencia de malos tratos o tortura con el fin de obtener la confesión de los 
señores Cabrera y Montiel; ii) si bien no se demostró que las declaraciones ante el Ministerio Público 
fueran inválidas por ser el resultado de un trato cruel, tortura o por la incomunicación, los señores 
Cabrera y Montiel aceptaron ante el juez competente el día 7 de mayo de 1999 varios de los delitos 
por los cuales fueron condenados, razón por la cual su confesión sería válida, y iii) por lo anterior, se 
le otorgó valor probatorio a las declaraciones realizadas dicho día. No obstante, la Corte considera 
que al realizarse una comparación entre los delitos aceptados por los señores Cabrera y Montiel 
durante las tres declaraciones, y la sentencia final que los condenó, se puede concluir que fueron 
sentenciados por los mismos delitos que confesaron durante la declaración del 7 de mayo de 1999. 
En efecto, el señor Montiel Flores fue condenado por el porte de arma de fuego, mientras que el señor 
Cabrera García por el porte del rifle y el cargador.  

173.  Para analizar la relación entre las tres declaraciones, la Corte observa que el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, en el caso Harutyunyan v. Armenia, indicó que en caso de existir 
evidencia razonable de que una persona ha sido torturada o tratada de manera cruel e inhumana, el 
hecho de que ratifique la confesión ante una autoridad distinta a la que realizó la acción, no conlleva 
automáticamente que dicha confesión sea válida. Lo anterior, debido a que la confesión posterior 
puede ser la consecuencia del maltrato que padeció la persona y específicamente, del miedo que 

subsiste después de este tipo de hechos.  

174.  La Corte comparte el criterio anteriormente descrito, y reitera que la situación de 
indefensión y vulnerabilidad en la que se encuentran las personas a quienes en el momento de ser 
detenidas se les somete a tratos crueles, inhumanos y degradantes, con el objeto de suprimir su 
resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse, pueden producir sentimientos de miedo, angustia e 
inferioridad capaz de humillar y devastar a una persona y posiblemente quebrar su resistencia física 
y moral.  
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175.  Al respecto, la Corte ya constató que los señores Cabrera y Montiel fueron objeto de tratos 
crueles e inhumanos los días en que estuvieron detenidos en Pizotla sin ser remitidos oportunamente 
ante una autoridad judicial competente […]. De lo anterior, es posible concluir que los señores 
Cabrera y Montiel fueron objeto de tratos crueles con el fin de doblegar su resistencia psíquica y 
obligarlos a autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas. Los tratos crueles 
proyectaron sus efectos en las primeras declaraciones rendidas ante el Ministerio Público, así como 
a la declaración de 7 de mayo de 1999. En consecuencia, el juez de instancia debió valorar este hecho 
y no descartar de plano los alegatos presentados por las víctimas.  

176.  […] Como mencionó anteriormente, este Tribunal reitera que la carga probatoria de este tipo 
de hechos recae en el Estado […], por lo que no es válido que se argumente que el denunciante no 

probó plenamente su denuncia para descartarla.  

177.  Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte concluye que los tribunales que conocieron la 
causa en todas las etapas del proceso debieron excluir totalmente las declaraciones ante el Ministerio 
Público y la confesión rendida el 7 de mayo de 1999, por cuanto la existencia de tratos crueles e 
inhumanos inhabilitaba el uso probatorio de dichas evidencias, de conformidad con los estándares 
internacionales anteriormente expuestos. Por tanto, la Corte declara la violación del artículo 8.3, en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los señores Cabrera y 
Montiel.  

 

 

 

 

3.7 NE BIS IN ÍDEM (ART. 8.4) 

3.7.1 CONCEPTO Y FUNDAMENTO DE LA GARANTÍA 

Corte IDH. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie 
C No. 33. 

66. En cuanto a la denuncia de la Comisión sobre violación en perjuicio de la señora María Elena 
Loayza Tamayo de la garantía judicial que prohíbe el doble enjuiciamiento, la Corte observa que el 
principio de non bis in idem está contemplado en el artículo 8.4 de la Convención en los siguientes 
términos: 

  ... 

 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 

Este principio busca proteger los derechos de los individuos que han sido procesados por 
determinados hechos para que no vuelvan a ser enjuiciados por los mismos hechos. A diferencia de 
la fórmula utilizada por otros instrumentos internacionales de protección de derechos humanos (por 
ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, artículo 14.7, 
que se refiere al mismo “delito”), la Convención Americana utiliza la expresión “los mismos hechos”, 
que es un término más amplio en beneficio de la víctima. En el mismo sentido: Caso Lori Berenson 
Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, 
párr. 199; Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párrs. 120 y 121; Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 259. 
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67. En el caso presente, la Corte observa que la señora María Elena Loayza Tamayo fue 
procesada en el fuero privativo militar por el delito de traición a la patria que está estrechamente 
vinculado al delito de terrorismo, como se deduce de una lectura comparativa del artículo 2, incisos 
a, b y c del Decreto-Ley Nº 25.659 (delito de traición a la patria) y de los artículos 2 y 4 del Decreto-
Ley Nº 25.475 (delito de terrorismo). 

68. Ambos decretos-leyes se refieren a conductas no estrictamente delimitadas por lo que 
podrían ser comprendidas indistintamente dentro de un delito como en otro, según los criterios del 
Ministerio Público y de los jueces respectivos y, como en el caso examinado, de la “propia Policía 
(DINCOTE)”. Por lo tanto, los citados decretos-leyes en este aspecto son incompatibles con el artículo 
8.4 de la Convención Americana. 

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69. 

137. Observa la Corte que, entre los elementos que conforman la situación regulada por el artículo 
8.4, se encuentra la realización de un primer juicio que culmina en una sentencia firme de carácter 

absolutorio. De acuerdo con la demanda de la Comisión, ese primer juicio, en el presente caso, sería 
el constituido por las actuaciones realizadas por la justicia penal militar en contra de Luis Alberto 
Cantoral Benavides, en relación con el delito de traición a la patria. En el mismo sentido: Caso Lori 
Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C 
No. 119, párr. 202. 

138. En esta misma sentencia […] se ha pronunciado la Corte en el sentido de que la aplicación de 
la justicia penal militar a civiles infringe las disposiciones relativas al juez competente, independiente 
e imparcial (artículo 8.1 de la Convención Americana). Eso es suficiente para determinar que las 

diligencias realizadas y las decisiones adoptadas por las autoridades del fuero privativo militar en 
relación con Luis Alberto Cantoral Benavides, no configuran el tipo de proceso que correspondería a 
los presupuestos del artículo 8.4 de la Convención. En el mismo sentido: Caso Lori Berenson Mejía 
Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr.206. 

Corte IDH. Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255. 

125.  La Corte reitera que el principio ne bis in idem, consagrado en el artículo 8.4 de la Convención, 
se sustenta en la prohibición de un nuevo juicio sobre los mismos hechos que han sido materia de la 
sentencia dotada con autoridad de cosa juzgada. La Corte considera que el señor Mohamed no fue 
sometido a dos juicios o procesos judiciales distintos sustentados en los mismos hechos.  

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 
268, párr. 186. 

186.  En el presente caso, la información de la que dispone la Corte no permite concluir algo 
diferente a que la votación realizada el 8 de diciembre de 2004 reabrió un juicio político que ya había 
sido finalizado. En efecto, el 2 de diciembre de 2004 hubo una certificación expresa emitida por la 
Secretaría del Congreso en la que se señaló que no se habían aprobado y se habían declarado negadas 

las mociones de censura. Por ello, es posible afirmar que, de acuerdo a la normatividad interna, se 
había cumplido el presupuesto procesal para considerar que el juicio político había finalizado. 
Posteriormente, se utilizó una convocatoria a sesiones extraordinarias para reabrir la votación, a 
pesar de que ésta ya se había realizado. En consecuencia, esta reapertura de votación implicó un 
nuevo enjuiciamiento y la vulneración de la garantía de “ne bis in idem”. 

Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275. 

262.  Para que se configure una violación del artículo 8.4 de la Convención Americana: (i) el 
imputado debe haber sido absuelto; (ii) la absolución debe ser el resultado de una sentencia firme, y 
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(iii) el nuevo juicio debe estar fundado en los mismos hechos que motivaron la sustanciación del 
primer juicio. 

3.7.2 EXCEPCIONES 

Corte IDH. Caso Carpio Nicolle y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre 2004. Serie C No. 117239. 

131.  El desarrollo de la legislación y de la jurisprudencia internacionales ha permitido el examen 
de la llamada “cosa juzgada fraudulenta” que resulta de un juicio en el que no se han respetado las 
reglas del debido proceso, o cuando los jueces no obraron con independencia e imparcialidad. En el 
mismo sentido: Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr.196.  

Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154 . 

154.  En lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un derecho humano reconocido en 
el artículo 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto y, por tanto, no resulta 
aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al 
responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al 
propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido 
independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo 
la intención real de someter al responsable a la acción de la justicia. Una sentencia pronunciada en 
las circunstancias indicadas produce una cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”. Por otro lado, esta 
Corte considera que si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de 
los responsables de violaciones a los derechos humanos, y más aún, de los responsables de crímenes 
de lesa humanidad, pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe un sentencia 
absolutoria en calidad de cosa juzgada, puesto que las exigencias de la justicia, los derechos de las 
víctimas y la letra y espíritu de la Convención Americana desplaza la protección del ne bis in idem. En 
el mismo sentido: Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 153; Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. 

Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 195; Caso J. Vs. 
Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie 
C No. 275, párr. 267. 

Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 162. 

153.  Específicamente en relación con la figura de la cosa juzgada, recientemente la Corte precisó 
que el principio non bis in idem no resulta aplicable cuando el procedimiento que culmina con el 

 

239 Los hechos del presente caso se refieren al señor Jorge Carpio Nicolle, periodista y político muy conocido en 
Guatemala, fundador del diario El Gráfico y del partido político Unión del Centro Nacional (UCN). La edición de 
“El Gráfico” de 26 de mayo de 1993, en la que el señor Jorge Carpio Nicolle expresó una visión crítica respecto 
del autogolpe del señor Serrano Elías, fue censurada por el Estado. La UCN también condenó el autogolpe y 
rechazó la ruptura del orden constitucional, lo cual ocasionó que miembros de ésta fueran intimidados por la 
policía y las fuerzas militares. El 3 de julio de 1993, durante una gira proselitista en los departamentos de 
Totonicapán, Huehuetenango y El Quiché, el señor Jorge Carpio Nicolle y su comitiva, fueron interceptados por 
más de 15 hombres armados que cubrían sus rostros con pasamontañas. Al identificar al señor Jorge Carpio 
Nicolle, los hombres armados le dispararon a quemarropa, ocasionándole heridas graves que posteriormente le 
provocaron la muerte. En los mismos hechos fueron asesinados el señor Juan Vicente Villacorta Fajardo, quien 
viajaba en el mismo vehículo que el señor Jorge Carpio Nicolle, así como los señores Alejandro Ávila Guzmán y 
Rigoberto Rivas González, quienes lo hacían en una camioneta de doble cabina junto con el entonces menor de 
edad Sydney Shaw Díaz, quien resultó gravemente herido. Sydney Shaw Díaz, la señora Martha Arrivillaga de 
Carpio y los señores Sydney Shaw Arrivillaga, Mario Arturo López Arrivillaga y Ricardo San Pedro Suárez, 
sobrevivieron a dicho atentado. Se interpusieron una serie de recursos. Sin embargo, no se investigaron los 
hechos ni se sancionaron a los responsables. 
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sobreseimiento de la causa o la absolución del responsable de una violación a los derechos humanos, 
constitutiva de una infracción al derecho internacional, ha sustraído al acusado de su responsabilidad 
penal, o cuando el procedimiento no fue instruido independiente o imparcialmente de conformidad 
con las debidas garantías procesales. Una sentencia pronunciada en las circunstancias indicadas 
produce una cosa juzgada “aparente” o “fraudulenta”. En el mismo sentido: Caso Nadege Dorzema 
y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre  de 
2012. Serie C No. 251, párr.195.  

154.  En tal sentido, al presentar una denuncia contra presuntos autores intelectuales de los 
hechos […], en cuyo favor fue dispuesto un sobreseimiento en el fuero militar, la Procuraduría Ad 
Hoc estimó que es inadmisible considerar el auto de sobreseimiento emitido por jueces militares, 

carentes de competencia e imparcialidad, y en el curso de un proceso encaminado a cubrir con un 
manto de impunidad, como un obstáculo legal a la promoción de la acción penal ni como sentencia 
firme, por lo que no tendría calidad de cosa juzgada.  

Corte IDH. Caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. 

197.  Asimismo, es necesario señalar que el principio de cosa juzgada implica la intangibilidad de 
una sentencia sólo cuando se llega a ésta respetándose el debido proceso de acuerdo a la 
jurisprudencia de este Tribunal en la materia. Por otro lado, si aparecen nuevos hechos o pruebas 

que puedan permitir la determinación de los responsables de esas graves violaciones a los derechos 
humanos pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe una sentencia absolutoria en 
calidad de cosa juzgada. En el mismo sentido: Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República 
Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 

195. 

Corte IDH. Caso Gutiérrez y familia Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 271. 

129.  En vista de ello, así como de los hechos probados en relación a esta materia […], y teniendo 
presente, además, que las partes coinciden en que la investigación judicial de los hechos que 
derivaron en la ejecución de Jorge Omar Gutiérrez no fue sustanciada de conformidad con los 
estándares internacionales exigibles y que debe investigarse […], la Corte concluye que, en el caso de 
autos, las diligencias judiciales no se ajustaron, en realidad, a las garantías del “debido proceso” 
previstas en el referido artículo 8 y, por ende, tampoco se produjo la “sentencia en firme” aludida en 
el numeral 4 del mismo. Aunado a lo anterior esta Corte considera que en el presente caso la 
ejecución extrajudicial del Subcomisario Jorge Omar Gutiérrez reviste una particular gravedad 
debido a las circunstancias que la enmarcaron, a saber: a) que al momento de su muerte el 
Subcomisario Gutiérrez se encontraba investigando un depósito fiscal que posteriormente fue 

vinculado al caso de la “aduana paralela”, en el cual estuvieron involucrados agentes estatales; b) que 
agentes estatales estuvieron involucrados en la ejecución del señor Gutiérrez, y c) que agentes estales 
obstruyeron la investigación iniciada en relación con su muerte. Es en razón de todo lo expuesto que 
la Corte concluye que no resulta aplicable en este específico caso lo dispuesto en el artículo 8.4 de la 

Convención.  

130.  Suponer que lo dispuesto en el artículo 8.4 de la Convención se aplicaría en toda 
circunstancia implicaría que lo resuelto por un juez nacional tendría preeminencia frente a lo que 
pueda decidir esta Corte de conformidad a la Convención. También implicaría, consecuentemente, 
que la aplicación, en toda circunstancia, del referido artículo 8.4 de dicho tratado, podría conducir, 
en definitiva, a la impunidad e inaplicabilidad de las correspondientes normas internacionales, lo que 
no se condeciría con el objeto y fin de la Convención.  

131.  Cabe agregar que lo mismo acontecería si se aceptara, en todo evento, la procedencia, a nivel 
internacional, de la institución de derecho interno de la prescripción, la que, empero, en los casos en 
que podría proceder, lo debería ser en plena correspondencia con lo dispuesto por la Convención. 
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3.8 CALIDAD DE PÚBLICO Y ORALIDAD DEL JUICIO (ART. 8.5)  

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 

172. La Corte considera probado que los procesos militares de civiles supuestamente incursos en 
delitos de traición a la patria son desarrollados por jueces y fiscales “sin rostro”, y conllevan una serie 
de restricciones que los hacen violatorios del debido proceso legal. En efecto, se realizaron en un 
recinto militar, al que no tiene acceso el público. En esta circunstancia de secreto y aislamiento 
tuvieron lugar todas las diligencias del proceso, entre ellas la audiencia misma. Evidentemente, no se 
observó el derecho a la publicidad del proceso, consagrado por la Convención. En el mismo sentido: 
Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. 
Serie C No. 119, párr. 198. 

173. Por todo lo expuesto, la Corte declara que el Estado violó el artículo 8.5 de la Convención. 

Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69. 

146. Está probado en el expediente que varias audiencias que se realizaron en el proceso ante el 
fuero común, fueron llevadas a cabo en el interior de establecimientos carcelarios […].  

147. Lo anterior es suficiente para constatar que el proceso adelantado por el fuero común contra 
Luis Alberto Cantoral Benavides, no reunió las condiciones de publicidad que exige el artículo 8.5 de 
la Convención. 

148.  El Estado no presentó informaciones ni argumentos que demostraran que se debían 
restringir las condiciones de publicidad del proceso por ser “necesario para preservar los intereses 
de la justicia”, como lo prevé el artículo 8.5 de la Convención. La Corte considera que, dadas las 
características particulares de Luis Alberto Cantoral Benavides, el proceso que se le siguió podía 
desarrollarse públicamente sin afectar la buena marcha de la justicia.  

149. En consecuencia, concluye la Corte que el Estado violó, en perjuicio de Luis Alberto Cantoral 
Benavides, el artículo 8.5 de la Convención Americana.  

Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119. 

198. La Corte considera probado que los procesos militares de civiles supuestamente incursos en 
delitos de traición a la patria se desarrollaban con intervención de jueces y fiscales “sin rostro”, y se 
hallaban sujetos a restricciones que los hacían violatorios del debido proceso legal. Entre estas figura 
el hecho de que dichos procesos se realizaron en un recinto militar, al que no tuvo acceso el público. 
En esta circunstancia de secreto y aislamiento fueron desahogadas todas las diligencias del proceso, 
incluso la audiencia de fondo. Evidentemente, no se observó el derecho a la publicidad del proceso 
consagrado por la Convención. 

199. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó el artículo 8.5 de la Convención 
en perjuicio de la señora Lori Berenson, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en el 
procedimiento penal ante la jurisdicción militar. 

Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de noviembre de 2005. Serie C No. 135. 

166. Para ello, el Tribunal tomará en cuenta que una de las principales características que debe 
reunir el proceso penal durante su sustanciación es su carácter de público. El derecho a un proceso 
público se encuentra protegido por diversos instrumentos internacionales como elemento esencial 
de las garantías judiciales. En la Convención Americana el artículo 8.5 establece que “[e]l proceso 
penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia”. 

167. El derecho al proceso público consagrado en el artículo 8.5 de la Convención es un elemento 
esencial de los sistemas procesales penales acusatorios de un Estado democrático y se garantiza a 
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través de la realización de una etapa oral en la que el acusado pueda tener inmediación con el juez y 
las pruebas y que facilite el acceso al público. En el mismo sentido: Caso J. Vs. Perú. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 
217. 

168. La publicidad del proceso tiene la función de proscribir la administración de justicia secreta, 
someterla al escrutinio de las partes y del público y se relaciona con la necesidad de la transparencia 
e imparcialidad de las decisiones que se tomen. Además, es un medio por el cual se fomenta la 
confianza en los tribunales de justicia. La publicidad hace referencia específica al acceso a la 
información del proceso que tengan las partes e incluso los terceros. En el mismo sentido: Caso J. 
Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. 

Serie C No. 275, párr. 217. 

169. El Código de Justicia Militar estructura el procedimiento penal militar, en tiempos de paz, en 
dos fases: el sumario y el plenario. Al regular el procedimiento dicho Código también remite a 
determinadas normas del Código de Procedimiento Penal de 1993.  

170. La Corte considera que la referida normativa que establece como regla que en la jurisdicción 
penal militar chilena el sumario sea secreto, salvo las excepciones establecidas por la ley, es contraria 
al derecho de defensa del imputado, ya que le imposibilita el acceso efectivo al expediente y a las 
pruebas que se recaban en su contra, lo cual le impide defenderse adecuadamente, en contravención 
de lo dispuesto en el artículo 8.2.c). Asimismo, la Corte observa que en el presente caso todas las 
actuaciones realizadas durante los procesos penales seguidos en contra del señor Palamara Iribarne 
por los tribunales militares fueron escritas.  

172. Como ha quedado demostrado, durante el referido proceso tampoco procedió la excepción 

establecida en la ley para que el señor Palamara Iribarne tuviera acceso a las actuaciones y diligencias 
realizadas en su contra. El abogado del señor Palamara Iribarne solicitó en diversas oportunidades 
el conocimiento del sumario para proceder a la defensa del imputado, pero obtuvo respuestas 
negativas por parte de los tribunales militares, incluso cuando apeló dichas decisiones […]. Entre 
otras, la Corte destaca que la Corte Marcial de Valparaíso, en respuesta a un recurso de queja 
interpuesto por el abogado del señor Palamara Iribarne, señaló que la denegatoria de conocimiento 
del sumario derivaba de la ley y no era imputable al Fiscal recurrido […].  

173. Según el Código de Justicia Militar, en caso de que haya una ampliación del plazo de cuarenta 
días contados desde el decreto que ordenó el sumario y “se prolongare más de sesenta días, podrá 
hacerse público en cuanto no fuere perjudicial al éxito de la investigación, y todo aquel que tenga 
interés directo por su terminación podrá intervenir para instar en este sentido”. 

174. La Corte estima que la regla del secreto de las actuaciones del sumario en la jurisdicción 
militar chilena, aun cuando tenga algunas excepciones, es contraria a la garantía de publicidad que 

debe tener el proceso penal de acuerdo con el artículo 8.5 de la Convención, no condice con el carácter 
restrictivo que tiene la figura del secreto de sumario, se encuentra establecido como impedimento 
de las partes de conocer todas las actuaciones que integran dicha etapa procesal y no se trata de una 
estrategia para proteger temporalmente cierta información sensible que podría afectar el cauce de 

la investigación. Desde el inicio de las primeras diligencias de un proceso deben concurrir las 
máximas garantías procesales para salvaguardar el derecho a defenderse durante todo el proceso 
que tiene una persona acusada de cometer un delito, de conformidad con el artículo 8.2.d) de la 
Convención.  

Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 
2005. Serie C No. 137. 

149.  Este Tribunal ha tenido como probado que el señor Wilson García Asto fue juzgado por 
tribunales “sin rostro” […], lo cual determinó la imposibilidad de que éste conociera la identidad del 
juzgador y, por ende, pudiera valorar su idoneidad, conocer si se configuraban causales de recusación 
y ejercer una adecuada defensa ante un tribunal independiente e imparcial. Además, su juicio no fue 
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hecho público. En este sentido la Corte observa que todo procesado tiene derecho a la publicidad de 
su proceso.  

150.  En este caso, la Corte observa que la sentencia de 15 de enero de 2003 de la Tercera Sala 
Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima reconoció que el procedimiento al que fue sometido el 
señor Wilson García Asto violó principios fundamentales como el debido proceso, el de juez natural, 
el derecho de conocer si el juzgador resultaba competente y el derecho a no ser juzgado por jueces 
sin rostro, así como declaró nulo el primer proceso penal seguido en su contra en el fuero común por 
el delito de terrorismo en agravio del Estado […].  

151.  Por lo anterior, tomando en cuenta el reconocimiento parcial sobre hechos realizado por el 
Estado […], este Tribunal considera que durante el primer proceso penal seguido contra el señor 
Wilson García Asto, el Estado violó el derecho a un debido proceso, a ser juzgado por un juez 
competente, independiente e imparcial, así como el derecho a la publicidad del proceso penal, según 
lo establecido en los artículos 8.1, 8.2 y 8.5 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma.  

Corte IDH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275.  

220.  El artículo 8.5 de la Convención Americana exige que el proceso penal sea público, y que sólo 
excepcionalmente “para preservar los intereses de la justicia” sea privado. En el presente caso el 

Estado no ha acreditado la necesidad y proporcionalidad de la limitación de la garantía de publicidad 
del proceso. Por tanto, este Tribunal concluye que la aplicación, como regla general, del carácter 
privado del proceso seguido a la señora J. hasta la reforma legislativa en 2003, violó en perjuicio de 
la señora J. el artículo 8.5 de la Convención, en relación con el 1.1 y 2 del mismo instrumento, en tanto 

la violación se derivó de una norma jurídica vigente al momento de los hechos. 

Corte IDH. Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390. 

120. La Convención Americana en el artículo 8.5 establece que “[e]l proceso penal debe ser 
público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia”. Este Tribunal ha 
señalado que una de las principales características que debe reunir el proceso penal durante su 
sustanciación es su carácter de público, el cual es un elemento esencial de los sistemas procesales 
penales acusatorios de un Estado democrático y se garantiza a través de la realización de una etapa 
oral en la que el acusado pueda tener inmediación con el juez y las pruebas y que facilite el acceso al 
público. El derecho a un proceso público se encuentra protegido por diversos instrumentos 
internacionales como elemento esencial de las garantías judiciales. La publicidad del proceso tiene 
la función de proscribir la administración de justicia secreta, someterla al escrutinio de las partes y 
del público y se relaciona con la necesidad de la transparencia e imparcialidad de las decisiones que 
se tomen. Además, es un medio por el cual se fomenta la confianza en los tribunales de justicia. La 
publicidad hace referencia específica al acceso a la información del proceso que tengan las partes e 
incluso los terceros. 

121. La Corte nota que de la normativa vigente al momento en que ocurrieron los hechos se 
desprende que el proceso era público, salvo aquellas diligencias que por su naturaleza pueden ser 
reservadas y secretas en el período de investigación o de instrucción hasta el auto de apertura del 
juicio, de acuerdo con el artículo 14 del Código Procesal Penal. Asimismo en las fases de instrucción 
y juzgamiento en el proceso penal se contemplaba la posibilidad de realizar diligencias orales. En el 
presente caso se realizaron distintos actos de carácter oral en la fase de instrucción. Sin embargo, en 
la fase de juzgamiento a pesar de tener la posibilidad de recepción oral de la prueba, por defectos 
formales de la presentación del interrogatorio a varios testigos, fue rechazada esta prueba. 

122.  Si bien esta Corte ha señalado que una etapa oral en la que el acusado pueda tener 
inmediación con el juez y las pruebas y que facilite el acceso al público es una de las garantías 
asociadas al principio de publicidad, la publicidad del proceso no equivale a la oralidad del mismo. 
En el presente caso las presuntas víctimas y sus defensores tuvieron acceso efectivo al expediente y 
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las pruebas recabadas en su contra, de forma tal que las actuaciones judiciales adelantadas no 
tuvieron el carácter de reservadas o secretas. Por lo tanto, la Corte considera que no se violó el 
principio de publicidad del proceso, establecido en el artículo 8.5 de la Convención Americana. 
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4. PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y NO RETROACTIVIDAD 
(ART. 9 CADH) EN RELACIÓN CON EL DEBIDO PROCESO 

(ART. 8 CADH) 

El principio de legalidad y no retroactividad consagrado en el artículo 9 de la CADH en los 

siguientes términos: “Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento 

de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena 

más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la 

comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se 

beneficiará de ello”; si bien no forma parte de las garantías judiciales del artículo 8 de la CADH, 

guarda íntima relación con el debido proceso, porque supone una garantía de seguridad para 

las personas frente al ejercicio del poder punitivo del Estado. 

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72. 

105. El Preámbulo de la Convención reafirma el propósito de los Estados americanos de 
“consolidar en [el] Continente [americano], dentro del cuadro de las instituciones democráticas, 
un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos 
esenciales del hombre”. Asimismo, el artículo 29.c de la Convención señala que ninguna 
disposición de este tratado puede ser interpretada en el sentido de “excluir otros derechos y 
garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática 
representativa de gobierno”. 

106. En relación con lo anterior, conviene analizar si el artículo 9 de la Convención es aplicable a 
la materia sancionatoria administrativa, además de serlo, evidentemente, a la penal. Los términos 
utilizados en dicho precepto parecen referirse exclusivamente a esta última. Sin embargo, es preciso 
tomar en cuenta que las sanciones administrativas son, como las penales, una expresión del poder 
punitivo del Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de éstas. Unas y otras implican 
menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas, como consecuencia de una 
conducta ilícita. Por lo tanto, en un sistema democrático es preciso extremar las precauciones para 
que dichas medidas se adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa 
una cuidadosa verificación de la efectiva existencia de la conducta ilícita. Asimismo, en aras de la 
seguridad jurídica es indispensable que la norma punitiva, sea penal o administrativa, exista y resulte 
conocida, o pueda serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que se 
pretende sancionar. La calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben 
ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor. De lo contrario, los 
particulares no podrían orientar su comportamiento conforme a un orden jurídico vigente y cierto, 
en el que se expresan el reproche social y las consecuencias de éste. Estos son los fundamentos de 
los principios de legalidad y de irretroactividad desfavorable de una norma punitiva. En el mismo 
sentido: Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 
137, párr. 206; Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párr.130 y 131; Caso Norín Catrimán y otros 
(Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, párr.161; Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, 
párr.89; Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 
2016. Serie C No. 319, párr.219. 

107. En suma, en un Estado de Derecho, los principios de legalidad e irretroactividad presiden la 
actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas competencias, particularmente cuando 
viene al caso el ejercicio del poder punitivo en el que se manifiesta, con máxima fuerza, una de las 
más graves e intensas funciones del Estado frente a los seres humanos: la represión. En el mismo 
sentido: Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
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de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255, párr.130. 

108. En lo que concierne al principio de legalidad, la Ley 25 sólo contenía un concepto muy amplio 
e impreciso sobre posibles conductas ilícitas, cuyas características específicas no se establecían 
puntualmente, y que sólo se caracterizaban bajo el concepto de participación en actos contrarios a la 
democracia y el orden constitucional.  

109. Por lo que hace al principio de irretroactividad desfavorable, en el presente caso la Ley 25 
entró en vigencia el 14 de diciembre de 1990 y se aplicó retroactivamente al 4 de los mismos mes y 
año. Las cartas de despido entregadas a los trabajadores contienen actos administrativos dictados 
según una ley que no existía al momento de los hechos. A los trabajadores despedidos se les 
informaba que su destitución se debía a la participación en la organización, llamado o ejecución de 
acciones que atentaron contra la democracia y el orden constitucional y señalaban a la participación 
en el paro nacional como la conducta atentatoria de la democracia y el orden constitucional.  

115. De lo expuesto se deduce claramente, a criterio del Tribunal, que los actos del Estado que 
derivaron en la destitución de los trabajadores supuestas víctimas del presente caso se hicieron en 
contravención del principio de legalidad por el que se debe regir la actuación de la administración 
pública. Por todo ello, la Corte concluye que el Estado violó los principios de legalidad y de 
irretroactividad consagrados en el artículo 9 de la Convención Americana, en perjuicio de los 270 
trabajadores relacionados en el párrafo 4 de la presente Sentencia. 

Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126. 

91. El artículo 132 del Código Penal guatemalteco tipifica el delito de asesinato y establece como 
sanción aplicable al autor la privación de libertad de 25 a 50 años o la pena de muerte […]. 

92. Del penúltimo párrafo de ese precepto se desprende la posibilidad de que el juez condene al 
imputado a una u otra pena con base en el juicio de peligrosidad del agente, al indicar que la pena de 
muerte será aplicada en lugar del máximo de prisión si “se revelare una mayor particular 
peligrosidad del agente”, determinable ésta según “las circunstancias del hecho y de la ocasión, la 
manera de realizarlo y los móviles determinantes”. En tal virtud, la consideración de peligrosidad 
constituye un elemento del que depende la aplicación de la máxima pena. 

93. Si la peligrosidad del agente trae consigo una consecuencia penal de tan grave naturaleza, 
como ocurre en la hipótesis de Asesinato, conforme a la ley guatemalteca, las circunstancias 
personales del agente deberían formar parte de la acusación, quedar demostradas durante el juicio 
y ser analizadas en la sentencia. Sin embargo, las circunstancias que demostrarían la peligrosidad del 
señor Fermín Ramírez no fueron objeto de la acusación formulada por el Ministerio Público. Esto 
llevó a la Comisión Interamericana a considerar que el Tribunal de Sentencia incurrió en otra 
incongruencia por haberlas dado por demostradas, sin que figurasen en la acusación, lo cual 

significaría una violación al artículo 8 de la Convención […].  

94. En concepto de esta Corte, el problema que plantea la invocación de la peligrosidad no sólo 
puede ser analizado a la luz de las garantías del debido proceso, dentro del artículo 8 de la 
Convención. Esa invocación tiene mayor alcance y gravedad. En efecto, constituye claramente una 
expresión del ejercicio del ius puniendi estatal sobre la base de las características personales del 
agente y no del hecho cometido, es decir, sustituye el Derecho Penal de acto o de hecho, propio del 
sistema penal de una sociedad democrática, por el Derecho Penal de autor, que abre la puerta al 
autoritarismo precisamente en una materia en la que se hallan en juego los bienes jurídicos de mayor 
jerarquía.  

95. La valoración de la peligrosidad del agente implica la apreciación del juzgador acerca de las 
probabilidades de que el imputado cometa hechos delictuosos en el futuro, es decir, agrega a la 
imputación por los hechos realizados, la previsión de hechos futuros que probablemente ocurrirán. 
Con esta base se despliega la función penal del Estado. En fin de cuentas, se sancionaría al individuo 

– con pena de muerte inclusive – no con apoyo en lo que ha hecho, sino en lo que es. Sobra ponderar 
las implicaciones, que son evidentes, de este retorno al pasado, absolutamente inaceptable desde la 
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perspectiva de los derechos humanos. El pronóstico será efectuado, en el mejor de los casos, a partir 
del diagnóstico ofrecido por una pericia psicológica o psiquiátrica del imputado.  

96. En consecuencia, la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agente como criterio 
para la calificación típica de los hechos y la aplicación de ciertas sanciones, es incompatible con el 
principio de legalidad criminal y, por ende, contrario a la Convención.  

98. Por todo lo anterior, la Corte considera que el Estado ha violado el artículo 9 de la 
Convención, en relación con el artículo 2 de la misma, por haber mantenido vigente la parte del 
artículo 132 del Código Penal que se refiere a la peligrosidad del agente, una vez ratificada la 
Convención por parte de Guatemala.  

Corte IDH. Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 
de septiembre de 2011. Serie C No. 233. 

199.  La Corte considera que en el marco de las debidas garantías establecidas en el artículo 8.1 
de la Convención Americana se debe salvaguardar la seguridad jurídica sobre el momento en el que 
se puede imponer una sanción. Al respecto, la Corte Europea ha establecido que la norma respectiva 
debe ser: i) adecuadamente accesible, ii) suficientemente precisa, y iii) previsible. Respecto a este 
último aspecto, la Corte Europea utiliza el denominado “test de previsibilidad”, el cual tiene en cuenta 
tres criterios para determinar si una norma es lo suficientemente previsible, a saber: i) el contexto 
de la norma bajo análisis; ii) el ámbito de aplicación para el que fue creado la norma, y iii) el estatus 

de las personas a quien está dirigida la norma. En el mismo sentido: Caso Liakat Ali Alibux Vs. 
Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. 
Serie C No. 276, párr.61; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C 

No. 279, párr.162. 

Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014. Serie C No. 276.  

67.  Respecto de la aplicación de normas que regulan el procedimiento, la Corte nota que existe 
en la región una tendencia a su aplicación inmediata (principio de tempus regit actum). Es decir que, 
la norma procesal se aplica al momento de entrada en vigencia de la misma, siendo la excepción, en 
algunos países, la aplicación del principio de favorabilidad de la norma procesal más beneficiosa para 
el procesado.  

68.  Adicionalmente, la Corte observa que el Tribunal Europeo ha señalado que el principio de 

legalidad no establece ningún requisito respecto al procedimiento a seguir para la investigación y el 
enjuiciamiento de los delitos. Así, por ejemplo, la ausencia de una norma previa para el 
enjuiciamiento de un ilícito penal puede analizarse desde el punto de vista del derecho al debido 
proceso garantizado por el artículo 6 del CEDH, pero no afecta en sí misma al principio de legalidad 
penal. Por otro lado, la aplicación inmediata de normas que regulan el procedimiento (principio de 
tempus regit actum) no es contraria a los principios de legalidad e irretroactividad. No obstante, el 
Tribunal Europeo determina en cada caso si la disposición legislativa en cuestión, 
independientemente de su denominación formal, contiene reglas estrictamente procesales o de 
derecho penal material, en el sentido que afectan al tipo delictivo o a la severidad de la pena. En este 
sentido, el principio de legalidad (“no hay pena sin ley”) establecido en el artículo 7 del CEDH solo se 
aplica a las normas o medidas que definen los tipos delictivos y las penas o su alcance. 

69.  Esta Corte considera que la aplicación de normas que regulan el procedimiento de manera 
inmediata, no vulnera el artículo 9 convencional, debido a que se toma como referencia el momento 
en el que tiene lugar el acto procesal y no aquél de la comisión del ilícito penal, a diferencia de las 
normas que establecen delitos y penas (sustantivas), en donde el patrón de aplicación es justamente, 
el momento de la comisión del delito. Es decir, los actos que conforman el procedimiento se agotan 
de acuerdo a la etapa procesal en que se van originando y se rigen por la norma vigente que los regula. 
En virtud de ello, y al ser el proceso una secuencia jurídica en constante movimiento, la aplicación de 
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una norma que regula el procedimiento con posterioridad a la comisión de un supuesto hecho 
delictivo no contraviene per se, el principio de legalidad 

70.  En razón de lo anterior, el principio de legalidad, en el sentido que exista una ley previa a la 
comisión del delito, no se aplica a normas que regulan el procedimiento, a menos que puedan tener 
un impacto en la tipificación de acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable o en la imposición de una pena más grave que la existente al 
momento de la perpetración del ilícito penal. Frente a ello, la Corte verificará si dicho supuesto se 
actualiza para efectos del presente caso.  

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 
2014. Serie C No. 279. 

163. Tratándose de la tipificación de delitos de carácter terrorista, el principio de legalidad 
impone una necesaria distinción entre dichos delitos y los tipos penales ordinarios, de forma que 
tanto cada persona como el juez penal cuenten con suficientes elementos jurídicos para prever si una 

conducta es sancionable bajo uno u otro tipo penal. Ello es particularmente importante en lo tocante 
a los delitos terroristas porque respecto de ellos suele preverse – como lo hace la Ley N° 18.314 – la 
imposición de penas privativas de libertad más graves y de penas accesorias e inhabilitaciones con 
efectos importantes respecto del ejercicio de otros derechos fundamentales. Adicionalmente, la 
investigación de delitos terroristas tiene consecuencias procesales que, en el caso de Chile, pueden 
comprender la restricción de determinados derechos en las etapas de investigación y juzgamiento. 

165. En particular, cuando los Estados adoptan las medidas necesarias para prevenir y sancionar 
el terrorismo tipificando como delitos las conductas de ese carácter, están obligados a respetar el 

principio de legalidad en los términos arriba señalados […]. Varios órganos y expertos 
internacionales de la Organización de Naciones Unidas han puesto de relieve la necesidad de que las 
tipificaciones y definiciones internas relativas al terrorismo no sean formuladas de manera imprecisa 
que facilite interpretaciones amplias con las cuales se sancionen conductas que no tendrían la 
gravedad y naturaleza de ese tipo de delitos.  

170. Corresponde a la Corte determinar si la presunción legal del elemento subjetivo del tipo 
resaltada en dicho artículo 1, que establecía que “[s]e presumirá la finalidad de producir dicho temor 
en la población en general, salvo que const[ara] lo contrario”, cuando el delito se cometiera mediante 
el uso de los medios o artificios indicados (entre ellos “artificios explosivos o incendiarios”), entraña 
una violación al principio de legalidad y al principio de presunción de inocencia.  

171. La Corte reitera que la tipificación de delitos implica que la conducta incriminada esté 
delimitada de la manera más clara y precisa posible […]. En esa tipificación, la especial intención o 
finalidad de producir “temor en la población en general” es un elemento fundamental para distinguir 
la conducta de carácter terrorista de la que no lo es y sin el cual la conducta no sería típica. La Corte 
considera que la referida presunción de que existe tal intención cuando se dan determinados 
elementos objetivos (entre ellos “el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o 
incendiarios”) es violatoria del principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención, y 
asimismo de la presunción de inocencia prevista en el artículo 8.2 de la misma. El principio de 
presunción de inocencia, que según ha determinado la Corte constituye un fundamento de las 
garantías judiciales, implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de 
que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de 
quien acusa, y no del acusado, y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La 
demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción 
penal. 

173. La consagración legal de dicha presunción podía condicionar la lógica de análisis con la que los 

tribunales internos se aproximaban a confirmar en las causas penales la existencia de la intención. La 
Corte considera acreditado que tal presunción del elemento subjetivo del tipo terrorista fue aplicada en 
las sentencias que determinaron la responsabilidad penal de las ocho presuntas víctimas de este caso: 
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a) para condenar a los señores Norín Catrimán y Pichún como autores del delito de amenaza de incendio 
terrorista […]; b) para condenar a los señores Millacheo Licán, Huenchunao Mariñán, los hermanos 
Marileo Saravia y la señora Troncoso Robles como autores del delito de incendio terrorista […], y c) para 
condenar al señor Ancalaf Llaupe como autor de la conducta terrorista de “[c]olocar, enviar, activar, 
arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o 
artificios de gran poder destructivo, o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos”, por hechos en que, 
después de obligar a descender de un camión a su conductor, fue lanzado un “mechero encendido” al 
referido vehículo […].  

174. En consecuencia, la Corte concluye que la aplicación de la presunción de intención terrorista 
respecto de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, 

Florencio Jaime  

Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo 
Licán, Patricia Roxana Troncoso Robles y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe vulneró el principio de legalidad 
y el derecho a la presunción de inocencia, previstos en los artículos 9 y 8.2 de la Convención Americana, 
en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, establecida en el artículo 1.1 de ese 
tratado. 

Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302. 

257. La Corte ha establecido que el artículo 9 de la Convención Americana, el cual establece el 
principio de legalidad, es aplicable a la materia sancionatoria administrativa. Al respecto, es preciso 
tomar en cuenta que las sanciones administrativas son, como las penales, una expresión del poder 
punitivo del Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de éstas puesto que unas y 

otras implican menoscabo, privación o alteración de los derechos de las personas. Por lo tanto, en un 
sistema democrático es preciso extremar las precauciones para que dichas medidas se adopten con 
estricto respeto a los derechos básicos de las personas y previa una cuidadosa verificación de la 
efectiva existencia de una conducta ilícita. Asimismo, en aras de la seguridad jurídica es 
indispensable que la norma sancionatoria exista y resulte conocida, o pueda serlo, antes de que 
ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que se pretende sancionar. En concordancia con 
lo anterior, la Corte considera que el principio de legalidad también tiene vigencia en materia 
disciplinaria, no obstante su alcance depende considerablemente de la materia regulada. La precisión 
de una norma sancionatoria de naturaleza disciplinaria puede ser diferente a la requerida por el 
principio de legalidad en materia penal, por la naturaleza de los conflictos que cada una está 
destinada a resolver. En el mismo sentido: Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr.89.  

259. Respecto al primer aspecto, este Tribunal reitera que la garantía de estabilidad en el cargo 

de jueces y juezas requiere que estos no sean destituidos o removidos de sus cargos, salvo por 
conductas claramente reprochables, es decir, razones verdaderamente graves de mala conducta o 
incompetencia […]. Por tanto, la Corte considera que, en virtud de la garantía de estabilidad judicial, 
las razones por las cuales los jueces y juezas pueden ser removidos de sus cargos deben estar clara y 
legalmente establecida. Teniendo en cuenta que la destitución o remoción de un cargo es la medida 
más restrictiva y severa que se puede adoptar en materia disciplinaria, la posibilidad de su aplicación 
deber ser previsible, sea porque está expresa y claramente establecida en la ley la conducta 
sancionable de forma precisa, taxativa y previa o porque la ley delega su asignación al juzgador o a 
una norma infra legal, bajo criterios objetivos que limiten el alcance de la discrecionalidad. Asimismo, 
la posibilidad de destitución debe obedecer al principio de máxima gravedad expuesto previamente. 
En efecto, la protección de la independencia judicial exige que la destitución de jueces y juezas sea 
considerada como la última ratio en materia disciplinaria judicial. 

264. La Corte considera que este diseño normativo afectaba la previsibilidad de la sanción porque 
permitía la destitución de un juez o jueza por el incumplimiento de cualquiera de los deberes o 
incompatibilidades de su cargo cuando el juzgador entendiera que se trataba de un incumplimiento 
grave y de esta forma concedía una excesiva discrecionalidad al órgano encargado de aplicar la 
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sanción. Este Tribunal estima que cierto grado de indeterminación no genera, per se, una violación 
de la Convención, es decir, el hecho de que una norma conceda algún tipo de discrecionalidad no es 
incompatible con el grado de previsibilidad exigible, siempre y cuando el alcance de la 
discrecionalidad y la manera en que se debe ejercer sea indicado con suficiente claridad con el fin de 
brindar una adecuada protección para que no se produzca una interferencia arbitraria. En 
consecuencia, la Corte considera las normas disciplinarias aplicables a los casos de las presuntas 
víctimas otorgaban una excesiva discrecionalidad al juzgador en el establecimiento de la sanción de 
destitución.  
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5. DEBIDO PROCESO Y GRUPOS EN SITUACIÓN DE 
DISCRIMINACIÓN 

La relación del debido proceso y principio de igualdad y no discriminación, particularmente, 
relativo a grupos en situación de discriminación, se tratará en el cuadernillo “igualdad y no 
discriminación” de esta serie. 
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6. REPARACIONES 

Finalmente, la Corte IDH en relación a la violación del derecho a las garantías judiciales también ha 
dispuesto medidas de reparación, como son la anulación de procedimientos y condenas cuando estas 
se han dictado en violación al debido proceso; la conducción eficaz de investigaciones judiciales 
cuando se ha constatado deficiencias en el acceso a la justicia de las víctimas (incluyendo la debida 
perspectiva de género en la investigación); ordenando la reintegración al cargo de aquellas personas 
destituidas de la función pública sin haber tenido un debido proceso y; considerando la garantía de 
no repetición, ha dispuesto la necesidad de capacitar a los funcionarios judiciales en estos estándares, 
así como la realización de un control de convencionalidad que procure armonizar los estándares 
interamericanos con el entendimiento de las garantías judiciales en el ámbito interno. 

6.1 ANULACIÓN DE PROCEDIMIENTOS Y CONDENAS 

Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. 

221. En el presente caso hubo numerosas violaciones a la Convención Americana, desde la etapa 
de investigación ante la DINCOTE hasta el período de conocimiento por parte de los tribunales 
militares. Esto ha sido descrito, probado y resuelto en los capítulos precedentes de esta sentencia. En 
efecto, el proceso se siguió ante un órgano jurisdiccional que no puede ser considerado “juez natural” 
para hechos e inculpados como los que ahora nos ocupan; en ese procesamiento actuaron jueces y 
fiscales “sin rostro”; los inculpados no dispusieron de un defensor de su elección desde el momento 
mismo de la detención, y los defensores que finalmente les asistieron no contaron con la posibilidad 
de entrevistarse a solas con sus defensos, conocer oportunamente el expediente, aportar pruebas de 
descargo, contradecir las de cargo y preparar adecuadamente los alegatos. Evidentemente, no nos 
encontramos ante un procesamiento que satisfaga las exigencias mínimas del “debido proceso legal”, 
que es la esencia de las garantías judiciales establecidas en la Convención. Tal circunstancia motiva 
la invalidez del proceso y también priva de validez a la sentencia, que no reúne las condiciones para 
que subsista y produzca los efectos que regularmente trae consigo un acto de esta naturaleza. 
Corresponde al Estado, en su caso, llevar a cabo -en un plazo razonable- un nuevo enjuiciamiento que 
satisfaga ab initio las exigencias del debido proceso legal, realizado ante el juez natural (jurisdicción 
ordinaria) y con plenas garantías de audiencia y defensa para los inculpados. La Corte no se 
pronuncia sobre la libertad provisional de éstos, porque entiende que la adopción de dicha medida 
precautoria corresponde al tribunal nacional competente. 

Corte IDH. Caso Cesti Hurtado Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 29 de septiembre de 1999. Serie 
C No. 56. 

194. Con respecto a la segunda pretensión de la Comisión, la Corte considera que el proceso 
seguido ante el fuero militar en contra del señor Cesti Hurtado se llevó a cabo en forma irregular. La 
Corte ya declaró, en esta misma sentencia, que el juicio al cual fue sometido el señor Cesti Hurtado 
constituye una violación al derecho a ser oído por un tribunal competente, de acuerdo con el artículo 
8.1 de la Convención […]. Con base en lo dicho, la Corte considera que el juicio seguido contra el señor 
Cesti Hurtado en el fuero militar es incompatible con la Convención, por lo que estima procedente 
ordenar al Estado anular tal proceso, así como todos los efectos que de él se derivan. 

Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206. 

128.  El Tribunal señaló en los párrafos anteriores que Venezuela violó el artículo 8.2.h de la 
Convención, porque no permitió que el señor Barreto Leiva recurriera el fallo condenatorio dictado 
en su contra. La Comisión y el representante no solicitaron alguna medida de reparación, distinta a 

la indemnización, tendiente a reparar esa violación. Sin embargo, la Corte, teniendo en cuenta que la 
reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre 
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que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento 
de la situación anterior, decide ordenar al Estado que brinde al señor Barreto Leiva la posibilidad de 
recurrir la sentencia en mención.  

129.  La Corte es consciente que el señor Barreto Leiva cumplió con la pena que le fue impuesta. 
Sin embargo, los perjuicios que una condena encierra todavía están presentes y este Tribunal no 
puede determinar que los mismos son consecuencia de una condena legítima o no. Esa es una tarea 
del Estado […] que aún no ha sido cumplida, ya que todavía está pendiente el doble conforme.  

130.  En consecuencia, si el señor Barreto Leiva así lo solicita al Estado, a través de su Poder 
Judicial, éste deberá concederle la facultad de recurrir de la sentencia y revisar en su totalidad el fallo 
condenatorio. Si el juzgador decide que la condena estuvo ajustada a Derecho, no impondrá ninguna 
pena adicional a la víctima y reiterará que ésta ha cumplido con todas las condenas impuestas en su 
oportunidad […] Si por el contrario, el juzgador decide que el señor Barreto Leiva es inocente o que 
la condena impuesta no se ajustó a Derecho, dispondrá las medidas de reparación que considere 
adecuadas por el tiempo que el señor Barreto Leiva estuvo privado de su libertad y por todos los 
perjuicios de orden material e inmaterial causados. Esta obligación deberá ser cumplida en un plazo 
razonable.  

131.  Se recuerda en este punto al Estado que la obligación de reparar se regula por el Derecho 
Internacional, y no puede ser modificada o incumplida por el Estado invocando para ello 
disposiciones de su derecho interno.  

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 d e mayo de 
2014. Serie C No. 279. 

421. Tal como se ha señalado en la presente Sentencia, las sentencias condenatorias expedidas en 
contra de las ocho víctimas de este caso -determinando su responsabilidad penal por delitos de 
carácter terrorista- fueron emitidas fundándose en una ley violatoria del principio de legalidad y del 
derecho a la presunción de inocencia […], impusieron penas accesorias que supusieron restricciones 
indebidas y desproporcionadas al derecho a la libertad de pensamiento y expresión […] y al ejercicio 
de los derechos políticos […]. Adicionalmente, la Corte encontró que en la fundamentación de las 
sentencias condenatorias se utilizaron razonamientos que denotan estereotipos y prejuicios, lo cual 
configuró una violación del principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la igual 
protección de la ley […]. Aunado a ello, en el caso de los señores Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe se 
produjeron violaciones al derecho de la defensa protegido en el artículo 8.2.f de la Convención […] y 
con respecto a siete de las víctimas de este caso se les violó el derecho de recurrir de esos fallos 
penales condenatorios […]. Todo ello hace que sean condenas arbitrarias e incompatibles con la 
Convención Americana. 

422. Por lo tanto, dadas las características del presente caso, y tal como lo ha hecho esta Corte en 
ocasiones anteriores, dispone que el Estado debe adoptar, en el plazo de seis meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, todas las medidas judiciales, administrativas o de cualquier 
otra índole necesarias para dejar sin efecto en todos sus extremos las sentencias penales 

condenatorias emitidas en contra de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual 
Huentequeo Pichún Paillalao, Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan 
Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, José Benicio Huenchunao Mariñán y la señora 
Patricia Roxana Troncoso Robles sobre las cuales la Corte se pronunció en esta Sentencia. Ello 
comprende: i) dejar sin efecto la declaración de las ocho víctimas de este caso como autores de delitos 
de carácter terrorista; ii) dejar sin efecto las penas privativas de libertad y penas accesorias, 
consecuencias y registros, a la mayor brevedad posible, así como las condenas civiles que se hayan 
impuesto a las víctimas; y iii) disponer la libertad personal de las víctimas que aún se encuentren 
sujetas a libertad condicional. Asimismo, el Estado deberá, en el plazo de seis meses a partir de la 
notificación de la presente Sentencia, suprimir los antecedentes judiciales, administrativos, penales 
o policiales que existan en contra de las ocho víctimas en relación con las referidas sentencias, así 
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como la anulación de su inscripción en cualquier tipo de registro nacional e internacional que los 
vincule con actos de carácter terrorista. 

Corte IDH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No. 316. 

224. La Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales derivados de la tortura o tratos 
crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una violación a las 
garantías judiciales. Además, en este caso la Corte ha determinado que no se observó la regla de 
exclusión de prueba obtenida bajo coacción que se desprende del artículo 8.3 de la Convención […]. 
Asimismo, se ha determinado que la sentencia que condenó penalmente al señor Revelles tuvo 
sustento en su “declaración presumarial”, y que esta tuvo valor en el proceso penal seguido contra 
él, sin que a partir de los señalamientos de actos de coacción para su obtención la misma se excluyera 
del proceso ni se investigaran tales señalamientos […].  

225.  Por lo tanto, atendiendo las violaciones establecidas en el presente caso, este Tribunal 
determina que el proceso penal seguido en contra del señor Revelles no puede producir efectos 

jurídicos en lo que respecta a dicha víctima y, por ello, dispone que el Estado debe adoptar todas las 
medidas necesarias en el derecho interno para dejar sin efecto las consecuencias de cualquier índole 
que se deriven del indicado proceso penal, inclusive los antecedentes judiciales o administrativos, 
penales o policiales, que existan en su contra a raíz de dicho proceso. Para ello, el Estado cuenta con 
un plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la presente Sentencia.  

6.2 CONDUCIR EFICAZMENTE INVESTIGACIONES JUDICIALES 

Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101. 

271. La Corte ha concluido, inter alia, que Guatemala violó los artículos 8 y 25, en relación con el 
1.1 de la Convención, en perjuicio de los familiares de la víctima por la deficiente conducción de los 
procesos judiciales, su morosidad y las obstrucciones llevadas a cabo para impedir que se llegue a la 
sanción de todos los responsables materiales e intelectuales, partícipes e encubridores, lo que ha 
generado en los familiares de la víctima sentimientos de inseguridad, indefensión y angustia. 

272. La Corte reconoce que en el presente caso la impunidad de los responsables es parcial, 
puesto que uno de los autores materiales ha sido juzgado y sancionado […]. No obstante, al momento 
de la presente Sentencia, después de más de trece años, el proceso penal se encuentra en curso y está 
pendiente de resolverse un recurso de casación, por lo que aún no se ha emitido sentencia definitiva 
que identifique y sancione a todos los responsables de la ejecución extrajudicial de Myrna Mack 
Chang. Por lo tanto, se ha configurado una situación de grave impunidad, que constituye una 
infracción del deber del Estado al que se ha hecho referencia […], lesiona a los familiares de la víctima 
y propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos humanos de que se trata. 

273. Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al derecho que asiste a los familiares de 
las víctimas de conocer lo que sucedió y de saber quiénes fueron los agentes del Estado responsables 
de los respectivos hechos. Tal como ha señalado la Corte, “la investigación de los hechos y la sanción 
de las personas responsables, [...] es una obligación que corresponde al Estado siempre que haya 
ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación debe ser cumplida seriamente y no 
como una mera formalidad”.  

274. La Corte ha reiterado que toda persona, incluyendo a los familiares de víctimas de graves 
violaciones de derechos humanos, tiene el derecho a la verdad. En consecuencia, los familiares de las 
víctimas y la sociedad como un todo deben ser informados de todo lo sucedido con relación a dichas 
violaciones. Este derecho a la verdad ha venido siendo desarrollado por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos; al ser reconocido y ejercido en una situación concreta, ello constituye un 
medio importante de reparación. Por lo tanto, en este caso da lugar a una expectativa que el Estado 
debe satisfacer a los familiares de la víctima y a la sociedad guatemalteca.  
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275. A la luz de lo anterior, para reparar totalmente este aspecto de las violaciones cometidas, el 
Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso, con el fin de identificar, juzgar y 
sancionar a todos los autores materiales e intelectuales, y demás responsables de la ejecución 
extrajudicial de Myrna Mack Chang, y del encubrimiento de la ejecución extrajudicial y de los otros 
hechos del presente caso, independientemente de la persona que ya se encuentra sancionada por 
estos hechos. El resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado, para que la sociedad 
guatemalteca conozca la verdad.  

276. La Corte advierte que el Estado debe garantizar que el proceso interno tendiente a investigar 
y sancionar a los responsables de los hechos de este caso surta sus debidos efectos y, en particular, 
debe abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, la prescripción y el establecimiento de 

excluyentes de responsabilidad. En ese sentido, el Tribunal ya ha señalado que:  

[…] son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de 
prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones 
graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 
contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. 

277. Asimismo, en el cumplimiento de esta obligación, el Estado debe remover todos los 
obstáculos y mecanismos de hecho y derecho que mantienen la impunidad en el presente caso; 
otorgar las garantías de seguridad suficientes a las autoridades judiciales, fiscales, testigos, 
operadores de justicia y a los familiares de Myrna Mack Chang y utilizar todas las medidas a su 
alcance para diligenciar el proceso. 

Corte IDH. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de noviembre de 2005. Serie C No. 136. 

138.  Al respecto, la Corte ha concluido, inter alia, que la investigación iniciada en el año 2002 por 
la Fiscalía Provincial Especializada de Lima no ha sido efectiva para determinar el paradero de los 
restos del señor Santiago Gómez Palomino, e iniciar procesos penales contra los responsables de 
estos hechos, en contravención de los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana […]. Asimismo, 
el proceso penal, que continúa en etapa preliminar, ha desconocido el principio de plazo razonable 
consagrado en la Convención Americana […].  

139.  A la luz de las anteriores consideraciones, la Corte valora el compromiso del Estado de 
investigar efectivamente los hechos denunciados en este caso, por lo que reitera su obligación de 
emprender con seriedad todas las acciones necesarias para identificar, juzgar y sancionar a todos los 
autores materiales e intelectuales de las violaciones cometidas en perjuicio del señor Gómez 

Palomino, para los efectos penales y cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación de 
los hechos. Los familiares del señor Santiago Gómez Palomino o sus representantes deberán tener 
pleno acceso y capacidad de actuar, en todas las etapas e instancias del proceso penal interno 
instaurado en el presente caso, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención 

Americana. El Tribunal dispone que el resultado del proceso penal debe ser públicamente divulgado, 
para que la sociedad peruana conozca la verdad de lo ocurrido.  

140.  Finalmente, la Corte advierte que el Estado debe garantizar que el proceso interno tendiente 
a investigar lo sucedido al señor Santiago Gómez Palomino e identificar, juzgar y sancionar a los 
responsables, surta sus debidos efectos. El Estado deberá abstenerse de recurrir a figuras como la 
amnistía, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad, así como medidas 
que pretendan impedir la persecución penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria.  

Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 
2006. Serie C No. 140. 

267.  A la luz de lo anterior, el Estado debe realizar inmediatamente las debidas diligencias para 
activar y completar eficazmente, en un plazo razonable, la investigación para determinar la 
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responsabilidad intelectual y material de todos los autores de la masacre y de las personas 
responsables por acción o por omisión del incumplimiento de la obligación estatal de garantizar los 
derechos violados. El Estado debe llevar a término el proceso penal en la jurisdicción penal ordinaria, 
de forma que permita el esclarecimiento de todos los hechos y la sanción de los responsables, así 
como la ejecución efectiva de las condenas que ya han sido impuestas. Los resultados de estos 
procesos deberán ser públicamente divulgados por el Estado, de manera que la sociedad colombiana 
pueda conocer la verdad acerca de los hechos del presente caso.  

268.  Para cumplir la obligación de investigar y sancionar a los responsables en el presente caso, 
Colombia debe: a) remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la impunidad; b) 
utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita la investigación y los procedimientos 

respectivos, y c) otorgar las garantías de seguridad adecuadas a los familiares de las personas 
desaparecidas y privadas de la vida, investigadores, testigos, defensores de derechos humanos, 
empleados judiciales, fiscales y otros operadores de justicia, así como a los ex pobladores y actuales 
pobladores de Pueblo Bello.  

269.  El Estado debe adoptar las medidas administrativas, legislativas y cualesquiera otras 
pertinentes, con el fin de que las violaciones a derechos humanos cometidas sean efectivamente 
investigadas en procesos en los que se otorguen todas las garantías judiciales, con el fin de combatir 
la impunidad parcial que existe en este caso y así evitar la repetición de hechos tan graves como los 
que ocurrieron en la masacre de Pueblo Bello. El Estado debe informar a la Corte cada seis meses 
sobre las medidas adoptadas al respecto y, en particular, sobre los resultados obtenidos.  

Corte IDH. Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C No. 167 . 

190.  La Corte recuerda que en cumplimiento de su obligación de investigar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de los hechos, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y 
de jure, que impidan la debida investigación de los hechos, y utilizar todos los medios disponibles 
para hacer expedita dicha investigación y los procedimientos respectivos, a fin de evitar la repetición 
de hechos tan graves como los presentes. El Estado no podrá argüir ninguna ley ni disposición de 
derecho interno para eximirse de su obligación de investigar y, en su caso, sancionar penalmente a 
los responsables de los hechos cometidos en perjuicio de Saúl Cantoral Huamaní y Consuelo García 
Santa Cruz. En particular, la Corte recuerda que el Estado no podrá aplicar leyes de amnistía, ni 
disposiciones de prescripción, ni otras excluyentes de responsabilidad que impidan investigar y 
sancionar a los responsables.  

191. Además, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, el Estado debe asegurar que 
los familiares de las víctimas tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e 
instancias de dichas investigaciones y procesos, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 

Convención Americana. El resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado para que la 
sociedad peruana pueda conocer la determinación judicial de los hechos y sus responsables en el 
presente caso. En el mismo sentido: Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr.228; Caso Almonacid Arellano y otros 
Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 154, párr.157 y; Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 441; Caso Ibsen 
Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. 
Serie C No. 217, párr. 237; Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 258; Caso Radilla 
Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 334; Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario Militar") Vs. 
Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr.328. 

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. 
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232.  La Corte recuerda que en cumplimiento de su obligación de investigar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de los hechos, el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y 
de jure, que impidan la debida investigación de los hechos, y utilizar todos los medios disponibles 
para hacer expedita dicha investigación y los procedimientos respectivos, a fin de evitar la repetición 
de hechos tan graves como los presentes.  

233.  Al mismo tiempo, teniendo en cuenta la jurisprudencia de este Tribunal, el Estado debe 
asegurar que los familiares de las víctimas tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las 
etapas e instancias de dichas investigaciones y procesos, de manera que puedan hacer 
planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, hacer 
valer sus intereses. La ley interna debe organizar el proceso respectivo de conformidad con la 

Convención Americana y esta Sentencia. Dicha participación deberá tener como finalidad el acceso a 
la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación. 
Adicionalmente, el resultado del proceso deberá ser públicamente divulgado para que la sociedad 
colombiana pueda conocer la determinación judicial de los hechos y sus responsables en el presente 
caso.  

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209 . 

331.  En el presente caso, la Corte estableció que la investigación de la detención y posterior 
desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco no ha sido conducida con la debida 
diligencia. Asimismo, el Tribunal estimó que al extender la competencia del fuero castrense a hechos 
constitutivos de desaparición forzada de personas, el Estado ha vulnerado el derecho a un juez 
natural de los familiares del señor Rosendo Radilla Pacheco. Todo ello en detrimento del derecho a 
conocer la verdad de aquéllos […]. En consecuencia, como lo ha hecho en otras oportunidades, la 
Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente y con la debida diligencia la investigación y, 
en su caso, los procesos penales que se encuentren en trámite en relación con los hechos del presente 
caso, para determinar las correspondientes responsabilidades penales y aplicar efectivamente las 
sanciones y consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe ser cumplida en un plazo 
razonable, atendiendo a los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de casos […].  

332.  Asimismo, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que la 
averiguación previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de desaparición forzada 
del señor Rosendo Radilla se mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Cuando se 
abran nuevas causas penales en contra de presuntos responsables que sean o hayan sido 
funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar que éstas sean adelantadas ante la 
jurisdicción común u ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero militar o de guerra. Además, 
para el cumplimiento de lo ordenado, el Estado debe asegurar que las futuras consignaciones en 
relación con los hechos de este caso, se realicen por el delito de desaparición forzada. Al respecto, 
cabe reiterar que por tratarse de un crimen de ejecución permanente, es decir, cuya consumación se 
prolonga en el tiempo, al entrar en vigor en el derecho penal interno, si se mantiene la conducta 
delictiva, la nueva ley resulta aplicable […].  

333.  La Corte dio por establecido que la desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco 
ocurrió en el marco de un contexto de desapariciones forzadas de personas […]. En este sentido, como 
lo ha hecho en otros casos, determinó que las autoridades encargadas de las investigaciones tienen 
el deber de asegurar que en el curso de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que 
permitieron la comisión de graves violaciones de los derechos humanos en el presente caso y el 
contexto en que ocurrieron, tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y la estructura 
en la cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, evitando así omisiones 
en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación […]. En el mismo 
sentido: Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
septiembre de 2010. Serie C No. 217, párr. 237. 

Corte IDH. Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2011. Serie C No. 232. 
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212.  La Corte valora positivamente la iniciativa de El Salvador en aras de permitir el acceso a la 
información relacionada a actividades gubernamentales presuntamente vinculadas a la desaparición 
de niños y niñas durante el conflicto armado interno. En particular, sobre la existencia de un 
mecanismo de control ante la falta de respuesta a una solicitud de información. Si bien en el presente 
caso no se ha constatado la aplicación de dicha norma respecto a las víctimas, el Tribunal ha 
observado que una de las limitaciones para avanzar en las investigaciones es la falta de acceso a la 
información contenida en archivos acerca de los operativos de contrainsurgencia, así como de las 
personas, unidades y estamentos militares que participaron en las operaciones en las cuales 
desaparecieron las víctimas del presente caso, incluyendo sus jerarquías, funciones y 
responsabilidades. Puesto que tal información es de vital importancia para avanzar en las 

investigaciones judiciales y del Ministerio Público y posibilitar la identificación e individualización 
de los responsables, el Estado debe adoptar las medidas pertinentes y adecuadas para garantizar a 
los operadores de justicia, así como a la sociedad salvadoreña, el acceso público, técnico y 
sistematizado a los archivos que contengan información útil y relevante para la investigación en 
causas seguidas por violaciones a los derechos humanos durante el conflicto armado, medidas que 
deberá apoyar con las asignaciones presupuestarias adecuadas. En el mismo sentido: Caso 
Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párr.  321. 

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250.  

257.  El Tribunal valora la disposición del Estado de promover la investigación penal del presente 
caso. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones señaladas en el Capítulo XII de esta Sentencia, 
la Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen 
la impunidad en este caso, e iniciar, continuar, impulsar y reabrir las investigaciones que sean 
necesarias para determinar y, en su caso, sancionar a todos los responsables de las violaciones de los 
derechos humanos perpetradas durante y con posterioridad a las cinco masacres objeto del presente 
caso. El Estado debe impulsar, reabrir, dirigir, continuar y concluir las investigaciones y procesos 
pertinentes en un plazo razonable, con el fin de establecer toda la verdad de los hechos, tomando en 
cuenta que han transcurrido aproximadamente 30 años desde que sucedieron las referidas cinco 
masacres. En particular, el Estado deberá velar por que se observen los siguientes criterios: a) en 
consideración de la gravedad de los hechos, no podrá aplicar leyes de amnistía ni argumentar 
prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem, o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de la obligación de investigar y enjuiciar a los 
responsables; b) deberá investigar de oficio y de forma efectiva los hechos del presente caso, 
tomando en cuenta el patrón sistemático de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
existente en la época en que éstos ocurrieron. Además de las afectaciones al derecho a la vida, el 
Estado debe considerar otras posibles graves afectaciones a la integridad personal y a la libertad 
personal, en particular, los presuntos actos de desaparición forzada, tortura, ejecuciones 
extrajudiciales, violación sexual, esclavitud y servidumbre, teniendo en cuenta, asimismo, los 
impactos diferenciados con motivo de las alegadas violaciones sufridas por los niños y las mujeres 
de la comunidad de Río Negro. El Estado también deberá ejecutar penales, de acuerdo con la 
legislación interna, a los responsables de las distintas irregularidades procesales e investigativas y, 
g) asegurar que los resultados de los procesos sean públicamente divulgados ; c) deberá determinar 
la identidad de todos los presuntos autores materiales e intelectuales de las masacres y de la 
posterior persecución de los miembros de la comunidad de Río Negro, por lo que deberá culminar el 
proceso penal iniciado contra ellos, y proceder a investigar a aquellos presuntos autores que aún no 
se encuentran identificados. La debida diligencia en la investigación implica que todas las 
autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba, por lo que deberán 
brindar al juez de la causa toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la 
obstrucción para la marcha del proceso investigativo; d) deberá iniciar las acciones disciplinarias, 
administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, de las posibles autoridades del 
Estado que han obstaculizado e impedido la investigación debida de los hechos, así como los 
responsables de las distintas irregularidades procesales que han contribuido a prolongar la 
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impunidad de las masacres, y e) deberá asegurar que los distintos órganos del sistema de justicia 
involucrados en el caso cuenten con los recursos humanos y materiales necesarios para desempeñar 
sus tareas de manera adecuada, independiente e imparcial, y que las personas que participen en la 
investigación, entre ellas las víctimas o sus representantes, testigos y operadores de justicia, cuenten 
con las debidas garantías de seguridad. En el mismo sentido: Caso Gudiel Álvarez y otros ("Diario 
Militar") Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 noviembre de 2012. Serie C No. 
253, párr. 327; Caso García y familiares Vs. Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 
noviembre de 2012 Serie C No. 258, párr. 196; Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, párr. 285. 

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de noviembre de 
2014. Serie C No. 28. 

556. Este Tribunal valora los avances hasta ahora alcanzados por el Estado con el fin de esclarecer 
los hechos. No obstante, teniendo en cuenta las conclusiones del Capítulo XI de esta Sentencia, la 
Corte dispone que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantienen la 
impunidad en este caso, y llevar a cabo las investigaciones amplias, sistemáticas y minuciosas que 
sean necesarias para determinar, juzgar, y, en su caso, sancionar a todos los responsables de: las 
desapariciones forzadas de Cristina del Pilar Guarín Cortés, Gloria Estella Lizarazo Figueroa, Carlos 
Augusto Rodríguez Vera, David Suspes Celis, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Bernardo Beltrán 
Hernández, Gloria Anzola de Lanao, Irma Franco Pineda, Lucy Amparo Oviedo Bonilla y Luz Mary 
Portela; la desaparición forzada y posterior ejecución extrajudicial de Carlos Horacio Urán Rojas, y 
las detenciones y torturas o tratos crueles y degradantes sufridos, respectivamente, por Yolanda 
Santodomingo Albericci, Eduardo Matson Ospino, José Vicente Rubiano Galvis y Orlando Quijano. 
Dicha obligación debe ser cumplida en un plazo razonable con el fin de establecer la verdad de los 
hechos del presente caso, tomando en cuenta que han transcurrido 29 años desde que sucedieron. 
En particular, el Estado deberá velar por que se observen los siguientes criterios: 

a) realizar la o las investigaciones pertinentes en relación con los hechos de este caso, con el objeto de 
que el proceso y las investigaciones sean conducidas en consideración de la complejidad de los hechos, 
con la debida diligencia evitando omisiones en la consideración y valoración de la prueba y el 
seguimiento de líneas lógicas de investigación; 

b) por tratarse de violaciones graves a los derechos humanos, incluyendo desapariciones forzadas, 
ejecuciones extrajudiciales y torturas, el Estado deberá abstenerse de recurrir a la aplicación de leyes 

de amnistía ni argumentar prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio 
non bis in idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, con el fin de excusarse de la obligación 
de investigar y enjuiciar a los responsables; 

c) asegurarse que las autoridades competentes realicen las investigaciones correspondientes ex officio, y 
que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen todos los recursos logísticos y científicos necesarios 
para recabar y procesar las pruebas y, en particular, tengan facultades para acceder plenamente a la 
documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y llevar a cabo con 
prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para esclarecer lo sucedido a las personas 
desaparecidas en el presente caso, a las víctimas de torturas y otras formas de tratos crueles y 
degradantes, y a la víctima de desaparición y posterior ejecución extrajudicial;  

d) identificar e individualizar a los autores de las violaciones referidas en la presente Sentencia, y 
e) garantizar que las investigaciones por los hechos constitutivos de las violaciones a derechos humanos 

declaradas en el presente caso se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la jurisdicción 
ordinaria. 

564. La Corte valora positivamente la voluntad manifestada por Colombia respecto de la 
búsqueda de víctimas desaparecidas y considera que es un paso importante para la reparación en el 
presente caso. En este sentido, es necesario que el Estado efectúe una búsqueda rigurosa por la vía 
judicial y administrativa pertinente, en la cual realice todos los esfuerzos para determinar, a la mayor 
brevedad, el paradero de las once víctimas cuyo destino aún se desconoce, la cual deberá realizarse 
de manera sistemática y contar con los recursos humanos, técnicos y científicos adecuados e idóneos 
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y, en caso de ser necesario, deberá solicitarse la cooperación de otros Estados. Para las referidas 
diligencias se debe establecer una estrategia de comunicación con los familiares y acordar un marco 
de acción coordinada, para procurar su participación, conocimiento y presencia, conforme a las 
directrices y protocolos en la materia. Si las víctimas o alguna de ellas se encontrare fallecida, los 
restos mortales deberán ser entregados a sus familiares, previa comprobación fehaciente de 
identidad, a la mayor brevedad posible y sin costo alguno para ellos. Además, el Estado deberá cubrir 
los gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con los familiares. 

Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292. 

460.  En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la 
investigación y/o el proceso penal en curso sobre los hechos relacionados con la ejecución 
extrajudicial de Eduardo Nicolás Cruz Sánchez con la debida diligencia y en un plazo razonable para 
identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables. La debida diligencia en la 
investigación implica que todas las autoridades estatales correspondientes están obligadas a 
colaborar en la recolección de la prueba, por lo que deberán brindar al juez, fiscal u otra autoridad 
judicial toda la información que requiera y abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la 
marcha del proceso investigativo. En particular, el Estado debe: 

a) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares en todas las etapas de estas 

investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana; 
b) por tratarse de una violación grave de derechos humanos y en consideración de las 

particularidades y el contexto en que ocurrieron los hechos, el Estado debe abstenerse de 
recurrir a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra 

disposición análoga, la prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in 
idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación; 

c) garantizar que las investigaciones y procesos por los hechos constitutivos de la ejecución 
extrajudicial del presente caso se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la 
jurisdicción ordinaria, y 

d) divulgar públicamente los resultados de los procesos para que la sociedad peruana conozca 
la determinación judicial de los hechos objeto del presente caso. 

Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C No. 

318. 

445. En virtud de lo anterior, la Corte, al igual que en otros casos ya analizados y en atención al 
carácter de delito de derecho internacional de la esclavitud y la imprescriptibilidad del sometimiento 
de una persona a condición análoga a la esclavitud, dispone que el Estado debe reiniciar, con la debida 
diligencia, las investigaciones y/o procesos penales que correspondan por los hechos constatados en 
marzo de 2000 en el presente caso para, en un plazo razonable, identificar, procesar y, en su caso, 
sancionar a los responsables. En particular, el Estado deberá: a) asegurar el pleno acceso y capacidad 
de actuar de las víctimas y sus familiares en todas las etapas de estas investigaciones, de acuerdo con 

la ley interna y las normas de la Convención Americana; b) por tratarse la esclavitud de un delito de 
derecho internacional y en consideración de las particularidades y el contexto en que ocurrieron los 
hechos, el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, así como cualquier 
obstáculo procesal para excusarse de esta obligación; c) garantizar que las investigaciones y procesos 
por los hechos del presente caso se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la 
jurisdicción federal, y d) divulgar públicamente los resultados de los procesos para que la sociedad 
brasileña conozca la determinación judicial de los hechos objeto del presente caso. En especial, el 
Estado debe realizar una investigación y, en su caso, restablecer (o reconstruir) el proceso penal 

2001.39.01.000270-0, iniciado en 2001, ante la 2ª Vara de Justicia Federal de Marabá, Estado de Pará. 
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6.3 CONDUCIR INVESTIGACIONES JUDICIALES CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO 

Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie 
C No. 205240. 

18.  El Estado deberá, en un plazo razonable, continuar con la estandarización de todos sus 
protocolos, manuales, criterios ministeriales de investigación, servicios periciales y de impartición 
de justicia, utilizados para investigar todos los delitos que se relacionen con desapariciones, violencia 
sexual y homicidios de mujeres, conforme al Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e 
Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas y 
los estándares internacionales de búsqueda de personas desaparecidas, con base en una perspectiva 
de género, conforme a lo dispuesto en los párrafos 497 a 502 de esta Sentencia. 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215 . 

228. La Corte ha establecido en la presente Sentencia, tomando en cuenta el reconocimiento 
parcial de responsabilidad del Estado, que la investigación de la violación sexual de la señora 
Fernández Ortega no ha sido conducida hasta el presente con la debida diligencia ni en el fuero 
adecuado y que por ello México ha violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial reconocidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana […]. En consecuencia, como 
lo ha hecho en otras oportunidades dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación 
penal de los hechos del presente caso, para determinar las correspondientes responsabilidades 
penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea. Esta obligación debe 
ser cumplida en un plazo razonable, considerando los criterios señalados sobre investigaciones en 
este tipo de casos. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 211. 

229.  Particularmente, el Estado debe garantizar, a través de sus instituciones competentes, que 
la averiguación previa que se encuentra abierta por los hechos constitutivos de la violación sexual de 
la señora Fernández Ortega se mantenga bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria. Asimismo, 

en caso que se inicien nuevas causas penales por los hechos del presente caso en contra de presuntos 
responsables que sean o hayan sido funcionarios militares, las autoridades a cargo deberán asegurar 
que éstas sean adelantadas ante la jurisdicción ordinaria y bajo ninguna circunstancia en el fuero 
militar. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 212. 

230.  La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe asegurar el 
pleno acceso y capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En un caso como el presente en 
el que la víctima, mujer e indígena, ha tenido que enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la 
justicia, el Estado tiene el deber de continuar proporcionando los medios para que la víctima acceda 
y participe en las diligencias del caso, para lo cual debe asegurar la provisión de intérprete y apoyo 

 

240 Los hechos del presente caso sucedieron en ciudad Juárez, lugar donde se desarrollan diversas formas de 
delincuencia organizada. Asimismo desde 1993 existe un aumento de homicidios de mujeres influenciado por 
una cultura de discriminación contra la mujer.  Laura Berenice Ramos, estudiante de 17 años de edad, 
desapareció el 22 de setiembre de 2001. Claudia Ivette Gonzáles, trabajadora en una empresa maquilladora de 
20 años de edad, desapareció el 10 de octubre de 2001. Esmeralda Herrera Monreal, empleada doméstica de 15 
años de edad desapareció el lunes 29 de octubre de 2001. Sus familiares presentaron las denuncias de 
desaparición. No obstante, no se iniciaron mayores investigaciones. Las autoridades se limitaron a elaborar los 
registros de desaparición, los carteles de búsqueda, la toma de declaraciones y el envío del oficio a la Policía 
Judicial. El 6 de noviembre de 2001 se encontraron los cuerpos de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera 
Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, quienes presentaban signos de violencia sexual. Se concluyó que las 
tres mujeres estuvieron privadas de su libertad antes de su muerte. A pesar de los recursos interpuestos por sus 
familiares, no se investigó ni se sancionó a los responsables. 
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desde una perspectiva de género, en consideración de sus circunstancias de especial vulnerabilidad. 
Finalmente, en caso que la señora Fernández Ortega preste su consentimiento, los resultados de los 
procesos deberán ser públicamente divulgados, con la finalidad de que la sociedad mexicana conozca 
la verdad de los hechos. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 213. 

Corte IDH. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

251. Por ello, la Corte dispone que el Estado debe conducir eficazmente la investigación y, en su 
caso, abrir el proceso penal correspondiente y, de ser pertinente, otros que correspondieren, para 
identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables de los vejámenes y privación de la 
vida de la niña María Isabel Veliz Franco, conforme a los lineamientos de esta Sentencia, a fin de evitar 
la repetición de hechos iguales o análogos a los del presente caso. Dicha investigación deberá incluir 
una perspectiva de género, emprender líneas de investigación específicas respecto a violencia sexual, 
y posibilitar a los familiares de la víctima información sobre los avances en la investigación, de 
conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación adecuada en el proceso penal. 
Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en 
atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Por último, deberá asegurarse 
que las personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras 
personas involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas 
garantías de seguridad. 

269. Por lo expuesto, teniendo en cuenta lo normado por la Ley contra el Femicidio, la Corte 
considera pertinente ordenar al Estado que, en un plazo razonable, implemente el funcionamiento 
pleno de los “órganos jurisdiccionales especializados […] en toda la República”, así como de la fiscalía 
especializada indicada en dicha norma. 

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289. 

309. Tal como se ha dispuesto en otras oportunidades relacionadas con este tipo de casos, tanto 
la investigación como el proceso penal consiguiente deberán incluir una perspectiva de género, 
emprender líneas de investigación específicas respecto de la violencia sexual, a fin de evitar 
omisiones en la recolección de prueba, así como posibilitar a la víctima información sobre los avances 
en la investigación y proceso penal, de conformidad con la legislación interna, y en su caso, la 
participación adecuada durante la investigación y el juzgamiento en todas las etapas. Asimismo, la 
investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en atención a 
víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Además, deberá asegurarse que las 
personas encargadas de la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 

involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten con las debidas garantías de 
seguridad. De igual modo, por tratarse de una violación grave de derechos humanos, ya que los actos 
de tortura fueron una práctica generalizada en el contexto del conflicto en el Perú, el Estado debe 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra 
disposición análoga, la prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o 
cualquier eximente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación. 

6.4 CAPACITACIÓN A FUNCIONARIOS JUDICIALES 

Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
24 de febrero de 2012. Serie C No. 239.  

271.  El Tribunal toma nota de los desarrollos llevados a cabo por el Estado en materia de 
programas y acciones de capacitación dirigidos a capacitar a funcionarios públicos. Sin perjuicio de 
lo anterior, la Corte ordena que el Estado continúe implementando programas y cursos permanentes 
de educación y capacitación en: i) derechos humanos, orientación sexual y no discriminación; ii) 

protección de los derechos de la comunidad LGBTI, y iii) discriminación, superación de estereotipos 
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de género en contra de la población LGTBI. Los cursos deben estar dirigido a funcionarios públicos a 
nivel regional y nacional, y particularmente a funcionarios judiciales de todas las áreas y escalafones 
de la rama judicial. 

 272.  Dentro de dichos programas y cursos de capacitación deberá hacerse una especial mención 
a la presente Sentencia y a los diversos precedentes del corpus iuris de los derechos humanos 
relativos a la proscripción de la discriminación por orientación sexual y a la obligación de todas las 
autoridades y funcionarios de garantizar que todas las personas, sin discriminación por su 
orientación sexual, puedan gozar de todos y cada uno de los derechos establecidos en la Convención. 
Debe ponerse especial atención para este efecto, en normas o prácticas en el derecho interno que, 
sea intencionalmente o por sus resultados, pueden tener efectos discriminatorios en el ejercicio de 

derechos por personas pertenecientes a las minorías sexuales. 

6.5 POSIBILIDAD DE RECURRIR DEL FALLO CONDENATORIO  

Corte IDH. Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 noviembre de 2012. Serie C No. 255. 

151. El Tribunal reitera su jurisprudencia en cuanto a que no actúa como una instancia penal que 
decida sobre la culpabilidad o inocencia del señor Mohamed, sino que se ha limitado a determinar la 
compatibilidad del proceso penal y los recursos judiciales a que este fue sometido con la Convención 
Americana.  

152. La Corte determinó que el señor Mohamed no tuvo a su disposición un recurso que, de 
acuerdo a los estándares del artículo 8.2.h de la Convención Americana, permitiera la revisión de la 
sentencia que lo declaró culpable y condenó por primera vez en la segunda instancia del proceso 
penal que se le siguió por el delito de homicidio culposo […]. En consecuencia, de acuerdo al artículo 
63.1 de la Convención, que estipula que “[c]uando decida que hubo violación de un derecho o libertad 
protegidos en [la] Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados”, el Tribunal ordena al Estado que:  

a)  adopte las medidas necesarias para garantizar al señor Oscar Alberto Mohamed el 
derecho de recurrir del fallo condenatorio emitido por la Sala Primera de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional el 22 de febrero de 1995, de conformidad con 
los parámetros convencionales establecidos en el artículo 8.2.h de la Convención Americana 
[…]. Esta medida debe cumplirse en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, y 

b)  adopte las medidas necesarias para que los efectos jurídicos de la referida sentencia 
condenatoria, y en especial su registro de antecedentes, queden en suspenso hasta que se 
emita una decisión de fondo una vez garantizado el derecho a recurrir según lo indicado en 
el inciso anterior. 

Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382. 

66. El Tribunal reitera su jurisprudencia en cuanto a que no actúa como una instancia penal, por 

lo que no le compete decidir sobre la culpabilidad o la inocencia del señor Gorigoitía, sino que se ha 
limitado a determinar la compatibilidad del proceso penal, y los recursos judiciales a que este fue 
sometido, con la Convención Americana. En ese sentido, la Corte determinó que el incumplimiento 
de la Suprema Corte de Mendoza de realizar una revisión integral de la sentencia condenatoria del 
señor Gorigoitía resultó en una violación del artículo 8.2.h) de la Convención […]. Asimismo, el 
Tribunal toma nota que el Estado ofreció al señor Gorigoitía la posibilidad de obtener un recurso de 
revisión amplio de la sentencia condenatoria mediante la Acordada No. 28.677 de 15 de marzo de 
2018 […]. En razón de lo anterior, el Tribunal ordena al Estado que: 
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a) adopte las medidas necesarias para garantizar al señor Gorigoitía el derecho de 
recurrir el fallo condenatorio emitido por la Cámara Primera del Crimen de Mendoza el 12 
de septiembre de 1997, de conformidad con los parámetros convencionales establecidos en 
el artículo 8.2.h) de la Convención Americana […]. Esta medida debe cumplirse en el plazo 
de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, y 

b) adopte las medidas necesarias para que los efectos jurídicos del referido fallo 
condenatorio, en especial lo atinente al beneficio jubilatorio y el registro de antecedentes, 
queden en suspenso hasta que se emita una decisión de fondo, una vez garantizado el 
derecho a recurrir según lo indicado en el inciso anterior. 

6.6 CUMPLIR CON LA GARANTÍA DEL PLAZO RAZONABLE 

Corte IDH. Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 265. 

206.  En el presente caso, este Tribunal declaró la responsabilidad internacional de Argentina por 
haber incumplido con su obligación de resolver, dentro de un plazo razonable, el proceso civil por 
daños y perjuicios iniciado contra los señores Mémoli. Por tanto, la Corte considera que el Estado 
debe adoptar las medidas necesarias para que, tomando en cuenta lo dispuesto en esta Sentencia […], 
se resuelva con la mayor celeridad posible el mencionado proceso civil. Asimismo, considerando las 
conclusiones del capítulo IX de la presente Sentencia, la Corte dispone que el Estado debe revocar 
inmediatamente la medida cautelar de inhibición general para enajenar y gravar bienes impuesta a 
los señores Mémoli. El Estado deberá informar en un plazo de tres meses, contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia, sobre el cumplimiento de esta medida. 

6.7 REINTEGRO AL CARGO 

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) 
Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 

agosto de 2008. Serie C No. 182. 

246.  Esta Corte determinó que la destitución de las víctimas fue el resultado de un proceso lesivo 
de garantías judiciales y de la protección judicial. En consecuencia, teniendo en cuenta que la garantía 
de permanencia o estabilidad en el cargo de todo juez, titular o provisional, debe operar para permitir 

el reintegro a la condición de magistrado de quien fue arbitrariamente privado de ella, el Tribunal 
considera que como medida de reparación el Estado deberá reintegrar a las víctimas al Poder Judicial, 
si éstas así lo desean, en un cargo que tenga las remuneraciones, beneficios sociales y rango 
equiparables a los que les correspondería el día hoy si no hubieran sido destituidos Si por motivos 
fundados, ajenos a la voluntad de las víctimas, el Estado no pudiese reincorporarlas al Poder Judicial 
en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente Sentencia, deberá pagar una 
indemnización, que esta Corte fija en equidad en US$ 100.000,00 (cien mil dólares de los Estados 
Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, para cada una de las víctimas, en el plazo 
máximo de dieciocho meses a partir de la notificación de la presente Sentencia.  

Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. 
Serie C No. 266. 

213.  Esta Corte determinó que la destitución de las víctimas fue el resultado de una decisión que 
atentó contra las garantías judiciales, la independencia judicial, la permanencia en el cargo y la 
protección judicial […]. La Corte tiene en cuenta que la garantía de permanencia o estabilidad en el 
cargo de todo juez, titular o provisional, debe operar para permitir el reintegro a la condición de 
magistrado de quien fue arbitrariamente privado de ella.  
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214.  La Corte constata el cambio constitucional ocurrido en 2008 en Ecuador, así como la 
reestructuración posterior de la Corte Suprema, la cual implicó modificaciones importantes en 
asuntos no menores como el número de miembros que conforman la Corte Nacional de Justicia, el 
cual es menor a los que integraban la Corte Suprema de Justicia. El Tribunal toma nota que varios de 
los magistrados tuvieron en cuenta dichas circunstancias para renunciar a su pretensión de ser 
reintegrados. Asimismo, la Corte destaca que los representantes de las víctimas no especificaron 
quiénes de los 27 magistrados habrían renunciado expresamente al reintegro y solicitado solamente 
la reparación pecuniaria por la imposibilidad de ser reincorporados. Por otra parte, el Tribunal 
subraya que en los casos en que se ha ordenado la reincorporación de jueces a sus cargos, eran jueces 
que ejercían sus funciones en instancias menores del poder judicial, mientras que en el presente caso 

los magistrados de la Corte Suprema solo podrían ser nombrados en otro Alto Tribunal del poder 
judicial, lo que se dificulta o hace imposible el reintegro. Teniendo en cuenta lo anterior, el Tribunal 
considera que, por las nuevas circunstancias constitucionales, las dificultades para designarlos en el 
mismo cargo o uno de similar categoría, así como la nueva normativa frente a la protección de la 
estabilidad formal de los funcionarios de carrera judicial, el reintegro de los magistrados no sería 
posible. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 
268, párr. 191, párr. 262. 

215.  No obstante lo anterior, la Corte recuerda su jurisprudencia, según la cual en los casos en 
que no sea posible realizar el reintegro del juez separado de su cargo de manera arbitraria, 
corresponderá ordenar una indemnización como compensación por la imposibilidad de retornar a 
sus funciones como juez. Por ello, la Corte fija la cantidad de US$ 60.000,00 (sesenta mil dólares de 
los Estados Unidos de América) como medida de indemnización para cada una de las víctimas. Esta 
suma debe ser pagada en el plazo máximo de un año a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. En el mismo sentido: Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. 
Serie C No. 268, párr. 191, párr. 263. 

6.8 CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EN RELACIÓN CON GARANTÍAS 
JUDICIALES 

Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 
2014. Serie C No. 279. 

435. Al determinar que Chile incurrió en violaciones al derecho de la defensa de interrogar 
testigos, protegido en el artículo 8.2.f de la Convención, en perjuicio de Pascual Huentequeo Pichún 
Paillalao, la Corte constató que las medidas de protección de testigos relativas a la reserva de 
identidad fueron adoptadas en ausencia de un efectivo control judicial […] y un testimonio obtenido 

en esas condiciones fue utilizado en grado decisivo para fundar la condena. Asimismo, aun cuando 
en el proceso penal contra al señor Pichún Paillalao esas medidas de protección de reserva de 
identidad estuvieron acompañadas en los casos concretos de medidas de contrapeso […], la falta de 
regulación de estas últimas provocó una inseguridad jurídica respecto de adopción de las mismas.  

436. La Corte estima que, en el marco del ordenamiento jurídico chileno aplicado en este caso, 
resulta adecuado ordenar a Chile que, para evitar violaciones como las declaradas en la presente 
Sentencia, regule con claridad y seguridad la medida procesal de protección de testigos relativa a la 
reserva de identidad, asegurando que se trate de una medida excepcional, sujeta a control judicial en 
base a los principios de necesidad y proporcionalidad, y que ese medio de prueba no sea utilizado en 
grado decisivo para fundar una condena, así como regular las correspondientes medidas de 
contrapeso que aseguren que la afectación al derecho de defensa sea suficientemente contrarrestada, 
de acuerdo con lo establecido en la presente Sentencia […]. Adicionalmente, el Tribunal recuerda que 
a fin de garantizar dicho derecho de la defensa a interrogar testigos, las autoridades judiciales deben 
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aplicar esos criterios o estándares establecidos por la Corte […] en ejercicio del control de 
convencionalidad. 

Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

128. Sin embargo, sí resulta contrario a la Convención Americana, tal como se concluyó en este 
caso, que un magistrado sea destituido sin que exista una ley previa que prevea esa posibilidad. En 
este sentido, en la presente Sentencia se concluyó que el Estado tiene la obligación de suprimir la 
práctica mediante la cual se permite las destituciones de magistrados del TSE en supuestos distintos 
a los establecidos en la ley […]. Esta obligación puede ser cumplida mediante una correcta aplicación 
del control de convencionalidad.  

129. Esta Corte ha señalado que todas las autoridades de un Estado Parte en la Convención, tienen 
la obligación de ejercer un “control de convencionalidad” entre los actos u omisiones y las normas 
internas y la Convención Americana, de forma tal que la interpretación y aplicación del derecho 
nacional sea consistente con las obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos 

humanos. Este control de convencionalidad debe realizarse en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes y en esta tarea, teniendo en cuenta 
no solo el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana. 

130. De tal manera, es necesario que la interpretación que realicen los órganos competentes 
relativa a la posibilidad de destituir a magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones en supuestos 
diferentes a cuando estos cometan un delito sea coherente con los principios establecidos en la 
jurisprudencia de este Tribunal, los cuales han sido reiterados en el presente caso. Bajo ese 

entendido, este Tribunal considera que no es necesario ordenar la modificación legislativa. 

6.9 RESTITUCIÓN DERECHOS Y REAPERTURA DE PROCESOS 
ADMINISTRATIVOS 

Corte IDH. Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 293. 

380. Es por ello que en virtud de la naturaleza de las violaciones antes referidas y sin que ello 
implique un reconocimiento de la propiedad de la concesión por parte de RCTV, como medida 
necesaria para garantizar el goce y ejercicio de los derechos conculcados en el presente caso de 
conformidad con el artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte ordena que se restablezca la 
concesión de la frecuencia del espectro radioeléctrico correspondiente al canal 2 de televisión, hasta 

tanto se otorgue de manera definitiva como consecuencia del proceso establecido en el párrafo 382 
de la presente Sentencia. Esta medida no implica la protección o reparación de la persona jurídica 
(RCTV C.A), sino que constituye el medio idóneo para reparar los derechos que se declararon 
vulnerados de los accionistas y trabajadores, aun si actualmente no hacen parte o trabajan para la 

empresa. 

381. Para que la anterior medida no sea ilusoria y sin que esto suponga un pronunciamiento sobre 
el derecho a la propiedad, este Tribunal ordena la devolución de los bienes objeto de las medidas 
cautelares, por cuanto son elementos indispensables para la efectiva operación de la concesión. 
Además, esta medida repara las violaciones declaradas en relación con las garantías judiciales al 
derecho a ser oído y a un plazo razonable en los procesos judiciales respecto al trámite de la demanda 
por intereses difusos y colectivos […]. 

382. Una vez se efectúe la restitución de la concesión a RCTV, el Estado deberá, en un plazo 
razonable, ordenar la apertura de un proceso abierto, independiente y transparente para el 
otorgamiento de la frecuencia del espectro radioeléctrico correspondiente al canal 2 de televisión, 
siguiendo para tal efecto el procedimiento establecido en la LOTEL o la norma interna vigente para 
tales efectos. Dicho proceso deberá ser llevado a cabo garantizando que no se apliquen criterios 
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discriminatorios que condicionen el otorgamiento de la concesión, y deberá estar encaminado a 
fortalecer de manera efectiva el pluralismo democrático y el respeto a las garantías judiciales. Por lo 
tanto, el Estado deberá: i) adoptar las medidas apropiadas para que se implemente un proceso 
abierto, independiente y transparente para asignar la frecuencia, y ii) dar a las víctimas del presente 
caso la oportunidad de participar en dicho proceso a través de la empresa RCTV, de otra empresa o 
a título personal, como mínimo, en igualdad de condiciones. El Estado deberá informar en un año 
sobre las medidas adoptadas al respecto. 

6.9 REFORMAS LEGALES PARA GARANTÍA RECURSO JUDICIAL 

Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382. 

72. En la presente Sentencia este Tribunal determinó que la regulación prevista en la Ley No. 
1908 constituyó un incumplimiento del artículo 2 de la Convención Americana […]. En razón de ello, 
la Corte considera que, dentro de un plazo razonable, el Estado debe adecuar su ordenamiento 

jurídico interno de conformidad con los parámetros establecidos en esta Sentencia. Al respecto, el 
Tribunal advierte que la legislación procesal penal que regía en la Provincia de Mendoza en la época 
de los hechos fue derogada por la Ley No.6.730 del año 1999, modificada por la Ley No. 9.040 
publicada en el año 2018 [...]. Asimismo, la Corte advierte que el artículo 503 de la Ley No. 1.908, el 
cual establecía las causales de procedencia del recurso de casación en la época de los hechos, y que 
habría sido la norma que impidió una revisión integral del fallo en virtud del cual el señor Gorigoitía 
fue condenado, es sustancialmente idéntico a al artículo 474 de la Ley No. 6.730 del año 1999, 
modificada por la Ley No. 9.040 publicada en el año de 2018, el cual regula la misma cuestión y se 
encuentra vigente. 

73. En relación con lo anterior, la Corte nota que en el caso Mendoza y otros Vs. Argentina 
concluyó que el Estado de Argentina incumplió con su obligación contenida en el artículo 2 de la 
Convención Americana, en relación con los artículos 8.2.h) y 19 de la misma, en perjuicio de la 
víctimas del caso en virtud de que los artículos 474 del Código Procesal Penal de la Provincia de 

Mendoza y 456 del Código Procesal Penal de la Nación, respectivamente, no permitían la revisión de 
cuestiones fácticas y/o probatorias por un tribunal superior. En consecuencia, en dicho caso se 
ordenó al Estado que los jueces ejerzan un control de convencionalidad a fin de garantizar el derecho 
de recurrir del fallo conforme al artículo 8.2.h) de la Convención Americana y a la jurisprudencia de 

este Tribunal. Asimismo, se ordenó que, dentro de un plazo razonable, el Estado debe adecuar su 
ordenamiento jurídico interno de conformidad con los parámetros establecidos en la Sentencia. 

74. Teniendo en cuenta lo anteriormente mencionado, en virtud de la similitud entre el presente 
caso y el caso Mendoza y otros Vs. Argentina en lo que respecta a esta garantía de no repetición, su 

cumplimiento será supervisado por la Corte en forma conjunta con la supervisión correspondiente 
al cumplimiento de la Sentencia del caso Mendoza y otros Vs. Argentina. 

6.10 FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 

Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie 
C No. 371. 

360. La Corte observa que el Estado creó, en septiembre de 2015, un Mecanismo de Seguimiento 
de Casos de Tortura Sexual cometida contra Mujeres. México informó que el funcionamiento de este 
Mecanismo de Seguimiento “contempla la emisión de un dictamen conjunto con recomendaciones 
sobre los casos revisados, a fin de que las autoridades competentes actúen aplicando los más altos 
estándares internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, o reciban asistencia 
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técnica para avanzar en la investigación de tortura sexual”, con el objetivo de revisar y atender los 
casos de mujeres denunciantes de tortura sexual en México. Sin perjuicio de que el Tribunal reconoce 
las acciones llevadas a cabo como consecuencia del mecanismo, la Corte considera pertinente 
ordenar al Estado que, en un plazo de dos años, elabore un plan de fortalecimiento calendarizado del 
Mecanismo de Seguimiento de Casos de Tortura Sexual cometida contra Mujeres, que incluya la 
asignación de recursos para el cumplimiento de sus funciones en el territorio nacional, y establezca 
plazos anuales para la presentación de informes. En particular, el Estado deberá incluir dentro de las 
funciones del mecanismo la realización de un diagnóstico del fenómeno de la tortura sexual a mujeres 
en el país y formular propuestas de políticas públicas de manera periódica. 
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